PAGE  
146

REPÚBLICA DE CHILE


[image: image1.png]



DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 363ª
Sesión 82ª, en miércoles 16 de diciembre de 2015
Ordinaria

(De 16:16 a 19:52)

PRESIDENCIA DE SEÑORES PATRICIO WALKER PRIETO, PRESIDENTE,

Y EUGENIO TUMA ZEDAN, PRESIDENTE ACCIDENTAL
SECRETARIO, EL SEÑOR MARIO LABBÉ ARANEDA, TITULAR
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS..........................................................................….

IV.
CUENTA...............................................................................................................



Acuerdos de Comités…………………………………………………………..


Solidaridad con víctimas y familiares de estudiantes desaparecidos de escuela normal rural de Ayotzinapa, México. Proyecto de acuerdo (S 1.845-12)……………………………………………………………………………………

V.
ORDEN DEL DÍA:

Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar al señor Jorge Bermúdez Soto en el cargo de Contralor General de la República (S 1.843-05) (se aprueba solicitud)…………….......................................................................................
Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica disposiciones aplicables a los funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (10.057-06) (se aprueba en particular)………………………………………………………...
Peticiones de oficios (se anuncia su envío)…………………………………..

A n e x o s

ACTAS APROBADAS:
Sesión 78ª, especial, en miércoles 9 de diciembre de 2015……….…......................
Sesión 79ª, ordinaria, en miércoles 9 de diciembre de 2015.....................................
Sesión 80ª, extraordinaria, en jueves 10 de diciembre de 2015……….…......
DOCUMENTOS:
1. Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para designar como Consejero del Banco Central de Chile a don Mario Marcel Cullell, conforme a lo dispuesto en el artículo 7° del artículo primero de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central (S 1.844-05)………………………………………................
2. Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de indemnizaciones para trabajadores sujetos a contrato por obra, faena o servicio (9.659-13)………………………………
3. Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal en lo tocante a la tipificación del delito de tortura (9.589-17)…………………………………………………………………………...

4. Informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia el Vicepresidente de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares chilenos fuera del territorio de la República, en Bosnia y Herzegovina (S 1.841-05)…………………………………………………………………….

5. Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica disposiciones aplicables a los funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (10.057-06)…………………………
6. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica disposiciones aplicables a los funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (10.057-06)……………………...

7. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para designar en el cargo de Contralor General de la República al señor Jorge Bermúdez Soto (S 1.843-05)…………………………………………………………………
8. Moción de los Senadores señor Horvath, señora Lily Pérez y señor Guillier con la que inician un proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena por especial gracia, en forma póstuma, al ciudadano estadounidense señor Douglas Tompkins (10.448-17)……………………………………………..

9. Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Letelier, señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Matta, Montes, Ossandón, Quintana, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar por el que expresan su solidaridad en lo relativo a las víctimas y familiares de los estudiantes actualmente desaparecidos de la Escuela Normal Rural de Ayotzinapa, manifestando su respaldo a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y alentando al Gobierno mexicano a tomar las medidas necesarias para esclarecer estos hechos (S 1.845-12)…………………………………………………………………………...
10. Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.365 que establece Franquicia Tributaria Respecto de Sistemas Solares Térmicos; la Ley General de Servicios Eléctricos, y la ley que crea la Empresa Nacional del Petróleo (9.628-08)………………………………….
11. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto que modifica la ley N° 20.365 que establece Franquicia Tributaria Respecto de Sistemas Solares Térmicos; la Ley General de Servicios Eléctricos, y la ley que crea la Empresa Nacional del Petróleo (9.628-08)……………………..
VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Jorge Burgos Varela; Secretario General de Gobierno, señor Marcelo Díaz Díaz; del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, y de Energía, señor Máximo Pacheco Matte.
Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes Lillo.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 78ª, especial, y 79ª, ordinaria, en 9 de diciembre; y 80ª, extraordinaria, en 10 de diciembre, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación, y mejora la persecución penal en dichos delitos (boletín N° 9.885-07).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (boletín N° 6.499-11).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para designar como Consejero del Banco Central de Chile a don Mario Marcel Cullell, haciendo presente para su despacho la urgencia establecida en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (boletín N° S 1.844-05) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha aprobado el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en materia de indemnizaciones para trabajadores sujetos a contrato por obra, faena o servicio (boletín N° 9.659-13) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Con el segundo señala que dio su aprobación al proyecto de ley que modifica el Código Penal en lo tocante a la tipificación del delito de tortura (boletín N° 9.589-17) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la Excelentísima Corte Suprema:


Envía copia del informe emitido con motivo de la visita efectuada por la Ministra señora Muñoz al Tribunal de Contratación Pública.



--Se remite a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para los fines que estime pertinentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia de la resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del inciso primero del artículo 7° de la ley N° 19.946.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante:


Remite solicitud de información, realizada en nombre del Senador señor Navarro, en lo relativo al número de naves de más de doce metros de eslora registradas desde el año 2013 hasta la fecha.



Del señor Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación:


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de las horas de clases de educación física que se realizan, en promedio, en los distintos ciclos de enseñanza.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia el Vicepresidente de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares chilenos fuera del territorio de la República, en Bosnia y Herzegovina (boletín Nº S 1.841-05) (con urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Véase en los Anexos, documento 4).



Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica disposiciones aplicables a los funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (boletín Nº 10.057-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para designar en el cargo de Contralor General de la República al señor Jorge Bermúdez Soto (boletín N° S 1.843-05) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Quedan para tabla.
Moción



De los Senadores señor Horvath, señora Pérez San Martín y señor Guillier, con la que inician un proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena por especial gracia, en forma póstuma, al ciudadano estadounidense señor Douglas Tompkins (boletín Nº 10.448-17) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.
La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, en mi calidad de Presidenta de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, solicito a la Sala que autorice refundir los proyectos de ley que conceden la nacionalidad chilena por especial gracia, en forma póstuma, al ciudadano estadounidense señor Douglas Tompkins. Corresponden a los boletines números 10.433-17, 10.448-17 y 9.809-17.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?


--Se accede.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, por encargo de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización solicito que se recabe el acuerdo de la Sala para refundir el proyecto de reforma constitucional presentado ayer por los Senadores señores Chahuán y García-Huidobro, sobre reemplazo del intendente por un gobernador regional elegido directamente y del actual gobernador por un delegado presidencial (boletín N° 10.443-06), con las iniciativas correspondientes a los boletines números 9.834-06, 10.330-06 y 10.422-06, que se encuentran ya refundidas y en estudio en la Comisión. 



Naturalmente, todos estos proyectos recaen sobre la misma materia y se hallan en idéntico trámite constitucional.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se acordará.



--Acordado.

)---------------(
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Voy a suspender la sesión para efectuar una reunión de Comités.



Se suspende la sesión por cinco minutos.

)---------------(



--Se suspendió a las 16:22



--Se reanudó a las 16:31.

)-----------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continúa la sesión.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar en el primer lugar del Orden del Día de esta sesión el nombramiento del señor Contralor General de la República.



2.- Citar a sesión extraordinaria para el próximo martes, de 11 a 14 horas, a fin de ver el proyecto -está en el segundo lugar de la tabla de hoy- que modifica la ley N° 20.365, que establece franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos; la Ley General de Servicios Eléctricos y la ley que crea la ENAP, autorizando a las Comisiones para sesionar simultáneamente con la Sala.



3.- Citar a sesión extraordinaria para el miércoles próximo, de 10 a 13 horas, y celebrar la sesión ordinaria de ese mismo día, de 15 a 18 horas.



Cabe hacer constar que en las dos sesiones extraordinarias las Comisiones están autorizadas para sesionar simultáneamente con la Sala.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El próximo martes hay sesión ordinaria en la tarde, como corresponde.



Entonces, tendremos sesiones en la mañana y en la tarde del martes y del miércoles, y se autoriza a las Comisiones a funcionar en paralelo.



Es probable que, si hay acuerdo de las bancadas, tengamos también el proyecto de “ley corta” de Educación. Además, está el proyecto de probidad y transparencia. En realidad, tenemos muchísimas materias que tratar. Por eso los Comités unánimemente decidieron tomar esta decisión y autorizar a las Comisiones a sesionar simultáneamente con la Sala. Eso es importante recalcarlo.

SOLIDARIDAD CON VÍCTIMAS Y FAMILIARES DE ESTUDIANTES DESAPARECIDOS DE ESCUELA NORMAL RURAL DE AYOTZINAPA, MÉXICO. PROYECTO DE ACUERDO
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde votar el proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Letelier, señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Matta, Montes, Ossandón, Quintana, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar (Véase en los Anexos, documento 9).



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.845-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 82ª, en 16 de diciembre de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto de acuerdo señala que el Senado de la República de Chile acuerda: 



“Expresar su solidaridad con las víctimas y familiares de los estudiantes actualmente desaparecidos de la Escuela Normal Rural de Ayotzinapa y repudiar estas crueles e inhumanas violaciones a los derechos humanos.



“Respaldar lo actuado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y compartir las recomendaciones que ha hecho al estado mexicano.



“Alentar al gobierno mexicano a tomar todas las medidas necesarias para descubrir la verdad, hacer justicia, reparar a las víctimas y crear las condiciones para que estos repudiables hechos nunca más se vuelvan a repetir.”. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Por unanimidad, se aprueba.
V. ORDEN DEL DÍA

DESIGNACIÓN DE SEÑOR JORGE BERMÚDEZ SOTO COMO CONTRALOR GENERAL DE LA REPÚBLICA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Oficio de Su Excelencia la Presidenta de República mediante el cual se solicita el acuerdo del Senado para nombrar en el cargo de Contralor General de la República al señor Jorge Bermúdez Soto, con informe de la Comisión de Legislación, Justicia y Reglamento.


--Los antecedentes sobre el oficio (S 1.843-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 81ª, en 15 de diciembre de 2015.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 82ª, en 16 de diciembre de 2015.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión recibió en audiencia al señor Bermúdez, en sesión a la que también asistieron los señores Ministros del Interior y Seguridad Pública, Secretario General de la Presidencia y Secretario General de Gobierno, y los Senadores señores Horvath y Prokurica.



La Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Hernán Larraín y Tuma), de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por nuestro ordenamiento jurídico para la designación del Contralor General de la República.



Cabe tener presente que el acuerdo para nombrar al señor Jorge Bermúdez requiere tres quintos de los Senadores en ejercicio, esto es, 22 votos favorables.



Nada más, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero recordar que, aparte este nombramiento, que es muy relevante, debemos tratar un proyecto que también es importante -en realidad, todas las iniciativas lo son- y que requiere muchas votaciones. Me refiero al que figuraba en primer lugar de la tabla.



Por eso, los Comités se comprometieron a que en la designación del Contralor hablaría un Senador por bancada. Así que les pido a Sus Señorías, si es posible, que se cumpla esta autorregulación que ustedes mismos propusieron.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, solicito que se pida la anuencia de la Sala para prorrogar el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias. Proponemos extenderlo hasta el lunes 4 de enero próximo, a las 12.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Les parece?



--Así se acuerda.

)-------------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ofrezco la palabra, en primer término, al Senador señor Espina.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, ¿me permite?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Senador, usted no se ha inscrito para hablar. Si lo hace, con mucho gusto le daré la palabra. 



Lo estaba mirando justamente para preguntarle si iba a intervenir.



¿Desea dar el informe?

El señor DE URRESTI.- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien. Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Constitución, Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, solo le pido que se respete lo que corresponde: que el Presidente de la Comisión de Constitución entregue el informe correspondiente. Y es eso lo que voy a hacer.



En sesión celebrada el día de ayer, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento se abocó al estudio de la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República para designar Contralor General de la República al señor Jorge Bermúdez Soto, cargo que se encuentra vacante por el cese de funciones de don Ramiro Mendoza Zúñiga.



A esta sesión concurrieron los señores Ministros del Interior y Seguridad Pública, Secretario General de la Presidencia y Secretario General de Gobierno, además, naturalmente, de don Jorge Bermúdez Soto, quien fue especialmente invitado para la ocasión.



En la oportunidad, pudimos conocer el curriculum vitae del señor Bermúdez. Nació el 8 de julio de 1969 y es Licenciado en Ciencias Jurídicas por la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso; Master en Derecho Comunitario Europeo por la Universidad Autónoma de Madrid; Doctor en Derecho por la misma Universidad, y Posdoctorado en Derecho Ambiental por las universidades de Giessen y de Heidelberg.



Actualmente se desempeña como Profesor de Derecho Administrativo y Derecho Ambiental en la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso.



En el ámbito profesional, ha ejercido labores en diversos organismos, tales como la Corporación Nacional Forestal de la Región de Valparaíso, la Unidad de Medio Ambiente del Consejo de Defensa del Estado, la Subsecretaría de Pesca, la Superintendencia del Medio Ambiente y el gabinete del Ministerio de Defensa Nacional, entre otros. Igualmente, ha participado en el estudio de proyectos de ley y de normas reglamentarias en materia ambiental.



Asimismo, cuenta con numerosas publicaciones, monografías y proyectos de investigación en el ámbito del Derecho Administrativo, del Derecho Ambiental y de la justicia ambiental.



Además de poder apreciar su trayectoria, en dicha sesión escuchamos la exposición del señor Bermúdez, quien agradeció la nominación con que lo distinguiera la Primera Mandataria y proporcionó, en primer lugar, una visión general acerca del Órgano Contralor y de la forma como este se inserta en la situación institucional de nuestro país, señalando que buena parte de lo que ocurre con la vigencia del Estado de Derecho y con los principios de legalidad y de probidad pasa necesariamente por dicha institución.



Luego, analizó las grandes funciones que le competen, que radican en el control de la legalidad y en el deber de velar por la buena gestión de los recursos públicos, los cuales constituyen sus dos principales focos de atención.



Al revisarse la tarea relacionada con la buena gestión de los recursos públicos, se advirtió la relación que puede darse entre el poder y la corrupción, así como también entre el control de la corrupción y el desarrollo de los países. En esta materia, el señor Bermúdez insistió en que los propios conceptos de corrupción y de probidad evolucionan en el tiempo y cambian en el espacio, razón por la cual los instrumentos para perseguir las faltas que se cometen necesariamente deben irse adaptando.



A continuación, el candidato desarrolló los principios que, según él, deben orientar el trabajo de la Contraloría General de la República, mencionando, entre ellos, la ética interna que debe guiar su funcionamiento. En este ámbito, sostuvo que el Órgano Contralor ha de ser un referente en materia de probidad y un faro en la observancia de los principios de eficacia, eficiencia, economía de los recursos públicos y austeridad republicana, e hizo presente que los ciudadanos tenemos derecho a una “buena administración” y que lo debemos hacer valer.



También aludió a la intangibilidad del patrimonio público, el cual representa los recursos que pertenecen a todos los ciudadanos, por lo que su resguardo es intransable e importa una “tolerancia cero” frente a cualquier mal uso o irregularidad que pueda afectarlos.



Luego, mencionó la necesidad de que, en sus actuaciones, la Contraloría General de la República se valga de un lenguaje directo y claro, de manera que sus dictámenes y resoluciones sean comprendidos, de este modo, se eviten errores o, incluso, ilegalidades.



Igualmente, desarrolló otros principios, tales como el de la interpretación progresiva que la Contraloría debe hacer de las normas, de modo que estas no caigan en desuso y logren la finalidad pública que persiguen.



Otro tema abordado fue la necesidad de que en el seno del organismo exista la necesaria mística institucional y el debido respeto al funcionario, valorando el aporte de aquellos que han acumulado una mayor experiencia, reconociendo su carrera funcionaria y apoyando su jubilación solo en condiciones favorables y, a la vez, encantando a los más jóvenes para evitar la denominada “puerta giratoria”.



También aludió a la relación de confianza y colaboración que la institución debe mantener con los Poderes del Estado, en particular con el Legislativo. 



A continuación, el señor Bermúdez analizó las funciones en que la Contraloría General de la República debe poner el mayor énfasis, lo que, según explicó, no necesariamente supone que se dicten cambios normativos previos. 



Destacó, en primer lugar, la tarea fiscalizadora, que es una competencia esencial de la Contraloría General de la República, por lo que debe reflejarse en el organigrama de la entidad y en los recursos humanos y materiales que se destinan para su consecución. En esta materia, abordó aspectos como la oportunidad en que ella debe desarrollarse, que no siempre será ex post; la nitidez con que deben señalarse las observaciones y las no conformidades que se detectan frente a una determinada situación; el seguimiento que debe hacerse a los informes de auditoría, y los criterios que deberían atenderse al actualizarse los “mapas de riesgo” en las diversas instituciones.



Después expuso acerca de la función jurídica que le corresponde al Órgano Contralor, explicando los principios que orientan esta tarea, los cuales forman parte del Estado de Derecho y se aplican directamente a la Administración. Igualmente, se refirió a los efectos que la toma de razón debería tener para la propia Contraloría, de manera de evitar contradicciones, y a la necesidad de transparentar el procedimiento administrativo en materia de emisión de dictámenes.



Como aspectos complementarios de la actuación de la institución, indicó que sería pertinente reactivar el contencioso funcional ante la Contraloría para que los empleados públicos pudieran reclamar de las vulneraciones que afecten sus derechos, que es una instancia que progresivamente ha ido cayendo en desuso.



También explicó que el Órgano Fiscalizador podría ofrecer capacitación a los funcionarios de la Administración activa, lo que no solo implica que estos conozcan las normas de probidad, sino también las de “buena administración”, que son valiosas herramientas para detectar y frenar focos de corrupción.



Complementando su exposición, reseñó algunos aspectos del funcionamiento interno que debieran ser objeto de una revisión en la institución. Es el caso de la carrera funcionaria del personal, la cual se perjudica por el hecho de ser la totalidad de los empleados de la confianza del Contralor. También se refirió a la potenciación de las regiones, lo que puede lograrse disponiendo dotaciones adecuadas de personal para las oficinas regionales y delegando algunas facultades del nivel central, sin necesidad, incluso, de efectuar ajustes legales previos. Adicionalmente, aludió a la conveniencia de crear una Contraloría Regional para la Región Metropolitana, instancia que hoy no existe.



A la vez, planteó ideas a considerar, tales como la creación de un Centro de Estudios Avanzados de la Administración Pública, vinculado a la Contraloría General de la República; el ejercicio de una función docente por parte de la institución, destinada a entregar una habilitación para ingresar a la Administración; la creación de un contencioso administrativo para todas aquellas materias que no tengan un contencioso administrativo especial, incluyendo un reclamo de ilegalidad ante las cortes de apelaciones; la incorporación de la Consulta Indígena en aquellas actuaciones que puedan afectar a las poblaciones protegidas, y la actualización, en el corto plazo, del anteproyecto de ley orgánica de la institución.



Luego de escuchar esta exposición, los miembros de la Comisión formularon al señor Bermúdez numerosas preguntas y observaciones relacionadas con los temas tratados, todas las cuales fueron objeto de las respectivas respuestas y explicaciones. De este modo, pudo profundizarse en aspectos como la necesidad de modernizar los procedimientos de la Contraloría; la independencia y autonomía con que debe desarrollar su acción; la pertinencia de aplicar una fiscalización de mérito frente a las actuaciones e inversiones que realizan importantes instituciones y empresas públicas, y la necesidad de preservar el principio de austeridad republicana que debe guiar la totalidad de los organismos públicos.



Todo lo expuesto por el señor Bermúdez consta en el informe que hemos evacuado, el que permitirá a los señores Senadores apreciar en detalle el intercambio de opiniones y antecedentes que se produjo en la sesión del día de ayer.



Puedo señalar, finalmente, que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros, los Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Tuma (quien remplazó al Senador señor Harboe) y Larraín, acordó informar a la Sala que la proposición para nombrar a don Jorge Bermúdez Soto como Contralor General de la República cumple los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por nuestro ordenamiento jurídico vigente.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Agradecemos el completo informe del Senador señor De Urresti.



Y aprovechamos de saludar la presencia del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, don Jorge Burgos Varela, quien también estuvo ayer en la Comisión de Constitución presentando al candidato propuesto por el Ejecutivo.



Hay una petición para abrir la votación.



¿Habría acuerdo?



Acordado.



En votación la propuesta de la Presidenta de la República para designar Contralor General de la República al señor Jorge Bermúdez Soto.



--(Durante la votación).   

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero señalar que los Senadores de Renovación Nacional vamos a votar a favor de la nominación de don Jorge Bermúdez Soto.



Lamentamos que el proceso de designación del Contralor haya tomado más de diez meses. Y nos alegramos mucho de que nuestro jefe de bancada, el Senador Baldo Prokurica, haya logrado finalmente consenso en esta materia, lo cual resulta relevante en un cargo de tanta trascendencia.



La verdad es que el currículum de don Jorge Bermúdez es simplemente impresionante. En un cargo tan significativo -el de Contralor General de la República es, respecto de la fiscalización y uso de los fondos públicos, probablemente el más importante-, se requiere que la persona que lo ocupe reúna tres requisitos, que el postulante cumple: primero, una vasta experiencia en el ejercicio de labores vinculadas al servicio público; segundo, un currículum académico destacado, y tercero, una trayectoria en cuanto a investigaciones realizadas y libros y publicaciones editados, que demuestren un amplio conocimiento de la materia, no solo teórico, sino también práctico.



Además, quiero destacar que la intervención del señor Bermúdez en la Comisión de Constitución fue completísima. Hemos escuchado muchas exposiciones, pero la suya ha sido una de las más notables que a mí, al menos, me ha tocado presenciar. 



Desde luego, el candidato define muy bien las funciones de la Contraloría y señala que, entre sus aspectos centrales, están el control de la legalidad y el deber de velar por la buena gestión de los recursos públicos. Fíjense bien: el control de la legalidad y velar por la buena gestión de los recursos públicos.



Ahí hay dos aspectos esenciales que debe cumplir la Contraloría.



Por regla general, se pone mucho acento en el control de legalidad, pero no se pone igual énfasis en el deber de velar por la buena gestión de los recursos públicos. 



Por lo tanto, muchos recursos que el Estado invierte son, desde el punto de vista legal, bien utilizados, pero, desde la óptica de la gestión propiamente tal, a veces no cumplen la finalidad para la cual fueron establecidos en los programas respectivos, lo cual provoca que estos se dupliquen o carezcan de la calidad adecuada.



Asimismo, el señor Bermúdez hizo un análisis completo respecto de la ética interna que debe guiar el funcionamiento de la Contraloría, el cual es otro aspecto central. En este caso, todos los funcionarios del Órgano Fiscalizador tienen un poder de tal envergadura, que su comportamiento ético resulta fundamental y es una de las razones por las cuales esta institución es una de las más prestigiosas de nuestro país.



Luego, el postulante hizo referencia al lenguaje directo y claro del cual deben valerse las resoluciones de la Contraloría. Explicó el señor Bermúdez que muchas veces las resoluciones o interpretaciones de la entidad tienen un lenguaje relativamente ambiguo, lo cual entorpece la posibilidad de que los ciudadanos y los funcionarios públicos sepan exactamente cuál es el pensamiento, la doctrina y la interpretación aplicadas al respecto. Por esa razón, el postulante hizo hincapié, como un aspecto central, en que el lenguaje debe ser directo y claro.



Luego habló de un principio llamado “interpretación progresiva de la norma”, que a mi juicio es fundamental. Hay un montón de normas que, como no son reinterpretadas o actualizadas en su interpretación de acuerdo a los cambios que van ocurriendo, quedan en el olvido o que, al momento de aplicarse, suscitan profundas diferencias en cuanto a su verdadero sentido, lo cual contradice el propósito de los dos principios ya indicados: la buena gestión en el uso de los recursos públicos y el control de legalidad.



Además, el señor Bermúdez citó otro elemento muy relevante: la relación de confianza y colaboración que se debe mantener con los distintos Poderes del Estado.



Los Poderes del Estado no solo están para fiscalizar, sino también para orientar, enseñar y, de alguna manera, hacer comprender la adecuada forma como se deben utilizar los recursos públicos cuando existen interpretaciones dudosas.



Finalmente, voy a mencionar algunas iniciativas adicionales que el postulante señaló:



-La creación del Centro de Estudios Avanzados de la Administración Pública.


-La implementación de una certificación de “buena administración” de los servicios públicos, teniendo presente que ella incluye mucho más que el solo principio de probidad.


-La creación de un contencioso administrativo. 



-Una mayor incorporación de medios electrónicos.



En resumen, señor Presidente, la del señor Bermúdez fue una intervención completísima, notable, que nos va a permitir contar, por los próximos ocho años -confiamos en que así será-, con un Contralor General que estará a la altura del cargo y de la responsabilidad que significa dirigir una institución de tan enorme importancia.



Por esa razón, los Senadores de Renovación Nacional votaremos a favor de la nominación del candidato.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, quiero anunciar que la bancada de Senadores de la Democracia Cristiana votará a favor de la propuesta de la Primera Mandataria en orden a que el señor Jorge Bermúdez Soto sea el próximo Contralor General de la República.



Ayer, como muy bien lo relató el Senador Alberto Espina, el postulante concurrió a la Comisión de Constitución, donde hizo una larga exposición sobre cuál es su visión de la Entidad Fiscalizadora, cuáles son los fundamentos que esta debe reunir y cómo tiene que prepararse para los nuevos desafíos que exige el día de hoy, sobre todo cuando los temas de probidad pública constituyen el eje central de la discusión cotidiana entre los chilenos.



Tuve el agrado de conocer al señor Jorge Bermúdez hace un par de años, por una coincidencia de carácter académico, dado que él es un connotado profesor de Derecho Administrativo y de Derecho Ambiental en una universidad porteña.  Ha realizado toda su carrera profesional docente en Valparaíso, lo que le da un doble mérito para llegar a la Contraloría, por tratarse de una persona que vive en regiones.



En esa época, a propósito de un libro muy consultado de su autoría, llamado “Derecho Administrativo General”, me tocó discutir con él algunos temas relacionados con el texto, ocasión en la que pude apreciar su capacidad intelectual.



Posteriormente, cuando fui Diputado, me correspondió verlo en la tramitación del proyecto de ley que creó la Superintendencia del Medio Ambiente, asesorando en ese entonces al Gobierno de la Presidenta Bachelet en la discusión parlamentaria y después en lo que significó la instalación de dicha entidad.



Luego, durante el Gobierno del Presidente Piñera, el señor Bermúdez desempeñó funciones en el Ministerio de Defensa, relacionadas con la dictación de los reglamentos y la instalación de la nueva ley orgánica de esa Cartera, así como también en la discusión relativa a la Ley Reservada del Cobre.



Este carácter demuestra que el profesor Jorge Bermúdez -en un rato más, esperamos, nuevo Contralor General de la República- cuenta con una alta capacidad técnica y con un respaldo transversal, toda vez que ha sido consultado por distintos Gobiernos en temas de Derecho Administrativo. 



Eso, a mi juicio, comprueba que reúne los requisitos que como bancada de Senadores democratacristianos planteamos como parte del perfil del nuevo Contralor.



Primero, una persona que no esté sujeta a ningún tipo de cuestionamiento, dado que hoy la demanda por transparencia y probidad que reclama la ciudadanía es bastante más exigente que hace un par de años.



En segundo lugar, que cuente con una alta capacidad técnica y el reconocimiento de sus pares, para que no haya discusión alguna respecto de sus atributos profesionales. De ello da cuenta -y los señores Senadores pueden consultarlo- el extenso currículum académico y laboral del profesor Jorge Bermúdez.



Y el tercer requisito solicitado apuntaba a que el Senado pudiera respaldar, ojalá en forma unánime o al menos por una gran mayoría de votos, al candidato propuesto, de tal modo de poner de relieve que el nuevo Contralor posee el respaldo político requerido para llevar adelante las acciones necesarias en pos de la modernización de la Contraloría.



Asimismo, quiero hacer hincapié en un aspecto señalado por el profesor Bermúdez el día de ayer y en el cual el Senador Espina no profundizó tanto en su intervención: la necesidad de que la Contraloría, dentro de su afán de modernización, cuente con una nueva ley orgánica. 



Dentro de eso, hay que hacerse cargo de la planta de la entidad, pues una preocupación permanente de sus funcionarios es el hecho de que cada vez que se designa a un nuevo Contralor se puede producir un cambio completo de la dotación. La Contraloría es el único organismo en nuestro país en que su máxima autoridad se halla facultada para despedir a todos los funcionarios que trabajan en él.



El día de ayer el señor Bermúdez puntualizó que la política que va a aplicar en materia de personal se orienta a retener a los buenos profesionales, a no iniciar despidos y, más bien, a fortalecer la Contraloría. Por eso, ojalá que el Gobierno de la Presidenta Bachelet y la próxima Administración escuchen la voz del Órgano Fiscalizador en cuanto a su petición de contar con una ley que resguarde la carrera funcionaria y le permita tener fiscalizadores de primer nivel, que no se sientan amenazados con esta suerte de incertidumbre que se genera cada vez que cambia su máxima autoridad, más aún cuando el señor Bermúdez ha manifestado que la Contraloría debe avanzar en darles certeza y seguridad a los chilenos en el sentido de ser un organismo técnico, independiente y eficiente en el control de los recursos públicos.



A mí me gustó mucho que el candidato no se quedara en el control formal que debe realizar la Contraloría y se hiciera cargo, en su exposición, de la necesidad de entrar a controles de fondo, pero en una gestión colaborativa con la Administración, de manera tal de no entrabar los distintos proyectos que tienen los gobiernos municipales, los gobiernos regionales y el gobierno nacional.



Dicho eso, señor Presidente, anuncio nuestro voto favorable al nombramiento del señor Jorge Bermúdez como próximo Contralor General de la República, esperando que lleve adelante todas las propuestas que hizo el día de ayer en la Comisión de Constitución en torno a la modernización de la institución.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Gracias, señor Presidente, por darme la oportunidad de referirme al nombre que postula el Gobierno para asumir la jefatura de la Contraloría General de la República.



Para la bancada de Senadoras y Senadores de la Unión Demócrata Independiente, la propuesta del Ejecutivo cumple en la mejor forma posible las exigencias que uno espera de la persona que se desempeñe en el cargo de Contralor. Quizás son muchas, pero la principal dice relación con la verdadera independencia que ella debe tener en el ejercicio de la función que le corresponde realizar.



La Contraloría fiscaliza el gasto público y lleva a cabo el control de legalidad de los actos de la Administración del Estado. Es una tarea compleja, extensa y de carácter nacional, por lo que requiere la mayor independencia para que sus dictámenes sean acordes con la labor que debe efectuar.



Por lo tanto, se requiere que la persona que encabece la institución tenga probidad; sentimientos éticos -las declaraciones y las consecuencias en su vida profesional indican que el señor Bermúdez los posee-, y, finalmente, preparación. Por los antecedentes que aquí se han mencionado y que no voy a repetir, el señor Bermúdez tiene toda la formación que uno esperaría de la persona que va a desempeñar el cargo de Contralor.



Ahora, respecto de los temas centrales que le planteamos y que tocó en su exposición, quiero destacar más de alguno que ya mencionaron quienes me antecedieron en el uso de la palabra.



En cuanto al compromiso con la modernización, si bien es cierto se ha ido avanzando -creo que la gestión de Ramiro Mendoza en tal aspecto fue muy exitosa-, la posibilidad de tener una Contraloría que funcione de manera desburocratizada, en los tiempos y ritmos de la era digital, en los que todo es instantáneo, resulta algo imperioso. Y eso exige una modificación permanente de la forma y de los procedimientos con que aquella actúa.



Hay un compromiso de avanzar, incluso a través de cambios normativos significativos.



En segundo lugar, hay un compromiso con la regionalización.



Como Senador de la Región del Maule Sur, en particular, advierto que la Contraloría aún es un organismo extraordinariamente centralizado. Tanto es así que el mismo señor Bermúdez remarcó que no existe Contraloría en Santiago, porque, obviamente, es de Santiago. Hay algunas otras que son regionales, pero que al final no tienen la última palabra, no toman la última decisión.



Como el Contralor tiene muchísimas atribuciones, el señor Bermúdez sostuvo que sin cambios normativos significativos podría avanzar desde ya en la descentralización.



Asimismo, en instituciones sometidas a control se puede progresar en revisar sus procedimientos. Por ejemplo, las universidades estatales sufren muchas limitaciones en su funcionamiento precisamente porque están sujetas a exigencias y a rigideces de que no son objeto otras casas de estudios superiores. Y eso las limita y hace más complejo su desarrollo.



De otra parte, el señor Bermúdez nos manifestó su preocupación por lo que él llama “Constitución monárquica”, cuestión a la que recién se refirió el Senador Pedro Araya.



Es bastante anómalo el hecho de que en la mano del Contralor esté la dependencia de todos los funcionarios de la Contraloría. Eso es algo absolutamente monárquico, efectivamente, e inaceptable en un Estado de Derecho democrático.



Yo me pregunto -veo a algunos funcionarios municipales en las tribunas- qué pasaría si el alcalde fuera el dueño de todos los cargos de una municipalidad o un ministro de todos los cargos de un ministerio. Sabemos lo que significaría: un caos. 



Esa situación no puede continuar y creo que al respecto hay conciencia en el próximo Contralor. Una ley orgánica debería regularizar ese aspecto, porque, a pesar de que en general se ejerce bien el cargo, existen cierta tradición y buen criterio en los Contralores, y el día en que no los haya estarán actuando ante la ley y no habrá cómo modificar su criterio.



Estas consideraciones en torno a su persona, los criterios de legibilidad a que nos hemos referido y la forma como el profesor Jorge Bermúdez enfocó distintos temas en su presentación nos hacen pensar que está perfectamente preparado para desempeñarse como Contralor, y en tal sentido van a votar estas bancadas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, en nombre de la bancada Independientes, conformada por los Senadores Antonio Horvath, Alejandro Guillier y quien habla, debo manifestar que vamos a apoyar la nominación del profesor Jorge Bermúdez Soto, con mucho gusto. 



Digo que lo haremos con mucho gusto porque hace aproximadamente cinco meses los tres Senadores mencionados le planteamos al Gobierno su nombre como un excelente postulante al cargo de Contralor General de la República. 



Es un hombre que tiene una experiencia y una trayectoria largas en materia de Derecho Administrativo; es profesor de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, de nuestra Región.



En síntesis, conoce al revés y al derecho todo lo que significan los asuntos públicos del Estado, sobre todo en materia administrativa.



Fue galardonado como el mejor abogado en materia de Derecho Administrativo el año recién pasado. Además, es un hombre joven, es un hombre de región. Y, por muchas otras razones, consideramos que por fin el Gobierno realmente tomó una muy buena decisión con su nombramiento.



Por lo tanto, votaremos a favor.



No obstante, quiero agregar lo siguiente.



La Contraloría es el faro de probidad que tenemos en nuestro país. El próximo año hay elecciones municipales y creo muy importante que el nuevo Contralor asuma con la fuerza y el ímpetu que lo llevaron a sostener el día de ayer su afán de terminar con los focos de corrupción que existen en Chile. Y uno de los mayores focos de corrupción existentes en nuestro país se da precisamente en las municipalidades. 



Por tal razón, creo que él tiene muy claros los objetivos de la Contraloría General de la República.



Por último, este cargo excede al Gobierno de turno, al actual y al próximo, sea cual sea su signo político. De ahí que considero tan importante -siempre estuvo en la mente del Comité Independientes- que este cargo lo ocupe una persona con trayectoria en Derecho Administrativo y, sobre todo, con mucha autonomía para combatir la corrupción en los asuntos de Estado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en nombre de la bancada del Partido Por la Democracia, quiero entregar el más absoluto respaldo a la decisión que ha tomado la Presidenta Bachelet en orden a proponer al Senado a don Jorge Bermúdez Soto para ocupar este cargo tan relevante en una institución tan fundamental de la república, como la Contraloría General.



Se trata -tal como han sostenido distintos colegas- de un profesional joven, meritorio, lo cual es digno de subrayar. Es alguien -cuestión que también destacó el Senador Lagos Weber- de la Región de Valparaíso. Y eso le otorga una dimensión muy relevante. 



Aparte de ser abogado tiene un máster, un doctorado en Derecho, y cuenta con una especialización muy interesante en temas ambientales, área en la cual el Estado le ha permitido entregar su vocación de servicio público. Además, recientemente obtuvo un reconocimiento de una entidad estadounidense en materia de Derecho Administrativo. 



Es indispensable para un Contralor General de la República la validación de sus pares. Y, en tal sentido, se trata de una persona de excelencia, con una gran formación, que conoce el aparato público.



En este último punto es probable que tengamos alguna diferencia con uno que otro colega, porque en la presentación anterior que hizo el Gobierno se señaló que no era bueno postular a alguien que hubiese formado parte de la Administración del Estado en alguno de sus niveles.



Pero Jorge Bermúdez Soto no ha estado en ningún nivel político de las distintas Administraciones. Ha sido consultado en materias técnicas, como ocurrió en el primer Gobierno de la Presidenta Bachelet, especialmente en el ámbito de materias medioambientales, para la creación de una Superintendencia. De la misma forma, fue requerido durante el Gobierno del Presidente Piñera para temas muy especializados de Defensa y de Obras Públicas.



Por lo tanto, el sinnúmero de planteamientos que él formuló -y así nos lo hizo ver el Senador Eugenio Tuma, quien remplazó ayer al Honorable señor Harboe en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento- son centrales en el momento que atraviesa nuestro país, en opinión de la bancada PPD.



Hay un asunto de confianza. Hemos visto recientemente los resultados de algunas encuestas donde se sigue manifestando la preocupación de los chilenos por el funcionamiento de la democracia, entre otros puntos, sin duda. Aquí están lo relativo a la falta de probidad, al traspaso de los límites de la ética, de la utilización irregular de los recursos privados en lo público y, en algunos casos, con la comisión de delito.



Y de todo eso también tiene que hacerse cargo la Contraloría, particularmente el Contralor. 



Por lo tanto, se trata de una institución fundamental para una tarea esencial en un momento importantísimo de nuestro país. Esto no se puede disociar de lo que es una agenda de probidad.



Nos señalaba el Senador Tuma que hay que proteger el patrimonio fiscal, usar un lenguaje que no solo comprenda el órgano contralor y los servicios fiscalizados, sino además los ciudadanos.



Los tiempos de respuesta a la inversión son algo indispensable. Aquí se han caído hospitales, porque a veces los tiempos de toma de razón de la Contraloría son excesivos.



Esto no ocurre solo en materia sanitaria, de hospitales. También se da -y este es un tema por debatir, por revisar- en ámbitos muy especializados del aparato del Estado, como Obras Públicas, en que hay ingenieros, constructores, personas que tienen que entregar una mirada técnica.



¿Qué ocurre? Que con el correr del tiempo la Contraloría ha ido estableciendo contrapartes para eso. Yo no sé si esa es su tarea central. Lo que sí lo es -lo señaló muy bien el Senador informante de la Comisión- tiene que ver con el control de legalidad y también, por supuesto, con el buen uso de los recursos públicos.



Hay áreas de la Administración del Estado, concretamente algunas que están fuera del rol fiscalizador de la Contraloría, como la relativa a los gastos reservados del Ejército, en que ella perfectamente podría tener algo que ver y decir cuando no se estuviera haciendo un buen uso de los recursos públicos.



Como se ha dicho, la totalidad de los cargos que van a colaborar con el Contralor son de exclusiva confianza. Y, por lo tanto, aquí se requiere una ley orgánica, con un sinnúmero de instrumentos que el propio futuro Contralor, Jorge Bermúdez, ha propuesto: creación del Centro de Estudios Avanzados de la Administración Pública, vinculado a la Contraloría General; una función docente también al alero de esa institución.



Por todos los planteamientos que hemos formulado, por tratarse de una persona con alta formación profesional y por ser un órgano que necesita a alguien del perfil de Jorge Bermúdez, la bancada del PPD vota que sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Presidenta de la República, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que 33 señores Senadores se pronuncian a favor.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Jorge Burgos, Ministro del Interior, le agradecemos su presencia.



Ya que la sede del Congreso está en la Quinta Región, también felicitamos a la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, por tener entre sus exalumnos a un Presidente de la Corte Suprema, a un Contralor General de la República, a un Fiscal Nacional.



Es un mérito para esa casa de estudios superiores.



¡Así que los Senadores de Valparaíso pueden estar orgullosos!

El señor LAGOS.- ¡Está haciendo lobby…!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¡Estamos haciéndole propaganda gratis…!

)--------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Informes



Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía, e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto que modifica la ley N° 20.365, que establece una Franquicia Tributaria respecto de Sistemas Solares Térmicos; la Ley General de Servicios Eléctricos, y la ley que crea la Empresa Nacional de Petróleo (boletín N° 9.628-08) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 10 y 11).



--Quedan para tabla.

FORTALECIMIENTO DE DISPOSICIONES APLICABLES A FUNCIONARIOS MUNICIPALES
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica  disposiciones aplicables a los funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.057-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 22ª, en 20 de mayo de 2015 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 45ª, en 19 de agosto de 2015.


Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 82ª, en 16 de diciembre de 2015.


Hacienda: sesión 82ª, en 16 de diciembre de 2015. 



Discusión:



Sesión 45ª, en 19 de agosto de 2015 (se aprueba en general).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las Comisiones dejan constancia, para efectos reglamentarios, de que los artículos 3°, 9° y 10 permanentes (que pasaron a ser 2°, 6° y 7°, respectivamente) y los artículos segundo, quinto y décimo transitorios no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.



Cabe dejar constancia de que se trata de normas orgánicas constitucionales y, por ello, para su aprobación se requieren 21 votos favorables.



Por su parte, el artículo cuarto transitorio del proyecto, que no fue objeto de enmiendas en la discusión en particular, precisa asimismo 21 votos a favor para su aprobación, por tratarse de una norma de rango orgánico constitucional.



La Comisión de Gobierno y la de Hacienda efectuaron diversas enmiendas al texto aprobado en general, la mayor parte de las cuales fueron aprobadas por unanimidad, con excepción de aquellas que serán puestas en discusión y votación oportunamente, sin perjuicio de las votaciones separadas que han pedido algunos señores Senadores.



De las enmiendas unánimes, las recaídas en los artículos 1°, 3° y 4° permanentes y en los artículos primero, tercero, sexto, décimo tercero y décimo cuarto transitorios requieren para su aprobación 21 votos favorables, por ser también normas de rango orgánico constitucional.



Las modificaciones recaídas en el numeral 6) del artículo 4° y en los numerales 1), 2) y 5), nuevo, del artículo 5° permanente y en los artículos noveno y undécimo transitorios son también normas orgánicas constitucionales y se pondrán en discusión y en votación en su oportunidad, por haberse acordado por mayoría o existir diferencias entre las Comisiones informantes.



Hay que recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador solicite votación separada respecto de algunas de ellas o existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado, que transcribe el texto aprobado en general; las enmiendas realizadas por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización; las modificaciones efectuadas por la Comisión de Hacienda, y el texto final que resultaría de ser acordadas.



De consiguiente, en primer término habría que dar por aprobadas las normas que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, dejando constancia, naturalmente, del quórum orgánico constitucional pertinente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión en particular. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, un asunto reglamentario.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero decir lo siguiente para que quede claro cómo vamos a votar.



Entiendo que se discutirán y votarán los artículos en que haya diferencias entre la Comisión de Gobierno y la de Hacienda.



Por tanto, pido que se puedan discutir todos los artículos en que existan modificaciones, acerca de muchos de los cuales no habrá debate.



Repito que en la gran mayoría de ellos -lo garantizo-  no habrá discusión, porque estamos de acuerdo con los cambios que hizo la Comisión de Hacienda respecto de la de Gobierno. Pero hay algunos en que no lo estamos.



Quiero destacar dos a lo menos para que la Secretaría los tenga en cuenta: en la página 65, en lo referido a la licencia de educación media o su equivalente; y en la página 66, en lo concerniente a que las plantas podrán considerar requisitos específicos para determinados cargos.



Y como usted, señor Presidente, conduce la sesión con bastante equidad, insisto en que todos los artículos en los que tuvimos diferencias entre ambas Comisiones se puedan debatir.



Vuelvo a insistir: probablemente en la gran mayoría de los casos no habrá debate, pero en algunos sí se puede producir.



Esa es mi petición.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela, antes de que el señor Secretario aclare el punto.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, a fin de ordenar el debate, como tenemos dos informes, uno de la Comisión de Hacienda y otro de la de Gobierno, creo que sería bueno para la Sala que ambos Presidentes dieran una breve cuenta de las modificaciones que se incorporaron en cada una de ellas.



En lo personal, me gustaría que se aclarara, con las normas respectivas, cuáles son las principales objeciones de los funcionarios municipales a esta iniciativa. Se trata del cumplimiento del Protocolo de Acuerdo suscrito con el Gobierno; y, por lo tanto, deseo saber en qué normas está reflejado ese documento, que tanto debatieron la Comisión de Hacienda del Senado y la de Gobierno.



Pienso que eso nos permitiría aclarar y acelerar el debate.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, cuando el Reglamento habla de votar “sin debate”, se refiere expresamente a aquellas modificaciones aprobadas por unanimidad en ambas Comisiones, sin perjuicio de que un señor Senador pueda pedir -como se hizo- su discusión y votación.



Pero en ese caso, esa petición tiene que ser acordada en forma unánime por la Sala.



Naturalmente, basta que en una de las dos Comisiones informantes no haya existido unanimidad para que la enmienda pertinente deba ser debatida y votada, al igual como sucede con las normas respecto de las cuales se pide votación separada, como las que ya han solicitado algunos señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Me parece bien la propuesta de que hablen primero los Presidentes de las Comisiones. 

El señor CHAHUÁN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Solo quiero pedir votación separada del número 2 del artículo undécimo transitorio.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Bien, señor Senador.



Si le parece a la Sala, le daré la palabra en primer lugar al Presidente de la Comisión de Gobierno, Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, más que informar lo que hizo la Comisión, sugiero ir viendo artículo por artículo. 



¡Es absurdo informar normas si el otro órgano técnico planteó algo distinto!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien. No hay ningún problema.



Me parece razonable el planteamiento.



Lo que pasa es que había una propuesta del Senador señor Víctor Pérez.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Pareciera que no recuerda los artículos con problemas…!

El señor ESPINA.- No. Me acuerdo perfectamente bien de todos ellos. Los tengo subrayados. 



¡No le haga caso, señor Presidente…!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, más que referirme al aspecto procedimental planteado, quisiera hacer una exposición general de todos los temas vinculados al Protocolo que se firmó con los funcionarios municipales e indicar cómo este se cumplió.



Después de eso podemos entrar a la cuestión formal del debate.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes, pido autorización de la Sala para que pase a remplazarme en la testera el Honorable señor Tuma por unos minutos.



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión el Senador señor Tuma, en calidad de Presidente accidental.
)----------(

El señor TUMA (Presidente accidental).- Continúe, Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, este proyecto efectivamente fue tratado por la Comisión de Gobierno, en la cual participo junto con el Senador Espina, quien la preside, y también por la de Hacienda, que yo dirijo. 



En esta última instancia analizamos la iniciativa bajo un criterio -y se lo hicimos presente al Ejecutivo-: que había que cumplir el Protocolo acordado con los funcionarios municipales.



En virtud de ello, hice un punteo sobre los contenidos del proyecto.



1.- Se faculta al alcalde para que, con acuerdo del concejo municipal, consultado en forma previa un comité bipartito y paritario compuesto por  funcionarios y representantes del jefe comunal, se creen o modifiquen las plantas de personal cada ocho años, a partir del 1 de enero de 2018.



Ese es el primer compromiso.



Dichas plantas no han experimentado cambios desde 1994. La creación de nuevos cargos o la modificación de los existentes nunca afectará -así se halla establecido en la iniciativa- los derechos adquiridos por los funcionarios municipales.



2.- La ley en proyecto fortalece la descentralización, en atención a que cada municipalidad fijará sus plantas según sus necesidades, teniendo como requisito que el gasto en personal no exceda el 42 por ciento de los ingresos propios.



Además, se promueve la profesionalización de los municipios: un 75 por ciento de los cargos que se creen deberá estar conformado por técnicos o profesionales.



3.- Se establecen normas de responsabilidad fiscal y de probidad para el proceso de fijación de plantas. Para esto, los ingresos propios a tener presentes deben ser tomados del promedio de los tres últimos años. Tal relato histórico determinará la cantidad de recursos que las municipalidades dispondrán para modificar las plantas.



4.- Se concede una asignación profesional -era uno de los compromisos relevantes acordados con los funcionarios municipales-, a partir del 1 de enero de 2016, al personal de los estamentos directivos, profesionales y jefaturas, homologándolos así con sus pares de los ministerios y servicios. Esta norma beneficiará a más o menos 8.700 funcionarios. 



Asimismo, se crea una asignación especial de Directivo-Jefatura para los funcionarios que no posean título profesional, la que corresponde al 50 por ciento de la asignación profesional.



5.- Se mejoran las remuneraciones de quienes ocupan cargos en las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares: los que estén entre los grados 15° y 20°, ambos inclusive, subirán dos grados (uno en 2016 y otro en 2017), y quienes estén entre los grados 10° y 20°, ambos inclusive, lo harán en un grado el próximo año. Esto beneficiará a alrededor de 24 mil funcionarios, tanto de planta como a contrata.



6.- Todos aquellos que reciban asignación profesional o incrementos de grado tendrán, además, derecho a un bono equivalente a cuatro meses de sus mejoras, a pagar el año 2016.



7.- Se autoriza al alcalde para que el personal a contrata en el municipio que tiene cinco años de antigüedad pase a la planta sin exigírsele concurso. De esta forma, se hace un reconocimiento a esos funcionarios y se les da estabilidad.



8.- Se permite que los funcionarios ya retirados de los municipios accedan al bono poslaboral.



9.- A fin de que las municipalidades paguen las mejoras de su personal, se dispone de un aporte fiscal de 34 mil millones de pesos para 2016 y de 36 mil millones de pesos para 2017. 



10.- Casi se quintuplica, a partir del año 2018, el aporte que el Estado debe efectuar al Fondo Común Municipal.



11.- Se establecen normas de participación al permitir consultas a las asociaciones locales de funcionarios y la constitución de un comité bipartito y paritario, como ya lo mencioné.



12.- Se modifica el límite de gastos en personal: de 35 por ciento se pasa a 42 por ciento de los ingresos propios, a objeto de incorporar funcionarios de planta y a contrata. En las vacantes que queden en cargos a contrata, se debe priorizar al personal a honorario.



13.- Se faculta a las municipalidades para que en el reglamento interno puedan crear nuevas unidades, asignándoles funciones que la ley les otorga a otras unidades que se indican.



14.- También se asignan nuevas funciones a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, la que deberá recepcionar la información de los municipios, etcétera.



15.- Finalmente, se prohíbe la supresión de empleo.



Señor Presidente, uno de los puntos más discutidos en la Comisión de Hacienda, una vez que la iniciativa fue despachada por la de Gobierno, fue el reclamo de los funcionarios por el efecto retroactivo que debiera contemplar la ley en proyecto. Al respecto, se llegó a un acuerdo con ellos, razón por la cual tales normas empezarán a regir a partir del 1 de enero de 2016. 



A pesar de establecerse esa vigencia, también se acordó mantener el bono de los cuatro meses contemplado para los funcionarios municipales, atendido el efecto retroactivo que se reclamaba desde cuando comenzó la tramitación de la iniciativa.



Pienso que esas son las razones, señor Presidente, que explican por qué la gran mayoría de las enmiendas fueron aprobadas por unanimidad tanto en la Comisión de Hacienda como en la de Gobierno.



Las dos disposiciones en que hubo discrepancia entre ambas instancias legislativas son las que señaló el Senador Espina, las que deben ser tratadas por separado.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Le solicito al señor Secretario que vayamos viendo artículo por artículo. 



Habrá que dejar pendiente la primera votación hasta que contemos con el quórum suficiente. Faltan dos señores Senadores.



Aprovecho de solicitar la unanimidad de Sus Señorías para que el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, pueda ingresar a la Sala.



--Se autoriza.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, lo primero que corresponde hacer es pronunciarse sobre la votación separada solicitada por el Honorable señor Coloma. Es respecto del inciso final del artículo 1° (página 2 del boletín comparado), que dice: “Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a los Alcaldes, ni a los Jueces de Policía Local.”.



Su Señoría pide que se vote separadamente la expresión “ni a los Jueces de Policía Local”.



Cabe precisar que la gran mayoría de las modificaciones propuestas son normas de quórum orgánico constitucional. De consiguiente, la aprobación de la norma que se ha pedido votar separadamente requiere cumplir con el quórum correspondiente.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer lugar, deseo señalar que se pensaban asignar este año los justos beneficios económicos contemplados en el proyecto para los funcionarios del sector municipal. 



En efecto, si miramos los artículos primero a sexto transitorios del texto aprobado en general, veremos que, originalmente, se contemplaba para 2015 un aporte extraordinario de 12 mil millones de pesos. 



Como esta ley va a entrar en vigencia el próximo año, se cambiaron los montos: 32 mil millones de pesos para 2016 y 36 mil millones para 2017. 



De todas maneras, ahí hubo un pequeño recorte. No queremos dejar pasar ese hecho. Inicialmente, se habían considerado más recursos. ¡Eso hay que seguir peleándolo!



En segundo término, cabe destacar que las normas propuestas se aplicarán por un período largo, más allá del término de la gestión de un alcalde. Este es otro de los puntos que las organizaciones de trabajadores municipales exigieron justamente. Nosotros no le dimos el vamos a una reforma constitucional -con la ley aparejada- porque aún no se contaba con esta garantía.



Respecto de lo que se ha puesto en discusión, me parece conveniente que la asignación profesional también se aplique a los jueces de policía local, independiente de que ellos cuentan con condiciones de trabajo bien distintas según la municipalidad de que se trate: diferencias en horarios, en situación laboral, en fin. De hecho, algunos asumen incluso la jurisdicción de otras comunas.



En mi opinión, si se les puede aplicar el beneficio, ¡en buena hora!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, este es un proyecto positivo, que, como planteó el Senador que acaba de intervenir, cumple parcialmente las aspiraciones de la ASEMUCH. 



Por eso vamos a votar a favor sus disposiciones.



La iniciativa apunta a mejorar las condiciones laborales y de vida de los funcionarios municipales, otorgándoles un alza en sus ingresos a través de un sistema de remuneraciones similar al de sus pares en la Administración central. 



Sin embargo, para la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales esta propuesta legislativa no cumple con todos los compromisos contenidos en el Protocolo para la Modernización del Sistema Municipal Chileno -además, este documento permitió poner fin al paro-, acordado entre el Gobierno de la Presidenta Bachelet, los representantes de la Asociación Chilena de Municipalidades y la ASEMUCH.



En efecto, no están incorporados todos los temas de dicho acuerdo.



Entre las materias contenidas en el Protocolo (de iniciativa exclusiva del Ejecutivo) y el borrador de este proyecto de ley, destaco las siguientes que quedaron fuera: 



-El aumento de un grado para los funcionarios de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares, encasillados en los grados 10º al 20º, a partir del 1 de enero de 2015.



-El pago de la asignación profesional y de la asignación Directivo-Jefatura, a partir del 1 de enero de este año.



-El pago de un bono, imponible y tributable, equivalente a la suma de las diferencias mensuales que represente la aplicación del aumento de grados entre el 1 de enero de 2015 y el mes siguiente a la publicación de la ley. 



Entiendo que el Senador Zaldívar hizo algunas precisiones en esas materias.



Lamentablemente, tales omisiones han generado incertidumbre y molestia entre los funcionarios de las municipalidades del país. Por tanto, espero que el Ejecutivo introduzca las correcciones pertinentes en este proyecto o en uno posterior.



Esos puntos estaban contenidos en el Protocolo y después no se cumplieron.



Finalmente, deseo plantear algo que he discutido con los Senadores señores Horvath y Quinteros. Me refiero a un problema que afecta a los secretarios de los tribunales de policía local. Al respecto, me gustaría que el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, don Ricardo Cifuentes, nos diera su opinión. 



En muchas partes dichos funcionarios se encuentran dos, tres y hasta cuatro grados por debajo del juez. Ante ello, se hace difícil conseguir abogados para cumplir esas labores. La lógica indica que deberían estar solo un grado por debajo del juez. 


Cabe consignar que tal solución no significa mayor gasto fiscal, porque los juzgados de policía local cuentan con recaudación propia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?

El señor PROKURICA.- Sí.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pido la palabra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, deseo hacer un alcance a la petición de votación separada que ha formulado el Senador Coloma. 



Este asunto lo vimos en la Comisión. Entonces señalamos que una indicación en ese sentido adolece de inconstitucionalidad porque, al suprimir el inciso, automáticamente se les entrega la asignación profesional al alcalde y a los jueces de policía local.



No quiero pronunciarme sobre la necesidad de otorgar ese beneficio. Encuentro adecuada la norma para el alcalde, pues a este no se le puede dar una asignación profesional. Pero sí puede ser discutible que no se aplique para los jueces de policía local.



Pese a que estos tienen una asignación especial, concurrieron a la Comisión e hicieron ver que estarían siendo discriminados al no ser considerados en el otorgamiento de dicha asignación.



Le planteamos al Ejecutivo la necesidad de analizar esa materia, ya no en la Comisión ni en esta Sala -se acabaron los plazos para formular indicaciones-, sino en la Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional.



Además, el Gobierno recibió de parte de los jueces de policía local un informe jurídico sobre la inconstitucionalidad de la discriminación de la que serían objeto. 



He hablado con el señor Subsecretario sobre el particular, quien me ha dicho que efectivamente van a revisar ese tema. 



Reitero: eliminar lo relativo a los jueces de policía local en el inciso tercero del artículo 1º conlleva un problema de constitucionalidad, porque esa supresión establece un beneficio, y ello es materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, respecto del artículo 1º, quiero referirme a dos temas. 



El primero dice relación con un logro importante de las asociaciones gremiales: la fecha a partir de la cual rige la entrega de la asignación profesional. 



Eso es lo que estamos estableciendo. Ese beneficio ya tiene un cierto perfil. Unos podrán reclamar que el monto era algo menor de lo acordado, pero, al final, lo que se debate es la iniciativa presentada por el Ejecutivo. Se considera que su contenido refleja lo comprometido. Quedará la duda para la historia, pero eso es. 



Lo relevante -y creo que es esencial para proyectos futuros- es que se fija la fecha de inicio del beneficio. Si ustedes miran el comparado, verán que, originalmente, se disponía: “A contar del 1 del mes siguiente al de publicación de la presente ley”. Eso fue redactado el 2015. Se suponía que esto se iba a pagar en el curso de este año. ¡Nadie pensó que esto se iba a demorar hasta el 2016!



Al final, los funcionarios municipales -voy a decirlo en castellano- pagan el pato por algo que no tiene que ver con ellos, sino con problemas de funcionamiento o con discordancias legítimas durante el trámite legislativo. 



Este proyecto lleva como ocho meses de tramitación. ¡Debió haberse pagado el beneficio propuesto hace mucho rato!



Entonces, me parece muy bien el resguardo que contempla la iniciativa, equivalente a decir: “Esto podrá demorarse en salir un poco más o un poco menos, pero a partir del 1 de enero de 2016 se genera el derecho”.



Imaginemos lo que sucedería con la norma original: en aprobarse el proyecto, ir al Tribunal Constitucional, promulgar la ley y esperar un mes más, estamos hablando de abril o mayo del próximo año. 



Me parece sabio que se establezca una fecha para que empiece a regir, sí o sí, la entrega de la asignación profesional. Este es un logro muy importante y positivo, el cual fue planteado por la dirigencia gremial.



Lo segundo, señor Presidente, se refiere a un punto que discutimos en la Comisión -y quiero explicarlo-: el alcance de la asignación profesional. 



Tal beneficio debe ser entendido en el amplio sentido de la palabra: a todos los profesionales. Eso me parece lógico porque guarda relación con el vasto alcance de aquellos que prestan servicios al Estado. 



Ese es el sentido de dicha asignación.



Frente a ello, estimo que no es justo ni constitucional establecer una excepción. Lo considero, más bien, arbitrario. 



No tengo nada a favor o en contra de los jueces de policía local. El caso de los alcaldes es distinto -y por algo no pedí votación separada respecto de ellos- porque algunos pueden no ser profesionales. Ahí no corresponde, pues no es un requisito la calidad de profesional. Pero sí lo es para un juez de policía local. Entonces, otorgar una asignación a todos, menos a ellos, no hace sentido de justicia. 



Y por eso solicité la votación separada.



El Senador Zaldívar, cumpliendo con su rol, ha señalado que esto podría significar un mayor gasto, al incluir a un sector que está exceptuado. Lo que pasa es que, a mi juicio, la excepción es la inconstitucional. ¿Por qué la referencia a ellos? ¿Por qué no a los abogados, o a los ingenieros? No entiendo la lógica de la excepción. Y ese es un problema más del Gobierno.



Decida usted, señor Presidente, la admisibilidad o no de la solicitud. Yo creo que es perfectamente admisible, porque lo que estamos haciendo es evitar una inconstitucionalidad -en mi concepto-, una arbitrariedad respecto de algunos funcionarios municipales: los jueces de policía local.



Ese es el sentido de la petición.



Sin perjuicio de eso, me parece que en la Comisión de Gobierno, en un primer momento, y luego en la Comisión de Hacienda, con la colaboración de la SUBDERE y de los dirigentes municipales, avanzamos mucho en una legislación compleja. Se han explicado algunos detalles de ella. Los plazos, los bonos, los encasillamientos, los requisitos, en general, apuntaron a lograr un proyecto más bien consensuado.



Sin embargo, tengo discrepancias respecto de esta norma y sobre algo que me parece grave: la posibilidad de que los alcaldes tengan a contrata al 40 por ciento de la dotación y no al 20 por ciento, como había sido acordado. Pero eso lo veremos con posterioridad.



Pero como esta es una discusión particular, en la que se ve artículo por artículo, debo señalar que valoro la redacción que fija el 1 de enero, a cualquier evento, como fecha desde la cual se contabiliza la asignación profesional.



No obstante, insisto en que no se debe discriminar en perjuicio de los jueces de policía local, porque no alcanzo a entender por qué ellos, siendo profesionales, no tendrán tal asignación, en circunstancias de que todo el resto de los profesionales sí la percibirá.



Como no lo entiendo ni me parece justo, planteé la solicitud en el sentido indicado.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, voy a tratar de analizar en particular el proyecto, porque si en cada artículo vamos a debatir en general, la discusión puede ser eterna. Ya lo debatimos en general.



Sin embargo, siendo esta mi primera intervención, quiero señalar dos conceptos centrales.



El primero se refiere a que la ley en proyecto viene, en parte, a hacer justicia con respecto a una grave discriminación cometida por el Estado de Chile desde hace muchas décadas con los funcionarios municipales. Ellos son los que están más cerca de la ciudadanía. Son -como quien dice- a quienes les toca recibir a la gente, pero sin disponer, muchas veces, de facultades o atribuciones para resolver sus problemas.



Y el segundo dice relación con que dichos funcionarios, además, siempre se ven perjudicados respecto de los empleados de la Administración Central.



Por otro lado, aprovecho de agradecer, en nombre de la Comisión de Gobierno, a los cientos de funcionarios municipales, que nos hicieron llegar sus puntos de vista de manera muy respetuosa, y a quienes asistieron a nuestra Comisión en forma masiva, porque, no obstante ello, tuvieron un comportamiento ejemplar, a pesar de que había materias en las que sostenían opiniones distintas.



Del mismo modo, agradezco a las directivas de la ASEMUCH, encabezada por don Óscar Yáñez; de la UFEMUCH, presidida por don Víctor Mora, y muy especialmente a don Marcelo Segura, de la Asociación Chilena de Municipalidades, que hizo un trabajo encomiable para ayudarnos a sacar adelante este proyecto.



Ahora bien, concretamente sobre este punto -quiero cumplir con lo que dije-, debo señalar que el avance en el otorgamiento de una asignación profesional a los directivos, a los profesionales y a las jefaturas es gigantesco. Representa un acto de justicia que se debería haber efectuado hace muchos años, y creo que es un punto valiosísimo de este proyecto.



Por lo tanto, nos parece muy bien lo propuesto, pero, además, que se haya logrado sin la homologación con el sector público. Porque esta iniciativa originalmente contenía una injusticia increíble: que si en virtud de esta asignación profesional un funcionario del sector municipal quedaba ganando más dinero que uno de la Administración Central, se le impedía obtener el beneficio completo, en circunstancias de que hay asignaciones percibidas por estos últimos que no están contempladas dentro de las que reciben los del sector municipal.



Por lo tanto, se trata de una norma de toda justicia.



Sin embargo, creo que la marginación de los jueces de policía local no tiene ninguna justificación. Es absolutamente injusta. No existe razón alguna para que a dichos funcionarios se les excluya de esta asignación.



Alguien podría decir que perciben otros beneficios. No obstante, señor Presidente, no es justo tal argumento, porque también reciben otras asignaciones -perdonen que lo diga- los funcionarios de la Administración Central.



Entonces, si se quiere que todos los funcionarios tengan la misma asignación, fantástico. Pero marginar a los jueces de policía local me parece una arbitrariedad. Así lo planteamos en la Comisión de Gobierno, y -según entiendo- ello también se hizo en la Comisión de Hacienda. Y tengo el deber de reiterarlo. A nosotros nos parece que esa marginación es un profundo error, y el Gobierno debiera contribuir a ponerle término. No hay ninguna razón para mantenerla.



En todo caso, el resto del artículo en cuestión -como quedó finalmente- nos parece un gran avance en comparación con lo que tenemos en la actual legislación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Igual sería interesante conocer la opinión del Ejecutivo en cuanto a si efectivamente pedir votación separada para lo relativo a los jueces de policía local implica o no el desembolso de más recursos para el Estado.



En todo caso, estuvimos revisando las normas sobre petición de votación separada, y no se hace alusión a este tema.



Por tanto, sería importante escuchar el parecer del Ejecutivo, más allá de estimarse que corresponde incluir a los jueces de policía local en la asignación profesional. Naturalmente, los Senadores tienen derecho a votar a favor o en contra de la norma en cuestión.



Pero reitero la relevancia de conocer la apreciación del Gobierno en cuanto a si lo que se pretende implica o no más recursos.



Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, quiero plantear por su intermedio una consulta al señor Subsecretario -recién estábamos conversando sobre el tema- respecto de las asignaciones profesionales a funcionarios municipales, que están regidas por normas expresas, fijas. En el fondo, se establece su entrega a quienes hayan obtenido títulos universitarios en carreras de ocho o más semestres.



Sin embargo, en los municipios hay gran cantidad de personal que no tiene una carrera universitaria, pero sí estudios técnico-profesionales y numerosos cursos de especialización. Entonces, ¿qué pasa con esos funcionarios, que en muchos municipios son los que realmente mueven el gobierno local?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor CIFUENTES (Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo).- Gracias, señor Presidente.



En términos generales, quiero decir que hay otro argumento importante que respalda a este proyecto: la descentralización. Porque, en esencia, se trata de una iniciativa descentralizadora: le devuelve -por fin- al alcalde y a su concejo la facultad para que el municipio defina su planta de personal.



Ese es el gran hecho histórico del proyecto en análisis.



Y eso resuelve varias de las interrogantes que aquí se han planteado, pues serán el propio alcalde y su concejo los que, después de haber realizado un estudio sistemático y de haber conversado con los funcionarios municipales, podrán diseñar una planta que sea pertinente a las necesidades de esa comuna y a la estrategia de desarrollo que quiera implementar el municipio en los siguientes ocho años.



Por lo tanto, lo relativo a los jueces de policía local puede ser resuelto bajo ese esquema.



Respecto de materias específicas que aquí se han manifestado, como la de la asignación profesional, claramente hay que señalar que este proyecto avanza en una solución para los funcionarios municipales, que han estado históricamente muy postergados, pero no resuelve todos los problemas.



Nosotros lo hemos sostenido desde el principio. Y eso tiene que ver en gran medida con la disponibilidad de recursos y la capacidad que tiene el Estado de ir resolviendo estos problemas.



Nosotros creemos que este es un gran avance -¡un gran avance!-, pero sin duda que nos quedan todavía materias por resolver.



En el caso de los jueces de policía local, efectivamente habrá un mayor gasto. Y ese es un problema objetivo. Reconocer una asignación profesional implica para los municipios incurrir en mayores gastos.



Pero hay otras dificultades adicionales que nosotros nos hemos comprometido a seguir estudiando.



Hemos creado, desde principios del año en curso, una comisión integrada por especialistas en el mundo municipal, por los propios funcionarios municipales, a través de sus organizaciones; por las asociaciones de alcaldes, en fin, y uno de los temas que queremos estudiar es precisamente el de los jueces de policía local, porque, en algunos casos, si uno reconociera la asignación profesional, podría aumentar el sueldo líquido de alguno de esos funcionarios hasta quedar por sobre la remuneración del alcalde.



Ahí hay una dificultad, y la tenemos que estudiar y resolver en cada caso.



Incluso hay informes en derecho a los que hemos tenido acceso en estos días, elaborados por los propios jueces.



Nos hemos comprometido también a estudiarlos en el curso de los próximos meses.



Gracias, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La Mesa está revisando la Ley Orgánica del Congreso y el artículo 164 del Reglamento del Senado.



En nuestra opinión, es posible pedir votación separada. Pero se puede plantear un tema respecto de los recursos.



Entonces, resulta importante que, por último, en el trámite siguiente el Ejecutivo tenga una propuesta acerca de cómo resolver la situación.



Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar, me alegro de que por fin se vaya a hacer realidad la asignación profesional en el caso de los funcionarios municipales.



Resultaba muy irritante que los funcionarios de la Administración Central del Estado con títulos profesionales e incluso, en algunos casos, con títulos técnicos, tuvieran derecho a percibir la asignación profesional y los funcionarios municipales, no.



Eso cambiará a contar del 1 de enero de 2016, independiente de la fecha en que culmine el proceso legislativo de este proyecto.



También considero muy importante que se haya eliminado el artículo 2° de la iniciativa, que en el fondo otorgaba la asignación profesional, pero solo hasta el límite en que esta no significara sobrepasar los ingresos brutos de un funcionario de la Administración Central del Estado, porque si ello ocurría, inmediatamente tenía que disminuir la respectiva asignación profesional.



Eso, en realidad, era muy injusto.



Haberlo arreglado, conforme lo solicitaron las asociaciones de funcionarios, es un acto de entera justicia que me alegra mucho.



Respecto de la norma por la cual se ha solicitado votación separada, entiendo que crea un problema complejo, porque pronunciarse para que esta desaparezca tendría como resultado que la asignación profesional se haría extensiva también a los jueces de policía local.



Eso me parece total, completa y absolutamente justo. Son profesionales y, por lo tanto, deben tener derecho a la asignación profesional.



Pero, por otro lado, eso significaría mayor gasto público. Y nosotros estamos impedidos de llevar adelante indicaciones o separación de votaciones que impliquen aumento de recursos públicos.



Con ello, lo único que haríamos sería perjudicar el trámite del proyecto.



Votaré a favor del artículo en los términos en que está, porque los funcionarios municipales llevan mucho tiempo esperando por esta iniciativa.



Alguien lo mencionó recién: la idea era que la ley en proyecto comenzara a regir el 2015, y ya no está ocurriendo así. Queda todavía el trámite en la Cámara de Diputados. Y ojalá que allí se resuelva este problema.



Me asiste la convicción de que excluir a los jueces de policía local es una arbitrariedad. No hay ninguna razón para que al otorgar la asignación profesional ellos sean marginados, en circunstancias de que poseen título de abogado.



Francamente, se trata de una discriminación arbitraria, que nos puede traer problemas en el Tribunal Constitucional, perjudicando también a los propios funcionarios municipales, que quieren que este proyecto pronto sea ley.



Por eso, aspiro y confío en que esta situación se va a solucionar durante la discusión en la Cámara de Diputados.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sobre el particular, hemos solicitado una decisión del Ejecutivo para el trámite siguiente, porque el tema da para discusión. El artículo 164 del Reglamento no supedita esto a lo planteado por el Senador señor García, pero efectivamente en la práctica implicará más recursos.



Por ello, reiteramos la petición al Gobierno para que en la Cámara de Diputados plantee una solución, porque esto en la práctica significará más gasto.



Si le parece a la Sala, abriremos la votación respecto de la frase “ni a los Jueces de Policía Local”, acerca de la cual se pidió votación separada.

La señora VON BAER.- ¿Cómo debemos pronunciarnos quienes queremos suprimirla?

El señor ESPINA.- “A favor” es eliminarla.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Los que estén de acuerdo con el Senador señor Coloma y con todos quienes han manifestado que debe haber asignación profesional para los jueces de policía local votan a favor de eliminar la frase.

El señor LAGOS.- ¿Es admisible la solicitud de votación separada?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En efecto, hay dudas respecto de la admisibilidad. Por lo tanto, la otra alternativa es que la Sala se pronuncie.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, escuchaba al Senador García y realmente se trata de un asunto que nos preocupa.



Soy partidario de otorgarles la asignación profesional a los jueces de policía local.



Por supuesto, el caso de los alcaldes es diferente. ¡Cómo se le va a dar asignación profesional a un alcalde!

El señor MOREIRA.- Es un cargo político.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Puede que sea profesional o no. Su cargo no lo exige como requisito.



Pero en el caso del juez de policía local, a mi modo de ver, sí sería procedente.



En tal sentido, el Senador Coloma tiene razón. Puede suceder que en la revisión de constitucionalidad ese inciso sea objetado por la discriminación a que se ha hecho mención.



Pero me parece que crearíamos un problema, pues no tenemos la iniciativa para generar el gasto.



Le he planteado al Subsecretario que el Gobierno debiera recoger esta materia. Los jueces de policía local presentaron un informe de constitucionalidad sobre el particular.



El Ejecutivo debiera revisar esta iniciativa en la Cámara de Diputados, otorgando la asignación profesional a los jueces de policía local, a fin de evitar ese problema. Y ojalá haya un compromiso en el sentido de estudiar el tema.



Quedamos en una situación bien compleja al tener que votar por la constitucionalidad o inconstitucionalidad.



Si me preguntan, tengo el mismo convencimiento del Senador García: creo que no es constitucional que nosotros por la vía de la supresión provoquemos un gasto al Estado. Es materia propia del Ejecutivo.



Por esta interpretación errónea, el día de mañana podría venir un artículo que dijera: “No se otorgarán beneficios de remuneración a tales funcionarios”, ante lo cual nosotros podríamos pedir votación separada de la palabra “No”, a fin de que quede “Se otorgarán beneficios…”.



Eso no puede ser.



Es buscar por fuera algo que no tiene constitucionalidad.



Esta situación a uno lo complica.



Repito: el Ejecutivo la debería solucionar en la Cámara de Diputados.



En todo caso, si hay una revisión constitucional -porque debe haberla-, la tendrá que resolver el Tribunal Constitucional.

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se han planteado dos puntos de vista, y vamos a decidir si se puede votar por separado lo que pide el Senador señor Coloma.



Pero antes de eso, en vista de que contamos con el quórum pertinente, solicito poner atención sobre lo siguiente.



Por un lado, corresponde dar por aprobadas las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones.



Por otra parte, es preciso votar las enmiendas unánimes.



Finalmente, pido unanimidad para dar por aprobadas todas aquellas normas en que no hubo diferencias entre las Comisiones de Gobierno y de Hacienda.



Propongo aprobar lo señalado, dejando constancia del quórum.



--Se aprueban las normas mencionadas (22 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional exigido.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, propongo que intervenga un Senador para sostener la admisibilidad de pedir que se vote por separado la frase “ni a los Jueces de Policía Local” y otro para hablar en contra de la admisibilidad. Quizás podríamos dejar lo planteado por los Senadores señores Zaldívar y García como argumento en contra.



Hago esta sugerencia para no dilatar la discusión respecto de la admisibilidad.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma para alegar en el sentido de que se puede pedir votación separada de la frase “ni a los Jueces de Policía Local”.



Si hay alguien interesado en sostener después lo contrario, le pido que me lo haga saber.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en primer lugar, es un derecho de los parlamentarios pedir la separación de la votación, y nadie podrá discutirlo.



Lo que sostengo es que, habiendo un beneficio -no otorgado por el Parlamento, sino por el Ejecutivo- de carácter general a los profesionales municipales -es lo que establece la asignación-, no me pueden forzar a votar a favor de una excepción a ese beneficio respecto de los jueces de policía local.



No hay ningún elemento o patrón objetivo que no sea “son profesionales, están trabajando en el municipio”.



Entonces, si se concede una asignación de carácter general, instaurar una excepción, a mi juicio, es inconstitucional.



Tengo aquí un informe en derecho de don Urbano Marín -nos lo entregaron en la Comisión de Hacienda-, quien sostiene que no es legítimo que el legislador, cuando da una asignación vasta -es la palabra que usa-, la impida, sin explicar dónde está la diferencia, a determinados profesionales.


Entonces, a mí me asiste el derecho para decir: “No estoy de acuerdo con esa excepción”.



Imagínese, señor Presidente, lo que ocurriría desde el punto de vista parlamentario si por esta vía a uno lo forzaran a avalar una excepción inconstitucional.



¡Eso no puede ser!



Si yo siento que una norma es inconstitucional, ¡cómo la voy a votar a favor!



Por eso pedí votación separada: justamente para no caer en la inconstitucionalidad.



A mi entender, la inconstitucionalidad es al revés. Si se saca adelante la disposición que consagra la referida excepción, entraremos en una inconstitucionalidad que, dicho sea de paso -me haré cargo de una situación que se planteó-, tornará mucho más lenta la tramitación de esta iniciativa.



Yo estoy completamente de acuerdo en que aquí se requiere velocidad. Por algo estamos trabajando lo más rápido posible, dadas las circunstancias, pues lo importante es que se entreguen la asignación, el bono; que se reencasille; que se avance en este proceso. Pero ello no puede ser a costa de una inconstitucionalidad a mi juicio flagrante, como la que se registra acá.



Entonces, soy partidario de permitir la votación separada: primero, porque ello es justo (la justicia siempre es importante), y segundo, porque de lo contrario consagraríamos la inconstitucionalidad de marginar de una asignación general a determinados profesionales.



Eso es improcedente.



¡Cómo no voy a poder solicitar votación separada para evitar una inconstitucionalidad!



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Para sostener la posición contraria, tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, partamos sobre la base de que estoy claro en cuanto a que es lógico que proceda la asignación profesional para los jueces de policía local.



Pero no podemos tratar de empatar constitucionalidades: empato esto porque, de la forma como viene propuesto por el Ejecutivo, es inconstitucional, y a su vez, reclamo que no lo puedo votar por separado (si bien se puede hacer), pero con el efecto de que se produce una inconstitucionalidad en una materia que es de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.



La única manera de resolver la inconstitucionalidad por la vía planteada por el Senador Coloma es que el Tribunal Constitucional, cuando revise esta disposición, llegue a la conclusión de que es inconstitucional y diga: “Esta materia hay que corregirla”.



Pero si seguimos por ese camino -y tomen nota; se los digo con toda franqueza-, el día de mañana veremos que se repetirá esa misma situación en cualquier proyecto de ley.



Ello lo he observado en varias oportunidades aquí, en el Senado. Incluso me tocó enfrentarlo cuando era Ministro: se traía un reajuste y, por la vía de votar por separado una frase o una palabra, le cambiaban el sentido a una disposición. Y automáticamente eso se rechazaba por inconstitucional, ya que no procedía hacerlo.



En el caso que nos ocupa está pasando lo mismo: por la vía de suprimir un inciso se está generando un mayor gasto.



Personalmente, considero justo que se pague la asignación profesional. Pero creo que no podemos sentar un precedente sobre el particular.



En tal sentido, ¿cuál es nuestra obligación? Evitar que se aborde una materia que no es propia de la iniciativa parlamentaria. Y se incursiona en ella al votarse en contra del inciso en cuestión.


El número 4° del artículo 65 es muy expreso: habla de que fijar, conceder beneficios, remuneraciones de cualquier naturaleza es materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Y, por la vía de una votación negativa, torcemos la norma constitucional.



Entonces, pido que esta cuestión sea considerada por el Gobierno; que la plantee y la resuelva en la Cámara de Diputados.



Pero aquí, al pretender solucionar este asunto por una vía indirecta, como la votación separada -es un derecho que efectivamente nos asiste-, podemos llegar a una vulneración permanente de las normas constitucionales.



Insisto: yo soy partidario de darles asignación profesional a los jueces de policía local. Pero, a su vez, también me veo en la obligación -es mi convicción- de proceder aplicando la Constitución en forma estricta en este sentido.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sin perjuicio de que habíamos acordado que hablara un Senador para sostener la admisibilidad de la votación separada solicitada y otro para rechazarla, algunos parlamentarios me han señalado que desean hacer uso de su derecho reglamentario a fundar el voto.



Entonces, vamos a abrir la votación.



Les recuerdo a Sus Señorías que ni siquiera hemos podido entrar a discutir el fondo del artículo 1°. Así que les insto a que sean breves.



En votación la admisibilidad de la votación separada de la frase “ni a los Jueces de Policía Local”, contenida en la parte final del inciso tercero del artículo 1° del proyecto.



Quienes votan a favor son partidarios de la tesis del Senador señor Coloma; y quienes los hacen en contra están de acuerdo con lo planteado por el Honorable señor Zaldívar y, en consecuencia, no se podría votar separadamente la referida frase, más allá de que todos estemos de acuerdo con la materia de fondo.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, yo tengo un argumento distinto para fundar la razón por la cual voy a votar por la supresión de esa parte del inciso que nos ocupa.



A mi juicio, no se pueden empatar inconstitucionalidades, como señaló con toda razón el Senador Zaldívar. Porque con ese criterio, si hay una norma inconstitucional, tengo que eliminarla para empatar.



Yo al menos trato de interpretar la Constitución, sea a favor o en contra de alguien, conforme a lo que ella dispone.



Lo que ocurre en este caso es que los representantes del Instituto Nacional de Jueces de Policía Local -hecho que nunca fue desmentido por el Gobierno- sostienen que ellos siempre estuvieron incluidos en los recursos previstos para el pago de la asignación profesional.



La inconstitucionalidad supone que los dineros no existen.



Porque todo el argumento que ha aducido el Senador Zaldívar, con mucha lucidez, apunta a que suprimir una parte del inciso significa más gasto para el Estado.



Pero sucede que en la Comisión nunca se desmintió, a pesar de que lo consulté -y aquí está presente el señor Subsecretario-, la afirmación que hizo el Presidente del referido Instituto en el sentido de que los recursos para tal efecto siempre estuvieron considerados. De hecho, no se los excluía en el Protocolo.



Entonces, frente a una duda de tal envergadura, tenemos pleno derecho a decir: “Por qué no le voy a creer nada menos que al Presidente del Instituto Nacional de Jueces de Policía Local, quien sostiene que los recursos estaban incluidos”.



Luego, al votar para eliminar esa parte del inciso, el Gobierno tendrá oportunidad, si considera que los recursos no se hallan contemplados y lo demuestra, para reponerla y se podrá establecer en ese momento el camino señalado por el Senador Zaldívar.



Pero aquí está en duda si esos recursos se encuentran incluidos o no.



En reiteradas oportunidades -no tengo claro si el señor Subsecretario se hallaba en esa oportunidad; no quiero involucrarlo, a pesar de que concurrió a casi todas las sesiones de la Comisión- pregunté al Gobierno si los recursos estaban considerados.



Nunca nos pudieron decir que no. Porque, según recuerdo, originalmente los jueces de policía local no estaban excluidos de este beneficio.



Por consiguiente, no siento que se esté vulnerando la Constitución, pues si los recursos están incluidos, cualquier vicio de inconstitucionalidad cae de inmediato.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, estas discusiones son siempre complejas, porque depende del énfasis y del lado que uno mire la conclusión a la que se llegue.



Pero hay una situación que a mi juicio conduciría a desestimar una interpretación. Me refiero al caso absurdo de que no podríamos votar en contra una parte del inciso que nos ocupa porque significaría aumentar el gasto y, por lo tanto, contravenir la disposición constitucional que le entrega al Presidente de la República la iniciativa exclusiva sobre esta materia.



¡Eso es un absurdo! ¡Cómo no voy a poder pronunciarme negativamente respecto de una parte de un inciso!



De ser así, nuestras facultades quedarían minimizadas y tendríamos que votar en contra de todo el artículo.



El problema aquí es que se propone una norma general y se establecen excepciones. Si yo quisiera evitar las excepciones no podría hacerlo.



Me parece una situación absurda. Por lo tanto, no se trata de una interpretación correcta desde el punto de vista jurídico.



En tal sentido, pienso que es factible excluir. Y más todavía por una razón de fondo: las inconstitucionalidades por las cuales uno puede declarar la inadmisibilidad de una norma no son de fondo, sino formales. El contenido de fondo de una disposición puede ser inconstitucional e igual no ser susceptible de la inadmisibilidad de la que estamos hablando.



Pero en este caso se da también esa circunstancia, como ya se manifestó en un informe a que se hizo referencia con anterioridad.



Quiero ir más lejos todavía, señor Presidente.



Acá no solamente se está excluyendo a los jueces de policía local: también se le está otorgando la asignación de responsabilidad al secretario abogado del tribunal, ¡pero no al juez!



Entonces, hay además una discriminación muy notoria a ese respecto.



De consiguiente, por la absurda imposibilidad de votar en contra ciertas propuestas del Gobierno en el ámbito de sus atribuciones porque estaríamos invadiéndolas y por la absurda discriminación contenida en la parte del inciso que nos ocupa, me parece que deberíamos acoger la solicitud de votación separada y pronunciarnos sobre el particular.



Con respecto al fondo de este asunto, yo me alegro de que se haya corregido la fecha de entrada en vigencia de la asignación profesional.



Porque hubo un Protocolo -me tocó participar junto a otros Senadores y a dirigentes de los funcionarios municipales- que, entre otras cuestiones, acogió la solicitud de que el referido beneficio, de justicia e igualdad, entrara a operar a partir del 1° de enero de 2016, y no como se hallaba estipulado originalmente, esto es, “a contar del 1 del mes siguiente al de publicación de la presente la ley”, que podría ser en un plazo mayor.


Por lo tanto, se ha hecho justicia.



Voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, compartiendo la aspiración legítima que manifestaron los jueces de policía local, creo que efectivamente tenemos un problema de admisibilidad en esta solicitud de votación separada.



Lo digo porque, más allá de que pueda ser legítimo que los jueces de policía local planteen que no es justo que se les excepcione de la asignación de responsabilidad, es la ley la que permanentemente establece ciertas diferencias que se denominan “discriminaciones”.



La Constitución Política admite discriminaciones. Lo que no acepta son las discriminaciones arbitrarias e ilegales.



En este caso hay una distinción de carácter legal.



Requerido el Senado por un parlamentario para votar en forma separada la excepción, la solicitud pertinente es a mi juicio inadmisible, toda vez que votar separadamente una parte del inciso en cuestión y rechazarla significa, desde el punto de vista presupuestario, incrementar el gasto.



El artículo 65 de la Constitución Política señala las materias que corresponden a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Y en su numeral 4° dispone: “Fijar, modificar, conceder o aumentar remuneraciones”.



La norma del número 4° no distingue si es para presentar proyectos de ley o para modificarlos. Lo que está haciendo es reservar a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República la facultad para modificar remuneraciones.



En la práctica, la eliminación de la parte final del inciso tercero del artículo 1° que el Senador Coloma propone votar separadamente significa modificar remuneraciones.



Vuelvo a insistir: más allá de la justicia del contenido de la norma en comento y de lo que se busca con su supresión, a mi entender esta petición de votación separada es inadmisible porque implicaría modificar remuneraciones y, por tanto, infringir el numeral 4° del artículo 65 de la Carta Fundamental.



La eventual aprobación de la Sala a esa solicitud podría generar un precedente no adecuado para futuras discusiones presupuestarias en las que se establecieran ciertas modificaciones que incidieran en el gasto público.



Por eso, voy a votar en contra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No hay más inscritos para referirse a este punto.


Reitero: quienes consideran admisible la solicitud de votación separada formulada por el Senador señor Coloma deben pronunciarse a favor; aquellos que la estiman inadmisible, en contra.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se declara inadmisible la solicitud (14 votos en contra y 12 a favor).



Votaron por la negativa las señoras Allende y Goic y los señores De Urresti, García, Guillier, Harboe, Lagos, Matta, Montes, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la afirmativa las señoras Lily Pérez y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Hernán Larraín, Moreira, Ossandón y Pérez Varela.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde votar el artículo propiamente tal.

El señor COLOMA.- Perdón, señor Presidente: ¿no estaba pareado el Senador De Urresti?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se van a leer los pareos.



¡Ojo!: ellos no rigen en las normas de quórum especial.

El señor COLOMA.- Pero lo que se votó no era de quórum especial.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No lo era. Su Señoría tiene razón.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Están pareados la Senadora señora Van Rysselberghe y el Senador señor De Urresti.



Sin embargo, ese pareo no rige en la votación del artículo propiamente tal, que es de rango orgánico constitucional.

El señor COLOMA.- Yo estoy hablando de la votación anterior.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le encuentro razón al Senador señor Coloma en el punto que hace.



En todo caso, el resultado de la votación no cambia.



Ahora, es importante que se haga presente la situación, porque, efectivamente, había un pareo.



Repito: el resultado de la votación no cambia.

El señor COLOMA.- Habría sido 13 votos contra 12.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Así es. Pero la consideración del pareo no habría incidido en el resultado de la votación.



En todo caso, Senador señor Coloma, es válido que haga el punto.



Señor Secretario, avancemos, pues queda mucho por votar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde votar el artículo 1° propiamente tal, por cuanto es de rango orgánico constitucional.



El texto de esa norma está en las páginas 1 y 2 del boletín comparado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para darlo por aprobado?



En este instante hay en la Sala 21 Senadores.



Acordado.



--Se aprueba el artículo 1° (21 votos favorables), dejándose constancia de que se alcanzó el quórum constitucional requerido.

El señor LETELIER.- ¿Por qué no se abren todas las votaciones de quórum especial, señor Presidente?

La señora MUÑOZ.- En este momento están funcionando algunas Comisiones.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hago un llamado a las señoras y señores Senadores que están en Comisiones.



Sé que en ellas se están debatiendo proyectos muy importantes: el de reforma laboral, en fin. Sin embargo, en la Sala nos hallamos ante normas de quórum orgánico constitucional y tenemos los votos justos. De modo que, si Sus Señorías no se encuentran aquí, vamos a tener problemas.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la página 6 del comparado comienza el artículo 4° aprobado en general por el Senado.



La Comisión de Gobierno propone suprimir esa norma. Votaron por eliminarla la Senadora señora Von Baer y los Senadores señores Espina y Horvath. Se pronunciaron en contra de la supresión los Senadores señores Quinteros y Matta.

El señor COLOMA.- ¿En qué página está?

El señor LABBÉ (Secretario General).- En las páginas 6 y 7 del comparado, señor Senador.



En la segunda columna figura el texto aprobado en general por el Senado, que dice: “Declárase interpretado el inciso segundo del artículo 2° del decreto ley N° 3.501, de 1980, respecto de los funcionarios regidos por la ley N° 18.883 y remunerados conforme al Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980; en el sentido que, a contar del 1 de marzo de 1981, los factores que, por concepto del incremento previsional establecido en el ya mencionado artículo 2°, han debido determinarse considerando únicamente las remuneraciones, estipendios y asignaciones de carácter habitual, permanentes e imponibles que, al 28 de febrero de 1981, se encontraban afectas a cotizaciones previsionales, los que para dichos funcionarios corresponden exclusivamente al monto del sueldo base que para cada uno de los grados estableció la escala contenida en el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1980.”.

El señor MONTES.- Que se suprima por unanimidad, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Se resolvió que esta norma fuera en una ley posterior, señor Presidente.



Entonces, creo que hay unanimidad -y sugiero que así se acuerde- para aprobar la eliminación que plantea la Comisión de Gobierno.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar la supresión?



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, es lógica la supresión del artículo 4° (y el Artículo Décimo Primero transitorio también se elimina; yo pedí votación separada de su inciso tercero, pero solo para discutir el punto), pues la materia que aborda debe tratarse en otro proyecto.



Dicha materia cruza a todas las municipalidades en cuanto al reintegro por pago de los llamados “beneficios previsionales de 1980”, cuando se cambió el sistema -valga la redundancia- previsional. Algunas han sido obligadas a devolver las platas involucradas; otras han obtenido sentencias favorables. La Contraloría primero falló en un sentido; luego, en otro. Entonces, no existe unanimidad sobre la forma de abordar el problema.



La cuestión es muy compleja. De ahí que se optó por suprimir asimismo el Artículo Décimo Primero transitorio.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sobre la base de las consideraciones expuestas, ¿habría acuerdo para suprimir el artículo 4°?



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, como el colega Zaldívar tiene una fórmula para resolver el problema, yo pediría dejar pendiente el artículo 4°.

El señor COLOMA.- ¡Si el propio Senador Zaldívar acaba de plantear su eliminación!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- El camino es otro, Honorable colega.

El señor ESPINA.- Tiene razón, Su Señoría: hay que suprimirlo, para que opere la fórmula ideada.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el incremento previsional, que no es atribuible a los funcionarios, ha generado un lío de grandes proporciones, pues la gente que firmó los cheques, a la que no le cabía responsabilidad alguna, ¡tiene embargados sus bienes personales! No se trata de los bienes municipales.



¡Para qué estamos barriendo hacia debajo de la alfombra!



Hay que buscar una solución.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Ahora viene.

El señor PROKURICA.- ¡No!



Señor Presidente, ya estoy acostumbrado a que me digan “En esta ley, no. Lo vamos a hacer en otra”.



¡Dónde lo haremos!



Ha pasado el tiempo. Nos hemos reunido con el Subsecretario, quien dice estar de acuerdo en buscar una solución.



Entonces, ¡cómo vamos a chutear la cuestión!



¡El problema hay que resolverlo en la ley en proyecto!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Advierto que si continúo dando la palabra la discusión será eterna.



Por tanto, voy a someter a votación el punto: quienes quieren la supresión deben pronunciarse a favor; aquellos que la rechazan, en contra.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la supresión del artículo 4° (26 votos a favor y 1 pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.


No votó, por estar pareado, el señor De Urresti.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde ir al artículo 6°, que pasó a ser 4°.



En la página 36 del comparado hay dos proposiciones discrepantes: mientras la Comisión de Gobierno sugiere un número 5), nuevo, mediante el cual agrega en el artículo 31 de la Ley Orgánica Constitucional una oración final, la Comisión de Hacienda plantea un número 5) en virtud del que adiciona al referido artículo 31 un inciso segundo y un inciso tercero.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, nosotros estamos de acuerdo con la propuesta de la Comisión de Hacienda. Por consiguiente, solicito aprobarla.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Hay acuerdo para acoger la proposición de la Comisión de Hacienda?



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Nosotros también estamos de acuerdo, señor Presidente. Empero, quiero dejar constancia expresa -así se hizo en la Comisión de Hacienda- de que el ejercicio de la atribución pertinente no podrá afectar derechos ni menoscabar las funciones de los trabajadores que se desempeñan actualmente en las unidades respectivas.



El punto se discutió en la Comisión de Hacienda, donde quedó una constancia expresa a ese respecto.



Entonces, estando todos de acuerdo, es importante dejar testimonio de aquello en la historia de la ley.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar la proposición de la Comisión de Hacienda, con la constancia de que hizo mención el Senador señor Coloma?



Tiene la palabra el Honorable señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, la creación de unidades dentro de un municipio puede ser bastante compleja si se procede de manera improvisada. Ello, por mucho que haya financiamiento.



Entonces, en la Comisión de Hacienda se sugirió que en la Cámara se revisara el quórum, para subirlo a dos tercios o por lo menos a mayoría de los miembros en ejercicio del concejo, para asegurar que la decisión sea de más largo plazo y no coyuntural.



Fue un acuerdo de todos los miembros de la Comisión de Hacienda.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías aprobar la propuesta de la Comisión de Hacienda, con la constancia que explicitó el Honorable señor Coloma, por 25 votos afirmativos, correspondientes a los Senadores que se hallan en la Sala?



Acordado.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la página 37 del comparado, la Comisión de Gobierno propone un número 4) -pasa a ser 6)- que modifica el artículo 49 bis aprobado en el primer informe.



A su turno, la Comisión de Hacienda, por unanimidad, sugiere un número 6) que enmienda el aprobado por la de Gobierno.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Aceptamos la enmienda de la Comisión de Hacienda, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Le parece a la Sala aprobar unánimemente, por 25 votos favorables, la proposición de la Comisión de Hacienda?

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solicito incluir mi pronunciamiento afirmativo en esta votación y en las votaciones anteriores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, la propuesta de la Comisión de Hacienda queda aprobada por 26 votos favorables.



Se deja constancia de la intención de voto afirmativo del Honorable señor Horvath en los acuerdos precedentes.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ESPINA.- Vamos a la página 40.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde pasar a la página 58 del comparado.

El señor ESPINA.- ¿Y la 40?

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la página 40 no tengo nada.

El señor GARCÍA.- Hay que votar lo de la página 40, señor Presidente.

El señor ESPINA.- Para ayudarlo a agilizar el trámite, señor Presidente, en la página 40 solicito aprobar lo que propuso la Comisión de Hacienda.



Se refiere al numeral 5 del número 6).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Eso fue unánime. Así que quedó aprobado en...

El señor ESPINA.- Es que hay una diferencia entre lo que proponen ambas Comisiones. De modo que corresponde votar.



Ahora, la Comisión de Gobierno no tiene problema en que se apruebe la sugerencia de la de Hacienda.



Página 40.

El señor GARCÍA.- Se refiere al Comité Bipartito.

El señor ESPINA.- Así es: al Comité Bipartito, que estará conformado paritariamente.



Incluso, conversamos al respecto con las asociaciones de funcionarios, que están de acuerdo con la norma planteada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la página 40 del comparado que obra en poder de Secretaría solo figura una modificación propuesta por la Comisión de Hacienda.

El señor ESPINA.- ¡Esa, pues!

El señor LABBÉ (Secretario General).- No existe una enmienda de la Comisión de Gobierno.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En todo caso, no habría problema, pues el Senador señor Espina está de acuerdo con la sugerencia de la Comisión de Hacienda.

El señor ESPINA.- Que es unánime.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Precisamente por ser unánime, la Sala ya la aprobó.

El señor ESPINA.- Está bien: es unánime.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Aunque sea unánime, señor Presidente, reviste gran importancia. Y por eso entiendo lo que dice el Senador Espina, quien tiene razón.



La cuestión no es menor (por ello hay que dejar una constancia): se refiere a la forma como los alcaldes deben consultar a las asociaciones de funcionarios para efectos de las plantas. En tal sentido, se instaló -esto se sugirió en la Comisión de Gobierno y se ratificó en la de Hacienda- la idea de “considerar la opinión de un Comité Bipartito constituido especialmente para este efecto, conformado paritariamente por funcionarios y representantes del Alcalde”.



Eso es bien relevante. No se trata de una cosa menor.



En consecuencia, sin perjuicio de la unanimidad, si vamos a hacer la historia de la ley, dejemos constancia de que tal fue la idea de las Comisiones de Gobierno y de Hacienda, confirmada por el Ejecutivo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En consecuencia, se ratifica la aprobación unánime, dejándose la constancia pertinente.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Página 58 del comparado.



En la cuarta columna, la Comisión de Hacienda, por cuatro votos a favor y uno en contra, propone una letra a) del siguiente tenor:



“a) Reemplázase en su inciso cuarto,” -del artículo 2° de la ley N° 18.883- “el vocablo veinte, la primera vez que aparece, por ‘cuarenta’, y la expresión ‘cuatro’ por ‘ocho’.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Este es un punto donde hay una controversia, señor Presidente.



Les pedimos su opinión a las asociaciones de funcionarios, que estuvieron de acuerdo con la proposición.



Se trata de lo siguiente.



Hoy día veinte por ciento del presupuesto puede destinarse a personal a contrata. Sin embargo, eso no lo cumple prácticamente ninguna municipalidad.



El Ejecutivo plantea subir la cifra de veinte a cuarenta por ciento.



En la Comisión de Gobierno votamos dicha letra en forma dividida.



Finalmente, la Comisión de Hacienda dijo: “Subamos a cuarenta por ciento”.



Por lo tanto, de ratificarse esta proposición, la norma diría: “Los cargos a contrata, en su conjunto, no podrán representar un gasto superior al cuarenta por ciento del gasto de remuneraciones de la planta municipal.”.



Pero la referida Comisión agregó un Artículo Décimo Tercero transitorio -aparece en la página 112 del comparado- donde se dispone lo siguiente: “Las municipalidades que puedan aumentar la dotación a contrata en virtud de la modificación dispuesta por esta ley al artículo 2° de la ley N° 18.883, deberán” -obligatorio- “priorizar en las nuevas contrataciones bajo esa modalidad al personal a honorario que se encuentra contratado con cargo al subtítulo 21, ítem 03, del presupuesto municipal, a la fecha de publicación de la presente ley.”.



El dilema es el siguiente.



A mí no me gustaría que el cuarenta por ciento de los funcionarios municipales no fuera de planta.



Sin embargo, por otro lado, ellos nos dicen, con razón, que se trata de un mecanismo para que la gente que trabaja a honorarios pase a contrata.



De consiguiente, al menos yo soy partidario de aprobar lo que sugiere la Comisión de Hacienda, porque de alguna forma arregla la dificultad existente a ese respecto.



Del mismo modo, en las municipalidades más pequeñas se eleva de cuatro a ocho la cantidad de funcionarios a contrata.



Tales son las modificaciones que plantea la Comisión de Hacienda.



Consultadas las organizaciones de funcionarios, conscientes de esa dualidad de interpretaciones, mayoritariamente nos dijeron ser partidarias de la fórmula sugerida por la Comisión de Hacienda, que resuelve, al parecer en definitiva, la tremenda injusticia existente en el caso de los funcionarios a honorarios, quienes, cumpliendo a veces la misma labor que los de planta, no tienen ninguno de los derechos laborales que asisten a estos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay varios Senadores inscritos.



Sin duda, la materia es importante.



No sé si podemos votar la proposición que formula la Comisión de Hacienda -el Senador señor Espina, Presidente de la Comisión de Gobierno, dice que esta la acepta- y hablar en torno de ella.



¿Le parece a la Sala abrir la votación en los términos señalados?



Acordado.



En votación la propuesta de la Comisión de Hacienda, que es de quórum especial.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, solo quiero señalar que la sugerencia de la Comisión de Hacienda sincera lo que ocurre en los municipios con las personas que no pertenecen a la planta permanente ni a la de contrata, quienes exceden en demasía los cupos de honorarios. Ello, debido a que sus servicios son requeridos, pues para la gente la cara más cercana del Estado son las municipalidades, que carecen de facultades que les permitan contratar al personal indispensable para atender bien a la ciudadanía.



Aquí estamos posibilitando que los alcaldes o las referidas corporaciones pasen a la planta de contrata a quienes trabajan a honorarios.



Yo voy a votar favorablemente, pese a que la propuesta de la Comisión de Hacienda, si bien sincera la situación existente, no resuelve el problema de fondo, que deriva de que se siguen haciendo contratos precarios a personas que deberían pertenecer a las plantas de los municipios.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, esta materia se discutió bastante en la Comisión de Gobierno. 


Por supuesto, uno entiende que la situación de quienes laboran a honorarios es tremendamente precaria. De hecho, según los antecedentes disponibles, ella no estaría bien cuantificada. Al parecer, existen muchísimos contratos a honorarios en el nivel municipal, especialmente por todos los programas que bajan desde el Gobierno central.


Por lo tanto, hay en los municipios una situación de precariedad laboral tremendamente fuerte.



Entonces, cabe decir que es una buena noticia la posibilidad de que la gente a honorarios pase a la planta de contrata. Es un paso adelante en el sentido de que habrá un contrato de trabajo de mejor calidad.


Ahora, yo creo que en el artículo transitorio ya individualizado la Comisión de Hacienda soluciona parte del problema expuesto por los funcionarios.



Porque, en la forma como votamos la propuesta en la Comisión de Gobierno, aumentaba la cantidad de contratas en los municipios, pero no necesariamente con quienes trabajan a honorarios desde hace mucho tiempo, pues quedaba abierta la posibilidad de mantenerlos en tal condición e incorporar en la planta de contrata a personas que no laboran en las referidas corporaciones, lo cual habría sido profundamente injusto.



En tal sentido, creo que el artículo transitorio de la Comisión de Hacienda constituye un avance. 



Sin embargo, señor Presidente, yo quiero ir al fondo del problema.



Los funcionarios municipales nos decían que a veces hay cupos en la planta, pero los funcionarios no son pasados a ella. ¿Por qué? Porque los alcaldes quieren tener discrecionalidad para que se aumente la cantidad de gente a contrata -o sea, que se desempeñe durante un tiempo específico-, porque puede ser echada después.



Y la presión que muchas veces se ejerce sobre ella -también nos contaron eso- para trabajar en campañas municipales, etcétera, es tremendamente fuerte.



Por lo tanto, me parece que tenemos que defender la carrera funcionaria. Aunque entiendo lo que aquí se está tratando de hacer, que es mejorar la condición laboral de las personas a honorarios al traspasarlas a contrata -y creo que está bien-, estimo que el fondo, al mismo tiempo, constituye una mala señal, porque estaríamos diciendo que la solución se logra por la vía de aumentar el número de contratas. En efecto, eso conlleva la precariedad laboral, ya que en cada mes de diciembre no se sabe si quienes se están desempeñando van a volver a ser contratados. Lo que debiera existir son carreras funcionarias reales, y eso significa cargos de planta.



Sintiéndome contenta con lo planteado por la Comisión de Hacienda, pues soluciona una parte de la cuestión, considero que si votamos a favor del fondo cometeremos un error serio, en la medida en que no es posible apoyar la precarización laboral.



La problemática se debiera resolver por la vía de pasar las contratas reales de mucho tiempo a la planta y los honorarios a la situación de contrata. No es posible que el alcalde de un municipio pequeño, que muchas veces es el empleador local más importante, pueda ejercer una presión política sobre los funcionarios respecto a quedarse o a perder su trabajo.



En este sentido, la Senadora que habla, al menos, se pronunciará por el rechazo, ya que juzga que esta no es la manera de solucionar el asunto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Les ruego a los asistentes en las tribunas no hacer manifestaciones, porque el Reglamento lo impide.



Pueden hacer el gesto de aplaudir, en silencio, con lo cual no habrá ninguna dificultad.



Muchas gracias.



Puede intervenir el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, creo que el punto efectivamente se halla mal resuelto. Esta debiera ser una norma transitoria, mientras se establecen las nuevas plantas municipales, porque lo razonable es que prime la relación ochenta por ciento de planta, veinte de contrata.



No contamos con ninguna indicación del Ejecutivo que permita pasar las contratas actuales a planta, lo que habría sido también otra forma de resolver el problema.



Espero que el carácter transitorio se obtenga durante la tramitación del proyecto en la Cámara de Diputados y que la norma permanente sea de 80/20 por ciento, pero que las personas con mucho tiempo a honorarios cumpliendo funciones permanentes puedan acceder a la contrata. Ello a mí me parece de la mayor justicia. Alguien en esa condición no cuenta con previsión ni amparo alguno, desde el punto de vista de la protección social, lo cual es tremendamente injusto.



Dar este paso, entonces, aunque no sea completo y resulte insuficiente, lo considero una señal correcta, contrariamente a lo que aquí se ha opinado en el sentido de que es mala. El objetivo es la protección de los trabajadores, no solo desde el punto de vista de sus remuneraciones, sino también de su protección social.



Ahora, la solución es absolutamente parcial. Probablemente, no podrán pasar a la planta funcionarios que lleven quince o veinte años a honorarios -y quizás más- en programas de desarrollo territorial indígena o de desarrollo agrícola local, o que sean encuestadores de fichas de protección social, o que trabajen en convenio con distintos planes, como unidades habitacionales en municipios. Porque muchas de esas remuneraciones no se pagan estricta o puramente con recursos municipales: hay aportes de los ministerios respectivos, y ello no está incorporado en los presupuestos municipales. Lo más probable es que todas esas personas ni siquiera puedan pasar a contrata.



Deseo recordar que está pendiente un compromiso de la Dirección de Presupuestos -el plazo ya está vencido- para hacernos llegar el informe de cuántos son los funcionarios a honorarios en los municipios. Algunos los estiman en veinte mil; otros, en veinticinco mil; otros, en treinta mil; otros, en treinta y cinco mil. O sea, se trata prácticamente de una planta completamente paralela. Es urgente corregirlo.



Imaginen Sus Señorías el daño previsional -tanto hablamos de ello- de alguien que lleva quince, veinte años a honorarios. ¿Cómo jubila?



Entonces, cuanto más rápido solucionemos estos problemas, que son humanos -y que demuestran, muchas veces, lo mal empleador que es el Estado-, mucho mejor.



Por el momento, tengo que quedarme con lo que el Ejecutivo ha propuesto. Es mejor que lo que tenemos, si bien no es lo óptimo. Pero confío en una corrección en la Cámara de Diputados, porque la cuestión está mal resuelta.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.



Si no hay objeciones, el Senador señor Tuma me reemplazará por algunos minutos.



--Pasa a presidir la sesión, en el carácter de Presidente accidental, el Honorable señor Tuma.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, lo que se está mencionando efectivamente se halla revestido de fundamento. Se trata de una realidad no solo en el ámbito municipal, sino también en el del Estado, en general. Las contrataciones a honorarios, muchas veces, se prolongan por un largo tiempo, con un daño grave para estas personas, porque no cuentan con previsión ni con asistencia en salud.



Es algo que se ha discutido en el Senado y en la Cámara y se ha abordado con motivo de los proyectos de Ley de Presupuestos, habiendo mediado un compromiso de diversos Gobiernos de ir avanzando e intentando resolver el asunto. 



No es una cuestión fácil. Tampoco es preciso plantear que mañana mismo podemos solucionarla.



Coincido con mi Honorable colega García en el sentido de que la disposición puede pasar a ser -incluso podríamos hacerlo en el propio Senado- transitoria. ¿Por qué? Porque la situación puede resolverse después, cuando los municipios hagan efectiva su facultad de fijar la planta. Ahí podrán establecer los cargos necesarios para poder incorporar a todo el personal que tenga que cumplir funciones por plazos indefinidos.



Ahora, la proposición no se refiere a que el cuarenta por ciento de los recursos podrán destinarse a contrata. No. Porque escuché algo así. Lo que sucede es que en la Administración Pública existe la norma -también comprende a las municipalidades- llamada “80/20”: 80 por ciento de planta y 20 por ciento de contrata. Si se revisan todos y cada uno de los servicios del Estado, ninguno cumple con lo anterior. Y en cada Ley de Presupuestos, muchas veces, hacemos excepciones por esa razón.



Lo que se expresa aquí es cierto. En los municipios existe una situación de honorarios no propiamente originada por ellos, sino por servicios que prestan juntamente con el aparato del Estado. Por ejemplo, varios mantienen convenios con INDAP, y una importante cantidad de gente a honorarios cumple funciones de asesoría y respaldo a los campesinos sin ser parte de planta alguna. Tampoco puede ser incorporada en la correspondiente a la municipalidad, porque en un momento puede o no seguir trabajando.



Por supuesto, esos programas se prolongan año a año. Y habrá que buscar algún estatuto laboral para las personas que prestan servicios sobre la base de aquellos de los cuales las municipalidades se hacen cargo de común acuerdo con el aparato del Estado.



Algunos incluso pretendieron rechazar esta disposición, pero los propios funcionarios han pedido que la aprobemos. ¿Por qué? Porque si bien no es la solución final, al menos va a permitir que honorarios pasen a contrata -hay una disposición transitoria para privilegiar ese tratamiento- y que queden en tal condición.



Mas seamos claros: la contrata mejora la situación de la persona, ya que se puede acceder a previsión y salud, pero no da estabilidad. La renovación es año a año.



También vamos a tener que ver en el tiempo próximo cómo se puede darles ciertas garantías de orden laboral a los contratos en la Administración Pública, en el sector estatal, para evitar una expulsión producto de la arbitrariedad de una decisión tomada por la autoridad del momento. Debiera haber causales que justificasen la separación de alguien a contrata, sea por no cumplir sus funciones o por haber efectuado ya la tarea encomendada. Habrá que considerarlo.



Hemos aprobado la disposición, más el artículo transitorio, porque se apunta a una salida, efectivamente, pero repito que no es la solución final ni mucho menos. Será posible la incorporación a contrata de un sinnúmero de personas a honorarios que no están en los programas de la municipalidad, sino que realmente trabajan en ella, pero la situación no se define de manera permanente.



Los municipios, de acuerdo con sus facultades y en el momento de fijar sus plantas, podrán abrir espacios, de acuerdo con sus propias necesidades, para pasar a ellas al personal que se requiera y mantenerles contrato a quienes cumplan funciones que no sean tan estables.



Gracias.

El señor TUMA (Presidente accidental).- No obstante que estamos en votación, la Mesa sugiere que los Senadores señores García, Zaldívar y demás que se estimen necesarios redacten una norma transitoria, para después pedir al respecto la unanimidad de la Sala.

El señor COLOMA.- La disposición ha sido planteada por el Ejecutivo.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, la Secretaría puede transferir físicamente el texto permanente a un artículo transitorio. Basta con ello.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Lo que ocurre es que se estaría remplazando una norma permanente, y ello no se podría hacer si no se reconfigurara la indicación.

El señor COLOMA.- Sigamos con el debate como estaba considerado.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Por mi parte, no tengo inconveniente en preparar una redacción, si es lo que se desea.



Si no, ¿para qué complicar el asunto? La Cámara de Diputados, con la recomendación del Senado, puede efectuar una transferencia a una disposición transitoria.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Muy bien.



Puede intervenir el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, este es uno de los puntos más importantes del proyecto.



Estamos haciendo una ley, no para uno o dos años, sino ojalá -no sé cuánto duran estas cosas en el mundo municipal- para veinte.



La pregunta que tenemos que formularnos es cómo defender mejor los derechos de los trabajadores. Desde mi perspectiva, la respuesta que da la disposición -y por eso voté en contra- es equivocada.



La norma vigente, que no se cumple y debiera buscarse cumplir, dice: “Los cargos a contrata, en su conjunto, no podrán representar un gasto superior al veinte por ciento”. Se entiende que este sistema no es la salida adecuada. Si una municipalidad requiere más funcionarios, la solución es la planta. La contrata es una excepción: veinte por ciento.



¿Qué está proponiendo ahora el Ejecutivo? El cuarenta por ciento. ¿Qué significa eso? Más precariedad. Quiere decir que un alcalde -cualquiera- podrá aplicar a los cargos a contrata hasta el cuarenta por ciento del gasto en remuneraciones. ¿Alguien cree que eso va a ayudar a la estabilidad en el empleo? ¿O más bien contribuirá a la precariedad?



Por eso, en la Comisión de Hacienda voté en contra, ya que me parece una mala decisión de fondo. Creo que es un error. ¿Y a qué obedece? A una situación de hecho, ya que muchos trabajadores a honorarios quieren pasar a la condición a contrata y los de contrata quieren pasar a la planta. Hay un cuello de botella.



Entonces, ¿cómo se resuelve un problema de esta naturaleza? Con un artículo transitorio especial.



A mi juicio, la norma tiene que seguir con el tope de veinte por ciento. ¿Cómo vamos a decirles a los alcaldes que ahora podrán llegar al cuarenta? En tal caso, cualesquiera que sean sus ideas políticas, tenderían a contratar gente de confianza, sin concurso, que no asume la misma responsabilidad que los funcionarios de planta. Y esas personas, con tal de trabajar, van a decir que sí y a precarizar su empleo por diez, quince o veinte años. Creo que, al final, es un camino -de manera indeseada, obviamente- hacia esta última situación.



La sugerencia que hice en su momento fue dejar la cifra en veinte por ciento y abrir un espacio en una disposición transitoria, por un tiempo determinado, para que quienes se hallan hoy día en una condición extraplanta puedan ir avanzando y tener prioridad cuando se hagan los concursos de planta. La solución es en ese sentido.



Ahora estamos buscando lo inverso, en la medida en que se dejaría el cuarenta por ciento como permanente. Es al revés: lo permanente es el veinte por ciento. Y en lo transitorio podemos hacernos cargo de lo que constituye una realidad.



Al señor Subsecretario de Desarrollo Regional -quiero dejar claro que ha sido muy colaborador en relación con el asunto- le hice presente que no sabemos la cantidad de personas en el caso de que se trata. Pero son muchas. Bueno, si es así, hagámonos cargo de ellas, pero en un artículo transitorio. No permanezcamos para siempre en la precariedad del empleo.



Por mi parte, no voy a aprobar la fórmula que nos ocupa. Puede aparecer con un envoltorio razonable, pero estoy seguro de que todos los funcionarios municipales saben, en el fondo del corazón, que un cuarenta por ciento de contrata no puede ser bueno. Mas también saben que hay un problema. Conviene arreglarlo en la parte transitoria. No dejemos un forado inmenso para el futuro del país con el porcentaje al cual acabo de hacer referencia y no de un veinte, como máximo.



Soy partidario de rechazar la norma y de recurrir a un cambio con relación -repito- al articulado transitorio. Si no es posible proceder así, me parece razonable que ello se concrete en la Cámara de Diputados. Pero resolvamos las dificultades: no las chutemos ni nos equivoquemos en la fórmula.



Por eso, no estoy de acuerdo con la disposición.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Puede intervenir el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, tengo que ir a una Comisión, por lo cual pedí hacer uso de la palabra de inmediato.



La situación que nos ocupa es bastante generalizada en los municipios y refleja un problema muy de fondo, cual es que no cuentan con reglas reales para la contratación de personal. Es algo que obedece a que la ley fijaba las plantas hasta 1997, y, con la reforma constitucional de ese año, quedó en manos de ellos definirlas, al ser organismos autónomos. Sin embargo, lo anterior tiene que hacerse conforme a normas orgánicas constitucionales que fijen los criterios acerca de cómo cada municipio debe proceder, las cuales no se han dictado hasta el día de hoy. Llevamos dieciocho años sin que eso ocurra.



Entonces, creo que es preciso sincerar el problema: o se aprueba una iniciativa legal para tal efecto, lo que ninguno de los gobiernos hasta la fecha ha resuelto, o simplemente volvemos a determinar las plantas por ley.



El mecanismo actual asegura la mantención de un engendro que deja a los funcionarios municipales en una profunda inestabilidad. Y, además, permite que los alcaldes -todos: aquí no se omite ninguno- abusen de la contratación de personal. Ello dice relación, por el expediente de saltarse el veinte por ciento -hace rato que lo hacen-, con personas que cumplen unas mismas funciones con sueldos mayores, o con el pago de favores políticos, o con el aprovechamiento de todos los espacios para abusar del presupuesto municipal.



La norma en debate es un parche, pero malo, porque si bien puede resolver la precariedad en que se encuentran algunas personas, lo que hace es garantizarle ahora al jefe comunal que del veinte por ciento podrá legalmente pasar al cuarenta. Es decir, empeoraremos el problema.



Me parece que nos hallamos ante un asunto que no hemos querido abordar como país. Mientras no lo hagamos, los municipios van a seguir en una anarquía total con relación a las plantas, y los funcionarios, en una situación de inestabilidad.



Además, repito que se registra un abuso de los alcaldes, quienes meten gente por esta vía de distintas maneras. Muchas veces, son personas que se necesitan, que se requieren. Es la forma de solucionar problemas, como buena parte de los programas que aquí se han señalado.



Sin embargo, también veo de repente algunos presupuestos municipales, en el área educacional, en los que el alcalde incorporó al municipio a sesenta, setenta personas para pagar favores de la elección. Podría dar ejemplos, y de alcaldes variopintos.



¡Eso es lo que está matando a los municipios!



¡Eso es lo que los tiene desfinanciados, en muchos casos!



Y lo que estamos haciendo es aumentar esa brecha.



Si se quiere zanjar el problema de funcionarios que llevan muchos años en condición de precariedad, tener una norma permanente no es el camino.



De estimarse necesario, de todas maneras habría que hacerlo a través de una norma provisoria -como decía recién el Senador Coloma-, pero provisoria temporalmente, porque si la establecemos sin limitación de tiempo, es lo mismo que esté en el cuerpo permanente del proyecto.



Aquí debemos redactar una disposición que permita regular y solucionar los problemas de personas que llevan muchos años en un municipio, que son verdaderos funcionarios municipales, con el fin de regularizar su situación y terminar con la precariedad.



Pero lo que se está haciendo no resuelve ese problema y abre el espacio para una precariedad indefinida.



Me parece, señor Presidente, que aquí estamos, no sé, tapando el sol con la mano. No estamos enfrentando el problema de fondo de los trabajadores municipales.



Y mientras no definamos si vamos a aplicar la norma constitucional o si la vamos a cambiar por otra, seguiremos en la misma situación.



Creo que es hora de que el país defina qué quiere hacer en sus municipios, cómo quiere que sus trabajadores funcionen, cómo quiere renovarlos, cómo quiere profesionalizar y modernizar las plantas.



Lo que hoy existe, y que se potencia con esta norma, es la discrecionalidad. Y por esta vía, lamentablemente, se mantendrá el abuso de los alcaldes en el ejercicio de sus funciones, dejando a los trabajadores municipales de planta en una situación de desigualdad injustificada.



Por las razones dadas, voy a votar en contra de esta norma, porque me parece que de esa manera protegemos a los trabajadores municipales y, al mismo tiempo, forzamos a que se resuelva el tema de fondo, como se tiene que hacer.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, es una lástima que, existiendo la posibilidad en este proyecto de ley, que es tan anhelado por el mundo municipal, el Ejecutivo no haya tenido la voluntad política de solucionar el problema de los contratos a honorarios.



Porque, finalmente, las contrataciones a honorarios y a contrata son igual de precarias desde el punto de vista de la estabilidad laboral. Probablemente, las contratas tienen ventaja sobre las otras, pero siguen siendo precarias.



Ahora, el Gobierno, en vez de resolver el problema, nos entrega una herramienta legal, legislativa, para que les demos a los alcaldes la facultad de duplicar el personal a través de estas contrataciones.



Es cosa de ver todos los informes de la Contraloría -hoy día nominamos al nuevo Contralor General de la República-, todos los informes de transparencia, para darnos cuenta de que las instituciones del aparato público donde hay mayores actos de corrupción son los municipios.



No obstante, estamos entregándoles a los alcaldes una herramienta que les va a permitir mayor discrecionalidad, mayor cuoteo político.



Además, les estamos dando herramientas para que ellos puedan, por sí y ante sí, tomar decisiones que generan más inestabilidad laboral para los funcionarios a contrata, que no van a poder pasar a la planta. Y los funcionarios a honorarios difícilmente van a poder pasar a la contrata.



Más aún: este proyecto de ley se despachará ad portas de la elección municipal del 2016. O sea, no tengo ninguna duda de que va a ser usado para eso.



Ahora, es posible pensar que el Gobierno plantea esta norma precisamente porque quiere hacer engordar el Estado a través de contratar personal a honorarios y a contrata para ocultar el desempleo galopante que estamos viviendo en el país.



Y, como yo realmente no tengo la esperanza ni la ilusión de que esta situación se solucione -comparto lo que ha dicho el Senador José García, a quien le consulté antes del inicio de esta sesión por esta disposición en particular-, voy a votar en contra.



Porque, definitivamente, no es una solución que nosotros le demos en bandeja una salida al Ejecutivo, cuando este lo que quiere hacer es, dicho en buen chileno, “sacarse el pillo” con nosotros, señalando que les duplicamos a los alcaldes -se sube el tope de 20 a 40 por ciento- la posibilidad de contratación de personal a través de esta vía administrativa.



El Gobierno, una vez más, se lava las manos y deja que la estabilidad laboral de los funcionarios municipales quede definitivamente bajo la mesa.



Por último, deseo señalar que me parece una tremenda contradicción que el Gobierno, que está empujando una reforma laboral y que hace alarde de la estabilidad funcionaria y de los trabajadores y trabajadoras de Chile, en este caso en particular no busque estabilidad laboral para los hombres y mujeres que se desempeñan en los municipios.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, uno escucha a la Senadora Lily Pérez y cree que ella ha estudiado el proyecto, que lo conoce.



Solamente quiero decirle a la colega que la aplicación de esta iniciativa de ley no puede verificarse en un año electoral. Eso lo señala expresamente uno de sus artículos. 



Entonces, pretender adjudicarle una mañosería al Gobierno, haciendo ver que todo está hecho para que haya contrataciones, influencia electoral, no guarda relación con el texto del proyecto, porque este no se puede aplicar en un año de elecciones.



En todo caso, comprendo lo que muchos Senadores han dicho: el municipio chileno tiene problemas estructurales.



¡Sabemos que es así!



Es una institución creada para el control territorial, para el control de la población más que para el desarrollo local. Y estamos con un problema serio.



Lo anterior se expresa especialmente en la estructura de poder del municipio, en la forma de gobernar del alcalde: a su pinta, de acuerdo a lo que a él se le ocurre, sin tener contrapesos efectivos de ninguna naturaleza. 



Es un problema serio.



La columna vertebral del municipio es el personal. Y, obviamente, estamos atrasados por años en la situación de los funcionarios, porque no se ha modernizado la estructura y el desarrollo del municipio en sus distintos niveles.



En el mundo entero, los municipios más desarrollados, más potentes son aquellos que tienen una estructura de personal más madura, independiente incluso del gobierno de turno; con capacidad de responder a iniciativas políticas del gobierno local del momento y con un nivel técnico apropiado.



Nosotros no hemos logrado encontrar un camino para avanzar.



Cuando se estableció el Administrador Municipal se suponía que iba a ser esa figura, pero se distorsionó y terminó siendo otra cosa. Se suponía que el Administrador iba a ser la cabeza permanente de un gobierno técnico, y no lo fue.



¿Qué estamos haciendo en este proyecto? Una reforma muy limitada, a mi juicio.



¿Y a qué responde esto? Al acuerdo Ravinet-Schilling-Pastene.



¡Esto viene de esa época!



Me refiero a Ravinet, en ese tiempo miembro de la DC -hoy día está en otros sectores políticos- y Presidente de la Asociación Nacional de Municipalidades; a Schilling, que hoy día es Diputado; y a Pastene, de la UDI, que era Presidente de la Asociación de Funcionarios Municipales.



Pues bien, se acordó una cosa que era imposible: darles plena facultad a los alcaldes para replantear el municipio como ellos quisieran. 



Han pasado años discutiéndose ese punto. Por eso no ha salido la ley -vaya como explicación para el Senador Larraín- y, al final, llegamos a esta iniciativa que es producto de muchas reuniones y negociaciones, pero que representa una solución bastante limitada.



Como han dicho otros Senadores, pienso que tenemos un problema global de la estructura del personal. No es solo en uno u otro nivel.



Obviamente, lo fundamental es clarificar el estatuto administrativo permanente de los trabajadores de planta. No se trata de cuestionar la autoridad de turno, sino de desarrollar profesionalmente, de una manera más sólida, la labor que se tiene en distintos ámbitos del municipio.



Y eso supone modificar el estatuto administrativo, porque el alcalde siempre se queja de que si los funcionarios de planta no son de su sector tienden a no trabajar o a provocar otros problemas.



¿Qué se hace en este proyecto? Se dice que los trabajadores a honorarios podrán pasar a contrata.



Eso, como ha señalado otro parlamentario, permite que haya un poco más de estabilidad y la posibilidad -es lo mínimo- de que cuenten con previsión, con salud.



¿Qué dicen los trabajadores municipales? Que eso no les da derecho a créditos, que les impide una estabilidad básica. 



O sea, es muy precario también.



¿Cuántos van a ser los contratados a honorarios después de este proyecto? 



Va a haber 34 mil trabajadores de planta: los 26 mil que existen hoy más 8 mil que entrarían por esta iniciativa de ley.



En contrata son 10 mil hoy y a ellos se suman 10 mil; esto es, se llegaría a 20 mil.



Y quedaríamos con 6 mil contratados a honorarios después de este proyecto de ley.



Honorarios de programas: ¡36 mil! 



Aquí está el problema principal de los municipios. Es vergonzoso el nivel de precariedad de los trabajadores a honorarios de programas. Y en algunos casos, el problema se arrastra por muchos años, como se ha dicho acá.



Ahora, si agregamos a quienes trabajan en los jardines y en el aseo, con empresas subcontratistas, tenemos que el lugar de mayor precariedad en el trabajo está vinculado a los municipios. Eso, si sumamos el conjunto de funciones que ahí se cumplen.



Yo comparto lo expresado en el sentido de que la iniciativa en estudio no resuelve estos problemas -apenas da un paso-, y creo que eso es grave. Quedarán pendientes, por lo que tenemos que ver cómo lo haremos hacia el futuro.



Es imposible pensar en una solución sin un cambio más estructural. 



¡La estructura de poder de los municipios no da para más!



¡El alcalde todopoderoso, que no tiene equilibrio, no da para más!



Por tanto, debemos replantear la estructura pensando en un municipio no de control, sino que de desarrollo, y eso supone algún nivel de acuerdo acá. 



Hoy día no se ha realizado ese debate. En este Gobierno no se va a dar. Pero confío en que en la próxima Administración, que espero sea de un signo adecuado, se pueda hacer.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán, ¡a quien veo ansioso por hablar…!

El señor CHAHUÁN.- Así es.



Señor Presidente, Honorable Sala, lo que no podemos permitir es que este proyecto de ley, que intenta resolver un problema, finalmente termine enfrentando a los propios funcionarios municipales.



Eso es preciso evitarlo.



Aquí efectivamente se está avanzando y dando una solución a los contratos a honorarios, pero no se resuelven los problemas de fondo. 



Tal como lo señalé en su momento, le pedimos al Contralor saliente que se comenzara una investigación sobre todos los servicios. 



¡El Estado es el peor empleador de Chile!



¿En qué servicio, en qué municipio se cumple con la regla del 80/20, que quisiéramos que fuera la norma?



Por eso, hemos señalado que acá se está generando una división, una cuña entre los funcionarios municipales.



Nosotros fuimos a hablar innumerables veces con el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo con motivo de este proyecto de ley, por un sinnúmero de temas. 



Entre ellos estaba aquel que dice relación con la asignación profesional, que beneficia a unos y no a otros. 



¡Ojo!: eso puede ser objeto de un requerimiento ante el Tribunal Constitucional. Quiero dejarlo simplemente deslizado, puesto que aquellos funcionarios que hacen un tremendo esfuerzo, que se capacitan tampoco tienen derecho a asignación profesional, no obstante lo dicho en el sentido de que el asunto estaría resuelto en virtud de esta iniciativa legal.



Otro tema importante es el relativo a los llamados a concurso.



¿Cómo vamos a posibilitar que sean llamados a concurso justamente los funcionarios que en la actualidad están prestando servicios en el respectivo municipio?



La comparación de las remuneraciones con el sector público también es un tema. 



¿Por qué ponerles un techo si no son asimilables?



Ahí también se observa una dificultad.



¿Pero qué resolvemos respecto de la norma que estamos analizando?



Queremos pedirle al Ejecutivo que haga un esfuerzo mayor. Acá se nos pone en un brete a los parlamentarios, porque si votamos en contra vamos a perjudicar a los funcionarios que trabajan a honorarios.



En consecuencia, quiero solicitarle al Ejecutivo que repiense este punto, y que lo repiense en el Senado, a efectos de ver la posibilidad de resolver lo concerniente a los contratos a honorarios, tema que es urgente y necesario. Porque ¿qué pasa con las horas extraordinarias? ¿Qué pasa con los derechos a vacaciones de los funcionarios?



Ese también es un problema.



Por tanto, uno no puede votar en contra. Es cierto. Pero le pedimos al Gobierno que realice un esfuerzo mayor para los efectos de resolver el problema de los trabajadores a honorarios y a contrata; para finalmente dar un sentido de realidad a las plantas profesionales, no haciéndolas dependientes de los gobiernos locales de turno; y para que no se extorsione a los funcionarios con las campañas municipales cada cierto tiempo, ya que pareciera que fuesen un premio.



En virtud de lo anterior, le pido al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo -por su intermedio, señor Presidente- que se dé un tiempo para repensar esta norma. 



También deseo decirle que, tal como se dio una discriminación arbitraria en educación, acá podríamos estar frente a una discriminación arbitraria respecto de funcionarios municipales que tienen legítimo derecho a una asignación  profesional.



Simplemente deslizo aquello y le pido al Ejecutivo que resuelva este problema. Creo que es el momento de hacerlo.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el colega que lo remplazó en la testera creó una Comisión para estudiar la búsqueda de soluciones a los trabajadores que tienen jubilaciones miserables. Me refiero al Senador Tuma.



¿Y qué estamos haciendo con estos funcionarios municipales? En la práctica, les estamos generando un problema más serio cuando tengan que jubilar.



Mañana y pasado mañana habrá un paro en la Dirección General de Aeronáutica Civil que va a producir un tremendo daño al país, y podría extenderse más. ¿Saben por qué? (Lo pregunto por cuanto no todos están al tanto de la situación). Porque a esos trabajadores el Estado -no este Gobierno ni el anterior, pues el empate es muy fácil- les impone por el 40 por ciento de su sueldo. Y por el resto: ¡nada!



Entonces, de nuevo, ¡el Estado es el peor empleador!



Y aquí se sigue ampliando el trabajo precario.



Sé, señor Presidente, que este problema no resulta fácil de resolver. Pero, bueno, ¡en algún minuto tenemos que parar! Si no, el Senador Tuma va a crear diez comisiones más para que estudien cómo solucionar los problemas de los jubilados con sueldos miserables.



Por mi parte, me pregunto por qué tenemos un doble estándar.



Lo digo porque el Gobierno está tramitando una reforma laboral extraordinariamente exigente con los privados, con las pymes, a las que ni siquiera se ha querido excluir.



Entonces, ¡hasta cuándo se van a seguir creando trabajos que no les permiten a las familias endeudarse para tener una casa, una mejor calidad de vida!



Señor Presidente, ¡el Estado no cumple con la ley vigente y nadie hace nada!



¡No es posible tener hoy día tamaña cantidad de trabajadores en estas condiciones!



¡En vez de 80/20 es 20/80! ¡Es al revés!



Sin embargo, en esta norma estamos ampliando nuevamente la posibilidad de acomodar las plantas.



Entiendo que se trata de buscar una solución, pero la que se propone es una solución menor. Pienso que tenemos que parar en algún momento de generar este tipo de trabajos. 



Y aquí, en el Senado, parece haberse impuesto un concepto distinto de trabajadores: hay trabajadores privados, a los que sí deben defenderse sus derechos; y trabajadores del Estado, municipales, y el Estado puede abusar de ellos, mantenerlos de por vida a honorarios, sin estabilidad laboral, sin la posibilidad de mejorar sus condiciones de vida.



Y, al final, señor Presidente, ¿cuál es el resultado? ¡Pensiones de hambre! ¡Pensiones que condenan a la gente a la pobreza!



Me parece que en algún minuto hay que parar. 



Esto no es demagogia. Es, definitivamente, no seguir alegando en los discursos que hay mucha gente que está en malas condiciones, sin exigirle un cambio al Estado de Chile, que continúa siendo el peor empleador, no obstante lo cual es el que más les exige a los privados.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, la verdad es que en este Congreso hemos creado ministerios a partir del trabajo precario. O sea, la posibilidad de darle un horizonte razonable en el tiempo a la regularización del trabajo precario en el servicio público se aleja cada vez más.



Obviamente, una fórmula como la que estamos tratando de aprobar pretende resolver un problema. A corto plazo, podría eventualmente hacerlo y sobre todo darles tranquilidad a los trabajadores del sector municipal que se verían beneficiados. Pero en el largo plazo lo único que hará será aumentar un problema que ya se está haciendo insolucionable. Y, por lo tanto, puede volverse simplemente imposible de resolver.



Señalo esta preocupación porque estamos avanzando también en el marco de la descentralización y la regionalización, uno de cuyos objetivos es que el municipio realmente sea el gobierno local. Eso supone un grado de profesionalización para que ese poder local no se transforme en el poder de un “cacique” que maneje el municipio a su gusto, sin ningún control, con concejales con muy pocas facultades y con una especie de entronización de funcionarios que le sirven.



Por lo mismo, creo que la fórmula que se busca, que puede responder a un acuerdo político, necesita ser precisada.



Ahora bien, entiendo perfectamente que no sea posible resolver un problema que se hizo dramático: la regularización de funcionarios a honorarios y a contrata. Pero si aumentamos la posibilidad de que unos y otros sean incrementados a 40 por ciento sin una fecha de término y el cumplimiento de ciertas condiciones, el problema empeorará a muy corto andar.



Por lo tanto, al señor Subsecretario -por su intermedio, señor Presidente-, que ha hecho un trabajo dentro de lo posible, le pido avanzar en una fórmula que realmente fije el concepto de transitoriedad, con plazos concretos de duración y con condiciones que signifiquen ir avanzando a la regularización. Por ejemplo, que el trabajador a honorarios pase a contrata, y que el a contrata, a su vez, se vaya integrando a la planta estable. Si no, la situación va a continuar y en ocho o diez años más, cuando revisemos esta ley, nos vamos a encontrar con un problema que, si hoy es difícil, en ese momento será absolutamente imposible de resolver.



No podemos seguir avanzando, señor Presidente, sobre la base de un Estado que cada vez se hace más precario. Es necesario y urgente avanzar hacia una carrera funcionaria con estabilidad, con estímulos y también con evaluaciones y exigencias, porque los funcionarios tampoco se pueden dejar estar, sino realmente tener estímulos que les permitan rendir y mejorar. 



Para eso, como digo, se requiere cierta estabilidad. Y lo que veo en esta fórmula es el enorme peligro de enfrentarnos a un problema el doble de grave en cuatro o cinco años más, cuando ya, francamente, tengamos un Estado en descomposición.



Si los gobiernos locales no son regularizados ahora, la descentralización y la regionalización, que también estamos trabajando en otros proyectos, se va a convertir en un fenómeno absolutamente inútil.



Lo que va a ocurrir es que vamos a tener caciques locales reelectos a perpetuidad, rodeados de adláteres e incondicionales contratados a simple vista, con el simple sello del compadrazgo o del reclutamiento partidario y en ningún caso por mérito funcionario.



Tenemos que avanzar de verdad hacia gobiernos locales y regionales sustentados en el profesionalismo, en la carrera funcionaria, en estímulos que permitan e incentiven el progreso y el mejoramiento del desempeño funcionario, y también en evaluaciones y exigencias claras y categóricas, conforme a lo que debe ser un Estado moderno.



Por todo lo anterior, señor Presidente, invito a seguir trabajando en una mejor fórmula que la propuesta, porque, si la dejamos como está, acentuaremos un problema que después no tendrá ningún control posible.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, antes que nada, considero que aquí se han hecho juicios superlivianos e irresponsables. Cuando hablan de que los sectores con más corrupción en Chile están en los municipios, no se les olvide que están hablando de los funcionarios y están tratando a gente, al voleo, de corrupta.



Además, veo que tienen mucho miedo político y mucho problema a que exista autoridad. Hablan de discrecionalidad, de un montón de cosas que no tienen nada que ver con este tema, demostrando un desconocimiento tremendo.



Claramente, durante los últimos 50 años en Chile no es que todos hayan sido idiotas y no quisieran arreglar las plantas. Los municipios son organismos vivos y en las plantas, si uno se equivoca y tiene un municipio pequeño con una dotación permanente muy grande, después puede no disponer de dinero para pagar siquiera los sueldos. 



Y la problemática no va por disminuir los a contrata, sino por darles estabilidad. Cada cierto tiempo habría que hacer un estudio de los funcionarios de planta que realmente se necesitan y otro importante de los de gestión de cada autoridad, que podrían permanecer a contrata. ¿Por qué no estudiar también la posibilidad de que existan contratas a 4 años, con mayor estabilidad, para que la gente sepa hasta cuándo está contratada?



Esta norma no soluciona verdaderamente el problema, pero aclara algo que es realidad: en los programas municipales, cuando no hay plata para la contrata, se inventan para efectuar pegas de contrata, y se hacen contratas para realizar pegas de planta. Y eso hay que transparentarlo.



Creo que pensar que esta disposición puede usarse para hacer campaña es absolutamente irreal, porque es más fácil hacer campaña con los programas. Hay que apostar a la confianza de la gente.



Voy a aprobar la norma, a pesar de ser insuficiente, pero me gustaría -lo digo ahora que está el señor Subsecretario- que fuéramos valientes y de alguna manera encasilláramos a los contrata y los programas a los años de gestión del que gana democráticamente. ¡Si el alcalde no es ni un caudillo ni un rey! Son personas que ganan democráticamente, a pesar de que muchos les tienen miedo, porque después son muy buenos candidatos y les ganan a los parlamentarios históricos. Pero lo importante aquí es darles una mínima estabilidad a los funcionarios a contrata. Al respecto, esperamos que se desarrolle una ley de plantas. 



Aquí se dijo además que se hacía por una ley, que los alcaldes lo realizaban antiguamente, cuando la verdad es que lo efectuaba la SUBDERE. La Subsecretaría de Desarrollo Regional se lo planteaba al alcalde y al concejo y al final se hacía lo que ella quería. Es lo mismo que se va a poner en marcha ahora, porque esto tiene una restricción absolutamente presupuestaria. Y hay que ser responsable.



Esta es una solución de parche, pero no es mala en el sentido de que ojalá todos los a honorarios que están haciendo una pega disfrazada la puedan seguir haciendo a contrata, para tener previsión y salud. Y ojalá el señor Subsecretario pueda estudiar la posibilidad, en una ley moderna, de que un porcentaje de las personas a contrata, después de cada elección, tengan un contrato de más de un año, porque ahora hay que renovarlos cada diciembre. Podría haber un equipo, porque es lógico que exista confianza en ciertas personas, con las condiciones que la ley exige. No se puede contratar a cualquiera, sino solo a quienes cumplan determinados requisitos.




Y lo otro que quiero destacar -viene más adelante, así que no lo vamos a ver hoy día y lo considero un tremendo error- es la exigencia de cuarto medio para los auxiliares. En Chile hay mucha gente que postula y trabaja como auxiliar, en labores de aseo, haciendo pegas que no quiere hacer nadie. Son personas que no tuvieron la opción de obtener la licencia de enseñanza media. Y pedirles cuarto medio dejará a un grupo muy numeroso afuera.



Por lo tanto, espero que esa norma sea rechazada y se vuelva al requisito de la enseñanza básica. Hoy, mucha gente postula a cargos que ojalá sean eliminados en el futuro, como los ubicados en los grados 18° y 19°, que no debieran existir; pero, mientras existan, ninguna persona con cuarto medio va a apostar por ellos.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra a) del N° 1 del artículo 5° del proyecto (23 votos a favor, 7 en contra y una abstención).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, Chahuán, Espina, García, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa las señoras Lily Pérez y Von Baer y los señores Coloma, García-Huidobro, Hernán Larraín, Pérez Varela y Prokurica.



Se abstuvo el señor Guillier.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, tan importante como aprobar esta ley es sacarla rápido, porque de otra manera se nos va a trancar.



Viene el 1° de enero y, aunque queda poco rato para la hora de término de esta sesión, creo que todos estamos en el ánimo de despachar la iniciativa el día de hoy, pues seguirla analizando el próximo martes ya significa una complejidad.



Por eso, quiero hacer una proposición muy simple.



Desde mi perspectiva, y después de consultarlo con varios colegas, hay un solo tema discutido y con votaciones diferentes entre las Comisiones de Gobierno y de Hacienda. Corresponde al numeral 6 que figura en la página 65 del comparado.



Ahí sugiero aprobar el texto que plantea la Comisión de Gobierno, que es distinto del que recomienda la de Hacienda. La primera propone, para las plantas de auxiliares, el requisito “Haber aprobado la educación básica o encontrarse en posesión de estudios equivalentes”, mientras que la segunda establece la exigencia de “Haber aprobado la educación media o su equivalente”.



Después de conversar el tema con algunos colegas, propongo acoger, por unanimidad, la recomendación de la Comisión de Gobierno.



Y lo otro que sugiero aprobar, de la misma Comisión de Gobierno, es el inciso final que sugiere agregar al N° 6 y que dice lo siguiente: “Las plantas podrán considerar requisitos específicos para determinados cargos”. Figura en la página 66 del texto comparado y fue eliminado por la Comisión de Hacienda.



Si estamos de acuerdo en eso, señor Presidente, mi proposición es que para todo el resto de las modificaciones se haga una sola votación, con fundamentación de voto para el que lo desee.



Me he dado cuenta de que estamos de acuerdo en todo, de que no hay diferencias, por lo que perfectamente podemos despachar este proyecto el día de hoy para que pase a la Cámara de Diputados a cumplir el trámite faltante, de modo que se convierta en ley ojalá este año. De otra manera será muy complicado. 



Es la propuesta que quiero hacer, señor Presidente.



--(Aplausos en tribunas).
)----------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Para un tema reglamentario, señor Presidente.



En representación de la Comisión de Educación, pido autorización de la Sala para refundir dos iniciativas que permiten la transformación de los institutos profesionales y centros de formación técnica en personas jurídicas sin fines de lucro. Una es una moción de los Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar (boletín N° 10.261-04), y la otra, una moción del Senador señor Letelier y del que habla (boletín N° 10.261-04). 



--Se accede a lo solicitado.
)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ofrezco la palabra al Senador señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, efectivamente estábamos conversando con el Senador Coloma y otros colegas sobre el asunto.



Creo que la propuesta formulada es lógica. 



Podríamos acoger las dos materias señaladas por el Senador Coloma, es decir, las propuestas por la Comisión de Gobierno y no por la de Hacienda en cuanto a los requisitos de estudio y también a los requerimientos para los cargos profesionales de las plantas. 



En relación con el resto, soy partidario igualmente de efectuar una sola votación, porque en casi todo tenemos acuerdo. No hay ninguna dificultad. Y con eso sería posible despachar el proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Podríamos hacer una sola votación para todo lo que queda pendiente, acogiendo la redacción de la Comisión de Gobierno en cuanto a la enseñanza básica, etcétera.



Tiene la palabra el Senador señor Espina. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, hay que dejar constancia de lo siguiente. 



Nosotros estamos de acuerdo en que se acojan las dos normas de la Comisión de Gobierno en relación con la enseñanza básica y la descripción de requisitos específicos para determinadas funciones. 



Respecto a lo otro, creo que además debería votarse sin discusión, porque estamos de acuerdo en lo que plantea la Comisión de Hacienda. 



Por lo tanto, con dos votaciones y sin discusión podemos despachar el proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ahora, si les parece, podemos hacer una sola votación, respetando, obviamente, el derecho a fundamentar el voto, por cinco minutos, al que quiera hacerlo, por ser una decisión personal.



¿Habría acuerdo para proceder en el sentido indicado?

El señor COLOMA.- Sí, señor Presidente, con tal de que se pueda fundar el voto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acordado, entonces.



Por lo tanto, en votación el texto propuesto por la Comisión de Gobierno para el N° 3 del artículo 5° del proyecto y las modificaciones planteadas por la Comisión de Hacienda para el resto del articulado en caso de contradicción, manteniendo, por supuesto, el derecho a fundamentar el voto. 



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez. 

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, votaré a favor.



Me parece bien la sugerencia del Senador Coloma de hacer una votación económica para lo que queda del proyecto. 



Pero quiero insistir en que debemos dejar poco espacio para la comisión de actos y hechos de corrupción al interior de los municipios. Y no se trata de una opinión. Así lo ha dicho la Contraloría General de la República todos los últimos años. La mayoría de las resoluciones sobre casos de corrupción están vinculadas a municipios. Y el Consejo para la Transparencia también lo ha manifestado en sus informes anuales. 



Ahora bien, ¿por qué me parece que debemos dejar poco espacio para la discrecionalidad y para la corrupción? Porque los actos de corrupción detectados en los municipios no han sido perpetrados por funcionarios municipales, sino por los alcaldes y por personal de confianza, mayoritariamente. 



¡Esos son los casos de corrupción que conocemos! ¡Nunca se han visto involucrados funcionarios municipales de trayectoria, de carrera!



Y es la razón por la que yo insisto en que no debemos dar manga ancha a mayores dotaciones que permitan a los alcaldes hacer y deshacer en los municipios, vulnerando la carrera funcionaria. 



Me parece que la totalidad de este proyecto de ley significa un avance en materia municipal, pero los avances debemos llevarlos a cabo pensando siempre en resguardar el derecho, la dignidad y el trabajo de los funcionarios municipales y dejando poco espacio -¡poco espacio!- para la precariedad, la arbitrariedad y la discrecionalidad, porque después los actos de corrupción, cuando se detectan por la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia -como lo han dicho, cada año-, los encabezan principalmente los alcaldes, las alcaldesas y los funcionarios de confianza. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, muy corto, pues quiero simplemente destacar, respecto de las normas que vamos a aprobar por unanimidad, la importancia de tres materias, para la historia de la ley. 



Primero, que se haya acogido, en el artículo primero transitorio, la solicitud de los trabajadores para incorporar en el encasillamiento a todos los funcionarios, entre los grados 10° al 20°, en el grado inmediatamente superior, a contar del 1 de enero del 2016, porque eso estaba originalmente separado. Algunos encasillamientos empezaban a regir al mes siguiente de la publicación, y otros, a partir del año siguiente. Ahora se homologan, lo cual me parece muy importante. 



En segundo lugar, está el asunto de los recursos. Recordemos que originalmente el Gobierno había destinado 12 mil millones de pesos para el 2015; 24 mil millones para el 2016, y 36 mil millones para el 2017. Pero, como el proyecto no entraba en vigencia porque demoraba su tramitación, los 12 mil millones que estaban presupuestados para el 2015 y que eran muy importantes no estaban siendo considerados. 



Eso fue parte de la discusión. 



De ahí que la Comisión de Hacienda le pidiera al Subsecretario de Desarrollo Regional que hiciera las gestiones para recuperar esos recursos. Lo logró parcialmente, pues hubo un aumento de 8 mil millones, que ayudan mucho a darle curso a este proyecto, porque, de otra manera, su desarrollo sería inviable. 



Y por eso también resulta muy relevante reconocer también que ahora, a pesar del tiempo perdido, se pudo recuperar cierta cantidad de recursos, que permitirán otorgar adecuadamente los bonos respectivos. Y eso me parece muy importante. 



Adicionalmente, en el artículo octavo transitorio, que recoge las solicitudes de los trabajadores para incorporar a todos los funcionarios entre los grados 10° al 20° al bono retroactivo de cuatro meses -también en discusión-, había una diferenciación, que no era la adecuada, pero al final se pudo avanzar significativamente en el tema. 



Asimismo, debo destacar el haberse dejado sin efecto una suerte de homologación de los encasillamientos con las escalas de los funcionarios públicos, que, desde todo punto de vista, hacía muy enojosa la comparación. 



Entonces, una de las peticiones que se plantearon, y que hizo juicio -por así decirlo- en la Comisión, fue para terminar con esa obligación de homologación. 



De esa manera, es mayormente viable que este proyecto pueda funcionar y así traducirse en un real y positivo cambio de remuneraciones, no quedando sujeto a estudios, que siempre son enredosos cuando se trata de establecer equivalencias. 



Creo que eso ayuda a que, después de un largo caminar, estemos transitando al menos por una vía de acuerdo. Yo tengo algunas objeciones respecto de lo que se hizo con las contratas, pero, al final, se está llegando a un arreglo razonable. 



A mi juicio, después de muchos años se da un paso hacia adelante en materia municipal. Y es de esperar que este esfuerzo sea correspondido en la Cámara y podamos, ojalá dentro de este año, contar con la anhelada nueva ley municipal, que permita desarrollar este ente tan importante para el futuro del país. 



Por eso, muy contentos votamos a favor de todo lo que resta. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón. 

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, muy breve, solo para aclarar algo respecto de la corrupción, porque es superfácil desprestigiar un sistema. 



Primero, no hay ningún alcalde destituido en los últimos años por corrupción. A lo mejor, puede haber alguno relevado por labores administrativas, pero, por corrupción o robo directo, ninguno. 



Segundo, cuando una persona ingresa a contrata pasa a ser funcionario municipal. 



Y tercero, la verdadera corrupción pasa por licitaciones y no por contrataciones. Por eso, lo que busca la norma pertinente es tratar de aminorar, de alguna manera, la problemática de los que están a honorarios haciendo la pega de personal a contrata. 



Hay que conocer el mundo municipal. Es muy fácil ensuciar un sistema, como si todo fuera corrupto, pero eso no es así. Además, no sé si aquí tenemos la moral para tirarle basura tan livianamente a la gente. Me parece que eso no es responsable. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, personalmente quiero, antes de terminar esta votación, destacar en primer lugar el trabajo realizado tanto por las dos asociaciones de funcionarios municipales que participaron en el debate como por el Ejecutivo, a través de la colaboración que tuvimos del Subsecretario de Desarrollo Regional, que nos permitió ir avanzando en la búsqueda de soluciones. 



Dos de esas soluciones fueron las que, en definitiva, posibilitaron destrabar totalmente el proyecto en el último tiempo.



La primera es sobre la vigencia de la ley, establecida al 1° de enero del año 2016. Con ello se terminó con la incertidumbre de cuándo se iban a aplicar los beneficios entregados en virtud de la presente normativa. Y eso resulta muy importante. 



La segunda se refiere al bono especial de los cuatro meses, que era el que reemplazaba el efecto retroactivo con el que empezaba la iniciativa. En definitiva, se determinó su mantención y se paga el beneficio, el que además obtuvimos que se expandiera desde los grados 10° al 14°, que no estaban contemplados en la norma primitiva. 



Lo otro que también considero relevante destacar es que los recursos destinados por el Estado a las municipalidades van a aumentar sustancialmente y no solo en los primeros dos años, que es cuando entra a aplicarse la ley propiamente tal. En efecto, la idea es que los recursos del Fondo Común Municipal lleguen a quintuplicarse el 2018, lo cual es muy positivo para municipios. 



Por otro lado, adhiero al planteamiento formulado por el Senador Ossandón.



No es fácil ni conveniente poner a todo el sistema institucional de las municipalidades en la duda acerca de si son corruptos o no.



Si hay un corrupto, deberá identificarse quién es; y, por supuesto, sancionarse.



Pero dejar a todas las municipalidades, o a los alcaldes, o a los concejales, etcétera, como si todos fueran sospechosos, es un gran error. 



Pienso que no fue la intención de la Senadora que hizo esa observación.



Reitero que no es posible aseverar que en las municipalidades se encuentran los focos de la corrupción en este país.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, voto a favor de los artículos pendientes única y exclusivamente porque los funcionarios municipales, a lo largo de todo el país, nos han pedido que este proyecto complete su tramitación en el Senado, pase a la Cámara de Diputados lo más pronto posible y sea ley.



Sin embargo, no puedo guardar silencio respecto de la eliminación de la exigencia del cuarto medio.



Quiero recordar que ese requisito rige desde el 2003, cuando incorporamos a nuestra Constitución Política la frase: “La educación básica y la educación media son obligatorias en conformidad a la ley, debiendo el Estado financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a asegurar el acceso a ellas de toda la población.”.


Se ha dicho aquí: “No, se trata de auxiliares que entrarían a barrer”. Craso error, pues muchos de esos “auxiliares” son conductores de vehículos pesados, de camiones pesados, de maquinaria pesada.



Por lo tanto, exigir la licencia de enseñanza media es hoy un requisito básico.



El mensaje que les debemos dar a nuestros jóvenes es que deben hacer todos los esfuerzos para completar sus estudios medios. De manera contraria, estaríamos dando un mensaje equivocado.



Con todo, voto a favor, única y exclusivamente -repito- porque lo que más nos han pedido es completar el trámite de esta iniciativa en el Senado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Muy breve, señor Presidente.



Primero, quiero felicitarlo por la conducción de esta sesión, que no era fácil en un proyecto de ley complejo.



En segundo lugar, deseo felicitar a los dirigentes que nos han acompañado.



Lo hago porque aquí se produjo un fenómeno bien especial.



En la Comisión de Gobierno -aprovecho también de agradecer infinitamente el trabajo en equipo que se hizo junto con los Senadores señor Zaldívar, señora Von Baer y señores Quinteros y Horvath- permitimos que todos los funcionarios que lo desearan participaran en la sesión.



Y eso demuestra que el Senado puede sesionar con un contacto directo con la comunidad.



Señor Presidente, hubo sesiones en que por una cuestión de cupo gran parte de los funcionarios estuvieron de pie, y algunos me expresaron que no era la manera histórica de sesionar en el Parlamento.



Quiero decir que ese es un tremendo error, pues tenemos que legislar con total claridad y transparencia, y escuchar las opiniones sin dilatar los proyectos.



Por lo tanto, a los funcionarios municipales, muchas gracias.



A sus dirigentes, muchas gracias.



Me siento orgulloso de haber tenido la posibilidad de trabajar con los Senadores que participaron en nuestra Comisión, porque hicieron un trabajo encomiable en un período en que sacamos una cantidad enorme de iniciativas de ley.



Se ha producido un avance muy importante respecto de una materia que, al recorrer el país, viendo y hablando con los funcionarios municipales, uno se da cuenta de que está muy metida en el corazón.



En definitiva, ellos son quienes se encuentran más cerca de los ciudadanos, en el frente de batalla, porque gran parte de las personas va a pedirles cosas que no pueden resolver: problemas de seguridad ciudadana, de cesantía o de salud. Y muchas veces el funcionario municipal no tiene cómo ayudarlos.



Sin embargo, el Estado en Chile -en distintos Gobiernos- no ha tomado la decisión de mejorar sus condiciones de trabajo.



Existía un trato indigno hacia ellos, pero esto no se produjo en uno o dos años, sino que se fue acumulando hasta el punto que la última ley de plantas municipales -se señaló al comienzo de esta sesión- se aprobó hace 21 años.



En tercer lugar, quiero decir que el objetivo de esta iniciativa es ayudar a los ciudadanos.



Cuando contemos con nuevas plantas municipales que se adecúen a las realidades actuales; cuando haya funcionarios municipales que logren un mejor reconocimiento a su labor; cuando las plantas se establezcan escuchando también su opinión, se mejorará la calidad de atención.



¿Qué es lo que importa? Mejorar la forma de atender a los ciudadanos.



Estas normas van a contribuir a eso.



Finalmente, quiero realizar algo que, estando en la Oposición a veces no es habitual que haga: agradecer al señor Subsecretario por su paciencia, su voluntad.



Porque realmente este tema es supercomplejo. Tuvimos diferencias importantes, pero él siempre supo buscar la solución. Y, en numerosos casos, lo logró después en la Comisión de Hacienda.



Felicito también a los miembros de esa Comisión, pues pudimos resolver los problemas que, en un primer momento, parecían no tener solución.



Hemos sacado una ley que mejora considerablemente las condiciones de los funcionarios y que promueve la modernización de los municipios.



Señor Presidente, debiéramos destacar este tipo de trabajo, porque son cosas positivas de las cuales se publica y se habla poco, pero que finalmente quedan en el tiempo.



Así que voto a favor de esta norma.



Y, en nombre de los Senadores de Renovación Nacional, quiero manifestar que creemos haber hecho entre todos un buen trabajo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Agradezco a los Presidentes de las Comisiones de Gobierno y de Hacienda, Senadores señor Espina y señor Zaldívar, y a todos sus miembros, pues hicieron una gran labor.



Asimismo, saludo a las asociaciones de funcionarios municipales que hoy nos acompañan, las cuales tuvieron un rol muy activo; a los funcionarios de la SUBDERE y exintendentes de las Regiones de Coquimbo y de Aisén, presentes en las tribunas, y a todos los funcionarios que, junto con el Subsecretario, don Ricardo Cifuentes -exintendente también-, desarrollan un gran trabajo.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, seré muy breve.



Simplemente, deseo agradecer a la Subsecretaría de Desarrollo Regional, por su disposición, y a las dos Comisiones que estuvieron abocadas al conocimiento de este proyecto.



Además, quiero señalar que hubo también un esfuerzo consistente de los funcionarios municipales.



Nos hemos reunido con ellos en distintas provincias: San Antonio, San Felipe y Valparaíso.



Estuvimos con los dirigentes nacionales.



Nos recibió, a lo menos en tres oportunidades, el Subsecretario de Desarrollo Regional, con el fin de apurar este tranco: cuando le pedimos urgencia para esta iniciativa; cuando veíamos que el proyecto no tenía perspectivas de resolverse rápidamente.



Sin embargo, pese al esfuerzo del Gobierno -al cual aprovecho de felicitar- para resolver una materia pendiente hace bastante tiempo, hay temas que van a seguir pendientes, los cuales quisiera que quedaran en la lista.



Todavía resta un trámite constitucional en el que el Gobierno puede resolver esta discusión definitivamente.



Hace unos días nos juntamos con el Subsecretario de Desarrollo Regional y el Senador Andrés Zaldívar con el objeto de tratar la reforma descentralizadora que viene hacia delante, mediante la cual queremos transferir recursos y atribuciones a los Gobiernos regionales, lo cual pasa por la elección directa del Intendente regional.



Además, hemos dicho que necesariamente debe fortalecerse el poder local. Y eso supone darle dignidad al trabajo y a la función pública municipal.



Me parece complejo -vuelvo a insistir- aquello que dice relación con la asignación profesional para todos los funcionarios municipales, pues no es posible que solo algunos puedan optar a este beneficio.



En cuanto a no considerar el requisito de enseñanza media, creo que eso es importante en las zonas rurales, pues si se les exigiera quedarían sin empleo. La posibilidad de perfeccionamiento de los funcionarios municipales no siempre está disponible.



¡Hay 5 millones 700 mil chilenos que no tienen todavía su educación primaria o secundaria completa! Por tanto, hay que hacerse cargo de ello.



La asignación de responsabilidad para los conductores de vehículos, que aparece en el Protocolo firmado en el Gobierno del Presidente Piñera, pero no en este proyecto de ley, ni en las negociaciones que se hicieron finalmente con los dirigentes, también nos parece relevante.



Hay municipios que tienen flotas enormes, como Viña del Mar, Santiago y otras, que también requieren una asignación importante.



Lo relativo a los Jueces de Policía Local, que ya revisamos, también quedará pendiente.



La comparación de los funcionarios del sector público con los funcionarios municipales es una discusión de la cual habrá que hacerse cargo en algún minuto.



Esperamos que sea durante el debate de este proyecto de ley y no en una instancia posterior.



Finalmente, está la posibilidad de llamar a concurso, de terminar con la precarización del trabajo municipal.



Ya se habló acá del daño previsional. Y en los próximos años nos referiremos a cómo resolveremos la deuda histórica o el daño previsional a los funcionarios municipales.



También subsisten los problemas de si efectivamente la Administración central sentirá la necesidad de recuperar la educación; de qué pasará finalmente con esas plantas; de cómo se resolverá ese asunto; de si se generará una segunda deuda histórica que afecte al Magisterio y a los funcionarios municipales que laboran en educación.



Se trata de incógnitas que todavía siguen pendientes y que se deben resolver en algún minuto.



Por tanto, quiero señalar que hoy hemos dado un paso importante, decisivo. Y reconozco la voluntad del Gobierno, así como también la de este Subsecretario de Desarrollo Regional, quien tiene una especial sensibilidad. 



Considero que la Presidenta de la República hizo bien en nombrar a una persona de regiones para hacerse cargo de esta repartición pública.



En tal perspectiva, esperamos que las reformas que vendrán más delante tengan el sentido de aumentar efectivamente el empoderamiento regional.



Pero eso pasa también por resolver los temas de fondo y solucionar lo relativo a la dignificación de la función pública, del trabajo municipal, y poner término a una situación que a veces parece ser la regla: después de una campaña los trofeos de guerra terminan siendo las corporaciones de educación y las corporaciones de salud en los respectivos municipios.



¡De esos asuntos hay que hacerse cargo!



En consecuencia, espero que este sea un primer avance y que durante la tramitación de este proyecto de ley los problemas pendientes al final encuentren respuesta.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 25 votos a favor, se aprueban el texto propuesto por la Comisión de Gobierno para el número 3) del artículo 5° y las modificaciones planteadas por la Comisión de Hacienda para el resto del articulado en caso de contradicción, dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional requerido, y el proyecto queda aprobado en particular y despachado en este trámite. 


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias a todos los dirigentes y funcionarios municipales que hoy nos acompañan en las tribunas, así como a los funcionarios de Gobierno, incluyendo al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, don Ricardo Cifuentes.



Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de darse curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.
PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor ESPINA:



A los señores Presidente de la Corte Suprema, Fiscal Nacional del Ministerio Público, General Director de Carabineros, Director General de la Policía de Investigaciones, Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública, Director Nacional de Gendarmería y señoras Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores y Representante de UNICEF en Chile, solicitándoles información sobre FALENCIAS Y PROBLEMAS DETECTADOS EN APLICACIÓN DE LEY SOBRE RESPONSABILIDAD PENAL ADOLESCENTE.


A la señora Ministra de Educación, a fin de que haga llegar antecedentes sobre DESERCIÓN ESCOLAR DESDE 2010 HASTA LA FECHA Y PROGRAMAS, PRESUPUESTO Y COBERTURA ASIGNADOS PARA ENFRENTARLA.



Al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Alcalde de Galvarino, pidiéndoles que informen las medidas que adoptarán para la REPARACIÓN DE CALLES CAUPOLICÁN, INDEPENDENCIA, FRESIA, LEÓN GALLO Y RAMÓN FREIRE DE DICHA COMUNA.



Al señor Ministro de Obras Públicas y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitándoles información acerca de MEDIDAS ANTE FALTA DE PAVIMENTACIÓN Y ALCANTARILLADO EN CALLE CONDELL, COMUNA DE VICTORIA. 



Y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, para que informe respecto de ATRASO EN CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDA POR SUBSIDIO HABITACIONAL PARA MATRIMONIO SALGADO-DÍAZ, COMUNA DE ERCILLA.


Del señor GARCÍA-HUIDOBRO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriéndole informe fundamentado sobre RESTRICCIÓN DE VELOCIDAD EN ZONAS RECTAS Y NO PELIGROSAS DE AUTOPISTAS CONCESIONADAS.


De la señora VAN RYSSELBERGHE:



Al señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, para manifestarle PREOCUPACIÓN POR PREVENCIONES PROPIAS Y DE MINISTRO SEÑOR DAHM ACERCA DE PROYECTO DE LEY SOBRE IDENTIDAD DE GÉNERO.
)---------------(



--Se levantó la sesión a las 19:52.








Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción
A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 363ª

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 78ª, ESPECIAL, EN MIERCOLES 9 DE DICIEMBRE DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker; de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Andrés Zaldívar.


Concurren los Honorables Senadores señoras Goic, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Walker, don Ignacio.


Asisten la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Rincón. Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario del Interior, señor Aleuy; el Fiscal Nacional del Ministerio Público, señor Abbot; el General Director de Carabineros de Chile, señor Villalobos; el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, señor Espinosa; los Fiscales Regionales del Biobío, señor Contardo, y de La Araucanía, señor Paredes; el Director de la Unidad Especializada en Lavado de Dinero, Delitos Económicos, Medioambientales y Crimen Organizado (ULDDECO), señor Fernández; el Director de Comunicaciones de la Fiscalía Nacional, señor Fuenzalida; el Jefe de Inteligencia Policial, Prefecto Inspector señor Leiva; el Director Nacional de Inteligencia, Drogas e Investigación Criminal, General Inspector señor Blu, y el Director Nacional de Orden y Seguridad, General Inspector señor Herrera.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado, señores Mario Labbé y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 36.

- - -

CUENTA

Oficio de S. E. el Vicepresidente de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares chilenos fuera del territorio de la República, en Bosnia y Herzegovina (Boletín Nº S 1.841-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.
- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias y prevenciones de los Honorables Senadores respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.
- - -


La Sala acuerda otorgar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo  modificaciones  al Código del Trabajo (Boletín Nº 9.835-13) hasta las 18 horas del día de hoy, para ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Tratar los hechos de violencia acaecidos en las regiones de La Araucanía y del Biobío.

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia e informa que se ha citado a esta sesión especial por petición de los Comités Partido Renovación Nacional y Partido Unión Demócrata Independiente.

La Mesa ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores García y Tuma, señora Pérez San Martín, señores Pérez Varela, Lagos, Espina y Harboe, señora  Van Rysselberghe, señores Quintana, De Urresti, Navarro, Pizarro y García, quien hace uso de ella por segunda vez con la anuencia de la Sala.

- - -


Intervienen el Subsecretario del Interior, señor Aleuy; el Fiscal Nacional del Ministerio Público, señor Abbott; el Fiscal Regional de la Región del Biobío, señor Contardo; el Fiscal Regional de la Región de La Araucanía, señor Paredes; el General Director de Carabineros, señor Villalobos y el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, señor Espinosa.

- - -


El Honorable Senador señor De Urresti hace uso de la palabra de conformidad al artículo 114  del Reglamento del Senado, por haber sido aludido en los términos referidos en la indicada disposición.

- - -



Finalmente, el señor Presidente anuncia que, habiéndose cumplido el objetivo de la sesión, ésta se levanta.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 79ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 9 DE DICIEMBRE DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker; de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz; y, accidental, del Honorable Senador señor Eugenio Tuma.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros; Walker, don Ignacio y Zaldívar.


Concurren, asimismo, el Ministro Secretario General de Gobierno, señor Díaz y las Ministras de Justicia, señora Blanco y del Trabajo y Previsión Social, señora Rincón.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado, señores Mario Labbé y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 36.
- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 76ª  y 77ª, ambas ordinarias, de los días 24 y 25 de noviembre, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

- - -

CUENTA

Mensajes


Treinta y dos de S.E. la Presidenta de la República:


Con los veinte primeros, retira y hace presente la urgencia calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1) Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


2) Proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín N° 8.924-07).


3) Proyecto de ley que crea Comisión de Valores y Seguros (Boletín Nº 9.015-05).


4) Proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (Boletín Nº 9.151-21).


5) Proyecto de ley que tipifica como delito los actos de maltrato o crueldad, con niños y adolescentes, fuera del ámbito de la violencia intrafamiliar. (Boletín N° 9.179-07).


6) Proyecto de ley que modifica ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín Nº 9.369-03).


7) Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, permitiendo la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (Boletín Nº9.601-25).


8) Proyecto de ley que modifica la ley N°20.365, que establece Franquicia Tributaria Respecto de Sistemas Solares Térmicos; la Ley General de Servicios Eléctricos, y la ley que crea la Empresa Nacional del Petróleo (Boletín N°9.628-08).


9) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito, con el objeto de aumentar las sanciones por el no uso de dispositivos de seguridad para menores de edad en vehículos particulares (Boletín N°9.640-15).


10) Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados  (Boletín N° 9.748-07).


11) Proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (Boletín Nº 9.766-04).


12) Proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (Boletín N°9.790-07).


13) Proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones en el Código del Trabajo (Boletín N° 9.835-13).


14) Proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas (Boletín N° 10.008-04).


15) Proyecto de ley que tipifica el delito de maltrato de adultos mayores cometido por personas que se encuentren a cargo de su cuidado (Boletín N°10.049-18).


16) Proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, para introducir mecanismos de equidad en las tarifas eléctricas (Boletín N° 10.161-08).


17) Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, suscrito entre la República de Colombia, la República de Chile, los Estados Unidos Mexicanos y la República de Perú (Boletín N°10.205-10).


18) Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (Boletín Nº 10.264-07).


19) Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo de País Sede entre el Gobierno de la República de Chile y el Instituto Internacional para la Democracia y la Asistencia Electoral, suscrito en Santiago, Chile, el 13 de abril de 2015 (Boletín Nº 10.323-10).


20) Proyecto de ley que modifica las leyes orgánicas constitucionales de Municipalidades, y sobre Gobierno y Administración Regional, para permitir a los partidos políticos la presentación de candidaturas sólo en las regiones donde se encuentren legalmente constituidos (Boletín Nº 9.924-07).


Con los doce últimos, retira y hace presente la urgencia calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos:


1) Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (Boletín N° 9.404-12).


2) Proyecto de ley que aplica Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre (Boletín N°6.829-01).


3) Proyecto de reforma constitucional que dispone la elección popular del órgano ejecutivo del gobierno regional (Boletines N°s 9.834-06, 10.330-06 y 10.422-06, refundidos).


4) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo para el Establecimiento del Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico”, suscrito en Cali, Colombia, el 22 de mayo de 2013 (Boletín N°10.013-10).


5) Proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses, y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (Boletín N° 10.140-07).


6) Proyecto de ley que perfecciona al Sistema de Alta Dirección Pública y Fortalece la Dirección Nacional del Servicio Civil (Boletín N°10.164-05).


7) Proyecto de ley que permite la emisión de medios de pago con provisión de fondos por entidades no bancarias (Boletín N°9.197-03).


8) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado de Marrakech para facilitar el acceso a las obras publicadas a las personas ciegas, con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso”, adoptado por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), en Marrakech, el 27 de junio de 2013 (Boletín N°10.272-10).


9) Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N°6.499-11).


10) Proyecto de ley que modifica el texto refundido de las disposiciones sobre nacionalización de extranjeros, en los requisitos para obtener la carta de nacionalización (Boletín Nº 9.455-06).


11) Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en materia de protección del trabajador que se desempeña como pastor religioso o ministro de culto (Boletín Nº 9.603-13).


12) Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.928, sobre fomento de la música chilena, para establecer los requisitos que deben cumplir los conciertos y eventos musicales que se presenten en Chile (Boletín N° 6.110-24).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S.E. la Presidenta de la República, con el que comunica que se ausentará del territorio nacional los días 9 y 10 de diciembre próximo, en visita a la República Argentina.


Informa, además, que durante su ausencia será subrogada por el Ministro titular de la Cartera de Defensa Nacional, señor José Antonio Gómez Urrutia, con el título de Vicepresidente de la República.


-- Se toma conocimiento.


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que perfecciona el permiso postnatal parental y el ejercicio del derecho a sala cuna para los funcionarias y funcionarios públicos que indica (Boletín N°10.367-13) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y a la de Hacienda, en su caso.


Con el segundo, señala que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y concede otros beneficios que indica (Boletín Nº10.413-05).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.

De la Excelentísima Corte Suprema


Comunica resolución en la que el Tribunal Pleno solicita considerar la exclusión de Conservadores y Notarios de entre los auxiliares de la administración de justicia.


-- Se toma conocimiento y se remite a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para los fines que considere pertinentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el control de constitucionalidad del proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín N° 8.207-07).


-- Se toma conocimiento y se remitió el proyecto a S.E. la Presidenta de la República.


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículo 21, N° 1, letra a), de la ley N° 20.285.


- Artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


- Artículos 150 y 151 de la ley N° 18.834.


- Artículo 29 del decreto ley N° 3.538, de 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.


Remite resoluciones dictadas en el requerimiento de inconstitucionalidad, interpuesto respecto de parte de las glosas correspondientes al proyecto de ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2016 (Boletín N°10.300-05).


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

De los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional


Rinden informe correspondiente al primer semestre del año en curso sobre operaciones de paz en la cual participan tropas nacionales, con arreglo al artículo 13 de la ley N° 20.297.


-- Se toma conocimiento y se remiten copias del documento a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.

Del señor Ministro de Desarrollo Social


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, acerca del estado de tramitación de la recomendación social (RS) del proyecto de Reposición Hospital Comunitario de Huasco.


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor García, respecto del estado en que se encuentra la evaluación técnica del proyecto “Construcción Sistema Agua Potable Rural Ñancul Norte, Villarrica”.

De la señora Ministra de Salud


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, antecedentes y estadísticas relativas a niños nacidos vivos antes de las 37 semanas de gestación.


Atiende preocupación, expresada en nombre de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, ante situación planteada por los representantes de la Agrupación de Trabajadores contra el Asbesto de Coronel.


Responde planteamiento, formulado en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, sobre el eventual cierre del Hospital Santa Elisa en la comuna de Mariquina.


Atiende solicitud de información, formalizada en nombre del Honorable Senador señor Tuma, acerca de la metodología que se está empleando en la consulta indígena de salud para el desarrollo del reglamento a que alude el artículo 7º de la ley Nº 20.584.

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, acerca del marco regulatorio en que se basará la renovación de contratos de los operadores del Transantiago y las fechas estipuladas para ello.

Del señor Subsecretario de Hacienda


Atiende solicitud de información, formalizada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, respecto de los gastos efectuados en las comunas de Copiapó, Tierra Amarilla, Alto del Carmen, Diego de Almagro y Chañaral, con ocasión del temporal del 25 de marzo del año en curso.


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Montes, acerca de la existencia de evaluaciones técnicas de los rubros de gasto tributario en el país y remitir aquellas de que disponga.

Del señor Subsecretario del Medio Ambiente


Atiende preocupación, expresada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, por la situación que afecta a 372 beneficiarios del programa “Recambio de calefactores”, ejecutado por la Secretaría Regional Ministerial de esa cartera en la Región de Los Ríos.

De la señora Contralora (S) General de la República


Responde consulta, enviada en nombre del el Honorable Senador señor Navarro, acerca del arrendamiento del Estadio Atlético Militar propiedad del Ejército de Chile, ubicado en la ciudad de Concepción.

Del señor Intendente de la Región de Los Ríos


Adjunta antecedentes solicitados por el Honorable Senador señor De Urresti, acerca de planes de turismo accesible y de intervención en el estuario, las dunas y la playa de Chaihuín, en la comuna de Corral.

Del señor Intendente de la Región del Maule


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Matta, antecedentes relativos a los contratos a honorarios del Servicio Administrativo de ese Gobierno Regional.

Del señor Intendente de la Región de la Araucanía


Absuelve consulta, formulada por el Honorable Senador señor García acerca de la ejecución presupuestaria e identificación de los proyectos y programas que serán financiados en esa región con los recursos recibidos desde la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.

Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile


Atiende preocupación, expresada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de los animales protegidos o en peligro de extinción, que la institución a su cargo ha recuperado en los últimos cinco años, y sobre la campaña “Alto al tráfico de animales silvestres”.

De la señora Superintendente de Pensiones


Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la Administradora de Fondos de Pensiones Acquisition Co. S.A.

De la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud de Atacama


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, acerca del estado del sumario sanitario iniciado en contra de la Corporación Nacional del Cobre (CODELCO) y las medidas adoptadas para la protección de la salud de la población, como consecuencia del derrame de concentrado de cobre en el cauce del Río Salado y el sector de Caleta Palito.

Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social


Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, respecto de materias relacionadas con el pago de las pensiones y otros beneficios sociales a través de la Caja de Compensación Los Héroes.

Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura


Remite información, pedida por el Honorable Senador señor De Urresti, acerca de la harina de pescado no declarada que fuera recientemente decomisada en una bodega de la comuna de La Unión.

Del señor Director Nacional (TyP) del Servicio de Registro Civil e Identificación


Envía en soporte digital y en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, estadísticas de los últimos diez años del número de matrimonios celebrados y de divorcios y nulidades de matrimonio.

Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto del programa denominado “+ Capaz”, destinado a personas con discapacidad, desarrollado por ese Servicio.

Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental


Responde consulta, planteada en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, acerca de la aprobación de proyectos hidroeléctricos en la reserva de la biósfera de la Región de La Araucanía.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Remite, en respuesta a solicitudes de información enviadas en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, los siguientes documentos:


- Antecedentes y copia de las “Bases de licitación 2015. Extracción de biomasa con fines dendroenergéticos de la Reserva Forestal Malleco, Conaf, Región de La Araucanía”.


- Resultados de los censos mensuales implementados durante el año en curso, para registrar las variaciones poblacionales de la especie cisne negro en el Santuario de la Naturaleza Carlos Anwandter.

Del señor Director del Servicio de Salud Araucanía Norte


Contesta consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor García, acerca de la lista de espera de pacientes AUGE y no AUGE en dicho Servicio, al 30 de octubre pasado.

Del señor Secretario General de Carabineros de Chile


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la campaña impulsada por la institución a su cargo, en la comuna de Chillán, para prevenir los denominados “portonazos”.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo de Reconocimiento Mutuo de Títulos y Grados entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Colombia”, suscrito en Cartagena de Indias, República de Colombia, el 9 de noviembre de 2012 (Boletín N°9.919-10).


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, y otros cuerpos legales que indica, para garantizar el acceso a distintos sistemas de pago y operaciones bancarias (Boletín Nº 10.399-03).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley que modifica el artículo 13 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, con el fin de que los proyectos queden a disposición de los parlamentarios de la Cámara correspondiente desde el momento de su ingreso (Boletín N° 9.374-07).


De la Comisión de Educación y Cultura, recaído en el proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas (Boletín N° 10.008-04) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Obras Públicas, recaído en el proyecto de ley que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas, incorporando la obligación de los concesionarios de asegurar el tránsito libre y fluido de los vehículos de emergencia (Boletines N°s 9.311-09, 9.313-09 y 9.318-15, refundidos). 


Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley que modifica el texto refundido de las disposiciones sobre nacionalización de extranjeros, en los requisitos para obtener la carta de nacionalización (Boletín Nº 9.455-06) (con urgencia calificada de “simple”).


-- Quedan para Tabla.

Moción


De los Honorables Senadores señores Letelier y De Urresti, con la que inician un proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena póstuma al ciudadano estadounidense señor Douglas Tompkins (Boletín Nº 10.433-17).


-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía. 

Solicitud de permiso constitucional


De la Honorable Senadora señora Allende para ausentarse del país a contar del día 4 de diciembre de 2015.


-- Si le parece a la Sala, se accede a lo solicitado.

- - -


Terminada la lectura de la Cuenta, llegan a la Mesa los siguientes documentos:


Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Walker (don Patricio), señoras Goic y Pérez San Martín y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Letelier, Matta, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma y Zaldívar, por el que solicitan al Gobierno de Venezuela la pronta liberación de todas las personas de oposición privadas de libertad por motivos políticos en ese país, y que se les garanticen sus derechos fundamentales (Boletín Nº S 1.842-12).


-- Queda para Tabla.

Mensaje


De S.E. la Presidenta de la República, con el que comunica que ha resuelto no hacer uso de la facultad que le confiere el artículo 73 de la Constitución Política de la República, respecto proyecto de ley que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (Boletín N° 9.398-04).


-- Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional para los efectos establecidos en el artículo 93, N°1 de la Carta Fundamental.

- - -


A petición de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín la Sala acuerda fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos (Boletín Nº 9.885-07), hasta el lunes 14 de diciembre a las 12 horas.

- - -


La Sala acuerda, a solicitud del Honorable Senador señor García Huidobro, que el proyecto de ley que establece la hora oficial para todo el territorio nacional (Boletín Nº 10.181-06) sea tramitado sólo por la Comisión de Minería y Energía.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:

1.- Votar al inicio de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de acuerdo relativo a Venezuela.


2.- Tratar en primer lugar de la sesión extraordinaria de mañana, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas (Boletín N° 10.008-04).


3.- Incluir en la Tabla de la sesión extraordinaria de mañana, el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el Código de Procedimiento Civil, para establecer la tramitación digital de los procedimientos judiciales (Boletín N° 9.514-07), en caso de que llegue el oficio respectivo desde la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


A petición del Presidente de la Comisión de Hacienda la Sala da su anuencia para fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto  de ley que modifica disposiciones aplicables a los funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (Boletín N° 10.057-06), hasta el lunes 14 de diciembre a las 10 horas.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Walker, don Patricio; señoras Goic y Pérez San Martín y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Letelier, Matta, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma y Zaldívar, por el que solicitan al Gobierno de Venezuela la pronta liberación de todas las personas de oposición privadas de libertad por motivos políticos en ese país, y que se les garanticen sus derechos fundamentales

(Boletín Nº S 1.842-12).


El Secretario General informa sobre el proyecto de acuerdo y señala que el tenor del mismo es el siguiente:


“Considerando. 


1) Que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana. 


2) Que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad. 


3) Que es esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de Derecho. 


4) Que toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que los derechos y libertades proclamados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos se hagan plenamente efectivos. 


Por tanto: 


El Senado de la República de Chile aprueba el siguiente, proyecto de acuerdo:


Solicitar al Gobierno de Venezuela la pronta liberación de todas las personas de oposición privadas de libertad por motivos políticos en ese país y que se les garanticen sus derechos fundamentales.”.


El Presidente pone en votación el proyecto y la Sala lo aprueba por la  unanimidad de los Senadores presentes.


Queda terminada la tramitación de este asunto.

- - -

Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Ossandón y Tuma, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973, y otros cuerpos legales, en lo relativo al delito de colusión, con informe de la Comisión de Economía.

(Boletín Nº 10.366-03)


La Vicepresidenta pone en votación en general el proyecto de la referencia.


El Secretario General hace presente que el proyecto fue debatido en general en sesión del 17 de noviembre del año en curso y que en la sesión del día siguiente se solicitó el aplazamiento de la votación. Indica que el artículo 2° del proyecto tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación de 21 votos favorables.


Terminada la votación la iniciativa es aprobada por 20 votos a favor. Con excepción de su artículo 2º, por no alcanzar el quórum constitucional exigido.


Votan a favor los Honorables Senadores  señoras Goic y Muñoz y señores Araya, Chahuán, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

La Sala fija plazo para formular indicaciones al proyecto hasta el lunes 14 de diciembre a las 12 horas.


Queda terminada la tramitación de este asunto.

- - -

Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señor Harboe, señora Pérez San Martín y señores Horvath, Pizarro y Tuma, en primer trámite constitucional, que modifica el Código de Comercio para regular la facultad que confiere al asegurado diligente de proponer adecuaciones de la prima y la cobertura de la póliza si el siniestro no se ha producido durante la mitad del tiempo de vigencia de ésta, con informe de la Comisión de Economía.

(Boletín N° 9.915-03)


La Vicepresidenta pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el objetivo principal del proyecto es consagrar en el Código de Comercio el derecho del contratante de seguro de proponer al asegurador una modificación a los términos del contrato, si el contratante no hubiere incurrido inexcusablemente en errores, reticencias o inexactitudes determinantes del riesgo asegurado y el siniestro no hubiere tenido lugar durante, a lo menos, la mitad de la época en que principia y concluye el riesgo para el asegurador, con la finalidad de adecuar la prima o las condiciones de la cobertura a esta circunstancia.


La Comisión de Economía, no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, lo discutió solamente en general, y propone a la Sala aprobarlo también sólo en general, y abrir un plazo para presentar indicaciones al mismo.


La Comisión de Economía aprobó la idea de legislar por la mayoría de sus miembros presentes, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Pizarro y Tuma, y una abstención, del Honorable Senador señor Orpis.


La Vicepresidenta ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador Senadores señor Harboe.


La Mesa pone votación la iniciativa legal la que es aprobada con 16 votos afirmativos, 3 en contra y 5 abstenciones.


Votan en forma afirmativa los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Chahuán, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Votan en contra los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señor Coloma.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Espina, García Huidobro, Moreira, Ossandón y Prokurica.


Funda su voto a favor el Honorable Senador señor Tuma.


Funda su voto en contra el Honorable Senador señor Coloma.


Funda su abstención el Honorable Senador señor Prokurica.


La Sala acuerda un plazo para formular indicaciones al proyecto de ley hasta el lunes 11 de enero de 2016 a las 12 horas.


Queda terminada la tramitación de este asunto.

- - -

Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Coloma, Orpis, Ossandón y Pérez Varela, en primer trámite constitucional, que modifica definiciones y el procedimiento de la ley que establece medidas contra la discriminación, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.
(Boletín N° 10.035-17)


La Vicepresidenta pone en discusión el asunto de la referencia.


El Secretario General informa que el objetivo principal del proyecto es modificar la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, con el fin de perfeccionar de manera sustantiva los aspectos preventivos, procesales y conceptuales de la misma.


Para estos efectos, reemplaza su objeto sancionatorio por uno preventivo y establece que tendrá por objeto prevenir, eliminar y sancionar todas las formas de discriminación arbitraria que se ejerzan contra cualquier persona.


Asimismo, elimina la sanción adicional correspondiente al pago de una multa para el demandante vencido, incorpora el concepto de discriminación arbitraria indirecta y faculta al demandante para solicitar una indemnización de perjuicios.


Agrega que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía hace presente que, no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, acordó efectuar solamente la discusión en general, con el objeto de perfeccionarlo y enriquecerlo con ocasión del segundo informe.


La referida Comisión aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Matta y Quinteros.


Finalmente hace presente que los numerales 2), 9) y 10) del artículo único del proyecto tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de 21 votos favorables.


La Vicepresidenta pone en votación el proyecto.


Terminada la votación del proyecto el resultado es de 6 votos a favor, 5 en contra y 5 abstenciones, por lo que de conformidad al artículo 178 del Reglamento del Senado debe repetirse.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Muñoz y Van Rysselberghe y señores Guillier, Montes, Quinteros y Zaldívar.

Votan por la negativa los Honorables Senadores señora Von Baer y  señores Allamand, Espina, García Huidobro y Moreira.

Se abstienen los Honorables Senadores señora Goic y los señores Araya, Harboe, Letelier y Tuma. 


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Quinteros.

- - -


Interviene el Ministro Secretario General de Gobierno señor Díaz.

- - -


En la segunda votación el resultado es de 4 votos a favor, 6 votos en contra y 3 abstenciones.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Espina, García Huidobro, Moreira y Prokurica.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Letelier, Montes y Quinteros.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Goic y señores Araya y Harboe. 


En consecuencia el proyecto queda rechazado en general en atención que conforme a la norma reglamentaria señalada las abstenciones se suman, en este caso, al voto negativo.


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo para regular la situación del trabajador dependiente que se desempeña como voluntario del Cuerpo de Bomberos, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

(Boletín N° 9.720-13)


La Vicepresidenta pone en discusión el proyecto.


El Secretario General informa que el objetivo principal del proyecto es permitir a los trabajadores dependientes que se desempeñan en dicha institución en calidad de voluntarios la participación en los actos de servicio que ocurran durante su jornada laboral, salida que se considerará como tiempo trabajado y que no podrá calificarse como causal de terminación del contrato de trabajo.


Añade que la Comisión de Trabajo y Previsión Social hace presente que no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, lo discutió solo en general y acordó proponer a la Sala que adopte igual decisión, con el propósito de introducir los perfeccionamientos que sean necesarios durante la discusión en particular.


Finalmente señala que la referida Comisión aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Larraín y Letelier.


La Mesa ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Moreira y Letelier y señora Goic.


La mesa pone en votación el proyecto y terminada la votación el proyecto queda aprobado por 22 votos a favor.


Votan a favor de la iniciativa los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Letelier, Matta, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Quinteros, Prokurica y García.


El proyecto queda aprobado en general y la Sala fija como plazo para presentar indicaciones el día lunes 4 de enero de 2016, a las 12 horas.

- - -

Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores García Huidobro, Guillier, Letelier, Pizarro y Prokurica, en primer trámite constitucional, que establece el día 22 de abril de cada año como día de las caletoninas y caletoninos, con informe de la Comisión de Minería y Energía.
(Boletín N° 10.056-08)


El Presidente pone en discusión el proyecto.


El Secretario General expone que el objetivo de la iniciativa es declarar el 22 de abril de cada año como “Día de las caletoninas y los caletoninos”, a fin de rendir un homenaje a las mujeres y hombres que se han desempeñado en la actividad minera de Caletones.


Añade que la Comisión de Minería y Energía discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Allende y señores García Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.


El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor García Huidobro.


Terminada la votación la iniciativa es aprobada por 13 votos favorables.


Votan los Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Araya, Chahuán, Espina, García, García Huidobro, Letelier, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Walker, don Patricio.


El Presidente declara aprobada en general la iniciativa y, también, en particular por no haberse presentado indicaciones y tratarse de un proyecto de artículo único.

- - -


Concluida la votación anuncia su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Guillier.

- - -


El texto despachado por el Senado es del siguiente tener:


“Artículo único.- Institúyese el 22 de abril de cada año como “Día de las caletoninas y los caletoninos”.”.


Queda terminada la tramitación de este asunto.
- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

- - -

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Van Rysselberghe y Von Baer y señores De Urresti, García, Navarro y Ossandón, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -

INCIDENTES


El Presidente ofrece la palabra a los Comités y no hacen uso de ella los Comités Unión Demócrata Independiente, Partido por la Democracia, Independientes, Demócrata Cristiano e Independiente y Renovación Nacional.
- - -


En el tiempo del Comité Partido Socialista hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Letelier y en el del Comité Partido MAS el Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 80ª, EXTRAORDINARIA, EN JUEVES 10 DE DICIEMBRE DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, y de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz.


Asisten los Honorables Senadores señoras  Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio y Zaldívar.


Concurren las Ministras de Educación, señora Delpiano, y de Justicia, señora Blanco.  Asiste asimismo el Director del Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas, señor Veas.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 36.
- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones, 76ª y 77ª, ambas ordinarias, de los días 24 y 25 de noviembre, respectivamente, que no han sido observadas.
- - -

CUENTA

Mensajes


Dos de S.E. la Presidenta de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación, y mejora la persecución penal en dichos delitos (Boletín N°9.885-07).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica disposiciones aplicables a los funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (Boletín N°10.057-06).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite resoluciones dictadas en el requerimiento de inconstitucionalidad, interpuesto respecto de parte de las glosas correspondientes al proyecto de ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2016 (Boletín N°10.300-05).


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Ministro de Desarrollo Social


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del porcentaje de endeudamiento promedio de los chilenos en los últimos cinco años, según sus remuneraciones, indicando la adquisición de bienes y servicios que mayormente lo provocan.


-- Queda a disposición de Sus Señorías.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de la Honorable Senadora señora Goic, con la que modifica el artículo 41 del Código del Trabajo en materia de asignación de colación.


-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 4°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -


Durante el curso de la sesión se da cuenta de la solicitud del Honorable Senador señor Navarro para ausentarse del país a contar del día 13 de diciembre de 2015. La Sala accede a lo solicitado.

- - -


La Mesa suspende la sesión para una reunión de comités.


Se reanuda la sesión.

- - -


La Comisión de Trabajo y Previsión Social solicita a la Sala que se autorice a discutir en general y en particular, en el primer informe, el proyecto de ley que perfecciona el permiso postnatal parental y el ejercicio del derecho a sala cuna para los funcionarias y funcionarios públicos que indica. Asimismo que se autorice a remitir dicha iniciativa a continuación a la Comisión de Hacienda para que se pronuncie respecto de los artículos de su competencia. Se accede
- - -


El Honorable Senador señor Espina solicita se oficie al Ministro Secretario General de la Presidencia para que se otorgue urgencia suma al proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal, iniciativa que se encuentra actualmente en la Cámara de Diputados. Se accede.
- - -


La Honorable Senadora señora Goic solicita que la moción de su autoría que fue declarada inadmisible en la cuenta de la presente sesión sea remitida al Ejecutivo, para recabar que lo formule como un proyecto de ley. Se accede por la Sala.

- - -


La Sala da su anuencia para otorgar nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (Boletín 9.914-11), hasta el lunes 21 de diciembre hasta las 12 horas, en la Secretaría de la Comisión de Salud.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas, con informe de la Comisión de Educación y Cultura.

(Boletín N° 10.008-04)


El Presidente pone en votación en general el proyecto de la referencia, de conformidad a lo acordado en la reunión de Comités.


El Secretario General informa que el Gobierno ha hecho presente la urgencia para su despacho calificándola de “suma”.


Agrega que el objetivo principal del proyecto es establecer un Sistema de Desarrollo Profesional que fortalezca las capacidades profesionales docentes, en el contexto de una trayectoria conocida y estimulante, para perfeccionar sus capacidades de conducción y desarrollo en los procesos de enseñanza y aprendizaje en el aula, mejorando así la calidad de la educación. 


Indica que la Comisión de Educación y Cultura discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


Finalmente reitera que los Comités acordaron que se abriera la votación al iniciar esta discusión.


Terminada la votación la iniciativa es aprobada por 30 votos favorables.


Votan los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Quintana, Montes, Prokurica, Quinteros, señora Von Baer y señores García; Walker, don Ignacio; Coloma y Navarro.

- - -


Interviene la Ministra de Educación, señora Delpiano.

- - -


El Honorable Senador señor Allamand manifiesta su intención de voto favorable.

- - -


Queda terminada la tramitación del asunto, con el proyecto aprobado en general y se fija un plazo para formular indicaciones hasta el lunes 28 de diciembre a las 12 horas.

- - -

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el Código de Procedimiento Civil, para establecer la tramitación digital de los procedimientos judiciales.

(Boletín N°  9.514-07)


El Presidente pone en votación las enmiendas propuestas por la Honorable Cámara de Diputados.


El señor Secretario General expresa que se hace en cumplimiento del acuerdo de Comités del día de ayer, por haber llegado el proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Civil para establecer la tramitación digital de los procedimientos judiciales, en tercer trámite constitucional, al que la Cámara de Diputados ha realizado algunas enmiendas.
- - -


Interviene la Ministra de Justicia, señora Blanco, para sintetizar las enmiendas que introdujo la Cámara Revisora.

- - -


Terminada la votación las enmiendas son aprobadas por 22 votos a favor.


Votan los Honorables Senadores señoras Muñoz y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Lagos, Matta, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio  y Zaldívar.


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:

“Título I

De la tramitación electrónica de los procedimientos judiciales


Artículo 1°.- Ámbito de aplicación. La presente ley se aplicará a todas las causas que conozcan los tribunales indicados en los incisos segundo y tercero del artículo 5° del Código Orgánico de Tribunales, con excepción de las causas que conozcan los tribunales militares en tiempo de paz.


Artículo 2º.- Principios. La tramitación de las causas regidas por la presente ley se sujetará a los siguientes principios generales:


a) Principio de equivalencia funcional del soporte electrónico. Los actos jurisdiccionales y demás actos procesales suscritos por medio de firma electrónica serán válidos y producirán los mismos efectos que si se hubieren llevado a cabo en soporte papel.


b) Principio de fidelidad. Todas las actuaciones del proceso se registrarán y conservarán íntegramente y en orden sucesivo en la carpeta electrónica, la que garantizará su fidelidad, preservación y la reproducción de su contenido.


c) Principio de publicidad. Los actos de los tribunales son públicos y, en consecuencia, los sistemas informáticos que se utilicen para el registro de los procedimientos judiciales deberán garantizar el pleno acceso de todas las personas a la carpeta electrónica en condiciones de igualdad, salvo las excepciones establecidas por la ley.


No obstante lo anterior, las demandas, las presentaciones relativas a medidas cautelares, incluso aquellas solicitadas en carácter prejudicial, y a otras materias cuya eficacia requiera de reserva serán accesibles únicamente al solicitante mientras no se haya notificado la resolución recaída en ellas.


Se prohíbe el tratamiento masivo de los datos personales contenidos en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, sin su autorización previa. La infracción cometida por entes públicos y privados a lo dispuesto en este inciso será sancionada conforme a la ley N° 19.628.


La Corte Suprema regulará mediante auto acordado la búsqueda de causas en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial.


d) Principio de buena fe. Las partes, sus apoderados y todos quienes intervengan en el proceso conforme al sistema informático de tramitación deberán actuar de buena fe.


El juez, de oficio o a petición de parte, deberá prevenir, corregir y sancionar, según corresponda, toda acción u omisión que importe un fraude o abuso procesal, contravención de actos propios o cualquiera otra conducta ilícita, dilatoria o de cualquier otro modo contraria a la buena fe.


e) Principio de actualización de los sistemas informáticos. Los sistemas informáticos de tramitación del Poder Judicial deberán ser actualizados a través de la Corporación Administrativa del Poder Judicial con el objeto de permitir su correcto funcionamiento y la más fluida y expedita interconexión e interoperabilidad entre sí y con otras instituciones públicas.


f) Principio de cooperación. Los auxiliares de la administración de justicia, las instituciones públicas y el Poder Judicial deberán cooperar entre sí en la utilización de medios electrónicos con el objeto de garantizar la interconexión e interoperabilidad de los sistemas informáticos y, en particular, el reconocimiento mutuo de los documentos electrónicos y de los medios de identificación y autentificación respectivos.


Para ello, las instituciones públicas y los tribunales propenderán a la celebración de convenios de cooperación.


Artículo 3º.- Uso obligatorio del sistema informático, respaldo y conservación. Los jueces, auxiliares de la administración de justicia y funcionarios de cada tribunal estarán obligados a utilizar y a registrar en el sistema informático todas las resoluciones y actuaciones procesales que se verifiquen en el juicio.


Para el registro de las resoluciones y actuaciones en el sistema informático de tramitación se deberán aplicar adecuadamente las nomenclaturas pertinentes, según la etapa y estado procesal de cada causa, de modo tal que constituya un registro exacto de su tramitación, desde el inicio hasta su término.


La conservación de los registros estará a cargo del tribunal correspondiente a través de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, de conformidad a lo previsto en el Código Orgánico de Tribunales.


La carpeta electrónica y sus registros deberán ser respaldados informáticamente en forma periódica.


Si por cualquier causa se viere dañado el soporte material del registro electrónico afectando su contenido, el tribunal ordenará reemplazarlo en todo o parte por una copia fiel, que obtendrá de quien la tuviere, si no dispusiere de ella directamente.


Si no existiere copia fiel, las resoluciones se dictarán nuevamente, para lo cual el tribunal reunirá los antecedentes que le permitan fundamentar su preexistencia y contenido, y las actuaciones se repetirán con las formalidades previstas para cada caso. Sin embargo, no será necesario volver a dictar las resoluciones o repetir las actuaciones que sean el antecedente de resoluciones conocidas o en etapa de cumplimiento o ejecución.


Artículo 4°.- Firma electrónica de resoluciones y actuaciones del tribunal y copias autorizadas. Las resoluciones y actuaciones del juez, del secretario, del administrador del tribunal y de los auxiliares de la administración de justicia serán suscritas mediante firma electrónica avanzada.


Los jueces y los demás funcionarios mencionados en el inciso anterior serán personalmente responsables de la firma electrónica avanzada que se ponga a su disposición, por lo que les estará prohibido compartirlas.


Las resoluciones suscritas por los jueces mediante firma electrónica avanzada no requerirán de la firma ni de la autorización del ministro de fe correspondiente.


Las copias autorizadas de las resoluciones y actuaciones deberán ser obtenidas directamente del sistema informático de tramitación con la firma electrónica correspondiente, la que contará con un sello de autenticidad.


Artículo 5°.- Presentación de demandas y de escritos. El ingreso de las demandas y de todos los escritos se hará por vía electrónica a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, para cuyos efectos los abogados o habilitados en derecho se registrarán en los términos que se regulen en el auto acordado que la Corte Suprema dictará al efecto.


En casos excepcionales, cuando las circunstancias así lo requieran o se trate de una persona autorizada por el tribunal por carecer de los medios tecnológicos necesarios, los escritos podrán presentarse al tribunal materialmente y en soporte papel por conducto del ministro de fe respectivo o del buzón especialmente habilitado al efecto.


Los escritos presentados en formato papel serán digitalizados e ingresados a la carpeta electrónica inmediatamente.


Artículo 6º.- Presentación de documentos. Los documentos electrónicos se presentarán a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial o, en caso de requerirlo así las circunstancias, se acompañarán en el tribunal a través de la entrega de algún dispositivo de almacenamiento de datos electrónicos.


Los documentos cuyo formato original no sea electrónico podrán presentarse materialmente en el tribunal y quedarán bajo la custodia del funcionario o ministro de fe correspondiente. No obstante, los títulos ejecutivos cuyo formato original no sea electrónico deberán presentarse materialmente en el tribunal y quedarán bajo la custodia del funcionario o ministro de fe correspondiente, bajo apercibimiento de tener por no iniciada la ejecución.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los documentos y títulos ejecutivos presentados materialmente deberán acompañarse con una copia en formato digital a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial o, en caso de requerirlo así las circunstancias, en el tribunal, a través de la entrega de algún dispositivo de almacenamiento de datos electrónicos.


Si no se presentaren las copias digitales de los documentos o títulos ejecutivos, o si existiere una disconformidad substancial entre aquellas y el documento o título ejecutivo original, el tribunal ordenará, de oficio o a petición de parte, que se acompañen las copias digitales correspondientes dentro de tercero día, bajo apercibimiento de tener por no presentado el documento o título ejecutivo respectivo.


En casos excepcionales, cuando se haya autorizado a una persona para presentar escritos materialmente por carecer de los medios tecnológicos, no será necesario acompañar copias digitales. En este caso, los documentos y títulos ejecutivos presentados en formato que no sea electrónico serán digitalizados e ingresados inmediatamente por el tribunal a la carpeta electrónica.


Artículo 7º.- Patrocinio y poder electrónico. El patrocinio por abogado habilitado para el ejercicio de la profesión podrá constituirse mediante firma electrónica avanzada.


El mandato judicial podrá constituirse mediante la firma electrónica avanzada del mandante. En consecuencia, para obrar como mandatario judicial se considerará poder suficiente el constituido mediante declaración escrita del mandante suscrita con firma electrónica avanzada, sin que se requiera su comparecencia personal para autorizar su representación judicial.


La constatación de la calidad de abogado habilitado la hará el tribunal a través de sus registros.


Artículo 8º.- Otras formas de notificación. Cualquiera de las partes o intervinientes podrá proponer para sí una forma de notificación electrónica, la que el tribunal podrá aceptar aun cuando la ley disponga que la notificación deba realizarse por cédula si, en su opinión, resultare suficientemente eficaz y no causare indefensión. Esta forma de notificación será válida para todo el proceso. 


Artículo 9º.- Registro de actuaciones de receptores. Para efectuar los registros de actuaciones, los receptores judiciales deberán registrarse en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial.


Los receptores deberán agregar a la carpeta electrónica un testimonio dando cuenta de la actuación realizada dentro de los dos días hábiles siguientes a la fecha en que se practicó la diligencia, con la debida constancia de todo lo obrado.


En las notificaciones, requerimientos o embargos, el testimonio o acta de la diligencia incluirá un registro georreferenciado, que dé cuenta del lugar, fecha y horario de su ocurrencia. Además, en el caso de retiro de especies, los receptores incluirán un registro fotográfico o de video con fecha y hora de los bienes muebles, al momento del retiro para su entrega al martillero, a menos que exista oposición de parte del deudor o el depositario.


La Corte Suprema podrá regular a través de auto acordado la forma de dejar constancia de la georreferenciación, estableciendo los requerimientos y especificaciones técnicas que deberán cumplir los receptores para determinar, mediante un sistema de coordenadas, su localización geográfica al momento de practicar la diligencia.


Todo incumplimiento culpable o doloso a estas normas constituirá una falta grave a las funciones y será sancionado por el tribunal, previa audiencia del afectado, con alguna de las medidas contempladas en los números 2, 3 y 4 del inciso tercero del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales. En caso de reincidencia, el juez deberá aplicar la medida de suspensión de funciones por un mes.


Artículo 10.- Exhortos. Los exhortos que se dirijan entre tribunales nacionales deberán ser remitidos, diligenciados y devueltos mediante la utilización del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial.


Toda carta rogatoria nacional deberá ser derivada través del sistema de tramitación electrónica desde el tribunal exhortante al exhortado y, una vez tramitada por este último, deberá devolverse, incorporando todas y cada una de las actuaciones que se realizaron en la carpeta electrónica a que dio origen.


No obstante, cuando los exhortos se verifiquen desde o hacia tribunales nacionales que carezcan del sistema de tramitación electrónica, se utilizará una casilla de correo electrónico creada para tales efectos o el medio de comunicación idóneo más eficaz de que disponga ese tribunal.


Artículo 11.- Oficios y comunicaciones judiciales. Los oficios y comunicaciones judiciales que se verifiquen desde o hacia instituciones públicas nacionales que cuenten con los recursos técnicos necesarios se diligenciarán a través de medios electrónicos.


Los oficios y comunicaciones judiciales que se verifiquen desde o hacia instituciones públicas nacionales que carezcan de los recursos técnicos necesarios se diligenciarán a través del medio de comunicación idóneo más eficaz de que disponga esa institución pública.

Título II

De la modificación de diversos cuerpos legales


Artículo 12.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Procedimiento Civil:


1) Sustitúyense los artículos 29 y 30, por los siguientes: 


“Artículo 29.- Se formará la carpeta electrónica con los escritos, documentos, resoluciones, actas de audiencias y actuaciones de toda especie que se presenten o verifiquen en el juicio. Estos antecedentes serán registrados y conservados íntegramente en orden sucesivo conforme a su fecha de presentación o verificación a través de cualquier medio que garantice la fidelidad, preservación y reproducción de su contenido, lo que se regulará mediante auto acordado de la Corte Suprema.


La carpeta electrónica estará disponible en el portal de internet del Poder Judicial, salvo que la ley establezca lo contrario o habilite al tribunal para restringir su publicidad, o la de alguna parte de ella.


Ninguna pieza de la carpeta electrónica podrá eliminarse sin que previamente lo decrete el tribunal que conoce de la causa.


Artículo 30.- Los escritos y documentos se presentarán por vía electrónica conforme se dispone en los artículos 5° y 6°, respectivamente, de la Ley General sobre Tramitación Electrónica de los Procedimientos Judiciales.


Los escritos se encabezarán con una suma que indique su contenido o el trámite de que se trata.”.


2) Derógase el artículo 31.


3) Sustitúyese el artículo 33, por el siguiente:


“Artículo 33.- Los secretarios letrados de los juzgados civiles podrán dictar por sí solos las sentencias interlocutorias, autos y decretos, providencias o proveídos, salvo cuando ello pudiere importar poner término al juicio o hacer imposible su continuación. La reposición que sea procedente en contra de estas resoluciones, en su caso, será resuelta por el juez.”.


4) Modifícase el artículo 34 como sigue:


a. Reemplázase la expresión “el proceso, en conformidad al artículo 29,”, por “la carpeta electrónica”.


b. Sustitúyese la oración que señala: “Al tiempo de agregarlas, el secretario numerará cada foja en cifras y en letras.”, por la siguiente: “El sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial numerará automáticamente cada pieza de la carpeta electrónica en cifras y letras.”.


5) Derógase el artículo 35.


6) Reemplázanse los artículos 36 y 37, por otros del siguiente tenor:


“Artículo 36.- Las piezas que se presenten al tribunal se mantendrán bajo su custodia y responsabilidad. Éstas no podrán retirarse sino por las personas y en los casos expresamente contemplados en la ley. Corresponderá al tribunal velar por el estricto cumplimiento de lo establecido en el artículo 393 del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 37.- Cuando los tribunales pidan o hayan de oír dictamen por escrito del respectivo fiscal judicial o de los defensores públicos, les enviarán comunicación de la carpeta electrónica a la que deben acceder electrónicamente.


Si estos funcionarios retardan dicho dictamen, podrá el tribunal señalarles un plazo razonable para que lo envíen o agreguen a la carpeta electrónica.


En aquellos casos en que otro tribunal requiera la remisión del expediente original o de algún cuaderno o pieza del proceso, el trámite se cumplirá enviando la correspondiente comunicación de la carpeta electrónica a la que deben acceder a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial. Lo mismo se aplicará cada vez que la ley ordene la remisión, devolución o envío del proceso o de cualquiera de sus piezas a otro tribunal.”.


7) Reemplázase, en el artículo 46, la palabra “pegado” por “agregado”.


8) Sustitúyese el artículo 50, por el que sigue:


“Artículo 50.- Las resoluciones no comprendidas en los artículos precedentes se entenderán notificadas a las partes desde que se incluyan en un estado que deberá formarse electrónicamente, el que estará disponible diariamente en la página web del Poder Judicial con las indicaciones que el inciso siguiente expresa.


Se encabezará el estado con la fecha del día en que se forme y se mencionarán por el número de orden que les corresponda en el rol general, expresado en cifras y en letras y, además, por los apellidos del demandante y del demandado o de los primeros que figuren con dicho carácter si son varios, todas las causas en que se haya dictado resolución en aquel día y el número de resoluciones dictadas en cada una de ellas.


Estos estados se mantendrán en la página web del Poder Judicial durante al menos tres días en una forma que impida hacer alteraciones en ellos. De las notificaciones realizadas en conformidad a este artículo se dejará constancia en la carpeta electrónica el mismo día en que se publique el estado.


La notificación efectuada conforme a este artículo será nula en caso que no sea posible la visualización de la resolución referida en el estado diario por problemas técnicos del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, lo que podrá declararse de oficio o a petición de parte.”.


9) Reemplázase, en el artículo 57, la frase “estampen en los procesos,” por “agreguen a la carpeta electrónica”.


10) Modifícase el artículo 61 en los siguientes términos:


a. Reemplázase, en el inciso primero, la frase “escrito en el proceso” por “fidedigno en la carpeta electrónica”.


b. Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente oración final: “El acta correspondiente se digitalizará e incorporará a la carpeta electrónica inmediatamente.”.


c. Añádese, en el inciso tercero, a continuación de la palabra “actuación”, la siguiente frase: “en todos aquellos casos en que una ley expresamente lo disponga”.


d. Agrégase el siguiente inciso final:


“En los casos de contarse con los recursos técnicos necesarios, podrán registrarse las audiencias en que participe el tribunal mediante audio digital, video u otro soporte tecnológico equivalente, el que se agregará a la carpeta electrónica inmediatamente.”.


11) Reemplázase el artículo 77, por el siguiente:


“Artículo 77.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, toda comunicación dirigida por un tribunal a otro deberá ser conducida a su destino por vía del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, y no siendo posible lo anterior, por el medio de comunicación idóneo más expedito.”.


12) Sustitúyese, en el artículo 129, el texto “se usará el papel que corresponda; pero”, por una coma (,).


13) Reemplázase el inciso final del artículo 162, por otro del siguiente tenor:


“El tribunal dejará constancia en el estado diario electrónico a que se refiere el artículo 50 y en la carpeta electrónica, del hecho de haberse dictado sentencia definitiva, la que será notificada en la forma correspondiente.”.


14) Sustitúyese el párrafo tercero del numeral 5° del inciso primero del artículo 165, por los dos siguientes, pasando el actual párrafo cuarto a ser quinto:


“La sola presentación del escrito extingue el derecho a la suspensión aun si la causa no se ve por cualquier otro motivo. Este escrito pagará en la Corte Suprema un impuesto especial de media unidad tributaria mensual y en las Cortes de Apelaciones, de un cuarto de unidad tributaria mensual. Este pago se hará electrónicamente a través de un sistema informático dispuesto al efecto y se asociará a la causa respectiva mediante el comprobante de pago o código de validación o, en caso que lo anterior no fuere posible por cualquier motivo, a través de estampillas de impuesto fiscal que se pegarán en el escrito respectivo que se presentará materialmente.


Para los efectos del artículo 198 del Código Orgánico de Tribunales, el pago de impuestos para la recusación de abogados integrantes se hará de la misma forma dispuesta en el párrafo anterior.”.


15) Agrégase, en el inciso primero del artículo 169, a continuación de la palabra “firma”, la expresión “electrónica avanzada”.


16) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 172, por el que sigue:


“En este caso se formará cuaderno electrónico separado con las piezas necesarias para dictar fallo y ejecutarlo.”.


17) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 196, la expresión “que establece”, por la siguiente: “de cinco días contado desde la fecha de la certificación a que se refiere”.


18) Sustitúyese el artículo 197, por el que sigue:


“Artículo 197.- La resolución que conceda una apelación se entenderá notificada a las partes conforme al artículo 50. El tribunal remitirá electrónicamente al tribunal de alzada copia fiel de la resolución apelada, del recurso y de todos los antecedentes que fueren pertinentes para un acabado pronunciamiento sobre éste.


Recibidos los antecedentes referidos en el inciso anterior, la Corte de Apelaciones procederá a la asignación de un número de ingreso. Acto seguido, formará un cuaderno electrónico separado para el conocimiento y fallo del recurso cuando él haya sido concedido en el solo efecto devolutivo. En el caso que la apelación fuere concedida en ambos efectos, el tribunal de alzada continuará la tramitación en la carpeta electrónica, la que estará disponible en el sistema de tramitación electrónica del tribunal de alzada correspondiente.”.


19) Derógase el artículo 198.


20) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 199, la frase “para comparecer en segunda instancia”, por la que sigue: “de cinco días contado desde la certificación a que se refiere el artículo 200,”.


21) Sustitúyese el artículo 200, por el siguiente:


“Artículo 200.- El tribunal de alzada deberá certificar en la carpeta electrónica la recepción de la comunicación a que se refiere el artículo 197 y su fecha.”.


22) Introdúcense, en el artículo 201, las enmiendas que siguen:


a. Elimínase, en el inciso primero, la frase “; y si el apelante no comparece dentro de plazo, deberá declarar su deserción previa certificación que el secretario deberá efectuar de oficio”.


b. Suprímese la segunda oración del inciso segundo.


23) Derógase el artículo 202.


24) Reemplázase, en el artículo 203, la frase “que concede el artículo 200,”, por la expresión “de cinco días”.


25) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 204, la frase “la remisión del proceso, siempre que, a su juicio, sea necesario examinarlo para dictar una resolución acertada”, por la siguiente: “poner a su disposición la carpeta electrónica correspondiente, siempre que, a su juicio, ello sea necesario para dictar una resolución acertada”.


26) Efectúanse, en el artículo 205, las siguientes modificaciones:


a. Elimínanse, en el inciso primero, la coma (,) que sigue a la palabra “superior”, y la frase final “devolviéndole el proceso si se ha elevado”.


b. Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:


“Si el recurso es declarado admisible, el tribunal superior le dará al proceso la tramitación que corresponda y lo comunicará al inferior según proceda.”.


27) Deróganse los artículos 211 y 212.


28) Sustitúyese, en el artículo 214, la frase “devolverá el proceso al inferior”, por la que sigue: “pondrá el proceso a disposición del inferior”.


29) Modifícase el artículo 217 como se indica a continuación:


a. Reemplázase su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 217.- La adhesión a la apelación puede efectuarse en segunda instancia dentro del plazo de cinco días desde la fecha de la certificación a la que se refiere el artículo 200. El escrito de adhesión a la apelación deberá cumplir con los requisitos que establece el artículo 189. Se aplicará a la adhesión a la apelación lo dispuesto en el artículo 201.”.


b. Sustitúyese su inciso final, por el que sigue:


“La hora de presentación de las solicitudes de adhesión y de desistimiento se registrará por el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, o por el tribunal a través del timbre disponible ante el buzón dispuesto al efecto o mediante la anotación del correspondiente ministro de fe en los casos excepcionales en que se permite la presentación de los escritos en soporte papel.”.


30) Elimínase, en el inciso primero del artículo 221, la frase final “, y de lo dispuesto en los artículos 201 y 202”.


31) Reemplázase el artículo 230, por el siguiente:


“Artículo 230.- Los informes en derecho, con las firmas del abogado y de la parte o de su procurador, y el certificado a que se refiere el número 6° del artículo 372 del Código Orgánico de Tribunales se agregarán a la carpeta electrónica para conocimiento de los ministros.”.


32) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 259, a continuación de la expresión “vigencia,”, la siguiente: “en el portal de internet del Poder Judicial y”.


33) Reemplázase, en el artículo 268, la expresión “y entregará los autos al” por “y quedará la carpeta electrónica a disposición del”.


34) Agrégase, en el artículo 348 bis, el siguiente inciso final:


“En el caso que los documentos electrónicos acompañados puedan ser percibidos directamente en la carpeta electrónica, el tribunal podrá omitir la citación a audiencia de percepción, debiéndose entender que han sido puestos en conocimiento de la parte contraria desde que se notifica la resolución que los tiene por acompañados bajo el apercibimiento correspondiente.”.


35) Intercálase, en el inciso primero del artículo 371, a continuación de la palabra “copia”, la frase: “, en la forma que señala el artículo 77,”.


36) Reemplázase, en el artículo 469, el texto que señala: “quedarán los autos en la secretaría por espacio de seis días a disposición de las partes, antes de pronunciar sentencia. Durante este plazo podrán hacerse por escrito las observaciones que el examen de la prueba sugiera, y una vez vencido,”, por el siguiente: “tendrán las partes seis días para hacer por escrito las observaciones que el examen de la prueba sugiera. Vencido este plazo,”.


37) Suprímese, en la causal 8a del inciso primero del artículo 768, la expresión “desierta, prescrita o”.


38) Introdúcense, en el artículo 773, las siguientes enmiendas:


a. Reemplázanse, en su inciso tercero, la frase “al cuaderno de fotocopias o de compulsas que deberá remitirse al tribunal que deba conocer del cumplimiento del fallo.”, por “a la carpeta electrónica a que se refiere el artículo 29.”, y la locución final “remitir el cuaderno respectivo a dicho tribunal.”, por “enviar la comunicación correspondiente al tribunal superior.”.


b. Incorpórase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:


“En este caso, se formará cuaderno electrónico separado con las piezas necesarias.”.


39) Efectúanse, en el artículo 776, las modificaciones que siguen:


a. Suprímese, en el inciso segundo, el texto que señala: “para los efectos del cumplimiento de la sentencia y ordenará elevar los autos originales al tribunal superior para que conozca del recurso y devolver las fotocopias o compulsas respectivas al tribunal que deba conocer del cumplimiento del fallo. Se aplicará al recurrente lo establecido en el inciso segundo del artículo 197”.


b. Elimínase el inciso tercero.


40) Derógase el artículo 777.


41) Modifícase el artículo 779 del modo que sigue:


a. Reemplázase, en el inciso primero, la referencia a “los artículos 200, 202 y 211”, por la siguiente: “el artículo 200”.


b. Elimínase el inciso segundo.


Artículo 13.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:


1) Reemplázase el artículo 89, por el siguiente:


“Artículo 89.- En los autos y sentencias definitivas e interlocutorias de los tribunales colegiados, se expresará nominalmente qué miembros han concurrido con su voto a formar sentencia y qué miembros han sostenido opinión contraria, lo que quedará registrado electrónicamente.


Podrán también consignarse electrónicamente las razones especiales que algún miembro de la mayoría haya tenido para formar sentencia y que no se hubieren insertado en ella.


La sentencia, su disidencia y las prevenciones estarán disponibles en la página de internet del Poder Judicial. Estos documentos podrán publicarse por la Corte Suprema en la Gaceta de los Tribunales o en otras publicaciones que disponga al efecto.”.


2) Modifícase el artículo 176 en los siguientes términos:


a. Elimínase, en el inciso primero, la expresión “la secretaría de”.


b. Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:


“Esta designación se hará electrónicamente por orden del presidente del tribunal, asignando a cada causa un número de orden, según su naturaleza.”.


3) Sustitúyese el artículo 220, por el que sigue:


“Artículo 220.- Los secretarios de los tribunales colegiados llevarán electrónicamente un registro público de integraciones y de asistencia al tribunal, en el que anotarán diariamente los nombres de los miembros que no hayan asistido, con expresión de la causa de inasistencia, y de los funcionarios o abogados que hayan sido llamados a integrar, información que estará disponible en la página de internet del Poder Judicial.


De la integración deberá dejarse testimonio en la respectiva carpeta electrónica.”.


4) Reemplázase, en el numeral 3° del inciso primero del artículo 372, la expresión “que se les entreguen” por “físicos o digitales que se les entreguen o asignen”.


5) Sustitúyese el número 2° del artículo 380, por el siguiente:


“2° Dar a conocer las providencias o resoluciones a los interesados que acudieren a la oficina para tomar conocimiento de ellas, registrando en la carpeta electrónica las modificaciones que hicieren, y practicar las notificaciones por el estado diario.”.


6) Sustitúyese el artículo 384, por otro del siguiente tenor:


“Artículo 384.- Los secretarios estarán a cargo de la confección de los siguientes registros:


1º Un registro electrónico de las sentencias definitivas que se dicten en los asuntos civiles, contenciosos o no contenciosos, con la debida firma electrónica avanzada del juez o jueces involucrados.


También se incluirán en dicho registro electrónico las sentencias interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación.


En los tribunales colegiados se formará el mismo registro electrónico señalado en los incisos precedentes.


2º El registro electrónico de los depósitos a que se refiere el artículo 517.


3º Un registro electrónico de las resoluciones relativas al régimen económico y disciplinario del juzgado, con la debida firma electrónica avanzada del juez o jueces involucrados.


4º Los demás que ordenen las leyes o el tribunal, los que deberán ser conformados electrónicamente.”.


7) Efectúanse, en el artículo 386, las enmiendas que siguen:


a. Reemplázase, en su encabezamiento, la palabra “libros”, por la expresión “registros electrónicos”.


b. Elimínase el numeral 4°.


8) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 392, la frase “escrita en el libro establecido en el inciso final del artículo 384”, por la siguiente: “registrada electrónicamente conforme a lo dispuesto en el número 3° del artículo 384”.


9) Introdúcense, en el artículo 393, las siguientes modificaciones:


a. Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “en los autos respectivos” por “en la carpeta electrónica respectiva”.


b. Reemplázase, en su inciso tercero, el texto que señala: “retirar de la secretaría del tribunal las piezas del expediente que sean estrictamente necesarias para la realización de la diligencia que deban efectuar. El expediente o el respectivo cuaderno, en su caso, deberán devolverse a la secretaría del tribunal dentro de los dos días hábiles siguientes a la fecha en que se practicó la diligencia, con la debida constancia de todo lo obrado”, por el siguiente: “acceder a las causas a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial para la realización de las diligencias que deban efectuar, debiendo dejar en la carpeta electrónica constancia de todo lo obrado”.


10) Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 517, el vocablo “libro” por “registro electrónico”.


11) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 522, la palabra “libro” por “registro electrónico”.


12) Sustitúyese, en el número 2° del inciso primero del artículo 531, la voz “libro” por “registro electrónico”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia a contar de seis meses desde la fecha de su publicación, para todas las causas que se tramiten ante los tribunales que ejerzan jurisdicción en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Arica, Iquique, Antofagasta, Copiapó, La Serena, Rancagua, Talca, Chillán, Temuco, Valdivia, Puerto Montt, Coihaique y Punta Arenas, y a contar de un año desde la fecha de su publicación para las causas que se tramiten ante los tribunales que ejerzan jurisdicción en los territorios jurisdiccionales de las demás Cortes de Apelaciones del país.


Artículo segundo.- Aplicación de las disposiciones de la ley. Las disposiciones de esta ley sólo se aplicarán a las causas iniciadas con posterioridad a su entrada en vigencia. Las causas se entenderán iniciadas desde la fecha de presentación de la demanda o medida prejudicial, según corresponda.


Para los efectos del presente artículo, la Corte Suprema dictará uno o más auto acordados con el objetivo de asegurar su correcta implementación.


Artículo tercero.- Limitación a los artículos 12 y 13. Las modificaciones introducidas en el Código de Procedimiento Civil y en el Código Orgánico de Tribunales mediante los artículos 12 y 13, respectivamente, no se aplicarán a las causas tramitadas en tribunales distintos de los comprendidos en el artículo 1°.”.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

- - -

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Espina, García y Ossandón, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS
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OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO CONSEJERO DEL BANCO CENTRAL DE CHILE A DON MARIO MARCEL CULLELL, CONFORME A LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 7° DEL ARTÍCULO PRIMERO DE LA LEY N° 18.840, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL BANCO CENTRAL
(S 1.844-05)

GAB. PRES. N° 2597/

ANT.: No hay.

MAT.: Acuerdo del H. Senado para nombramiento de Consejero del Banco Central de Chile.

SANTIAGO, 15 DIC 2015

DE: MICHELLE BECHELET JERIA

PRESIDENTA DE LA REPLÚBLICA

A: SEÑOR PATRICIO WALKER PRIETO

PRESIDENTE DEL H. SENADO

1. De conformidad con lo preceptuado por el artículo 7° del Artículo Primero de la ley N° 18.840, de 10 de octubre de 1989, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, en relación con lo dispuesto por el N° 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, corresponde al Presidente de la República, previo acuerdo del H. Senado, la designación de los Consejeros del Banco Central. 

2. Por decreto supremo N° 1.251, de 09 de septiembre de 2015, del Ministerio de Hacienda, se aceptó, a contar del 30 de septiembre de 2015, la renuncia presentada por don ENRIQUE IGNACIO MARSHALL RIVERA, al cargo de Consejero del Banco Central de Chile, en el que había sido nombrado mediante decreto supremo N° 1.534, de 2005, del Ministerio de Hacienda.

3. Por decreto supremo N° 1369, de 23 de septiembre de 2015, del Ministerio de Hacienda, se nombró a don MARIO MARCEL CULLELL para reemplazar al señor MARSHALL RIVERA por el periodo que a éste último le restaba.

4. Cumpliéndose el período referido en el numeral anterior el próximo 23 de diciembre, vengo en solicitar el acuerdo de esa H. Corporación para designar Consejero del Banco Central de Chile, a don MARIO MARCEL CULLELL, RUT

7.012.402-5, por el período legal de diez años.

5. Atendida la conveniencia de contar, a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a VE.,
(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.

2

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DE INDEMNIZACIONES PARA TRABAJADORES SUJETOS A CONTRATO POR OBRA, FAENA O SERVICIO

(9.659-13)

Oficio Nº12.218


VALPARAÍSO, 15 de diciembre de 2015

Con motivo de la moción, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en materia de indemnizaciones para trabajadores sujetos a contrato por obra, faena o servicio, correspondiente al boletín N°9659-13, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Modifícase el Código del Trabajo de la siguiente forma:

1. Agrégase en el artículo 163 el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:
“Si la terminación se produjere por aplicación de lo dispuesto en el artículo 159, número 5, el empleador deberá pagar al trabajador una indemnización equivalente a dos y medio días de remuneración por cada mes trabajado y fracción superior a quince días. No será aplicable en estos casos la compatibilidad señalada en el inciso anterior.”.

2. Intercálase en el artículo 176, a continuación de la frase “con excepción de las establecidas en los artículos“, la expresión “163, inciso cuarto,”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
3

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL EN LO TOCANTE A LA TIPIFICACIÓN DEL DELITO DE TORTURA 

(9.589-17)

Oficio Nº 12.216
VALPARAÍSO, 15 de diciembre de 2015.
Con motivo de la moción, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica el Código Penal, en lo tocante a la tipificación del delito de tortura, correspondiente al boletín N°9589-17, del tenor siguiente:
PROYECTO DE LEY
“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal: 

1) Agrégase, a continuación del artículo 147, el siguiente artículo 147 bis:

“Art. 147 bis. El que infligiere a otra persona un trato degradante, menoscabando gravemente su dignidad, será castigado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo.

Se aumentará la pena en un grado al que cometiere la conducta descrita en el inciso precedente, en contra de una persona menor de edad o en situación de vulnerabilidad por discapacidad, enfermedad o vejez, o quien la tenga bajo su cargo, cuidado o responsabilidad.”.

2) Intercálase en el artículo 150 A, a continuación de la palabra “físicos”, la expresión “, sexuales”. 

3) Incorpórase, en el Título III del Libro Segundo, a continuación del artículo 161, el siguiente párrafo 4 bis:

“4 bis. Del Delito de Tortura

Art. 161 bis. El empleado público o el particular que, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia, aplicare tortura a una persona, será penado con presidio mayor en su grado mínimo.

El encubridor de tal conducta será castigado con la pena de presidio menor en su grado máximo.

Se entenderá por tortura todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos, sexuales o psíquicos, con el fin de obtener de ella o de un tercero información, declaración o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se le impute haber cometido o de intimidar o coaccionar a esa persona, o en razón de una discriminación fundada en la raza o etnia, nacionalidad, ideología u opinión política, religión o creencia, u orientación sexual.

Se entenderá también por tortura la aplicación sobre una persona de métodos aptos para anular completamente su personalidad, entendida como aquella que consigue la supresión de la voluntad, discernimiento y decisión. 

Art. 161 ter. Si con motivo u ocasión de la tortura, se cometiere además homicidio o alguno de los delitos previstos en los artículos 361, 362, 365 bis, 395, 396 o 397 N°1, se aplicará la pena de presidio mayor en su grado máximo a perpetuo calificado.

Art. 161 quáter. Respecto del delito previsto en el artículo 161 bis, se aumentará la pena en un grado, al que torture a otro que se encuentre, legítima o ilegítimamente, privado de libertad, o en cualquier caso bajo su custodia o control.

Art. 161 quinquies. A los delitos contemplados en este párrafo no les serán aplicables las causales de extinción de responsabilidad penal señaladas en el artículo 93 números 6° y 7°, ni lo dispuesto en el artículo 103.

Art. 161 sexies. Los delitos a los que se refiere este párrafo quedarán excluidos de la competencia de los tribunales militares, de conformidad con el artículo 1º de la ley N°20.477, ya sea que los civiles y menores de edad revistan la calidad de víctimas o de imputados en el proceso respectivo.”.

4) Modifícase el artículo 255 en el siguiente sentido: 

a) Reemplázase, en su inciso primero, la frase “las penas de suspensión del empleo en cualquiera de sus grados y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales” por “la pena de reclusión menor en su grado mínimo a medio”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

“Se aumentará la pena en un grado al que cometiere la conducta descrita en el inciso precedente, en contra de una persona menor de edad o en situación de vulnerabilidad por discapacidad, enfermedad o vejez, o quien la tenga bajo su cargo, cuidado o responsabilidad.”.

5) Sustitúyese el artículo 256 por el siguiente:

“Art. 256. El empleado público del orden administrativo que maliciosamente retardare o negare a los particulares la protección o servicio que deba dispensarles en conformidad a las leyes y reglamentos, será castigado con las penas de suspensión del empleo en cualquiera de sus grados y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales.”.

6) Reemplázase, en el artículo 260, la frase “de este Título y del Párrafo IV del Título III” por “de este Título y de los párrafos 4 y 4 bis del Título III”.

Artículo 2°.- Intercálase, en el inciso segundo del artículo 1° de la ley N°18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, después del guarismo 142 y la coma que le sigue, la expresión “161 bis, 161 ter,”.

Artículo 3º.- Reemplázase, en el inciso final del artículo 85 del Código Procesal Penal, la frase “del delito previsto y sancionado en el artículo 255 del Código Penal” por “de los delitos previstos y sancionados en los artículos 161 bis, 161 ter, 161 quáter y 255 del Código Penal”.
Artículo 4°.- Agrégase, en el número 1° del artículo 7° de la ley N°20.357, que tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra, a continuación de la palabra “físicos” el vocablo “sexuales”, antecedido de una coma.”.
*****

Hago presente a V.E. que el artículo 161 sexies que el artículo 1° del proyecto propone agregar en el Código Penal, incorporado en el segundo trámite reglamentario, fue aprobado en particular con el voto favorable de 106  diputados, de un total de 119 en ejercicio.

De esta manera, se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
*****
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LAS COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES Y DE DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL VICEPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA PRORROGAR, POR EL PLAZO DE UN AÑO, LA PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS MILITARES CHILENOS FUERA DEL TERRITORIO DE LA REPÚBLICA, EN BOSNIA Y HERZEGOVINA

(S 1.841-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestras Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca del oficio de S.E. el señor Vicepresidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares fuera del territorio de la República en Bosnia y Herzegovina.


La Sala de la Corporación acordó, en sesión de 9 de diciembre del año en curso, que la solicitud fuera conocida por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

- - -


Cabe destacar que S.E. el señor Vicepresidente de la República hizo presente la urgencia en el despacho del acuerdo, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.
- - -





A la sesión en que se discutió la solicitud asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; el Director Jurídico, señor Claudio Troncoso, y el Director de Seguridad Internacional y Humana, señor Julio Bravo.





Asimismo, concurrieron del Ministerio de Defensa Nacional: la Subsecretaria de Defensa subrogante, señora Paulina Vodanovic; el Jefe subrogante del Departamento de Cooperación, Tratados y Acuerdos Internacionales de la Subsecretaría de Defensa, señor Luis Doñas; el Jefe del Departamento de Conducción de Operaciones de Paz, Coronel Luis Hernández, y el Director de Finanzas del Estado Mayor Conjunto, Coronel de Aviación, señor Mauricio García.

- - -

ANTECEDENTES





1.- Oficio de S.E. el señor Vicepresidente de la República.- Señala S.E que la República de Chile, actuando bajo el mandato de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), participa activamente en operaciones de paz, dando cumplimiento con ello a su política nacional en esta materia, al amparo de lo establecido en la ley N° 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo; en el decreto N° 75, de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que crea la Comisión Interministerial de Operaciones de Paz, y en las demás normas aplicables.




Agrega que la misión de Estabilización de la Unión Europea en Bosnia-Herzegovina (misión Eufor Althea) tiene por objeto apoyar los procesos políticos en dicho país, por medio de capacidades militares disuasivas que generen un ambiente seguro y que, además, cooperen a fortalecer las capacidades de sus Fuerzas Armadas, para que puedan asumir las responsabilidades de seguridad de su territorio.




Indica el Ejecutivo que nuestro país se incorporó a la misión Eufor Althea el año 2005, por medio de un Acuerdo suscrito con la Unión Europea.





Añade que, con el objeto de continuar integrando la misión Eufor Althea, el 16 de diciembre de 2014 el Honorable Senado de la República acordó autorizar la prórroga de la permanencia de tropas y medios militares chilenos fuera del territorio de la República, a contar del 1 de enero de 2015 y por un período de un año.




Destaca que nuestra política exterior, visiblemente comprometida con el mantenimiento de la paz y seguridad internacionales, se ha visto fortalecida por la presencia del contingente nacional en la Misión Eufor Althea.




El Oficio señala que, en ejercicio de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, el Consejo de Seguridad de dicha organización, mediante Resolución N° 2247 (2015), decidió renovar la autorización otorgada a través de su Resolución N° 2183 (2014), por un nuevo período de 12 meses. Esta última resolución autorizó a los Estados Miembros de las Naciones Unidas a establecer, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella y por un nuevo período de 12 meses, una fuerza multinacional de estabilización (misión Eufor Althea), que funcionaría bajo un mando y control unificados, y cumpliría sus misiones en relación a lo dispuesto en los anexos 1-A y 2 del Acuerdo Marco General de Paz en Bosnia y Herzegovina, en cooperación con el Cuartel General de la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN). Además, actuaría de conformidad con las disposiciones convenidas entre esta última organización y la Unión Europea, comunicadas al Consejo de Seguridad en cartas de fecha 19 de noviembre de 2004, donde se reconoce que la misión Eufor Althea tendría como función principal la estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del ya señalado Acuerdo Marco General de Paz en Bosnia y Herzegovina.




Finalmente, expresa que, siendo fundamental continuar con la contribución de nuestro país a la misión Eufor Althea, de acuerdo a lo establecido en los artículos 32 N° 17 y 53 N°5 de la Constitución Política de la República, así como también en las demás normas legales que regulan la materia, solicita el acuerdo del Honorable Senado de la República para prorrogar por el plazo de un año la permanencia de tropas y medios militares chilenos en Bosnia y Herzegovina, de acuerdo a los antecedentes que se acompañan a la presente comunicación, en cumplimiento de lo establecido en el inciso segundo del artículo 9 de la ley N° 19.067.


2.- Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones y antecedentes:


a) Artículo 53, N° 5), de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.

Agrega la norma que si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.

b) Ley Nº 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.

c) Decreto Nº 68, del Ministerio de Defensa Nacional, promulgado el 14 de octubre de 1999 y publicado en el Diario Oficial el 10 de noviembre de 1999, que aprueba la Política Nacional para la participación del Estado Chileno en Operaciones de Mantenimiento de la Paz.


d) Decreto supremo N° 75, del Ministerio de Relaciones Exteriores, promulgado el 5 de mayo de 2009 y publicado en el Diario oficial de 14 de septiembre de 2009, que Crea Comisión Interministerial de Operaciones de Paz.


e) Resolución Nº 1722 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 21 de noviembre de 2006, que prorroga la misión en Bosnia y Herzegovina.

f) Oficio Nº 22.602, de 29 de julio de 2003, del Honorable Senado de la República, acordado en sesión Nº 15, legislatura 349ª del año 2003.

g) Resolución Nº 1785, del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 21 de noviembre de 2007, que prorroga la misión en Bosnia y Herzegovina.


h) Oficio del Honorable Senado de la República Nº 1.619/SEC/07, de 12 de diciembre de 2007, que comunica la prórroga de la autorización para la salida de tropas.


i) Resolución Nº 1845 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 20 de noviembre de 2008, que prorroga por doce meses la misión en Bosnia y Herzegovina.

j) Oficio Nº 1.049/SEC/09, de 21 de diciembre de 2009, del Honorable Senado de la República que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2010. 

k) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 1.948, de 18 de noviembre de 2010, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR).


l) Oficio Nº 1.185/SEC/10, de 22 de diciembre de 2010, del Honorable Senado de la República que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2011.

m) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.019, de 16 de noviembre de 2011, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR ALTHEA).

n) Oficio Nº 1.492/SEC/11, de 20 de diciembre de 2011, del Honorable Senado de la República que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2012.

ñ) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.074, de 14 de noviembre de 2012, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR ALTHEA).

o) Oficio Nº 1.117/SEC/12, de 18 de diciembre de 2012, del Honorable Senado de la República, que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2013.

p) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.123, de 12 de noviembre de 2013, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR).

q) Oficio Nº 972/SEC/13, de 18 de diciembre de 2013, del Honorable Senado de la República, que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2014.

r) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.183, de 11 de noviembre de 2014, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR).

s) Oficio Nº 1.512/SEC/14, de 16 de diciembre de 2014, del Honorable Senado de la República, que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2015.

t) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.247, de 10 de noviembre de 2015, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR).

3.- Antecedentes de la Fuerza Nacional de Estabilización (EUFOR), documento preparado por el Ministerio de Defensa Nacional.- Informe preparado, en conformidad a lo dispuesto por el Título II, párrafo 2º de la ley N° 19.067 modificada por la ley N° 20.297, de 13 de diciembre de 2008.
“FUNDAMENTOS PARA PRORROGAR LA PERMANENCIA DE TROPAS NACIONALES EN LA OPERACIÓN EUFOR-ALTHEA HASTA DICIEMBRE DE 2016

RENOVACIÓN DEL MANDATO EN BOSNIA Y HERZEGOVINA

	I.
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	II.
	Explicitación de los objetivos perseguidos y del modo en que el interés nacional o la seguridad de la Nación se ven involucrados.

	

	
	
	

	III.
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	IV.
	Exposición de las normas de empleo de la  fuerza en el marco del mandato o solicitud
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	V.

	Descripción de las tropas desplegadas en el área de misión.

	

	
	
	

	VI.
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	VII.

	Estimación global del costo financiero de la  participación nacional en la operación, incluidas las donaciones en dinero o especies a ser realizadas en la misión de paz y las fuentes de su financiamiento.          
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I. EXPOSICIÓN DEL MANDATO DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS:





Antecedentes:





El Acuerdo de Dayton del año 1992 estableció el marco general para la Paz en Bosnia y Herzegovina que fue firmado en París el 14 de diciembre de 1995 por la República de Bosnia-Herzegovina, la República de Croacia y la República Federativa de Yugoslavia (ahora Serbia y Montenegro), establece que los tres estados balcánicos se comprometen a respetar plenamente la igualdad soberana de los demás, resolver las controversias por medios pacíficos y abstenerse de todo acto que involucre amenazas, uso de la fuerza o algún otro medio, contra la integridad territorial e independencia política de Bosnia-Herzegovina o de cualquier otro Estado, conforme a la Carta de las Naciones Unidas.





Inicialmente, fue desplegada en Bosnia-Herzegovina  la Fuerza de Protección de la ONU (UNPROFOR)  y las operaciones de estabilización de la OTAN (IFOR y SFOR). Posteriormente, por medio de la resolución Nº 1551 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas del 9 de julio del 2004, se otorgó el visto bueno al traspaso del mando desde OTAN a la Unión Europea a partir del 2 de diciembre del 2004, dando origen a la Misión de la Unión Europea (EUFOR-ALTHEA), dentro del marco de la Política Europea de Seguridad y Defensa (PESD).





La Operación “ALTHEA”, tiene por objetivo apoyar los procesos políticos por medio de capacidades militares disuasivas que generen un ambiente seguro y que además, cooperen a fortalecer las capacidades de las Fuerzas Armadas de Bosnia-Herzegovina, para que puedan asumir las responsabilidades de seguridad del territorio bosnio.





El control político y la dirección estratégica de la EUFOR-ALTHEA, son ejercidos por el Comité Político y de Seguridad (COPS), bajo responsabilidad del Consejo de la UE y siguiendo las direcciones del mandato de la ONU.




Mediante Resolución Nº 2247 de 10 de noviembre de 2015, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas, “Autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan por un nuevo periodo de 12 meses a partir de la fecha de aprobación de la resolución, la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR ALTHEA), bajo mando y control unificados, de conformidad con las disposiciones convenidas entre la OTAN y la Unión Europea, y comunicadas al Consejo de Seguridad en su carta de fecha 19 de noviembre de 2004, donde se reconoce que la EUFOR ALTHEA desempeñará la principal función de estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del Acuerdo de Paz”.




El Mandato reafirma su compromiso con la solución política de los conflictos de la ex Yugoslavia, que permitiría salvaguardar la soberanía e integridad territorial y el compromiso de apoyar la aplicación del Acuerdo Marco General de paz en BYH, así como las decisiones pertinentes del Consejo de Aplicación del Acuerdo de Paz. De igual manera, autoriza a los Estados Miembros para que, adopten  todas las medidas necesarias, a instancias de la EUFOR – ALTHEA, para asegurar el cumplimiento del Acuerdo de Paz.




II. EXPLICITACIÓN DE LOS OBJETIVOS PERSEGUIDOS Y DEL MODO EN QUE EL INTERÉS NACIONAL O LA SEGURIDAD DE LA NACIÓN SE VEAN INVOLUCRADOS:





A. Antecedentes Generales:





La Política Exterior de Chile, comprometida con el mantenimiento de la paz y seguridad internacionales, se ha visto fortalecida por la participación del contingente nacional en la misión ALTHEA que ha contribuido, con el fortalecimiento del Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea firmado en 2001.




B. Estado de Situación:





1. Situación Política interna:





Si bien los Acuerdos de Dayton terminaron con la guerra y congelaron el conflicto, en la actualidad, Bosnia país extremadamente dependiente, que no se sostiene a sí mismo ni ha asumido a plenitud su futuro. La situación actual deriva de las difíciles relaciones político-sociales existentes entre los líderes étnicos de las entidades, la tradicional falta de voluntad de la clase política y el reducido poder de las autoridades centrales para asumir reformas1, lo que ha generado las actuales condiciones de dependencia económica externa y un proceso muy lento de adhesión a la Unión Europea (UE).




Las tensiones interétnicas se han mantenido, principalmente por una nueva impronta separatista de la entidad serbia. El Presidente de dicha entidad, Milorad Dodik anunció un referéndum para determinar si el Alto Representante y la Corte Nacional (Principal órgano del poder judicial en Bosnia y Herzegovina) tienen o no autoridad en la región autónoma serbia y sobre sus habitantes, y otro referéndum sobre la independencia de dicha República para el año 2018.




La precariedad institucional y estatal de Bosnia y Herzegovina se hizo evidente también en la demora de más de 6 meses en la obtención de un acuerdo para constituir del gobierno, tanto a nivel de la Federación como estatal, tras las elecciones de 2014.





Todo esto resulta en una paralización histórica y permanente de la política interna de Bosnia Herzegovina, especialmente grave considerando que requiere de importantes reformas en su economía, estado de derecho y buena gobernanza, que le permitan reforzar su institucionalidad, enfrentar la precaria situación económica, e impulsar el proceso de adhesión del país a la UE.





2. Situación de Seguridad:





Factores determinantes en la situación de seguridad:





Convivencia entre etnias, religiones y culturas:





El país y particularmente Sarajevo se convierte en una realidad multicultural ya desde el siglo XV cuando se recibe a judíos expulsados de España. Posteriormente, austríacos, ucranianos, italianos, eslovenos y turcos, entre otros, convivieron pacíficamente. Entre católicos y musulmanes existía respeto. Sin embargo, esta situación cambia después de la guerra de 1992-19952 que fragmentó la convivencia existente. A pesar de la persistencia de divisiones internas, los actuales intentos por restaurar la convivencia están dando lentamente sus frutos. En este sentido, es importante destacar la participación internacional en los esfuerzos para garantizar, por medio de la política, la seguridad del país.





Al respecto, los esfuerzos se han orientado a lograr la reconciliación interna, pilar fundamental para iniciar cualquier proceso de reformas constitucionales. De esta manera, se puede afirmar que, pese a la existencia de una estructura estatal antigua e ineficiente, la convivencia entre musulmanes (la mayoría del país) y católicos es pacífica, asunto de vital importancia para la seguridad del Estado en general.




Se aprecia que la convivencia entre las comunidades no es tan difícil y que los ciudadanos quieren finalmente, olvidar la guerra y dedicar su atención a mirar como el Estado mejora sus condiciones económicas y sociales. En este sentido, la población aprecia que acercarse a las estructuras euro atlánticas de la Unión Europea, puede contribuir en el proceso de cerrar heridas y labrar un futuro nacional en paz.




Situación de los Partidos Nacionalistas:





La principal amenaza para BYH en la actualidad, son declaraciones de independencia étnicas expresadas tradicionalmente por los sectores nacionalistas, y como hemos visto, principalmente de la República de Srpska.





Los partidos que son predominantes en el gobierno, aun manteniendo intereses muy divergentes, en el último tiempo han logrado ponerse de acuerdo en muchas materias y existe optimismo sobre el aporte que podrán hacer, desde el poder al futuro nacional.





Una institucionalidad que permita reforzar las condiciones de seguridad en el país deberá poner atajo a la amenaza del secesionismo que, instalado por años, ha provocado inestabilidad y agitación social, más allá que se reconozca su carácter retórico y ausencia de verdadera voluntad de materializarlo.





Amenazas emergentes:





Existen informes que advierten sobre la intención de diversas agrupaciones terroristas de utilizar a los países balcánicos para llegar a Europa Central y en el caso de Bosnia, explotar las líneas étnicas y las tensiones internas del país para sus fines de reclutamiento o paso.3 Del mismo modo, se conoce de la existencia en el país, de mayoría musulmana, de ciertos movimientos radicales cuyos integrantes, en número que no supera el medio millar de individuos, han adoptado la ideología de la secta puritana Sunita Wahabí y en algunos casos, motivados por ideales o dinero, han viajado a Siria e Irak. Se trata por ahora de focos reducidos y el asunto se encuentra actualmente bajo control de las autoridades bosnias, las que desde mediados del 2014 vienen realizando redadas policiales destinadas a neutralizar redes islámicas terroristas, particularmente de reclutadores, de diferente origen.





Debido a un ataque de motivaciones islámicas radicales perpetrado contra una Comisaría Policial en la ciudad de Zvornik4, las autoridades del Ministerio del Interior determinaron replantear los niveles de seguridad nacionales, para evitar la proliferación de células extremistas y que el país se transforme en foco habitual de atentados. Del mismo modo, se estableció que las autoridades de seguridad del país seguirán abordando de manera frecuente el problema del terrorismo.5




Por ahora, el riesgo más palpable en esta materia es que, como ocurre en otros países balcánicos, son las difíciles condiciones económicas de la población, que afectan principalmente a jóvenes carentes de educación, que podría motivar el formar parte de agrupaciones terroristas y participar eventualmente en la lucha armada yihadista en Europa, a cambio de sueldos que no pueden conseguir en su país.6 Sin embargo, se estima que la amenaza yihadista se encuentra bajo control en BYH y que el tipo de islamismo que profesan los bosniacos, de carácter moderado, se aleja absolutamente de las prácticas del yihadismo radical y terrorista.





El islamismo de BYH tiene una larga historia de convivencia con el cristianismo y el judaísmo y en Sarajevo, conviven mezquitas, sinagogas e iglesias católicas. La actitud de la comunidad musulmana bosniaca ha sido muy positiva, incluso defendiendo la libertad de expresión y condenando los ataques de París.





Otros eventos que afectaron el clima de seguridad:





A mediados de este año se desarrollaron al menos tres eventos que remecen permanentemente la sensibilidad de los ciudadanos de BYH. En primer término, la conmemoración de la Masacre de Srebrenica7 ocurrida dentro del contexto de la guerra de Bosnia, que causó tensiones con la vecina Serbia, las que llegaron a tal punto que el PM de dicho país, Aleksander Vucic fue atacado por los presentes en la ceremonia. El asunto logró ser superado con la visita de los miembros de la Presidencia de BYH al PM Vucic y el compromiso de investigar el hecho.





En segundo término, además, la reanudación desde fines de junio en La Haya del juicio al principal responsable de Srebrenica, el General Ratko Mladic y el dictamen del Tribunal Militar de Arnhem que resolvió que el General Thom Karremans, a cargo de los pacificadores holandeses en Srebrenica, podría no ser considerado penalmente responsable de los cargos de que se le acusa en razón de la responsabilidad del mando, fueron situaciones que catalizaron animosidades étnicas y rememoró situaciones sobre las que miles de serbios tienen algún tipo de experiencia traumática.





Control policial de la ruta de los Balcanes:





Para BYH, es imperioso el control de la ruta de los Balcanes, usada por el crimen organizado, con el objeto de impedir el tráfico de drogas, armas y personas, estas últimas provenientes de Europa del Este, África y Medio Oriente.





3. Situación socioeconómica:





Si bien algunas estadísticas generales en 2015 han mejorado respecto del año 2014, gran parte de la actividad económica no es oficial y no se encuentra registrada. Entre los factores que han contribuido a la debilidad económica, se cuenta la estructura descentralizada del Estado, que dificulta la coordinación entre la política económica y la conducción estatal, el exceso de burocracia y la segmentación del mercado que ha desalentado la inversión extranjera.





En el país existe un endémico nivel de desigualdades que se vio agravado después que el Estado, sometido a los influjos de la crisis económica mundial, decidiera aprobar y aplicar las medidas de austeridad exigidas por el “Fondo Monetario Internacional” (FMI), e incluirlas dentro de sus políticas fiscales, tanto en la Federación como en la República de Sprska.




De igual forma posee deficiencias estructurales internas en todos sus sectores económicos, una escasa productividad, bajo crecimiento del Producto Interno Bruto, elevados niveles de desempleo y costo de la vida, un proceso de privatizaciones lento e irregular, particularmente a nivel de la Federación de BYH y trabajadores cesantes que no han podido recibir sus pensiones.




Entre las prioridades económicas del país se encuentran, lograr su integración en la “Unión Europea” (UE), el fortalecimiento del sistema fiscal, la reforma de la administración pública, la integración en la “Organización Mundial del Comercio” (OMC) y asegurar el crecimiento económico por medio del fomento de un sector privado dinámico, competitivo y autosustentable.




A nivel local no existe un marco legal adecuado para la generación de políticas públicas, lo que ha hecho más difícil sortear la crisis económica. A nivel internacional, las deficiencias estructurales internas en todos los sectores económicos, hacen que la economía bosnia sea altamente dependiente de la cooperación internacional y que muestre los efectos de la implementación de las medidas de austeridad.





El 01 de junio 2015 entró en vigor el Acuerdo de Estabilización y Asociación (AEA)8 entre  Bosnia y Herzegovina (BYH) y la Unión Europea (UE) que junto con establecer una estrecha asociación entre las partes, profundiza los lazos políticos, económicos y comerciales y establece compromisos iniciales de carácter aduanero, Comerciales y de información pública. La activación de este acuerdo significa un cambio en la estrategia en la UE, optando primero por asegurar que el país disponga de los medios para mejorar su economía y luego, dar los pasos necesarios para ser declarado país candidato a la UE y caminar hacia la integración.9




Cooperación Económica Turquía - Bosnia y Herzegovina:





El Presidente Turco Recep Tayyip Erdogan, de paso en Sarajevo en mayo 2015, señalo que Turquía pretende sumar otros 25 millones de Euros a los 50 millones que ya ha invertido en BYH, por medio de la firma de diversos acuerdos en el sector de la industria de armas, turismo y desarrollo de infraestructura. 





4. Situación y perspectivas para la Misión ALTHEA:





La Misión Althea es una de las formas en que la Comunidad Internacional (Chile incluido), por medio de la Unión Europea, puede cooperar en la compleja situación de BYH para la ejecución de las reformas institucionales que el país requiere para su integración Euro Atlántica y su ingreso a las instituciones europeas.





Los principales factores que se consideran en este informe referidos a la matriz de seguridad y que determinan el grado de amenaza existente sobre el orden interno nacional, son el terrorismo, el crimen organizado (tráfico de armas, drogas y personas), la corrupción y el espionaje.




Dada la situación interna, las tensiones étnicas que persisten entre los tres grupos constitutivos y las dificultades económicas que afectan a la población, BYH está lejos aún de alcanzar una estabilidad duradera. Por lo mismo, hay condiciones objetivas que podrían, en un contexto determinado, gatillar situaciones que generen una conflictividad mayor.





A la fecha no se registran dentro del país problemas graves de seguridad que no puedan ser abordados y solucionados con el apoyo de la misión EUFOR y por las autoridades de la Operación “ALTHEA”. El problema principal lo constituyen acciones terroristas ocasionales (colocación de artefactos explosivos), por parte de grupos ultranacionalistas que buscan mantener la tensión política y generar caos y temor en la población.





Las instituciones encargadas del orden y seguridad nacional, amparadas en EUFOR, continúan propiciando las condiciones para la mantención de un ambiente más seguro y estable, no vislumbrándose en el futuro cercano riesgos o amenazas importantes que puedan afectar el desarrollo de la Misión, a sus integrantes o la población nacional e internacional dentro del país.




Las Fuerzas Armadas de BYH poseen una estructura uniforme, integrada e independiente. Sin embargo, aún es necesario continuar con su fortalecimiento doctrinario. Por tal razón, EUFOR mantiene el programa de asistencia por medio de una División de Entrenamiento, proporcionando la asesoría necesaria para el fortalecimiento de un sistema de educación y entrenamiento para las Fuerzas Armadas de BYH,  bajo estándares homologados a la doctrina OTAN.





La Unión Europea ha reiterado en diversas ocasiones e instancias su compromiso de continuar la Operación “ALTHEA” hasta que todos los objetivos políticos y militares de la misión hayan sido logrados. Esta operación mantiene presencia a través de las casas LOT y su cuartel general conforme a las disposiciones del acuerdo “Berlín Plus10”.





Aunque hay opiniones divididas respecto al futuro de BYH, existe consenso en las Naciones Unidas y en la mayoría de los países europeos sobre la necesidad de mantener esta Misión. Por su parte, la Oficina del Alto Representante de Naciones Unidas y la Representación Especial de la Unión Europea, han ratificado que mantendrán su presencia durante los próximos años en Sarajevo, de manera de continuar cooperando al fortalecimiento de una plena democracia en el país, ya que se acrecienta la necesidad de mantener la misión, sobre todo por las constantes reclamaciones políticas y socio económicas, que pueden desencadenar en hechos de relevancia y así elevar las tensiones políticas y de segregación entre grupos étnicos.




Considerando los antecedentes, la misión para el presente año y siguientes, no se prevé disminución ni cierre de ésta; solo se ha evidenciado el retiro de parte de las fuerzas (no más de 9 personas), pertenecientes a La República de Macedonia de la ex Yugoslavia, quienes cumplían labores mínimas de atención sanitaria en Camp Butmir, localidad donde se encuentra desplegado el Cuartel General de EUFOR. Estas tareas fueron asumidas en su totalidad por las tropas del contingente austriaco.





La fuerza de la misión en BYH, con sede en Sarajevo (Camp Butmir), se compone de 812 personas, de los cuales 128 están en el Cuartel General, 136 en las Casas LOT, 243 en el Batallón Multinacional (Austria, Hungría y Turquía), 214 en los NSEs (National Support Element) y 91 desplegados en distintas agrupaciones menores. 





Los países que aportan con tropas a la operación no miembros de la UE son Albania, República de Macedonia de la ex-Yugoslava, Suiza, Turquía y Chile, siendo nuestro país el único representante latinoamericano en esta misión.





Cuadro con apreciación del estado de la población local en referencia a las tropas desplegadas por CHILFOR:

	Actitud
	Población local
	Conclusión

	Conformidad
	Aptitud para trabajar dedicadamente con el resto de los contingentes principalmente en el Cuartel General, así como el grado de eficiencia en el cumplimiento de tareas de patrullaje en la Casa LOT.
	Excelente imagen de EUFOR y de Chile en el área de operaciones por el trabajo permanente y la cercanía que se produce entre la población local y las tropas chilenas, gracias al espíritu de solidaridad demostrado en forma permanente.

	Aceptación
	Buena aceptación e interés para EUFOR y en general para las organizaciones de la Unión Europea.
	

	Alto Nivel
	Actividades de Casa LOT
	






5. Situación Política Internacional:





La estrategia de la Comunidad Internacional, ha venido aplicando la política de integración BYH en la Unión Europea y la OTAN. Esta estrategia sigue aún pendiente dado que el acuerdo de Dayton ha supuesto un marco institucional, que en la actualidad presenta un carácter complejo para los desafíos futuros, lo que para la Comunidad Internacional presenta la necesidad de renovar sus esfuerzos para evitar eventuales retrocesos11.





Durante el año 2015, la Comunidad Internacional ha seguido ejerciendo presión para que BYH avance en los cambios estructurales necesarios para superar el inmovilismo político y la crisis económica, avances que tampoco se puede apreciar en su proceso de incorporación a la UE, es así como se generó la propuesta de una agenda de reformas con un plazo al 2018, en la que se busca crear y mejorar las condiciones para cumplir el objetivo principal, el cual es cumplir con los requisitos para integrarse a la Unión Europea, basados principalmente en 6 puntos: 





- Finanzas públicas, impuestos y sostenimiento fiscal.





- Clima adecuado para la ejecución de negocios y la competitividad.





- Incremento del mercado para el trabajo.





- Bienestar social y reforma al sistema de pensiones.





- Estado de derecho y calidad en la gestión de gobierno.





- Reformas a la administración pública.




El primer informe o estado de avance de esta mesa de trabajo, será elaborado en diciembre de 2015, por lo que habrá que esperar hasta esa fecha para evaluar cómo ha resultado esta iniciativa.12




En relación con la incorporación de BYH a la OTAN, aún permanece pendiente, en virtud que dicho país aún no da cumplimiento a las obligaciones contempladas en los procesos de planificación y auditoría (PARP) y el Programa de Membrecía Individual (IPP).




En el ámbito de las relaciones vecinales, el ingreso de Croacia a la Unión Europea, dejó en evidencia otros múltiples problemas que enfrenta BYH. La primera decisión adoptada por Croacia fue reforzar las medidas de seguridad en su frontera de 932 Km. En este sentido, con la cooperación de las autoridades policiales de Bosnia Herzegovina se trata de controlar el contrabando de drogas, armas y trata de personas vía ruta de los Balcanes, usada por el crimen organizado para ingresar ilegalmente emigrantes de Europa del Este, África y Medio Oriente.





En el ámbito de los derechos humanos, continúan los problemas respecto a la prestación de servicios y el acceso a la justicia para unos 20.000 supervivientes de delitos de violencia sexual. El estigma continúa presente y muchos son reacios a denunciar los abusos que han sufrido. El motivo se debe a que presuntos autores se encuentran en posiciones de influencia en instituciones del Estado, como la policía, así como también en la esfera política13.





Un factor de importancia, se puede mencionar que la construcción de un cerco fronterizo, llevada a cabo por Hungría y Serbia, sumado a un acuerdo entre Hungría, Serbia y Austria en febrero del 2015, para frenar la inmigración ilegal, terrorismo y extremismo; ha producido un aumento de uso de rutas de tráfico mediante BYH, lo que sumado al aumento de personas provenientes de Medio Oriente, ha obligado a un esfuerzo superior de policías y agencias de orden y seguridad locales, para evitar este tráfico ilegal, situación que también se ha visto compleja desde el punto de vista de los refugiados que desde Siria intentan acceder hacia países más desarrollados como Alemania, en busca de mejores oportunidades.14




C. Fundamentos para la renovación del mandato:





1. Consistencia con las prioridades, principios e intereses de la Política Exterior:





a. Generalidades:





Desde el punto de vista de la Política Exterior de Chile, la resolución multilateral de los conflictos internacionales implica el asumir responsabilidades junto a otros actores para contribuir a la mantención de la paz y seguridad internacionales. Esto tiene para Chile un valor intrínseco, pues guarda relación con valores, principios e intereses nacionales de carácter permanente, como son el respeto del derecho internacional, los valores democráticos, la solución pacífica de controversias, la promoción de los derechos humanos y el impulso a los mecanismos multilaterales como una forma de dar gobernabilidad al sistema internacional. En esta perspectiva, el aislamiento en un periodo de globalización e integración regional es considerado por nuestro país como inconducente y hasta riesgoso para el interés nacional.





Entre las prioridades de la política exterior en lo referido a la agenda internacional, debe considerarse lo siguiente:





- Chile privilegia el derecho internacional y el multilateralismo como mecanismos orientadores de su quehacer internacional. En este contexto, Chile tiene la voluntad de contribuir a la promoción y defensa de los derechos humanos, la seguridad alimentaria, la seguridad humana, la promoción de los valores democráticos y la reducción de la pobreza.





- Siendo la seguridad mundial una tarea colectiva relacionada con la capacidad de los estados de enfrentar antiguas y nuevas amenazas capaces de afectar a las sociedades políticas y civiles de las naciones, nuestro país actúa en Operaciones de Paz en estrecha relación con otros estados, recibiendo y entregando flujos de experiencia y conocimiento.





- Se considera que las Operaciones de Paz, son un medio que contribuye al desarrollo de los estados en conflicto, en la medida que promueven la instauración del estado de derecho, la democracia y los derechos humanos.





- Chile respalda el concepto de la responsabilidad de proteger, que implica la utilización de medios y recursos técnicos y humanos para aliviar el sufrimiento y proteger a poblaciones civiles afectadas por violencia armada. Para ello, actúa en el marco de distintas instancias multilaterales a nivel global, regional y subregional, siempre conforme al Derecho Internacional y bajo los preceptos de la Carta de las Naciones Unidas.





- Chile reconoce la existencia de una estrecha coincidencia de principios, valores y visiones entre Chile y la Unión Europea. En esta línea, los grandes objetivos de la política exterior de Chile hacia Europa para la próxima década serán continuar fortaleciendo el diálogo político a nivel bilateral, así como consolidar nuestros vínculos sobre la base de la profundización de los intercambios económicos, comerciales y la cooperación en sus distintas formas. Resultado de ello, es que el Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea firmado en 2002, contempla no sólo aspectos políticos y económicos, sino que contiene consideraciones estratégicas, sobre las que se ha desarrollado la cooperación en el marco de la operación en Bosnia Herzegovina.





b. Incorporación de Chile al Sistema de Gestión de Crisis de la U.E.:





Chile, a través de la operación ALTHEA, ha logrado profundizar los vínculos con la Unión Europea, lo que fortalece la influencia y el prestigio de Chile en el ámbito exterior. La participación chilena en EUFOR contribuye a dar proyección a las prioridades de la Política exterior, orientada a la resolución multilateral de conflictos internacionales, permitiendo reafirmar los vínculos que en esta materia se han establecido con la Unión Europea.





Como resultado de lo indicado en el punto anterior, el 30 de enero de 2014 se suscribió el Acuerdo entre la República de Chile y la Unión Europea que crea un marco para la participación de la República de Chile en las Operaciones de Gestión de Crisis de la Unión Europea que entró en vigor el 1° de octubre del  presente año. Mediante este instrumento, Chile se transformó en el primer país latinoamericano en ingresar como asociado al sistema de operaciones de gestión de crisis de la Unión Europea.





En relación a lo anterior, con fecha 10 de septiembre de 2015, el Ministerio de Relaciones Exteriores, informó a la Delegada de la Unión Europea en Chile, que se cumplió en Chile los procedimientos internos nacionales necesarios para entrada en vigor del Acuerdo que Crea un Marco para la Participación de la República de Chile en las Operaciones de Gestión de Crisis de la Unión Europea, que entró en vigor a partir del 01 de octubre 2015, al cumplirse todos los procedimientos legales internos.




Finalmente, con la entrada en vigor del Acuerdo Marco de Gestión de Crisis con la UE., se considera conveniente continuar cooperando con ese organismo internacional a través de la Operación ALTHEA, la cual es una de las operaciones constitutivas del Sistema de Gestión de Crisis de la U.E.




c. Beneficios relación bilateral Chile-Bosnia y Herzegovina





La relación de Chile con Bosnia Herzegovina, si bien amistosa, cuenta con una agenda de trabajo y cooperación reducida. En este sentido, la participación de Chile Operación ALTHEA es uno de los pilares de la relación bilateral, algo que el gobierno bosnio ha agradecido en reiteradas oportunidades, destacando que se trata del único país latinoamericano presente en esa misión de paz.




2. Beneficios para las Fuerzas Armadas:





La presencia nacional en BYH como parte del contingente internacional de la Unión Europea para la gestión de crisis en la Operación “ALTHEA”, se considera de alto impacto, toda vez que tiene repercusiones político-estratégicas tanto a nivel nacional derivado de la política exterior de Chile, como internacionales producto de la imagen país y su consecuente impacto respecto de la forma en que países integrantes de la Unión Europea, ven a los miembros de las FF.AA de Chile, operando de igual a igual en un ambiente multinacional.





El hecho de contar con personal en dos de los más importantes escenarios de la operación, como son el Cuartel General y un Equipo de Observación y Enlace (Casa LOT), permite posicionar a Chile, como un integrante activo y permanente en ambos frentes, generando un aporte significativo a la Misión, en términos de trabajo de Estado Mayor (personal en el Cuartel General), junto con el aporte de obtención de información a través de fuentes abiertas, reuniones con autoridades locales y entrevistas ocasionales como parte del trabajo de la Casa LOT.





Es importante destacar la preparación y la experiencia profesional que el contingente chileno adquiere al interactuar con efectivos militares de diversos países miembros de la UE bajo las normas militares de la OTAN15. Asimismo, se tiene la posibilidad de entrenar en un ambiente militar internacional de primer nivel, permitiendo obtener experiencias y aprendizajes con particular valor en el marco de futuras operaciones de paz de Naciones Unidas y de la Unión Europea en que participe Chile.




Así mismo, Chile es el único país no europeo que participa en “EUFOR - ALTHEA” y el profundizar las capacidades de nuestras tropas16 ha permitido que los efectivos nacionales cubran puestos relevantes y de responsabilidad en la estructura del Cuartel General.




Finalmente, en virtud de los respectivos estudios técnicos realizados a la fecha y acorde a lo solicitado por las autoridades de EUFOR, se estima de toda conveniencia que nuestro país continúe participando en la operación el año 2016, manteniendo la misma estructura de participación en la fuerza militar de estabilización.





III. LAPSO QUE COMPRENDE LA SOLICITUD:





Consecuente con el mandato de Naciones Unidas precedentemente expuesto y en consideración a los fundamentos señalados, la solicitud para prorrogar la autorización para que tropas y medios nacionales permanezcan  en la misión de EUFOR, ALTHEA en Bosnia y Herzegovina por el plazo de doce (12) meses a partir del 1 de enero y hasta el 31 de diciembre del año 2016, se somete a consideración del Honorable Senado de la República. 





IV. EXPOSICIÓN DE LAS NORMAS DE EMPLEO DE LA FUERZA EN EL MARCO DEL MANDATO O SOLICITUD:





En términos generales, el empleo de tropas militares en operaciones de paz se supedita a las disposiciones contenidas en la Ley Nº 19.067, modificada por la Ley Nº 20.297, que “Establece Normas Permanentes sobre Entrada de Tropas Extranjeras en el Territorio de la República y Salida de Tropas Nacionales del Mismo”, particularmente lo establecido en su Título II.




En términos específicos, estas misiones están regidas por la Política Nacional para la Participación del Estado de Chile en Operaciones de Paz (Anexo “B”), promulgada mediante Decreto Supremo (G) Nº 68 del 14 de octubre de 1999, que establece las tareas concretas que pueden desempeñar las tropas nacionales y sus limitaciones. Asimismo, esta norma legal explicita los criterios político-estratégicos, operativos y administrativos que el Estado de Chile asume para evaluar su participación en operaciones de paz.





Por otra parte, Naciones Unidas, mediante la Resolución Nº 2123 del 12 de noviembre 2013, al igual que sus resoluciones anteriores, otorga el marco jurídico a la EUFOR y en consecuencia, autoriza el empleo legítimo de la fuerza en caso de necesidad. Lo anterior, basado en las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas.





Las reglas de enfrentamiento que operan para este caso son las generales de las Naciones Unidas y las de la Unión Europea, que señalan que las armas individuales sólo se emplean para autodefensa inmediata. 





En el caso del contingente nacional, por tratarse de efectivos cuya función principal es la de “observación y enlace”, no se contempla un empleo en acciones coercitivas, por lo que todo el personal opera sin armamento de guerra, con la sola excepción del arma de puño, la que es utilizada sólo en caso de defensa propia inmediata. 





V. DESCRIPCIÓN DE LAS TROPAS DESPLEGADAS EN EL ÁREA DE MISIÓN:





A. Fuerza Europea en Bosnia-Herzegovina:





La fuerza de la Misión en BYH, con sede en Sarajevo (Camp Butmir), se compone de 812 personas, de los cuales 128 están en el Cuartel General, 136 en las Casas LOT, 243 en el Batallón Multinacional (Austria, Hungría y Turquía), 214 en los NSEs (National Support Element) y 91 desplegados en distintas agrupaciones menores.





Además, la EUFOR cuenta con las siguientes capacidades en Sarajevo:





- Unidad Médica.




- Unidad de Aviación.




- Sistemas de búsqueda de información y de observación.




- Comunicaciones integradas.




- Logística integrada.




- Protección de la Fuerza.




- Detección y destrucción de explosivos.





Organización de Situación de Alerta:





- Centro de coordinación de LOTs, en Sarajevo.




- Equipos de observación y enlace, en las principales ciudades.





De la misma manera, EUFOR cuenta con Reservas Militares Generales ubicadas en otros países europeos, bajo el concepto “Over the Horizon Forces”, constituidas por fuerzas de reserva táctica de apoyo mutuo, fuerzas de reserva operacional y fuerzas de reserva estratégica, todas en condiciones de concurrir a Bosnia o a la zona de conflicto, de acuerdo a la necesidad de la fuerza aplicable.





La Fuerza EUFOR está al Mando de un General de División austríaco y su Segundo Comandante es un General de Brigada húngaro. El Cuartel General cuenta con las siguientes Divisiones: División de Operaciones; División de Información y Análisis; División de Generación de Capacidades y Entrenamiento; y la División de Apoyo; cada una al mando de un Oficial Superior (Coronel o equivalente).





B. Contingente de Chile en la Misión de BYH:





El personal considerado para el período 2016 para esta Operación es de 15 efectivos:





1. En el Cuartel General de EUFOR en la Base “Butmir” de Sarajevo:





1 Oficial Comandante de Contingente y Jefe de los Equipos de Observadores.




1 Oficial Segundo Comandante de Contingente y Especialista en Mantenimiento.




1 Oficial Administrativo.




1 Oficial Controlador de Operaciones Conjuntas.




1 Suboficial Registrador Documentación Secreta.




1 Suboficial Jefe de Programación.




1 Suboficial Asistente del Escritorio de Observación.





Sub total: 7 efectivos.





2. En el Puesto de Observación (LOT), en la ciudad de Banja Luka:





1 Oficial Comandante de Equipo de Observación.




2 Oficiales Jefes de Patrullas de Observación.




1 Suboficial de sostenimiento.




4 Suboficiales patrulleros.




Sub total: 8 efectivos.





TOTAL DEL CONTINGENTE: 15 efectivos. 





3. Tareas:





El Contingente Nacional que se desempeña en el Cuartel General, como componente de dicha organización, es parte de las actividades que se desarrollan a ese nivel y que están destinadas a la formación de efectivos bosnios y a la consolidación de sus capacidades. Paralelamente, se mantienen los medios necesarios (fuerza de contención y reserva creíble de fuerzas militares disponibles) en terreno para apoyar la capacidad de disuasión del Estado, lo que incluye mantener fuera del territorio bosnio una fuerza capaz de moverse rápidamente e intervenir si es necesario, conforme a un seguimiento metódico de la situación para la mantención o restauración de un entorno seguro.




El personal chileno que se desempeña en el sistema de casas LOT (Equipo de Observación y Enlace), tiene un rol importante en la provisión de información diaria para contar con una evaluación general de la situación de seguridad en BYH, y forma parte de la matriz situacional de la Misión EUFOR- ALTHEA.




Las tareas de los Equipos de Observación y Enlace (casas LOT) son la recolección de información de fuentes abiertas mediante un proceso de contacto permanente con la población y autoridades locales, organismos internacionales y ONG’s.




Las principales tareas desarrolladas por el contingente chileno durante el presente año son las siguientes:





- Reuniones con autoridades Municipales y Policiales: 615.




- Reuniones con personas civiles (bomberos, juntas vecinales, personas locales destacadas y otros): 269 anualmente.




- Patrullajes motorizados: 830 anualmente.





VI. ORGANIZACIÓN DEL MANDO DEL CONTINGENTE NACIONAL, EQUIPAMIENTO Y MATERIAL DE APOYO:





Todo el personal que está desplegado en Bosnia Herzegovina, se encuentra bajo el mando de las autoridades nacionales. En lo que respecta a lo operacional, las tropas chilenas en BYH, dependen del Jefe del Estado Mayor Conjunto, en su rol de Autoridad Militar Nacional para Operaciones de Paz, quien a su vez delega la coordinación operacional en el Director de Operaciones y Conducción Conjunta.





En conformidad a la legislación chilena, el mando de las tropas desplegadas en BYH dentro del Área de Misión le corresponde al Comandante del Contingente, que es un oficial del grado de Teniente Coronel quien, como fuera señalado, reporta directamente al Jefe del Estado Mayor Conjunto, en su calidad de Autoridad Militar Nacional.





En cuanto a las relaciones de mando y coordinación con la Fuerza Europea, el contingente nacional se encuentra bajo el “control operacional” del Comandante de EUFOR. Este tipo de subordinación no es total, ya que como fuera señalado anteriormente, el mando total depende de Chile. En otras palabras, nuestro personal cumple sólo aquellas tareas operacionales que no vayan en contra a nuestra legislación nacional.





VII. ESTIMACIÓN GLOBAL DEL COSTO FINANCIERO DE LA PARTICIPACIÓN NACIONAL EN LA OPERACIÓN, INCLUIDAS LAS DONACIONES EN DINERO O ESPECIES, A SER REALIZADAS EN LA MISIÓN DE PAZ Y LAS FUENTES DE SU FINANCIAMIENTO:





Los montos que a continuación se describen se encuentran autorizados en el presupuesto financiero del año 2016 de Estado Mayor Conjunto y se desglosan como sigue:
Remuneraciones:

	DESCRIPCIÓN
	COSTO TOTAL

	Sueldo para 15 funcionarios del Ejército de Chile (ene-dic 2016)
	      1.134.148,00

	Total remuneraciones 2016
	US 1.134.148,00


Pasajes:

	DESCRIPCIÓN
	COSTO TOTAL

	Pasajes aéreos ida y regreso 2016 (2 relevos)
	        106.470,00

	Total pasajes 2016
	US$ 106.470,00


Operación y Funcionamiento:

	DESCRIPCIÓN
	COSTO TOTAL 2016

	VIÁTICOS
	                   20.600,00

	SUELDOS INTERPRETES
	                   75.706.60

	ALIMENTACIÓN
	                 181.292.38

	COMBUSTIBLE PARA VEHÍCULOS
	                   12.721.72

	MATERIALES DE OFICINA
	                     1.383.36

	MATERIALES Y UTILES DE ASEO
	                     2.063.32

	SERVICIOS BÁSICOS ELECTRICIDAD
	                     1.052.90

	TELEFONÍA FIJA
	                     2.595.68

	TELEFONÍA CELULAR
	                     8.931.80

	ACCESO A INTERNET
	                     6.063.14

	MANT. Y REPARACIONES
	                     4.106.92

	SERVICIOS DE ASEO
	                     1.587.50

	PASAJES Y FLETES
	                        613.66

	ARRIENDO DE EDIFICIOS
	                    28.197.12

	ARRIENDO DE VEHÍCULOS
	                    65.924.54

	GASTOS BANCARIOS
	                         104.52

	GASTOS MENORES
	                    10.157.04

	OTROS (ALOJAMIENTO Y LAVANDERÌA)
	                    10.397.68

	Total funcionamiento 2016
	US$           433.499,88


Reembolsos

	DESCRIPCIÓN
	COSTO TOTAL

	
	

	Total reembolsos 2016 por pasajes Cuartel General
	US$23.700,00


	TOTAL GENERAL AÑO 2016
	US$1.650.417,88           


Anexo 1

Resolución 2247 (2015)

Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 7555ª sesión, celebrada el 10 de noviembre de 2015

El Consejo de Seguridad,

Recordando todas sus resoluciones anteriores relativas a los conflictos de la ex Yugoslavia y las declaraciones de su Presidencia sobre el particular, incluidas las resoluciones 1031 (1995), de 15 de diciembre de 1995, 1088 (1996), de 12 de diciembre de 1996, 1423 (2002), de 12 de julio de 2002, 1491 (2003), de 11 de julio de 2003, 1551 (2004), de 9 de julio de 2004, 1575 (2004), de 22 de noviembre de 2004, 1639 (2005), de 21 de noviembre de 2005, 1722 (2006), de 21 de noviembre de 2006, 1764 (2007), de 29 de junio de 2007, 1785 (2007), de 21 de noviembre de 2007, 1845 (2008), de 20 de noviembre de 2008, 1869 (2009), de 25 de marzo de 2009, 1895 (2009), de 18 de noviembre de 2009, 1948 (2010), de 18 de noviembre de 2010, 2019 (2011), de 16 de noviembre de 2011, 2074 (2012), de 14 de noviembre de 2012, 2123 (2013), de 12 de noviembre de 2013, y 2183 (2014), de 11 de noviembre de 2014,

Reafirmando su compromiso con la solución política de los conflictos de la ex Yugoslavia, de manera que se preserve la soberanía y la integridad territorial de todos los Estados de la zona dentro de sus fronteras internacionalmente reconocidas,

Subrayando su compromiso de apoyar la aplicación del Acuerdo Marco General de Paz en Bosnia y Herzegovina y sus anexos (denominados colectivamente “Acuerdo de Paz”, S/1995/999, anexo), así como las decisiones pertinentes del Consejo de Aplicación del Acuerdo de Paz,

Tomando nota del 20º aniversario del Acuerdo de Paz, que desempeña un papel importante en la reconciliación después del conflicto en Bosnia y Herzegovina, así como en la región en sentido amplio, y allana el camino para la ejecución de las reformas en curso,

Acogiendo con beneplácito que en julio de 2015 las autoridades de Bosnia y Herzegovina aprobaran el programa de reforma, lo cual constituye un paso importante para el cumplimiento creíble de los compromisos asumidos por los dirigentes de Bosnia y Herzegovina, y exhortando a estos a mantener el impulso positivo en la ejecución de las reformas, en consonancia con las exigencias de los ciudadanos y en cooperación con la sociedad civil,

Recordando todos los acuerdos relativos al estatuto de las fuerzas que figuran en el apéndice B del anexo 1-A del Acuerdo de Paz, y recordando a las partes su obligación de seguir cumpliendo esos acuerdos,

Recordando también las disposiciones de su resolución 1551 (2004) relativas a la aplicación provisional de los acuerdos sobre el estatuto de las fuerzas que figuran en el apéndice B del anexo 1-A del Acuerdo de Paz,

Acogiendo con beneplácito la presencia continuada de la EUFOR ALTHEA, que lleva a cabo eficazmente actividades de creación de capacidad y adiestramiento, manteniéndose a la vez en condiciones de contribuir a la capacidad disuasiva de las autoridades de Bosnia y Herzegovina si así lo exige la situación,

Reiterando sus exhortaciones a las autoridades competentes de Bosnia y Herzegovina para que adopten las medidas necesarias a fin de que se cumplan los cinco objetivos y las dos condiciones, lo cual sigue siendo imprescindible para el cierre de la Oficina del Alto Representante, como se confirmó en los comunicados de la Junta Directiva del Consejo de Aplicación del Acuerdo de Paz,

Reafirmando las disposiciones relativas al Alto Representante que figuran en sus resoluciones anteriores,

Tomando nota del apoyo expresado por los dirigentes de Bosnia y Herzegovina a una perspectiva europea, sobre la base del Acuerdo de Paz,

Habiendo determinado que la situación de la región sigue constituyendo una amenaza para la paz y la seguridad internacionales,

Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas,

1. Reitera que la responsabilidad primordial de que el Acuerdo de Paz continúe aplicándose con éxito recae en las propias autoridades de Bosnia y Herzegovina, señala que la comunidad internacional y los principales donantes siguen estando dispuestos a apoyarlas en la aplicación del Acuerdo de Paz y exhorta a todas las autoridades de Bosnia y Herzegovina a que cooperen plenamente con el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, así como con el Mecanismo Residual Internacional de los Tribunales Penales, a fin de concluir su labor y facilitar el cierre del Tribunal con la mayor rapidez posible;

2. Acoge con beneplácito la intención de la Unión Europea de mantener una operación militar de la Unión (EUFOR ALTHEA) en Bosnia y Herzegovina después de noviembre de 2015;

3. Autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses a partir de la fecha en que se apruebe la presente resolución, una fuerza multinacional de estabilización (EUFOR ALTHEA) como sucesora legal de la SFOR, bajo mando y control unificados, que cumplirá sus misiones en relación con la aplicación de lo dispuesto en los anexos 1-A y 2 del Acuerdo de Paz en cooperación con la presencia del cuartel general de la OTAN, de conformidad con las disposiciones convenidas entre la OTAN y la Unión Europea y comunicadas al Consejo de Seguridad en sus cartas de fecha 19 de noviembre de 2004, donde se reconoce que la EUFOR ALTHEA desempeñará la principal función de estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del Acuerdo de Paz;

4. Decide renovar la autorización otorgada en el párrafo 11 de su resolución 2183 (2014) por un nuevo período de 12 meses, que se iniciará en la fecha en que se apruebe la presente resolución;

5. Autoriza a los Estados Miembros a que, actuando de conformidad con los párrafos 3 y 4 de la presente resolución, adopten todas las medidas necesarias para lograr la aplicación y asegurar el cumplimiento de lo dispuesto en los anexos 1 -A y 2 del Acuerdo de Paz, y destaca que las partes seguirán siendo consideradas igualmente responsables del cumplimiento de esas disposiciones y estarán sujetas por igual a las medidas coercitivas de la EUFOR ALTHEA y la presencia de la OTAN que sean necesarias para asegurar la aplicación de dichos anexos y proteger a la EUFOR ALTHEA y a la presencia de la OTAN;

6. Autoriza a los Estados Miembros a que adopten todas las medidas necesarias, a instancias de la EUFOR ALTHEA o del cuartel general de la OTAN, en defensa de la EUFOR ALTHEA o la presencia de la OTAN, respectivamente, y a que presten asistencia a ambas organizaciones en el cumplimiento de sus misione s, y reconoce el derecho de la EUFOR ALTHEA y de la presencia de la OTAN a tomar todas las medidas necesarias para defenderse en caso de ataque o amenaza de ataque;

7. Autoriza a los Estados Miembros a que, actuando de conformidad con los párrafos 3 y 4 de la presente resolución y en virtud del anexo 1-A del Acuerdo de Paz, adopten todas las medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de las normas y los procedimientos que rigen el mando y el control del espacio aéreo de Bosnia y Herzegovina con respecto a todo el tráfico aéreo civil y militar;

8. Decide seguir ocupándose de la cuestión.
Anexo 2

POLÍTICA NACIONAL PARA LA PARTICIPACIÓN DEL ESTADO DE CHILE EN OPERACIONES DE PAZ

Decreto Supremo Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Guerra Nº 68 de 14 de octubre de 1999, publicado en el Diario oficial Nº 36.510 del 10 de noviembre de 1999. 

Considerando:
1. Que Chile es parte de la comunidad internacional de naciones y que, en su carácter de Estado libre y soberano, aspira a participar activamente en las instituciones y foros que promueven la paz y el desarrollo de los pueblos;
2. Que Chile integra desde su origen la Organización de las Naciones Unidas, habiendo ratificado la Carta de dicha organización, así como otros tratados y acuerdos en el marco de ese organismo internacional;

3. Que la Carta de las Naciones Unidas establece en sus Capítulos VI; VII y VIII un sistema de seguridad internacional, que define las medidas disponibles para participar en las operaciones de paz, así como las reglas que las gobiernan;

4. Que la Constitución Política de la República de Chile establece que es deber del Estado de Chile resguardar la seguridad nacional;

5. Que, en un sentido integral y moderno, la seguridad de Chile depende de un diverso conjunto de factores, tanto internos como externos.

6. Que entre estos factores, cabe destacar la estabilidad y la seguridad internacionales. Asimismo, que la globalización de las relaciones deriva en que los conflictos repercuten internacionalmente en forma más amplia e intensa, por lo tanto, adquieren una mayor supremacía los pactos de seguridad y estabilidad internacional.

7. Que, al mismo tiempo, el Estado de Chile basa su política exterior en los principios de respeto a los tratados, observancia del principio de no intervención en asuntos de otros Estados soberanos y promoción de buenas relaciones entre los pueblos y los gobiernos, rechazando toda forma de expansionismo.

8. Que resulta indispensable que el Estado de Chile, dentro de los marcos de la Constitución Política, las leyes y los tratados vigentes, disponga de reglas y criterios que definan claramente la forma en que se produce la participación nacional en las indicadas operaciones, incluidas las operaciones de imposición de la paz.
9. Que solemnizar y dar publicidad a las reglas y criterios que informan la Política Nacional para operaciones de paz, son exigencias que derivan del derecho que asiste a la ciudadanía y especialmente, a las personas e instituciones directamente concernidas en orden a conocer la posición oficial del Estado de Chile sobre esta importante materia;

10. Que, finalmente, corresponde al Presidente de la República conducir las Relaciones Exteriores del país, extendiéndose su autoridad, además, a todo cuanto tenga por objeto la preservación del orden público en el interior y la seguridad externa de la República.
Visto lo dispuesto en los artículos 24 y 32 número 8 de la Constitución Política de la República, 

Resuelvo promulgar la siguiente "POLITICA NACIONAL PARA LA PARTICIPACIÓN DEL ESTADO DE CHILE EN OPERACIONES DE PAZ":
1. El mantenimiento y la promoción de la paz mundial constituyen objetivos permanentes de la política exterior chilena. Tales imperativos, representativos de la vocación pacífica del pueblo chileno y plenamente coherente con el interés nacional, deben informar siempre de la actuación de los agentes del Estado de Chile.

2. Fiel a los principios enunciados, el Estado de Chile reafirma solemnemente su compromiso de contribuir de manera activa al esfuerzo en pro de la paz y la seguridad internacionales que desarrolla permanentemente la Organización de Naciones Unidas.

3. En concordancia con los principios descritos, el Estado de Chile manifiesta su disposición a participar, por decisión soberana y de acuerdo a los criterios enunciados en este instructivo, en operaciones de paz impulsadas por las Naciones Unidas.
Para los efectos de este instructivo Presidencial, entiéndase por operación de paz todo despliegue internacional de medios civiles o militares y de orden y seguridad pública que, bajo el mando y control de las Naciones Unidas o de un Estado o mando expresamente designado y autorizado por ésta, tiene por objeto directo contribuir a la consolidación de un cese de hostilidades.

Las operaciones de paz pueden comprender, entre otras funciones, las siguientes tareas concretas:

a) Verificación del cese del fuego.

b) Colaboración en la separación de fuerzas.

c) Supervigilancia de las líneas divisorias o de las zonas de exclusión.

d) Escolta, conducción y distribución de ayuda humanitaria.

e) Supervisar la desmovilización de combatientes.

f) Certificar el registro, entrega y/o destrucción de armamento.

g) Colaborar con los programas de desminado.

h) Contribuir al éxito de los programas de retorno y reubicación de refugiados de guerra.

i) Contribuir a la reconstrucción de zonas afectadas por conflictos o desastres naturales.

j) Colaborar y asistir a los procesos electorales que se lleven a efecto bajo la supervisión de la Organización de Naciones Unidas. 

Además, y excepcionalmente, las operaciones de paz pueden comprender las siguientes funciones especiales: 

- Cooperación en la mantención del orden público en el período siguiente al cese de las hostilidades.

- Colaborar en supervisión del respeto a los derechos humanos. Esta misión puede comprender, además, la tarea de cooperar en la investigación de violaciones cometidas durante las hostilidades. 

Las funciones a que se refieren las letras k) y l) no autorizan el empleo de fuerzas chilenas para la búsqueda y/o captura de delincuentes, beligerantes o criminales de guerra. 

4. Quedan comprendidas en esta declaración de Política Nacional las operaciones de imposición a la Paz, tales como la interrupción total o parcial de las relaciones económicas y de las comunicaciones ferroviarias, marítimas, aéreas, postales, telegráficas, radioeléctricas, ruptura de relaciones diplomáticas, demostraciones, bloqueos y otras operaciones ejecutadas por Fuerzas Aéreas, Navales o Terrestres a que se refiere la Carta de las Naciones Unidas.
5. La participación nacional en operaciones de paz constituye una decisión soberana del Estado de Chile. Las determinaciones respectivas se adoptan por el Presidente de la República conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de la República y las Leyes pertinentes. La participación de personal de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública en las referidas Operaciones, a su vez, se rige especialmente por lo prescrito en la Ley N° 19.067. 

6. La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz, se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios políticos-estratégicos:

6.1. Las operaciones que involucren fuerzas chilenas deben satisfacer el interés nacional.
Este interés se relaciona, entre otros aspectos, con los compromisos que nuestro país ha adquirido con Naciones Unidas; con la preocupación de Chile por los problemas de la paz y sobre todo, con las situaciones de conflicto en zonas geográficas cuya estabilidad afectan a los intereses nacionales.

6.2. Estas operaciones deben obedecer a un mandato del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas.
6.3 En todo caso, no se formarán ni se pondrán contingentes a disposición de Naciones Unidas o de un Estado en particular, para que éste determine autónomamente su despliegue.
6.4 El mandato de las Naciones Unidas debe definir claramente los alcances de las operaciones y su duración.
6.5 Las partes involucradas en el conflicto, deben haber solicitado la intervención de Fuerzas de Paz, salvo el caso de operaciones de imposición de la paz, en donde no se requiere dicha solicitud.
6.6 Deberán ponderarse siempre los costos que las operaciones de paz involucran respecto de los beneficios que el país obtiene, de manera que exista una conveniente relación entre ambos aspectos.
6.7 Cada solicitud de Naciones Unidas se evaluará en forma separada, a la luz de todos los criterios señalados en los párrafos precedentes y siguientes.
7. La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios operativos:
7.1. Se deberá establecer con claridad el tipo de operación en que se participará, el país y la zona de el en que se desarrollará, el tipo y cantidad de medios a comprometer, las limitaciones relacionadas con la actuación de personal chileno y la duración considerada.
En concreto, toda participación nacional en operaciones de paz supone definir oficial y formalmente el ámbito de actuación de las fuerzas chilenas. Con tal objeto, y tratándose de fuerzas armadas y/o de orden y seguridad pública, la autorización correspondiente para la salida de las tropas debería indicar, con referencia a la enumeración de tareas contenida en el punto 3 de este instructivo, el ámbito preciso de la autorización.
7.2. Las operaciones deben contribuir al perfeccionamiento de las instituciones participantes. Esto debe manifestarse en la obtención de experiencias, entrenamiento de personal, adquisición y reposición de material y equipo.
7.3. Los medios participantes deben estructurarse utilizando como referencia, el listado de contribuciones de medios incorporados al sistema de fuerzas de reserva de Naciones Unidas y mantenerse, permanentemente, operativos.
Para lograr lo anterior, el Estado de Chile deberá contar con establecimientos dedicados a la instrucción y preparación de personal destinado a participar en Operaciones de Paz.
7.4. En estas operaciones sólo se comisionará personal profesional, civil o militar, preferentemente voluntario, no pudiéndose completar los cuadros con personal de la conscripción obligatoria.
8. La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios gubernativos y administrativos:
8.1. La responsabilidad sobre la evaluación de cada petición y la proposición posterior a S.E. el Presidente de la República, será de los Ministerios de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, en conjunto.
8.2. La responsabilidad de la coordinación de todos los aspectos referidos a una operación de paz, será del Ministerio de Defensa; la organización de la fuerza que participe, de la institución que proporciona los medios; y el control, de Naciones Unidas.
8.3. Para proporcionar la asesoría especializada se constituirá, en forma permanente, un Grupo de Análisis en el Ministerio de Defensa Nacional (Estado Mayor de la Defensa Nacional), el cual estudiará cada caso a la luz de esta política y de las orientaciones que emitan los Ministerios de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional. Este grupo estará autorizado para tomar contacto con instituciones de la Defensa, gubernamentales y otras que sean necesarias, a fin de contar con los antecedentes que permitan una mejor resolución en esta materia.
8.4. Sobre la base de los requerimientos que formule el Ministerio de Relaciones Exteriores, la Ley de Presupuesto contendrá anualmente una provisión para enfrentar los costos que demanden la preparación y la participación de fuerzas o personal chileno en operaciones de paz, cuya distribución será efectuada por el Ministerio de Defensa.

8.5. La decisión final sobre el envío de fuerzas chilenas a una operación de paz la adoptará S.E. el Presidente de la República, tomando en consideración el informe conjunto que presenten los Ministros de Defensa y de Relaciones Exteriores.
9. Será responsabilidad del Ministerio de Defensa desarrollar las capacidades para la preparación y entrenamiento de las fuerzas que se emplearán en operaciones de paz, en materias inherentes a éstas.
10. Nada de lo señalado en este documento puede entenderse como una renuncia o limitación del derecho que asiste al Estado de Chile para concurrir al cumplimiento de obligaciones que pudieren dimanar de otros acuerdos internacionales de carácter bilateral o regional.

- - -
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DISCUSIÓN





El Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Edgardo Riveros, señaló que corresponde al Senado autorizar la salida de nuestras tropas, a objeto de poder seguir participando en la operación de paz en Bosnia y Herzegovina.




Al respecto, informó que existe una nueva resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, la N° 2247 del 10 de noviembre de 2015, donde en virtud del Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas se autoriza a los Estados miembros a que, por conducto de la Unión Europea o en comparación con ella, establezcan un nuevo período de doce meses de mantención de la fuerza multinacional de estabilización Eufor Althea.





Indicó que el objetivo de esta operación es apoyar el proceso político en Bosnia y Herzegovina por medio de capacidades militares disuasivas que generen un ambiente seguro y cooperen en fortalecer las capacidades de las Fuerzas Armadas de dicha nación, a fin de que asuman las responsabilidades de seguridad de su propio territorio.




Agregó que esta operación es importante, pues es una de las formas en que la comunidad internacional, por medio de la Unión Europea, puede cooperar en la compleja situación de esta zona. Añadió que, de esta forma, se ayuda a Bosnia y Herzegovina en la ejecución de las reformas institucionales que el país requiere para su integración en las instituciones europeas.





Manifestó que es proceso complejo y que ha durado un par de décadas. Sin embargo, resaltó que la participación chilena en esta operación de paz ha dejado una cantidad de elementos positivos, entre ellos, el reforzamiento de la relación política con la Unión Europea.





Explicó que uno de los objetivos de la política exterior nacional es afianzar sus relaciones con Europa. Al respecto, recordó que tenemos un Tratado de Asociación con la Unión Europea, el cual es amplio, porque no sólo se refiere al libre comercio, sino que también están presentes los elementos políticos y de cooperación. Además, recordó que a partir del 1 de octubre del presente año, se encuentra en pleno vigor el acuerdo entre nuestro país y la Unión Europea, que crea un marco para la participación de la República de Chile en las operaciones de gestión de crisis de la Unión Europea, lo cual coloca a nuestro país en un marco institucional de mayor envergadura, que complementa los elementos del propio Tratado de Asociación.




Informó que el lapso de prórroga es a partir del 1 de enero y hasta el 31 de diciembre del año 2016, y que el personal considerado para el período 2016 es de 15 efectivos.





A continuación, la Subsecretaria de Defensa subrogante, señora Paulina Vodanovic, destacó la importancia que tiene para el personal militar destinado en Bosnia el poder desempeñarse en un ambiente multinacional que emplea el estándar OTAN. Añadió que ponen a prueba todas sus capacidades, pues se encuentran en un ambiente operativo, ya sea labores de Estado Mayor, en Cuartel General, o en el equipo de observadores de enlace. Resaltó que Chile es el único país no europeo que participa en Eufor Althea, lo cual es un motivo de orgullo para nuestras instituciones armadas.




En cuanto al tema presupuestario, informó que la dotación militar está compuesto de quince personas, lo que tiene un costo de US$ 1.650.000, suma que está en la glosa del presupuesto del Estado Mayor Conjunto para el próximo año, ya aprobada.




A continuación, el Honorable Senador señor Chahuán observó que el informe semestral sobre operaciones de paz, realizado por los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, tiene un desfase entre los meses de abril y mayo, por lo que pidió al Ejecutivo actualizar dicho informe. Además, solicitó tener más información sobre las misiones en el Medio Oriente.




La señora Vodanovic, respondió que complementarían el informe, de manera de enviar la información actualizada.





Enseguida, el Honorable Senador señor Prokurica recordó que la participación de Chile en la misión Eufor Althea se remonta al año 2005 y que todos están contestes de la excelente labor que desarrollan las tropas chilenas en la zona de Bosnia y Herzegovina. Además, indicó que la relación de nuestro contingente con fuerzas europeas redunda en un alto nivel de especialización y de desempeño operativo, lo que ayuda a realzar la misión.




A su vez, el Honorable Senador señor Pérez, don Víctor, destacó la capacidad que tienen las Fuerzas Armadas chilenas. Añadió que la operación Eufor Althea es una misión de paz y estabilidad, que aún no termina su cometido, por lo que requiere extender su mandato en la zona.




Agregó que, de acuerdo al propio informe que elaboró el Ejecutivo, en esta zona existen amenazas que pueden generar tensión, lo cual puede traer aparejado ciertos peligros para nuestro contingente, por el hecho de que se trata de una zona con gran presencia de población musulmana. Por lo anterior, consultó al señor Subsecretario de Relaciones Exteriores sobre el nivel de riesgos que corren las tropas nacionales.




Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier señaló que, como criterio general, es partidario de apoyar la participación de Chile en todas las misiones de paz que existan, porque entiende que es una obligación del Estado al formar parte de la comunidad internacional. En sintonía con lo anterior, resaltó que le interesa como país tener una política única en esta materia, aunque los objetivos de nuestra presencia sean distintos en cada una de las misiones en que participamos. Al efecto, hizo presente que la participación de Chile es distinta en Haití, Pakistán o en Bosnia y Herzegovina, lo que no debe ser un impedimento para alcanzar esta política uniforme.




Asimismo, hizo presente que no comparte que en Bosnia y Herzegovina, por el sólo hecho de existir población musulmana, pueda existir algún tipo de peligro para nuestras tropas.





Luego, el Honorable Senador señor Chahuán en cuanto al planteamiento formulado por el Honorable Senador señor Pérez, dio cuenta que en el informe del Gobierno, en su página 5, menciona dentro de las amenazas emergentes en Bosnia y Herzegovina a los movimientos musulmanes radicales que han adoptado la ideología de la secta puritana Sunita Wahabí, por lo que pidió al Ejecutivo su visión sobre este tema.





Asimismo, consultó si existe un cronograma de salida de las tropas chilenas de Bosnia y Herzegovina.




Posteriormente, el Honorable Senador señor García Huidobro manifestó su preocupación por la extensión de las misiones de paz chilenas en Haití y en Bosnia y Herzegovina, por los costos que ello genera y por el desgaste del contingente nacional, especialmente en el ámbito familiar. Por ello, solicitó un estado de avance del cumplimiento del cometido de estas misiones de paz y, al igual que el Honorable Senador señor Chahuán, pidió conocer cuál es el cronograma de retiro de estas misiones.




El señor Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Riveros, señaló que nuestro país es el único Estado no europeo que participa en la misión de paz de Bosnia y Herzegovina, lo cual enriquece la capacidad de nuestro contingente.




En segundo lugar, manifestó que toda operación militar implica algún tipo de peligro. No obstante, resaltó que en esta misión el riesgo está minimizado, porque no se consideran operaciones de combate.




En tercer lugar, explicó que las amenazas emergentes a que hace referencia el informe sobre grupos radicalizados, hacen referencia a focos reducidos y controlados desde mediados del año 2014.





En cuarto lugar, precisó que el marco jurídico interno que regula la participación del Estado de Chile en las operaciones de paz es la ley N° 19.067, modificada por la ley N° 20.297. Apuntó, que esta norma permite al Estado colocar contingente al servicio de la paz, lo que ha posibilitado las misiones chilenas en Haití y en Bosnia y Herzegovina.





Detalló que, en el caso de Haití, se trata de 350 efectivos y comentó que el Batallón de Chile, también, está integrado por soldados hondureños, salvadoreños y efectivos mexicanos. Añadió que, en la actualidad, la misión tiene por objetivo garantizar que todo el proceso eleccionario se desarrolle con la mayor transparencia y normalidad posible. Al efecto, informó que durante el año 2015 ya se eligió al nuevo Parlamento y que sólo falta por definir la elección presidencial, ya que en primera vuelta ninguna de los grupos obtuvo la mayoría necesaria para ser electo Presidente, por lo que en unos días más se debería estar produciendo la segunda vuelta presidencial. Con ello, reseñó, la misión de paz de Chile debería concluir en un futuro cercano, lo que les permitiría desarrollar un plan gradual de retiro de tropas.





Respecto a Bosnia y Herzegovina, reiteró que somos el único país no europeo que participa en la misión y que el fundamento de esta colaboración se debe principalmente a nuestros vínculos con la Unión Europea.


En virtud de las consideraciones anteriores, las Comisiones Unidas resolvieron, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Chahuán, García Huidobro, Guillier, Lagos, Letelier, Pérez (don Víctor), Pizarro y Prokurica, recomendar que se otorgue el acuerdo solicitado por Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República.

- - -




Acordado en sesión celebrada el día 15 de diciembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Pedro Araya Guerrero, Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Alejandro Guillier Álvarez, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel, Víctor Pérez Varela, Baldo Prokurica Prokurica y Jorge Pizarro Soto.




Sala de las Comisiones unidas, a 15 de diciembre de 2015.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.

1Si bien las reformas abarcan diversos aspectos políticos, económicos y socioeconómicos, destaca aquella solicitada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos orientada a corregir los sesgos discriminatorios y terminar con el sistema de cuotas étnicas establecido en la Constitución, que otorgan poder constituyente solo a tres de las etnias del país, reforma que hasta ahora no ha sido adoptada.
2Si consideramos que para los bosniacos el principio de la guerra fueron los intentos de expansión de Milosevic y la Gran Serbia, lo ocurrido en ByH no debería calificarse de guerra civil, aunque los ataques se libraron efectivamente entre vecinos y familiares, situación que ha hecho de la obtención de la paz y la reconciliación un proceso lento.

3 Ha habido reportes que establecen que desde ByH diversos individuos radicalizados han pasado a Kosovo y han estado relacionados con hechos terroristas ocurridos en Macedonia.

4 Debe considerarse que durante la guerra de Bosnia, miles de bosnios musulmanes fueron expulsados de Zvornik por las fuerzas serbias, muchos de los cuales desde entonces, han regresado a esta ciudad.
5 El 8 de mayo 2015, el enviado especial de Estados Unidos para la lucha contra la agrupación Estado Islámico (ISIS) en Bosnia y Herzegovina, General retirado John Allen, analizó con las autoridades de Bosnia, las medidas más efectivas para hacer frente al fenómeno del Yihadismo en el país y evitar la llegada de combatientes extranjeros.
6 Se estima que por lo menos unos 200 hombres y 20 mujeres de ByH han participado en la Guerra Civil siria desde su inicio.
7 En esta, que es considerada la mayor matanza ocurrida en Europa con posterioridad a la Segunda Guerra Mundial,  unos 8.000 bosnios musulmanes fueron asesinados  en los alrededores del suburbio de Srebrenica en Julio de 1995 por fuerzas Serbias y unidades del Ejército de la República de Srpska (VRS) bajo el mando del General Ratko Mladic.

8El acuerdo moderniza las relaciones entre ByH y la UE mediante el establecimiento de un marco institucional especializado constituido por el  Consejo del AEA, el Comité del AEA y subcomités. También se establecerá un Comité Parlamentario del AEA entre el Parlamento Europeo y la Asamblea Parlamentaria de ByH
9 El cambio de estrategia de la Unión Europea responde a la situación planteada por las violentas protestas de febrero del 2014 con miles de bosnios en las calles reclamando contra la corrupción y exigiendo la dimisión de sus dirigentes y el restablecimiento de sus empleos
10 Acuerdo Unión Europea-OTAN adoptado el 17 de  marzo de 2003 que sienta la base de la cooperación OTAN-UE en el ámbito de reglas de protección de seguridad recíproca e información clasificada y dotar de capacidades de planificación según regla OTAN.
11 Pujol de Lara, Víctor (2014), La Estrategia Incompleta. Bosnia-Herzegovina, veinte años después. Documento de Opinión 82/2014, 25 de julio de 2014, Instituto Español de Estudios Estratégicos.

12 Informe del Jefe de Contingente desplegado en el Área de Misión, correspondiente al mes de julio del 2015.

13 Informe (S/2014/181) del Secretario General de Naciones Unidas al Consejo de Seguridad y Nota  de Oficina de la Representante Especial del Secretario General sobre Violencia Sexual en Conflictos en el marco de visita a BYH en junio de 2013

14 Informe del Jefe de Contingente desplegado en el Área de Misión, correspondiente al mes de agosto del 2015.

15 Esta contribución se desarrolla en una zona actualmente pacificada, sin mayores riesgos para nuestras tropas

16 Se cumple así el objetivo de fortalecer la imagen de Chile en el exterior, correspondiente a uno de los intereses de nuestra Política Exterior. 
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA DISPOSICIONES APLICABLES A LOS FUNCIONARIOS MUNICIPALES Y ENTREGA NUEVAS COMPETENCIAS A LA SUBSECRETARÍA DE DESARROLLO REGIONAL Y ADMINISTRATIVO

(10.057-06)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A algunas de las sesiones en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorables Senador Navarro.


Asistieron, además, las siguientes personas: 


- De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Subsecretario, señor Ricardo Cifuentes; el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Eduardo Jara; el Jefe de la División de Municipalidades, señor Nemesio Arancibia; los Asesores, señores Víctor Hugo Miranda y Álvaro Villanueva; la abogada de la Fiscalía señora Rosa Ester Huerta; el Periodista, señor Rodrigo O’Ryan, y la Fotógrafa, señora Silvana Gajardo.


- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Felipe Ponce.


- De la Asociación Chilena de Municipalidades: el Presidente, señor Sergio Puyol, el Subsecretario Ejecutivo señor Marcelo Segura, la Jefa de Gabinete del Presidente, señora Isabel Flores; el Abogado señor Malik Mograby; y los asesores, señora Alejandra Urrutia y señor Marco Quintanilla.


- Del Instituto de Jueces de Policía Local: la Jueza de Colina, señora María Eugenia Espinoza, y la Jefa de Gabinete, señora Lorena Escobar y la Secretaria Abogada del Juzgado de Policía Local de Pudahuel señora Daniela González.

- De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Asesor, señor Rafael Hernández.


- De la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH): el Presidente Nacional, señor Oscar Yáñez Pol; el Vicepresidente Nacional, señor Juan Camilo Bustamante; la Directora Nacional, señora Morelia Riobo; el Director Nacional, señor Raúl Bustos; los asociados, señoras Sabrina Montecinos y Marion Salazar y señores Juan Carlos San Martín, Víctor Contreras, el Dirigente, señor Ramón Chanque y Luis Neira.


- De ASEMUCH Región Metropolitana: el Señor Gabriel Rojas, Presidente ADIPROT Vitacura; Señor Marcelo Ramírez, Presidente ASEMUCH Conchalí; Señora Ana Navarro, Presidenta ASEMUCH Conchalí; Señora Lilian Contreras, Tesorera ASEMUCH Conchalí; Señora Jessica Miranda, Secretaria ASEMUCH San Joaquín.


- De ASEMUCH Regiones: Señor Hugo Constanzo, Tesorero ASEMUCH Victoria; Señora Marcela Muñoz, Presidenta ASEMUCH La Ligua; Señora Roxana Villarroel, Secretaria ASEMUCH La Ligua; Señora Sandra Saavedra, Presidenta Federación La Ligua; Señor Antonio Riquelme, Tesorero ASEMUCH Temuco; Señora Sandra Aravena, Tesorera ASEMUCH Valparaíso; Señor Wladimir Tapia, Presidente ASEMUCH San Felipe; Señor Hermes Gutiérrez, Presidente ASEMUCH Valparaíso.


- De la Unión de Funcionarios Municipales de Chile (UFEMUCH): el Presidente, señor Víctor Hugo Mora; la Vicepresidenta Nacional, señora Marisol Pinto; el Director, señor Christian Gajardo y Marcelo Quezada; el Secretario General, señor Julio Hermosilla; la Directora Nacional, señora Ximena Ordenes, y el Director Nacional, señor Fabián Caballero.

- De la Federación Metropolitana de Funcionarios Municipales (FEMEFUM): los Asistentes, señora Anastasuya Basyne y señor Mauricio Tonacca.


- De la Asociación de Funcionarios Conductores de la Municipalidad de Viña del Mar (AFUCOE): el Presidente, señor Luis Pérez, y el Tesorero, señor Patricio Ceballos.


- De la Federación Regional Metropolitana de Funcionarios Municipales (ARMEFUM): la Presidenta, señora Teresa Román; el Tesorero, señor Fernando Bertorrias, y el Director, señor Pedro Hernández.


- De la Federación de Funcionarios Municipales Novena Región de la Araucanía (FEDEFUM): el Presidente Federación Araucanía, señor Eduardo Silva.


- De la Asociación de Funcionarios de la Municipalidad de Viña del Mar (AFUMUVI): la Directora, señora Mónica Soto.


- El Asesor del Senador Antonio Horvath, señor Arturo Rodríguez; el Asesor del Senador Alberto Espina, señor Andrés Longton; el Asesor del Senador Rabindranath Quinteros, señor Jorge Frites; el Asesor de la Senadora Ena Von Baer, señor Jorge Barrera.


Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite conferido a su ingreso a esta Corporación.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL



Prevenimos que los siete artículos permanentes del proyecto de ley, así como también las disposiciones transitorias primera, segunda, tercera, cuarta, quinta, sexta, novena, décima y undécima deben ser aprobado en el carácter de norma de rango orgánico constitucional en virtud de lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política, por modificar normas de ese carácter de la ley orgánica constitucional de Municipalidades.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: 3°, 9° y 10 (que pasan a ser artículos 2°, 6° y 7°, respectivamente) y artículos primero, segundo, quinto y décimo transitorios.

2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: números 4, 8A, 9, 14A, 17A, 17B, 20, 27, 30, 31, 31B, 31C, 33, 42, 45, 46, 49, 50, 51, 52.

3.-
Indicaciones aprobadas 

con modificaciones: números 6, 7, 8, 18A, 25 A, 32, 44. 

4.-
Indicaciones rechazadas: números 5, 7A, 10A, 11, 12, 13A, 14, 15, 16, 17, 19, 21, 21A, 22, 23, 24, 24 A, 25, 26, 28, 29, 34, 38, 39, 43.

5.-
Indicaciones retiradas: números 18, 31A, 35, 36.

6.-
Indicaciones declaradas 

inadmisibles: 1, 2, 3, 3A, 9A, 9B, 10, 13, 27A, 37, 40, 41, 46A, 47, 48, 48A, 48B.

- - -


Previo al estudio pormenorizado de las indicaciones, la Comisión recibió al Presidente Asociación de Conductores de la Ilustre Municipalidad de Viña del Mar señor Luis Pérez Castro


En primer término precisó que el concurre en representación de personas que pertenecen a la planta de auxiliares no obstante ser conductores de maquinarias u otros equipos de alta complejidad, y respecto de los cuales no se hace ningún tipo distinción que reconozca dicha característica. En este sentido, lamentó que el protocolo de acuerdo no consideró una asignación de especialidad, como tampoco lo hace la iniciativa en estudio.


Pese a ello, agregó, el proyecto contempla mayores exigencias para quienes ingresen a esta planta en materia de requisitos de escolaridad, lo que en la práctica significa ponerlos al mismo nivel de la planta de administrativos y, en el caso específico de los conductores además se les exige la licencia respectiva.


Expresó que no tiene sentido alguno que se introduzcan mayores requisitos a su respecto si al mismo tiempo no se incorpora a estos funcionarios en un rango distinto, que permita reconocerles económicamente su labor.


En este contexto, señaló que la aspiración de su sector es que se reconozca en el escalafón la labor que realizan los conductores y operadores de maquinaria, toda vez que son ellos, por ejemplo, los primeros que responden frente a las grandes catástrofes que sufre el país, siendo su labor de gran  importancia para los distintos municipios.


A continuación expuso el Presidente de la Federación de la ASEMUCH Novena Región, señor Eduardo Silva, quien comenzó por recordar que las plantas son estructuras legales que establecen los cargos permanentes de un organismo administrativo, en tanto que los cargos a contrata son nombramientos o designaciones que extiende el Jefe Superior del Servicio, es decir, empleos transitorios.

 
Indicó que una de las más sentidas demandas de los trabajadores municipales era precisamente la ampliación de las plantas, lo que no sólo dice relación con la estabilidad o carrera funcionaria, sino que también tiene el sentido de custodiar la correcta utilización de los recursos municipales.


Señaló que, considerando lo anterior, uno de los puntos más importante de este proyecto es que para la restructuración de plantas tenga que existir participación de las asociaciones de trabajadores municipales, propósito con el cual han propuesto la creación de comités técnicos bipartitos, donde el alcalde nombre el 50% de sus integrantes y las asociaciones de trabajadores designe el resto. Agregó que su aspiración es que el proceso de restructuración se haga por primera vez en el curso de este año.


Refiriéndose a otras materias del proyecto, solicitó que las normas sobre incremento previsional sean revisadas en una normativa distinta y separada, haciendo presente que el tema no fue considerado en le protocolo de acuerdo que se alcanzó con el Gobierno respecto de esta iniciativa. 


Finalmente destacó que frente a una reestructuración de las plantas su mayor preocupación es privilegiar la protección de la carrera funcionario, toda vez que su resguardo o vulneración influye directamente en la comunidad, de manera tal que dejar la reestructuración completamente al arbitrio de un alcalde no permitiría dar continuidad al Estado.


A continuación hizo uso de la palabra el Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, Alcalde señor Sergio Puyol, quien manifestó que le era necesario hacer algunas aclaraciones respecto a este proyecto de ley.


En primer término hizo presente que antiguamente existía una facultad en la ley que regulaba las municipalidades que permitía al Alcalde presentar un proyecto de modificación de plantas en todas sus partes, el cual debía ser aprobado por el Consejo. En este contexto, precisó que el proyecto en estudio no tiene el mismo carácter sino que sólo autoriza modificar las plantas en algunos aspectos, pero que en el fondo se hará conforme a un formato previamente preparado por la Subsecretaria de Desarrollo Regional, lo que no es necesariamente el reflejo de una visión surgida desde la municipalidad.


Siempre en el contexto de la antigua ley, respecto a lo expuesto en relación con los conductores, indicó que cada municipalidad podía hacer uso de la ley cumpliendo algunos requisitos, como que estuviera financiada y contara con un certificado al respecto. En este sentido, recalcó que cumpliendo los requisitos el Alcalde podía crear todos los estamentos que quisiera, lo que permitiría solucionar el actual problema.


Enseguida, destacó que esa fórmula atendía las inquietudes antes planteadas ya que todo el poder se concentraba en el propio municipio, subrayando que el proyecto no permite recuperar la independencia perdida.


En término generales hizo presente que la opinión de la Asociación Chilena de Municipalidades respecto al artículo 6° del proyecto –disposición mediante la cual se modifica la ley orgánica constitucional de municipalidades-, es que las normas propuestas constituyen un verdadero atentado a la idea de modernización pues el período de diez años que se establece para cada modificación de planta no guarda relación con una rápida adaptación a la realidad cambiante, ni tampoco dice relación con evitar que ella se produzca en época de elecciones municipales. En esta línea, dijo, esperaban que la modernización y adecuación de plantas se produjera el primero de enero del año siguiente al proceso electoral, pues no debe postergarse un proceso necesario para los municipios, que cumplen un rol fundamental en materia de descentralización.


Sobre los recursos que según el proyecto las municipalidades podrán destinar a gastos en personal, -que la letra b) del número 1) del artículo 7° fija en el 40% de los ingresos propios percibidos por municipales el año anterior-, sugirió que se eleve al 45%, lo que a su juicio realmente permitiría profesionalizar las plantas municipales y resolver el trabajo permanente y precario de los prestadores de servicios a honorarios de los programas de atención a la comunidad.


Acto seguido, se refirió al artículo noveno transitorio que determina cuándo se podrán ejercer las nuevas facultades para modificar las plantas, indicando que también parecía excesivo que recién en el año 2018 se pudiera poner en marcha el proceso de las nuevas plantas, en circunstancias que ello debiese ocurrir apenas estuviera vigente la ley, toda vez que es perfectamente posible implementarlo en forma inmediata. 


Respecto de la obligación de elaborar un reglamento de concursos públicos, consideró que si bien los concursos tienen lógica el que los perfiles ocupacionales sean definidos por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo en Santiago, como lo propone la modificación propuesta para el artículo 16 de la ley de la ley N° 18.883, no guarda relación con la consideración de la realidad local, exacerba el centralismo y atenta contra la autonomía municipal.


Dentro de este contexto manifestó que las plantas no pueden ser iguales para todos los municipios del país sino que deben recoger las realidades locales, además de que existen grandes diferencias desde el punto de vista de los recursos entre unos y otros municipios, de modo que razonablemente no podrían tener el mismo esquema.   


Por último, indicó que se le debe dar suficiente amplitud a esta materia porque se trata de resolver un problema que se arrastra desde hace veintidós años.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se transcriben y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.
Artículo 1º

El texto aprobado en general es el que sigue:

“Artículo 1°.- A contar del 1 del mes siguiente al de publicación de la presente ley, concédase una asignación profesional a los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980 y por la ley N° 18.883, de las plantas de directivos, profesionales y jefaturas, así como a los funcionarios a contrata asimilados a grados de las señaladas plantas, siempre que cumplan con los demás requisitos del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974. 





Esta asignación se pagará mensualmente, tendrá carácter imponible y tributable y no se considerará base de cálculo para determinar ninguna otra remuneración o beneficio económico. Su monto será el mismo que establece el artículo 19 de la ley N° 19.185 para los grados que resulten procedentes, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2° de la presente ley. 





Lo dispuesto en este este artículo no se aplicará a los Alcaldes, ni a los Jueces de Policía Local.”.

Inciso primero

La indicación número 1 del Honorable Senador señor Horvath, es para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 1°.- A contar del 1 de enero del 2015, concédase una asignación profesional a los funcionarios municipales regidos por el Título II del Decreto Ley N° 3.551, de 1980 y por la ley N° 18.883, de todas las plantas municipales, así como a los funcionarios a contrata asimilados a grados de las señaladas plantas, siempre que cumplan con los demás requisitos del artículo 3° del Decreto Ley N° 479, de 1974; pudiéndose pagar las jornadas parciales, exceptuándose el requisito de 44 horas semanales.”.
Al explicar su indicación, el Honorable Senador señor Horvath indicó que, si bien se requiere el acuerdo del Ejecutivo para aprobar esta indicación, su contenido corresponde al acuerdo alcanzado al celebrase un protocolo de acuerdo el año pasado.

El Subsecretario de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, señaló que efectivamente el proyecto de ley es parte de un acuerdo que se ha trabajado desde hace muchos meses entre la asociación de funcionarios y los alcaldes del país.

Desde ese punto de vista, indicó que existe un esfuerzo muy especial por parte del Gobierno con miras a asimilar el nivel de remuneraciones general del sector municipal con el sector central de la administración del Estado. Agregó que este acuerdo se diseñó en un contexto económico muy distinto al actual, señalando que la iniciativa, si bien no resuelve todos los problemas del sector municipal, constituye un gran avance y representa un gran esfuerzo del Estado, y se enmarca en las disponibilidades presupuestarias existentes para este fin.

Inciso tercero


Respecto de este inciso se presentaron las siguientes indicaciones:


La indicación número 2 del Honorable Senador señor Horvath, es para eliminar la expresión “, ni a los Jueces de Policía Local”.

La indicación número 3 del Honorable Senador señor Ossandón, propone eliminarlo.


La indicación número 3A del Honorable Senador señor Quinteros, es para eliminarlo.

El Honorable Senador señor Quinteros manifestó que dejar fuera del pago de la asignación profesional a los jueces y a los Alcaldes le parecía injusto, ya que ellos no reciben la asignación que se recibe e nivel central por “funciones críticas”, de modo que excluir a las personas antes indicadas y a los directivos, significaría en su opinión, una falta al principio de justicia.

Enseguida, la Honorable Senadora señor Von Baer coincidió con lo señalado, no obstante que a su parecer, esta indicación es inadmisible. En el mismo sentido, agregó que faltaba considerar en esta asignación a los escalafones técnicos, administrativos y auxiliares en el caso que hayan hecho el esfuerzo por obtener un título profesional, a los que no es posible incluir en atención a que una indicación en tal sentido es de iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República.


Dicho esto, enfatizó que esperaba que el Ejecutivo acogiera las peticiones formuladas en torno a que la ley comience a regir el primero de enero, que se considere a todos los escalafones en la asignación profesional  y que se incluya a los jueces de policía local en el beneficio.


Luego, reconoció que efectivamente este es un avance, sin perjuicio de lo cual planteó que el Ejecutivo debiera reconsiderar la forma en que se propuso el proyecto de ley, y manifestó su voluntad en orden a votar en contra con el objeto de efectuar el debate en la Sala con una nueva propuesta por parte del Gobierno. 


- Las indicaciones números 1, 2, 3 y 3A fueron declaradas inadmisible por el señor Presidente de la Comisión Honorable Senador señor Espina, por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, de la Carta Fundamental.

 - Sometido a votación, el artículo 1° fue aprobado por mayoría de votos. Votaron por la afirmativa los  Honorables Senadores señores Horvath, Matta y Quinteros. En contra votaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Espina.

Artículo 2°


El texto de la norma aprobada en general literalmente expresa:


“Artículo 2°.- Respecto de los funcionarios a los cuales se les aplique lo dispuesto en el artículo precedente, la remuneración bruta mensual que resulte de incluir la asignación profesional, deberá compararse con el total de la remuneración equivalente, en los mismos grados y estamentos, de la Escala Única de Sueldos.


El funcionario podrá percibir el monto de la asignación profesional que, sumada a las demás remuneraciones que se señalan a continuación, no exceda al equivalente de la Escala Única de Sueldos considerando los componentes que se indican en el inciso siguiente. En caso de requerirse ajustes, se realizarán exclusivamente con cargo a la asignación profesional.


La sumatoria de rentas que se compararán, corresponderán a los componentes de las escalas que se indican a continuación, procediendo el pago de los demás conceptos que percibe cada funcionario municipal de acuerdo a las normas que los rigen:


I. Escala municipal del personal regido por el Título II del decreto ley Nº 3.551, de 1981:


a) Sueldo base;


b) Incremento del artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980;


c) Asignación del artículo 24 del decreto ley Nº 3.551, de 1981;


d) Bonificación del artículo 3º de la ley Nº 18.566;


e) Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la ley Nº 18.675;


f) Asignación del artículo 4º de la ley Nº 18.717;


g) Asignación del artículo 21 de la ley Nº 19.429;


h) Asignación del artículo 1º de la ley Nº 19.529; y, 


i) Asignación del artículo 1º de la presente ley.


II. Escala Única de Sueldos del personal regido por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974:


a) Sueldo base;


b) Incremento del artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980;


c) Asignación del artículo 3º del decreto ley Nº 479, de 1974;


d) Asignación del artículo 6º del decreto ley Nº 1.770, de 1977;


e) Asignación del artículo 17 de la ley Nº 19.185;


f) Bonificación del artículo 3º de la ley Nº 18.566;


g) Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la ley Nº 18.675, y|

h) Asignación del artículo 21 de la ley Nº 19.429.


En ningún caso, la aplicación de las normas señaladas en los incisos precedentes podrá significar una disminución de las remuneraciones de los funcionarios municipales que les hubieren correspondido sin la asignación del artículo 1° de esta ley.”.
- - -


La Comisión acordó abrir debate respecto de esta norma, no obstante que no fue objeto de indicaciones.


El Honorable Senador señor Quinteros señaló que esta norma excluye a los grados más altos de la asignación profesional, y en ese entendido, consultó al Ejecutivo si podría un grado 6 sin asignación profesional recibir menos recursos económicos que un grado 7 con dicha asignación. 


Recogiendo esta inquietud, el representante del Ejecutivo hizo presente que la asignación profesional está destinada a beneficiar a los estamentos directivos, profesionales y jefaturas desde los grados 3 al 12, de modo que la situación planteada no podría producirse.


Enseguida, el Honorable Senador señor Quinteros manifestó que a su juicio ello era un error o una mala interpretación por cuanto por efecto de la homologación en la escala única, esos grados no lo van a recibir, pues el artículo segundo dispone que podrá recibir el monto de la asignación profesional cuando no exceda del equivalente a la escala única de sueldos.


Luego, el Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, hizo presente que lo antes planteado es correcto, ya que el protocolo acordado establece que en el caso de la asignación profesional se homologa a la condición de la escala única de sueldos. Agregó que desde el año 2012 se ha planteado como política pública la homologación en cualquiera de los casos en que se aplique a escala municipal, es decir, el valor en la escala municipal no puede ser mayor a su referente en la escala única de sueldos.

A mayor abundamiento, señaló que dicha homologación se viene haciendo desde el año 2007 y al hacer el ejercicio hay grados en que la homologación se cumple y en otros, la asignación profesional va a terminar de cumplir dicho ejercicio.


Acto seguido la Honorable Senadora señora Von Baer dijo entender que actualmente una persona entre esos grados recibe un determinado sueldo y la asignación profesional no se les pagará porque ya se encuentra homologado, es decir, habrá municipios que no van a pagar dicha asignación en el caso de los sueldos más altos.


Confirmando lo antes dicho, el Honorable Senador señor Quinteros dijo que efectivamente habrá funcionarios que no van a recibir la asignación en comento.


- Puesto en votación el artículo 2°, fue aprobado por mayoría de votos. Votaron por la afirmativa los  Honorables Senadores señores Horvath, Matta y Quinteros. En contra votaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Espina.


Al fundamentar su voto, la Honorable Senadora señora Von Baer señaló que la forma en que se está planteando el tema es discutible, y agregó que homologar hacia abajo no es lo correcto pues habrá municipios que tendrán que hacer un gran esfuerzo para atraer a profesionales. En este sentido, señaló que su voto en contra tiene por objeto que en la discusión en la Sala el Ejecutivo proponga una solución distinta.


El Honorable Senador señor Quinteros señaló que no obstante haber votado favorablemente, esperaba que el Gobierno revisara esta norma y recogiera las inquietudes planteadas al momento de discutirse el tema en la Sala.


El Honorable Senador señor Espina al fundamentar su voto hizo presente que esta norma era de una enorme injusticia y que no parece comprensible que hubiese que castigar a un funcionario sólo porque si recibiera la asignación profesional tendría una remuneración superior al de la administración central.


Posteriormente, a solicitud de los Honorables Senadores señores Horvath y Quinteros, tal como se indica en la discusión del artículo 8° del proyecto, la Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath, Quinteros y Zaldívar, reabrió el debate en torno al Artículo 2°.


- Sometido a nuevamente votación el artículo 2°, fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión,  Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath, Quinteros y Zaldívar. 

Artículo 3°


Esta norma no fue objeto de indicaciones, sin perjuicio de lo cual se solicitó su votación separada.


- Sometido a votación, el artículo 3° fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión,  Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath, Matta  y Quinteros. 

Artículo 4°


El artículo aprobado en general expresa:


“Artículo 4°.- Declárase interpretado el inciso segundo del artículo 2° del decreto ley N° 3.501, de 1980, respecto de los funcionarios regidos por la ley N° 18.883 y remunerados conforme al Título II del decreto ley Nº 3.551, de 1980; en el sentido que, a contar del 1 de marzo de 1981, los factores que, por concepto del incremento previsional establecido en el ya mencionado artículo 2°, han debido determinarse considerando únicamente las remuneraciones, estipendios y asignaciones de carácter habitual, permanentes e imponibles que, al 28 de febrero de 1981, se encontraban afectas a cotizaciones previsionales, los que para dichos funcionarios corresponden exclusivamente al monto del sueldo base que para cada uno de los grados estableció la escala contenida en el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1980.”.

Para este artículo se presentó la indicación número 4, del Honorable Senador señor Ossandón, para suprimirlo.

El Subsecretario de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, señaló que entendían que se trata de un tema interpretativo, no obstante que hizo presente que ha sido resuelto en reiteradas oportunidades por la Contraloría General de la República.


En ese sentido, precisó que, de conformidad a los antecedentes que poseen en la Subsecretaria, actualmente existen varios juicios en ejecución por cuanto el Consejo de Defensa del Estado ha demandado a 79 municipios, incluyendo en ese proceso a 5.902 funcionarios y agregó que, por su parte, la Contraloría General de la República tiene juicios de cuenta a otros 55 municipios que incluyen a 373 funcionarios.


Considerando lo anterior, indicó que se ha estudiado a fondo el tema y dijo entender que los trabajadores tienen una interpretación que incluye une demanda en la OIT que claramente el Ejecutivo no comparte. Sin embargo, enfatizó que la única forma de solucionar este problema es a través de la fórmula propuesta en la presente iniciativa.


El Honorable Senador señor Horvath quiso conocer la opinión de las asociaciones de municipios porque planteó que a través de la interpretación propuesta puede que se aclare esta situación pero, al mismo tiempo, podrían menoscabarse sus derechos.



Enseguida el Presidente Nacional de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), señor Oscar Yáñez Pol, hizo presente que a lo largo de esta discusión, siempre han insistido en que el tema previsional sea abordado en forma separada, ya que ni siquiera está incorporado en el protocolo de acuerdo. Agregó que, en su opinión, este no es un tema para ser debatido a la luz de esta discusión dada la queja internacional vigente.


Acto seguido, el Presidente de la Unión de Funcionarios Municipales de Chile (UFEMUCH), señor Víctor Hugo Mora, solicitó que esta norma fuera rechazada por los señores Parlamentarios, al tiempo que instó a que el gobierno ingrese un proyecto distinto que permita analizar a fondo todo los relativo al incremento previsional.


El Honorable Senador señor Quinteros indicó que esta norma permitiría dar tranquilidad a muchos funcionarios municipales que se encuentran actualmente demandados y con riesgo de perder sus bienes como consecuencia de cambios en interpretación de las normas aplicables.


En esta línea, el Honorable Senador señor Horvath planteó la necesidad de conocer más antecedentes respecto de la situación de los funcionarios que están siendo apremiados por la devolución de los fondos que, a juico de la Contraloría General de la República, no fueron bien pagados.


Luego, el Honorable Senador señor Espina indicó que la norma propuesta es el reflejo de una situación muy compleja, en el sentido que existen funcionarios que recibieron sus pagos legalmente y que posteriormente, al cambiar de criterio la Contraloría General, decidió perseguirlos para la devolución de los recursos lo que significa que esos funcionarios se encuentran sujetos a cobranza y en una posición muy difícil, existiendo al mismo otros que ante tal requerimiento con mayor o menor esfuerzo hicieron devolución de lo percibido. Dado lo anterior, manifestó su intención de abstenerse.


-Sometida a votación la indicación número 4, que propone suprimir el artículo 4°, se produce el siguiente resultado: Vota por su aprobación el Honorable Senador señor Horvath, por su rechazo los Honorables Senadores señores Matta y Quinteros, y se abstienen los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Espina.

-Repetida la votación, en conformidad al artículo 178 del Reglamento, y después de instar a los Honorables Senadores que se abstuvieron a emitir su voto, se produce el siguiente resultado: Votan por su aprobación los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina y Horvath, y por su rechazo los Honorables Senadores señores Matta y Quinteros.


En consecuencia, la indicación número 4, que propone suprimir el artículo 4°  es aprobada por mayoría de votos.
Artículo 5°





La norma aprobada en general expresa:





“Artículo 5°.- Las municipalidades estarán obligadas a remitir, a lo menos anualmente, a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, información referida a las siguientes materias, según los medios y en los formatos que determine al efecto dicha Subsecretaría: 





a) Modificaciones efectuadas a la planta de personal;





b) Dotación incluyendo personal de planta y a contrata, honorarios a suma alzada pagados a personas naturales, honorarios asimilados a grado, jornales, remuneraciones reguladas por el Código del Trabajo, suplencias y reemplazos, personal a trato y/o temporal y alumnos en práctica;




c) Identificación de las fuentes de financiamiento de programas que posibilitan contratación de personas sobre la base de honorarios;





d) Escalafón de mérito vigente;




e) Antigüedad del personal, tanto en la respectiva municipalidad como en otros órganos de la administración del Estado;




f) Conceptos remuneratorios variables según particularidad de cada funcionario; y,




g) Gasto total en recursos humanos.





La información remitida sólo podrá ser utilizada para proponer y evaluar las políticas y planes correspondientes al ámbito municipal, así como estudiar y proponer las normas aplicables a dicho sector.”.

- - -





Respecto de este artículo se presentó la indicación número 5, del Honorable Senador señor Ossandón, que propone intercalar como inciso primero, nuevo, el siguiente:




“Artículo 5°.- Para la readecuación de las plantas de funcionarios, las municipalidades deberán regirse según la tipología comunal utilizada por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y, en base a ello, asignar en forma técnica y con criterios de equidad nuevos grados y cargos, comenzando desde los Alcaldes hasta los grados auxiliares.”.




En relación a la indicación, el Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, planteó que esta indicación no considera que las municipalidades son distintas, y que ello tiene distintas expresiones en la práctica y en la realidad.





Dicho esto, destacó que la tipología comunal no es exactamente el instrumento que puede determinar la definición de las plantas, pues tal tipología no es suficiente para identificar todas las características que idealmente debe tener una planta de acuerdo con las características propias y vocación institucional municipal de cada comuna en particular, que varían sustancialmente según sus peculiares circunstancias, siendo notablemente distintas las necesidades del municipio de una comuna con intensa actividad minera, como Calama, de otra que puede tener el centro de sus actividades en el sector ganadero o turístico, por ejemplo.





Enseguida, el Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Marcelo Segura, manifestó su postura contraria a la indicación, expresando que ella quita autonomía a los municipios y les deja sujetos a tipologías elaboradas  por la Subsecretaria respectiva, que pueden no corresponder a la realidad de cada municipalidad. En este sentido, señaló su apoyo al texto original presentado por el Ejecutivo.





A continuación la Honorable Senadora señora Von Baer  dijo entender que la norma aprobada en general se refiere a la información que el municipio debe entregar a la Subsecretaría respecto del personal y de su planta, toda la cual en una primera lectura pareciera corresponder a información que por la ley de transparencia es pública. Sin embargo, en atención a que uno de los propósitos del proyecto es tratar de homologar al personal municipal con el de la administración central, consultó si en virtud de este deber de informar se establecen mayores exigencias para los municipios que para la administración central del Estado.





Además, consultó si se considera alguna sanción cuando la obligación no se cumpla a cabalidad o cuando la información no se entregue por los medios y formatos que establezca la Subsecretaria, recabando mayor información sobre tales medios y formatos.





Recogiendo las inquietudes planteadas, el Asesor de la Subsecretaría señor Víctor Hugo Miranda hizo presente que en la Administración Central esto es obligatorio y público con el detalle de las calificaciones, grado y otras condiciones. En este sentido, dijo que efectivamente se publica el escalafón de mérito.





En cuanto a los formatos, destacó que la Subsecretaría lo que hace es identificar los campos en que puede enviarse la información para efectos de carga masiva y eficiencia de la transmisión de dichos datos. Agregó que frente al incumplimiento en dicha transmisión, la Subsecretaría puede solicitar a la Tesorería General, el congelamiento del anticipo del Fondo Común Municipal.





-Sometida a votación, la indicación número 5 fue rechazada por mayoría de votos. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer, Horvath, Matta y Quinteros, y por su aprobación el Honorable Senador señor Espina.
- - -




La indicación número 6, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar el siguiente inciso final, nuevo:




“Esta información se deberá mantener a disposición permanente del público, en la misma manera indicada en el artículo 7° de la Ley N° 20.2851, estando sometido el cumplimiento de esta obligación al control de transparencia activa del Consejo para la Transparencia.”.




El Honorable Senador señor Horvath señaló que le merece dudas la norma en lo que dice relación con la publicación del escalafón de mérito vigente, pues si la idea es de esta forma hacer públicas las calificaciones al no le parece apropiado ni que ello contribuya al mejor funcionamiento de los municipios o a un mejor clima laboral.




Enseguida, el Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, hizo presente que al incorporar esta información como parte de la ley de Transparencia se consideran indicaciones efectuadas en torno a este tema por la denominada comisión Engel, y que al mismo tiempo afianza y asegura que esta información, que estimó muy importante para la aplicación de la facultad de creación de las plantas o su modificación, sea conocida por toda la comunidad.




Agregó que respecto la norma del inciso final de la indicación no es contradictoria, por cuanto primero se busca la transparencia en la información pero también se define y limita su uso por parte de la Subsecretaría señalando que será empleada para proponer y evaluar políticas públicas.





A este respecto, la Honorable Senadora señora Von Baer indicó que de la sola lectura de la indicación aparecen sentidos incongruentes, por lo que sugirió cambiar su redacción con el objeto de aclarar que la información que se remita sólo podrá ser utilizada por la Subsecretaria respectiva, propuesta que fue favorablemente acogida en el seno dela Comisión. 





Dado lo anterior, se propuso la siguiente redacción de su inciso: “La información remitida sólo podrá ser utilizada por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para proponer y evaluar las políticas y planes correspondientes al ámbito municipal, así como estudiar y proponer las normas aplicables a dicho sector.”.




En consecuencia, se propuso modificar la indicación número 6 a fin de introducir enmiendas al inciso final del artículo 5° propuesto, a fin de aprobarlo de acuerdo al texto antes transcrito. 





-Sometida a votación la indicación número 6, modificada en la forma antes indicada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath, Matta y Quinteros. 
- - -
Artículo 6°





El artículo aprobado en general, mediante seis numerales, que se analizan separadamente, introduce modificaciones a la ley orgánica constitucional de municipalidades, de acuerdo al siguiente texto:





“Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:





1) Modifícase el artículo 6° en el siguiente sentido:





a) Elimínase en su letra b) la conjunción “y”.





b) Reemplázase en su letra c), el punto final por una coma (,) y agrégase la conjunción “y”.





c) Agrégase la siguiente letra d) nueva:





“d) La política de recursos humanos.”




2) Reemplázase en el numeral 5) del inciso tercero del artículo 14, el guarismo “218.000” por “1.052.000”.





3) Agrégase en la letra a) del artículo 27 a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) la oración siguiente: 





“Además, deberá informar trimestralmente al concejo municipal sobre las contrataciones de personal realizadas en el trimestre anterior, individualizando al personal, su calidad jurídica, estamento y grado de remuneración. También, en la primera sesión de cada año del concejo, deberá informar a éste sobre el escalafón de mérito del personal municipal y un reporte sobre el registro del personal enviado y tramitado en la Contraloría General de la República en el año inmediatamente anterior.”.





4) Agréganse, a continuación del artículo 49, los siguientes nuevos artículos 49 bis, 49 ter y 49 quáter:





“Artículo 49 bis.- Los Alcaldes, en el reglamento interno de la municipalidad, podrán fijar o modificar las plantas del personal de las municipalidades, estableciendo el número de cargos para cada planta y fijar sus grados, de conformidad al Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980, del Ministerio de Hacienda. 





Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 53, el reglamento que se dicte ejerciendo la potestad reconocida en el inciso anterior,  estará sometido al trámite de toma de razón ante la Contraloría General de la República y se publicará en el Diario Oficial.





Para el ejercicio de esta facultad se deberán considerar los siguientes límites y requisitos:





1. El límite de gasto en personal vigente a la fecha del reglamento respectivo.





2. La disponibilidad presupuestaria. El cálculo de la disponibilidad presupuestaria y su proyección deberán considerar los ingresos propios y el gasto en personal de los tres años precedentes al proceso de fijación o modificación de las plantas; todo lo cual deberá ser certificado previamente por los jefes de las unidades de administración y finanzas y control de la municipalidad respectiva.





3. Disponer de escalafón de mérito del personal actualizado, conforme a lo dispuesto en los artículos 49 y 50 de la ley N° 18.883.





4. En caso que se incremente el número total de cargos en la planta de personal, a lo menos un 75% (setenta y cinco por ciento) de los nuevos cargos que se creen deberán requerir título profesional o técnico.





5. Lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 5° de la ley Nº 15.231, en el artículo 7° de la ley N° 19.602 y en el artículo 16 de esta ley; en lo atingente a la posición de los cargos que allí se indican.





6. Los Alcaldes deberán realizar  consulta a las asociaciones de funcionarios regidos por la ley N° 18.883 existentes en la respectiva municipalidad, en el proceso de elaboración de la planta de personal. 





7. Los Alcaldes deberán presentar la propuesta de planta de personal y  del reglamento que la contenga al concejo municipal, la que deberá ser aprobada por los dos tercios de sus integrantes en ejercicio.





8. El concejo municipal no podrá aumentar el número de cargos ni modificar los grados que contenga la proposición y sólo podrá reducir o rechazar la proposición de planta.





9. La municipalidad deberá remitir copia del reglamento que determine la planta respectiva y sus antecedentes a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, dentro de los sesenta días posteriores a su dictación.





En caso que la fijación de la nueva planta haya considerado una proyección de ingresos y gastos para la municipalidad injustificadamente errónea; se entenderá que se configura un notable abandono de deberes tanto de parte de los Alcaldes como de los Concejales que hayan participado de tal decisión. Para dichos efectos se procederá según lo dispuesto en los artículos 60 letra c), 76 literal f) y 77.





Asimismo, se configurará notable abandono de deberes por la no revisión y realización de los correspondientes ajustes en consideración a los informes trimestrales a que se refiere el literal d) del inciso primero del artículo 29 o la representación contemplada en el artículo 81, en caso que en dichos informes o representaciones se consideren déficits derivados de la fijación o modificaciones de plantas. En dichas situaciones se procederá según lo dispuesto en el inciso precedente.





Artículo 49 ter.- Para los procesos de encasillamiento del personal que se originen en la fijación o modificación de plantas de personal de conformidad al procedimiento dispuesto en el artículo precedente, se seguirán las normas siguientes:





a) Los funcionarios de las plantas de directivos, profesionales, jefaturas, técnicos, administrativos y auxiliares, se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, estos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta.





b) Una vez encasillado el personal de la letra a) precedente en los cargos que queden vacantes, se  encasillará a los funcionarios a contrata asimilados a las referidas plantas, que se encuentren en servicio al 31 de diciembre  del año anterior a la entrada en vigencia del reglamento que fija o modifica la planta de personal.





Los funcionarios a contrata señalados en el párrafo anterior, sólo podrán ser encasillados siempre que tengan, a lo menos, diez años de servicios continuos en la respectiva municipalidad anteriores al encasillamiento, cumplan con los requisitos generales y específicos del cargo correspondiente, y, se encuentren calificados en lista N°1 de distinción, o lista N°2 buena.





El nombramiento deberá realizarse  en un cargo vacante que corresponda a la misma planta y grado al cual se encontraban asimilados. Con todo, aquellos funcionarios que hubieren experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en los últimos treinta y seis meses anteriores al encasillamiento, sólo podrán ser encasillados en el grado que tenían con anterioridad a dicho mejoramiento.





En caso que existan más funcionarios a contrata que cargos vacantes, la provisión de éstos se efectuará, en primer término, con aquellos que tengan más años de servicio en la respectiva municipalidad. En caso de empate, serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida, y en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Alcalde. 





c) Una vez practicado el procedimiento anterior, los cargos que queden vacantes se proveerán con los funcionarios señalados en la letra a) anterior, de acuerdo a los artículos 51, 52 y 53 de la ley N° 18.883. Si después de este procedimiento quedaren aún cargos vacantes, estos se proveerán en conformidad a lo estatuido en el Párrafo I del Título II de la citada ley.





d) Lo dispuesto en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:





i.- El encasillamiento no podrá tener como consecuencia, ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, cesación de funciones o término de la relación laboral del personal. 





ii.- No podrá significar pérdida del empleo, disminución de sus remuneraciones, excepto en el caso contemplado en el párrafo tercero del literal b), ni modificación de derechos previsionales.





iii.- Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.





iv.- Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.





Artículo 49 quáter.- Las facultades conferidas en los artículos 49 bis y 49 ter, podrán ejercerse cada diez años y sólo dentro de dicho año; siempre que se cumplan los requisitos y límites que esta ley establece.





En caso de corresponder hacer uso de las citadas facultades en un año en el que se realicen elecciones municipales, dicho derecho podrá ejercerse sólo  durante el año subsiguiente a éstas; correspondiendo nuevamente la facultad al cabo de diez años siguientes a aquel, a menos que se verifique la situación a que se refiere el presente inciso.





La nueva planta de personal entrará en vigencia a contar del 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.”.





5) Agrégase a continuación del punto final del inciso segundo del artículo 56, que pasa ser punto seguido, la siguiente frase: 





“Además, deberá presentar para aprobación del Concejo la política de recursos humanos, la cual deberá contemplar, a lo menos, los mecanismos de reclutamiento y selección; promoción y capacitación; y, egreso.”.





6) Introdúcense en el inciso segundo del artículo 67 las siguientes modificaciones:





a) Reemplázase, en el literal g) la coma (,) y la conjunción “y” que le sigue por un punto y coma (;).





b) Agrégase la siguiente letra h) nueva, pasando la actual a ser letra i):





“h) Estado de la aplicación de la política de recursos humanos, y”.

Número 1)





Modifica el artículo 6°, relativo a los instrumentos de gestión municipal, incorporando entre ellos a la política de recursos humanos.





Este numeral no fue objeto de indicaciones, sin perjuicio de lo cual la Honorable Senadora señora Von Baer consultó si la no presentación de la política de recursos humanos sería o no causal de notable abandono de deberes, ya que más adelante, al modificar el artículo 672 de la ley orgánica de municipalidades, se incluye el estado de aplicación de la política de recursos humanos en la cuenta pública anual del alcalde, norma cuyo incumplimiento es considerado causal de notable abandono de deberes. En la misma línea, el Honorable Senador señor Espina, consultó si el no cumplimiento de las otras hipótesis de este artículo constituía o no causales de notable abandono de deberes.




Recogiendo ambas inquietudes, el Asesor de la Subsecretaría señor Víctor Hugo Miranda enfatizó que ellos son elementos que puede considerar el Tribunal Electoral Regional al momento de definir esa causal.




Enseguida, el Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Marcelo Segura, destacó que la política de recursos humanos es incorporada, además, por este propio proyecto de ley en el artículo 56 inciso segundo de la ley orgánica constitucional de municipalidades, y desde ese punto de vista, está sancionado con el notable abandono de deberes, en caso de incumplimiento, en los mismos términos del plan de desarrollo comunal.




Finalmente vuestra Comisión consideró que en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, permitiendo la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública, correspondiente al boletín 9.601-25, el numeral 3) de su artículo 1° también propone incorporar una nueva letra a este artículo.  En consecuencia, y encontrándose el proyecto en informe en primer trámite constitucional la Comisión optó por incorporar esta nueva letra como e), realizando las adecuaciones formales necesarias para ello.  





-Sometido a votación, el numeral 1 del artículo 6° fue aprobado, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath, Matta y Quinteros. 

Número 2)





Modifica el artículo 14 de la ley orgánica constitucional de municipalidades, relativo a la autonomía de las municipalidades para administrar sus recursos, y  que establece el Fondo Común Municipal como un mecanismo de redistribución solidaria de recursos financieros entre las municipalidades, para garantizar el cumplimiento de sus fines.   Al establecer los recursos que integrarán el referido Fondo, en su número 5 se refiere al aporte fiscal que considerará anualmente la Ley de Presupuestos, que será del monto equivalente a 218.000 unidades tributarias mensuales.





Mediante este numeral se incrementa el referido aporte fiscal a 1.052.000 unidades tributarias mensuales.





El numeral no fue objeto de indicaciones, sin perjuicio de lo cual el señor Presidente de la Comisión lo sometió a consideración de la Comisión.





-Sometido a votación el numeral 2 del artículo 6°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath, Matta y Quinteros. 

o o o





El artículo 22 de la ley orgánica constitucional de municipalidades, que el proyecto aprobado en general no modifica, es del siguiente tenor:





“Artículo 22.- La unidad encargada del desarrollo comunitario tendrá como funciones específicas





a) Asesorar al alcalde y, también, al concejo en la promoción del desarrollo comunitario;




b) Prestar asesoría técnica a las organizaciones comunitarias, fomentar su desarrollo y legalización, y promover su efectiva participación en el municipio, y




c) Proponer y ejecutar, dentro de su ámbito y cuando corresponda, medidas tendientes a materializar acciones relacionadas con salud pública, protección del medio ambiente, educación y cultura, capacitación laboral, deporte y recreación, promoción del empleo, fomento productivo local y turismo.”.





La indicación número 7 del Honorable Senador señor Horvath, propone introducir un nuevo numeral, del tenor que se señala:





“…) Agrégase al artículo 22 la siguiente letra d):





“d) Garantizar la participación ciudadana y comunitaria en todos los aspecto de la vida comunal. Para ello deberán contar con el personal y los recursos necesarios destinados a hacer efectiva dicha participación.”.”.





El Honorable Senador señor Horvath, refiriéndose a la nueva letra d) que propone su indicación, sugirió cambiar la palabra “garantizar” por “promover”, haciendo presente es muy difícil garantizar la participación, especialmente si no se cuenta con los medios necesarios. Además, destacó que era una función relevante de los municipios el trabajar con la comunidad para detectar sus necesidades y las políticas que es necesario impulsar, para lo cual es indispensable la debida participación ciudadana, que es el propósito de la modificación que propone.





A su turno, el Honorable Senador señor Quinteros hizo presente que apoyaba la indicación, no obstante ser algo redundante, pues la norma vigente precisamente se refiere se refiere a la promoción de la participación de las organizaciones comunitarias en el municipio, como una de las actuales funciones de la unidad municipal correspondiente.





Una opinión contraria manifestó el Asesor de la Subsecretaría señor Víctor Hugo Miranda quien hizo presente que la indicación en estudio introduce obligaciones al Alcalde y al Consejo desde el punto de vista presupuestario, pues obliga a tener personal y recursos destinados al fin propuesto, y consideró que escapaba al propósito del proyecto.





Vuestra Comisión concordó en que la segunda oración de la indicación resultaba inadmisible. Sin embargo, teniendo presente que la norma vigente se refiere a las organizaciones comunitarias, concordó con el propósito de la indicación de promover también la participación ciudadana.  Para ello, acordó modificar la indicación en el sentido de incorporar la referencia a la participación ciudadana en la letra b) del artículo 22. 





-Puesta en votación la indicación número 7, modificada en la forma antes expuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath, Matta y Quinteros. 
o o o

Número 3)




El numeral recae en el artículo 27 de la ley orgánica de municipalidades, disposición que señala las funciones de la unidad encargada de administración y finanzas.





Su primera función, indicada en su letra a), es “Asesorar al alcalde en la administración del personal de la municipalidad.”.





En el numeral del proyecto aprobado en general, se agrega a la letra a) lo siguiente: 





“Además, deberá informar trimestralmente al concejo municipal sobre las contrataciones de personal realizadas en el trimestre anterior, individualizando al personal, su calidad jurídica, estamento y grado de remuneración. También, en la primera sesión de cada año del concejo, deberá informar a éste sobre el escalafón de mérito del personal municipal y un reporte sobre el registro del personal enviado y tramitado en la Contraloría General de la República en el año inmediatamente anterior.”.




En relación al numeral se presentó la indicación número 7A del Honorable Senador señor Horvath, para modificar el literal a) del artículo 27º), agregando después de su punto aparte nuevo, la siguiente oración: “También podrá proponer o asesorar al alcalde, la formulación de planes piloto para la mejor administración del recurso humano y la desburocratización de los procedimientos que debe llevar a cabo el personal.”.




El Honorable Senador señor Horvath indicó que este es un tema que se ha planteado en diferentes instancias y que los municipios y los servicios públicos, por extensión, tienen cada día más funciones y menores fondos en términos relativos. Sin embargo, enfatizó que ellos se encuentran sometidos a una serie de procesos administrativos, normativos y reglamentarios que hacen o impiden que ese servicio sea eficiente, de modo que esta indicación busca alcanzar esa eficiencia.





Enseguida, el Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades señor Marcelo Segura hizo presente que en la actualidad los municipios no pueden crear la división de recursos humanos porque ella está inserta dentro de la dirección de administración y finanzas, lo que ha sido muy malo. 





En sesión posterior, el Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, manifestó que, tal como está redactada, la norma aprobada en general establece claramente lo que debe hacer la municipalidad y que ello está en sintonía con los trámites permanentes que realizan las municipalidades hacia la Subsecretaría.





Hizo hincapié en que la indicación en estudio agrega funciones en detalle a la unidad de recursos humanos que no fue aprobada en los términos señalados, ya que lo que se aprobó es una indicación que faculta a las municipalidades para constituir organismos y unidades que considere pertinentes de acuerdo a su realidad. En este sentido, agregó que el texto no es aplicable a una unidad de recursos humanos que no está siendo aprobada en el proyecto de ley, que sólo incorpora la obligación de establecer una política de recursos humanos. 





-Sometida a votación, la indicación número 7A fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Guillier, Espina y Zaldívar. 
o o o





La indicación número 8 del Honorable Senador señor Horvath, para consultar el siguiente numeral nuevo:




“…) Incorpórase el siguiente artículo 27 bis:




“Artículo 27 bis.- A la Unidad de Recursos Humanos le corresponderá:




a) Asesorar al Alcalde en la Administración de los recursos Humanos de la Municipalidad.




b) Desarrollar y ejecutar las políticas y planes de capacitación que apruebe el Comité de Capacitación.




c) Programar y ejecutar todas las tareas propias.




d) Ejecutar la política de Recursos Humanos Municipal.”.”.




El Subsecretario de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, señaló que la creación de una nueva unidad no es un tema que haya sido estudiado ni que se proponga en la iniciativa, razón por la cual su incorporación importaría crear una nueva unidad municipal, sin financiamiento.





Por otra parte, dijo que este tema corresponde a materias propias de la reforma de la estructura municipal, que el Gobierno presentará a futuro.





El Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer señor Jorge Barrera, señaló que no se debe perder de vista que hay municipios pequeños que no estarán interesados en tener una nueva unidad, de modo que propuso que se considere este artículo nuevo la facultad de crear una unidad que se encargue especialmente de lo prescrito en la letra a) del artículo 27, es decir, de asesorar al Alcalde en la administración del personal de la municipalidad, lo que encontrándose ya incorporado en la ley no requeriría nuevos recursos, permitiendo quitar rigidez a la unidad de administración y finanzas de cada municipio.





Dentro de este contexto, el Subsecretario de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes recordó que existe un compromiso del Gobierno con los municipios en el sentido que cualquier nueva unidad o facultad deberá contar con el correspondiente financiamiento y por tanto, hizo presente que esta materia no se ha estudiado en profundidad ni se han estimado los costos, sin perjuicio de poder compartir la importancia de la materia.





La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que sistemáticamente se ha negado a la creación de nuevas unidades sin financiamiento, aunque en otros proyectos de ley el Gobierno no haya respetado tal criterio. No obstante, propuso una nueva redacción para esta norma respecto a la creación de la unidad de recursos humanos.  





Por su parte, el Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Marcelo Segura, enfatizó que en la medida que la creación de la unidad sea facultativa los municipios no deberían tener problemas, agregando que en ocasione anteriores se han creado unidades sin financiamiento y se estableció que el municipio tendría que llamar a concurso para los cargos o proveerlos mediante ascensos, según determinó después la Contraloría General de la República.





El Honorable Senador señor Quinteros, a su turno, propuso que se estableciera en esta ley la facultad de los municipios para dividir las unidades, como la de administración y finanzas, lo que permitiría resolver todos problemas que se han venido planteando a este respecto ya que existiría una dedicada al personal, sin que ello importe aumento de cargos o costos para los municipios. 





Sobre este último punto en particular, el Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Marcelo Segura, subrayó que la fórmula planteada le parece la mejor, porque les da más libertad a la administración municipal, sin que deba incrementar sus costos.





Por su parte el Subsecretario de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, manifestó que en opinión del Ejecutivo una norma como la propuesta en la indicación que permite crear unidades es de iniciativa legal exclusiva del Ejecutivo sea que se trate de crear los empleos o de determinar sus funciones o atribuciones, ya que precisamente el proyecto de ley, de ser aprobado, establece la forma y condiciones en que los alcaldes asumirán esa competencia respecto de los funcionarios municipales.





Finalmente el señor Presidente de la Comisión recabó el acuerdo de los miembros presentes de la Comisión Honorables Senadores señora Von Baer y señores Horvath y Quinteros para que sus asesores propongan una redacción facultando a las municipalidades para dividir la unidad de administración y finanzas y sus funciones.




En sesión posterior, los asesores señores Jorge Barrera y Jorge Frites, en conjunto con el señor  Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Marcelo Segura,  propusieron la siguiente nueva redacción para esta indicación, con el siguiente tenor:
“Agréguese la siguiente oración final al artículo 31 de la misma ley, pasando el punto aparte a ser punto seguido: Asimismo, en este reglamento, las municipalidades podrán crear  los órganos y unidades que estimen necesarias para su funcionamiento, pudiendo asignarle funciones propias de las unidades designadas en los artículos 21, 22, 23, 25, 27 y 28 de esta ley.”.


-Sometida a votación la indicación número 8 con el texto antes transcrito, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath, Quinteros y Zaldívar. 
Número 4)





Mediante este numeral se agregan, a continuación del artículo 49, los nuevos artículos 49 bis, 49 ter y 49 quáter.

Artículo 49 bis





El artículo aprobado en general señala:





“Artículo 49 bis.- Los Alcaldes, en el reglamento interno de la municipalidad, podrán fijar o modificar las plantas del personal de las municipalidades, estableciendo el número de cargos para cada planta y fijar sus grados, de conformidad al Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980, del Ministerio de Hacienda. 





Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 53, el reglamento que se dicte ejerciendo la potestad reconocida en el inciso anterior,  estará sometido al trámite de toma de razón ante la Contraloría General de la República y se publicará en el Diario Oficial.





Para el ejercicio de esta facultad se deberán considerar los siguientes límites y requisitos:





1. El límite de gasto en personal vigente a la fecha del reglamento respectivo.





2. La disponibilidad presupuestaria. El cálculo de la disponibilidad presupuestaria y su proyección deberán considerar los ingresos propios y el gasto en personal de los tres años precedentes al proceso de fijación o modificación de las plantas; todo lo cual deberá ser certificado previamente por los jefes de las unidades de administración y finanzas y control de la municipalidad respectiva.





3. Disponer de escalafón de mérito del personal actualizado, conforme a lo dispuesto en los artículos 49 y 50 de la ley N° 18.883.





4. En caso que se incremente el número total de cargos en la planta de personal, a lo menos un 75% (setenta y cinco por ciento) de los nuevos cargos que se creen deberán requerir título profesional o técnico.





5. Lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 5° de la ley Nº 15.231, en el artículo 7° de la ley N° 19.602 y en el artículo 16 de esta ley; en lo atingente a la posición de los cargos que allí se indican.





6. Los Alcaldes deberán realizar  consulta a las asociaciones de funcionarios regidos por la ley N° 18.883 existentes en la respectiva municipalidad, en el proceso de elaboración de la planta de personal. 





7. Los Alcaldes deberán presentar la propuesta de planta de personal y  del reglamento que la contenga al concejo municipal, la que deberá ser aprobada por los dos tercios de sus integrantes en ejercicio.





8. El concejo municipal no podrá aumentar el número de cargos ni modificar los grados que contenga la proposición y sólo podrá reducir o rechazar la proposición de planta.





9. La municipalidad deberá remitir copia del reglamento que determine la planta respectiva y sus antecedentes a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, dentro de los sesenta días posteriores a su dictación.





En caso que la fijación de la nueva planta haya considerado una proyección de ingresos y gastos para la municipalidad injustificadamente errónea; se entenderá que se configura un notable abandono de deberes tanto de parte de los Alcaldes como de los Concejales que hayan participado de tal decisión. Para dichos efectos se procederá según lo dispuesto en los artículos 60 letra c), 76 literal f) y 77.





Asimismo, se configurará notable abandono de deberes por la no revisión y realización de los correspondientes ajustes en consideración a los informes trimestrales a que se refiere el literal d) del inciso primero del artículo 29 o la representación contemplada en el artículo 81, en caso que en dichos informes o representaciones se consideren déficits derivados de la fijación o modificaciones de plantas. En dichas situaciones se procederá según lo dispuesto en el inciso precedente.”.

Inciso primero





La indicación número 8A, del Honorable Senador señor Quinteros, propone reemplazar la frase “en el reglamento interno de la municipalidad” por la siguiente “a través de un reglamento municipal”.




La indicación número 9, del Honorable Senador señor Ossandón, para agregar la siguiente oración final: “En este proceso, los Alcaldes podrán considerar la opinión de un Comité Bipartito constituido especialmente para este efecto, conformado por funcionarios y representantes del Alcalde, la cual podrá ser presentada al Concejo Municipal en ejercicio con anterioridad a la readecuación de las plantas.”.




El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, puso en discusión ambas indicaciones.





Respecto de ambas indicaciones el Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, hizo presente que la ley orgánica de Municipalidades identifica en el artículo 123 un conjunto de instrumentos que las municipalidades pueden utilizar para ordenar su función, entre los cuales se encuentra el reglamento. En este sentido, señaló que éste último es utilizado por los municipios para fines internos y para regular temáticas como el medio ambiente o la seguridad ciudadana, de modo que tal como lo señala el proyecto de ley, también pueden hacerlo para modificar las plantas.





Dado lo anterior, subrayó que el texto del proyecto del Ejecutivo identifica este instrumento como reglamento interno municipal pues regula las plantas de sus funcionarios.





Acto seguido, el Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Marcelo Segura, dijo entender la indicación que se refiere al reglamento, pues precisó que el reglamento interno del municipio es un reglamento de organización interna de la institución que establece las distintas unidades con sus respectivas funciones.





En esta línea, señaló que en su opinión, lo más razonable es regular la planta a través de un decreto o de un reglamento distinto a fin de evitar confundir  los instrumentos, por lo que hizo presente la necesidad de que las plantas se fijaran a través de otro reglamento municipal o incluso un decreto alcaldicio, porque el reglamento se aprueba a través de éste último.





El Honorable Senador señor Quinteros precisó que a la indicación que presentó, se debe agregar, en conformidad al artículo 314 de la ley orgánica constitucional de municipalidades, que el reglamento municipal debe ser acordado por el Concejo.





Por su parte, el Asesor de de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, recalcó que efectivamente en el fondo no existen diferencias entre el proyecto de ley en estudio y las indicaciones planteadas, en el sentido que se trata de una decisión municipal y también es una acto administrativo que dicta el Alcalde con aprobación del Concejo, para el cual la iniciativa en discusión fija un quórum aprobación de carácter especial.





En este escenario, destacó que el artículo 31 antes citado establece expresamente la organización de la municipalidad, por lo que la propuesta del Gobierno es precisamente que los Alcaldes en el reglamento interno consideren la planta, ya que ello se encuentra en la lógica de que sea el mismo reglamento el que considere la estructura y la planta, porque en términos formales no existe ninguna diferencia.





-Sometida a votación la indicación número 8A, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina y Quinteros. 




Enseguida, el Asesor de la Subsecretaría señor Víctor Hugo Miranda  hizo presente respecto de la indicación número 9, que el régimen interno municipal está entregado al señor Alcalde, lo que incluye funciones y plantas, lo que no quiere decir que no pueda considerar la opinión de las Asociaciones de funcionarios o de ellos en forma individual, que es lo que señala el proyecto del Gobierno.





Luego, enfatizó que trasladar la decisión sobre el personal a un comité bipartito como el que se plantea en la indicación en estudio, implicaría que los funcionario fueran jueces y parte en la decisión. Además, agregó, quien está mandatado por la soberanía para resolver sobre la propuesta del señor Alcalde es el Concejo municipal, por lo que desde el punto de vista del Ejecutivo es adecuado que se consulte permanentemente a los funcionarios sobre la propuesta técnica que tenga el equipo alcaldicio y que dichas opiniones también sean conocidas por el Concejo, dejando en claro que quien hace la propuesta y la presenta es el Alcalde.





El Asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Andrés Longton, planteó que la indicación debiese ubicarse mas adelante en el articulado pues trata del aumento de la planta municipal y ese es un tema que se trata posteriormente en el proyecto de ley. 





Sobre el particular, el Honorable Senador señor Quinteros si bien dijo estar de acuerdo con la participación de los funcionarios, destacó que no se debe perder de vista que no es necesario incorporar atribuciones facultativas, pues el alcalde siempre podrá consultar con quienes quiera, que es lo mismo que señala la norma propuesta en la indicación.





Por su parte, el Honorable Senador señor Espina hizo presente que no se pueden imponer obligaciones al Alcalde ya que se trata de materias de iniciativa legal exclusiva del Ejecutivo, no obstante, destacó que en su opinión la indicación está bien orientada independientemente de su ubicación.





A continuación, el Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, Alcalde señor Sergio Puyol, subrayó que normalmente, el Concejo no aprueba una cuestión que no esté consultada con los funcionarios, de modo que consideró absolutamente pertinente lo que se ha señalado a este respecto.





El Presidente Nacional de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), señor Oscar Yáñez Pol, hizo presente que lo que ha planteado el Ejecutivo no se condice con la indicación en estudio, pues ella no sugiere que la propuesta sea vinculante sino todo lo contrario.





La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su opinión favorable respecto de que los funcionario deban ser oídos y que tal como se ha planteado, ello esté en términos facultativos. No obstante, sugirió que sea eliminada la palabra “bipartito”, para evitar confusiones, pues no se trata de una nueva instancia sino que de un sistema de consulta.





En este contexto, el Honorable Senador señor Espina hizo presente que ya se ha establecido que en la práctica normalmente los alcaldes consultan con los funcionarios y que ambas partes han manifestado su acuerdo con la indicación, y que a diferencia de lo planteado anteriormente le parecía que la palabra “bipartito“ limita el ámbito de acción a los funcionarios, el alcalde y quien éste designe, evitando que terceros se entrometan en una materia que no les corresponde por ser propia de la autonomía municipal.





Luego, el Honorable Senador señor Quinteros precisó que si realmente se quiere garantizar la participación de los funcionarios, basta con dejarlo claramente establecido en la ley, prescindiendo del Comité Bipartito, cuya integración podrá generar más burocracia y mayor conflicto en una materia en que se busca mejorar la eficiencia municipal adaptando las plantas a la realidad de cada comuna.





La Honorable Senadora señora Von Baer se manifestó de acuerdo con lo planteado anteriormente en el sentido que debiese quedar claramente establecido en la ley si se quiere oír a los funcionarios.





-Sometida a votación la indicación número 9, votó en contra el Honorable Senador señor Quinteros, a favor el Honorable Senador señor Espina y se abstuvo la Honorable  Senadora señora Von Baer.




- Repetida la votación en la sesión siguiente, en conformidad al artículo 182 del Reglamento, la indicación número 9 es aprobada por cuatro votos a favor y uno en contra. Votan por su aprobación los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Zaldívar. Vota por su rechazo el Honorable Senador señor Quinteros. 
Inciso segundo





El inciso no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, el señor Presidente lo sometió a consideración de la Comisión.





-Sometido a votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina y Quinteros.
o o o





A continuación se analizó la indicación número 13, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar como nuevo inciso tercero, el que se consigna a continuación:




“Una vez concluido el procedimiento anterior, y en caso que los nuevos cargos no puedan ser ocupados mediante asensos del personal de planta, tendrán prioridad, en el concurso interno que deberá ser abierto, los funcionarios a contrata, honorarios y regidos por el código del trabajo, siempre que cumplan con los requisitos generales y especiales del cargo y que tengan una antigüedad de cincos años continuos o discontinuos.”.




El Asesor del Honorable Senador señor Horvath, señor Arturo Rodríguez, destacó que esta propuesta busca que al generarse nuevos cargos a propósito de la adecuación de la planta municipal, cuando ellos no pueden ser cubiertos con los ascensos u otros procedimientos internos tengan alguna prioridad para ocuparlos los funcionarios que estén a contrata o a honorarios o regidos por el Código del Trabajo siempre que tengan una antigüedad de cinco años en el empleo, sugiriendo eliminar de la indicación la palabra “discontinuos”, para que el beneficio sea para aquellos que establemente y por largo tiempo han trabajado en el municipio.





Por su parte, el Asesor de la Subsecretaría señor Víctor Hugo Miranda señaló que esta indicación incorpora al proceso de encasillamiento y de formulación  de plantas a una situación que no está considerada en el Estatuto Administrativo. No obstante dijo entender el objetivo de la indicación y destacó que los alcaldes no tienen impedimento para convocar en los concursos respectivos también a las personas mencionadas en dicha indicación si cumplen los requisitos del cargo.





A su turno, el Asesor de de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, destacó que la propuesta del Ejecutivo en la materia propone la incorporación a personal a contrata que tenga una determinada antigüedad en el proceso de encasillamiento, sin ningún tipo de concurso. Agregó que lo que se propone es someter al personal a contrata a un sistema de concurso interno, y en ese sentido, le pareció más adecuada la fórmula de pasar directamente a dicho personal a contrata a ser encasillado en la planta, sin mediar un concurso.





-Cerrado el debate, la indicación número 13, fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión Honorable Senador señor Espina, por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, de la Carta Fundamental.

o o o
Inciso tercero





Establece los límites y requisitos que deben observar los alcaldes al fijar o modificar las plantas.





Su número 5) señala:





“5. Lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 5° de la ley Nº 15.231, en el artículo 7° de la ley N° 19.602 y en el artículo 16 de esta ley; en lo atingente a la posición de los cargos que allí se indican.”.





De acuerdo a este número y las normas a que hace referencia dos de los límites referidos son que los jueces de policía local deberán tener el grado máximo de los cargos directivos de la planta municipal, y que el cargo de administrador municipal tiene el grado más alto dela planta de directivos correspondiente




En relación a esta norma se presentaron dos indicaciones:





La indicación número 9A, del Honorable Senador señor Quinteros, es para eliminar la frase “en el inciso quinto del artículo 5° de la ley N° 15.231”, y la indicación número 9B, del Honorable Senador señor Quinteros, propone agregar a continuación del punto final que pasa a ser punto seguido lo siguiente: “Asimismo, los Jueces y los Secretarios Abogados de los Juzgados de Policía Local tendrán asignados el grado más alto de los escalafones directivos y de profesionales respectivamente”.




Ambas indicaciones fueron debatidas en conjunto.





El Honorable Senador señor Quinteros manifestó que ambas indicaciones se encuentran relacionadas y atienden a un mismo problema, que dice relación con la situación de los Jueces de Policía Local y de los Secretarios Abogados de esos juzgados, y que su propósito es que el juez de policía local tenga el grado más alto del escalafón directivo, y que el secretario abogado del mismo tribunal tenga el grado más alto del escalafón profesional, pues en la discusión se ha hecho presente la distorsión que existe entre la renta del juez y la del secretario, pese a que las responsabilidades son de importancia, y que incluso son los habituales reemplazantes de los propios jueces.





Enseguida, la Secretaria Abogada del Juzgado de Policía Local de Pudahuel, señora Daniela González, señaló que, tal como se ha expresado, la labor del secretario abogado en cuanto funcionario municipal es ardua, y destacó que incluso cuando el juez no está es el secretario abogado quien debe ejercer su función jurisdiccional, con todas las responsabilidades que ello conlleva.





Agregó que a lo largo de todo el país existe una diferencia abismante en sus remuneraciones y, a modo de ejemplo, citó el caso de Puerto Montt donde los secretarios abogados tienen un grado X, en circunstancias que en Santiago el grado es mucho mayor aunque las funciones sean similares.





Por estas consideraciones, y reconociendo que esta es una oportunidad para mejorar dicha situación, enfatizó que se debe considerar que el tema de los secretarios abogados es un problema que se arrastra desde hace varios años, y que consiste en que sus ubicaciones relativas son absolutamente diversas en las plantas de los distintos municipios sin guardar relación con la de los jueces de policía local. 





La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votar separadamente este numero 5), manifestando su intención de abstenerse con el objeto de que el Ejecutivo en la Sala efectúe una nueva propuesta que corrija las actuales distorsiones entre las posiciones relativas de los jueces y de los secretarios abogados de los juzgados de policía local.





El Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, Alcalde señor Sergio Puyol, consideró muy justa la petición, haciendo presente que ella podría dar lugar a que se establezca un nuevo ordenamiento, más equilibrado, en las estructuras de los Juzgados de Policía Local.





El Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, señaló que conocen las dificultades de las tareas de los secretarios abogados de esos tribunales, e incluso precisó que son ellos los jefes de servicio dentro de los juzgados porque el juez tiene otra tarea y que, por tanto, su función es asimilable a la de un jefe de dirección municipal más que a la del tope del escalafón profesional. Dicho esto, con respecto a la indicación en estudio, expresó que en su opinión es inadmisible porque su propone modificación de remuneraciones.





-Cerrado el debate,  las indicaciones números 9A y 9B, fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión Honorable Senador señor Espina, por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, de la Carta Fundamental.




Atendiendo la petición antes formulada, la Comisión acordó someter a votación separada el número 5 de esta norma.




-Sometido a votación el número 5 del artículo 49 bis contenido en el Numeral 4), fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina y Quinteros. 
Número 6





El número 6 del artículo 49 bis aprobado en general expresa:





“6. Los Alcaldes deberán realizar  consulta a las asociaciones de funcionarios regidos por la ley N° 18.883 existentes en la respectiva municipalidad, en el proceso de elaboración de la planta de personal.”.





Respecto del mismo se presentó la indicación número 10, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar a continuación de la expresión “realizar consulta” el vocablo “vinculante”.

-La indicación número 10, fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión Honorable Senador señor Espina, por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, de la Carta Fundamental.
Número 7





El número 7 del artículo 49 bis aprobado en general es del siguiente tenor:





“7. Los Alcaldes deberán presentar la propuesta de planta de personal y del reglamento que la contenga al concejo municipal, la que deberá ser aprobada por los dos tercios de sus integrantes en ejercicio.”.





La indicación número 10A, del Honorable Senador señor Quinteros, propone eliminarlo.




El Honorable Senador señor Quinteros explicó que el quórum de los dos tercios exigido en la norma para la aprobación de las plantas le parecía exagerado teniendo en consideración que el proceso que termina con el encasillamiento no puede tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, cesación de funciones o término de la relación laboral del personal, como lo indica el artículo 49 ter, y propuso que el quórum de aprobación fuera la mayoría de los concejales en ejercicio.





Enseguida, el Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Marcelo Segura, señaló que compartía el argumento antes señalado, y agregó que es razonable un quórum de dos tercios cuando se ejerce la facultad de suprimir cargos, que no es el caso, porque se trata de plantas que van a crecer y que sólo podrán generar nuevos cargos y aumentar grados, de modo que el quórum de los dos tercios no le parece justificado.





La Honorable Senadora señora Von Baer destacó que se está dando una facultad nueva a los municipios y que es importante que el concejo municipal esté de acuerdo respecto de la propuesta de planta, lo que podría ser incentivado mediante el establecimiento de un alto quórum de aprobación, solicitando conocer la opinión del Gobierno respeto al tema.





El Asesor de de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva indicó que las plantas municipales, como se están planteando en el proyecto, excederán el período de mandato de un Alcalde, y que la lógica de establecer un quórum especial y más alto es precisamente buscar la permanencia de dicha decisión y que no se esté modificando lo aprobado cada vez que exista un cambio de la mayoría en el municipio, lo que además permite garantizar un apoyo lo más amplio posible desde el punto de vista político.





-Sometida a votación la indicación número 10A, fue rechazada por mayoría de votos. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Espina, y votó por su aprobación el Honorable Senador señor Quinteros.
Número 8





El texto aprobado en general señala:





“8. El concejo municipal no podrá aumentar el número de cargos ni modificar los grados que contenga la proposición y sólo podrá reducir o rechazar la proposición de planta.”.





Respecto de este número se presentaron dos indicaciones. La indicación número 11, del Honorable Senador señor Navarro, para suprimirlo, y la indicación número 12, del mismo señor Senador, para reemplazarlo por el que sigue:

“8. Cuando hubiere controversia, cualquier concejal podrá sugerir aumentar el número de cargos y modificar los grados que contenga la proposición debiendo someterse a votación todas las propuestas, el alcalde podrá dirimir en caso de empate.”.

-Puestas en votación, las indicaciones números 11 y 12 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina y Quinteros.
Inciso cuarto





El texto de la norma aprobada en general es el que sigue:





“En caso que la fijación de la nueva planta haya considerado una proyección de ingresos y gastos para la municipalidad injustificadamente errónea; se entenderá que se configura un notable abandono de deberes tanto de parte de los Alcaldes como de los Concejales que hayan participado de tal decisión. Para dichos efectos se procederá según lo dispuesto en los artículos 60 letra c), 76 literal f) y 77.”.





Para este inciso se presentaron dos indicaciones. La indicación número 13A, del Honorable Senador señor Quinteros, para eliminarlo, y la indicación número 14, del Honorable Senador señor Horvath, que propone agregar la siguiente oración final: “Sin perjuicio de lo anterior, para determinar la acción “injustificadamente errónea”, se deberá tomar en consideración, los recursos técnicos y capacidad del personal que colabore en la determinación de la proyección de ingresos y gastos.”.




Ambas indicaciones fueron debatidas en conjunto.




La Honorable Senadora señora Von Baer inquirió mayor información al Ejecutivo con respecto al fundamento de esta norma.





Sobre el particular el Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, señaló que en el inciso objeto de las indicaciones en estudio se establece una norma de responsabilidad fiscal. En este sentido, hizo presente que la formulación presupuestaria de la planta debe venir certificada por el Director de Control y por el Director de Administración y Finanzas basados en el análisis de los ingresos y gastos en personal de los últimos tres años, y que si esa proyección resulta ser injustificadamente errónea a la luz de los antecedentes señalados, se genera una causal de notable abandono de deberes.





La Honorable Senadora señora Von Baer expresó que es notorio que se trata de una norma que pretende cautelar los gastos o finanzas públicas, pero consultó cual era en la práctica el contenido del concepto de la noción “injustificadamente erróneo”.





El Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, señaló que en la práctica ello ocurriría cuando se proyecta una planta sin posibilidad alguna de financiarla, pues se genera una estructura cuya base no dice relación con la realidad presupuestaria del municipio, es decir, la planta propuesta provocaría un gasto que el municipio no podrá financiar con sus ingresos.





Por su parte, el Honorable Senador señor Quinteros hizo presente que su intención al presentar esta indicación es que la causal de notable abandono de deberes se vea en forma separada. Agregó que para acusar a un alcalde por esta causa se necesita la voluntad de un tercio de los miembros del concejo pero que como para aprobar la planta se requiere de la aprobación de los dos tercios de lo0s concejales en ejercicio, es muy difícil que llegue a producirse la acusación.





Dado lo anterior, insistió que ello debe ser regulado en una ley distinta pues las causales de notable abandono de deberes son muchas y requieren de otra discusión.





El Honorable Senador señor Espina señaló que coincidía en que la norma tiene un sentido de austeridad fiscal al tiempo que consideró que la expresión “injustificadamente errónea” no es la más acertada, ya que debiese requerirse “negligencia inexcusable” para generar la causal de notable abandono de deberes del alcalde y concejales, afirmando claramente la diferencia entre culpa y dolo, por lo que propuso reemplazar la expresión antes señalada.





En sesión posterior, el Honorable Senador señor Espina propuso una modificación al tenor de la norma aprobada en general, la que fue favorablemente acogida por la Comisión y que dice relación con los siguientes criterios: -mantener los dos tercios del concejo para la aprobación de la planta; - la acción por notable abandono de deberes podrá ser ejercida por un tercio del concejo o bien por aquellos concejales que la  rechazaron; y - que una vez declarado el abandono por sentencia ejecutoriada, se debe hacer una nueva planta.





El Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, hizo presente que existía acuerdo para incorporar la frase “negligencia inexcusable” y que en este caso la formulación de la planta que se consideraba en la presentación original no tendría validez, y que ella tendría que presentarse nuevamente con los requisitos que considera esta ley.





Subrayó que el hecho de que exista la negligencia inexcusable invalida todo acto de presentación de una formulación de planta, de tal manera que opinó que era innecesario consignar que se debe presentar de nuevo, ya que el mismo cuerpo legal lo establece en el sentido que una presentación que no tenga el debido financiamiento no es una presentación válida y más bien está sujeto a un notable abandono de deberes por la presentación realizada con negligencia inexcusable.





El Honorable Senador señor Zaldívar indicó que esta materia es de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, y que por lo tanto es necesario conocer algún texto que resuelva este tema para poder analizarlo, discutirlo y pronunciarse.





El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, hizo presente que en su opinión agregar elementos que son propios de un procedimiento de abandono de deberes, como la nulidad de la planta, es redundante y por tanto no es necesario incorporarlos.  





Una opinión distinta manifestó el Honorable Senador señor Zaldívar quien señaló que era necesario establecer en la ley que en caso de notable abandono se debe hacer una nueva planta, pues de otra forma se permitiría que una planta aprobada con una propuesta casi dolosamente desfinanciada genere un daño permanente al municipio, generando pérdidas crónicas que afectarán su funcionamiento, a la población y a las finanzas públicas.





Agregó que era necesario establecer el efecto jurídico que tiene la declaración de notable abandono de deberes del alcalde y concejales respecto de la planta que fue aprobada, pues ello no se señala en el proyecto de ley, ya que del tenor de la norma se entiende que la planta queda vigente.





Enseguida, el Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, insistió en que si la presentación al Concejo Municipal tiene el respaldo financiero erróneo y además la fijación de la planta se realiza por actuaciones realizadas con negligencia inexcusable, esa formulación de planta no puede avanzar en su tramitación y obliga al Alcalde a presentar una planta debidamente financiada y certificada. En este sentido, reiteró que ya con la definición de negligencia inexcusable anula la presentación de la autoridad comunal respectiva.





Por su parte, el Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer señor Jorge Barrera hizo presente que respecto de este artículo se adoptaron algunos acuerdos: en primer término la invalidación de la planta en caso que existiera negligencia inexcusable y, en segundo término, determinar qué ocurre cuando solo uno de los concejales hubiese votado en contra de dicha planta y no pudiese recurrir por notable abandono de deberes por no contar con la legitimación necesaria. En este sentido, agregó que se consideró que cualquiera que hubiese votado, en contra o no, debía tener la posibilidad de poder recurrir de notable abandono de deberes respecto de este caso en particular.





Reafirmando los criterios expresados, el Honorable Senador señor Espina señaló que la norma exige que sea un tercio de los concejales quienes interpongan la acción de notable abandono de deberes, pero en el caso que dicho concejo sea de 6 y sólo uno no apoye la planta, éste no podrá recurrir y por ello debe considerarse esta situación en la redacción final de la norma.





El Señor Presidente de la Comisión informó que solicitó redactar un texto que dé cuenta de los planeamientos antes formulados, que sería el siguiente: 





“Ejecutoriada la resolución que declare el notable abandono de deberes, él o los concejales que no concurrieron a su aprobación podrán solicitar que se declara la nulidad de la planta, caso en el cual ella deberá fijarse nuevamente de acuerdo a las normas de esta ley.”.




La abogada de la Fiscalía de la Subsecretaría, señora Rosa Ester Huerta, opinó que la redacción propuesta vendría a aumentar mucho más la burocracia Agregó que el abandono de deberes es la sanción a la falta a la norma de responsabilidad fiscal por  haber supuesto ingresos superiores al momento de fijar la planta y, por tanto, dicha sanción es para el Alcalde. Agregó que la planta debe pasar por la Contraloría General de la República que con seguridad efectuará las observaciones, pero el tema a resolver, según dijo, es si esa planta va a seguir vigente mientras dure todos el proceso del abandono de deberes, razón por la cual planteó que basta con establecer que una vez acreditada la negligencia inexcusable en la proyección de ingresos y gastos se deberá crear una nueva planta con los requisitos que establece la ley.





Luego, el Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, recalcó que en este tema existen varios elementos a considerar: en primer término se debe considerar la suspensión de la vigencia de la planta una vez que se haya iniciado la acción de notable abandono de deberes; lo segundo según dijo, es que se trata de un caso excepcional en relación a una norma de responsabilidad fiscal. En este sentido, señaló que el problema con la Contraloría General es que no hace un análisis de legalidad en base al mérito del gasto, de modo que no necesariamente dejará sin efecto la planta en ese caso.





Enseguida, indicó que era necesario que para el caso en que exista y se haya determinado una causal de notable abandono de deberes respecto de las personas que concurrieron a la aprobación de la planta con negligencia inexcusable, sea también necesario que dicha situación se resuelva con la suspensión de la vigencia de la planta en tanto dicha acusación se resuelve y entonces, al no haber estado en vigencia, no existirá el problema de retrotraer sus efectos ni tampoco el de superposición de plantas. 





Por su parte el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, enfatizó que se está tratando un tema muy excepcional, toda vez que consideró que difícilmente en un municipio se va a dar el caso de que un Alcalde no haya determinado bien sus ingresos para establecer el gasto de una planta.





En la misma línea, agregó que los ingresos son bastante manejables además porque son proyecciones de ellos, de manera que lo que va a ocurrir es que frente a una situación de presión para el Alcalde en orden a presentar un planta deficitaria, lo que tendrá que hacer es ajustar sus ingresos, donde demostrar que esos ingresos previstos no son reales es muy complicado.





A su turno, el Honorable Senador señor Zaldívar enfatizó que se trata de un problema muy complejo pues se está legislando respecto de una situación que tiene una sanción grave y, por tanto, planteó la necesidad de reglamentar esa circunstancia en aspectos como la vigencia de la planta, el organismo que va a resolver, quién puede solicitarlo, entre otros temas delicados.





El Honorable Senador señor Espina sugirió eliminar esta norma a objeto que la situación en ella considerada se rija por las reglas generales y solicitó un pronunciamiento del Ejecutivo a este respecto, en tanto que el Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que era necesario considerar que la fijación de una planta en forma injustificada desde el punto de vista de los ingresos, será causal de notable abandono de deberes.





Enseguida, el Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Marcelo Segura, manifestó que la norma en cierto modo es un poco excesiva, pues si se agrega a los concejales como quienes pueden pedir la nulidad de esa planta no queda claro ante quien la van a requerir. En este sentido, hizo presente que tal nulidad debiese ser pronunciada por un tribunal de justicia en procedimiento de lato conocimiento, lo que resulta bastante complejo en ese escenario.





Dicho esto, sugirió que se considere que una vez declarado por sentencia ejecutoriada el notable abandono de deberes, de inmediato se produzca el efecto de nulidad de la planta.





Por otra parte, hizo presente que la situación de que la planta no esté debidamente financiada, es de muy difícil ocurrencia en la realidad, por el certificado que tiene que dar el Director de Control y el de Administración y Finanzas respecto de la materia. Sin perjuicio de eso, podría también darse la situación de que pasando por la toma de razón de la Contraloría General con posterioridad se determine que esa planta no estaba ajustada a los ingresos del municipio, de modo que en ese caso también podría producirse la causal una vez que la planta ya se implementó y hubo encasillamiento de funcionarios, entre otras cosas.





Desde esa perspectiva, planteó que en su opinión  lo mejor es dejar la norma tal como está, sólo agregando el tema de la negligencia inexcusable y que ello acarrea la nulidad de la planta respectiva.





Tomando la palabra, el Honorable Senador señor Guillier consideró que la redacción podría resultar confusa, en el sentido de que al utilizar la expresión negligencia inexcusable uno se podría preguntar si existe una negligencia que sea justificable.





Sobre el punto el Honorable Senador señor Espina  señaló que dicha expresión denota una especie de agravante, o falta de buena fe, y denota una decisión casi maliciosa y luego el Asesor de la Subsecretaría señor Víctor Hugo Miranda indicó que última la propuesta formulada por el señor Presidente, antes transcrita, era, a su juicio, la adecuada para este caso.





Acto seguido, el Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer señor Jorge Barrera también estuvo de acuerdo con dicha redacción y sugirió sólo modificar el inciso en el sentido que se refiera a “aquellos que han concurrido en su aprobación” en lugar de “que hayan participado de tal decisión”.





El Honorable Senador señor Zaldívar agregó que debe decir que se configura la causal de notable abandono de deberes que será resuelta por otra instancia.





Recogiendo las inquietudes formuladas, se sugirió una nueva redacción para el inciso cuarto del siguiente tenor:





“En caso que la fijación de la nueva planta haya considerado una proyección de ingresos y gastos para la municipalidad determinada con negligencia inexcusable se entenderá que se configura una causal de notable abandono de deberes tanto de parte del Alcalde o de él o los Concejales que hayan concurrido a su aprobación. Para dichos efectos se procederá según lo dispuesto en los artículos 60 letra c), 76 literal f) y 77. Ejecutoriada la resolución que declare el notable abandono de deberes, él o los concejales que no concurrieron a su aprobación podrán solicitar que se declare la nulidad de la planta, caso en el cual ella deberá fijarse nuevamente de acuerdo a las normas de esta ley.”.





Enseguida, el Subsecretario de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, enfatizó que la nulidad de la planta debería operar por el sólo ministerio de la  ley sin necesidad de que exista una solicitud, toda vez que esta última puede ser discutida y cuestionada en el propio concejo de manera tal que podría resultar operando una planta desfinanciada, siendo necesario establecer la duración de la nueva planta en ese escenario.




Acto seguido, el Presidente de la Unión de Funcionarios Municipales de Chile (UFEMUCH), señor Víctor Hugo Mora, señaló que era necesario establecer el período de duración de esa nueva planta, si sería por los ochos años o lo que falte para completar ese plazo desde que sea declarada la nulidad, porque pueden pasar algunos años desde que se declare la nulidad y es necesario saber los efectos en materia de remuneraciones, nombramientos u otros efectos relacionados.





Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar señaló que también era necesario conocer los efectos que se producen respecto de los actos que se hayan realizado con motivo de la nueva planta como consecuencia de la declaración de nulidad, como por ejemplo las remuneraciones o los actos propios del ejercicio de los cargos ejecutados con las nuevas relaciones jerárquicas que se declaran nulas, entre otros. Así, subrayó que es necesario conocer los efectos jurídicos más allá de la mera declaración de nulidad, y que en todo caso ellos deben estar reglamentados.





En este escenario, el Honorable Senador señor Guillier propuso que se estudie nuevamente el tema y se proponga una redacción que resuelva el problema, en tanto que el Honorable Senador señor Zaldívar manifestó no estar dispuesto a aprobar una norma que deje esta situación sin solución.





El Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, señaló que lo antes planteado le parecía tan atendible que incluso para los efectos de la solicitud de notable abandono de deberes debiese fijarse un plazo de preclusión o prescripción, principalmente para que una vez solicitado el abandono se suspenda la vigencia de la planta, es decir, que ella no entre en vigencia mientras esté pendiente la resolución sobre el notable abandono de deberes, pero que exista un plazo para ello, que podría ser por ejemplo el primer año presupuestario. En este sentido, señaló que ello contribuye a dar certeza jurídica a la planta y a los efectos que se señalaron previamente.





El Honorable Senador señor Zaldívar estuvo de acuerdo con las ideas expresadas anteriormente sobre todo en lo que dice relación con fijar un plazo, que no debiese ser excesivo, no más allá de 60 ó 90 días, en que se pueda reclamar que la planta no cumple con la norma de responsabilidad Fiscal, además de señalar quién resolverá si existe tal incumplimiento. Agregó que la planta no puede entrar en vigencia sino una vez que venza el plazo señalado, y que si es recurrida se debe suspender su aplicación hasta que sea resuelto aquello, y que sólo si no fue establecida con sujeción a la ley se deberá establecer una nueva planta.





Habiendo acuerdo en el seno de la Comisión respecto de los principios expresados por el Honorable Senador señor Zaldívar, el representante del Ejecutivo señaló que propondrían una nueva redacción en esa línea.





Al mismo tiempo, el Honorable Senador señor Espina indicó que además se debe consignar que el plazo de noventa días para reclamar comenzará a correr una vez que se cumpla con el trámite de toma de razón de la planta, configurándose la causal de notable abandono de deberes con los efectos anteriormente indicados.





El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que la precisión expresada por el Honorable Senador señor Espina era muy relevante, en el sentido que se debe decir expresamente que la planta rige una vez que transcurra el plazo que se indique.





Por su parte, el Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Marcelo Segura, indicó que la norma también debe relacionarse con el tema del encasillamiento toda vez que el plazo para realizarlo recién debiese comenzar a correr una vez vencido el lapso que se consigne en la norma, toda vez que respecto del encasillamiento no se toma razón sino que sólo se registra en la Contraloría.





El señor Presidente indicó que sometería a votación las ideas propuestas para que, de ser aprobadas, el Ejecutivo proponga las adecuaciones necesarias. 





Sometidos a votación los criterios concordados durante la discusión, son aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina y Quinteros. 




Sometidas a votación las indicaciones 13 A y 14, son rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina y Quinteros.  





En sesión posterior el Ejecutivo, de acuerdo a lo solicitado, formuló indicación para sustituir el inciso cuarto del artículo 49 bis, por los siguientes: 





“En caso que la fijación de la nueva planta haya considerado una proyección de ingresos y gastos para la municipalidad determinada con negligencia inexcusable, se entenderá que se configurará causal de notable abandono de deberes, tanto de parte del Alcalde como del o los concejales que hayan participado de tal decisión. Para dichos efectos se procederá según lo dispuesto en los artículos 60 letra c), 76 literal f) y 77.





El o los concejales que hubieren votado por rechazar la propuesta de planta, podrán recurrir al Tribunal Electoral Regional, para solicitar el notable abandono de deberes, según lo dispuesto en el inciso anterior, dentro del plazo de 30 días corridos contados desde la aprobación de la planta por parte del concejo municipal. Con todo, el Alcalde sólo podrá remitir a la Contraloría General de la República, el reglamento a que se refiere el inciso primero de este artículo, una vez transcurrido el plazo señalado en el artículo anterior, sin que se haya interpuesto la acción a que dicho inciso establece o una vez que el Tribunal Electoral Regional haya rechazado la acción. Lo dispuesto en este inciso será certificado por el Secretario del Tribunal Electoral Regional.”.





En primer término el Honorable Senador señor Zaldívar solicitó al Ejecutivo explicar el sentido de su propuesta y las modificaciones que propone.





Sobre la materia la asesora de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Rosa Ester Huerta, expresó que la propuesta del Ejecutivo atiende a la inquietud planteada en la Comisión durante la discusión del inciso cuarto del artículo 49 bis, en orden a que resultaba necesario establecer un plazo para entablar la acusación de notable abandono de deberes derivada de la aprobación de las plantas municipales con proyecciones de ingreso y gastos realizadas con negligencia inexcusable, como una forma de dar certeza a la creación o modificación de las plantas.





Con tal propósito, se propone que el plazo sea de 30 días corridos a contar de la aprobación de la planta por el concejo municipal, y que sólo vencido dicho plazo sin que se haya interpuesto la acción, o una vez rechazada, el alcalde podrá remitir el instrumento que las aprueba a la Contraloría General de la República.





El Honorable Senador señor Espina señaló que el plazo ha de ser referido a la solicitud para que se declare el notable abandono de deberes y no simplemente a que se declare el notable abandono de deberes como expresa la indicación.  Por otra parte, agregó, se trata de dar certeza la planta y al mismo tiempo de permitir el ejercicio de tal acción cuando sea procedente, por lo que sugirió reemplazar los 30 días corridos propuestos, por treinta días hábiles.





Finalmente el Honorable Senador señor Zaldívar solicitó precisar que sólo transcurrido el plazo de 30 días hábiles el alcalde podrá remitir a la Contraloría al respectivo reglamento, pues resulta errónea la referencia al artículo anterior.





Enseguida el señor Presidente anuncia que someterá a votación la indicación reemplazando las expresiones “solicitar el notable abandono” por “solicitar que declare el notable abandono”, “30 días corridos” por “30 días hábiles”, “plazo señalado en el artículo anterior” por “plazo precedentemente señalado” y “dicho inciso establece” por “establece el inciso anterior”, respectivamente.





Sometida a votación la indicación del Ejecutivo, modificada en la forma antes señalada, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar.  
Inciso quinto





El texto aprobado en general expresa literalmente:





“Asimismo, se configurará notable abandono de deberes por la no revisión y realización de los correspondientes ajustes en consideración a los informes trimestrales a que se refiere el literal d) del inciso primero del artículo 29 o la representación contemplada en el artículo 81, en caso que en dichos informes o representaciones se consideren déficits derivados de la fijación o modificaciones de plantas. En dichas situaciones se procederá según lo dispuesto en el inciso precedente.”.





Respecto de este inciso se presentaron dos indicaciones:





La indicación número 14A, del Honorable Senador señor Quinteros, que propone eliminarlo, y la indicación número 15, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de la expresión “se consideren déficits”, la frase “, incluso aquellos”.




Puestas ambas indicaciones en debate, refiriéndose a este inciso el Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, hizo presente que en la idea original se trata de establecer dos situaciones. Por un parte, una referida a la proyección de plantas con financiamiento equivocado o negligentemente inexcusable y, la otra, que dice relación con que en los informes trimestrales, que la unidad de control debe presentar al Concejo, se deberá considerar los ajustes no sólo a la planta sino que también a los informes presupuestarios, situación en que también habrá notable abandono de deberes, de modo que el inciso en estudio es también una norma de responsabilidad fiscal.





En relación con lo anterior, la Honorable Senadora señora Von Baer enfatizó que la norma en estudio se refiere a dos situaciones distintas, no necesariamente ambas vinculadas a las nuevas plantas municipales, sino que a cualquier déficit.





En primer término, expresó, se propone que se configure la causal de notable abandono de deberes cuando no se revisen los informes trimestrales a que se refiere la letra d) del inciso primero del artículo 295, y que también sea causal de notable abandono el no realizar los ajustes correspondientes -supuestamente financieros-, que corresponderían de acuerdo a tales informes trimestrales. Además, a ello se agrega el considerar también como notable abandono el no atender a los déficit a que se refiere el artículo 81.





Señaló que la norma termina refiriéndose a cualquier déficit, pues de acuerdo a la indicación número 15 se aplica “incluso a aquellos” “derivados de la fijación o modificación de plantas”, es decir, a todos, por lo que solicitó que los representantes del Ejecutivo explicaran la disposición.





Por su parte, el Honorable Senador señor Quinteros solicitó modificar la redacción del inciso quinto en los mismos términos en que se hizo con el inciso anterior, restringiendo y precisando la causal de notable abandono de deberes.





Enseguida el Honorable Senador señor Espina indicó que la norma parece establecer un nivel de sanción altísimo, ya que señalar que se considerará que existe notable abandono de deberes cuando frente a cualquier déficit que se le avise no se adopten las medidas necesarias para frenarlo parece muy bien en la teoría, pero en la práctica puede tener efectos no analizados.





El Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, Alcalde señor Sergio Puyol, expresó que la norma propuesta le parece un cambio de enorme magnitud, una tremenda transformación del actual sistema, y agregó que en su opinión se aprovecha un proyecto de ley que dice relación con las plantas para legislar sobre los problemas derivados de los déficit municipales, tema complejo y ajeno a la materia.





Señaló que de aprobarse una norma semejante se crearía un nuevo escenario en que probablemente todos los alcaldes y concejales estarían incurriendo en esta causal. A mayor abundamiento, hizo presente que en materia de educación el alcalde debe elegir entre dejarla entregada a la corporación de educación o bien asumirlo directamente como un tema municipal para poder pagar sus gastos.





En el mismo orden de ideas, señaló que en este caso quedarían sometidos al criterio del director de control de modo que, a su juicio, esto parte de un error basado en el ejercicio fiscal propio del antiguo sistema, en que quien daba el certificado único de encuadre era la Tesorería Comunal, lo que a su juicio, era mucho mejor. Finalmente expresó que la propuesta le parecía exagerada e inaceptable en el marco de esta iniciativa.





-Sometida a votación, la indicación número 14A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Quinteros. Por la misma votación, fue rechazada la indicación número 15.

Artículo 49 ter




El encabezado y la letra b) del artículo aprobado en general expresa:





“Artículo 49 ter.- Para los procesos de encasillamiento del personal que se originen en la fijación o modificación de plantas de personal de conformidad al procedimiento dispuesto en el artículo precedente, se seguirán las normas siguientes:”.




“b) Una vez encasillado el personal de la letra a) precedente en los cargos que queden vacantes, se  encasillará a los funcionarios a contrata asimilados a las referidas plantas, que se encuentren en servicio al 31 de diciembre  del año anterior a la entrada en vigencia del reglamento que fija o modifica la planta de personal.





Los funcionarios a contrata señalados en el párrafo anterior, sólo podrán ser encasillados siempre que tengan, a lo menos, diez años de servicios continuos en la respectiva municipalidad anteriores al encasillamiento, cumplan con los requisitos generales y específicos del cargo correspondiente, y, se encuentren calificados en lista N°1 de distinción, o lista N°2 buena.





El nombramiento deberá realizarse  en un cargo vacante que corresponda a la misma planta y grado al cual se encontraban asimilados. Con todo, aquellos funcionarios que hubieren experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en los últimos treinta y seis meses anteriores al encasillamiento, sólo podrán ser encasillados en el grado que tenían con anterioridad a dicho mejoramiento.





En caso que existan más funcionarios a contrata que cargos vacantes, la provisión de éstos se efectuará, en primer término, con aquellos que tengan más años de servicio en la respectiva municipalidad. En caso de empate, serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida, y en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Alcalde.”.




Respecto de esta letra se presentaron tres indicaciones a su párrafo primero y una a su párrafo cuarto.

Letra b)

Párrafo segundo





Para este párrafo se presentaron la indicación número 16, del Honorable Senador señor Navarro, para suprimirlo, la indicación número 17, del Honorable Senador señor Navarro, para reemplazar la expresión “diez años” por “un lustro”, y la indicación número 17A, del Honorable Senador señor Quinteros, que propone reemplazar el guarismo “diez” por “cinco”.




El Honorable Senador señor Quinteros manifestó que estima exagerado el requisito de diez años de servicios continuos en la municipalidad para que un funcionario a contrata pueda ser el encasillado en la planta del personal, y que ello significa validar las situaciones de injusticia que se cometen en contra de los funcionarios municipales, lo que motiva su propuesta en orden a rebajar la antigüedad exigida a cinco años.





Enseguida, el Honorable Senador señor Espina consultó si era posible que en el servicio continuo que señala la norma se considerara el trabajo realizado en otras municipalidades, por ejemplo, por personal a contrata que no necesariamente tiene que haber prestado servicio en la misma municipalidad.





Sobre el particular, el Subsecretario de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes hizo presente que la idea era favorecer a la gente que tiene mayor cantidad de años de continuidad en los respectivos municipios.





-Sometida a votación la indicación número 17A, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Quinteros. 




Por la misma votación, fueron rechazadas las indicaciones números 16 y 17.
Párrafo cuarto

Para este párrafo se presentó la indicación número 17B, del Honorable Senador señor Quinteros, para reemplazarlo por el siguiente:




“En caso que existan más funcionarios a contrata que cargos vacantes, la provisión de estos se efectuará, en primer término, de acuerdo al resultado de la última calificación obtenida y, en caso de empate, conforme a la antigüedad de servicio en la respectiva municipalidad, y en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el alcalde.”.




El Honorable Senador señor Quinteros hizo presente que la indicación invertía los requisitos de la norma aprobada en general, pues estima de toda justicia que el efectuarse el encasillamiento de los funcionarios se considere primero la última calificación y después la antigüedad, pues el esfuerzo y la forma en que cumple sus funciones ha de ser el primer factor a considerar para que un funcionario a contrata sea incorporado en la planta.





Enseguida, el Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, Alcalde señor Sergio Puyol, destacó que esta indicación vuelve a la antigua ley en el sentido de considerar el mérito y luego la antigüedad, cuestión con la que se manifestó de acuerdo.





-Sometida a votación, la indicación número 17B fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Quinteros.
Letra c)





El texto aprobado en general es el que sigue:





“c) Una vez practicado el procedimiento anterior, los cargos que queden vacantes se proveerán con los funcionarios señalados en la letra a) anterior, de acuerdo a los artículos 51, 52 y 53 de la ley N° 18.883. Si después de este procedimiento quedaren aún cargos vacantes, estos se proveerán en conformidad a lo estatuido en el Párrafo I del Título II de la citada ley.”.





Respecto de esta letra se presentó la indicación número 18, del Honorable Senador señor Horvath, para sustituirla por la siguiente:




“c) Una vez practicado el procedimiento anterior, los cargos que queden vacantes se proveerán con los funcionarios señalados en la letra a) anterior, de acuerdo a los artículos 51, 52, 53 y 54 de la ley N° 18.883. Si después de este procedimiento quedaren aún cargos vacantes, estos se proveerán por concurso interno, gozando de preferencia para su nombramiento, el personal de planta, contrata, honorario y códigos del trabajo, siempre que tengan una antigüedad laboral de al menos cinco años continuos o discontinuos. Los cargos que quedaran vacantes, después de haber realizado los ascensos y concurso interno señalados en el párrafo anterior, estos se proveerán de conformidad a lo estatuido en el Párrafo I del Título II de la citada ley.”.




-Esta indicación fue retirada por su autor. 





En sesión posterior, recogiendo las inquietudes surgidas en el seno de la Comisión a raíz del grado que correspondería a los  alcaldes y tratando de contribuir a la solución de los problemas que pudiera generar el que sea el propio jefe comunal quién deba proponer su grado, los asesores de los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión redactaron dos párrafos para el artículo, del siguiente tenor:




“Para los efectos de la fijación o modificación de las plantas de personal señalada en el artículo 49 bis de la ley N° 18.695, la asignación del grado del Alcalde en la planta municipal respectiva, y en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 7° de la ley N° 18.883, se regirá por una tipología municipal objetiva, la cual categorizará las municipalidades en base a su último ingreso anual total percibido y/o su número de habitantes, pudiendo adoptar autónomamente cada municipalidad, cualquiera de estos dos criterios.




Un reglamento del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, visado por el Ministerio de Hacienda, y que deberá ser dictado con un plazo de seis meses de la entrada en vigencia de la presente ley, fijará la categorización referida sobre la base de los criterios descritos en el inciso precedente, la cual deberá se actualizada a lo menos dentro del año al que corresponda la fijación o modificación de la planta respectiva.”.




Sobre el particular el Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, indicó que el texto busca acertadamente dar la oportunidad a que el grado de los Alcaldes, que comúnmente significan el mayor grado y por lo tanto establecen la prelación de grados hacia los otros estamentos, pueda ser modificado de acuerdo a los criterios señalados en la norma propuesta de acuerdo a una tipología objetiva, que surgirá del referido reglamento.





Dicho esto, indicó que de acuerdo a simulaciones realizadas utilizando datos del año 2014 la norma en principio significa que habrá una movilidad de los grados 6 a los grados 5 y 4, mayoritariamente. En este sentido, agregó que hay 203 Alcaldes con grado 6 y que con una u otra alternativa bajarán a 65, y que existen municipios cuyas condiciones han cambiado desde que se fijó la actual tabla, el año 2008, y en los que su condición financiera permitiría contar con los recursos necesarios.





Agregó que se han generado cinco tipologías de los municipios, que serán reglamentadas, que dicen relación con el grado del Alcalde (del 1 al 6) lo que permitirá cotejar su actual grado con aquel al que podrían acceder de acuerdo a los ingresos o población de la comuna.





Por último hizo presente que esta norma engloba movilidad, responsabilidad fiscal y aumentos de grado, de modo que el Ejecutivo hacía suya la propuesta. 

-Sometida a votación la propuesta antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Guillier y Zaldívar. 





Posteriormente, el Ejecutivo formuló indicación para suprimir los dos párrafos antes transcritos, proponiendo establecer una norma sobre el grado de los alcaldes en el artículo 7° de la ley N° 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para funcionarios Municipales, disposición que modifica el número 2) del artículo 7° del proyecto aprobado en general, cuyo análisis se consigna en su oportunidad.





-Sometida a votación la supresión propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar. 

Artículo 49 quáter





La norma aprobada en general es la que sigue:





“Artículo 49 quáter.- Las facultades conferidas en los artículos 49 bis y 49 ter, podrán ejercerse cada diez años y sólo dentro de dicho año; siempre que se cumplan los requisitos y límites que esta ley establece.





En caso de corresponder hacer uso de las citadas facultades en un año en el que se realicen elecciones municipales, dicho derecho podrá ejercerse sólo durante el año subsiguiente a éstas; correspondiendo nuevamente la facultad al cabo de diez años siguientes a aquel, a menos que se verifique la situación a que se refiere el presente inciso.





La nueva planta de personal entrará en vigencia a contar del 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.”.




Para el artículo propuesto se presentaron diez indicaciones.





La indicación número 18A, del Honorable Senador señor Quinteros, propone reemplazarlo por el siguiente:




“La facultad conferida en el artículo 49 bis podrá ejercerse cada cinco años, siempre que se cumplan los requisitos y límites que establece esta ley.




En caso de corresponder hacer uso de la citada facultad en un año en el que se realicen elecciones municipales, dicho derecho podrá ejercerse solo durante el año siguiente a estas.




La facultad establecida en el artículo 49 ter deberá ejercerse dentro de los 90 días siguientes a la fecha de total tramitación del reglamento municipal que aprueba la planta respectiva y tendrá vigencia a contar del 1 de enero del año siguiente a dicha fecha.”. 




Al comenzar el estudio de esta indicación el abogado de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Malik Mograby, señaló que la postura de la entidad es que el plazo para modificar las plantas sea de cuatro años porque a partir de esta ley habrá nuevos planteamientos con respecto a la planificación del recurso humano que tendrán que ser propuestos por el Alcalde o el candidato a Alcalde, de modo que el plazo de cuatro años le parece un lapso suficiente entre cada adecuación de las plantas municipales.





Además manifestó que como no se ha presentado ninguna indicación con el plazo propuesto, apoyaba la idea de establecer el plazo de cinco años entre cada modificación de planta.





El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, señaló que se trata de evitar que sea un plazo muy breve que lleve a que el municipio esté constantemente revisando su planta, sin que exista un proceso de maduración y capacidad institucional para ir asumiendo estos cambios. Agregó que dos períodos de administración municipal son razonables para esta situación, y señaló que esto también tiene que ver con la fecha en que comience el proceso de nueva planta, pues es relevante que la adecuación de las plantas no coincida con un período de elecciones municipales.





Por su parte el Honorable Senador señor Quinteros subrayó que planteó el período de cinco años porque en su opinión no tiene sentido un plazo mayor si no existen facultades de supresión de cargos, pues el proyecto de ley en discusión sólo permite aumentar cargos o grados, para lo cual son suficientes los cinco años para determinar eventuales carencias o debilidades de la planta.





La Honorable Senadora señora Von Baer dijo entender la propuesta realizada de poder adecuar las plantas en cada período alcaldicio, pero señaló que teniendo presente que ello razonablemente puede generar cierto grado de perturbación en el desempeño funcionario en definitiva es partidaria de establecer un mayor tiempo de duración de la planta.  En cuanto al momento en que puede hacerse, señaló que comenzar el proceso antes de las elecciones tampoco resulta adecuado porque se puede transformar en un mecanismo de campaña, entre otros factores que a su juicio deben considerarse.





El Honorable Senador señor Quinteros agregó que respecto del año de elección, la ley soluciona esta situación en forma muy clara estableciendo que las facultades que crea se ejercerán el año subsiguiente al de una elección, y que su indicación propone que sea al año siguiente. Es decir, ninguna de las alternativas planteadas permite que la planta sea modificada en años de elecciones.





Sobre el mismo tema, el Honorable Senador señor Espina sugirió que considerar dos períodos completos es razonable, por lo que planteó acoger esta indicación y que siempre se haga al año siguiente si hay elección.





Dentro de este contexto, el Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera explicó que la indicación en discusión trata de dos temas; por un parte se refiere al plazo y, por la otra, señala que en caso de corresponder a un año de elecciones dice que se haga al año siguiente (no subsiguiente).





Sobre el particular, el el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, recalcó que de la redacción propuesta se desprende que esto entraría en vigencia el año 2016.





Recogiendo los distintos planteamientos, el Honorable Senador señor Espina propuso que se haga cada ocho años y siempre al año siguiente al que se efectuó la elección, en este caso, tendría que ser el año 2017.





Sintetizando las propuestas, el Asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, indicó que en caso de realizarse la elección en octubre de 2016, asumen en diciembre las nuevas autoridades, y en el proyecto lo que se ha planteado con respecto al año es que exista un período de un año calendario para diseñar una planta que se someta al concejo, la que operará una vez aprobado el acto administrativo, el reglamento, que va a toma de razón.





Enseguida, dijo que considerando lo anterior hay que tener claro que el proceso toma casi todo el año período durante el cual tensiona a la municipalidad por dentro, porque cada funcionario tiene muchas expectativas, y que terminado el proceso, al año siguiente entra en vigencia la nueva planta. Considerando lo anterior, el año 2017 debiese ser el año de diseño y aprobación y enero de 2018 el de vigencia de la planta con sus nuevos grados y estructura.





A su turno, el Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, indicó que se trata de dos situaciones distintas, una el proceso para estudiar y aprobar la planta, y otra cosa distinta es que una vez que el acto administrativo quede totalmente tramitado el alcalde tiene noventa días para producir el encasillamiento, y estimó de gran importancia el que se fije plazo para que el alcalde realice el encasillamiento.





-Sometida a votación la indicación número 18A, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Quinteros.
Inciso primero





Respecto de este inciso se presentaron seis indicaciones.





La Indicación número 19, del Honorable Senador señor Navarro, propone suprimirlo.




-Sometida a votación, la indicación número 19 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Quinteros.




La indicación número 20, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar el vocablo “diez” por “ocho”.





En el seno de la Comisión se tuvo presente que ello permite que el ejercicio  las facultades que entrega la ley nunca coincidan con un año de elecciones municipales, lo que ocurre cada cuatro años, lo que si ocurriría de aceptarse los demás plazos propuestos. 





-Sometida a votación, la indicación número 20 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Quinteros.




La indicación número 21, del Honorable Senador señor Navarro, para reemplazar la palabra “diez” por “cinco”.




-Sometida a votación la indicación número 21 fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Quinteros.




Indicación número 21A, del Honorable Senador señor Guillier, es para reemplazar el vocablo “diez” por “cinco”.




-Sometida a votación, la indicación número 21A fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Quinteros.




La indicación número 22, del Honorable Senador señor Ossandón, para suprimir la expresión “y sólo dentro de dicho año”.




-Sometida a votación, la indicación número 22 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Quinteros.




La indicación número 23, del Honorable Senador señor Ossandón, propone agregar la siguiente oración final: “Una vez ejercidas dichas facultades, no podrán ejercerse nuevamente por los siguientes diez años.”.




-Sometida a votación, la indicación número 23 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Quinteros.

Inciso segundo





Respecto de este inciso se presentaron tres indicaciones.





La indicación número 24 del Honorable Senador señor Navarro, es para eliminarlo.




-Sometida a votación, la indicación número 24 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Quinteros.




La indicación número 24A, del Honorable Senador señor Guillier, y la indicación número 25, del Honorable Senador señor Navarro, proponen reemplazar la palabra “diez” por “cinco”.




-Sometidas a votación, las indicaciones números 24A y 25 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Quinteros.
Número 5)





Mediante este número el proyecto aprobado en general agrega la siguiente frase final al artículo 566 de la ley orgánica de municipalidades:

 



“Además, deberá presentar para aprobación del Concejo la política de recursos humanos, la cual deberá contemplar, a lo menos, los mecanismos de reclutamiento y selección; promoción y capacitación; y, egreso.”.




La indicación número 25A, del Honorable Senador señor Horvath, es para modificar el inciso segundo nuevo del artículo 56º, agregando al final de la palabra “egreso” y después del punto aparte (.) que pasara a ser seguido, la siguiente oración: “Dicha política podrá incluir además diversos planes piloto relacionados con el recurso humano, a fin de permitir un mejor desempeño laboral”.




El Honorable Senador señor Horvath señaló que esta materia ya le fue planteada al representante del Gobierno con anterioridad, y dice relación con que a nivel municipal, y desde luego los servicios públicos regionales, puedan hacer estos programas pilotos para buscar líneas que actualicen las normas, reglamentos y todo tipo de instrucciones con el objeto de generar un mejor servicio.





Agregó que esto no puede desarrollarse como una política central, sino que la idea es que los municipios creen programas piloto en conformidad a sus características propias.





Enseguida, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó si era correcto entender que la no presentación de la política de recursos humanos podría significar notable abandono de deberes, lo que fue respondido en forma afirmativa por el representante del Gobierno.





-Sometida a votación, la indicación número 25A fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Quinteros.

Número 6)





La norma aprobada en general agrega una nueva letra al artículo 67, para establecer que el estado de la aplicación de la política de recursos humanos debe ser incluido en la cuenta pública que debe rendir el alcalde.





Esta norma no fue objeto de indicaciones, pero el señor Presidente la sometió a consideración de la comisión.





-Sometida a votación, este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina y Quinteros.

Artículo 7°





Esta norma introduce diversas modificaciones en la ley N° 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.

Número 1)





Mediante este numeral se modifica el artículo 2° de la ley antes señalada.

Letra a)





Esta letra propone modificar el inciso cuarto del artículo 2° de la ley N° 18.883, que expresa literalmente:





“Los cargos a contrata, en su conjunto, no podrán representar un gasto superior al veinte por ciento del gasto de remuneraciones de la planta municipal. Sin embargo, en las municipalidades con planta de menos de veinte cargos, podrán contratarse hasta cuatro personas.”.





La indicación número 26 del Honorable Senador señor Navarro, es para suprimirla.




El Honorable Senador señor Quinteros manifestó su rechazo a esta indicación por cuanto el actual 20% le resta flexibilidad a la planta, y además porque con el 40% será posible la contratación de los honorarios, sin posibilidad que su número crezca porque tienen un límite que obedece al presupuesto de cada municipio.





Agregó que no se debe perder de vista que uno de los objetivos del presente proyecto de ley es evitar los vicios que hasta ahora han existido en esta materia en los distintos municipios, de tal manera que se deben dar las condiciones para que las reivindicaciones de los funcionarios sean acogidas de una vez.





-Sometida a votación, la indicación número 26 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Quinteros.

Letra b)





Mediante esta letra se propone agregar el siguiente inciso final al artículo 2° de la ley N° 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales:





“El gasto anual en personal no podrá exceder, respecto de cada municipalidad, del 40% (cuarenta por ciento) de los ingresos propios percibidos en el año anterior. Se entenderá por gastos en personal el que se irrogue para cubrir las remuneraciones correspondientes al personal de planta y a contrata. Asimismo se considerarán en dicho gasto los honorarios a suma alzada pagados a personas naturales, honorarios asimilados a grado, jornales, remuneraciones reguladas por el Código del Trabajo, suplencias y reemplazos, personal a trato y/o temporal y alumnos en práctica. A su vez, los ingresos propios percibidos serán considerados como la suma de los ingresos propios permanentes señalados en el artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales más los ingresos por participación en el Fondo Común Municipal indicados en el artículo 14 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.




Al explicar esta norma el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, señaló que ella tiene que ver básicamente con la posibilidad de que el municipio incorpore dentro de su dotación a contrata a funcionarios que hoy permanecen a honorarios, con lo que en su opinión, se mejoran las condiciones laborales de muchos funcionarios que se encuentran en esa situación.





Sobre este punto en particular, el Honorable Senador señor Horvath inquirió mayor información con respecto a los porcentajes reales que actualmente existen en las diferentes condiciones en que puede prestar servicio el personal en los municipios.





El Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, expresó que el promedio nacional actual es del 26% de gasto en personal a contrata respecto del gasto en personal de planta. Así, agregó, se propone reconocer que por distintas vías o programas de instituciones centrales o por la mayor complejidad en la actividad municipal, el municipio ha maximizado su gasto en contrata en el promedio indicado.





La Honorable Senadora señora Von Baer dijo entender lo que se quiere con esta norma. Sin embargo, llamó la atención sobre el hecho de que puede aumentar la contrata y los honorarios queden igual, lo que la lleva a mantener dudas respecto de la conveniencia de la norma.





Sobre el particular, el Asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, expresó que los municipios desarrollan ciertas tareas de fiscalización que no pueden realizar los funcionarios a honorarios, pero si aquéllos que se encuentran a contrata porque tienen responsabilidad administrativa, lo que también podría verse resuelto con la ampliación que se propone.





A su turno, el Vicepresidente Nacional de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), señor Juan Camilo Bustamante, señaló que en el escenario descrito existiría la posibilidad de que el personal a honorarios, situación que alcanza a 38.000 funcionarios, pueda incorporarse a la contrata, pero destacó que el proyecto de ley no lo señala así.





Indicó que en la mesa del sector público se trabajó el tema de los honorarios en el sector centralizado y se incorporó una determinada cantidad para ser solucionada este año, cumpliendo determinados requisitos tales como desarrollar funciones de carácter permanente en la municipalidad, contar con una determinada cantidad de años en el desarrollo de la actividad y cumplir una jornada de trabajo de 44 horas.





Considerando los requisitos señalados, solicitó que quienes cumplan con ellos sean a quienes se les permita el ingreso en las vacantes a contrata que se crearían.





Por su parte, el Director de la Unión de Funcionarios Municipales de Chile (UFEMUCH) señor Marcelo Quezada hizo presente que la gran alza de honorarios no está contemplada en el costo que se está asumiendo y, por tanto, ello no estará considerado dentro del gasto del 42% que está proponiendo el Gobierno. Dado lo anterior, agregó que no se garantiza que ese grupo de trabajadores pase a la calidad de contrata.





El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, subrayó que en esta materia, existen una serie de personas contratadas de acuerdo al Código del Trabajo que no se ven reflejadas en las cifras, al igual que los honorarios que están en programas del nivel central, de modo que indicó que su estimación respecto del personal que se desempeña a honorario en los municipios es de un total de alrededor de 100.000 personas.





Considerando lo anterior, enfatizó que uno de los objetivos que persigue este proyecto de ley es transparentar estas situaciones, para lo cual se obliga a los municipios a informar a la Subsecretaría, la que a su vez tendrá que transparentar la información.





Agregó que efectivamente no es posible resolver el problema de todos los funcionarios municipales por una limitación de recursos, y también por criterios de eficiencia municipal en el servicio a la comunidad, por la calidad de las prestaciones que éste ofrece. Dicho esto, destacó que se busca que dentro de las facultades y autonomía municipal exista un mecanismo que permita resolver este problema, que calificó como un problema mayor.





El Honorable Senador señor Quinteros señaló que compartía lo expresado hasta ahora, pero que en su opinión esto podría subsanarse si se consigna que en el aumento al 40% de los ingresos se destinará al personal que esté a honorarios cumpliendo funciones permanentes.





El abogado de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Malik Mograby, estimó necesario destacar la importancia de la propuesta del Ejecutivo, pues viene a beneficiar tanto a los propios municipios como a los trabajadores a honorarios, al permitirles entrar a las plantas en calidad de contrata con los mismos derechos que los demás funcionarios, y también con mayores responsabilidades.





El Honorable Senador señor Espina expresó su opinión en el sentido estimar necesario llegar a un consenso en esta materia considerando que existen dos tipos de trabajadores a honorarios. Por una parte están aquellos que verdaderamente son funcionarios a honorarios y que cumplen una función o trabajo puntual y, por otra están los que encontrándose a honorarios tienen vínculo de subordinación y dependencia.





Además sugirió que se proponga una nueva redacción recogiendo lo planteado por el Honorable Senador señor Quinteros en cuanto a que en el 40% tendrán cabida aquellas personas que tienen contratos a honorarios con labores de carácter permanente.





El Asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, indicó que la Constitución Política establece el principio de autonomía municipal y por tanto, entendiendo que en la misma Carta Fundamental se establece la continuidad de una carrera, se entiende que lo que no corresponde a ella, es decir, personal a contrata, es parte del espacio de flexibilidad que tienen los alcaldes dentro de la autonomía en la administración de sus finanzas.





Enseguida la Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su preocupación haciendo presente que producto de los que se está planteando, a futuro se estaría precarizando el empleo. Agregó que no le parece bien dar la señal de que está bien que los municipios tengan el 40% del personal a contrata.





El Director de la Unión de Funcionarios Municipales de Chile (UFEMUCH), señor Marcelo Quezada, indicó que ellos siempre han estado por mantener el límite de 20%, toda vez que ya se está aumentando el gasto en personal y, por ende, también aumentará el gasto en personal a contrata. Agregó que el gasto en remuneraciones de los trabajadores de los programas comunitarios tiene un tratamiento distinto, y ellos están fuera de los efectos de la ley no obstante haber crecido exponencialmente desde el año 2009.





El Honorable Senador señor Espina insistió en que debe consignarse en la ley que dentro del tope del 40% deberá incluirse a aquellas personas que están cumpliendo labores permanentes, términos bajo los cuales manifestó su intención de votar favorablemente la norma.





Por su parte la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó dejar constancia que se abstendría en esta votación pues prefería que este fuera un tema de debate en la Sala, lo que no sería posible si se produce una aprobación unánime.





-Sometida a votación la letra b), fue aprobada con las modificaciones señaladas, por mayoría de votos. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Quinteros. Se abstuvo la Honorable Senadora señora Von Baer.

- - -





Posteriormente, con motivo de algunas dudas surgidas respecto del porcentaje de funcionarios que pasarían a la planta con motivo de este proyecto de ley, el Honorable Senador señor Espina solicitó la reapertura del debate del artículo, lo que la Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath, Pizarro y Quinteros.




En primer término El Honorable Senador señor Pizarro hizo presente que la realidad en los municipios es que hay un mayor número de funcionarios a contrata y a honorarios que funcionarios de planta. En este sentido estimó que la indicación busca ir corrigiendo esa situación anómala que se da en la actualidad, lo que permitiría también dar mayor estabilidad a los funcionarios, por lo que se manifestó a favor del aumento del porcentaje del gasto de la planta que puede significar el personal a contrata.





Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer reiteró que aumentar el gasto que se puede hacer en personal a contrata no significa necesariamente que no aumente después el gasto del personal a honorarios. Luego, insistió en que, tal como lo señaló en la sesión anterior, se puede entender que se está precarizando el empleo en el municipio.





Enseguida el Honorable Senador señor Espina hizo presente que el Gobierno ha sostenido que esta norma permite transparentar una determinada situación. Luego señaló haber alcanzado la convicción que al hacer eso se está estableciendo una precarización porque entonces se transforma en una meta el tener al 40% del personal a contrata y a un 60% de personas en la planta.





En esta línea, dijo que se debiese exigir que el 80% sean personas de planta y sólo el 20% a contrata y si ello no se cumple entonces deben adecuarse las plantas, que es el propósito de la iniciativa.





Dado lo anterior, subrayó que el criterio para los municipios no debe ser que la mayoría no sea de planta y se mantenga el elevado porcentaje del personal a contrata, pues esta última vía es, en su opinión, no sólo una precarización del empleo sino que además pone al funcionario en una situación menoscabada frente a su jefatura en el ejercicio de sus funciones.





Por su parte, el Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Marcelo Segura, indicó que la norma tiene el objetivo que planteó el Gobierno, pero además, dice relación con el actual escenario jurídico que existe en materia de honorarios, fundamentalmente por la jurisprudencia de la Excma. Corte Suprema.





En este sentido, hizo presente que en los municipios existen básicamente dos grandes categorías de honorarios que a su vez, tiene otras dos subcategorías; en primer término, señaló que están los honorarios a suma alzada que están considerados dentro del límite de gasto de personal y no pueden ser más del 10% del gasto en planta; luego dijo que por la vía de estos honorarios los municipios, al igual que la administración central del Estado han debido tener personas con carácter permanente para poder suplir necesidades normales y habituales del municipio. En este sentido, destacó que hay gente que lleva diez años en esa categoría.





Luego, dijo que están los honorarios a suma alzada propiamente tales que se encargan de labores muy específicas; los honorarios de los prestadores de servicios a la comunidad que es un grupo que no está considerado dentro del límite de gasto en personal y que la municipalidad contrata en forma temporal o bien se trata de personas que están con labores permanentes dentro de la estructura municipal.





Dicho esto, indicó que la Excma. Corte Suprema ha emitido varias sentencias en que ha reconocido plenitud de derechos laborales a este último grupo, lo que ha significado grandes sumas indemnizatorias. Dado lo anterior, aseguró que la idea de los municipios es terminar con esos honorarios permanentes, cualquiera sea su naturaleza, y limitarlos a las labores que efectivamente les corresponden. 





Enseguida, enfatizó que subir la contrata del 20% al 40% en una ley que permite readecuar la plantas recién en el año 2018, la parecía que era dejar a los municipios en una posición tremendamente debilitada, en orden a que pueden ser demandados en cualquier momento por trabajadores que prestan servicios a honorarios. A mayor abundamiento, dijo que la posibilidad que tienen los municipios es pasar a dichos trabajadores contratados a honorarios con carácter permanente a contrata, de modo que subrayó que la Asociación que representa defiende el incremento del 20% al 40% porque le permite a las municipalidades resolver un problema, además de establecer un límite al gasto en personal.





El Honorable Senador señor Quinteros señaló que el proyecto que está en estudio trata de problemas que desde hace años los funcionarios han planteado con el objeto que se adopte alguna medida para ir normalizando la situación que se vive en los municipios.





Además, hizo presente que esta propia normativa faculta al Alcalde para fijar una planta, y si han pasado tantos años opinó que era necesario favorecer al funcionario que está por años como funcionario a honorarios, de manera que no es posible concebir que un Alcalde opte por volver a tener tantos funcionarios a honorarios sobrepasando los gastos que le corresponden.





Enseguida, reconoció que si bien el proyecto de ley puede ser mejor, es necesario ir avanzando en su tramitación y no abordar las situaciones puntuales pues le pareció que no corresponden a esta etapa de la discusión.





Acto seguido hizo uso de la palabra el Presidente Nacional de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), señor Oscar Yáñez Pol, quien precisó que desde el punto de vista de los derechos laborales, compartía plenamente la argumentación señalada en el sentido que el proyecto de ley en estudio en nada asegura que los funcionarios a contrata vayan a pasar a la planta municipal, pues se trata de una facultad que va a tener el Alcalde respectivo, a diferencia de lo que ocurrió con ocasión de la ley N° 19.2807 en que automáticamente los trabajadores municipales que tenían 10 años de antigüedad en el municipio pasaban a la planta. Dicho esto, enfatizó que aumentar del 20% al 40% el porcentaje del gasto de la planta que pueden representar los cargos a contrata implica un mayor espacio para tener trabajadores a contrata.





Por otro lado, subrayó que el proyecto tampoco señala que los trabajadores a honorarios vayan a pasar a ser contrata en forma automática, siendo también una facultad del Alcalde de acuerdo a esta iniciativa.





Por último, destacó que este debate se dio en años anteriores y fue rechazado en su momento, porque una norma de esta naturaleza implica, a su juicio, aumentar la politización en las municipalidades en perjuicio de la tecnificación.





- Sometida a votación la letra a) del Artículo 7°, votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Pizarro y Quinteros, por la negativa el Honorable Senador señor Espina, y se abstuvo la Honorable Senadora señora Von Baer.





- Repetida la votación, en conformidad al artículo 178 del Reglamento, por el voto de abstención que determina que quede sin resolverse esta norma, se registró el siguiente resultado: votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Pizarro y Quinteros, por la negativa los Honorables Senadores señora  Von Baer y señor Espina.




- Repetida la votación, en conformidad al artículo 182 del Reglamento, por el empate existente, se registró el mismo resultado, quedando rechazada de inmediato la norma a causa de la urgencia con que está calificado el proyecto.




Enseguida, el señor Presidente anunció que reabierto el debate sobre el artículo correspondía votar nuevamente la letra b) del artículo.






-Sometida a votación, la letra b) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Pizarro, Horvath y Quinteros.
- - -





La indicación número 27, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazar el guarismo “40%” por “42%”.




El Asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, indicó que la propuesta significa un aumento respecto de la normativa vigente que establece un tope de un 35% de los ingresos propios para el gasto máximo en personal, y en función de una materia que planteó en su oportunidad la Asociación Chilena de Municipalidades, es que se ingresó esta indicación que propone aumentar dicho porcentaje del 40% aprobado en general al 42% respecto de los ingresos propios del municipio que constituirá el gasto máximo en personal.





Luego, señaló que otro elemento a destacar es que el nuevo inciso que incorpora la letra b) define lo que se debe considerar para calcular el gasto en personal y precisa el concepto de ingresos propios percibidos. En el mismo sentido, subrayó que en esta norma no se están fijando montos de remuneraciones, sino que se está estableciendo el límite, es decir, hasta dónde puede gastar el municipio.





Enseguida, la Honorable Senadora señora Von Baer requirió mayor información respecto de la norma que establece el tope al que se ha hecho alusión y además, preguntó por qué se incluyó esta materia en circunstancias que ella no fue parte del protocolo de acuerdo.





Sobre el particular el Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, hizo presente que efectivamente esta materia no estaba considerada en el texto del protocolo: Sin embargo, señaló, para poder ejecutar los aumentos de asignación profesional y directiva y los incrementos de grado, era necesario ampliar el umbral de gasto en personal.





Considerando lo expuesto, la Honorable Senadora señora Von Baer indicó que el aumento de recursos debería pagarlo el Gobierno central y eso hace innecesario aumentar el porcentaje de gasto en personal del municipio.





Para mayor claridad, el Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, recalcó que en la actualidad, muchos municipios están sobre el 35% de sus ingresos en gastos en personal y, por lo tanto, lo que se está haciendo es reconocer la realidad de tal manera que se trata de un tema de límite legal que no tiene nada que ver con el financiamiento, que efectivamente está comprometido por el Ejecutivo en este proyecto de ley.





Con respecto a la norma que establece el tope del 35%, el Asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, señaló que ello es materia de la ley N°18.294 8 que posteriormente se propone derogar en el proyecto, pues lo que se busca es que el aumento al 42% se agregue en el Estatuto Administrativo, con el objeto que la información esté concentrada en un solo cuerpo legal.





Acto seguido, el Presidente Nacional de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), señor Oscar Yáñez Pol, manifestó su apoyo a esta propuesta del Ejecutivo por cuanto actualmente muchos municipios no tienen posibilidad de aplicar la a ley tal cual como está dada y están sobreexcedidos en el gasto en personal, por lo que la norma sincera esta situación y permite llevar profesionales a los municipios pequeños, beneficiando casi al 70% de los municipios del país, que son rurales.





Luego, el Presidente de la Unión de Funcionarios Municipales de Chile (UFEMUCH), señor Víctor Hugo Mora, hizo presente que no obstante mejorar lo actual, ello resulta absolutamente insuficiente y apoyó la idea de crear una categorización de municipios dado que, en su opinión, no es posible que con un 42% se pueda financiar este proyecto de ley y allegarse esos profesionales que se esperan en los municipios pequeños.





-Sometida a votación, la indicación número 27 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Pizarro, Horvath y Quinteros.


La indicación número 27A del Honorable Senador señor Guillier, propone reemplazar el guarismo “40%” por “45%”.


-La indicación número 27A fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, de la Carta Fundamental.

Número 2)





Este numeral agrega un inciso segundo nuevo en el artículo 7° de la ley N° 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales. Su texto, aprobado en general, es el siguiente:





“Las plantas municipales establecidas de acuerdo al inciso anterior tendrán las siguientes posiciones relativas:

Alcaldes

del grado 1 al 6

Directivos 

del grado 3 al 10

Profesionales

del grado 5 al 12

Jefaturas

del grado 8 al 12

Técnicos

del grado 9 al 17

Administrativos 
del grado 11 al 18

Auxiliares 

del grado 13 al 20.”.




Respecto de este numeral se presentaron tres indicaciones.





La indicación número 28, del Honorable Senador señor Navarro, para eliminarlo.




-Sometida a votación, la indicación número 28 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Pizarro, Horvath y Quinteros.




La indicación número 29, del Honorable Senador señor Navarro, propone reemplazar el inciso segundo propuesto por el siguiente:




“Las plantas municipales establecidas de acuerdo al inciso anterior tendrán las siguientes posiciones relativas:




Alcaldes del grado 1 al 6, Directivos del grado 3 al 10, Profesionales del grado 5 al 12, Jefaturas del grado 8 al 12, Técnicos del grado 9 al 15, Administrativos del grado 11 al 15, Auxiliares del grado 13 al 15.”.




-Sometida a votación, la indicación número 29 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Pizarro, Horvath y Quinteros.




La indicación número 30 de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazar el guarismo “8” por “7”.




Sobre el particular, el Asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva señaló que uno de los elementos esenciales del proyecto de ley es que dispone que cada municipalidad podrá establecer su propia planta de funcionarios, pero dentro del contexto que le fija la normativa. En ese sentido, precisó que se establecen las posiciones relativas, es decir, cada una de las plantas puede tener un mínimo y un máximo dentro de lo grados para ubicar a los distintos funcionarios.





Enseguida, hizo presente que en relación a la ley vigente, para el caso de los auxiliares administrativos y técnicos, ellos parte en el grado 14,12 y 10 respectivamente, sobre lo cual se plantea reemplazarlos por los grados 13,11 y 9 con el objeto de que esas personas puedan acceder al beneficio de subir dos grados, tal como lo establece la iniciativa en estudio en sus disposiciones transitorias.





Adicionalmente, subrayó que esta modificación permitirá que el personal que actualmente está en dichas plantas o que vaya a ingresar  en el futuro, pueda tener una dentro de esa planta, una carrera más larga.





Luego, recalcó que la indicación extiende un beneficio similar para el personal de la planta de jefatura que hoy en día está ubicado del 8 al 12 y plantea que sea del grado 7 al 12, con lo que se cumple el objetivo del proyecto.





Acto seguido, el Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Marcelo Segura, indicó estar de acuerdo con la norma propuesta, no obstante considerar complejo en el actual escenario los alcaldes se aumenten el grado cuando modifiquen las plantas, y que en el caso que ello no curra esa situación se traduce en un freno hacia abajo en la carrera de los funcionarios municipales, en algunos casos. Dado lo anterior, sugirió que se busque alguna fórmula distinta para definir los grados de la primera autoridad comunal.





El Honorable Senador señor Quinteros se manifestó de acuerdo con lo hasta aquí expresado, haciendo presente que la situación antes descrita -que el alcalde proponga un aumento de grado para su cargo- puede generar mucho rechazo, razón por lo cual planteó la posibilidad de buscar otra fórmula o nombrar una comisión para que resuelva esta situación.





Enseguida, el Asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, planteó que el proyecto en su génesis establece que ya no es ni el Ejecutivo ni el Congreso Nacional como colegisladores, quienes determinarán las plantas municipales, sino que se establecen ciertos límites con el objeto de que cada municipio en forma autónoma, defina su propia planta. En este sentido, destacó que dentro de ese mecanismo está el fijar el grado del cargo del alcalde, y que ello deberá ser resuelto por cada municipalidad.





Agregó que también se debe considerar que hay algunos cargos que están relacionados y dicen relación con el grado del Alcalde. Sin embargo, agregó, forzar o establecer que tal o cual municipio no podrá subir el grado de su alcalde obligaría a hacer una suerte de tipología que no está considerada, y que puede ser volátil porque la realidad comunal es dinámica y va cambiando.





La Honorable Senadora señora Von Baer planteó que esta norma planteará un problema a todos los alcaldes, que para favorecer la carrera de otros funcionarios y dotarlos de mejor grado aparecerán elevándose el propio, situación que puede ser inadecuada o resultar malinterpretada para la ciudadanía, según sea el caso, por lo que sugirió buscar una solución distinta, como el establecer regular en un artículo transitorio la situación para la primera planta que se cree de acuerdo a esta ley.





Los Honorables Senadores señores Horvath y Quinteros, indicaron que este tema no podía dejarse sin solución en esta misma ley pues se puede transformar en un problema sensible y delicado para todas las municipalidades, por lo que instaron a que se adopte una decisión y se busque en conjunto una fórmula para lograr dilucidar este problema, que afecta a todo el personal municipal en cuanto su carrera se extiende hasta el cargo inferior al del alcalde.





Por su parte el Subsecretario de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, subrayó el espíritu original del proyecto de ley que dice relación con recalcar la autonomía y profundizar la descentralización, expresando que en ocasiones parece no quedar del todo claro que esa sea la intención. Agregó que en este caso en particular buscar otra fórmula es, a su juicio, un retroceso pues la descentralización conlleva riesgos y posibles errores que deben ser asumidos por parte de la autoridad municipal.





En el mismo sentido, agregó que no se han definido criterios para determinar el grado que uno u otro alcalde debe tener, toda vez que las complejidades que se dan en los distintos municipios son de diferente nivel, de tal manera que planteó que sin importar el criterio que se emplee en esta materia, este siempre será subjetivo.





Luego, el Presidente Nacional de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), señor Oscar Yáñez Pol, manifestó su apoyo a la postura de los Honorables señora y señores Senadores, porque representa el sentir de los Alcaldes en las diferentes comunas pequeñas.





En este contexto, agregó que el Ejecutivo hace ya tres o cuatro años atrás aumentó la renta de los Alcaldes y fijó el grado mínimo, de modo que no ve inconvenientes para que lo haga nuevamente. En el mismo sentido, estimó que debiesen aumentar en un grado los Escalafones de Jefaturas, Profesionales y Directivos, para lo cual propuso que el tope sea el grado 7.





A su turno, el Presidente de la Unión de Funcionarios Municipales de Chile (UFEMUCH), señor Víctor Hugo Mora, destacó que existen 216 Alcaldes en el país que tienen grado 6 de un total de 345,  lo que significa que en más de la mitad de las municipalidades hay un freno a la carrera de los funcionarios determinado por el grado de su alcalde.





La Honorable Senadora señora Von Baer anunció que se abstendría en la votación de esta indicación, con el propósito que la materia sea debatida en la Sala y que en ella se pueda recibir una nueva propuesta del Ejecutivo.





-Sometida a votación, la indicación número 30 fue aprobada por mayoría de votos. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Espina, Pizarro, Horvath y Quinteros. Se abstuvo la Honorable Senadora señora Von Baer.





En sesión posterior, y como se indicó al tratar del artículo 39 ter que propone el número 4) del artículo 6° del proyecto aprobado en general, el Ejecutivo formuló indicación para agregar el siguiente inciso a este número:





“Para los efectos de establecer el grado asignado al cargo de Alcalde dentro de la planta municipal respectiva al momento de fijarla o modificarla de conformidad a lo dispuesto por el artículo 49 bis de la ley N° 18.695, los municipios deberán ajustarse a la categoría en que se encuentren según el total de sus ingresos anuales percibidos o el número de habitantes de la comuna. Un reglamento dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, fijará las categorías según los criterios antes indicados y el rango de grados posibles para cada categoría.”.





La Honorable Senadora señora Von Baer expresó que en la redacción de los párrafos del artículo 39 ter, que la indicación reemplaza, expresamente se indicaba que los municipios podían optar por alguno de los criterios que la norma señala para fijar la categoría de los municipios, es decir, por los ingresos anuales percibidos o por el número de habitantes de la comuna, lo que estimó adecuado mantener. 




Desde otro punto de vista, agregó, también le parece conveniente mantener el plazo para dictar el reglamento que jerarquizará a los municipios según los criterios que señala la ley. 





Sobre la materia, el Honorable Senador señor Quinteros coincidió en mantener la posibilidad que los municipios opten por aplicar uno de los dos criterios de jerarquización que la norma indica, para lo cual propuso agregar que los municipios deberán ajustarse a la categoría en que se encuentre según el total de sus ingresos anuales percibidos o el número de habitantes de la comuna “, a su elección”.





En relación al plazo para dictar el reglamento a que se refiere el inciso, el Honorable Senador señor Zaldívar propuso agregar a la norma que el reglamento deberá dictarse en el plazo de seis meses contados desde la entrada en vigencia de la ley.





El señor Presidente anunció que sometería a votación la indicación, con las modificaciones propuestas.





Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath, Quinteros y Zaldívar.

Número 3)





Mediante este numeral se agrega un inciso final, nuevo, en el artículo 8° de la ley N° 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, disposición que expresa que la carrera funcionara se iniciará con el ingreso a un cargo de planta y se extenderá hasta el cargo de jerarquía inmediatamente inferior al del alcalde.





La norma aprobada en general incorpora un inciso nuevo, con seis numerales, del siguiente tenor:





“Para el ingreso y la promoción en los cargos de las plantas de personal de las municipalidades se deberá cumplir con los siguientes requisitos:





1) Plantas de Directivos: título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocido por éste.





No obstante, para los cargos de dirección destinados al mando superior de las unidades que se indican seguidamente, deberán cumplirse los requisitos específicos que se señalan:





a) Para la unidad de obras municipales se requerirá título de arquitecto, de ingeniero civil o de constructor civil, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste.





b) En la unidad de asesoría jurídica se requerirá título de abogado, habilitado para el ejercicio.





2) Plantas de Profesionales: Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste.





3) Plantas de Jefaturas: Título profesional de una carrera de, a lo menos, 8 semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste.





4) Plantas de Técnicos: Título técnico de nivel superior otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste, en el área que la municipalidad lo requiera; o, en su caso, título de técnico nivel medio, en el área que la municipalidad lo requiera, otorgado por una institución de educación del Estado o reconocida por éste; o haber aprobado, a lo menos, cuatro semestres de una carrera profesional impartida por una institución del Estado o reconocida por éste, en el área que la municipalidad lo requiera.





5) Plantas de Administrativos: Licencia de educación media o su equivalente.





6) Plantas de Auxiliares: Licencia de educación media o su equivalente. Para el ingreso o la promoción a cargos que impliquen el desarrollo de funciones de chofer, será necesario estar en posesión de la licencia de conducir que corresponda según el vehículo que se asignará a su conducción.”.





4) Agrégase en el inciso primero del artículo 25 a continuación del punto aparte(.) que pasa a ser punto seguido(.) la oración siguiente: “Dichos programas deberán contemplar, a lo menos, cursos sobre probidad administrativa, contabilidad y gestión financiera municipal, estas dos últimas materias preferentemente para aquellos funcionarios que se desempeñen en áreas afines.”.
Número 1)

Letra a)





La letra a) señala que para la unidad de obras municipales se requerirá título de arquitecto, de ingeniería civil o de constructor civil, de instituciones de educación superior del Estado o reconocidas por éste.





La indicación número 31 de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para agregar después de las palabras “ingeniero civil” la expresión “, de ingeniero constructor civil,”.




Sobre el particular, el Honorable Senador señor Horvath estuvo de acuerdo con esta indicación haciendo presente que se trata de una carrera nueva. Sin embargo, indicó que la duda se presenta por el lado de que la ley contempla que en ciudades con determinado número de habitantes no puede ocupar el cargo un Constructor Civil.





Agregó que desde hace años se arrastra un problema en la Región de Aysén porque la persona cargo de la Dirección de Obras Municipales es Constructor Civil bajo cuya dependencia se encuentran Arquitectos, lo que trae una serie de inconvenientes que no permiten desarrollar un adecuado trabajo desde el punto de vista de la formación académica.





El Asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, expresó que el proyecto en estudio considera que actualmente los requisitos para cada una de las plantas de los municipios, en términos de formación, están considerados en la ley N° 19.2809. Agregó que, como se ha señalado con anterioridad, para concentrar todo en el Estatuto Administrativo y facilitar el manejo de la información lo que se propone es trasladar la norma desde la ley antes citada e incorporarla en el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales pero con dos modificaciones: la primera dice relación con agregar la carrera de Ingeniero Constructor Civil como requisito para ser Director o Directora de la Unidad de Obras Municipales, y la segunda dice relación con la planta de auxiliares, respecto de los cuales la ley vigente dispone que se debe tener licencia de educación básica o equivalente y ahora se propone elevar el requisito estableciendo la licencia de educación media, con la salvedad que por una disposición transitoria no se afecta a las personas que hoy están en esa planta, y que ingresaron con el requisito señalado de la licencia de ecuación básica.





Agregó que esta modificación se fundamenta en que la Constitución Política garantiza el establecimiento de un sistema de educación pública gratuito en enseñanza básica y media, y que además se homologa las plantas de auxiliares de los municipios con las del nivel central, en que si se exige la licencia de enseñanza media.





Por su parte, el Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades señor Marcelo Segura indicó que elevar el requisito a licencia de enseñanza media para la planta de auxiliares puede generar graves problemas en muchos municipios.





Precisando sus dichos, hizo presente que ello va a  obligar a externalizar servicios, pues hay municipios que prestan directamente ciertos servicios como el de recolección de residuos domiciliarios en que su personal tiene enseñanza básica, al igual que las empresas privadas que prestan el mismo servicio pero que no se verían afectadas por las normas de esta ley, lo que constituye un ejemplo de los problemas de elevar ese requisito.





Luego, el Presidente Nacional de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), señor Oscar Yáñez Pol, agregó que si bien compartían los argumentos expresados por el representante del Ejecutivo en cuanto a la necesidad de profesionalizar las plantas y las normas de protección que la ley contempla para los actuales trabajadores, al mismo tiempo consideró que no era fácil dilucidar los efectos inesperados que ella podría causar.





-Sometida a votación, la indicación número 31 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Pizarro, Horvath y Quinteros. 

Número 3)





La norma aprobada en general, en este numeral  establece los requisitos de la planta de jefaturas.





La indicación número 31A del Honorable Senador señor Quinteros, propone reemplazarlo por el siguiente:




“Planta de jefaturas: Título profesional universitario o título profesional de una carrera de, a lo menos, 8 semestres de duración, otorgado por un establecimiento de educación superior del Estado o reconocido por este, o título técnico que cumpla los requisitos fijados para la planta de técnicos.”.





La Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que las carreras universitarias no necesariamente duran cuatro años de modo que se genera un problema porque puede haber un muy buen profesional que no estudie los años mencionados, de modo que propuso eliminar la mención a los ocho semestres de las plantas de Directivos y Jefaturas. Esta postura encontró respaldo en el Honorable Senador señor Espina quien manifestó que estar de acuerdo con que se elimine la frase indicada.





Una opinión distinta manifestó el Honorable Senador señor Horvath quien destacó que la exigencia de los ocho semestres que equivalen a cuatro años es un piso razonable para el ejercicio de un cargo de jefatura.





El Honorable Senador señor Pizarro señaló que se trata de ir mejorando el nivel profesional y garantizando calidad en la formación de quienes están ejerciendo esas funciones, ya que ella es de enorme relevancia para la gestión del municipio y para la calidad de vida de los habitantes de la comuna, que espera que quienes estén trabajando en él hagan bien su trabajo y tengan el conocimiento adecuado para ello.





En la misma línea, el Asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, reiteró que se trata de elevar los requisitos para los cargos municipales. De hecho, subrayó, se establece que un porcentaje de los nuevos cargos que se creen en la plantas, adicionales a los que hoy día existen, sean cargos profesionales toda vez que los municipios reciben crecientes demandas que requieren de personal aún más calificado de las que ya existen, e insistió en que las mayores exigencias sólo afectarán a quienes se incorporen con posterioridad a la publicación de la ley, ya que al personal de la planta vigente no se ve afectado por las nuevas reglas.





- El Honorable Senador señor Quinteros, en su calidad de autor de la indicación número 31A, procedió a retirarla.
Número 6)





Este número establece los requisitos de la planta de auxiliares, determinado que se debe contar con licencia de educación media o su equivalente, y que el ingreso o promoción en cargos de chofer deberá estar en posesión de la licencia de conducir que corresponda al vehículo cuya conducción se asigne.





Respecto de este numeral se presentó la indicación número 31B, del Honorable Senador señor Quinteros, para reemplazarlo por el siguiente:




“Planta de auxiliares: Haber aprobado la educación básica o encontrarse en posesión de estudios equivalentes. Para el ingreso o la promoción a cargos que impliquen el desarrollo de funciones de chofer, será necesario estar en posesión de la licencia de conducir que corresponda según el vehículo que se asignará a su conducción”.




El Honorable Senador señor Quinteros expresó que su indicación atiende la situación de los municipios más pequeños, en el sentido de que el requisito que se está imponiendo no refleja la realidad de algunos lugares del país y del personal que es posible o requiere contratar, razón por la cual se manifestó en desacuerdo con la redacción original del proyecto de ley que no considera la diversidad de situaciones existentes.





El Honorable Senador señor Espina manifestó estar de acuerdo con la norma original del proyecto de ley que eleva los requisitos para la planta de auxiliares, señalando que es la propia Carta Fundamental la que considera obligatoria a la enseñanza media y obliga al Estado a establecer un sistema gratuito, estimando que no es propio que un proyecto de ley disponga lo contrario y rebaje esa exigencia, en especial si no será exigible a los actuales funcionarios.





Enseguida, el Honorable Senador señor Pizarro subrayó que existe demasiada gente que está actualmente en esta condición con independencia de que hace algunos años la Constitución garantice gratuidad en la educación media, y agregó que si bien las escuelas de adultos funcionan con el nuevo requisito muchas personas quedarían imposibilitadas de postular siquiera a esas funciones en los municipios.





El Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Marcelo Segura, manifestó su absoluto respaldo a la indicación en estudio al igual que el Presidente Nacional de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), señor Oscar Yáñez Pol, y el Presidente de la Unión de Funcionarios Municipales de Chile (UFEMUCH), señor Víctor Hugo Mora.





-Sometida a votación, la indicación número 31B fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión,  Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Pizarro, Horvath y Quinteros. 




La indicación número 31C del Honorable Senador señor Quinteros es para agregar el siguiente inciso final, nuevo, al artículo octavo:




“Las plantas podrán considerar requisitos específicos para determinados cargos”.





El Honorable Senador señor Quinteros, al fundamentar su indicación, expresó que así como establecer requisitos generales para las plantas puede llevar a no considerar las distintas realidades locales,  también es posible que en algunas de ellas se requieran otros que no sea posible vislumbrar desde una mirada general.





-Sometida a votación, la indicación número 31C fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión,  Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Pizarro, Horvath y Quinteros.
o o o





Enseguida se analizó la indicación número 32, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar después del número 3) los siguientes, nuevos:




“…) Intercálase, en el artículo 15, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:




“Las municipalidades deberán dictar un reglamento de concurso público.”.




…) Agrégase, en el artículo 16, el siguiente nuevo inciso tercero: 





“No obstante lo anterior, en el caso de los requisitos para cargos directivos municipales, estos deberán incorporar los perfiles ocupacionales definidos por el Programa Academia de Capacitación Municipal y Regional de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, a que se refieren los artículos 4° y siguientes de la Ley N° 20.742.”.”.




La primera parte de la indicación propone intercalar un inciso segundo en el artículo 15 de la ley N° 18.883, disposición que señala:





Artículo 15.- El ingreso a los cargos de planta en calidad de titular se hará por concurso público y procederá en el último grado de la planta respectiva, salvo que existan vacantes de grados superiores a éste que no hubieren podido proveerse mediante ascensos.




Todas las personas que cumplan con los requisitos correspondientes tendrán el derecho a postular en igualdad de condiciones.”.





-Sometida a votación, la primera modificación propuesta por la indicación número 32 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión,  Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Pizarro, Horvath y Quinteros. 




Por su parte el artículo 16 de la ley N° 18.883, en que recae la segunda modificación que la indicación propone, expresa:





“Artículo 16.- El concurso consistirá en un procedimiento técnico y objetivo que se utilizará para seleccionar el personal que se propondrá al alcalde, debiéndose evaluar los antecedentes que presenten los postulantes y las pruebas que hubieren rendido, si así se exigiere, de acuerdo a las características de los cargos que se van a proveer.




En cada concurso deberán considerarse a lo menos los siguientes factores: los estudios y cursos de formación educacional y de capacitación; la experiencia laboral, y las aptitudes específicas para el desempeño de la función. La municipalidad los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados y el puntaje mínimo para ser considerado postulante idóneo.”.





Respecto de esta parte de la indicación, el Honorable Senador señor Quinteros manifestó su voluntad en orden a rechazarla por cuanto opinó que ella afecta la autonomía municipal al determinar que los requisitos de los cargos de las plantas municipales deberán adecuarse a los que determine la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.





Por otra parte, el Honorable Senador señor Horvath señaló que si bien el establecimiento de requisitos para ingresar a cargos públicos es materia de ley la norma sólo se refiere a perfiles ocupacionales. Sin embargo, destacó que resultaba muy difícil hacerse cargo de todas las realidades territoriales y de las características propias de las distintas comunas, situación que en su opinión no se ve reflejada en la ley. Agregó que si bien al momento de llar a concurso pueden tenerse en consideración por el municipio los perfiles que elabore Subdere, ellos no pueden ser un factor gravitante al momento de resolver.





La Honorable Senadora señora Von Baer expresó que la indicación en estudio resulta un poco extraña dentro del contexto de esta ley que trata de dar mayor autonomía a los municipios, pues precisamente apunta en un sentido opuesto, por lo que se manifestó en contra de su aprobación y a favor de potenciar la autonomía municipal.





El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, expresó que el ánimo del Ejecutivo en esta materia es poner a disposición de los municipios los perfiles que en la academia de capacitación municipal y regional se han ido desarrollando en conjunto con los propios municipios, cumpliendo el rol de asesoría que tiene la Subsecretaría de Desarrollo Regional. Agregó que respecto de ello, la propia academia financia programas de capacitación que están orientados a nivelar y eliminar brechas entre la situación actual de los funcionarios municipales y el deber ser  establecido en esos perfiles.





-Sometida a votación, la segunda modificación propuesta en la indicación número 32 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Quinteros. 

o o o

La indicación número 33 del Honorable Senador señor Horvath, propone introducir un nuevo numeral, del siguiente tenor:

“…) Agrégase en el artículo 20, a continuación de la voz “propuestas”, lo siguiente: “, con especial consideración de los factores señalados en el inciso segundo del artículo 16”.”.





El referido artículo 20 expresa: 





“Artículo 20.- El alcalde seleccionará a una de las personas propuestas y notificará personalmente o por carta certificada al interesado, quien deberá manifestar su aceptación del cargo y acompañar, en original o en copia autentificada ante Notario, los documentos probatorios de los requisitos de ingreso señalados en el artículo 11 dentro del plazo que se le indique. Si así no lo hiciere, la autoridad deberá nombrar a alguno de los otros postulantes propuestos.”.





El Honorable Senador señor Horvath expresó que para que el concurso lleve a elegir el mejor candidato posible es necesario que al menos se consideren los factores a que se refiere, que son los estudios y cursos de formación educacional y de capacitación; la experiencia laboral, y las aptitudes específicas para el desempeño de la función.





-Sometida a votación, la indicación número 33 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,  Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Quinteros. 

o o o
Número 4)




Mediante este numeral se agrega en el inciso primero del artículo 25 a continuación del punto aparte(.) que pasa a ser punto seguido(.) la oración siguiente: “Dichos programas deberán contemplar, a lo menos, cursos sobre probidad administrativa, contabilidad y gestión financiera municipal, estas dos últimas materias preferentemente para aquellos funcionarios que se desempeñen en áreas afines.”.




El referido inciso primero es del tenor que sigue:





“Artículo 25.- Las municipalidades deberán considerar en sus programas de capacitación y perfeccionamiento el tipo y características de la comuna y su beneficio para la eficiencia en el cumplimiento de las funciones municipales.”.





En relación a este numeral se presentó la indicación número 34, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación de la expresión “a lo menos,”, lo siguiente: “mecanismos de participación ciudadana de la ley 20.500, lenguas de los pueblos originarios que habitan en el territorio de Chile, lenguaje de señas universal, ley Zamudio,”.




Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su voluntad en orden a rechazar la indicación porque consideró muy amplio el rango propuesto y planteó que le parece más apropiada la norma vigente, que determina que la capacitación debe considerar las características de la comuna y el beneficio para el cumplimiento de sus funciones, lo que debe ser determinado por el propio municipio y no por una enumeración de capacitaciones que la ley suponga las prioritarias para toda comuna.





El Honorable Senador señor Quinteros también se manifestó en contra de la indicación pues destacó que no todas las comunas son iguales, y es precisamente que por esas particularidades es que en algunas las lenguas originarias están en los currículums de sus establecimientos educacionales y en otras no, porque o no es necesario o existe otra prioridad.





-Sometida a votación, la indicación número 34 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,  Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath y Quinteros. 
o o o





La indicación número 35, del Honorable Senador señor Horvath, propone incorporar el siguiente numeral nuevo:




“…) Intercálase en el artículo 37, como inciso cuarto, el siguiente:




“Con todo, existirá un sistema de evaluación simple, a través de un registro diario, que será firmado mensualmente por el funcionario al final de cada mes. Dicho registro será considerado como un elemento de calificación a que alude el inciso anterior. Las anotaciones de demerito que se desee formular, serán recurribles por recurso de reposición y jerárquico en su caso.”.”.




El citado artículo 37 expresa:





“Artículo 37.- La Junta Calificadora adoptará sus resoluciones teniendo en consideración, necesariamente, la precalificación del funcionario hecha por su Jefe Directo, la que estará constituida por los conceptos, notas y antecedentes que éste deberá proporcionar por escrito. Entre los antecedentes, se considerarán las anotaciones de mérito o de demérito que se hayan efectuado dentro del período anual de calificaciones, en la hoja de vida que llevará la oficina encargada del personal para cada funcionario.




Los jefes serán responsables de las precalificaciones que efectúen. La forma en que lleven a cabo este proceso deberá considerarse para los efectos de su propia calificación.




Constituirán elementos básicos del sistema de calificaciones la hoja de vida y la hoja de calificación.




La infracción de una obligación o deber funcionario que se establezca en virtud de una investigación sumaria o sumario administrativo, sólo podrá ser considerada una vez en las calificaciones del funcionario.”.





El Honorable Senador señor Horvath señaló que esta indicación fue redactada en conjunto con los funcionarios municipales de la Región de Aysén, porque el tema de las calificaciones es un drama en todos los servicios públicos y municipales.





Señaló que era importante saber si en dicho proceso calificatorio participan los representantes de los funcionarios, y agregó que la idea de esta indicación es que exista un registro y se establezca una cierta trazabilidad del desempeño del funcionario.





Enseguida, el Honorable Senador señor Quinteros expresó que la calificación es un proceso anual dentro del cual se considera una precalificación, y que es un proceso reglado en que participan los tres funcionarios de mayor jerarquía, un funcionario elegido por el personal y un miembro de la Asociación de funcionarios, y que parece excesivo agregar un registro diario para tal propósito, no obstante que un sistema de ese tipo que pudiera ser optativo para cada municipio que lo estime conveniente.





El Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, hizo presente que el Ejecutivo coincidía en relación a las dificultades que tiene el sistema de calificaciones municipal, que no se ha modificado ni revisado en las últimas dos décadas, y agregó que un nuevo proceso se está revisando en el Consejo Técnico Asesor Municipal para presentar un proyecto, en conjunto con todos los actores municipales, que modifique el sistema actual de calificación.





Además, expresó que efectivamente un registro diario abulta el tráfico de información haciendo aún más burocrático un sistema que de suyo, con este mecanismo, no va a mejorar en nada, sino que más bien va a acrecentar la mala evaluación que tiene el sistema de calificaciones.





El Presidente Nacional de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), señor Oscar Yáñez Pol, hizo presente que en las municipalidades, aparte de la evaluación final que se hace en el transcurso anual, también existen las calificaciones trimestrales o cuatrimestrales que es considerado en la calificación anual. 





- El Honorable Senador señor Horvath, en su calidad de autor de la indicación número 35, procedió a retirarla.
o o o





La indicación número 36 del Honorable Senador señor Horvath, para consultar el siguiente numeral:




“…) Agrégase al artículo 63 el siguiente inciso final:




“Las actividades extraordinarias o impostergables, realizadas fuera del horario de trabajo o en días sábados, domingos o festivos, destinadas a dar cumplimiento a los Programas de Mejoramiento de Gestión, serán compensados con descanso complementario. Si ello no fuere posible por razones de buen servicio, aquéllos serán compensados con un recargo en las remuneraciones.”.”.




El Honorable Senador señor Horvath destacó que muchos municipios para poder cumplir las metas de los programas de mejoramiento de gestión, necesariamente tienen que hacer actividades los fines de semana, y que la intención de la indicación era poner el tema en discusión.





El Honorable Senador señor Quinteros estimó que no es necesaria una regulación especial cuando se cumplen funciones relacionadas con los programas antes señalados (PMG), ya que la regulación de las horas extraordinarias es de carácter general, para todos los trabajos extraordinarios.





 Enseguida, el Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, señaló que efectivamente tal como se ha señalado, la norma general es que si se debe cumplir con algún programa un día domingo por un servicio a la comunidad el jefe de servicio puede autorizar esas horas extraordinarias, ya sea compensando las horas o remunerándolas, con los límites conocidos, y que no se trata que una meta de gestión sea trabajar fuera de la jornada o de días hábiles, sino que puede que cumplir algún servicio municipal haga necesario trabajar en esas condiciones.





Es por ello, señaló, que hasta donde se ha visto no se conoce que esos programas hagan necesario tener un régimen especial de horas extraordinarias, sino que más bien se considera que los programas de mejoramiento de gestión (PMG) deben realizarse en el régimen horario normal.





- El Honorable Senador señor Horvath, en su calidad de autor de la indicación número 36, procedió a retirarla.

o o o




La indicación número 37, del Honorable Senador señor Navarro, es para incorporar un nuevo numeral, del tenor que se señala:




“…) Reemplázase en el inciso final del artículo 65 la expresión “y las demás asignaciones que determine la ley” por la siguiente: “y las asignaciones de antigüedad, la municipal y la profesional”.”.




El artículo 65 expresa:





“Artículo 65.- El descanso complementario destinado a compensar los trabajos extraordinarios realizados a continuación de la jornada, serán igual al tiempo trabajado más un aumento de veinticinco por ciento.




En el evento que lo anterior no fuere posible, la asignación que corresponda se determinará recargando en un veinticinco por ciento el valor de la hora diaria de trabajo. Para estos efectos, el valor de la hora diaria de trabajo ordinario será el cuociente que se obtenga de dividir por ciento noventa el sueldo y las demás asignaciones que determine la ley.”.





La indicación número 37 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, por tratarse de materias de la iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, de la Carta Fundamental.
o o o

Artículo 8°





El texto de la norma aprobada en general es el que sigue:





“Artículo 8°.- Agrégase un inciso final nuevo al artículo 9° ter de la ley N° 19.803, que Establece Mejoramiento de la Gestión Municipal, del siguiente tenor:




“Para efectos de realizar la comparación del inciso primero, respecto de los funcionarios municipales que tengan derecho a la asignación profesional, también deberá sumarse, a las rentas señaladas en el numeral I del inciso cuarto, el valor que se pague por dicha asignación en el respectivo mes.”.




Respecto de este artículo se presentaron dos indicaciones, que fueron analizadas y debatidas conjuntamente.





La indicación número 38, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para intercalar en el inciso final propuesto, a continuación de la expresión “asignación profesional”, la locución “o la asignación Directivo-Jefatura”, y la indicación número 39, también de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazar en el inciso final propuesto la expresión “dicha asignación” por “dichas asignaciones”.




El Asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, indicó que esta norma modifica un artículo que se incorporó en la ley N° 19.80310 en el año 2013 en que se homologó los PMG a nivel central y nivel municipal, y en la lógica de avanzar en un proceso de homologación que comenzó con anterioridad a esa fecha.





Señaló que como una forma de hacer explícito que la homologación no se tradujese en que el resultado final fuera que funcionarios del mundo municipal terminaran obteniendo una remuneración más alta que los del nivel central, se estableció esta norma. En este sentido, agregó que como en este proyecto de ley se crean la asignación profesional y la asignación Directivo-Jefatura entonces se entiende que para efectos de los meses en que se tiene que calcular el pago del PMG, se tienen que incorporar esas nuevas asignaciones que percibirán algunos funcionarios municipales, con el fin de mantener el criterio de la homologación en el total haberes.





Agregó que ello es producto de que los funcionarios del nivel central reciben asignaciones distintas a las del mundo municipal, de modo que sin estas normas de cotejo lo que se produciría es que la homologación, que es el fin que tiene la norma, se  perdería. 





El Presidente Nacional de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), señor Oscar Yáñez Pol, solicitó que se rechace esta norma ya que el mecanismo que se está incorporando persigue pagar de acuerdo al nivel del sector público, en circunstancias que se trata de situaciones que no son comparables. En este sentido, hizo presente que esta forma de homologación les ha traído numerosos problemas que podrán ser resueltos en esta instancia.





A mayor abundamiento, indicó que por el dictamen número 76.102 de la Contraloría General de la República, se ha hecho comparación de escalas de sueldos que no corresponden a la realidad, incluso ha llegado a separar en el escalafón directivo, directivos con y sin título profesional, situación que no corresponde.





Agregó que la disparidad que existe no se resuelve con esta norma y que la metodología impuesta ha significado en la práctica, una expropiación de las remuneraciones de los funcionarios municipales.





Enseguida, el Presidente de la Unión de Funcionarios Municipales de Chile (UFEMUCH), señor Víctor Hugo Mora, señaló que estaban en total desacuerdo con lo que se ha hecho hasta ahora y que en caso que se quiera persistir en la comparación esta debe hacerse grado a grado con el total de las remuneraciones del sector público, independiente del nombre de los estipendios y las leyes que los asignan. En este sentido, destacó que efectivamente hay sectores que tienen una remuneración bastante mejor, de modo que las comparaciones no se condicen con el sector municipal.





El Honorable Senador señor Horvath, frente a los argumentos vertidos, solicitó un pronunciamiento del Ejecutivo a este respecto y una reapertura del debate del Artículo 2° que dicen relación con esta materia.





Por su parte, el Honorable Senador señor Quinteros manifestó que en su oportunidad al debatir el Artículo 2° ya se había planteado que para profesionalizar la planta no se debían escatimar recursos, incluso, agregó, no está de acuerdo con que se homologuen los funcionarios municipales con el nivel central por cuanto existen asignaciones a nivel central que no tiene los municipales, por lo que también apoyó la reapertura del debate del Artículo 2°.





-Sometido a votación, el Artículo 8° fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión,  Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath, Quinteros y Zaldívar. 




Al fundamentar su voto, el Honorable Senador señor Espina señaló que considera un profundo error la forma en que se ha presentado este artículo, porque en su opinión no es posible que se tenga que nivelar hacia abajo, por lo que estima que la norma es un mal precedente.





Enseguida el Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que es necesario cumplir con el protocolo que fue aprobado en su oportunidad con el Gobierno y las Directivas de los funcionarios. Dicho esto, señaló que era necesario aclarar cómo se hace la comparación porque de lo contrario, esta discusión se mantendrá por mucho tiempo.





Además manifestó su preocupación en el sentido que algún aspecto de la ley genere cualquier tipo de duda desde el punto de vista constitucional, toda vez que no es posible a la Comisión aprobar un mayor gasto como podría ocurrir al eliminar la norma que limita el efecto de la homologación. Finalmente expresó que esperaba que más adelante se aclare esta materia.





Por su parte el Honorable Senador señor Quinteros hizo presente que en el contexto de los 12.000 millones considerados para el aumento de las remuneraciones en este proyecto, no se consideraban las limitaciones para la homologación que el Ejecutivo ahora propone mediante estas indicaciones, de donde concluyó que los recursos debiesen ser suficientes para los propósitos e la ley y que no se está ampliando el gasto propuesto por el propio Ejecutivo.





El Asesor de la Subsecretaría señor Víctor Hugo Miranda señaló que la homologación no tiene que ver con el informe financiero de este proyecto de ley, sino que ella dice relación con mayores o menores gastos de las municipalidades. En ese sentido, agregó que la homologación no va en detrimento de las remuneraciones al momento de realizarla, y enfatizó que no es exacto decir que se pierden remuneraciones por parte de los funcionarios municipales.





Indicó que, a mayor abundamiento, cabe tener presente que en las disposiciones transitorias de este proyecto de ley, así como también en la ley N° 20.72311 se contempla que en ningún caso la rebaja a la homologación puede afectar más allá de la asignación que se está legislando, ya sea PMG del año 2013 o la profesional o directiva en este año.





Enseguida, señaló que ciertamente dicha homologación afecta directamente las finanzas municipales y es de responsabilidad de cada municipalidad financiar los PMG, y el proyecto de ley lo hace respecto de los incrementos y las asignaciones,  tal como lo indica el informe financiero.





-Sometidas a votación, las indicaciones números 38 y 39 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión,  Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath, Quinteros y Zaldívar. 




Con igual votación la Comisión acordó reabrir debate respecto del artículo 2° de la ley, como se consigna en la discusión de esa norma.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Primero




No fue objeto de indicaciones ni modificaciones.

Artículo Segundo





El texto de la norma aprobada en general es el siguiente:





“Artículo Segundo.- El personal de planta, regido por la ley Nº 18.883, que se haya encontrado nombrado  al 1 de enero de 2015 como titular en un cargo de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares en los grados 15º al 20º, ambos inclusive, será encasillado a partir del 1 de enero de 2017 en el grado inmediatamente superior al que está en posesión a esta última fecha.




Para acceder a lo establecido en el inciso anterior, los funcionarios titulares de planta deberán haberse desempeñado, a lo menos, durante cinco años, continuos o discontinuos contados con anterioridad al 1 de enero de 2015 en la misma municipalidad. Para dicho efecto se considerará el tiempo servido en la respectiva planta, sea en calidad de titular o a contrata asimilada a ella.”.





Respecto de esta norma se presentaron dos indicaciones, ambas recaídas en su inciso primero.





La indicación número 40, del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazar la locución “en el grado inmediatamente superior” por “en el segundo grado inmediatamente superior”.




La indicación número 41, del Honorable Senador señor Ossandón, para agregar la siguiente oración final: “Asimismo, los funcionarios de las plantas directivas, profesional y jefaturas serán encasillados en el grado inmediatamente superior al que estuvieren en posesión en aquella misma fecha.”.




-Las indicaciones números 40 y 41 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, de la Carta Fundamental.

Artículo Tercero




La norma aprobada en general expresa:




“Artículo Tercero.- Sin perjuicio de las normas que regulan el empleo a contrata, los Alcaldes podrán, de acuerdo a la respectiva disponibilidad presupuestaria, modificar los decretos que determinan al personal a contrata para efectos de aplicar en los mismos términos a este personal lo dispuesto en los artículos primero y segundo transitorios anteriores. En este caso, las modificaciones de grados entrarán en vigencia a partir de la fecha de la total tramitación del respectivo reglamento.




Para acceder a lo establecido en el inciso precedente, los funcionarios a contrata deberán haberse desempeñado, a lo menos, durante cinco años, continuos o discontinuos contados con anterioridad al 1 de enero de 2015 en la misma municipalidad. Para dicho efecto se considerará el tiempo servido a contrata asimilado a la respectiva planta.




El personal a contrata al cual se le aplique este artículo, no quedará afecto a la limitación establecida en el inciso tercero de la letra b) del artículo 49 ter de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que se incorpora a través de la presente ley, respecto de los mejoramientos de grado remuneratorio en los últimos 36 meses.”.





Respecto de esta disposición se presentó la indicación número 42, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir la palabra “reglamento” por “acto administrativo”.




El Asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva indicó que se trata de una modificación de orden jurídico, pues el proyecto de ley establece que por el solo ministerio de la ley algunos funcionarios suben un grado y otros hasta dos grados. En el mismo sentido, recordó que el mismo beneficio se otorga a las contratas y como esa situación es facultativa para los municipios, lo que hace el Fisco es financiar ese aumento.





Agregó que dado que las contratas se formalizan a través de un acto administrativo la indicación corrige la propuesta original del Gobierno, de modo que se propone que si un alcalde decide cambiar a una persona de grado, dicho incremento tendrá financiamiento fiscal y entrará a regir cuando se tramite totalmente el acto administrativo que dispuso esa contrata, lo que explica el cambio de la expresión final del inciso primero que se propone.

-Sometida a votación, la indicación número 42 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión,  Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath, Quinteros y Zaldívar. 

Artículo Cuarto





No fue objeto de indicaciones ni modificaciones.

Artículo Quinto



No fue objeto de indicaciones ni modificaciones.

Artículo Sexto




El texto de la norma aprobada en general es el que sigue:





“Artículo Sexto.- El Fisco efectuará un aporte extraordinario a las municipalidades durante el año 2015 de M$ 12.000.000 (doce mil millones de pesos), en el año 2016 de M$ 24.000.000 (veinticuatro mil millones de pesos) y en el año 2017 de M$ 36.000.000 (treinta y seis mil millones de pesos).





La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, mediante resolución, que será visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda; anualmente determinará los montos que a cada municipalidad le corresponda. Dicha resolución especificará los criterios de priorización utilizados en la distribución de los recursos.





Para estos efectos, dichas municipalidades deberán acreditar mediante los medios, forma y oportunidad que determine dicha Subsecretaría los costos involucrados para la aplicación del presente artículo.





Para dichos efectos los Alcaldes a través de un oficio solicitarán anualmente a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo los fondos respectivos, documento que será acompañado por certificado emitido por los jefes de las unidades de administración y finanzas y control, el que  además deberá ser suscrito por el respectivo secretario municipal en su calidad de ministro de fe, el que  contendrá un resumen de los mayores costos por gastos en personal, clasificados por grado tanto respecto de los funcionarios de planta y contrata. 





Los oficios a que se refiere el inciso cuarto, deberán ser enviados a la citada Subsecretaría dentro de los noventa días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, para efecto del pago de los beneficios del año correspondiente.





Para la entrega de los aportes respectivos a los años posteriores, los oficios deberán ser enviados a más tardar el 28 de abril de cada año. 





Las municipalidades sólo podrán destinar los citados fondos aportados a financiar el mayor gasto determinado por la aplicación del artículo 1° y artículos primero, segundo, tercero y octavo transitorios de la presente ley. 





La no destinación de los fondos transferidos a los fines a que se refiere el inciso anterior será sancionada de acuerdo a la escala de penas establecidas en el artículo 236 del Código Penal.”.





Respecto de esta disposición se presentaron dos indicaciones, signadas con los números 43 y 44, que recaen en sus incisos segundo y séptimo, respectivamente.

Inciso segundo





La indicación número 43, del Honorable Senador señor Ossandón, propone reemplazar la oración “Dicha resolución especificará los criterios de priorización utilizados en la distribución de los recursos.”, por la siguiente: “Dicha resolución deberá sujetarse a criterios técnicos consistentes en, a lo menos, el número de la población, la proporcionalidad de programas que tiene la municipalidad, así como la simulación entre gasto en personal e inversión.”.




Antes de iniciar el estudio de la indicación la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de este inciso expresando que no le parece adecuado entregar al arbitrio de la Subsecretaría de Desarrollo Regional la determinación de los montos que anualmente entregará a cada municipalidad, por lo que no está de acuerdo en aprobar la norma, al menos en la forma en que ha sido propuesta.




El Asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, dijo que este artículo precisa los aportes fiscales extraordinarios a los municipios, a los cuales se deben sumar los aumentos al fondo común municipal, destacando que existe una cantidad importante de recursos destinados estos efectos.




En relación al acto administrativo que tiene que dictar la Subdere anualmente para determinar los montos a cada municipio, señaló que del cuerpo del artículo en estudio se desprende cómo se desarrolla este mecanismo. En este sentido, hizo presente que los recursos que se requieran serán distintos dependiendo de la particular situación de cada municipalidad, dependiendo de los aumentos de grados del personal de planta o a contrata y considerando los años 2015, 2016 y 2017 entendiéndose que el aumento será respecto de los recursos del Fondo Común Municipal.




Agregó que con tal propósito se establece un plazo de noventa días para que las municipalidades comuniquen a la Subsecretaría la cuantía de los recursos requeridos para la aplicación de este artículo, lo que genera un mayor aporte fiscal que sólo puede destinarse a financiar el mayor gasto en personal que se derive de los aumentos de grado mencionados y de la aplicación de las normas de los artículos primero, segundo, tercero y octavo transitorios, más el decimocuarto que propone el ejecutivo mediante indicación.





El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que el artículo debe aprobarse para que las normas de la ley cuenten con financiamiento, aunque coincidió en que la norma podría haberse redactado en una forma más simple y fácil de comprender y explicar, haciendo presente que variar la norma sobre financiamiento, que puede modificar su sentido y alcance, excede de las facultades parlamentarias.





Enseguida señaló que aprobada la ley la Subsecretaría de Desarrollo Regional tendrá que distribuir de acuerdo con los requerimientos reales que tengan todas y cada una de las municipalidades, de acuerdo con las obligaciones que nazcan por este proyecto de ley, y que al hacerlo deberá indicar los criterios utilizados, como lo indica la norma, ya que las actuaciones de la autoridad naturalmente no admiten arbitrariedad.





Por su parte, el Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Marcelo Segura, en primer término manifestó su acuerdo con la norma, sin perjuicio de lo cual estimó que existía un problema más de fondo que dice relación con que hasta el año 2017 los recursos son asignado en función del mayor gasto en personal que tiene los municipios. Luego, a partir del 2018 pasarían esos $36.000 millones al Fondo Común Municipal, que es un mecanismo de distribución de dineros entre los municipios que no guarda ninguna relación con el verdadero gasto que ellos tienen en personal ni con los aumentos que genera esta ley.





Señaló que, a mayor abundamiento, quería recordar que una situación similar se había producido con la dictación de ley N° 20.19812 en que se produjo un problema de interpretación de la Contraloría General de la República, y se inyectaron fondos por la vía del Fondo Común Municipal para compensar el mayor gasto que habían tenido los municipios fruto de un dictamen, en que hubo municipios que gastaron muchísimo más de lo que después recibieron y viceversa.





Dado lo anterior, subrayó que lo más razonable y equitativo en términos de estar ajustados al verdadero gasto en personal que tienen los municipios como resultado de la presente ley, sería que este mecanismo siguiera vigente por más tiempo, por las características del Fondo Común Municipal, de modo que planteó que los recursos no formen parte de dicho fondo.





La Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que el problema es que será la Subsecretaría quien finalmente va a decidir la forma de distribución de los recursos, lo que en su opinión, puede ser sumamente discrecional porque dependerá del criterio que utilice, por lo que consultó de qué forma se puede solucionar el problema planteado respecto del Fondo Común Municipal que antes se describió, y sugirió incorporar algún criterio en la propia ley que le de objetividad a esta norma. 





El Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, señaló que el Fondo Común Municipal hace una distribución de los ingresos municipales territoriales, lo que tiene directa relación con los gastos de personal de cada una de las municipalidades.





Recordó que la ley N° 19.28013 se hizo en función de los ingresos propios municipales, componente que incorpora el Fondo Común Municipal dentro de sus parámetros de distribución. En este sentido, agregó que dicho fondo tiene un 88% de correlación con respecto a los gastos de personal, no obstante, enfatizó que ha sido validado como el mejor distribuidor que hay en relación con las administraciones locales.





Expresó que el proyecto de ley incorpora al aporte fiscal del Fondo Común Municipal los señalados $36.000 millones en régimen, que permitirán financiar a la gran mayoría de los municipios que tiene menores ingresos. Así, señaló que lo anterior asegura que los temores de una distribución antojadiza o discriminatoria no son posibles de acuerdo a la ley.





En cuanto a la forma de distribución de los tres años de aporte fiscal directo, indicó que en el inciso cuarto se contempla un proceso que contempla un certificado de los jefes de unidades de administración y finanzas y de control, pues se deben enviar a la Subsecretaría los costos asociados a cada uno de los funcionarios (planta y contrata) de las municipalidades, de modo que la variación que pueda existir a ese respecto, estará muy acotado y de acuerdo a la información que envíen las propias municipalidades.





Agregó que el Gobierno está llevando adelante un proyecto de Ley de Rentas Municipales que busca incrementar los ingresos para poder afianzar el financiamiento de este proyecto, como también de otras iniciativas que puedan tener los señores Alcaldes y señoras Alcaldesas, por lo que subrayó que como uno de los elementos fundamentales que implica el financiamiento de este proyecto está considerado, sea por la via del Fondo Común Municipal o por la de nuevos ingresos de un futuro proyecto de ley de rentas municipales.





El Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, indicó que los principales problemas de la norma no sólo dicen relación con la forma que se puede establecer en la ley para la entrega de los recursos, sino que también con el dejar entregado a la resolución que dictará la Subsecretaría la determinación de los criterios con que se distribuirán los fondos.





Manifestó que de acuerdo a la norma los criterios de priorización para la entrega de recursos serán determinados en una resolución del Gobierno de turno, de modo que se deja entregado a la discrecionalidad administrativa de la autoridad que corresponda.





El Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, señaló que los recursos están destinados a financiar los incrementos de grado que se consideraron en el protocolo de acuerdo suscrito en noviembre de 2014, destacando que ella financia las asignaciones de Directivo- Jefatura y Profesional.





La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su opinión en el asentido que en lugar de dejar entregada a una resolución que no se conoce el establecimiento de criterios de priorización, era más propio que dichos criterios sean establecidos en la ley, particularmente si se sabe para que serán utilizados hasta el año 2017 priorizándolos que sea entonces el Subsecretario de Desarrollo Regional.





El Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, señaló que sin perjuicio que la resolución debe ir al trámite de toma de razón, ella también incluye los criterios porque para la asignación profesional se financia al 82% de las municipalidades, de modo que incluye el elemento de distribución, no así el incremento de grado que si se financia al 100%.





La Honorable Senadora señora Von Baer expresó que de la propia discusión de la norma resulta evidente que realmente existe un espacio para la discrecionalidad y no un criterio de distribución establecido en la ley, porque a cierta cantidad de municipios no recibirán recursos porque no alcanzan para todos, siendo finalmente la Subsecretaría la que decidirá quienes recibirán dichos recursos hasta el año 2017.





Luego, el Honorable Senador señor Quinteros consultó si era efectivo suponer que los $12.000 millones considerados en el   proyecto de ley en estudio, eran suficientes para cubrir todos los mayores gastos que se van a generar a  partir de su entrada en vigencia.





Sobre el particular, el Honorable Senador señor Espina hizo presente que se ha informado que los recursos sólo cubren el 82% del total del costo de las asignaciones profesionales contempladas en este proyecto, de manera que existe un 18% de los recursos que no están considerados y respecto de los cuales, tampoco se señala cuál será su fuente.





Considerando los argumentos antes expuestos, el Honorable Senador señor Quinteros propuso eliminar de la última parte de la norma la frase “los criterios de priorización utilizados en”, para que no sea el criterio de la autoridad sino que las normas legales las que determinen la forma de distribución.





La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que no obstante eliminar la frase antes consignada, en nada cambia el sentido de la norma, pues seguirá existiendo un porcentaje que no recibirá los recursos y será la Subsecretaría quien determinará los fondos que recibirá cada municipio.





El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, subrayó que en el marco del protocolo de acuerdo suscrito entre el Gobierno, los Alcaldes y funcionarios municipales, se elaboró una tabla después de haber concordado con el Ministerio de Hacienda un monto, pues este proyecto está sujeto a ciertos límites fiscales de gasto. En este sentido, hizo presente que en dicha tabla se consignan los tipos de gasto considerados, el aporte fiscal para cada uno de los gastos y el número de municipios que se financia.





En relación con los gastos, indicó que dos de ellos se financian al 100% y uno de ellos sólo al 83,3%, de modo que subrayó que lo que falta agregar en la discusión, es el listado de municipios sobre los que se construyó la tabla señalada.





La Honorable Senadora señora Von Baer remarcó que frente a ese escenario, si ya están definidos los municipios que se financiará, no debiese haber problemas para discutir los criterios que por consiguiente ya se definieron, de modo que no se necesita el espacio de discrecionalidad que establece la ley. En este orden de cosas, solicitó mayor explicación con respecto a los criterios utilizados para definir los municipios que serán favorecidos.





Enseguida el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, precisó que se trata de cálculos preliminares que se hacen en base a la información que la Subdere tiene disponible, de tal manera, que hizo presente que requieren siempre de un criterio de flexibilidad que permita ajustarlos en el momento que corresponda.





La Honorable Senadora señora Von Baer indicó que es necesario discutir los criterios y que dentro de ellos habrá un espacio de flexibilidad, pero no la total discrecionalidad que actualmente considera la norma. Dicho esto, solicitó explicitar los criterios, según los cuales se definirá la lista de municipios beneficiados, con el objeto de consignarlos en la misma ley. 





El Honorable Senador señor Espina señaló que una forma de resolver esta situación es redactando una modificación que considere los criterios para la distribución, y agregó que en su opinión ello no tiene problemas de constitucionalidad. 





En sentido contrario se manifestó el Honorable Senador señor Zaldívar, quien expresó que todas las normas relacionadas con la administración financiera del Estado son propias de iniciativas legal exclusiva del Ejecutivo.





Sin perjuicio de ello, señaló que si el Ejecutivo está de acuerdo, puede explicitar los criterios en la ley y explicar los planteamientos en torno a cómo va a hacer la distribución de recursos, destacando que existen formas de hacerlo tal como ocurre con el Fondo Común Municipal, que tiene un sistema para fijar las cantidades que corresponden a cada municipalidad y, en este caso, planteó que podría ser en relación al porcentaje de ingresos destinados al gasto de personal de cada municipio, pero en proporción inversa.





El Honorable Senador señor Horvath compartió los anteriores criterios y señaló que, dado que los fondos van dirigidos al personal de los municipios, también es posible establecer criterios como el número de habitantes de la comuna que atienden, su vulnerabilidad, u otros factores de similar entidad.





En sesión posterior, el Ejecutivo propuso una redacción del siguiente tenor en reemplazo de la oración final del inciso segundo:





“Dicha resolución dispondrá primeramente el financiamiento en su totalidad del incremento de grados dispuesto en los artículos primero, segundo y tercero transitorios. El remanente que resulte luego de financiar el mencionado incremento se destinará al pago del resto de las asignaciones y bonos otorgados en esta ley. Para determinar los montos correspondientes a cada municipalidad se ordenarán éstas de acuerdo al mayor gasto en personal que origine el pago de las aludidas nuevas asignaciones, distribuyendo los recursos disponibles desde menor a mayor gasto hasta su total distribución.”.




El Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, señaló que las municipalidades enviarán el detalle de sus gastos productos de esta ley, los que dicen relación con los recursos adicionales para financiar este proyecto de ley. Agregó que la forma de distribución es que los recursos financian los incrementos de grados en su totalidad. En el caso de las asignaciones profesionales, de acuerdo a los informes que manden las municipalidades de los gastos que concurren en cada una de ellas los funcionarios se ordenarán de menor a mayor, de modo que en esa correlación se distribuirán los fondos remanentes, lo que corresponde al total del 82% de las municipalidades, según los cálculos respectivos.





El Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Marcelo Segura, hizo presente que, respecto de la asignación Profesional y la Directivo- Jefatura, desde su punto de vista no sería un buen mecanismo establecer que se van a financiar en función de las que gastan menos en personal profesional. Así, le pareció más razonable establecer criterios en función de los recursos que tienen los municipios y desde esa perspectiva, estimó preferible utilizar los criterios del Fondo Común Municipal para efectuar dicha distribución.





El Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, señaló que la indicación propuesta establece que a los municipios con menor gasto por este proyecto de ley se les financiará el 100% de los gastos en los que incurren por asignación profesional o la Directivo- Jefatura, hasta copar toda la distribución disponible. Agregó que ello significa que los municipios de menor gasto van a tener un financiamiento, dentro del 82%, con seguridad, ya que la correlación entre gastos de personal e ingresos es muy directa, de modo que a menos ingresos, menos gastos en personal.





Luego dijo que si se aplica el Fondo Común Municipal que está hecho para una distribución de actualización de la base tributaria, no se aplica directamente a la distribución por gasto en personal, además que ello significaría desaprovechar la información cierta que van a enviar las municipalidades con respecto al gasto, de modo que la idea, insistió, es financiarles ese gasto hasta la disponibilidad presupuestaria.





El Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, estimó que la indicación propuesta por el Ejecutivo establece criterios para la priorización de los recursos que quedarían fijados en la propia ley, que era la inquietud formulada anteriormente en la Comisión.





El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que efectivamente lo que solicito son criterios determinados en la ley que y ellos aparecen consignados en la nueva propuesta. Sin embargo, advirtió que en las municipalidades de menores ingresos y las más pobres tienen menos capacidad de seguir produciendo recursos como para afrontar los gastos de su planta, a diferencia de lo que ocurre con las más grandes o de mayores ingresos que tienen más capacidad financiera.





Así, señaló que es  necesario encontrar una fórmula para compatibilizar estas situaciones e insistió en que el mecanismo que le parece adecuado es el del Fondo Común Municipal, que hasta ahora, ha funcionado muy bien.





El Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, insistió en que lo que se está haciendo es financiar las asignaciones para el actual personal, no una nueva planta o una expansión de la misma, ni tampoco los recursos son para que los municipios incluyan nuevas asignaciones para nuevos funcionarios. En este sentido, precisó que la municipalidad informará sobre los profesionales, directivos y jefaturas que tiene vigentes, y en función de esa información serán financiados, en la forma descrita.





Agregó que el financiamiento de las plantas va por otra línea y tiene una disponibilidad presupuestaria distinta, que faculta a los municipios para poder ampliarlas o modificarlas, lo que es distinto que los beneficios que considera el proyecto que son los incrementos de grado y las asignaciones, que es la información que se recibirá y que permitirá financiar desde los municipios con menos gastos a los de más gastos en personal.





El Honorable Senador señor Zaldívar  indicó que en su opinión cuando se realicen las propuestas de financiamiento de la Ley Municipal a que se ha hecho referencia los incrementos de recursos deben hacerse utilizando el criterio del mencionado Fondo Común Municipal.





El Presidente Nacional de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), señor Oscar Yáñez Pol, hizo presente que con anterioridad en la discusión se planteó que debía existir claridad con respecto a los criterios de distribución de recursos, cosa que en su opinión, no ocurre en la propuesta del Ejecutivo.





El Honorable Senador señor Espina enfatizó que el criterio que se está estableciendo es más bien de austeridad, debiendo existir un orden relativo al mayor gasto en personal que origine el pago de la asignación antes señalada, pero priorizando a aquellos municipios que gasten menos, cuyos incrementos de costos derivados de esta ley podrán ser cubiertas en su totalidad,





Cerrado el debate, el señor Presidente anuncia que someterá a votación el reemplazo de la oración final del inciso segundo por el texto propuesto por el Ejecutivo en en virtud del Artículo 121 del Reglamento del Senado.





En votación la propuesta del Ejecutivo es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Guillier y Zaldívar. 




En sesión posterior el Ejecutivo formuló indicación para modificar la propuesta previamente aprobada, reemplazando sus expresiones “pago del resto de las asignaciones” por “pago de las otras asignaciones”, y “aludidas nuevas asignaciones” por “aludidas asignaciones”, respectivamente.





Sometida a votación la indicación fue es aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath, Quinteros y Zaldívar.
- - -




Enseguida la Comisión analizó la indicación número 43, del Honorable Senador señor Ossandón, que propone reemplazar la oración “Dicha resolución especificará los criterios de priorización utilizados en la distribución de los recursos.”, por la siguiente: “Dicha resolución deberá sujetarse a criterios técnicos consistentes en, a lo menos, el número de la población, la proporcionalidad de programas que tiene la municipalidad, así como la simulación entre gasto en personal e inversión.”.




Sobre el particular, el Honorable Senador señor Zaldívar expresó que la indicación discurre sobre el mismo problema ya latamente discutido en el sentido de establecer criterios de distribución en la propia ley, materia que fue resuelta con la aprobación de la modificación propuesta por el Ejecutivo, ya que la materia es propia de la iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, por lo que, sin perjuicio del contenido, la indicación en estudio es inadmisible.  





-Sometida a votación, la indicación número 43 fue rechazada por mayoría de votos. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señores Espina, Horvath, Quinteros y Zaldívar. Se abstuvo la Honorable Senadora señora Von Baer.





La indicación número 44, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazar la conjunción “y” que sigue a la palabra “tercero” por una coma (,), y para intercalar a continuación de la palabra “octavo” la expresión “y décimo cuarto”.




- Puesta en votación la indicación número 44, fue aprobada, con modificaciones formales derivadas del cambio de numeración de las normas transitorias, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Honorables Senadores señores Guillier, Espina y Zaldívar. 
Artículo Séptimo




La norma aprobada en general expresa:





“Artículo Séptimo.- El monto de la asignación profesional establecida en el artículo 1° de la presente ley ascenderá a un 17% (diecisiete por ciento)de su monto total desde el primer día del mes siguiente al de publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre de ese año; a un 34% (treinta y cuatro por ciento) de su monto total desde el 1 de enero del año siguiente a dicha publicación; y a un 100% de ella a contar del 1 de enero del año subsiguiente a la referida publicación.”.





Respecto de este artículo se presentó la indicación número 45, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar a continuación de la palabra “ley”, la primera vez que aparece, la expresión “y de la asignación Directivo-Jefatura dispuesta en el artículo Décimo Cuarto Transitorio”.




El Asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, explicó que en este artículo se establece la gradualidad  en el pago de la asignación profesional y que el mismo principio considera la indicación en estudio respecto de la asignación Directivo-Jefatura.





La Honorable Senadora señora Von Baer subrayó que de conformidad al acuerdo al que se llegó en su momento, este beneficio debía comenzar en enero de 2015 y que ahora se considera que empiece el primer día del mes siguiente al de publicación de la presente ley, de modo que hizo presente que para dar cumplimiento al protocolo de acuerdo debiera considerarse la retroactividad de la norma.





El Asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva dijo que la indicación sólo se está planteando la gradualidad de la asignación profesional y de la asignación Directivo-Jefatura, sin modificar la fecha de los beneficios de la ley.





-Sometido a votación, el artículo séptimo transitorio fue aprobado por mayoría de votos. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Espina y Quinteros. Votó por su rechazo la Honorable Senadora señora Von Baer.




-Sometida a votación la indicación número 45, fue aprobada por mayoría de votos. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Espina y Quinteros. Votó por su rechazo la Honorable Senadora señora Von Baer.
Artículo Octavo





La norma aprobada en general expresa:





“Artículo Octavo.- Concédese, por una sola vez, a los funcionarios municipales que a continuación se indican, un bono especial, imponible y tributable, cuyo monto ascenderá a:




a) Respecto de los funcionarios municipales que tengan derecho a percibir la asignación profesional del artículo 1° de esta ley en el mes siguiente al de su publicación, el bono ascenderá a cuatro veces el monto que le corresponda por ese concepto en dicho mes.




b) Respecto de los funcionarios municipales titulares de un cargo de las plantas de técnicos, administrativos o auxiliares a quienes se les aplique la letra a) del artículo primero transitorio de esta ley, el bono ascenderá a cuatro veces la diferencia que resulte entre el total de haberes brutos que le corresponda al mes subsiguiente de la fecha de publicación de la presente ley y el total de haberes brutos del mes anterior a dicha publicación. Para efectos del presente literal, no se considerará la asignación de mejoramiento de la gestión municipal establecida en la ley N° 19.803. También tendrán derecho a dicho bono, los funcionarios a contrata que se encuentren en las mismas condiciones de los funcionarios de planta antes señalados y que se les aplique el artículo tercero transitorio de esta ley.




Este bono se pagará en una sola cuota, en el mes subsiguiente a la fecha de publicación de la presente ley, sólo a quienes se encuentren en funciones a dicha fecha.”.





Al comenzar el estudio particular de esta norma la Honorable Senador señora Von Baer manifestó que este artículo dice relación con el anterior en el sentido que al celebrar el protocolo de acuerdo lo que se había pactado era la retroactividad de las asignaciones, y que ahora se considera una gradualidad distinta para todos los bonos. 





El Presidente Nacional de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), señor Oscar Yáñez Pol, hizo presente que en su opinión este artículo representa un acto de gran injusticia social porque se ha debatido el artículo anterior respecto del financiamiento para los municipios, donde se establece que el año 2015 existirán $12.000 millones y así sucesivamente, y la injusticia se produce porque se le paga al escalafón y a los grados del 15 al 20, durante cuatro meses el 100% y lo mismo ocurre con los grados a que se les reconoce la asignación profesional o Directivo-Jefatura, dejando al margen el efecto retroactivo del grado 10 al 14 que es el rango en que está la mayor parte de los funcionarios con las menores rentas.





Dicho esto, enfatizó que al momento de trabajar este protocolo con la Subsecretaria de Desarrollo Regional siempre se consideró que los pagos se harían con efecto retroactivo a contar del 1 de enero de 2015, agregando que los recursos están disponibles pues se consideró en el proyecto el financiamiento para el presente año.





De acuerdo a lo expresado la Honorable Senadora señora Von Baer consultó por qué no se paga desde enero de 2015 si están considerados los recursos para ello, lo que además se acordó con los funcionarios. Agregó que se suponía que este pago era retroactivo desde la fecha señalada, en circunstancias que el proyecto lo que hace es entregar sólo un bono por cuatro meses, y adicionalmente destacó que dentro del supuesto que propone el proyecto de ley hay funcionarios que no recibirán beneficio alguno por su aprobación.





En tales circunstancias, señaló, le era necesario consultar al Ejecutivo por qué no se cumple con la retroactividad desde el 1 de enero de 2015 y por qué dentro del bono de los cuatro meses hay funcionarios que no están considerados.





Enseguida, el Honorable Senador señor Quinteros señaló que siempre se ha dicho que existe un protocolo de acuerdo firmado, por lo que solicitó que se tenga a la vista para continuar la discusión y evitar errores en la toma de decisiones.





Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que el tema se lo ha hecho presente al Ejecutivo pues considera que existe un incumplimiento del protocolo señalado, pues entiende que efectivamente establecía aun mecanismo de retroactividad desde el 1 de Enero del presente año.





Agregó que se ha planteado esta solución por parte del Gobierno considerando las actuales restricciones financieras, pero enfatizó que si bien no hay facultades para modificar el proyecto en esta parte, y que lo aprobaría, el acuerdo alcanzado era distinto y consideraba la retroactividad. En el mismo sentido, inquirió mayor información con respecto a los motivos que dejan fuera a algunos funcionarios del pago de los bonos que contempla el proyecto de ley.





El Asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, indicó que el protocolo firmado por las tres partes no establece fechas ni retroactividad alguna, y que sólo dentro de sus acápites se incorpora un elemento de gradualidad entre los años 2015 a 2020, de tal manera que el proyecto lo que hace es segmentar el aumento de grados entre el 10 y el 20 considerando exactamente los criterios consignados en el protocolo. y que ya se han explicado con anterioridad.





Señaló que en su opinión no había otra forma de entender el protocolo alcanzado y enfatizó que en el mencionado acuerdo no se consideró la retroactividad ni tampoco que lo devengado es a partir de la fecha que se ha señalado, por lo que no es posible considerarla en la ley.





El Presidente Nacional de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), señor Oscar Yáñez Pol, manifestó que le causan molestia y sorpresa los dichos del Ejecutivo por cuanto en el acuerdo material se acordó considerar los grandes temas, pero siempre en el entendido que existía acuerdo respecto de la retroactividad, y señaló que le costaba entender que se estuviese desconociendo el trabajo y los acuerdos alcanzados en el proceso de elaboración del protocolo respectivo. 





El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, reconoció que es un tema complejo y que no podía afirmar que lo señalado por el señor Yáñez no sea efectivo.





Agregó que el Ministerio de Hacienda ha autorizado para responder estrictamente al protocolo firmado, que no considera todas las aspiraciones de los funcionarios municipales.





El Honorable Senador señor Zaldívar precisó que en su momento se habló efectivamente de retroactividad pero no se hizo más porque se estimó que este proyecto de ley sería despachado con mucha celeridad y, por tanto, no se fijó la fecha con ese detalle en el protocolo. No obstante, manifestó su intención de aprobar la norma pues dadas las actuales restricciones presupuestarias manifestadas por el Ministro de Hacienda, el proyecto propone lo que efectivamente hoy se puede financiar.





Adicionalmente indicó que de haberse tramitado con la debida celeridad este proyecto de ley, el tema de la retroactividad no tendría tanta relevancia y que ese fue precisamente el espíritu con que se logró el protocolo.





El Presidente de la Unión de Funcionarios Municipales de Chile (UFEMUCH), señor Víctor Hugo Mora, señaló que efectivamente existía la idea de que este proyecto de ley estaría totalmente tramitado al mes de abril del presente año, y que en ese entendido el proyecto considera cuatro meses por cuanto los fondos debiesen estar disponibles para este año.





Agregó que en la retroactividad, también se perjudica a los funcionarios municipales porque se está excluyendo a una parte importante del total bruto de las remuneraciones, como es la asignación de incentivo por el PMG que también está incorporada y que debiese eliminarse porque ello no da cuenta que se pague el retroactivo sobre el total bruto de las remuneraciones de carácter imponible.





El Honorable Senador señor Espina precisó que el proyecto de ley en estudio ingresó a esta Comisión el 19 de mayo del presente año, además hizo presente que los argumentos entregados por el Ejecutivo no tienen asidero ya que los recursos están considerados para el presente año.





Agregó que tampoco comparte los dichos del Subsecretario, pues los documentos o protocolos se celebran y elaboran con la buena fe de las partes, tal como lo ratifica su declaración cuando señala que no puede negar que el tema de la retroactividad se haya acordado.





El Honorable Senador señor Quinteros señaló que los recursos asignados para este año, independientemente que se fueran a utilizar en el mes de abril, tienen que estar disponibles al día de hoy, por lo que requirió el acuerdo de la Comisión para solicitar que el beneficio sea retroactivo.





Finalmente el Honorable Senador señor Horvath hizo presente que el protocolo de acuerdo fue firmado el 14 de Noviembre de 2014 y que la ley considera $12.000 millones para el presente año, de modo que le pareció lógico que se aplique la ley con esos fondos y no que quede un remanente para el próximo año.





El señor Presidente anunció que de acuerdo a lo solicitado sometería a votación el artículo aprobado en general.





-Sometido a votación, el artículo octavo transitorio fue aprobado por mayoría de votos. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Horvath, Quinteros y Zaldívar. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Espina.




Al fundamentar su voto la Honorable Senadora Señora Von Baer indicó que los recursos para el financiamiento de los beneficios están disponibles desde el momento en que se presentó la iniciativa a tramitación, y que debe recogerse la obligación de realizar los pagos en forma retroactiva, razón por la cual hizo presente que esta norma debe discutirse más latamente en la Sala del Senado a fin de precisar el sentido del referido protocolo.





Por su parte el Honorable Senador señor Espina hizo presente que su voto en contra es una protesta frente al incumplimiento del protocolo de acuerdo, y señaló que para los funcionarios públicos resulta muy difícil llegar a acuerdos si posteriormente su resultado no traduce fielmente lo que se conversó y resolvió.





Finalmente el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, manifestó que desde el punto de vista del Gobierno el protocolo se ha cumplido, y que lo que se ha producido es producto de interpretaciones y consideraciones realizadas sobre borradores anteriores del documento definitivamente firmado. 





Enseguida la Comisión pasó a considerar las seis indicaciones presentadas respecto del artículo. 

Letra a)





El texto aprobado en general, ya antes transcrito,  es el que sigue:





“a) Respecto de los funcionarios municipales que tengan derecho a percibir la asignación profesional del artículo 1° de esta ley en el mes siguiente al de su publicación, el bono ascenderá a cuatro veces el monto que le corresponda por ese concepto en dicho mes.”.





La indicación número 46, de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone agregar a continuación del guarismo “1°” la expresión “o la asignación de Directivo-Jefatura del artículo Décimo Cuarto Transitorio”.




- Sometida a votación la indicación número 46, se produce el siguiente resultado: Votan por su aprobación los Honorables Senadores señores Quinteros y Zaldivar, y se abstienen los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Espina.





El señor Presidente hace presente que en virtud del artículo 178 del Reglamento de la Corporación corresponde repetir de inmediato la votación, y que de persistir las abstenciones o votos distintos a los que se piden ellos serán considerados como favorables a la posición que haya obtenido mayor número de votos.




 -Repetida la votación se produce el mismo resultado y con idéntica votación, resultando aprobada la indicación por cuatro votos a favor.

Letra b)





Respecto de esta norma se presentó la indicación número 46A, del Honorable Senador señor Quinteros, para agregar a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: 


“Respecto de los funcionarios a quienes se les aplique la letra b) del artículo primero transitorio de esta ley, el bono ascenderá a cuatro veces la diferencia existente entre el grado de que es titular y el inmediatamente superior dentro del respectivo escalafón, en el mes subsiguiente al de la fecha de publicación de esta ley.”


-La indicación número 46A fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, por recaer en materias propias de la iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, de la Carta Fundamental.

Artículo Noveno




El texto de la norma aprobada en general es el que sigue:





“Artículo Noveno.- Las facultades concedidas en los artículos 49 bis y 49 ter de la ley N°18.695, introducidos por el artículo 6° de la presente ley, podrán ejercerse por primera vez dentro del año 2018.




La modificación establecida por el número 2 del artículo 6° de la presente ley, entrará en vigencia a contar del 1 de enero del año 2018.




Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establecen en el número 3 del artículo 7° de la presente ley, no serán exigibles respecto de los funcionarios municipales titulares y a contrata en servicio a la fecha de publicación de la presente ley. Asimismo, a los funcionarios municipales a contrata en servicio a dicha fecha cuyos contratos se prorroguen, no les serán exigibles los requisitos antes señalado.”.





Respecto de este artículo se presentaron cuatro indicaciones:





La indicación número 47 del Honorable Senador señor Navarro, es para eliminarlo, y las indicaciones números 48, 48 A y 48 B, de los Honorables Senadores señores Navarro, Guillier y Quinteros, respectivamente que proponen sustituir el guarismo “2018” por “2017”.




En relación a la indicación 47, se manifestó que la norma establece un proceso gradual para la aplicación de las normas de la ley, y que su supresión tiene impacto financiero pues su supresión adelanta sus efectos a la fecha de publicación de la ley.





-Las indicaciones números 47, 48, 48A y 48B, fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión Honorable Senador señor Espina, por tratarse de materias de iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, de la Carta Fundamental.




Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión inquirió mayor información respecto de las razones por la cuales se redactó la norma en los términos antes consignados.





El Subsecretario de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes señaló que este fue un tema muy discutido y que siempre se tuvo en consideración al momento de redactar la norma que, tal como se acordó, no se crearán las nuevas plantas en años de elecciones municipales, lo que explica la redacción propuesta.





El Asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, agregó que también se había considerado un aspecto práctico ya que por el solo ministerio de la ley algunos funcionarios suben un grado en el año 2015 y otros el año 2016 y 2017, y en algunos casos ello obliga a que algunos municipios creen cargos en sus plantas, ya que no todos tienen los cargos que permitan el ascenso de grados considerado en el presente proyecto.





La Honorable Senadora señora Von Baer estuvo de acuerdo en que no es conveniente realizar el cambio de planta en año electoral, y al mismo tiempo destacó que para evitarlo en su momento se propuso realizarlo cada ocho años, lo que evitará que se produzca tal coincidencia en el futuro.

Artículo Décimo





No fue objeto de indicaciones no de modificaciones.

Artículo Décimo Primero




La norma aprobada en general literalmente expresa:





“Artículo Décimo Primero.- Condónanse las cantidades que en exceso hayan recibido y no hayan sido restituidas por los funcionarios o ex funcionarios a que se refiere el artículo 4° de la presente ley, en virtud del pago del incremento previsional contemplado en el artículo 2° del decreto ley N° 3.501 de 1980, en el período que media entre el 1 de marzo de 1981 y el 30 de abril de 2015.





Declárase que la condonación dispuesta en el inciso anterior bastará para regularizar la situación de los funcionarios o ex funcionarios ante las respectivas municipalidades, no pudiendo estas corporaciones exigir devolución alguna de parte de ellos por dicho concepto. 





Asimismo, deberá procederse a poner término a todos los procesos administrativos o judiciales, cualquiera sea la etapa en que se encuentran, que tengan su origen en una interpretación diversa de la establecida en el artículo 4° de la presente ley.





Declárense extintas las responsabilidades civiles, administrativas y criminales de funcionarios o ex funcionarios municipales, así como de Alcaldes, Concejales, ex Alcaldes y ex Concejales que se deriven de acciones u omisiones relacionadas con una estimación del incremento previsional contraria a lo estatuido en el artículo 4° de la presente ley.




Con todo, a contar de la fecha de publicación de la presente ley, en caso alguno y bajo ningún supuesto podrán pagarse remuneraciones a funcionarios municipales interpretándose el inciso segundo del artículo 2° del decreto ley N° 3.501, de 1980, de una forma diferente a la indicada en el artículo 4°. A aquellos funcionarios que dispusiesen o recibiesen pagos en forma contraria a lo señalado, sin hacer devolución de ellos, se les aplicará la medida disciplinaria de destitución de conformidad a lo dispuesto en el Título V de la ley N° 18.883, que establece el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales. Para el caso de Alcaldes, el incurrir en la conducta señalada en este inciso será considerado notable abandono de deberes, otorgándose acción pública para sustanciar el respectivo procedimiento, el que se sujetará a lo dispuesto en el artículo 60 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.




En relación a este artículo se presentó la indicación número 49, del Honorable Senador señor Ossandón, para suprimirlo.




El Honorable Senador señor Espina hizo presente que esta norma considera un beneficio para los funcionarios cuya deuda condona, independientemente que se haya planteado por algunos d ellos que se discuta en forma separada el tema del incremento previsional.





El Honorable Senador señor Zaldívar subrayó que este es un tema muy delicado para los funcionarios municipales que están en diferentes situaciones y, por lo mismo, no resulta fácil encontrar una posición única sobre la materia, ya que tanto la situación de las distintas municipalidades como de los funcionarios son muy diversas y los resultados de la aprobación de la norma también son distintos según la situación de cada cual.





El Honorable Senador señor Espina hizo presente que siendo este problema muy serio y profundo se requiere que el Ejecutivo lo resuelva, por cuanto las municipalidades comenzaron a pagar el incremento previsional basados en una resolución de la Contraloría General de la República, pero que ya iniciados los pagos el mismo ente contralor emite otra resolución que señala que no se debieron hacer. Posteriormente el Consejo de Defensa del Estado interviene y se dirige en contra de los funcionarios que son las únicas víctimas de esta situación y ahora además, en este proyecto de ley se les dice que no se les seguirá pagando a los que aún lo perciben.





En este escenario, señaló que es el Gobierno e el llamado a buscar una solución integral para esta situación e intentar llegar a un acuerdo, pero no con el argumento de la restricción de recursos pues ellos lleva a poner a las partes en posiciones imposibles de compatibilizar.





Enseguida, el Primer Vicepresidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, el Alcalde de El Bosque señor Sady Melo, manifestó su acuerdo con los planteamientos antes consignados, pero al mismo tiempo señaló que tenía dudas con respecto a que se logre estructurar un planteamiento distinto por parte del Gobierno con la celeridad necesaria para resolver este problema.





Agregó que no son todos los municipios los que están involucrados en este tema, ya que cuando se emitió el segundo dictamen por parte de la Contraloría General paulatinamente comenzaron a desechar este pago, en términos que actualmente son alrededor de cincuenta las municipalidades que están cancelando el referido incremento.





En este escenario reconoció que es una situación bastante compleja. Sin embargo, enfatizó que esta es una oportunidad para zanjar definitivamente el tema y poner un piso sobre el cual se debe hacer un debate sin cerrar la discusión, e insistió en aprovechar la oportunidad que brinda la discusión del presente proyecto de ley para evitar que se sigan produciendo las injusticias señaladas con respecto a la ejecución de funcionarios municipales.





La Honorable Senadora señora Von Baer subrayó que este tema aún no se ha discutido con la debida profundidad, de modo que tampoco puede considerar que sea esta la solución al problema del incremento pues existe un dejo de discriminación cuando se dice que no se va a seguir pagando en circunstancias que ha habido funcionarios a los que nunca se les pagó, además los problemas que genera el hecho de existir juicios pendientes en relación a la procedencia del pago, sugiriendo que se separe la discusión porque en su opinión, nunca se ha entrado al fondo del asunto y no debe dilatarse la aprobación de la presente iniciativa.





El Honorable Senador señor Quinteros también consideró que esta era la oportunidad para solucionar este problema en forma definitiva, ya que de los 345 municipios estimó que casi el 90% estaba pagando este incremento y actualmente no son más de 58 porque el Consejo de Defensa del Estado está a la espera de esta discusión para proceder a ejecutar a los funcionarios que recibieron los recursos.





Señaló que efectivamente algunos funcionarios lo han recibido y otros no, pero subrayó que el error se produjo a consecuencia de una mala interpretación que hizo la contraloría General y que indujo a error a todos los Alcaldes sobre su procedencia, lo que también ocurrió con los funcionarios.





Finalmente anunció que se inhabilitaría en esta discusión y posterior votación porque en su momento, cuando se desempeñó como Alcalde, tomó la opción de pagar a los funcionarios estimando que era la interpretación correcta la que indicaba su procedencia, no obstante que la Contraloría adoptó un criterio distinto y contradictorio al decidir que no se debía pagar.





El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, recordó que el año pasado el Senado aprobó dos proyectos de acuerdo que solicitaban al Ejecutivo resolver este problema. En ese sentido hizo presente que ya antes de eso la Subsecretaría en conjunto con otros profesionales hicieron grandes esfuerzos por resolverlo, para lo cual han oído a todos los involucrados. No obstante los esfuerzos realizados, dijo que no se encontró otra solución que la que se plantea en el presente proyecto de ley.





Agregó que de acuerdo al último informe elaborado por la Subsecretaría, la situación del incremento de los sueldos es diferente en las distintas municipalidades: están las que pagan, las que pagaron, las que dejaron de pagar y habría que considerar a las que nunca lo hicieron. Indicó que a la fecha son 58 municipios del país los que pagan y los funcionarios ven incrementadas sus remuneraciones creadas con posterioridad al 28 de febrero del año 1981, o que a esa fecha no eran imponibles. En cuanto a las que pagaron y dejaron de pagar, la situación normal es que las sumas percibidas fueron condonadas por al órgano contralor en un 100, 70 o menor porcentaje o bien, sin condonación, por lo que hay funcionarios municipales que se encuentran devolviendo las sumas pagadas, en todas esas diversas condiciones.





En síntesis, señaló, al mes de diciembre del año 2014 a nivel nacional, el Consejo de Defensa del Estado había iniciado 79 acciones judiciales en contra de 5.902 funcionarios municipales, y además en el Tribunal de Cuentas, a enero del presente año hay 373 funcionarios de 55 municipios que han sido demandados para que restituyan al Fisco una suma equivalente a 103.728 UTM.





Es en este escenario que la Subsecretaría se hizo cargo de una dificultad que actualmente afecta a más de 5.000 funcionarios, y que tiene a 373 demandados por los montos antes consignados.





El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó su preocupación por despachar una ley que finalmente no de una solución definitiva a este problema, ya que hay gente que habiendo tenido sentencia hoy tiene un determinado ingreso, de modo que es muy complejo dejarlos ahora sin dicho incremento. En este sentido, señaló que no resolver el problema significa además, crear una suerte de discriminación entre los funcionarios.





Expresó que era de la idea de poder solucionar ahora este problema buscando fórmulas que destraben las situaciones pendientes y que detengan los temas judiciales, de modo que instó a revisar nuevamente la ley en otras sesiones para poder estudiar detenidamente el tema.





La Honorable Senadora señora Von Baer reiteró que el tema es muy complejo y que no se ha discutido a fondo dentro de esta ley, lo que aunque puede significar más demora podría discutirse en forma separada o votarlo tal como está, pero para ello es necesario un pronunciamiento de parte del Ejecutivo.





El Honorable Senador señor Espina propuso dividir la votación con el objeto de aprobar exclusivamente el tema de los indultos. Enseguida, señaló que el Gobierno debiese buscar una solución más integral ya que en su opinión, este es un problema de ley y no se puede esperar a que los funcionarios sean ejecutados y embargados por un hecho que no dependía de ellos.





El Asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, destacó que desde el punto de vista jurídico no se debía perder de vista que en el país las remuneraciones del sector público, incluso tras este proyecto, se fijan por ley, pero en este caso desapareció la Escala única de Sueldos por el dictamen de la Contraloría, lo que significa que unos municipios pagan de una manera y otros de otra.





Agregó que la Contraloría interviene a través de un Tribunal de Cuentas por un dictamen de ella misma, de modo que al rectificar dicha resolución se da la impugnación de la resolución judicial que se pronunció sobre remuneraciones que afectaba a funcionarios de un servicio de salud de la Araucanía. En este sentido, señaló además que el Consejo de Defensa del Estado interviene solicitando la nulidad de derecho público de la sentencia judicial, en base a la cual se paga el incremento.





Dado lo anterior, en caso que se rechace la norma transitoria, considerando que la Comisión rechazó la norma permanente, lo que ocurre, según señaló, es que se soluciona el problema hacia atrás pero permanece hacia el futuro.




El Honorable Senador señor Espina insistió en que es el Gobierno quien debe solucionar este problema y que la solución que se ha propuesto en este proyecto de ley no resuelve esta situación y, por el contrario, resulta muy injusta. En este sentido, planteó la posibilidad de establecer una norma combinada que dé una solución global ya sea en esta ley o en otra distinta.





El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, manifestó que se ha dedicado mucho tiempo a buscar una solución, y que siendo segmentos muy desiguales unos y otros entonces el resultado también podría ser distinto, que en ese entendido el proyecto de ley resuelve hacia adelante el problema para todos, no obstante que no se refiere a lo que ocurrió hacia atrás.





En sesión posterior, el Honorable Senador señor Zaldívar insistió en que se trata de un tema muy complejo que tiene varios caminos de solución. Uno de ellos es el que se ha planteado en el proyecto de ley pero que supone una serie de dificultades en relación con los funcionarios municipales, por cuanto para poder cumplir con la ley habría funcionarios a los cuales se les debería disminuir su remuneración. Otra situación distinta es la de las personas que creen tener un derecho por tener una sentencia judicial que ha respaldado el pago, a pesar de que se han iniciado incluso por parte del Consejo de Defensa del Estado procesos para anular esos fallos, por considerar que adolecen de objeto ilícito.





Señaló que la situación en que se encuentran tanto municipalidades como funcionarios, a raíz de las opuestas interpretaciones que ha realizado la Contraloría General sobre el tema, son tan diversas que habiendo considerado este tema en conjunto con el Ministerio de Hacienda le parece que la solución al problema del incremento previsional debe ser abordado en otra ley.





No obstante insistir en que le hubiera gustado avanzar en la solución del problema, aun cuando fuera en forma parcial, señaló que le parece necesario que el tema sea más estudiado y detenidamente analizado, porque se trata de una diferencia sobre una gran cantidad de recursos acumulada en un período muy largo de tiempo.





El señor Subsecretario informó que efectivamente este tema ha sido tratado en reiteradas oportunidades, y agregó que además es un tema muy complejo de abordar, de manera que independientemente de la decisión que se adopte y cualquiera sea la solución ella generará grandes impactos para quienes pueden resultar perjudicados.





Reiteró que dentro de las motivaciones que tuvo en consideración el Gobierno para proponer esta iniciativa legal es que ella comienza a resolver el problema del incremento. Señaló que tal es así que no obstante llegar a la conclusión de que efectivamente no hay espacio en este proyecto para alcanzar dicha solución, dijo entender que el rechazo de las normas pertinentes supone que este proyecto siga avanzando en su tramitación para sí poner en práctica una serie de ventajas que este contiene y que son valoradas por los funcionarios.





El Presidente Nacional de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), señor Oscar Yáñez Pol, expresó que efectivamente el tema es complejo, y que se trata de un problema es muy delicado porque afecta el tema de las pensiones de los funcionarios. En este sentido, señaló que recibieron la notificación de la encargada del departamento de normas internacionales del trabajo de la OIT de que se ha acogido a tramitación una queja por la no aplicación de los Convenios Internacionales que dicen relación con la seguridad social, y que en este caso no se estarían cumpliendo.





Agregó que es necesario estudiar con mayor acuciosidad el tema dada la complejidad de este problema y que se arrastra hace bastantes años atrás.





Por su parte el Presidente de la Unión de Funcionarios Municipales de Chile (UFEMUCH), señor Víctor Hugo Mora planteó que desde un principio se manifestó por la opción de que este tema se abordara en un proyecto de ley distinto, porque a su juicio el proyecto sólo se hace eco de  algunos dictámenes de la Contraloría.





Sobre el protocolo de acuerdo en que se basa este proyecto de ley, indicó que éste consideraba una solución política al tema del incremento previsional y que a su juico se ve reflejada en las disposiciones transitorias, no obstante que el problema radica en la interpretación que quiere hacerse de ellas, y  manifestó que debiese existir la voluntad política para respetar el acuerdo antes señalado para poder terminar los procesos que están pendientes, por los recursos pagados.





El Honorable Senador señor Espina recordó en este punto que, sin ignorar este problema, la Comisión rechazó la interpretación del Ejecutivo que opta por el segundo dictamen de la Contraloría General que sostiene que no se debía pagar el incremento, y agregó que siendo un tema muy complejo cualquiera que sea el camino a seguir es necesario analizarlo y adoptar una decisión de carácter política a este respecto.





El Subsecretario de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, insistió en que el Gobierno ha estudiado este tema con todas las alternativas posibles, y que han plasmado en el proyecto de ley la solución que estimaron correcta y la mejor, aunque no ha sido entendida así, y manifestó su disposición para retirarla del proyecto en discusión con el objeto de viabilizar su despacho.





Destacó que existe toda la voluntad para seguir trabajando en otras soluciones pero que al mismo tiempo era necesario tener presente que existen interpretaciones de fondo tan diversas que probablemente lleve mucho tiempo dilucidar. En este punto recordó que ya se han encargado dos estudios con expertos en derecho, por distintos Gobiernos, y que aún así los trabajadores optaron por recurrir a la OIT con su demanda, la que tendrá que ser contestada por el Gobierno.





Además insistió en la necesidad de avanzar rápidamente en la tramitación de este proyecto que tiene grandes beneficios para los funcionarios municipales, y con el ánimo de no entrampar dicha tramitación sugirió que se rechacen los artículos pertinentes a fin de discutirlos en otra instancia.





El Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Marcelo Segura, señaló que en principio estaban de acuerdo con la solución propuesta por el Ejecutivo reconociendo desde ya que se trata de un tema muy complejo. Sin embargo, dijo que desde un punto de vista financiero pagar el incremento previsional tal como lo están haciendo 58 municipios actualmente es insostenible para el sistema municipal, por lo que le parecía adecuada la solución contenida en el rechazado artículo 4° del proyecto y su interpretación a través de las normas transitorias, pero que dada la actual situación quizás resulte necesario resolver el problema mediante una reforma constitucional.





Luego, el Honorable Senador señor Zaldívar reiteró que este problema es de gran complejidad dado que todas las situaciones son distintas, no obstante señaló que debe hacerse el esfuerzo por encontrar una solución, haciendo presente que la propuesta del Ejecutivo en parte solucionaba el problema para algunos casos, pero que la diversidad de situaciones es tan grande que la única solución definitiva sería pagarles a todos los funcionarios, sin que existan recursos suficientes para ello.





-Sometida a votación, la indicación número 49 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Guillier, Espina y Zaldívar. 
Artículo Décimo Segundo




La norma aprobada en general es la que sigue:





“Artículo Décimo Segundo.- Las sumas que funcionarios o ex funcionarios municipales hubiesen restituido a las respectivas municipalidades, con motivo de pagos de remuneraciones que hubieren considerado el incremento previsional en una forma distinta a la señalada en el artículo 4° de la presente ley; no darán derecho a aquellos a ningún tipo de devolución, restitución o compensación.





Asimismo, los funcionarios o ex funcionarios municipales que, con motivo de pagos de remuneraciones hubieren percibido el incremento previsional en concordancia con lo dispuesto en el artículo 4° de la presente ley, no tendrán derecho a compensación alguna.”.





Respecto de esta norma se presentó la indicación número 50, del Honorable Senador señor Ossandón, es eliminarlo.




En la Comisión se tuvo en consideración que la norma tiene directa relación con el artículo anterior, previamente rechazado.





-Sometida a votación la indicación número 50 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Guillier, Espina y Zaldívar. 
Artículo Décimo Tercero





El artículo aprobado en general señala:





“Artículo Décimo Tercero.- Las anotaciones, que hubieren recibido en su hoja de vida los funcionarios municipales regidos por la ley N° 18.883, y remunerados de conformidad al Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980,  sean éstas de demérito o que dieren cuenta de alguna medida disciplinaria, únicamente por razón de haberse interpretado erróneamente el artículo 2° del decreto ley N° 3.501, de 1981, con anterioridad al 30 de diciembre de 2014, se entenderán eliminadas por el sólo ministerio de la ley.




Dentro del plazo de treinta días contados desde la publicación de la presente ley,  la unidad encargada de personal, o a la que cumpla dichas funciones en la municipalidad, deberá tomar las medidas pertinentes para dejar constancia en la hojas de los funcionarios de la eliminación de las respectivas anotaciones. Dentro del mismo plazo deberá comunicar a los funcionarios correspondientes respecto de la eliminación de la anotación.




La presente norma solo tendrá efecto en las calificaciones, escalafones de mérito, o ascensos a contar del periodo calificatorio que se inicie en forma posterior a la fecha de publicación de la presente ley, sin que el funcionario pueda alegar perjuicio alguno, que signifique daño a su patrimonio o a su carrera funcionaria.”.





En la Comisión se tuvo en consideración que esta norma tiene directa relación y es consecuencia de la disposición que proponía el artículo undécimo transitorio, previamente rechazado.





-Sometido a votación el Artículo Décimo Tercero fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Guillier, Espina y Zaldívar.

o o o





La indicación número 51 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para consultar a continuación del artículo décimo tercero el siguiente artículo transitorio, nuevo:




“….- Concédase, a partir del día 1 del mes siguiente al de publicación de esta ley, al personal de planta y contrata, regido por la ley Nº 18.883, de las plantas  Jefaturas y Directivos, una asignación especial de “Directivo-Jefatura”, siempre que no tengan derecho a la asignación del artículo 1° de esta ley. La asignación del presente artículo, sólo se concederá al personal antes señalado que se encontraba en funciones en las mencionadas plantas al 1 de enero de 2015.




El monto de la asignación se determinará conforme a las reglas siguientes: 




1.- Valores asignación directivo- jefatura:

GRADOS 

$ MES

3

227.306

4

214.442

5

213.747

6

190.844

7

174.139

8

156.183

9

141.338

10

127.907

11

115.754

12

104.754





Los valores antes señalados se reajustarán en los mismos porcentajes y oportunidades que las remuneraciones del sector público.




2.- Respecto de los funcionarios a los cuales se les aplique lo dispuesto en el presente artículo, la remuneración bruta mensual que resulte de incluir los valores de asignación Directivo-Jefatura señalados en el número anterior según corresponda, deberá compararse con el total de la remuneración equivalente, en los mismos gados del Estamento Directivo sin asignación profesional de la Escala Única de Sueldos.




Los funcionarios podrán percibir el monto de la asignación "Directivo-Jefatura" indicada que, sumada a las demás remuneraciones que se señalan a continuación, no exceda al equivalente de la Escala Única de Sueldos considerando los componentes que se indican en el inciso siguiente. En caso de requerirse ajustes, se realizarán exclusivamente con cargo a la asignación Directivo-Jefatura.




La sumatoria de rentas que se compararán, corresponderán a los componentes de las escalas que se indican a continuación, procediendo el pago de los demás conceptos que percibe cada funcionario municipal de acuerdo a las normas que los rigen:




I. Escala municipal del personal regido por el Título II del decreto ley Nº 3.551, de 1981:




a)  Sueldo base;





b)  Incremento del artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980;





c)  Asignación del artículo 24 del decreto ley Nº 3.551, de 1981;





d)  Bonificación del artículo 3º de la ley Nº 18.566;





e)  Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la ley Nº 18.675;





f)  Asignación del artículo 4º de la ley Nº 18.717;





g)  Asignación del artículo 21 de la ley Nº 19.429;





h)  Asignación del artículo 1º de la ley Nº 19.529; y,





i)  Asignación directivo-jefatura del presente artículo.





II. Escala Única de Sueldos del personal regido por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974:





a)  Sueldo base;





b) Incremento del artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980;





c) Asignación del artículo 6º del decreto ley Nº 1.770, de 1977;





d)  Asignación del artículo 17 de la ley Nº 19.185;





e)  Bonificación del artículo 3º de la ley Nº 18.566;





f)  Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la ley Nº 18.675; y,





g)  Asignación del artículo 21 de la ley Nº 19.429.





En ningún caso, la aplicación de las normas señaladas en los incisos precedentes podrá significar una disminución de las remuneraciones de los funcionarios municipales que les hubieren correspondido sin la asignación directivo-jefatura.




Esta asignación se pagará mensualmente, tendrá carácter imponible y tributable y no se considerará base de cálculo para determinar ninguna otra remuneración o beneficio económico.”.




El Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer señor Jorge Barrera indicó que esta asignación especial es para Directivo- Jefatura pero el inconveniente que tiene es que está redactado con los problemas de homologación que ya se trataron con anterioridad, con el agregado que en un mismo artículo se fija la asignación y su homologación, de modo que el bono se aprueba o rechaza en conjunto con la homologación, sien que en su opinión sea posible una votación separada.





- Sometida a votación, la indicación número 51 fue aprobada por mayoría de votos. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Horvath y Zaldívar. Se abstuvo el Honorable Senador señor Espina.




El Honorable Senador señor Espina solicitó dejar constancia que su abstención tiene el propósito que el artículo sea debatido en la Sala del Senado.





El Presidente Nacional de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), señor Oscar Yáñez Pol enfatizó que esta norma significa una tremenda injusticia social junto al desconocimiento que se ha hecho del tema de la retroactividad, por lo que manifestó que ello significaba que el gremio se tomaría un plazo a nivel país y en caso de no obtener soluciones, adoptarían otras medidas. 





Por último, el Presidente de la Asociación de Funcionarios Conductores de la Municipalidad de Viña del Mar (AFUCOE), señor Luis Pérez, expresó que, al margen del protocolo de acuerdo firmado y del presente proyecto, ha quedado de lado una sentida petición de los conductores y operadores de los diferentes municipios del país, en el sentido de que siguen siendo considerados en la planta de auxiliares sin reconocer las particulares responsabilidades que ellos tienen en el desempeño de sus funciones, que importan el manejo de maquinaria de muy alto costo, de gran dificultad y riesgo, así como la responsabilidad propia del traslado de personal, para todo lo cual se requiere cumplir las exigencias de las respectivas licencias de conductor profesional.

Artículo Décimo Cuarto




La norma aprobada en general es del siguiente tenor:





“Artículo Décimo Cuarto.- El mayor gasto que irroguen las modificaciones dispuestas en la presente ley será de cargo municipal.




Con todo, el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia para los artículos 3° y sexto transitorio, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.





En relación a este artículo se presentó la indicación número 52, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo su inciso segundo por el siguiente:




“Con todo, los aportes extraordinarios del Fisco, indicados en el artículo sexto transitorio, se financiarán con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.




-Sometida a votación, la indicación número 52 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath, Quinteros y Zaldívar. 
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1°





-Eliminar, en su inciso segundo, su frase final “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2° de la presente ley”.

(artículo 121 del Reglamento del Senado).

Artículo 2º





-Suprimirlo.

(unanimidad, 5x0).

Artículo 3°





Ha pasado a ser artículo 2°, sin enmiendas.

Artículo 4°





-Suprimirlo.

(unanimidad, 5x0, indicación 4).

Artículo 5°




Ha pasado a ser artículo 3°.





-- Reemplazar su inciso final por el siguiente:





“La información remitida sólo podrá ser utilizada por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para proponer y evaluar las políticas y planes correspondientes al ámbito municipal, así como estudiar y proponer las normas aplicables a dicho sector.”.
(indicación número 6, unanimidad, 5x0).

Artículo 6°





Ha pasado a ser artículo 4°.

Número 1)





-Reemplazar su letra a) por la que sigue:





“a) En su letra b) reemplázase su expresión final “, y” por un punto y coma (;).”. 





- Sustituir su letra b) por la siguiente:





“b) Reemplázase en su letra c) el punto final (.) por un punto y coma (;).”.





--En su letra c) reemplazar, en su encabezado y en la letra que propone, la referencia a “d)” por “(e”.

(unanimidad, 5x0).

o o o

Número 3), nuevo




--Incorporar como número 3), nuevo, el que sigue:





“3) En la letra b) del artículo 22 intercalar, entre la palabra “participación” y la expresión “en el municipio” lo siguiente: “y de la ciudadanía”.”. 

(unanimidad, 5x0, indicación número 7). 

o o o

Número 3)





Ha pasado a ser número 4), sin otra enmienda.

o o o

Número 5), nuevo





“5) Agrégase en el artículo 31, después del punto final (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: 





“Asimismo, en este reglamento, las municipalidades podrán crear  los órganos y unidades que estimen necesarias para su funcionamiento, pudiendo asignarle funciones propias de las unidades designadas en los artículos 21, 22, 23, 25, 27 y 28 de esta ley.”.”.
(unanimidad 5x0, indicación 8).

o o o

Número 4)





Ha pasado a ser número 6).





En el artículo 49 bis propuesto:





-En su inciso primero reemplazar la frase “en el reglamento interno de la municipalidad” por “a través de un reglamento municipal”, y agregar como oración final la siguiente: “En este proceso, los Alcaldes podrán considerar la opinión de un Comité Bipartito constituido especialmente para este efecto, conformado por funcionarios y representantes del Alcalde, la cual podrá ser presentada al Concejo Municipal en ejercicio con anterioridad a la readecuación de las plantas.”.
(unanimidad, 3x0, indicación 8A)

(mayoría de votos, 4x1, indicación N° 9).





-En su inciso tercero, suprimir su número 5, pasando sus números 6, 7, 8 y 9 a ser 5, 6, 7 y 8, respectivamente.





--Reemplazar su inciso cuarto por los siguientes: 





“En caso que la fijación de la nueva planta haya considerado una proyección de ingresos y gastos para la municipalidad determinada con negligencia inexcusable, se entenderá que se configurará causal de notable abandono de deberes, tanto de parte del Alcalde como del o los concejales que hayan participado de tal decisión. Para dichos efectos se procederá según lo dispuesto en los artículos 60 letra c), 76 literal f) y 77.





El o los concejales que hubieren votado por rechazar la propuesta de planta, podrán recurrir al Tribunal Electoral Regional, para solicitar que declare el notable abandono de deberes, según lo dispuesto en el inciso anterior, dentro del plazo de 30 días hábiles contados desde la aprobación de la planta por parte del concejo municipal. Con todo, el Alcalde sólo podrá remitir a la Contraloría General de la República el reglamento, a que se refiere el inciso primero de este artículo, una vez transcurrido el plazo precedentemente señalado sin que se haya interpuesto la acción que establece el inciso anterior, o una vez que el Tribunal Electoral Regional haya rechazado la acción. Lo dispuesto en este inciso será certificado por el Secretario del Tribunal Electoral Regional.”.




- Suprimir su inciso quinto.

(unanimidad, 4x0, indicación 14 A) 





En el artículo 49 ter propuesto:





-En el párrafo segundo de su letra b), sustituir la expresión “diez años” por “cinco años”, y agregar una coma (,) después de las expresiones “N° 1” y “N° 2”, respectivamente

.

(unanimidad, 4x0, indicación 17 A. Artículo 121 del Reglamento del Senado).





--En el cuarto párrafo de la letra b) reemplazar las frases “con aquellos que tengan más años de servicio en la respectiva municipalidad. En caso de empate, serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida,” por “de acuerdo al resultado de la última calificación obtenida y, en caso de empate, conforme a la antigüedad de servicio en la respectiva municipalidad,”.

(unanimidad, 4x0), indicación 17B).





En el artículo 49 quáter:





--Reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 49 quáter.- La facultad conferida en el artículo 49 bis podrá ejercerse cada ocho años, siempre que se cumplan los requisitos y límites que establece esta ley.





En caso de corresponder hacer uso de la citada facultad en un año en el que se realicen elecciones municipales, dicho derecho podrá ejercerse solo durante el año siguiente a estas.





La facultad establecida en el artículo 49 ter deberá ejercerse dentro de los 90 días siguientes a la fecha de total tramitación del reglamento municipal que aprueba la planta respectiva y tendrá vigencia a contar del 1 de enero del año siguiente a dicha fecha.”.

(unanimidad, 4x0, indicación 18A)

(unanimidad 4x0, indicación 20)

Número 5)





Ha pasado a ser número 7.





-Consignar con minúscula la expresión “Concejo” de la frase que propone agregar, e incorporar como oración final, a continuación del punto que sigue a la palabra “egreso” la siguiente: “Dicha política podrá incluir además diversos planes piloto relacionados con el recurso humano, a fin de permitir un mejor desempeño laboral.”.
(unanimidad, 4x0), indicación 25 A).

Número 6)





Ha pasado a ser número 8), sin enmiendas.

Artículo 7°





Ha pasado a ser artículo 5°.

Número 1)





--Sustituir el número 1), su letra a) y el encabezado de su letra b) por el que sigue:





“1) En el artículo 2°, agregase el siguiente inciso final:”.





--En el inciso final propuesto, reemplazar el porcentaje “40% por “42%” y “(cuarenta por ciento)” por “(cuarenta y dos por ciento)”. 

(unanimidad 5x0, votación separada)

(unanimidad 5x0, indicación 27 y artículo 121 del Reglamento).

Número 2)





--En su encabezado sustituir “el siguiente inciso segundo, nuevo”  por “los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos”. 

(unanimidad, 5x0, artículo 121 del Reglamento del Senado).





-Reemplazar, en el inciso segundo, nuevo, que propone, el guarismo “8” por “7”. 

(mayoría de votos, 4x1, indicación número 30).





--Incorporar como inciso, tercero, nuevo, el que sigue: 





“Para los efectos de establecer el grado asignado al cargo de Alcalde dentro de la planta municipal respectiva al momento de fijarla o modificarla de conformidad a lo dispuesto por el artículo 49 bis de la ley N° 18.695, los municipios deberán ajustarse a la categoría en que se encuentren según el total de sus ingresos anuales percibidos o el número de habitantes de la comuna, a su elección. Un reglamento dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, fijará las categorías según los criterios antes indicados y el rango de grados posibles para cada categoría. Dicho reglamento deberá dictarse en los seis meses siguientes a la publicación de esta ley.”.
(Unanimidad, 5x0, artículo 121 del Reglamento del Senado)
Número 3)





-- En su encabezado, reemplazar la expresión “el siguiente inciso final, nuevo:” por “los siguientes incisos finales, nuevos:”.

(unanimidad, artículo 121).





--En la letra a) del número 1) del inciso final propuesto, agregar después de la expresión “ingeniero civil” la expresión “, de ingeniero constructor civil”.

(unanimidad, 5x0, indicación 31).

|



- En su numeral 6), sustituir su frase “Licencia de educación media o su equivalente.” por “Haber aprobado la educación básica o encontrarse en posesión de estudios equivalentes.”.

(unanimidad, 5x0, indicación 31 B).





--Agregar a este número el siguiente inciso final: 





“Las plantas podrán considerar requisitos específicos para determinados cargos.”.

(unanimidad, 5x0), indicación 31 C)

o o o

Numero 4), nuevo





-Incorporar como número 4), nuevo, el siguiente:





“4) Intercálase, en el artículo 15, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:




“Las municipalidades deberán dictar un reglamento de concurso público.”.”.

(unanimidad, 5x0, indicación 32, primera modificación).

o o o

Número 5, nuevo





-Agregar como número 5), nuevo, el que sigue:





“5) En el artículo 20 agrégase, después de las palabras “personas propuestas” la expresión “con especial consideración de los factores señalados en el inciso segundo del artículo 16”.”.

(unanimidad, 4x0), indicación 33).

o o o

Número 4)





Ha pasado a ser numero 6), sin enmiendas.

Artículo 8°





--Suprimirlo.

(unanimidad, 5x0, artículo 121).

Artículos 9° y 10




Han pasado a ser artículo 6° y 7°, respectivamente, sin enmiendas.

Disposiciones Transitorias

Artículo Tercero





-En su inciso primero, reemplazar su voz final “reglamento” por “acto administrativo”.

(unanimidad, 5x0, indicación 42).

Artículo Cuarto





-Reemplazar en su inciso cuarto la referencia a “el literal b) del número 1 del artículo 7°” por “el número 1) del artículo 5°”.

(artículo 121 del Reglamento del Senado).

Artículo Sexto





--Reemplazar la oración final de su inciso segundo por el siguiente texto: “Dicha resolución dispondrá primeramente el financiamiento en su totalidad del incremento de grados dispuesto en los artículos primero, segundo y tercero transitorios. El remanente que resulte luego de financiar el mencionado incremento se destinará al pago de las otras asignaciones y bonos otorgados en esta ley. Para determinar los montos correspondientes a cada municipalidad se ordenarán éstas de acuerdo al mayor gasto en personal que origine el pago de las aludidas asignaciones, distribuyendo los recursos disponibles desde menor a mayor gasto hasta su total distribución.”.
(unanimidad, 3x0, artículo 121 del Reglamento).

(unanimidad, 5x0, artículo 121 del Reglamento).





-En su inciso tercero, sustituir la expresión inicial “Para estos efectos, dichas” por la voz “Las”.

(artículo 121 del Reglamento del Senado).





-Reemplazar, en su inciso cuarto, sus palabras finales “de planta y contrata” por “de planta como de los a contrata”.





--Sustituir, en su inciso séptimo, la expresión “tercero y octavo” por “tercero, octavo y undécimo”. 

(unanimidad, 4x0, indicación 44 y artículo 121 del Reglamento).

Artículo Séptimo





--Intercalar, entre las palabras “ley” y “ascenderá” la expresión “y de la asignación Directivo-Jefatura dispuesta en el artículo undécimo transitorio”.

(mayoría de votos, 2x1, indicación 45).

Artículo Octavo





--En su letra a), entre las expresiones “artículo 1°” y “de esta ley”, intercalar “o la asignación de Directivo-Jefatura del Artículo Undécimo Transitorio”. 

(Unanimidad 4x0, indicación 46).

Artículo Noveno





--Reemplazar en sus incisos primero y segundo las referencia al “artículo 6°” por otras al “artículo 4°, y la contendida en el inciso tercero al “artículo 7°” por otra al “artículo 5°.

(artículo 121 del Reglamento del Senado).

Artículo Décimo Primero





-Suprimirlo.

(unanimidad, 3x0, indicación 49).

Artículo Décimo Segundo





-Eliminarlo.

(unanimidad, 3x0, indicación 50).

Artículo Décimo Tercero




-Suprimirlo.

(unanimidad, 3x0, artículo 121 del Reglamento)

o o o





--Consignar como artículo undécimo transitorio, nuevo, el siguiente:





“Artículo Undécimo.- Concédase, a partir del día 1 del mes siguiente al de publicación de esta ley, al personal de planta y contrata, regido por la ley Nº 18.883, de las plantas  Jefaturas y Directivos, una asignación especial de Directivo-Jefatura, siempre que no tengan derecho a la asignación del artículo 1° de esta ley. La asignación del presente artículo, sólo se concederá al personal antes señalado que se encontraba en funciones en las mencionadas plantas al 1 de enero de 2015.




El monto de la asignación se determinará conforme a las reglas siguientes: 




1.- Valores asignación directivo- jefatura:

GRADOS 

$ MES

3

227.306

4

214.442

5

213.747

6

190.844

7

174.139

8

156.183

9

141.338

10

127.907

11

115.754

12

104.754





Los valores antes señalados se reajustarán en los mismos porcentajes y oportunidades que las remuneraciones del sector público.




2.- Respecto de los funcionarios a los cuales se les aplique lo dispuesto en el presente artículo, la remuneración bruta mensual que resulte de incluir los valores de asignación Directivo-Jefatura señalados en el número anterior según corresponda, deberá compararse con el total de la remuneración equivalente, en los mismos gados del Estamento Directivo sin asignación profesional de la Escala Única de Sueldos.




Los funcionarios podrán percibir el monto de la asignación Directivo-Jefatura indicada que, sumada a las demás remuneraciones que se señalan a continuación, no exceda al equivalente de la Escala Única de Sueldos considerando los componentes que se indican en el inciso siguiente. En caso de requerirse ajustes, se realizarán exclusivamente con cargo a la asignación Directivo-Jefatura.




La sumatoria de rentas que se compararán, corresponderán a los componentes de las escalas que se indican a continuación, procediendo el pago de los demás conceptos que percibe cada funcionario municipal de acuerdo a las normas que los rigen:




I. Escala municipal del personal regido por el Título II del decreto ley Nº 3.551, de 1981:




a)  Sueldo base;





b)  Incremento del artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980;





c)  Asignación del artículo 24 del decreto ley Nº 3.551, de 1981;





d)  Bonificación del artículo 3º de la ley Nº 18.566;





e)  Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la ley Nº 18.675;





f)  Asignación del artículo 4º de la ley Nº 18.717;





g)  Asignación del artículo 21 de la ley Nº 19.429;





h)  Asignación del artículo 1º de la ley Nº 19.529; y,





i)  Asignación directivo-jefatura del presente artículo.





II. Escala Única de Sueldos del personal regido por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974:





a)  Sueldo base;





b) Incremento del artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980;





c) Asignación del artículo 6º del decreto ley Nº 1.770, de 1977;





d)  Asignación del artículo 17 de la ley Nº 19.185;





e)  Bonificación del artículo 3º de la ley Nº 18.566;





f)  Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la ley Nº 18.675; y,





g)  Asignación del artículo 21 de la ley Nº 19.429.





En ningún caso, la aplicación de las normas señaladas en los incisos precedentes podrá significar una disminución de las remuneraciones de los funcionarios municipales que les hubieren correspondido sin la asignación directivo-jefatura.




Esta asignación se pagará mensualmente, tendrá carácter imponible y tributable y no se considerará base de cálculo para determinar ninguna otra remuneración o beneficio económico.”.
(mayoría de votos, 3x1 abstención, indicación 51).

Artículo Décimo Cuarto





Ha pasado a ser artículo duodécimo.





--Reemplazar su inciso segundo por el que sigue:





“Con todo, los aportes extraordinarios del Fisco, indicados en el artículo sexto transitorio, se financiarán con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.
(unanimidad, 5x0, indicación 52).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO:

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY





“Artículo 1°.- A contar del 1 del mes siguiente al de publicación de la presente ley, concédase una asignación profesional a los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980 y por la ley N° 18.883, de las plantas de directivos, profesionales y jefaturas, así como a los funcionarios a contrata asimilados a grados de las señaladas plantas, siempre que cumplan con los demás requisitos del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974. 





Esta asignación se pagará mensualmente, tendrá carácter imponible y tributable y no se considerará base de cálculo para determinar ninguna otra remuneración o beneficio económico. Su monto será el mismo que establece el artículo 19 de la ley N° 19.185 para los grados que resulten procedentes. 





Lo dispuesto en este este artículo no se aplicará a los Alcaldes, ni a los Jueces de Policía Local. 





Artículo 2º.- Los ex funcionarios regidos por la ley Nº 18.883 que percibieron las bonificaciones por retiro voluntario en virtud del artículo 14 de la ley Nº 20.649, que habiendo presentado la solicitud para acceder al bono establecido en la ley Nº 20.305, al momento de solicitar dichas bonificaciones no se les hubiere dado curso al pago del bono por haberse considerado inaplicables estas normas por no cumplir con los plazos de doce meses contemplados en los artículos 2º número 5) y 3º de la ley Nº 20.305; tendrán derecho a acceder al mencionado bono siempre que cumplan los requisitos para acceder a él.





El bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que haya cesado en sus funciones.




Artículo 3°.- Las municipalidades estarán obligadas a remitir, a lo menos anualmente, a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, información referida a las siguientes materias, según los medios y en los formatos que determine al efecto dicha Subsecretaría: 





a) Modificaciones efectuadas a la planta de personal;





b) Dotación incluyendo personal de planta y a contrata, honorarios a suma alzada pagados a personas naturales, honorarios asimilados a grado, jornales, remuneraciones reguladas por el Código del Trabajo, suplencias y reemplazos, personal a trato y/o temporal y alumnos en práctica;





c) Identificación de las fuentes de financiamiento de programas que posibilitan contratación de personas sobre la base de honorarios;





d) Escalafón de mérito vigente;





e) Antigüedad del personal, tanto en la respectiva municipalidad como en otros órganos de la administración del Estado;





f) Conceptos remuneratorios variables según particularidad de cada funcionario; y,





g) Gasto total en recursos humanos.





La información remitida sólo podrá ser utilizada por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para proponer y evaluar las políticas y planes correspondientes al ámbito municipal, así como estudiar y proponer las normas aplicables a dicho sector.




Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:





1) Modifícase el artículo 6° en el siguiente sentido:





a) En su letra b) reemplázase su expresión final “, y” por un punto y coma (;). 





b) Reemplázase en su letra c) el punto final (.) por un punto y coma (;).




c) Agrégase la siguiente letra e) nueva:





“e) La política de recursos humanos.”.




2) Reemplázase en el numeral 5) del inciso tercero del artículo 14, el guarismo “218.000” por “1.052.000”.





3) En la letra b) del artículo 22 intercalar, entre la palabra “participación” y la expresión “en el municipio” lo siguiente: “y de la ciudadanía”.





4) Agrégase en la letra a) del artículo 27 a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) la oración siguiente: 





“Además, deberá informar trimestralmente al concejo municipal sobre las contrataciones de personal realizadas en el trimestre anterior, individualizando al personal, su calidad jurídica, estamento y grado de remuneración. También, en la primera sesión de cada año del concejo, deberá informar a éste sobre el escalafón de mérito del personal municipal y un reporte sobre el registro del personal enviado y tramitado en la Contraloría General de la República en el año inmediatamente anterior.”.





5) Agrégase en el artículo 31, después del punto final (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: 





“Asimismo, en este reglamento, las municipalidades podrán crear  los órganos y unidades que estimen necesarias para su funcionamiento, pudiendo asignarle funciones propias de las unidades designadas en los artículos 21, 22, 23, 25, 27 y 28 de esta ley.”.




6) Agréganse, a continuación del artículo 49, los siguientes nuevos artículos 49 bis, 49 ter y 49 quáter:





“Artículo 49 bis.- Los Alcaldes, a través de un reglamento municipal, podrán fijar o modificar las plantas del personal de las municipalidades, estableciendo el número de cargos para cada planta y fijar sus grados, de conformidad al Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980, del Ministerio de Hacienda. En este proceso, los Alcaldes podrán considerar la opinión de un Comité Bipartito constituido especialmente para este efecto, conformado por funcionarios y representantes del Alcalde, la cual podrá ser presentada al Concejo Municipal en ejercicio con anterioridad a la readecuación de las plantas.




Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 53, el reglamento que se dicte ejerciendo la potestad reconocida en el inciso anterior,  estará sometido al trámite de toma de razón ante la Contraloría General de la República y se publicará en el Diario Oficial.





Para el ejercicio de esta facultad se deberán considerar los siguientes límites y requisitos:





1. El límite de gasto en personal vigente a la fecha del reglamento respectivo.





2. La disponibilidad presupuestaria. El cálculo de la disponibilidad presupuestaria y su proyección deberán considerar los ingresos propios y el gasto en personal de los tres años precedentes al proceso de fijación o modificación de las plantas; todo lo cual deberá ser certificado previamente por los jefes de las unidades de administración y finanzas y control de la municipalidad respectiva.





3. Disponer de escalafón de mérito del personal actualizado, conforme a lo dispuesto en los artículos 49 y 50 de la ley N° 18.883.





4. En caso que se incremente el número total de cargos en la planta de personal, a lo menos un 75% (setenta y cinco por ciento) de los nuevos cargos que se creen deberán requerir título profesional o técnico.





5. Los Alcaldes deberán realizar  consulta a las asociaciones de funcionarios regidos por la ley N° 18.883 existentes en la respectiva municipalidad, en el proceso de elaboración de la planta de personal. 





6. Los Alcaldes deberán presentar la propuesta de planta de personal y  del reglamento que la contenga al concejo municipal, la que deberá ser aprobada por los dos tercios de sus integrantes en ejercicio.





7. El concejo municipal no podrá aumentar el número de cargos ni modificar los grados que contenga la proposición y sólo podrá reducir o rechazar la proposición de planta.





8. La municipalidad deberá remitir copia del reglamento que determine la planta respectiva y sus antecedentes a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, dentro de los sesenta días posteriores a su dictación.





En caso que la fijación de la nueva planta haya considerado una proyección de ingresos y gastos para la municipalidad determinada con negligencia inexcusable, se entenderá que se configurará causal de notable abandono de deberes, tanto de parte del Alcalde como del o los concejales que hayan participado de tal decisión. Para dichos efectos se procederá según lo dispuesto en los artículos 60 letra c), 76 literal f) y 77.





El o los concejales que hubieren votado por rechazar la propuesta de planta, podrán recurrir al Tribunal Electoral Regional, para solicitar que declare el notable abandono de deberes, según lo dispuesto en el inciso anterior, dentro del plazo de 30 días hábiles contados desde la aprobación de la planta por parte del concejo municipal. Con todo, el Alcalde sólo podrá remitir a la Contraloría General de la República el reglamento, a que se refiere el inciso primero de este artículo, una vez transcurrido el plazo precedentemente señalado sin que se haya interpuesto la acción que establece el inciso anterior, o una vez que el Tribunal Electoral Regional haya rechazado la acción. Lo dispuesto en este inciso será certificado por el Secretario del Tribunal Electoral Regional.




Artículo 49 ter.- Para los procesos de encasillamiento del personal que se originen en la fijación o modificación de plantas de personal de conformidad al procedimiento dispuesto en el artículo precedente, se seguirán las normas siguientes:





a) Los funcionarios de las plantas de directivos, profesionales, jefaturas, técnicos, administrativos y auxiliares, se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, estos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta.





b) Una vez encasillado el personal de la letra a) precedente en los cargos que queden vacantes, se encasillará a los funcionarios a contrata asimilados a las referidas plantas, que se encuentren en servicio al 31 de diciembre del año anterior a la entrada en vigencia del reglamento que fija o modifica la planta de personal.





Los funcionarios a contrata señalados en el párrafo anterior, sólo podrán ser encasillados siempre que tengan, a lo menos, cinco años de servicios continuos en la respectiva municipalidad anteriores al encasillamiento, cumplan con los requisitos generales y específicos del cargo correspondiente, y, se encuentren calificados en lista N°1, de distinción, o lista N°2, buena.





El nombramiento deberá realizarse  en un cargo vacante que corresponda a la misma planta y grado al cual se encontraban asimilados. Con todo, aquellos funcionarios que hubieren experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en los últimos treinta y seis meses anteriores al encasillamiento, sólo podrán ser encasillados en el grado que tenían con anterioridad a dicho mejoramiento.





En caso que existan más funcionarios a contrata que cargos vacantes, la provisión de éstos se efectuará, en primer término, de acuerdo al resultado de la última calificación obtenida y, en caso de empate, conforme a la antigüedad de servicio en la respectiva municipalidad, y en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Alcalde. 





c) Una vez practicado el procedimiento anterior, los cargos que queden vacantes se proveerán con los funcionarios señalados en la letra a) anterior, de acuerdo a los artículos 51, 52 y 53 de la ley N° 18.883. Si después de este procedimiento quedaren aún cargos vacantes, estos se proveerán en conformidad a lo estatuido en el Párrafo I del Título II de la citada ley.





d) Lo dispuesto en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:





i.- El encasillamiento no podrá tener como consecuencia, ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, cesación de funciones o término de la relación laboral del personal. 





ii.- No podrá significar pérdida del empleo, disminución de sus remuneraciones, excepto en el caso contemplado en el párrafo tercero del literal b), ni modificación de derechos previsionales.





iii.- Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.





iv.- Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.





Artículo 49 quáter.- La facultad conferida en el artículo 49 bis podrá ejercerse cada ocho años, siempre que se cumplan los requisitos y límites que establece esta ley.





En caso de corresponder hacer uso de la citada facultad en un año en el que se realicen elecciones municipales, dicho derecho podrá ejercerse solo durante el año siguiente a estas.





La facultad establecida en el artículo 49 ter deberá ejercerse dentro de los 90 días siguientes a la fecha de total tramitación del reglamento municipal que aprueba la planta respectiva y tendrá vigencia a contar del 1 de enero del año siguiente a dicha fecha.




7) Agrégase a continuación del punto final del inciso segundo del artículo 56, que pasa ser punto seguido, la siguiente frase: 





“Además, deberá presentar para aprobación del concejo la política de recursos humanos, la cual deberá contemplar, a lo menos, los mecanismos de reclutamiento y selección; promoción y capacitación; y, egreso. Dicha política podrá incluir además diversos planes piloto relacionados con el recurso humano, a fin de permitir un mejor desempeño laboral.”.





8) Introdúcense en el inciso segundo del artículo 67 las siguientes modificaciones:





a) Reemplázase, en el literal g) la coma (,) y la conjunción “y” que le sigue por un punto y coma (;).





b) Agrégase la siguiente letra h) nueva, pasando la actual a ser letra i):





“h) Estado de la aplicación de la política de recursos humanos, y”.





Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales:





1) En el artículo 2°, agrégase el siguiente inciso final:




“El gasto anual en personal no podrá exceder, respecto de cada municipalidad, del 42% (cuarenta y dos por ciento) de los ingresos propios percibidos en el año anterior. Se entenderá por gastos en personal el que se irrogue para cubrir las remuneraciones correspondientes al personal de planta y a contrata. Asimismo se considerarán en dicho gasto los honorarios a suma alzada pagados a personas naturales, honorarios asimilados a grado, jornales, remuneraciones reguladas por el Código del Trabajo, suplencias y reemplazos, personal a trato y/o temporal y alumnos en práctica. A su vez, los ingresos propios percibidos serán considerados como la suma de los ingresos propios permanentes señalados en el artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales más los ingresos por participación en el Fondo Común Municipal indicados en el artículo 14 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.





2) Agrégase, en el artículo 7°, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevo:





“Las plantas municipales establecidas de acuerdo al inciso anterior tendrán las siguientes posiciones relativas:

Alcaldes

del grado 1 al 6

Directivos 

del grado 3 al 10

Profesionales

del grado 5 al 12

Jefaturas

del grado 7 al 12

Técnicos

del grado 9 al 17

Administrativos 
del grado 11 al 18

Auxiliares 

del grado 13 al 20.




Para los efectos de establecer el grado asignado al cargo de Alcalde dentro de la planta municipal respectiva al momento de fijarla o modificarla de conformidad a lo dispuesto por el artículo 49 bis de la ley N° 18.695, los municipios deberán ajustarse a la categoría en que se encuentren según el total de sus ingresos anuales percibidos o el número de habitantes de la comuna, a su elección. Un reglamento dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, fijará las categorías según los criterios antes indicados y el rango de grados posibles para cada categoría. Dicho reglamento deberá dictarse en los seis meses siguientes a la publicación de esta ley.”.




3) Agrégase, en el artículo 8°, los siguientes incisos finales, nuevos:





“Para el ingreso y la promoción en los cargos de las plantas de personal de las municipalidades se deberá cumplir con los siguientes requisitos:





1) Plantas de Directivos: título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocido por éste.





No obstante, para los cargos de dirección destinados al mando superior de las unidades que se indican seguidamente, deberán cumplirse los requisitos específicos que se señalan:





a) Para la unidad de obras municipales se requerirá título de arquitecto, de ingeniero civil, de ingeniero constructor civil o de constructor civil, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste.





b) En la unidad de asesoría jurídica se requerirá título de abogado, habilitado para el ejercicio.





2) Plantas de Profesionales: Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste.





3) Plantas de Jefaturas: Título profesional de una carrera de, a lo menos, 8 semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste.





4) Plantas de Técnicos: Título técnico de nivel superior otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste, en el área que la municipalidad lo requiera; o, en su caso, título de técnico nivel medio, en el área que la municipalidad lo requiera, otorgado por una institución de educación del Estado o reconocida por éste; o haber aprobado, a lo menos, cuatro semestres de una carrera profesional impartida por una institución del Estado o reconocida por éste, en el área que la municipalidad lo requiera.





5) Plantas de Administrativos: Licencia de educación media o su equivalente.





6) Plantas de Auxiliares: Haber aprobado la educación básica o encontrarse en posesión de estudios equivalentes. Para el ingreso o la promoción a cargos que impliquen el desarrollo de funciones de chofer, será necesario estar en posesión de la licencia de conducir que corresponda según el vehículo que se asignará a su conducción.




Las plantas podrán considerar requisitos específicos para determinados cargos.”.





4) Intercálase, en el artículo 15, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:





“Las municipalidades deberán dictar un reglamento de concurso público.”.





5) En el artículo 20 agrégase, después de las palabras “personas propuestas” la expresión “con especial consideración de los factores señalados en el inciso segundo del artículo 16”.





6) Agrégase en el inciso primero del artículo 25 a continuación del punto aparte(.) que pasa a ser punto seguido(.) la oración siguiente: “Dichos programas deberán contemplar, a lo menos, cursos sobre probidad administrativa, contabilidad y gestión financiera municipal, estas dos últimas materias preferentemente para aquellos funcionarios que se desempeñen en áreas afines.”.





Artículo 6°.- Derógase el artículo 1° de la ley N° 18.294, que establece normas y otorga facultades para instalación de nuevas municipalidades creadas en la Región Metropolitana de Santiago y modifica el decreto ley 3.063, de 1979.





Artículo 7°.- Deróganse los artículos 11 y 12 de la ley N° 19.280, que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades y Establece Normas Sobre Plantas de Personal de las Municipalidades.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS





Artículo Primero.- El personal de planta, regido por la ley Nº 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, que se encuentre nombrado al 1 de enero de 2015 como titular en un cargo de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares que a continuación se indican; será encasillado en el grado inmediatamente superior al que sirve en calidad de titular, en el siguiente orden: 





a) A contar del primer día del mes siguiente al de publicación de la presente ley, se procederá a encasillar sólo a los funcionarios de las plantas antes señaladas que se encuentren al 1 de enero de 2015, entre los grados 15° al 20°, ambos inclusive.





b) A contar del 1 de enero del año siguiente a la publicación de la presente ley, se encasillarán a los funcionarios de esas plantas que se encuentre al 1 de enero de 2015, entre los grados 10º al 14º, ambos inclusive. 





Para acceder a lo establecido en el inciso anterior, los funcionarios titulares de planta deberán haberse desempeñado, a lo menos, durante cinco años, continuos o discontinuos contados con anterioridad al 1 de enero de 2015 en la misma municipalidad. Para dicho efecto se considerará el tiempo servido en la respectiva planta, sea en calidad de titular o a contrata asimilada a ella.





Artículo Segundo.- El personal de planta, regido por la ley Nº 18.883, que se haya encontrado nombrado  al 1 de enero de 2015 como titular en un cargo de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares en los grados 15º al 20º, ambos inclusive, será encasillado a partir del 1 de enero de 2017 en el grado inmediatamente superior al que está en posesión a esta última fecha.





Para acceder a lo establecido en el inciso anterior, los funcionarios titulares de planta deberán haberse desempeñado, a lo menos, durante cinco años, continuos o discontinuos contados con anterioridad al 1 de enero de 2015 en la misma municipalidad. Para dicho efecto se considerará el tiempo servido en la respectiva planta, sea en calidad de titular o a contrata asimilada a ella.





Artículo Tercero.- Sin perjuicio de las normas que regulan el empleo a contrata, los Alcaldes podrán, de acuerdo a la respectiva disponibilidad presupuestaria, modificar los decretos que determinan al personal a contrata para efectos de aplicar en los mismos términos a este personal lo dispuesto en los artículos primero y segundo transitorios anteriores. En este caso, las modificaciones de grados entrarán en vigencia a partir de la fecha de la total tramitación del respectivo acto administrativo.





Para acceder a lo establecido en el inciso precedente, los funcionarios a contrata deberán haberse desempeñado, a lo menos, durante cinco años, continuos o discontinuos contados con anterioridad al 1 de enero de 2015 en la misma municipalidad. Para dicho efecto se considerará el tiempo servido a contrata asimilado a la respectiva planta.





El personal a contrata al cual se le aplique este artículo, no quedará afecto a la limitación establecida en el inciso tercero de la letra b) del artículo 49 ter de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que se incorpora a través de la presente ley, respecto de los mejoramientos de grado remuneratorio en los últimos 36 meses.





Artículo Cuarto.- Para efectos de la aplicación de los artículos primero y segundo transitorios de la presente ley, se utilizarán los cargos vacantes de las respectivas plantas de personal. 





Si aplicado el mecanismo anterior faltaren cargos, los Alcaldes estarán facultados para modificar las plantas del personal de las municipalidades, sólo con el objeto de crear los cargos necesarios para ello. A su vez, se entenderán suprimidos por el sólo ministerio de la ley, en el mismo número de cargos que cree, aquellos cuya vacancia generen los funcionarios a los cuales se encasille de acuerdo a los artículos primero y segundo transitorios de esta ley. Con todo, no se suprimirán los cargos correspondientes al último grado de cada una de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares, y siempre deberá quedar, a lo menos, un cargo en cada grado de dichas plantas. Con todo, el número total de cargos de cada una de las plantas antes señaladas deberá ser, a lo menos, el mismo que existía con anterioridad al encasillamiento.





Los actos administrativos que formalicen lo dispuesto en el inciso anterior deberán dictarse dentro de los noventa días siguientes a las respectivas fechas que fijan los artículos primero y segundo transitorios precedentes disponiendo los respectivos encasillamientos. 





Para la aplicación de lo dispuesto en los artículos primero y segundo transitorios de la presente ley, se podrá superar el límite establecido en el inciso final del artículo 2° de la ley N° 18.883, incorporado por el número 1) del artículo 5° de la presente ley, sólo hasta los porcentajes que sean necesarios para la señalada aplicación.





Artículo Quinto.- Los cambios de grado que determine la aplicación de los artículos primero a tercero transitorios de esta ley, no serán considerados como ascensos para los efectos previstos en la letra g) del artículo 97 de la ley N° 18.883. 





Los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo, como asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto. 





Artículo Sexto.- El Fisco efectuará un aporte extraordinario a las municipalidades durante el año 2015 de M$ 12.000.000 (doce mil millones de pesos), en el año 2016 de M$ 24.000.000 (veinticuatro mil millones de pesos) y en el año 2017 de M$ 36.000.000 (treinta y seis mil millones de pesos).





La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, mediante resolución, que será visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda; anualmente determinará los montos que a cada municipalidad le corresponda. Dicha resolución dispondrá primeramente el financiamiento en su totalidad del incremento de grados dispuesto en los artículos primero, segundo y tercero transitorios. El remanente que resulte luego de financiar el mencionado incremento se destinará al pago de las otras asignaciones y bonos otorgados en esta ley. Para determinar los montos correspondientes a cada municipalidad se ordenarán éstas de acuerdo al mayor gasto en personal que origine el pago de las aludidas asignaciones, distribuyendo los recursos disponibles desde menor a mayor gasto hasta su total distribución.




Las municipalidades deberán acreditar mediante los medios, forma y oportunidad que determine dicha Subsecretaría los costos involucrados para la aplicación del presente artículo.





Para dichos efectos los Alcaldes a través de un oficio solicitarán anualmente a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo los fondos respectivos, documento que será acompañado por certificado emitido por los jefes de las unidades de administración y finanzas y control, el que  además deberá ser suscrito por el respectivo secretario municipal en su calidad de ministro de fe, el que  contendrá un resumen de los mayores costos por gastos en personal, clasificados por grado tanto respecto de los funcionarios de planta como de los a contrata. 





Los oficios a que se refiere el inciso cuarto, deberán ser enviados a la citada Subsecretaría dentro de los noventa días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, para efecto del pago de los beneficios del año correspondiente.





Para la entrega de los aportes respectivos a los años posteriores, los oficios deberán ser enviados a más tardar el 28 de abril de cada año. 





Las municipalidades sólo podrán destinar los citados fondos aportados a financiar el mayor gasto determinado por la aplicación del artículo 1° y artículos primero, segundo, tercero, octavo y undécimo transitorios de la presente ley. 





La no destinación de los fondos transferidos a los fines a que se refiere el inciso anterior será sancionada de acuerdo a la escala de penas establecidas en el artículo 236 del Código Penal.





Artículo Séptimo.- El monto de la asignación profesional establecida en el artículo 1° de la presente ley y de la asignación Directivo-Jefatura dispuesta en el artículo undécimo transitorio ascenderá a un 17% (diecisiete por ciento)de su monto total desde el primer día del mes siguiente al de publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre de ese año; a un 34% (treinta y cuatro por ciento) de su monto total desde el 1 de enero del año siguiente a dicha publicación; y a un 100% de ella a contar del 1 de enero del año subsiguiente a la referida publicación.





Artículo Octavo.- Concédese, por una sola vez, a los funcionarios municipales que a continuación se indican, un bono especial, imponible y tributable, cuyo monto ascenderá a:





a) Respecto de los funcionarios municipales que tengan derecho a percibir la asignación profesional del artículo 1° o la asignación Directivo-Jefatura del artículo undécimo transitorio de esta ley en el mes siguiente al de su publicación, el bono ascenderá a cuatro veces el monto que le corresponda por ese concepto en dicho mes. 





b) Respecto de los funcionarios municipales titulares de un cargo de las plantas de técnicos, administrativos o auxiliares a quienes se les aplique la letra a) del artículo primero transitorio de esta ley, el bono ascenderá a cuatro veces la diferencia que resulte entre el total de haberes brutos que le corresponda al mes subsiguiente de la fecha de publicación de la presente ley y el total de haberes brutos del mes anterior a dicha publicación. Para efectos del presente literal, no se considerará la asignación de mejoramiento de la gestión municipal establecida en la ley N° 19.803. También tendrán derecho a dicho bono, los funcionarios a contrata que se encuentren en las mismas condiciones de los funcionarios de planta antes señalados y que se les aplique el artículo tercero transitorio de esta ley.





Este bono se pagará en una sola cuota, en el mes subsiguiente a la fecha de publicación de la presente ley, sólo a quienes se encuentren en funciones a dicha fecha.





Artículo Noveno.- Las facultades concedidas en los artículos 49 bis y 49 ter de la ley N° 18.695, introducidos por el artículo 4° de la presente ley, podrán ejercerse por primera vez dentro del año 2018.





La modificación establecida por el número 2 del artículo 4° de la presente ley, entrará en vigencia a contar del 1 de enero del año 2018.





Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establecen en el número 3 del artículo 5° de la presente ley, no serán exigibles respecto de los funcionarios municipales titulares y a contrata en servicio a la fecha de publicación de la presente ley. Asimismo, a los funcionarios municipales a contrata en servicio a dicha fecha cuyos contratos se prorroguen, no les serán exigibles los requisitos antes señalado.





Artículo Décimo.- Deróganse las correspondientes normas que fijaron las plantas de personal de las municipalidades del país, a contar de la fecha de entrada en vigencia del primer  reglamento que fije para cada municipalidad la nueva planta de personal establecida en virtud de los artículos 49 bis y 49 ter de la ley N° 18.695, según corresponda.





Artículo Undécimo.- Concédase, a partir del día 1 del mes siguiente al de publicación de esta ley, al personal de planta y contrata, regido por la ley Nº 18.883, de las plantas  Jefaturas y Directivos, una asignación especial de Directivo-Jefatura, siempre que no tengan derecho a la asignación del artículo 1° de esta ley. La asignación del presente artículo, sólo se concederá al personal antes señalado que se encontraba en funciones en las mencionadas plantas al 1 de enero de 2015.





El monto de la asignación se determinará conforme a las reglas siguientes: 





1.- Valores asignación directivo- jefatura:

GRADOS 

$ MES

3

227.306

4

214.442

5

213.747

6

190.844

7

174.139

8

156.183

9

141.338

10

127.907

11

115.754

12

104.754





Los valores antes señalados se reajustarán en los mismos porcentajes y oportunidades que las remuneraciones del sector público.





2.- Respecto de los funcionarios a los cuales se les aplique lo dispuesto en el presente artículo, la remuneración bruta mensual que resulte de incluir los valores de asignación Directivo-Jefatura señalados en el número anterior según corresponda, deberá compararse con el total de la remuneración equivalente, en los mismos gados del Estamento Directivo sin asignación profesional de la Escala Única de Sueldos.





Los funcionarios podrán percibir el monto de la asignación Directivo-Jefatura indicada que, sumada a las demás remuneraciones que se señalan a continuación, no exceda al equivalente de la Escala Única de Sueldos considerando los componentes que se indican en el inciso siguiente. En caso de requerirse ajustes, se realizarán exclusivamente con cargo a la asignación Directivo-Jefatura.





La sumatoria de rentas que se compararán, corresponderán a los componentes de las escalas que se indican a continuación, procediendo el pago de los demás conceptos que percibe cada funcionario municipal de acuerdo a las normas que los rigen:





I. Escala municipal del personal regido por el Título II del decreto ley Nº 3.551, de 1981:





a) Sueldo base;





b) Incremento del artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980;





c) Asignación del artículo 24 del decreto ley Nº 3.551, de 1981;





d) Bonificación del artículo 3º de la ley Nº 18.566;





e) Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la ley Nº 18.675;





f) Asignación del artículo 4º de la ley Nº 18.717;





g) Asignación del artículo 21 de la ley Nº 19.429;





h) Asignación del artículo 1º de la ley Nº 19.529; y,





i) Asignación directivo-jefatura del presente artículo.





II. Escala Única de Sueldos del personal regido por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974:





a)  Sueldo base;





b) Incremento del artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980;





c) Asignación del artículo 6º del decreto ley Nº 1.770, de 1977;





d) Asignación del artículo 17 de la ley Nº 19.185;





e) Bonificación del artículo 3º de la ley Nº 18.566;





f) Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la ley Nº 18.675; y,





g) Asignación del artículo 21 de la ley Nº 19.429.





En ningún caso, la aplicación de las normas señaladas en los incisos precedentes podrá significar una disminución de las remuneraciones de los funcionarios municipales que les hubieren correspondido sin la asignación directivo-jefatura.





Esta asignación se pagará mensualmente, tendrá carácter imponible y tributable y no se considerará base de cálculo para determinar ninguna otra remuneración o beneficio económico.




Artículo Duodécimo.- El mayor gasto que irroguen las modificaciones dispuestas en la presente ley será de cargo municipal. 





Con todo, los aportes extraordinarios del Fisco, indicados en el artículo sexto transitorio, se financiarán con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 7 y 8 de septiembre, 7 y 13 de octubre, 2 y 25 de noviembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina (Presidente), Horvath, Quinteros (Guillier) y Zaldívar (Matta, Pizarro).


Sala de la Comisión, a 25 de noviembre de 2015.

(Fdo.): Juan Pablo Durán González, Secretario de la Comisión.

1Ley N° 20.285. Artículo 7°.- Los órganos de la Administración del Estado señalados en el artículo 2°, deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos, los siguientes antecedentes actualizados, al menos, una vez al mes:

a) Su estructura orgánica.

b) Las facultades, funciones y atribuciones de cada una de sus unidades u órganos internos.

c) El marco normativo que les sea aplicable.

d) La planta del personal y el personal a contrata y a honorarios, con las correspondientes remuneraciones.

e) Las contrataciones para el suministro de bienes muebles, para la prestación de servicios, para la ejecución de acciones de apoyo y para la ejecución de obras, y las contrataciones de estudios, asesorías y consultorías relacionadas con proyectos de inversión, con indicación de los contratistas e identificación de los socios y accionistas principales de las sociedades o empresas prestadoras, en su caso.

f) Las transferencias de fondos públicos que efectúen, incluyendo todo aporte económico entregado a personas jurídicas o naturales, directamente o mediante procedimientos concursales, sin que éstas o aquéllas realicen una contraprestación recíproca en bienes o servicios.

g) Los actos y resoluciones que tengan efectos sobre terceros.

h) Los trámites y requisitos que debe cumplir el interesado para tener acceso a los servicios que preste el respectivo órgano.

i) El diseño, montos asignados y criterio de acceso a los programas de subsidios y otros beneficios que entregue el respectivo órgano, además de las nóminas de beneficiarios de los programas sociales en ejecución.

No se incluirán en estos antecedentes los datos sensibles, esto es, los datos personales que se refieren a las características físicas o morales de las personas o a hechos o circunstancias de su vida privada o intimidad, tales como los hábitos personales, el origen social, las ideologías y opiniones políticas, las creencias o convicciones religiosas, los estados de salud físicos o psíquicos y la vida sexual.

j) Los mecanismos de participación ciudadana, en su caso.

k) La información sobre el presupuesto asignado, así como los informes sobre su ejecución, en los términos previstos en la respectiva Ley de Presupuestos de cada año.

l) Los resultados de las auditorías al ejercicio presupuestario del respectivo órgano y, en su caso, las aclaraciones que procedan.

m) Todas las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifica.

La información anterior deberá incorporarse en los sitios electrónicos en forma completa y actualizada, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito. Aquellos órganos y servicios que no cuenten con sitios electrónicos propios, mantendrán esta información en el medio electrónico del ministerio del cual dependen o se relacionen con el Ejecutivo, sin perjuicio de lo cual serán responsables de preparar la automatización, presentación y contenido de la información que les corresponda.

En el caso de la información indicada en la letra e) anterior, tratándose de adquisiciones y contrataciones sometidas al Sistema de Compras Públicas, cada institución incluirá, en su medio electrónico institucional, un vínculo al portal de compras públicas, a través del cual deberá accederse directamente a la información correspondiente al respectivo servicio u organismo. Las contrataciones no sometidas a dicho Sistema deberán incorporarse a un registro separado, al cual también deberá accederse desde el sitio electrónico institucional.

En el caso de la información indicada en la letra f) anterior, tratándose de transferencias reguladas por la ley N° 19.862, cada institución incluirá, en su sitio electrónico institucional, los registros a que obliga dicha ley, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 9° de la misma norma legal. Las transferencias no regidas por dicha ley deberán incorporarse a un registro separado, al cual también deberá accederse desde el sitio electrónico institucional.

2 Artículo 67.- El alcalde deberá dar cuenta pública al concejo y al consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, a más tardar en el mes de abril de cada año, de su gestión anual y de la marcha general de la municipalidad. Deberán ser invitados también a esta sesión del concejo, las principales organizaciones comunitarias y otras relevantes de la comuna; las autoridades locales, regionales, y los parlamentarios que representen al distrito y la circunscripción a que pertenezca la comuna respectiva.


La cuenta pública se efectuará mediante informe escrito, el cual deberá hacer referencia a lo menos a los siguientes contenidos:


a) El balance de la ejecución presupuestaria y el estado de situación financiera, indicando la forma en que la previsión de ingresos y gastos se ha cumplido efectivamente, como asimismo, el detalle de los pasivos del municipio y de las corporaciones municipales cuando corresponda;


b) Las acciones realizadas para el cumplimiento del plan comunal de desarrollo, así como los estados de avance de los programas de mediano y largo plazo, las metas cumplidas y los objetivos alcanzados;


c) Las inversiones efectuadas en relación con los proyectos concluidos en el período y aquellos en ejecución, señalando específicamente las fuentes de su financiamiento;


d) Un resumen de las auditorías, sumarios y juicios en que la municipalidad sea parte, las resoluciones que respecto del municipio haya dictado el Consejo para la Transparencia, y de las observaciones más relevantes efectuadas por la Contraloría General de la República, en cumplimiento de sus funciones propias, relacionadas con la administración municipal;


e) Los convenios celebrados con otras instituciones, públicas o privadas, así como la constitución de corporaciones o fundaciones, o la incorporación municipal a ese tipo de entidades;


f) Las modificaciones efectuadas al patrimonio municipal;


g) Los indicadores más relevantes que den cuenta de la gestión en los servicios de educación y salud, cuando estos sean de administración municipal, tales como el número de colegios y alumnos matriculados; de los resultados obtenidos por los alumnos en las evaluaciones oficiales que se efectúen por el Ministerio de Educación; de la situación previsional del personal vinculado a las áreas de educación y salud; del grado de cumplimiento de las metas sanitarias y de salud a nivel comunal, y


h) Todo hecho relevante de la administración municipal que deba ser conocido por la comunidad local.


Un extracto de la cuenta pública del alcalde deberá ser difundido a la comunidad. Sin perjuicio de lo anterior, la cuenta íntegra efectuada por el alcalde deberá estar a disposición de los ciudadanos para su consulta.


Asimismo, el alcalde deberá hacer entrega, al término de su mandato, de un Acta de Traspaso de Gestión, la que deberá consignar la información consolidada de su período alcaldicio, respecto de los contenidos indicados en el inciso segundo del presente artículo, así como de los contratos y concesiones vigentes. Dicha Acta deberá ser suscrita por el secretario municipal y el jefe de la unidad de control. Sin embargo, podrán no suscribirla si no estuviesen de acuerdo con sus contenidos, debiendo comunicar ello al alcalde que termina su mandato. El Acta de Traspaso de Gestión se entregará tanto al alcalde que asume como a los nuevos concejales que se integrarán, a contar de la sesión de instalación del concejo.


El no cumplimiento de lo establecido en este artículo será considerado causal de notable abandono de sus deberes por parte del alcalde.

3 L.O.C. Municipalidades N° 18.695:

Artículo 12.- Las resoluciones que adopten las municipalidades se denominarán ordenanzas, reglamentos municipales, decretos alcaldicios o instrucciones.


Las ordenanzas serán normas generales y obligatorias aplicables a la comunidad. En ellas podrán establecerse multas para los infractores, cuyo monto no excederá de cinco unidades tributarias mensuales, las que serán aplicadas por los juzgados de policía local correspondientes.


Los reglamentos municipales serán normas generales obligatorias y permanentes, relativas a materias de orden interno de la municipalidad.


Los decretos alcaldicios serán resoluciones que versen sobre casos particulares.


Las instrucciones serán directivas impartidas a los subalternos.


Todas estas resoluciones estarán a disposición del público y deberán ser publicadas en los sistemas electrónicos o digitales de que disponga la municipalidad.
4 Ley N° 18.695: Artículo 31.- La organización  interna de la municipalidad, así como las funciones específicas que se asignen a las unidades respectivas, su coordinación o subdivisión, deberán ser reguladas mediante un reglamento municipal dictado por el alcalde, con acuerdo del concejo conforme lo dispone la letra k) del artículo 65.
5 Artículo 29.- A la unidad encargada del control le corresponderán las siguientes funciones:

“d) Colaborar directamente con el concejo para el ejercicio de sus funciones fiscalizadoras. Para estos efectos, emitirá un informe trimestral acerca del estado de avance del ejercicio programático presupuestario; asimismo, deberá informar, también trimestralmente, sobre el estado de cumplimiento de los pagos por concepto de cotizaciones previsionales de los funcionarios municipales y de los trabajadores que se desempeñan en servicios incorporados a la gestión municipal, administrados directamente por la municipalidad o a través de corporaciones municipales, de los aportes que la municipalidad debe efectuar al Fondo Común Municipal, y del estado de cumplimiento de los pagos por concepto de asignaciones de perfeccionamiento docente. En todo caso, deberá dar respuesta por escrito a las consultas o peticiones de informes que le formule un concejal;”.
6 Artículo 56.- El alcalde es la máxima autoridad de la municipalidad y en tal calidad le corresponderá su dirección y administración superior y la supervigilancia de su funcionamiento.


En la condición antedicha, el alcalde deberá presentar, oportunamente y en forma fundada, a la aprobación del concejo, el plan comunal de desarrollo, el presupuesto municipal, el plan regulador, las políticas de la unidad de servicios de salud y educación y demás incorporados a su gestión, y las políticas y normas generales sobre licitaciones, adquisiciones, concesiones y permisos.

7 Modifica Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y Establece Normas Sobre Plantas De Personal De Las Municipalidades.
8 Ley N°18.294 que Establece normas y otorga facultades para instalación de nuevas municipalidades creadas en la Región Metropolitana de Santiago y modifica el decreto ley 3.063, de 1979.
9 Ley N° 19.280, Modifica Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades y Establece Normas Sobre Plantas De Personal De Las Municipalidades.
10 Ley N° 19.803 Establece Asignación de Mejoramiento de la Gestión Municipal.

11 Ley N° 20.723 modifica ley N° 19.803, que establece una asignación de mejoramiento de la gestión municipal, para homologarla con la dispuesta en ley N° 19.553, que concede una asignación de modernización a la administración pública.
12  Ley N° 20.198 Modifica normas sobre remuneraciones de los funcionarios municipales
13 Ley N°19.280 Que Modifica Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional De Municipalidades, y Establece Normas Sobre Plantas De Personal De Las Municipalidades.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA DISPOSICIONES APLICABLES A LOS FUNCIONARIOS MUNICIPALES Y ENTREGA NUEVAS COMPETENCIAS A LA SUBSECRETARÍA DE DESARROLLO REGIONAL Y ADMINISTRATIVO

(10.057-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”. 

A las sesiones en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, la Coordinadora Legislativa, señora Macarena Lobos. De la Dirección de Presupuestos, la Analista del Departamento de Estudios, señora Lorena Escobar, y el Abogado, señor Diego Soto.

De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, el Subsecretario, señor Ricardo Cifuentes; el Jefe de Gabinete, señor Eduardo Jara; el Jefe de la División de Municipalidades, señor Nemesio Arancibia; las abogadas, señoras Doris Durán y Rosa Huerta, el periodista, señor Rodrigo O’Ryan, y el asesor en materia de Finanzas Municipales, señor Víctor Hugo Miranda.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Coordinador de DIREPOL, señor Nicolás Mena, y los asesores, señores Giovanni Semería y Sergio Herrera.

De la oficina del Honorable Senador García, el asesor, señor Marcelo Estrella, y la Periodista, señora Andrea González.

El Jefe de Gabinete del Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela.

El Asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.

Del Comité Partido Por la Democracia, el Asesor, señor Reinaldo Monardes.
De la Bancada del Partido Renovación Nacional, el Abogado, señor David Huina.
De la Unión de Funcionarios Municipales de Chile (UFEMUCH), el Presidente Nacional, señor Víctor Hugo Mora, los Directores Nacionales, señores Ximena Órdenes y Christian Gajardo; de UFEMUCH La Calera, el Secretario, señor Nelson Orellana, el Tesorero, señor Angelo Flores, y el Dirigente, señor Alamiro Cabezas.

De la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), el Presidente Nacional, señor Oscar Yáñez; el Vicepresidente Nacional, señor Juan Camilo Bustamante, el Tesorero Nacional, señor Arturo Villagrán, y los Directores Nacionales, señoras Lisetty Sotelo, Ruth Flores, Marcela Zúñiga, y los señores Juan Carlos Alegría; Washington Sánchez, Raúl Bustos y Ricardo Paredes; el Presidente de ASEMUCH Quilpué, señor Víctor Órdenes; el Presidente de ASEMUCH San Felipe, señor Wladimir Tapia, y el Presidente de ASEMUCH Valparaíso, señor Hermes Gutiérrez.

De la Asociación de Profesionales de la Municipalidad de Santiago, el encargado de la Comisión de Modernización, señor Darío Díaz, y la Secretaria del Directorio, señora Margaret Urrutia.
Del Instituto Nacional de Jueces de Policía Local, el Presidente, señor Miguel Aguirre; el Director, señor Cristián Acevedo; el Ex Presidente, señor Alejandro Cooper, y la asesora, señora Lorena Escobar.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Conforme a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, los siete artículos permanentes del proyecto de ley, como también las disposiciones transitorias primera, segunda, tercera, cuarta, quinta, sexta, novena, undécima, décimo tercera y décimo cuarta, deben ser aprobados en el carácter de norma de rango orgánico constitucional en virtud de lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política, por modificar normas de ese carácter de la ley orgánica constitucional de Municipalidades.

- - -

Se hace presente que la Sala del Senado, en sesión de 9 de diciembre de 2015, acordó la apertura de un nuevo plazo de indicaciones, para ser presentadas en la secretaría de vuestra Comisión hasta las 10:00 horas del día 14 de diciembre del corriente.
Las indicaciones que en esa oportunidad se formularon, fueron todas de Su Excelencia la Presidenta de la República, signadas, correlativamente, con las numeraciones 1 bis a 24 bis.
- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de que la Comisión de Hacienda introdujo modificaciones respecto del texto que propone la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, las que recayeron sobre las siguientes disposiciones:

- Artículos 1°; 3°; 4°, numerales 4), 5) y 6); 5°, numerales 1) -letra b) que se propone-, y 3), permanentes, y artículos Primero; Sexto; Séptimo; Octavo; Undécimo; Duodécimo; Décimo Tercero, nuevo, y Décimo Cuarto, nuevo, transitorios. Las referidas enmiendas fueron aprobadas por unanimidad.

- Artículo 5°, numerales 1) -letra a) que se propone-, y 5), nuevo, permanente, y artículo Noveno transitorio. Estas enmiendas fueron aprobadas por mayoría de votos. 
Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda. 

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


- Facultar a los alcaldes para que, con la aprobación de los dos tercios de los integrantes en ejercicio del concejo municipal, fijen o modifiquen las plantas del personal de las municipalidades;
- Establecer la obligación del municipio de informar sobre la dotación y el personal a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo; 
- Dictar normas sobre bonificaciones por retiro voluntario, e incremento previsional y asignación profesional, y 

- Conceder bono especial, y condonar lo recibido en exceso por error de cálculo del incremento previsional.
- - -





De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1°; 2°; 3°; 4°, numerales 2), 4), 5) y 6); 5°, numerales 1), 2), 3) y 5), nuevo; 6° y 7°, permanentes, y todas las disposiciones transitorias, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, como reglamentariamente corresponde.

- - -

DISCUSIÓN



Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, planteó que el proyecto de ley busca fortalecer la organización municipal y avanzar en lo dispuesto por el artículo 121 de la Constitución Política de la República para mejorar las plantas municipales y flexibilizar la dotación, entregando más facultades al alcalde y al concejo en su determinación.

Además, señaló que incorpora varias medidas para mejorar la situación laboral de los funcionarios municipales, creando la asignación profesional a este nivel, lo que representa un gran avance en la homologación de las remuneraciones de los trabajadores del sector municipal respecto de los funcionarios de la Administración central.

Observó que los reseñados son los dos objetivos principales de la iniciativa, sin perjuicio de que existen otros fines más particulares.

El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Víctor Hugo Miranda, indicó que, desde el punto de vista del financiamiento, existe un protocolo de acuerdo con la Asociación Chilena de Municipalidades y la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales, en que se estableció que el Ejecutivo contribuye con $36.000 millones al momento de encontrarse en régimen la iniciativa legal, financiando el 100% de los aumentos de grado que se disponen (un grado para quienes se encuentren en los grados 10 al 20, y un grado adicional para quienes se encuentren en los grados 15 al 20. En el año 2016 se financia el 82% de la nueva asignación profesional que se dispone y el 100% de los aumentos de grado, y en el año 2017 se aportan $36.000 millones para solventar el 100% de la asignación profesional y la totalidad de los aumentos de grado. Para el año 2018, acotó, estos fondos se incorporan en forma permanente dentro de los aportes al Fondo Común Municipal, lo cual llevará el aporte fiscal de $9.000 millones a $45.000 millones.

En otro aspecto, explicó que el límite de personal en base a contrata es del 20% de la dotación, porcentaje que, en la realidad, actualmente se encuentra en el 30% de la dotación municipal, y el proyecto de ley dispone que el referido límite sea de un 40% de la dotación, lo que permitirá pasar a dicha condición a personas contratadas en base a honorarios que cumplen funciones permanentes.

Añadió que el aspecto central del proyecto de ley es la posibilidad de generar más cupos en la planta municipal, adecuando la dotación a la realidad de la población de cada comuna, que, en general, se muestra muy deficitaria en su proporción. Además, se dispone una norma que considera como notable abandono de deberes el hecho de aprobar una planta que no cuente con el financiamiento necesario, y aquellos concejales que no aprueben la nueva planta podrán recurrir al Tribunal Electoral Regional.

El Honorable Senador señor Zaldívar planteó que siempre se pensó que se trataría de un proyecto de ley que se despacharía con mucha urgencia por la relevancia de los beneficios que se otorgan, e incluso se propuso otorgar retroactividad a ellos. Agregó que la iniciativa legal establece un bono equivalente a cuatro meses de beneficios.

El Honorable Senador señor Montes consultó qué ocurrirá con los $12.000 millones que se contemplaban como aporte fiscal por el año 2015. 

El señor Subsecretario manifestó que, previendo que el proyecto de ley no estará en vigencia durante este año, los recursos no se encontrarán disponibles, por lo mismo, antes se contemplaban tres años para la completa vigencia de las disposiciones y ahora se llegará a régimen en un período de dos años, con aportes de $24.000 millones en el año 2016 y $36.000 millones en el año 2017.

A continuación, la Comisión recibió a los representantes de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH) y de la Unión de Funcionarios Municipales de Chile (UFEMUCH).

El Presidente Nacional de ASEMUCH, señor Oscar Yáñez, expresó que existen algunas dudas acerca del pago de la asignación profesional, la que se establece –en el artículo séptimo transitorio- con ciertos tramos o gradualidad en su aplicación para llegar al 100% en el año 2017, lo que no se cumpliría debido a que la iniciativa legal no quedaría aprobada dentro del presente año.

Asimismo, mencionó que se debe resolver en el pago de la asignación profesional y de la asignación directivo-jefatura, lo relativo a la aplicación del reajuste del sector público, para que se contemple en la fijación de los valores que se tomarán en el año 2016.

Respecto del bono especial considerado en el artículo octavo transitorio, equivalente a cuatro meses de las asignaciones mencionadas precedentemente, señaló que el compromiso con el Ejecutivo fue que se pagara retroactivamente tomando como fecha de referencia el 1 de enero de 2015 y respecto no sólo de ambas asignaciones sino que, además, del aumento de grado. En cambio, en la referida disposición se contempla el pago sólo respecto de los grados que van del 15 al 20 y no del 10 al 14.

Agregó que si el proyecto de ley no se convierte en ley con prontitud, surge el problema de que recién en abril o mayo recibirían los primeros pagos relacionados con la ley, quedando tres o cuatro meses del año 2016 sin cobertura.

Sobre el alza de grado para aquellos que se encuentren entre los grados 10 a 14, se verifica el problema que dicha medida se concreta el año siguiente al de publicación de la ley, por lo que no ocurriría en 2016 como había sido comprometido.

Acerca de las escalas de sueldos correspondientes al sector municipal y al sector público centralizado, indicó que se eliminó en la tramitación del proyecto de ley la comparación entre ambas para la aplicación de la asignación profesional.

Finalmente, planteó que debiera incorporarse dentro de los beneficiados por la asignación correspondiente a aquellos funcionarios del escalafón profesional que cuentan con un título, pero que no es de aquellos de al menos ocho semestres, como se exige en el proyecto de ley.

El Presidente Nacional de UFEMUCH, señor Víctor Hugo Mora, expresó que consideran insuficiente que la asignación profesional del artículo 1° se contemple sólo para las plantas de directivos, profesionales y jefaturas, dado que en todas las plantas de los municipios existen profesionales y en el sector público la asignación se concede a todo aquel que cuente con un título de ese tipo. Asimismo, refrendó la observación anteriormente planteada acerca de considerar a los profesionales de dicha planta que cuentan con títulos correspondientes a carreras de duración inferior a ocho semestres. Lo mismo ocurriría respecto de funcionarios que se encuentran en las plantas de jefatura o directivos y que no cumplirían los requisitos que se exigirán.

Reafirmó que el compromiso del Ejecutivo era que los beneficios de la futura ley se pagarían retroactivamente desde el mes de enero del año 2015, lo que lleva a plantear la pregunta de qué ocurrirá con los $12.000 millones contemplados en el presupuesto del año 2015 -que servirían para pagar las bonificaciones retroactivamente- y que se perderían al aprobarse el proyecto de ley en el año 2016.

Observó que en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización no se aprobó el aumento del porcentaje máximo de personal a contrata en la dotación de un 20% a un 40% y, en el entendido de que la finalidad que se buscaba es dar estabilidad a los funcionarios a honorarios que desarrollan funciones permanentes, lo que debiera hacerse es que, al menos, 10.000 funcionarios a contrata pasen a la planta por el solo ministerio de la ley, tal como se hizo en la ley N° 19.280, referida a normas sobre plantas de personal de las municipalidades, sin costo para el Estado y dejando los cargos vacantes para incorporar a los contratos en base a honorarios a la contrata.

El asesor de la Subsecretaría, señor Miranda, explicó que en las indicaciones que el Ejecutivo pretende presentar se resolvería el problema del desfase que se produciría en el artículo séptimo transitorio de modo de llegar al 100% de las asignaciones profesional y directivo-jefatura. Asimismo, respecto del incremento de grados, iniciarían dicha promoción todos los grados del 10 al 20 el próximo año.

Sobre el artículo primero transitorio, también se ajustarían las fechas mediante indicación, para que los cambios se verifiquen al mes siguiente al de publicación de la ley y no al año siguiente.

Añadió que el reajuste del sector público recientemente aprobado se considerará para efectos de los valores que se usarán para determinar los montos de las asignaciones a pagar.

Aclaró que el proyecto de ley faculta, al igual como se hizo en la referida ley N° 19.280, de 1993, a que, por el solo ministerio de la ley, se pasen funcionarios a contrata a la planta, lo que constituye una herramienta importante para dar movilidad dentro de las plantas municipales, lo que no ocurre desde 1994. 

El Honorable Senador señor Coloma acotó que la única explicación que no le parece completamente adecuada, es la que se refiere a lo que ocurrirá con los $12.000 millones contemplados como aporte fiscal para el año 2015, dado que para el año 2016 se mantienen los mismos $24.000 millones consignados desde el inicio de la tramitación.

El señor Subsecretario respondió que, inicialmente, el proyecto de ley se estructuró para encontrarse en régimen en un período de tres años a partir de su publicación, y al haberse extendido la tramitación del mismo, lo que se dispone es que la fase de implementación se haga en dos años y no en tres.
El Presidente Nacional de ASEMUCH, señor Yáñez, indicó que el aumento propuesto de la dotación a contrata de un 20% a un 40%, permitiría que más personas lleguen a las municipalidades pero, también, otorgará un manejo discrecional político, cada cuatro años, muy fuerte a la autoridad de turno, en desmedro de los funcionarios de planta.

El Presidente Nacional de UFEMUCH, señor Mora, reiteró que serán los trabajadores municipales los que sufrirán la merma de $12.000 millones que se contemplaban en el año 2015 para beneficiarlos vía ascenso o asignación, los que se constituirán en un ahorro para el Fisco. Planteó que dichos recursos deben hacerse llegar a los funcionarios municipales.

Agregó que la ley debe consignar que todos los beneficios contemplados en ella se entenderán vigentes desde el 1 de enero de 2016.

El Honorable Senador señor Zaldívar planteó al Ejecutivo que existe la inquietud acerca de lo que ocurrirá con los $12.000 millones que se contemplaba gastar en el año 2015, los que, conforme al informe financiero, cubrirían el bono especial de $4.143 millones que se pagaría respecto de 2015. 

Asimismo, si la ley se publica en abril o mayo del próximo año se dará que, durante un trimestre o un cuatrimestre, no se pagarán los beneficios que el proyecto de ley contempla, quedando sin ejecutarse parte de los $24.000 millones de aporte fiscal para el año 2016, por lo que debiera darse efecto a los referidos beneficios a contar del 1 de enero de 2016.

Indicó que se requiere una respuesta previa del Ejecutivo, antes de entrar a la discusión particular de las normas de competencia.

El Honorable Senador señor Montes manifestó que debe aclararse lo que se ha planteado acerca de que existan 10.000 nuevos funcionarios de planta, lo que permitiría liberar cupos de contrata para que trabajadores con honorarios pasen a esa calidad.

Además, expresó que se debe diferenciar a las personas contratadas en base a honorarios que desempeñan funciones permanentes propias del municipio de aquellas que están contratadas en base a honorarios que desarrollan tareas de programas complementarios a los del municipio. Indicó que en el proyecto de ley no se efectúa ninguna distinción.

El asesor de la Subsecretaría, señor Miranda, explicó que, cuando en el respectivo programa presupuestario se coloca el contrato a honorarios en el ítem 03, este se refiere a quien desempeña funciones habituales y permanentes, y a esos trabajadores se apunta para que pasen a la contrata con la aprobación del concejo. Indicó que es en el artículo 4° del proyecto de ley –específicamente el artículo 49 ter que se propone- en que se faculta a encasillar a los funcionarios a contrata en los cargos que queden vacantes.
El Honorable Senador señor Coloma estimó que, respecto de fijar como fecha para dar efecto a los beneficios de la ley el 1 de enero de 2016, no debiese existir mayor problema de parte del Gobierno.

Con relación a los $12.000 millones que se contemplaba gastar por aporte fiscal en el año 2015, planteó que de perderse dichos recursos por no aprobarse el proyecto de ley en el año 2015, se sentaría un mal precedente, porque significaría que el hecho de hacer un debate más reflexivo y con tiempos adecuados de una iniciativa legal, puede tener como consecuencia la pérdida y no asignación de los recursos contemplados en un año presupuestario, debido a que no se pasan y transfieren al siguiente año presupuestario.

Acerca del aumento del límite de la dotación a contrata de un 20% a un 40%, señaló que no está de acuerdo, porque atenta contra la idea de formalizar plantas y adecuarlas a la realidad institucional.

El Honorable Senador señor Montes expresó que la finalidad de aumentar la proporción máxima de personal a contrata es poder incluir en esa condición a personas que actualmente trabajan en base a honorarios. Agregó que la opinión negativa de muchos funcionarios responde a que, encontrándose a contrata, de todas formas padecen una gran inestabilidad, lo que ilustran en que los bancos no les otorgan créditos o dependen de la absoluta discrecionalidad, que en ocasiones es arbitrariedad, del alcalde de turno para mantener su empleo.

El Honorable Senador señor Zaldívar explicó que los representantes de los funcionarios le han manifestado estar de acuerdo con el referido aumento de dotación máxima a contrata, en el entendido de que busca mejorar la precaria situación de quienes realizan funciones permanentes con contrato a honorarios.

El Honorable Senador señor Montes señaló entender que el alcalde puede crear nuevas unidades al interior de la municipalidad siempre que cuente con la aprobación del concejo, lo que ha sido ratificado por los representantes del Ejecutivo presentes en la sesión. 

En la siguiente sesión, el Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que las indicaciones presentadas por el Ejecutivo recogen varias de las inquietudes planteadas en la precedente sesión, como iniciar la vigencia de la ley a partir del 1 de enero del próximo año, manteniendo el bono especial de 4 meses a contar de esa fecha e incluyendo a los grados 10 al 14 dentro de esa bonificación. Además, el aporte fiscal para el año 2016 pasa de $24.000 millones a $32.000 millones.

A continuación, la Comisión recibió a los representantes del Instituto Nacional de Jueces de Policía Local, cuyo Presidente, señor Miguel Aguirre, expuso que el inciso tercero del artículo 1° contiene una exclusión explícita de la asignación profesional respecto de los jueces de policía local, la que estiman injustificada desde el punto de vista constitucional y financiero.

Manifestó que quizás existe una confusión acerca de la naturaleza jurídica de esta judicatura en el ordenamiento jurídico nacional. Expresó que los jueces de policía local son funcionarios municipales, consecuencia de lo cual es que sus remuneraciones se pagan con recursos municipales, considerando todas las asignaciones correspondientes, incluso una asignación por la gestión administrativa que deben cumplir. Adicionalmente, por tener funciones jurisdiccionales locales, se les otorga una asignación de responsabilidad judicial.

Respecto de la constitucionalidad de la exclusión, estiman, con base en informes en derecho, que sería inconstitucional por discriminar a una categoría de funcionarios que cumple con todos los requisitos para ser beneficiario de la nueva asignación. 

Los fundamentos que expresó el Ejecutivo para excluirlos de la iniciativa legal fueron, indicó, que los jueces de policía local reciben la asignación de responsabilidad judicial, que, observó, dice relación con la función jurisdiccional que cumplen y en nada cambia su naturaleza de funcionarios municipales.

Mencionó que, en el pasado, existió un intento de excluir a los jueces de policía local de un beneficio otorgado a los funcionarios municipales, a propósito de una asignación de mejoramiento de la gestión municipal, lo que fue oportunamente corregido por el mismo argumento de tratarse de una discriminación injustificada.

Agregó que la judicatura local es la más cercana a la población y en los últimos años ha visto crecer sus competencias en varias materias, como, por ejemplo, las relativas a deberes y derechos en espectáculos deportivos y normas sobre protección a  los consumidores.

Respecto de las razones financieras que justificarían –en opinión del Ejecutivo- la exclusión, planteó que no se sostienen dichas razones, porque la asignación beneficiaría a 8.700 funcionarios, excluyéndolos a ellos que sólo son 350 funcionarios, por lo que representan el 4% de dicho universo y un 1% del costo fiscal de la asignación. Además, se genera una medida sin precedente, al dejar fuera de una asignación profesional a una autoridad que dirige una judicatura y requiere ser abogado para ello.

Añadió que los jueces de policía local se ubican entre el grado 3 y el grado 9 de la escala municipal, y la mayoría de ellos, 70%, se encuentra entre los grados 5 y 9.

Aportó los siguientes datos, extraídos, algunos, del informe financiero de 8 de mayo de 2015 de la Dirección de Presupuestos: el costo total para el año 2015 es de $7.432 millones, que aumenta hasta llegar, en régimen, a $53.400 millones, con un costo de la asignación profesional para el año 2015 de $1.287 millones. El aporte fiscal para el año 2015 es de $12.000 millones, con un universo de funcionarios municipales de 35.000 al año 2011, de los cuales serían 8.700 los que pertenecen a directivos, jefaturas y profesionales, y sólo 350 son los jueces de policía local.

Concluyó reiterando que ante la injustificada exclusión, sin sustento constitucional o financiero, solicitan que se deje sin efecto y los jueces de policía local reciban la asignación profesional que les corresponde.

El Honorable Senador señor Coloma expresó que los jueces de policía local del Maule le plantearon los mismos argumentos expresados precedentemente y, adicionalmente, le explicaron que uno de los argumentos para justificar la exclusión es que existen jueces sin dedicación exclusiva al cargo, por lo que proponían que se considerara el otorgamiento de la asignación a los jueces que sí tienen dedicación exclusiva. Consultó si el Instituto que representan comparte el criterio expuesto, o no.
El Presidente del Instituto Nacional de Jueces de Policía Local, señor Aguirre, respondió que en la judicatura ordinaria sí existe la referida exclusividad, tanto es así, que se paga una asignación específica por dicha condición, que es algo distinto a lo que se discute ahora, en que se trata de una asignación profesional que también reciben los jueces ordinarios, además de la exclusividad. 

El Honorable Senador señor Zaldívar planteó que se está concluyendo el primer trámite constitucional y que el Ejecutivo debe tomar nota de las objeciones planteadas y estudiar la posibilidad de cambiar la medida durante el segundo trámite constitucional.
El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miranda, explicó que, además, de las modificaciones explicadas por el Presidente de la Comisión, las indicaciones proponen que los funcionarios que se encuentren en el estamento de profesionales, pero no cumplan con los requisitos para recibir la nueva asignación profesional, sean incluidos en la asignación directivo-jefatura. Asimismo, proponen que se cierre la objeción sobre el cotejo entre escalas de remuneraciones al momento de hacer la homologación respecto de la asignación profesional, por lo que se eliminarían varios párrafos del número 2 del inciso segundo del artículo undécimo transitorio, no aplicándose el referido cotejo entre escalas de remuneraciones. 
El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que se ha planteado que en el Comité Bipartito que se considera en el nuevo artículo 49 bis, faltaría que se incluya que la integración es paritaria entre representantes de los funcionarios y representantes del alcalde.

El Honorable Senador señor Montes consultó si los $4.000 millones considerados para pagar el bono especial por los últimos cuatro meses del año 2015, se imputarán al presupuesto del año 2016 o de otra forma.

Del mismo modo, preguntó cuánto crecerán potencialmente las plantas municipales, para conocer la proporción que representarán planta, contrata y honorarios dentro de la dotación municipal.

Además, inquirió por el número de contratos a honorarios de acuerdo a las modalidades que se consignan en el numeral 1) del artículo 5°, en que se menciona honorarios a suma alzada pagados a personas naturales, honorarios asimilados a grado, jornales, remuneraciones reguladas por el Código del Trabajo, suplencias y reemplazos, personal a trato y/o temporal y alumnos en práctica. Agregó que pareciera que en esa disposición no se considera a los contratados en base a honorarios que se financian en función a programas y proyectos.

El asesor, señor Miranda, expuso que, en la situación hipotética de crecimiento al límite máximo de 42% de gasto en personal de planta y a contrata en cada municipalidad, de los 26.000 funcionarios de planta al año 2014, se debiera incorporar un 30% que vendría de la contrata, contratos a honorarios o externos al municipio.

Respecto de los funcionarios a contrata, indicó que son alrededor de 10.000 al año 2014, pero no todos cuentan con la antigüedad requerida para pasar a planta. Estimó que, entre 35% y 40% de los 10.000 funcionarios a contrata debieran concurrir al encasillamiento de planta que se producirá.

Sobre los contratos a honorarios, respondió que la norma vigente para el cálculo de gastos en personal no incluye los gastos de prestaciones de servicio comunitario, conocidos como programas, por lo que el actual límite de 35% de gasto en personal, se calcula respecto de la planta, contratas y contratos a honorarios con funciones habituales imputados al ítem 03 del subtítulo 21 del presupuesto municipal. Añadió que en la disposición citada por el Honorable Senador señor Montes lo que se hace es desagregar el referido ítem 03.

Informó que, al mes de diciembre del año 2014, el número de contratos a honorarios relativos al mencionado ítem 03 son del orden de 6.000 - 6.500 trabajadores, y los contratos a honorarios de las prestaciones comunitarias, conocidas como programas, son alrededor de 36.000 a nivel nacional.

El Honorable Senador señor García señaló que le preocupa que funcionarios con contratos a honorarios muy antiguos, como son aquellos pertenecientes a PRODESAL, Programa de Desarrollo Local, o los PDTI, Programa de Desarrollo Territorial Indígena, ambos ligados a INDAP, que pueden tener hasta 20 ó 25 años de labores en la municipalidad, verán cómo trabajadores también contratados en base a honorarios, pero con antigüedades de 5 años, pasarán a la contrata y ellos no.

Planteó que la situación descrita puede generar muchos conflictos al interior de los municipios.

Respecto de lo expuesto por los representantes de los jueces de policía local, señaló que es posible que la exclusión sea inconstitucional, no existiendo argumentos sólidos para dejarlos fuera de una asignación como la descrita, más allá del problema práctico que un juez de policía local podría quedar con una remuneración más alta que la del alcalde. Agregó que un problema práctico como el mencionado, puede producirse también respecto de jueces y secretarios de policía local.

El Honorable Senador señor Coloma planteó que las indicaciones presentadas resuelven la mayor parte de los conflictos expuestos. No obstante, desde su perspectiva, se mantienen dos objeciones a la iniciativa legal, una, la exclusión de los jueces de policía local de la asignación profesional, en que la misma redacción del artículo 1° demuestra que debieran estar incluidos al ser profesionales, dado que deben dejarlos fuera explícitamente sin dar razones para ello y, la segunda, que no le parece que se suba el límite máximo de personal a contrata dentro de la dotación a un 40%, especialmente por tratarse de una norma permanente, que cambia radicalmente la óptica de tratar de que el empleo en el sector público no sea precario y corresponda a la planta.

El Honorable Senador señor Montes expresó que debe quedar constancia de la situación precaria, desde el punto de vista laboral, que enfrentan los 36.000 trabajadores conocidos como de programas, por lo que existe un escenario prolongado en el tiempo de una gravísima insetabilidad laboral y de incumplimiento respecto de los derechos mínimos de los trabajadores que no puede mantenerse. Agregó que se trata de trabajadores que antes eran parte del Estado y fueron privatizados, tercerizados y no cuentan con prestaciones previsionales y de salud.
El Honorable Senador señor Zaldívar señaló estar de acuerdo con lo planteado, pero, observó, se trata de un problema muy complejo, debido a que se trata de trabajadores que son proporcionados desde la Administración central, por lo que no sería sencillo hacer que ingresen al sector municipal.

Respecto del referido límite de 40% de personal a contrata, expresó que debe tenerse en cuenta que está propuesto para mejorar la condición laboral de personas con menos estabilidad, como son los contratados en base a honorarios con funciones permanentes. Añadió que, por ese motivo, los representantes de los funcionarios municipales han cambiado de opinión y ahora son partidarios de que se apruebe la disposición.

El Honorable Senador señor Lagos compartió lo expresado por el Honorable Senador señor Montes, y estimó que lo que falta es sincerar la situación de las plantas –en el sentido que la dotación del Estado ha crecido exponencialmente desde el año 1990 a la fecha sin que aumenten significativamente las plantas- y revisar el estatuto que rige a los funcionarios públicos para adaptar su condición a la necesidad de que no exista una especie de cuasi inamovilidad en la función.
El Honorable Senador señor Montes planteó que, si bien, no necesariamente se trata de pasar a todos los trabajadores a la planta del Estado, al menos debe asegurarse que cuenten con prestaciones previsionales y de salud, lo que debe resolverse con la máxima urgencia.  
- - -

A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo 1°

Su texto es el que sigue:

“Artículo 1°.- A contar del 1 del mes siguiente al de publicación de la presente ley, concédase una asignación profesional a los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980 y por la ley N° 18.883, de las plantas de directivos, profesionales y jefaturas, así como a los funcionarios a contrata asimilados a grados de las señaladas plantas, siempre que cumplan con los demás requisitos del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974. 

Esta asignación se pagará mensualmente, tendrá carácter imponible y tributable y no se considerará base de cálculo para determinar ninguna otra remuneración o beneficio económico. Su monto será el mismo que establece el artículo 19 de la ley N° 19.185 para los grados que resulten procedentes. 

Lo dispuesto en este este artículo no se aplicará a los Alcaldes, ni a los Jueces de Policía Local.”.

En este artículo recayó la indicación número 1 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir en el artículo 1° la frase “A contar del 1 del mes siguiente al de publicación de la presente ley,”, por la siguiente frase: “A contar del 1 de enero del año 2016,”.
La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Zaldívar.
El Honorable Senador señor Coloma solicitó la votación separada de la frase “, ni a los Jueces de Policía Local” del inciso tercero.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Zaldívar, declaró inadmisible la petición de votación separada, porque de rechazarse el texto propuesto implicaría aumentar el gasto fiscal, incidiendo en la iniciativa exclusiva del Presidente de la República en las materias contempladas en el artículo 65, incisos tercero y cuarto, N° 4°, de la Constitución Política de la República.  
Artículo 2°

Establece que los ex funcionarios regidos por la ley Nº 18.883 que percibieron las bonificaciones por retiro voluntario en virtud del artículo 14 de la ley Nº 20.649, que habiendo presentado la solicitud para acceder al bono establecido en la ley Nº 20.305, al momento de solicitar dichas bonificaciones no se les hubiere dado curso al pago del bono por haberse considerado inaplicables estas normas por no cumplir con los plazos de doce meses contemplados en los artículos 2º número 5) y 3º de la ley Nº 20.305; tendrán derecho a acceder al mencionado bono siempre que cumplan los requisitos para acceder a él. El bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que haya cesado en sus funciones.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 3°

Su texto es el siguiente:

“Artículo 3°.- Las municipalidades estarán obligadas a remitir, a lo menos anualmente, a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, información referida a las siguientes materias, según los medios y en los formatos que determine al efecto dicha Subsecretaría: 





a) Modificaciones efectuadas a la planta de personal;





b) Dotación incluyendo personal de planta y a contrata, honorarios a suma alzada pagados a personas naturales, honorarios asimilados a grado, jornales, remuneraciones reguladas por el Código del Trabajo, suplencias y reemplazos, personal a trato y/o temporal y alumnos en práctica;





c) Identificación de las fuentes de financiamiento de programas que posibilitan contratación de personas sobre la base de honorarios;





d) Escalafón de mérito vigente;





e) Antigüedad del personal, tanto en la respectiva municipalidad como en otros órganos de la administración del Estado;





f) Conceptos remuneratorios variables según particularidad de cada funcionario; y,





g) Gasto total en recursos humanos.





La información remitida sólo podrá ser utilizada por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para proponer y evaluar las políticas y planes correspondientes al ámbito municipal, así como estudiar y proponer las normas aplicables a dicho sector.”.

En este artículo recayó la indicación número 2 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar el siguiente inciso final nuevo: 
“Esta información, con excepción de la contenida en la letra d) anterior, se deberá mantener a disposición permanente del público, en la misma manera indicada en el artículo 7° de la ley N° 20.285, estando sometido el cumplimiento de esta obligación al control de transparencia activa del Consejo para la Transparencia.”.
La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 4°

Introduce modificaciones en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior.
Numeral 2)
Reemplaza en el numeral 5) del inciso tercero del artículo 14, el guarismo “218.000” por “1.052.000”. El numeral se refiere a que el Fondo Común Municipal está integrado por recursos que consideran un aporte fiscal anual de la ley de presupuestos del sector público, cuyo monto se modifica por este numeral.

Puesto en votación el numeral, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Numeral 4)
Incorpora, en la letra a) del artículo 27, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la oración siguiente: 

“Además, deberá informar trimestralmente al concejo municipal sobre las contrataciones de personal realizadas en el trimestre anterior, individualizando al personal, su calidad jurídica, estamento y grado de remuneración. También, en la primera sesión de cada año del concejo, deberá informar a éste sobre el escalafón de mérito del personal municipal y un reporte sobre el registro del personal enviado y tramitado en la Contraloría General de la República en el año inmediatamente anterior.”.
El Honorable Senador señor Montes planteó que se agregue la obligación de informar al concejo municipal las labores desempeñadas por las personas contratadas en base a honorarios que cumplen funciones permanentes.
Puesto en votación el numeral fue aprobado, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Numeral 5)
Agrega en el artículo 31, después del punto final (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: 

“Asimismo, en este reglamento, las municipalidades podrán crear  los órganos y unidades que estimen necesarias para su funcionamiento, pudiendo asignarle funciones propias de las unidades designadas en los artículos 21, 22, 23, 25, 27 y 28 de esta ley.”.
En este numeral recayó la indicación número 3 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente: 

“5) Agrégase en el artículo 31, después del punto final (.), que ha pasado a ser punto aparte (.), los siguiente incisos:

“Asimismo, en este reglamento, las municipalidades podrán crear unidades que estimen necesarias para su funcionamiento, pudiendo asignarle funciones de las unidades designadas en los artículos 21, 22, 23, 25 y 27 de esta ley, las cuales, en dicho caso, no serán  ejercidas por aquellas mientras sean asignadas a la nueva unidad.

Para la creación de dichas unidades será necesario que se justifique su necesidad mediante informe fundado emitido por la Secretaría de Planificación Comunal y la de Administración Municipal. El mencionado informe deberá ser conocido por el concejo en forma previa a la aprobación del reglamento. En ningún caso se podrán crear unidades que no cuenten con el debido financiamiento municipal para su funcionamiento.”.”.
El Honorable Senador señor Montes consultó cuál es el quórum necesario para aprobar por el concejo municipal el reglamento y la creación de nuevas unidades al interior del municipio.

El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miranda, señaló que la aprobación del reglamento se ubica dentro del régimen normal contemplado por la ley orgánica constitucional, por lo que se requiere la mayoría de los miembros presentes del concejo.

El Honorable Senador señor Montes preguntó a los representantes del Ejecutivo si les parece bien que sea ese el quórum requerido para aprobar una modificación relevante al reglamento municipal.

El asesor, señor Miranda, respondió que la experiencia que han recabado desde los municipios es que en la generalidad de los casos las modificaciones al reglamento se han logrado con amplias votaciones favorables, por lo que no pareciese necesario hacer cambios al respecto.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si existen normas de protección respecto de los funcionarios que actualmente se desempeñan en las unidades del municipio, en el sentido que no ocurra que se creen nuevas unidades o funciones con el objetivo de apartar a un funcionario de una determinada labor.

El asesor, señor Miranda, afirmó que el estatuto administrativo contempla una norma de protección que impide efectuar cambios que vayan en detrimento de la remuneración y de la jerarquía de los funcionarios. Por tanto, estiman que en ningún caso un funcionario que sea trasladado a una nueva unidad podría perder el estamento, el encasillamiento, la prelación en el encasillamiento o ver disminuida su remuneración.

El Honorable Senador señor Coloma solicitó dejar constancia de lo indicado precedentemente.

El Honorable Senador señor Montes hizo presente su preocupación de que la creación de nuevas unidades y funciones no requiera un amplio acuerdo para concretarse, porque en base a esos cambios se puede apartar a funcionarios, sacándolos de las funciones que cumplen, como puede ser el caso de la Dirección de Obras, por ejemplo.

El asesor, señor Miranda, manifestó que se requiere un informe fundado que justifique la creación de la nueva unidad, además que no se pueden duplicar funciones, y el cambio debe estar debidamente financiado.

El Honorable Senador señor Zaldívar planteó que el Ejecutivo debiera estudiar una enmienda que exija un quórum de la mayoría de los concejales en ejercicio para la aprobación de este tipo de cambios al reglamento.

El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Cifuentes, comprometió el estudio de una enmienda como la señalada por el Honorable Senador señor Zaldívar precedentemente.
La indicación número 3 bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Numeral 6)
Agrega, a continuación del artículo 49, los siguientes artículos 49 bis, 49 ter y 49 quáter, nuevos:

“Artículo 49 bis.- Los Alcaldes, a través de un reglamento municipal, podrán fijar o modificar las plantas del personal de las municipalidades, estableciendo el número de cargos para cada planta y fijar sus grados, de conformidad al Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980, del Ministerio de Hacienda. En este proceso, los Alcaldes podrán considerar la opinión de un Comité Bipartito constituido especialmente para este efecto, conformado por funcionarios y representantes del Alcalde, la cual podrá ser presentada al Concejo Municipal en ejercicio con anterioridad a la readecuación de las plantas.




Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 53, el reglamento que se dicte ejerciendo la potestad reconocida en el inciso anterior,  estará sometido al trámite de toma de razón ante la Contraloría General de la República y se publicará en el Diario Oficial.





Para el ejercicio de esta facultad se deberán considerar los siguientes límites y requisitos:





1. El límite de gasto en personal vigente a la fecha del reglamento respectivo.





2. La disponibilidad presupuestaria. El cálculo de la disponibilidad presupuestaria y su proyección deberán considerar los ingresos propios y el gasto en personal de los tres años precedentes al proceso de fijación o modificación de las plantas; todo lo cual deberá ser certificado previamente por los jefes de las unidades de administración y finanzas y control de la municipalidad respectiva.





3. Disponer de escalafón de mérito del personal actualizado, conforme a lo dispuesto en los artículos 49 y 50 de la ley N° 18.883.





4. En caso que se incremente el número total de cargos en la planta de personal, a lo menos un 75% (setenta y cinco por ciento) de los nuevos cargos que se creen deberán requerir título profesional o técnico.





5. Los Alcaldes deberán realizar  consulta a las asociaciones de funcionarios regidos por la ley N° 18.883 existentes en la respectiva municipalidad, en el proceso de elaboración de la planta de personal. 





6. Los Alcaldes deberán presentar la propuesta de planta de personal y  del reglamento que la contenga al concejo municipal, la que deberá ser aprobada por los dos tercios de sus integrantes en ejercicio.





7. El concejo municipal no podrá aumentar el número de cargos ni modificar los grados que contenga la proposición y sólo podrá reducir o rechazar la proposición de planta.





8. La municipalidad deberá remitir copia del reglamento que determine la planta respectiva y sus antecedentes a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, dentro de los sesenta días posteriores a su dictación.





En caso que la fijación de la nueva planta haya considerado una proyección de ingresos y gastos para la municipalidad determinada con negligencia inexcusable, se entenderá que se configurará causal de notable abandono de deberes, tanto de parte del Alcalde como del o los concejales que hayan participado de tal decisión. Para dichos efectos se procederá según lo dispuesto en los artículos 60 letra c), 76 literal f) y 77.





El o los concejales que hubieren votado por rechazar la propuesta de planta, podrán recurrir al Tribunal Electoral Regional, para solicitar que declare el notable abandono de deberes, según lo dispuesto en el inciso anterior, dentro del plazo de 30 días hábiles contados desde la aprobación de la planta por parte del concejo municipal. Con todo, el Alcalde sólo podrá remitir a la Contraloría General de la República, el reglamento a que se refiere el inciso primero de este artículo, una vez transcurrido el plazo precedentemente señalado en el artículo anterior, sin que se haya interpuesto la acción que establece el inciso anterior o una vez que el Tribunal Electoral Regional haya rechazado la acción. Lo dispuesto en este inciso será certificado por el Secretario del Tribunal Electoral Regional.




Artículo 49 ter.- Para los procesos de encasillamiento del personal que se originen en la fijación o modificación de plantas de personal de conformidad al procedimiento dispuesto en el artículo precedente, se seguirán las normas siguientes:





a) Los funcionarios de las plantas de directivos, profesionales, jefaturas, técnicos, administrativos y auxiliares, se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, estos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta.





b) Una vez encasillado el personal de la letra a) precedente en los cargos que queden vacantes, se encasillará a los funcionarios a contrata asimilados a las referidas plantas, que se encuentren en servicio al 31 de diciembre del año anterior a la entrada en vigencia del reglamento que fija o modifica la planta de personal.





Los funcionarios a contrata señalados en el párrafo anterior, sólo podrán ser encasillados siempre que tengan, a lo menos, cinco años de servicios continuos en la respectiva municipalidad anteriores al encasillamiento, cumplan con los requisitos generales y específicos del cargo correspondiente, y, se encuentren calificados en lista N°1, de distinción, o lista N°2, buena.





El nombramiento deberá realizarse  en un cargo vacante que corresponda a la misma planta y grado al cual se encontraban asimilados. Con todo, aquellos funcionarios que hubieren experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en los últimos treinta y seis meses anteriores al encasillamiento, sólo podrán ser encasillados en el grado que tenían con anterioridad a dicho mejoramiento.





En caso que existan más funcionarios a contrata que cargos vacantes, la provisión de éstos se efectuará, en primer término, de acuerdo al resultado de la última calificación obtenida y, en caso de empate, conforme a la antigüedad de servicio en la respectiva municipalidad, y en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Alcalde. 





c) Una vez practicado el procedimiento anterior, los cargos que queden vacantes se proveerán con los funcionarios señalados en la letra a) anterior, de acuerdo a los artículos 51, 52 y 53 de la ley N° 18.883. Si después de este procedimiento quedaren aún cargos vacantes, estos se proveerán en conformidad a lo estatuido en el Párrafo I del Título II de la citada ley.





d) Lo dispuesto en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:





i.- El encasillamiento no podrá tener como consecuencia, ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, cesación de funciones o término de la relación laboral del personal. 





ii.- No podrá significar pérdida del empleo, disminución de sus remuneraciones, excepto en el caso contemplado en el párrafo tercero del literal b), ni modificación de derechos previsionales.





iii.- Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.





iv.- Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.





Artículo 49 quáter.- La facultad conferida en el artículo 49 bis podrá ejercerse cada ocho años, siempre que se cumplan los requisitos y límites que establece esta ley.





En caso de corresponder hacer uso de la citada facultad en un año en el que se realicen elecciones municipales, dicho derecho podrá ejercerse solo durante el año siguiente a estas.

La facultad establecida en el artículo 49 ter deberá ejercerse dentro de los 90 días siguientes a la fecha de total tramitación del reglamento municipal que aprueba la planta respectiva y tendrá vigencia a contar del 1 de enero del año siguiente a dicha fecha.”.
En este numeral recayeron las siguientes indicaciones números 4 bis, 5 bis, 6 bis, 7 bis, 8 bis y 9 bis:
 La indicación número 4 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminar, en el inciso primero del artículo 49 bis, la oración: 

“En este proceso, los Alcaldes podrán considerar la opinión de un Comité Bipartito constituido especialmente para este efecto, conformado por funcionarios y representantes del Alcalde, la cual podrá ser presentada al Concejo Municipal en ejercicio con anterioridad a la readecuación de las plantas.”.
La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
La indicación número 5 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar, en el numeral 5 del nuevo artículo 49 bis, a continuación de su punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase:

“En este proceso, los Alcaldes podrán considerar la opinión de un Comité Bipartito constituido especialmente para este efecto, conformado por funcionarios y representantes del Alcalde, la cual podrá ser presentada al Concejo Municipal en ejercicio con anterioridad a la readecuación de las plantas.”.
Los Honorables Senadores señores García y Zaldívar plantearon la inquietud acerca de que se disponga que el Comité Bipartito tenga una integración paritaria de representantes de los funcionarios y representantes del alcalde.

El señor Subsecretario manifestó la conformidad del Ejecutivo con lo indicado precedentemente.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
La indicación número 6 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar el siguiente numeral 9, nuevo, al artículo 49 bis:

“9. Lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 5° de la ley N° 15.231, en el artículo 7° de la ley N° 19.602 y en el artículo 16 de esta ley en lo atingente a la posición de los cargos que allí se indican.”.
El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miranda, señaló que la indicación repone lo que originalmente se había aprobado, y que busca que al momento de encasillar se respete la prelación de grado de los jueces - artículo 5° de la ley N° 15.231-, que se respete la posición del administrador municipal -artículo 7° de la ley N° 19.602- y que se respete la posición de los directivos -artículo 16 de la ley N° 18.883- que fue modificada por la ley N° 20.742, que indica que deben encontrarse dos grados más abajo del alcalde.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
La indicación número 7 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar, en la letra a) del nuevo artículo 49 ter, un segundo párrafo, nuevo:

“En el ejercicio de esta facultad, los Alcaldes podrán encasillar de acuerdo al escalafón de mérito, a los funcionarios titulares en una planta distinta a la que estos pertenecen en la medida que hayan quedado vacantes luego de la provisión indicada en el párrafo anterior, siempre que se cumplan los requisitos propios del cargo y, además, los siguientes:

i) Que el funcionario, a lo menos tres años antes, esté realizando las funciones propias del estamento de la planta en que se encasilla;

ii) Que el funcionario acepte previamente, por escrito el traspaso.”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
La indicación número 8 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar, en la letra c) del nuevo artículo 49 ter, la expresión “y 53”, por “, 53 y 54”. 
La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
La indicación número 9 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar en el inciso primero del artículo 49 quáter, a continuación de la frase "cada ocho años,” y antes de “siempre que se cumplan”, la frase “y dentro de los 2 años siguientes a contar del cumplimiento de dicho período,”.
El asesor, señor Miranda, indicó que, originalmente en el proyecto de ley se planteaba que todo el proceso de formulación, aprobación, toma de razón y encasillamiento se efectuara en un año, pero la Contraloría General de la República observó que existen dos procesos que son responsabilidad de ellos –puesta al día del escalafón de mérito y toma de razón del reglamento de planta-, por lo que les parecía más adecuado un plazo más amplio de dos años para que la municipalidad pueda cumplir todo el proceso.

Agregó que los escalafones de mérito no se encuentran actualizados.

El Honorable Senador señor Coloma sostuvo que la medida podría justificarse por una primera vez para permitir que se actualicen los escalafones de mérito, pero no debiera ser permanente. Así, debiera disponerse que al hacerse por primera vez exista un plazo de dos años y, posteriormente, el referido plazo sea siempre un año.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 5°

Introduce modificaciones en la ley N° 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.
Numeral 1)
Su texto es el siguiente:

“1) En el artículo 2°, agrégase el siguiente inciso final:

“El gasto anual en personal no podrá exceder, respecto de cada municipalidad, del 42% (cuarenta y dos por ciento) de los ingresos propios percibidos en el año anterior. Se entenderá por gastos en personal el que se irrogue para cubrir las remuneraciones correspondientes al personal de planta y a contrata. Asimismo se considerarán en dicho gasto los honorarios a suma alzada pagados a personas naturales, honorarios asimilados a grado, jornales, remuneraciones reguladas por el Código del Trabajo, suplencias y reemplazos, personal a trato y/o temporal y alumnos en práctica. A su vez, los ingresos propios percibidos serán considerados como la suma de los ingresos propios permanentes señalados en el artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales más los ingresos por participación en el Fondo Común Municipal indicados en el artículo 14 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.”.

En este numeral recayó la indicación número 10 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente: 
“1) Modifícase el artículo 2°, en el siguiente sentido: 

a) Reemplazase en su inciso cuarto, el vocablo veinte, la primera vez que aparece, por “cuarenta”, y la expresión “cuatro” por “ocho”.
b) Agrégase el siguiente  inciso final, nuevo:

“El gasto anual en personal no podrá exceder, respecto de cada municipalidad, del 42% (cuarenta y dos por ciento) de los ingresos propios percibidos en el año anterior. Se entenderá por gasto en personal el que se irrogue para cubrir las remuneraciones correspondientes al personal de planta y a contrata. Asimismo se considerarán en dicho gasto los honorarios a suma alzada pagados a personas naturales, honorarios asimilados a grado, jornales, remuneraciones reguladas por el Código del Trabajo, suplencias y reemplazos, personal a trato y/o temporal y alumnos en práctica. A su vez, los ingresos propios percibidos serán considerados como la suma de los ingresos propios permanentes señalados en el artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales más los ingresos por participación en el Fondo Común Municipal indicados en el artículo 14 de la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.

Respecto de la letra a) del numeral 1) se produjo el siguiente debate:

El Honorable Senador señor Coloma expresó que la disposición propuesta apunta en un sentido contrario al que debiera dirigirse la administración pública, dado que establece, en forma general y permanente, como límite máximo de la dotación a contrata el 40% del total, siendo que la norma básica en los estatutos administrativos es de un 20% y se debiera tender a que el trabajo en la Administración sea uno estable y no en condiciones de incerteza.

Aceptó que podría justificarse una norma como la que se propone si fuera excepcional y sólo para mejorar la condición de las personas contratadas a honorarios, pero no si se busca hacerla permanente.

El Honorable Senador señor Montes planteó que, junto con aumentar las contratas permitidas, debiera establecerse un límite máximo a los contratos a honorarios que cumplen funciones permanentes. 

El Honorable Senador señor García manifestó que siempre existirá el límite de un 42% de gasto anual máximo en personal.

Asimismo, consultó si la modificación de “cuatro” por “ocho” responde a la misma lógica de aumento de límite máximo de dotación a contrata.

El asesor de la Subsecretaría, señor Miranda, señaló que en los municipios con menos de 20 cargos de planta se autorizaban hasta 4 cargos a contrata, por lo que se aumenta el límite a 8 cargos en esa condición.

El Honorable Senador señor García manifestó que aprobará la disposición, esperando que en el segundo trámite constitucional se deje como una medida temporal, y que la norma definitiva sea que la dotación máxima a contrata llegue sólo a 20% para que el resto sea de planta y cuente con la estabilidad laboral requerida por la dignidad funcionaria.
El Honorable Senador señor Coloma indicó que rechazará la letra a), porque es la única forma de presionar al Ejecutivo para que modifique su criterio, dejando 20% de dotación máxima a contrata como regla y, transitoriamente, un 40% para solucionar el problema de los contratos a honorarios, que sería lo más correcto.
El Honorable Senador señor Montes expresó que, no obstante concurrir a la aprobación de la letra a) para mejorar la situación de las personas con contratos a honorarios, debe abordarse el problema de fondo sobre la organización de los municipios, que afecta en general a los trabajadores con funciones permanentes, incluyendo a quienes se encuentran en planta, que también requieren una modernización de su estatuto.

Comentó que, cuando se incorporó al administrador municipal dentro del organigrama, se lo pensó como el jefe del equipo permanente del municipio y no como un ayudante más del alcalde, como fue en definitiva.

El Honorable Senador señor Lagos planteó que el tema que subyace –y que históricamente no se ha querido discutir- es la cuasi inamovilidad de los funcionarios de planta, que no se solucionará mientras no se adopte un sistema de calificaciones adecuado y que funcione correctamente, a diferencia del actual. Independientemente de ello, señaló que aprobará la disposición.

El Honorable Senador señor Zaldívar expresó que existe un problema de estructuración del Estado y de los municipios y cómo se enfrentan la flexibilidad versus la inamovilidad de la dotación, tratando de combinarlas. Señaló que es un problema que supera por mucho la materia que están discutiendo ahora. Estimó que, en este caso particular se debe aprobar lo que se propone, sin perjuicio de considerar que darle un carácter temporal a la medida parece muy adecuado.

El señor Subsecretario manifestó que la precariedad laboral en la Administración del Estado se encuentra en el sector municipal, con 36.000 personas con contratos a honorarios que no dependen del municipio y, dentro del escenario actual, lo que buscan es avanzar en resolver problemas humanitarios, para lo cual, la única herramienta que tienen disponible –mientras no se haga una discusión más profunda y estructural sobre el sistema de personal en el Estado- es recurrir a la contrata de la forma propuesta.

En votación la indicación número 10 bis, se registraron los siguientes resultados:
La letra a) del numeral 1) que se sustituye, fue aprobada por mayoría de votos. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar, y en contra el Honorable Senador señor Coloma.

La letra b) del numeral 1) que se sustituye, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Numeral 2)
Agrega, en el artículo 7°, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:





“Las plantas municipales establecidas de acuerdo al inciso anterior tendrán las siguientes posiciones relativas:

Alcaldes

del grado 1 al 6

Directivos 

del grado 3 al 10

Profesionales

del grado 5 al 12

Jefaturas

del grado 7 al 12

Técnicos

del grado 9 al 17

Administrativos 
del grado 11 al 18

Auxiliares 

del grado 13 al 20.




Para los efectos de establecer el grado asignado al cargo de Alcalde dentro de la planta municipal respectiva al momento de fijarla o modificarla de conformidad a lo dispuesto por el artículo 49 bis de la ley N° 18.695, los municipios deberán ajustarse a la categoría en que se encuentren según el total de sus ingresos anuales percibidos o el número de habitantes de la comuna, a su elección. Un reglamento dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, fijará las categorías según los criterios antes indicados y el rango de grados posibles para cada categoría. Dicho reglamento deberá dictarse en los seis meses siguientes a la publicación de esta ley.”.
Puesto en votación el numeral, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Numeral 3)
Agrega, en el artículo 8°, los siguientes incisos finales, nuevos:





“Para el ingreso y la promoción en los cargos de las plantas de personal de las municipalidades se deberá cumplir con los siguientes requisitos:





1) Plantas de Directivos: título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocido por éste.





No obstante, para los cargos de dirección destinados al mando superior de las unidades que se indican seguidamente, deberán cumplirse los requisitos específicos que se señalan:





a) Para la unidad de obras municipales se requerirá título de arquitecto, de ingeniero civil, de ingeniero constructor civil o de constructor civil, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste.





b) En la unidad de asesoría jurídica se requerirá título de abogado, habilitado para el ejercicio.





2) Plantas de Profesionales: Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste.





3) Plantas de Jefaturas: Título profesional de una carrera de, a lo menos, 8 semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste.





4) Plantas de Técnicos: Título técnico de nivel superior otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste, en el área que la municipalidad lo requiera; o, en su caso, título de técnico nivel medio, en el área que la municipalidad lo requiera, otorgado por una institución de educación del Estado o reconocida por éste; o haber aprobado, a lo menos, cuatro semestres de una carrera profesional impartida por una institución del Estado o reconocida por éste, en el área que la municipalidad lo requiera.





5) Plantas de Administrativos: Licencia de educación media o su equivalente.





6) Plantas de Auxiliares: Haber aprobado la educación básica o encontrarse en posesión de estudios equivalentes. Para el ingreso o la promoción a cargos que impliquen el desarrollo de funciones de chofer, será necesario estar en posesión de la licencia de conducir que corresponda según el vehículo que se asignará a su conducción.





Las plantas podrán considerar requisitos específicos para determinados cargos.”.

En este numeral recayeron las siguientes indicaciones números 11 bis y 12 bis:
La indicación número 11 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar en el N° 6), la frase “Haber aprobado la educación básica o encontrase en posesión de estudios equivalentes”, por la siguiente: “Haber aprobado la educación media o su equivalente”.
El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miranda, señaló que se busca homologar los requisitos de la planta de auxiliares con lo que ocurre en la Administración central. Agregó que las tareas de los funcionarios de dicha planta se han ido ampliando, otorgando atención al público y manejando herramientas computacionales en muchos casos.

El Honorable Senador señor Coloma señaló entender que la modificación operará para situaciones futuras, por lo que la única duda es si en algunas comunas, rurales principalmente, se podría producir un problema práctico de falta de personal para llenar los cargos.

El Honorable Senador señor Montes planteó que se podría establecer un período de transición para hacer exigible el cumplimiento de los requisitos, más allá de que la tendencia marcada es a completar los estudios de educación media.

El asesor, señor Miranda, indicó que se recabó información de los sectores salud y educación, la que permitió concluir que no han existido problemas en los sectores rurales para incorporar personal con los referidos requisitos.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que aprobaría la indicación en virtud de la información otorgada por el Ejecutivo, aunque preferiría que existiese un período de transición para su aplicación.
La indicación número 12 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminar su inciso final, que señala: “Las plantas podrán considerar requisitos específicos para determinados cargos.”.
Las indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
°°°

La indicación número 13 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para agregar el siguiente numeral 5), nuevo, pasando el actual número 5) a ser numeral 6):

“5) Añádase, en el artículo 16, el siguiente inciso tercero, nuevo: 

“No obstante lo anterior, en el caso de los requisitos para cargos directivos municipales, estos podrán considerar perfiles ocupacionales definidos por el Programa Academia de Capacitación Municipal y Regional de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, a que se refieren los artículos 4° y siguientes de la ley N° 20.742.”.”.
El Honorable Senador señor Coloma sostuvo que la disposición resulta contradictoria con la indicación precedentemente aprobada.

El Honorable Senador señor Montes manifestó que los representantes de los funcionarios le indicaron que existe atraso en la definición de los perfiles ocupacionales, no obstante sería muy positivo que el Programa al que se hace referencia opere adecuadamente.

El Honorable Senador señor García inquirió más antecedentes acerca del Programa Academia de Capacitación Municipal.

El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Cifuentes, señaló que el Programa se desarrolla desde hace unos años y ha cobrado fuerza con la aprobación de la ley que crea el fondo para la profesionalización de los funcionarios municipales, que permite acceder a un subsidio para terminar estudios técnicos y profesionales. Además, se creó otro fondo –que se ha fortalecido desde el año pasado- para la capacitación técnica de los funcionarios municipales y de gobiernos regionales.

Agregó que cuentan con un presupuesto de, aproximadamente, $5.000 millones para ambos fondos, y la Academia se ha desplegado en todo el país, con capacitaciones en diversas materias, como perfeccionamientos para la toma de exámenes de conducir hasta la implementación de las normas medioambientales y de los tribunales ambientales.

El asesor de la Subsecretaría, señor Miranda, indicó que los perfiles ocupacionales aprobados y acreditados por la institución de acreditación nacional de perfiles ocupacionales, conocida como Chile Valora, son 37, por lo que la disposición que se propone permite aprovechar el esfuerzo estatal realizado, otorgando una facultad y no imponiendo una obligación.

El Honorable Senador señor García consultó quién otorga y certifica las capacitaciones.
El señor Subsecretario explicó que existen varias modalidades, y mirando experiencias comparadas, acotó que les gustaría ir hacia la constitución de un ente al estilo de las escuelas nacional francesa, la inglesa o la estadounidense, que desde hace 50 años forman a los funcionarios municipales.

Asimismo, se plantean como objetivo poder establecer una capacitación obligatoria para los nuevos alcaldes y el resto de las autoridades cuando ingresan a la administración municipal.

Observó que las capacitaciones actuales se hacen licitando con universidades de acuerdo a perfiles estudiados de la realidad municipal.
La indicación fue aprobada, con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 6°
Deroga el artículo 1° de la ley N° 18.294, que establece normas y otorga facultades para instalación de nuevas municipalidades creadas en la Región Metropolitana de Santiago y modifica el decreto ley 3.063, de 1979.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 7°
Deroga los artículos 11 y 12 de la ley N° 19.280, que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades y Establece Normas Sobre Plantas de Personal de las Municipalidades.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo Primero




Prescribe, textualmente, lo siguiente: 

“Artículo Primero.- El personal de planta, regido por la ley Nº 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, que se encuentre nombrado al 1 de enero de 2015 como titular en un cargo de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares que a continuación se indican; será encasillado en el grado inmediatamente superior al que sirve en calidad de titular, en el siguiente orden: 





a) A contar del primer día del mes siguiente al de publicación de la presente ley, se procederá a encasillar sólo a los funcionarios de las plantas antes señaladas que se encuentren al 1 de enero de 2015, entre los grados 15° al 20°, ambos inclusive.





b) A contar del 1 de enero del año siguiente a la publicación de la presente ley, se encasillarán a los funcionarios de esas plantas que se encuentre al 1 de enero de 2015, entre los grados 10º al 14º, ambos inclusive. 





Para acceder a lo establecido en el inciso anterior, los funcionarios titulares de planta deberán haberse desempeñado, a lo menos, durante cinco años, continuos o discontinuos contados con anterioridad al 1 de enero de 2015 en la misma municipalidad. Para dicho efecto se considerará el tiempo servido en la respectiva planta, sea en calidad de titular o a contrata asimilada a ella.
En este artículo recayó la indicación número 14 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo Primero.- A contar del 1 de enero del año 2016, el personal titular de planta, regido por la ley Nº 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, que se encuentre nombrado al 1 de enero de 2015 como titular en un cargo de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares entre los grados 10° al 20°, ambos inclusive, será encasillado en el grado inmediatamente superior siempre que se haya desempeñado, a lo menos, durante cinco años, continuos o discontinuos contados con anterioridad al 1 de enero de 2015 en la misma municipalidad. Para dicho efecto se considerará el tiempo servido en la respectiva planta, sea en calidad de titular o a contrata asimilada a ella.”.
La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo Segundo




Su texto es el siguiente: 

“Artículo Segundo.- El personal de planta, regido por la ley Nº 18.883, que se haya encontrado nombrado  al 1 de enero de 2015 como titular en un cargo de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares en los grados 15º al 20º, ambos inclusive, será encasillado a partir del 1 de enero de 2017 en el grado inmediatamente superior al que está en posesión a esta última fecha.”.




Para acceder a lo establecido en el inciso anterior, los funcionarios titulares de planta deberán haberse desempeñado, a lo menos, durante cinco años, continuos o discontinuos contados con anterioridad al 1 de enero de 2015 en la misma municipalidad. Para dicho efecto se considerará el tiempo servido en la respectiva planta, sea en calidad de titular o a contrata asimilada a ella.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo Tercero




Es del siguiente tenor: 

“Artículo Tercero.- Sin perjuicio de las normas que regulan el empleo a contrata, los Alcaldes podrán, de acuerdo a la respectiva disponibilidad presupuestaria, modificar los decretos que determinan al personal a contrata para efectos de aplicar en los mismos términos a este personal lo dispuesto en los artículos primero y segundo transitorios anteriores. En este caso, las modificaciones de grados entrarán en vigencia a partir de la fecha de la total tramitación del respectivo acto administrativo.





Para acceder a lo establecido en el inciso precedente, los funcionarios a contrata deberán haberse desempeñado, a lo menos, durante cinco años, continuos o discontinuos contados con anterioridad al 1 de enero de 2015 en la misma municipalidad. Para dicho efecto se considerará el tiempo servido a contrata asimilado a la respectiva planta.





El personal a contrata al cual se le aplique este artículo, no quedará afecto a la limitación establecida en el inciso tercero de la letra b) del artículo 49 ter de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que se incorpora a través de la presente ley, respecto de los mejoramientos de grado remuneratorio en los últimos 36 meses.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo Cuarto




Dispone lo siguiente: 





“Artículo Cuarto.- Para efectos de la aplicación de los artículos primero y segundo transitorios de la presente ley, se utilizarán los cargos vacantes de las respectivas plantas de personal. 





Si aplicado el mecanismo anterior faltaren cargos, los Alcaldes estarán facultados para modificar las plantas del personal de las municipalidades, sólo con el objeto de crear los cargos necesarios para ello. A su vez, se entenderán suprimidos por el sólo ministerio de la ley, en el mismo número de cargos que cree, aquellos cuya vacancia generen los funcionarios a los cuales se encasille de acuerdo a los artículos primero y segundo transitorios de esta ley. Con todo, no se suprimirán los cargos correspondientes al último grado de cada una de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares, y siempre deberá quedar, a lo menos, un cargo en cada grado de dichas plantas. Con todo, el número total de cargos de cada una de las plantas antes señaladas deberá ser, a lo menos, el mismo que existía con anterioridad al encasillamiento.





Los actos administrativos que formalicen lo dispuesto en el inciso anterior deberán dictarse dentro de los noventa días siguientes a las respectivas fechas que fijan los artículos primero y segundo transitorios precedentes disponiendo los respectivos encasillamientos. 





Para la aplicación de lo dispuesto en los artículos primero y segundo transitorios de la presente ley, se podrá superar el límite establecido en el inciso final del artículo 2° de la ley N° 18.883, incorporado por el número 1) del artículo 5° de la presente ley, sólo hasta los porcentajes que sean necesarios para la señalada aplicación.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo Quinto




Establece que los cambios de grado que determine la aplicación de los artículos primero a tercero transitorios, no serán considerados como ascensos para los efectos previstos en la letra g) del artículo 97 de la ley N° 18.883. En consecuencia, los funcionarios conservarán el número de bienios que estuvieren percibiendo, como asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo Sexto




Su texto es el que sigue: 





“Artículo Sexto.- El Fisco efectuará un aporte extraordinario a las municipalidades durante el año 2015 de M$ 12.000.000 (doce mil millones de pesos), en el año 2016 de M$ 24.000.000 (veinticuatro mil millones de pesos) y en el año 2017 de M$ 36.000.000 (treinta y seis mil millones de pesos).





La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, mediante resolución, que será visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda; anualmente determinará los montos que a cada municipalidad le corresponda. Dicha resolución dispondrá primeramente el financiamiento en su totalidad del incremento de grados dispuesto en los artículos primero, segundo y tercero transitorios. El remanente que resulte luego de financiar el mencionado incremento se destinará al pago de las otras asignaciones y bonos otorgados en esta ley. Para determinar los montos correspondientes a cada municipalidad se ordenarán éstas de acuerdo al mayor gasto en personal que origine el pago de las aludidas asignaciones, distribuyendo los recursos disponibles desde menor a mayor gasto hasta su total distribución.




Las municipalidades deberán acreditar mediante los medios, forma y oportunidad que determine dicha Subsecretaría los costos involucrados para la aplicación del presente artículo.





Para dichos efectos los Alcaldes a través de un oficio solicitarán anualmente a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo los fondos respectivos, documento que será acompañado por certificado emitido por los jefes de las unidades de administración y finanzas y control, el que  además deberá ser suscrito por el respectivo secretario municipal en su calidad de ministro de fe, el que  contendrá un resumen de los mayores costos por gastos en personal, clasificados por grado tanto respecto de los funcionarios de planta como de los a contrata. 





Los oficios a que se refiere el inciso cuarto, deberán ser enviados a la citada Subsecretaría dentro de los noventa días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, para efecto del pago de los beneficios del año correspondiente.





Para la entrega de los aportes respectivos a los años posteriores, los oficios deberán ser enviados a más tardar el 28 de abril de cada año. 





Las municipalidades sólo podrán destinar los citados fondos aportados a financiar el mayor gasto determinado por la aplicación del artículo 1° y artículos primero, segundo, tercero, octavo y undécimo transitorios de la presente ley. 





La no destinación de los fondos transferidos a los fines a que se refiere el inciso anterior será sancionada de acuerdo a la escala de penas establecidas en el artículo 236 del Código Penal.”.

En este artículo recayó la indicación número 15 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar el inciso primero por el siguiente:

“Artículo Sexto.- El Fisco efectuará un aporte extraordinario a las municipalidades durante el año 2016 de M$ 32.000.000 (treinta y dos mil millones de pesos) y en el año 2017 de M$ 36.000.000 (treinta y seis mil millones de pesos).”.
La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo Séptimo




Establece que el monto de la asignación profesional establecida en el artículo 1° y de la asignación Directivo-Jefatura dispuesta en el artículo duodécimo transitorio ascenderá a un 17% de su monto total desde el primer día del mes siguiente al de publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre de ese año; a un 34% de su monto total desde el 1 de enero del año siguiente a dicha publicación; y a un 100% de ella a contar del 1 de enero del año subsiguiente a la referida publicación.
En este artículo recayó la indicación número 16 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo Séptimo.- El monto de la asignación profesional establecida en el artículo 1° y de la asignación Directivo-Jefatura dispuesta en el artículo Undécimo Transitorio de la presente ley ascenderá a un 34% (treinta y cuatro por ciento) de su monto total desde el 1 de enero de 2016 y hasta el 31 de diciembre de ese año; y a un 100% (cien por ciento) de ella a contar del 1 de enero del año 2017.”.
La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo Octavo




Concede, por una sola vez, a los funcionarios municipales que a continuación se indican, un bono especial, imponible y tributable, cuyo monto ascenderá a:





a) Respecto de los funcionarios municipales que tengan derecho a percibir la asignación profesional del artículo 1° o la asignación Directivo-Jefatura del artículo undécimo transitorio de esta ley en el mes siguiente al de su publicación, el bono ascenderá a cuatro veces el monto que le corresponda por ese concepto en dicho mes. 





b) Respecto de los funcionarios municipales titulares de un cargo de las plantas de técnicos, administrativos o auxiliares a quienes se les aplique la letra a) del artículo primero transitorio de esta ley, el bono ascenderá a cuatro veces la diferencia que resulte entre el total de haberes brutos que le corresponda al mes subsiguiente de la fecha de publicación de la presente ley y el total de haberes brutos del mes anterior a dicha publicación. Para efectos del presente literal, no se considerará la asignación de mejoramiento de la gestión municipal establecida en la ley N° 19.803. También tendrán derecho a dicho bono, los funcionarios a contrata que se encuentren en las mismas condiciones de los funcionarios de planta antes señalados y que se les aplique el artículo tercero transitorio de esta ley.





Asimismo, dispone que el bono se pagará en una sola cuota, en el mes subsiguiente a la fecha de publicación de la presente ley, sólo a quienes se encuentren en funciones a dicha fecha.
En este artículo recayó la indicación número 17 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la letra b), por la siguiente:

“b) Respecto de los funcionarios municipales titulares de un cargo de las plantas de técnicos, administrativos o auxiliares a quienes se les aplique el artículo primero transitorio de esta ley, el bono ascenderá a cuatro veces la diferencia que resulte entre el total de haberes brutos que le corresponda al en el mes de enero del año 2016 y el total de haberes brutos del mes anterior. Para efectos del presente literal, no se considerarán la asignación de mejoramiento de la gestión municipal establecida en la ley N° 19.803, la bonificación contemplada en el artículo 3° de la ley N° 20.198, la bonificación anual del artículo 44 de la ley N° 20.883, las horas extraordinarias, ni ninguno de los beneficios que se concedidos por una sola vez, contemplados en la ley N° 20.883. También tendrán derecho a dicho bono, los funcionarios a contrata que se encuentren en las mismas condiciones de los funcionarios de planta antes señalados y que se les aplique el artículo tercero transitorio de esta ley.”.
El Honorable Senador señor Coloma señaló entender que se trata de un bono que equivale a cuatro meses y que se paga dentro de los 90 días posteriores a la aprobación de la ley.

El Honorable Senador señor García expresó que el Ejecutivo debe explicar bien a qué corresponden las asignaciones y bonificaciones que se excluyen para el cálculo del bono, y asegurar que no existirá alguna distorsión que lleve a reclamos respecto del monto del mismo.

El asesor de la Subsecretaría, señor Miranda, explicó que las asignaciones y bonificaciones a las que se hace referencia, se incorporaron precisamente para que el cálculo se hiciera entre haberes permanentes, excluyendo elementos variables.

El Honorable Senador señor García solicitó dejar constancia de que el Ejecutivo ha explicado que para el cálculo del bono se consideran haberes brutos permanentes.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo Noveno




Es del siguiente tenor: 





“Artículo Noveno.- Las facultades concedidas en los artículos 49 bis y 49 ter de la ley N° 18.695, introducidos por el artículo 4° de la presente ley, podrán ejercerse por primera vez dentro del año 2018.





La modificación establecida por el número 2 del artículo 4° de la presente ley, entrará en vigencia a contar del 1 de enero del año 2018.





Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establecen en el número 3 del artículo 5° de la presente ley, no serán exigibles respecto de los funcionarios municipales titulares y a contrata en servicio a la fecha de publicación de la presente ley. Asimismo, a los funcionarios municipales a contrata en servicio a dicha fecha cuyos contratos se prorroguen, no les serán exigibles los requisitos antes señalado.”.

En este artículo recayó la indicación número 18 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso primero, la frase “por primera vez dentro del año 2018”, por “a partir del 1 de enero del año 2018, y hasta el 31 de diciembre del año 2019.”.
El asesor de la Subsecretaría, señor Miranda, explicó que la indicación acota cuándo comienza y cuándo termina por primera vez el plazo de dos años para efectuar la formulación y las modificaciones a las plantas.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que le parece innecesaria esta disposición desde que se cambia el plazo de un año a dos años, más aún que se trata de una disposición transitoria y no una norma permanente.

La indicación fue aprobada con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo Décimo




Deroga las correspondientes normas que fijaron las plantas de personal de las municipalidades del país, a contar de la fecha de entrada en vigencia del primer  reglamento que fije para cada municipalidad la nueva planta de personal establecida en virtud de los artículos 49 bis y 49 ter de la ley N° 18.695, según corresponda.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo Undécimo




Es del tenor que sigue: 





“Artículo Undécimo.- Concédase, a partir del día 1 del mes siguiente al de publicación de esta ley, al personal de planta y contrata, regido por la ley Nº 18.883, de las plantas  Jefaturas y Directivos, una asignación especial de Directivo-Jefatura, siempre que no tengan derecho a la asignación del artículo 1° de esta ley. La asignación del presente artículo, sólo se concederá al personal antes señalado que se encontraba en funciones en las mencionadas plantas al 1 de enero de 2015.





El monto de la asignación se determinará conforme a las reglas siguientes: 





1.- Valores asignación directivo- jefatura:

GRADOS 

$ MES

3

227.306

4

214.442

5

213.747

6

190.844

7

174.139

8

156.183

9

141.338

10

127.907

11

115.754

12

104.754





Los valores antes señalados se reajustarán en los mismos porcentajes y oportunidades que las remuneraciones del sector público.





2.- Respecto de los funcionarios a los cuales se les aplique lo dispuesto en el presente artículo, la remuneración bruta mensual que resulte de incluir los valores de asignación Directivo-Jefatura señalados en el número anterior según corresponda, deberá compararse con el total de la remuneración equivalente, en los mismos gados del Estamento Directivo sin asignación profesional de la Escala Única de Sueldos.





Los funcionarios podrán percibir el monto de la asignación Directivo-Jefatura indicada que, sumada a las demás remuneraciones que se señalan a continuación, no exceda al equivalente de la Escala Única de Sueldos considerando los componentes que se indican en el inciso siguiente. En caso de requerirse ajustes, se realizarán exclusivamente con cargo a la asignación Directivo-Jefatura.





La sumatoria de rentas que se compararán, corresponderán a los componentes de las escalas que se indican a continuación, procediendo el pago de los demás conceptos que percibe cada funcionario municipal de acuerdo a las normas que los rigen:





I. Escala municipal del personal regido por el Título II del decreto ley Nº 3.551, de 1981:





a) Sueldo base;





b) Incremento del artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980;





c) Asignación del artículo 24 del decreto ley Nº 3.551, de 1981;





d) Bonificación del artículo 3º de la ley Nº 18.566;





e) Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la ley Nº 18.675;





f) Asignación del artículo 4º de la ley Nº 18.717;





g) Asignación del artículo 21 de la ley Nº 19.429;





h) Asignación del artículo 1º de la ley Nº 19.529; y,





i) Asignación directivo-jefatura del presente artículo.





II. Escala Única de Sueldos del personal regido por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974:





a)  Sueldo base;





b) Incremento del artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980;





c) Asignación del artículo 6º del decreto ley Nº 1.770, de 1977;





d) Asignación del artículo 17 de la ley Nº 19.185;





e) Bonificación del artículo 3º de la ley Nº 18.566;





f) Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la ley Nº 18.675; y,





g) Asignación del artículo 21 de la ley Nº 19.429.





En ningún caso, la aplicación de las normas señaladas en los incisos precedentes podrá significar una disminución de las remuneraciones de los funcionarios municipales que les hubieren correspondido sin la asignación directivo-jefatura.





Esta asignación se pagará mensualmente, tendrá carácter imponible y tributable y no se considerará base de cálculo para determinar ninguna otra remuneración o beneficio económico.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 19 bis, 20 bis y 21 bis:
La indicación número 19 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir, en su inciso primero, la frase “a partir del día 1 del mes siguiente al de publicación de esta ley,” por el siguiente: “a contar del 1 de enero del año 2016,”.

La indicación número 20 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar, en su inciso primero, a continuación de la frase “de las plantas Jefaturas”, y antes de “y Directivos”, la  expresión “, Profesionales”.

La indicación número 21 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminar, en el numeral 2, los párrafos primero, segundo, tercero y cuarto.
Las indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo Duodécimo

Establece que el mayor gasto que irroguen las modificaciones dispuestas en la presente ley será de cargo municipal. Con todo, los aportes extraordinarios del Fisco, indicados en el artículo sexto transitorio, se financiarán con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.
En este artículo recayó la indicación número 22 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir su inciso segundo por el siguiente: 

“Con todo, los aportes extraordinarios del fisco, indicados en el artículo sexto transitorio se financiarán con cargo al presupuesto de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, y en lo que faltare con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.
La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
°°°

La indicación número 23 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para agregar el artículo Décimo Tercero transitorio, nuevo:

“Artículo Décimo Tercero.- Las municipalidades que puedan aumentar la dotación a contrata en virtud de la modificación dispuesta por esta ley al artículo 2° de la ley N° 18.883, deberán priorizar en las nuevas contrataciones bajo esa modalidad al personal a honorario que se encuentre contratado con cargo al subtítulo 21, ítem 03, del Presupuesto Municipal, a la fecha de publicación de la presente ley.”.
El Honorable Senador señor Montes consultó cuál es el nivel de imperatividad que genera el deber de priorizar al personal a honorarios que contempla la indicación.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que implica que primero debe considerarse a quienes se desempeñen en la modalidad a honorarios consignada para llenar las vacantes, y sólo después de hacer ese llamado, pueden postular otras personas. 

El Honorable Senador señor Montes consideró como ambigua la expresión “deberán priorizar”.

El asesor de la Subsecretaría, señor Miranda, sostuvo que las municipalidades deben cumplir con dar prioridad en las nuevas contrataciones bajo esa modalidad al personal a honorario que se encuentre contratado con cargo al subtítulo 21, ítem 03.
La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
La indicación número 24 bis de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para agregar el siguiente artículo Décimo Cuarto transitorio:

“Artículo Décimo Cuarto.- Los funcionarios que hayan ingresado a las respectivas plantas cumpliendo los requisitos exigidos al momento de su nombramiento de conformidad a lo dispuesto en el artículo 1° transitorio de la ley N° 19.280, mantendrán su derecho a ser encasillados en las mismas plantas en que se encontraban a la fecha de publicación de esta ley.”.
El Honorable Senador señor García manifestó no entender qué busca resguardar la norma si se trata de funcionarios que ingresaron a las plantas cumpliendo los requisitos exigidos al momento de su nombramiento de conformidad a lo dispuesto en el artículo 1° transitorio de la ley N° 19.280.

El asesor, señor Miranda, explicó que el artículo 1° transitorio de la ley N° 19.280, de 1993, estableció para los funcionarios con más de 10 años en el cargo, el que fueran encasillados en los mismos cargos aunque no cumplieran los requisitos normales de ingreso del estatuto administrativo con las respectivas modificaciones, por lo que se cautelan sus derechos al igual como se hizo en 1993.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 8 de mayo de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El proyecto de ley en comento establece un conjunto de normas aplicables a los funcionarios municipales. Las principales medidas consideran el otorgamiento de una asignación profesional a los funcionarios de las plantas de directivos, profesionales y jefaturas; permite que los beneficiarios del artículo 14 de la ley N° 20.649 puedan acceder al bono post laboral de la ley N° 20.305; el aumento, a partir del año 2018, del aporte permanente del fisco al Fondo Común Municipal; el encasillamiento en el grado superior para personal de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares que cumplan los requisitos respectivos; la facultad para modificar las plantas del personal municipal y la modificación de los límites para la contratación de personal y de los requisitos de ingreso; la modificación de los grados topes en los estamentos técnico, administrativo y auxiliar; y el otorgamiento de un bono, por una sola vez, a los funcionarios municipales que se indican.

II.- Efectos del Proyecto de Ley en el Presupuesto del Gobierno Central

El proyecto tiene un costo global estimado para los municipios de $7.432 millones en 2015, el que se financiará con cargo al aporte especial de $12.000 millones incluido en la Ley de Presupuestos; de $30.235 millones en 2016 y de $53.400 millones anuales de 2017 en adelante, según el desglose que se detalla en la siguiente tabla. Para el financiamiento en 2016 se considera un aporte fiscal de $24.000 millones y para 2017 un aporte fiscal de $36.000 millones. A partir de 2018 se considerará un incremento por un monto equivalente al del 2017, en el aporte al Fondo Común Municipal.

	
	
	
	Millones de $

	
	2015
	2016
	2017 (régimen)

	Costo Total
	7.432
	30.235
	53.400

	Asignación Profesional
	1.287
	10.298
	30.288

	Aumento de grados 10 al 20
	1.898
	19.937
	19.937

	Aumento de grados 15 al 20
	0
	0
	3.175

	Bono Especial
	4.247
	0
	0

	Aporte Fiscal
	12.000
	24.000
	36.000


- Posteriormente, se presentó un informe financiero sustitutivo, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 1 de septiembre de 2015, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes

El proyecto de ley, considerando la indicación presentada por el Ejecutivo, establece un conjunto de normas aplicables a los funcionarios municipales. Las principales medidas consideran el otorgamiento de una asignación profesional a los funcionarlos de las plantas de directivos, profesionales y jefaturas; permite que los beneficiarios del artículo 14 de la ley N° 20.649 puedan acceder al bono post laboral de la ley N° 20.305; el aumento, a partir del año 2018, del aporte permanente del fisco al Fondo Común Municipal; el encasillamiento en el grado superior para personal de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares que cumplan los requisitos respectivos; la facultad para modificar las plantas del personal municipal y la modificación de los límites para la contratación de personal y de los requisitos de ingreso; la modificación de los grados topes en los estamentos técnico, administrativo y auxiliar; el otorgamiento de un bono, por una sola vez, a los funcionarios municipales que se indican; la obligación de mantener información sobre personal en los respectivos portales de transparencia; el establecimiento de perfiles ocupacionales definidos para los cargos directivos; la creación de una asignación para funcionarios de las plantas de jefatura y directivos según requisitos; y establece normas referidas a la imputación presupuestaria de la presente iniciativa.

II. Efectos de la Indicación sobre el Gasto Fiscal

El proyecto tiene un costo global estimado para los municipios de $ 6.214 millones en 2015; de $ 29.620 millones en 2016 y de $ 55.957 millones anuales a partir de 2017, según el desglose que se detalla en la siguiente tabla:

	
	
	
	Millones de $

	
	2015
	2016
	2017 (régimen)

	Costo Total
	6.214
	29.620
	55.957

	Asignaciones (Profesional y Directivo-Jefatura)
	804
	9.650
	28.383

	Aumento de grados 10 al 20
	1.267
	19.970
	19.970

	Aumento de grados 15 al 20
	0
	0
	7.604

	Bono especial
	4.143
	0
	0

	Aporte Fiscal
	12.000
	24.000
	36.000


Para su financiamiento se considera, en 2015, un aporte fiscal especial de $12.000 millones incluido en la respectiva Ley de Presupuestos. Para 2016 y 2017 se considera un aporte fiscal extraordinario de $ 24.000 millones y $36.000 millones respectivamente. Los referidos aportes, según lo indicado en el artículo sexto transitorio de la presente ley, se financiarán con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público. A partir de 2018 se considera un incremento, por un monto equivalente al de 2017, en el aporte al Fondo Común Municipal.”.
- Finalmente, se presentó informe financiero sustitutivo, de fecha 14 de diciembre de 2015, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes

El proyecto de ley, considerando la indicación presentada por el Ejecutivo, establece normas relativas a las facultades orgánicas de los municipios y un conjunto de disposiciones aplicables a los funcionarios municipales.

Las principales medidas respecto de beneficios para los funcionarios municipales, incluyen: otorgar una asignación profesional a los funcionarios de las plantas de directivos, profesionales y jefaturas; permitir que los beneficiarios del artículo 14 de la ley N°20.649 puedan acceder al bono post laboral de la ley N°20.305; encasillar en el grado superior al personal de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares que cumplan los requisitos respectivos; modificar los límites para la contratación de personal; modificar los requisitos de ingreso y promoción en los cargos de planta del personal municipal; modificar los grados topes en los estamentos de jefaturas, técnico, administrativo y auxiliar; crear una asignación para funcionarios de las plantas de jefatura y directivos según los requisitos establecidos; y otorgar un bono, por una sola vez, a los funcionarios municipales que se indican;

Por otra parte, respecto de los municipios, el proyecto considera: facultar modificar periódicamente las plantas del personal municipal; establecer la obligación de remitir determinada información sobre personal a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, y de mantener aquella en los respectivos portales de transparencia; establecer normas que fortalecen las políticas de recursos humanos; y establecer normas referidas a la imputación presupuestaria de la presente iniciativa.

Finalmente, el proyecto aumenta, a partir del año 2018, el aporte permanente del Fisco al Fondo Común Municipal.

II. Efectos de la Indicación Sobre los Gastos Fiscales

El proyecto tiene un costo global estimado para los municipios de $38.652 millones en 2016 y de $54.101 millones anuales en 2017 en adelante, según el desglose que se detalla en la siguiente tabla:

Millones de $ de 2015

	
	2016
	2017 (y en régimen)

	Costo Total
	38.652
	54.101

	Asignaciones (Profesional y Directivo-Jefatura)
	9.019
	26.527

	Aumento de grados 10 al 20
	19.970
	19.970

	Aumento de grados 15 al 20
	0
	7.604

	Bono especial por una sola vez
	9.663
	-

	Aporte fiscal
	32.000
	36.000


Para su financiamiento se considera en 2016, un aporte fiscal de $32.000 millones, de los cuales $8.000 millones serán con cargo al presupuesto de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, y lo restante, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público.

En 2017 se considera un aporte fiscal extraordinario de $36.000 millones con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público.

A partir de 2018, se considera un incremento en el aporte Fiscal al Fondo Común Municipal, por $36.000 millones anuales.”.
Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
- - -

MODIFICACIONES





En conformidad con los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en su segundo informe:
Artículo 1°
Inciso primero
Sustituir la frase “A contar del 1 del mes siguiente al de publicación de la presente ley,” por la siguiente: “A contar del 1 de enero del año 2016,”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 1 bis).
Artículo 3°
°°°
Incorporar el siguiente inciso final, nuevo: 
“Esta información, con excepción de la contenida en la letra d) anterior, se deberá mantener a disposición permanente del público, en la misma manera indicada en el artículo 7° de la ley N° 20.285, estando sometido el cumplimiento de esta obligación al control de transparencia activa del Consejo para la Transparencia.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 2 bis).
°°°
Artículo 4°
Numeral 4)
Sustituir, en la oración que se propone incorporar en la letra a) del artículo 27, la expresión “y grado de remuneración” por “, grado de remuneración y, respecto del personal a honorario contratado con cargo al subtítulo 21, ítem 03, del presupuesto municipal, el detalle de los servicios prestados”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Numeral 5)
Reemplazarlo por el siguiente: 

“5) Agrégase en el artículo 31 los siguientes incisos segundo y tercero:

“Asimismo, en este reglamento, las municipalidades podrán crear unidades que estimen necesarias para su funcionamiento, pudiendo asignarle funciones de las unidades designadas en los artículos 21, 22, 23, 25 y 27 de esta ley, las cuales, en dicho caso, no serán  ejercidas por aquellas mientras sean asignadas a la nueva unidad.

Para la creación de dichas unidades será necesario que se justifique su necesidad mediante informe fundado emitido por la Secretaría de Planificación Comunal y la de Administración Municipal. El mencionado informe deberá ser conocido por el concejo en forma previa a la aprobación del reglamento. En ningún caso se podrán crear unidades que no cuenten con el debido financiamiento municipal para su funcionamiento.”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 3 bis).
Numeral 6) 

Modificarlo del siguiente modo:
- En el artículo 49 bis:
Eliminar en el inciso primero la oración: “En este proceso, los Alcaldes podrán considerar la opinión de un Comité Bipartito constituido especialmente para este efecto, conformado por funcionarios y representantes del Alcalde, la cual podrá ser presentada al Concejo Municipal en ejercicio con anterioridad a la readecuación de las plantas.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 4 bis).
Agregar, en el numeral 5 del inciso tercero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: “En este proceso, los Alcaldes podrán considerar la opinión de un Comité Bipartito constituido especialmente para este efecto, conformado paritariamente por funcionarios y representantes del Alcalde, la cual podrá ser presentada al concejo municipal en ejercicio con anterioridad a la readecuación de las plantas.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 5 bis).
Incorporar en el inciso tercero el siguiente numeral 9, nuevo:

“9. Lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 5° de la ley N° 15.231, en el artículo 7° de la ley N° 19.602 y en el artículo 16 de esta ley, en lo atingente a la posición de los cargos que allí se indican.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 6 bis).
- En el artículo 49 ter:
Agregar, en la letra a) del inciso primero, un párrafo segundo, nuevo, del siguiente tenor:

“En el ejercicio de esta facultad, los Alcaldes podrán encasillar de acuerdo al escalafón de mérito, a los funcionarios titulares en una planta distinta a la que estos pertenecen en la medida que hayan quedado vacantes luego de la provisión indicada en el párrafo anterior, siempre que se cumplan los requisitos propios del cargo y, además, los siguientes:

i) Que el funcionario, a lo menos tres años antes, esté realizando las funciones propias del estamento de la planta en que se encasilla;

ii) Que el funcionario acepte previamente, por escrito, el traspaso.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 7 bis).
Sustituir, en la letra c) del inciso primero, la expresión “y 53”, por “, 53 y 54”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 8 bis).
- En el artículo 49 quáter:
Intercalar, en el inciso primero, entre la expresión “cada ocho años,” y los términos “siempre que se cumplan”, la frase “y dentro de los 2 años siguientes a contar del cumplimiento de dicho período,”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 9 bis).
Artículo 5°
Numeral 1)
Sustituirlo por el siguiente:

“1) Modifícase el artículo 2°, en el siguiente sentido: 

a) Reemplázase en su inciso cuarto, el vocablo veinte, la primera vez que aparece, por “cuarenta”, y la expresión “cuatro” por “ocho”.
b) Agrégase el siguiente  inciso final, nuevo:

“El gasto anual en personal no podrá exceder, respecto de cada municipalidad, del 42% (cuarenta y dos por ciento) de los ingresos propios percibidos en el año anterior. Se entenderá por gasto en personal el que se irrogue para cubrir las remuneraciones correspondientes al personal de planta y a contrata. Asimismo, se considerarán en dicho gasto los honorarios a suma alzada pagados a personas naturales, honorarios asimilados a grado, jornales, remuneraciones reguladas por el Código del Trabajo, suplencias y reemplazos, personal a trato y/o temporal y alumnos en práctica. A su vez, los ingresos propios percibidos serán considerados como la suma de los ingresos propios permanentes señalados en el artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales más los ingresos por participación en el Fondo Común Municipal indicados en el artículo 14 de la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.  (Letra a): mayoría de votos, 4 a favor y 1 en contra. Letra b): unanimidad 5x0.  Indicación número 10 bis).
Numeral 3)
Modificarlo de la siguiente manera:
- Sustituir, en el encabezamiento, la expresión “los siguientes incisos finales, nuevos”, por “el siguiente inciso final, nuevo”. (Adecuación formal).
- Reemplazar, en el N° 6) del inciso que se agrega en el artículo 8°, la frase “Haber aprobado la educación básica o encontrarse en posesión de estudios equivalentes”, por la siguiente: “Haber aprobado la educación media o su equivalente”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 11 bis).
- Suprimir el inciso final que se agrega en el artículo 8°. (Unanimidad 5x0. Indicación número 12 bis).
°°°

Intercalar el siguiente numeral 5), nuevo:

“5) Añádase, en el artículo 16, el siguiente inciso tercero, nuevo: 

“No obstante lo anterior, en el caso de los requisitos para cargos directivos municipales, estos podrán considerar perfiles ocupacionales definidos por el Programa Academia de Capacitación Municipal y Regional de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, a que se refieren los artículos 4° y siguientes de la ley N° 20.742.”.”. (Mayoría de votos, 3 a favor y 2 abstenciones.  Indicación número 13 bis)
°°°

Numerales 5) y 6)
Pasan a ser numerales 6) y 7), respectivamente, sin enmiendas.

---

Disposiciones transitorias
Artículo Primero

Sustituirlo por el siguiente: 

“Artículo Primero.- A contar del 1 de enero del año 2016, el personal titular de planta, regido por la ley Nº 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, que se encuentre nombrado al 1 de enero de 2015 como titular en un cargo de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares entre los grados 10° al 20°, ambos inclusive, será encasillado en el grado inmediatamente superior siempre que se haya desempeñado, a lo menos, durante cinco años, continuos o discontinuos contados con anterioridad al 1 de enero de 2015 en la misma municipalidad. Para dicho efecto se considerará el tiempo servido en la respectiva planta, sea en calidad de titular o a contrata asimilada a ella.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 14 bis).
Artículo Sexto

Inciso primero

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo Sexto.- El Fisco efectuará un aporte extraordinario a las municipalidades durante el año 2016 de M$ 32.000.000 (treinta y dos mil millones de pesos) y en el año 2017 de M$ 36.000.000 (treinta y seis mil millones de pesos).”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 15 bis).
Artículo Séptimo

Reemplazarlo por el siguiente: 

“Artículo Séptimo.- El monto de la asignación profesional establecida en el artículo 1° y de la asignación Directivo-Jefatura dispuesta en el artículo Undécimo Transitorio de la presente ley ascenderá a un 34% (treinta y cuatro por ciento) de su monto total desde el 1 de enero de 2016 y hasta el 31 de diciembre de ese año; y a un 100% (cien por ciento) de ella a contar del 1 de enero del año 2017.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 16 bis).
Artículo Octavo

Inciso primero

Letra b)

Sustituirla por la siguiente:

“b) Respecto de los funcionarios municipales titulares de un cargo de las plantas de técnicos, administrativos o auxiliares a quienes se les aplique el artículo primero transitorio de esta ley, el bono ascenderá a cuatro veces la diferencia que resulte entre el total de haberes brutos que le corresponda en el mes de enero del año 2016 y el total de haberes brutos del mes anterior. Para efectos del presente literal, no se considerarán la asignación de mejoramiento de la gestión municipal establecida en la ley N° 19.803, la bonificación contemplada en el artículo 3° de la ley N° 20.198, la bonificación anual del artículo 44 de la ley N° 20.883,  las horas extraordinarias, ni ninguno de los beneficios concedidos por una sola vez, contemplados en la ley N° 20.883. También tendrán derecho a dicho bono, los funcionarios a contrata que se encuentren en las mismas condiciones de los funcionarios de planta antes señalados y que se les aplique el artículo tercero transitorio de esta ley.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 17 bis).
Artículo Noveno

Inciso primero

Reemplazar la frase “por primera vez dentro del año 2018”, por “a partir del 1 de enero del año 2018 y hasta el 31 de diciembre del año 2019”. (Mayoría de votos, 3 a favor y 2 abstenciones.  Indicación número 18 bis).
Artículo Undécimo

Inciso primero

- Sustituir la frase “a partir del día 1 del mes siguiente al de publicación de esta ley,”, por la siguiente: “a contar del 1 de enero del año 2016,”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 19 bis).
- Intercalar, entre la expresión “de las plantas Jefaturas” y los términos “y Directivos”, la  expresión “, Profesionales”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 20 bis).
Inciso segundo

Número 2

Suprimir los párrafos primero, segundo, tercero y cuarto. (Unanimidad 5x0. Indicación número 21 bis).
Artículo Duodécimo

Inciso segundo

Sustituirlo por el siguiente:

“Con todo, los aportes extraordinarios del fisco, indicados en el artículo sexto transitorio se financiarán con cargo al presupuesto de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, y en lo que faltare con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 22 bis).
°°°

- Incorporar el siguiente artículo Décimo Tercero transitorio, nuevo:

“Artículo Décimo Tercero.- Las municipalidades que puedan aumentar la dotación a contrata en virtud de la modificación dispuesta por esta ley al artículo 2° de la ley N° 18.883, deberán priorizar en las nuevas contrataciones bajo esa modalidad al personal a honorario que se encuentre contratado con cargo al subtítulo 21, ítem 03, del presupuesto municipal, a la fecha de publicación de la presente ley.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 23 bis).
- Agregar el siguiente artículo Décimo Cuarto transitorio, nuevo:

“Artículo Décimo Cuarto.- Los funcionarios que hayan ingresado a las respectivas plantas cumpliendo los requisitos exigidos al momento de su nombramiento de conformidad a lo dispuesto en el artículo 1° transitorio de la ley N° 19.280, mantendrán su derecho a ser encasillados en las mismas plantas en que se encontraban a la fecha de publicación de esta ley.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 24 bis).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY
“Artículo 1°.- A contar del 1 de enero del año 2016, concédase una asignación profesional a los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980 y por la ley N° 18.883, de las plantas de directivos, profesionales y jefaturas, así como a los funcionarios a contrata asimilados a grados de las señaladas plantas, siempre que cumplan con los demás requisitos del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974. 





Esta asignación se pagará mensualmente, tendrá carácter imponible y tributable y no se considerará base de cálculo para determinar ninguna otra remuneración o beneficio económico. Su monto será el mismo que establece el artículo 19 de la ley N° 19.185 para los grados que resulten procedentes. 





Lo dispuesto en este este artículo no se aplicará a los Alcaldes, ni a los Jueces de Policía Local. 





Artículo 2º.- Los ex funcionarios regidos por la ley Nº 18.883 que percibieron las bonificaciones por retiro voluntario en virtud del artículo 14 de la ley Nº 20.649, que habiendo presentado la solicitud para acceder al bono establecido en la ley Nº 20.305, al momento de solicitar dichas bonificaciones no se les hubiere dado curso al pago del bono por haberse considerado inaplicables estas normas por no cumplir con los plazos de doce meses contemplados en los artículos 2º número 5) y 3º de la ley Nº 20.305; tendrán derecho a acceder al mencionado bono siempre que cumplan los requisitos para acceder a él.





El bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que haya cesado en sus funciones.




Artículo 3°.- Las municipalidades estarán obligadas a remitir, a lo menos anualmente, a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, información referida a las siguientes materias, según los medios y en los formatos que determine al efecto dicha Subsecretaría: 





a) Modificaciones efectuadas a la planta de personal;





b) Dotación incluyendo personal de planta y a contrata, honorarios a suma alzada pagados a personas naturales, honorarios asimilados a grado, jornales, remuneraciones reguladas por el Código del Trabajo, suplencias y reemplazos, personal a trato y/o temporal y alumnos en práctica;





c) Identificación de las fuentes de financiamiento de programas que posibilitan contratación de personas sobre la base de honorarios;





d) Escalafón de mérito vigente;





e) Antigüedad del personal, tanto en la respectiva municipalidad como en otros órganos de la administración del Estado;





f) Conceptos remuneratorios variables según particularidad de cada funcionario; y,





g) Gasto total en recursos humanos.





La información remitida sólo podrá ser utilizada por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para proponer y evaluar las políticas y planes correspondientes al ámbito municipal, así como estudiar y proponer las normas aplicables a dicho sector.
Esta información, con excepción de la contenida en la letra d) anterior, se deberá mantener a disposición permanente del público, en la misma manera indicada en el artículo 7° de la ley N° 20.285, estando sometido el cumplimiento de esta obligación al control de transparencia activa del Consejo para la Transparencia.




Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:





1) Modifícase el artículo 6° en el siguiente sentido:





a) En su letra b) reemplázase su expresión final “, y” por un punto y coma (;). 





b) Reemplázase en su letra c) el punto final (.) por un punto y coma (;).




c) Agrégase la siguiente letra e) nueva:





“e) La política de recursos humanos.”.




2) Reemplázase en el numeral 5) del inciso tercero del artículo 14, el guarismo “218.000” por “1.052.000”.





3) En la letra b) del artículo 22 intercalar, entre la palabra “participación” y la expresión “en el municipio” lo siguiente: “y de la ciudadanía”.





4) Agrégase en la letra a) del artículo 27 a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) la oración siguiente: 





“Además, deberá informar trimestralmente al concejo municipal sobre las contrataciones de personal realizadas en el trimestre anterior, individualizando al personal, su calidad jurídica, estamento, grado de remuneración y, respecto del personal a honorario contratado con cargo al subtítulo 21, ítem 03, del presupuesto municipal, el detalle de los servicios prestados. También, en la primera sesión de cada año del concejo, deberá informar a éste sobre el escalafón de mérito del personal municipal y un reporte sobre el registro del personal enviado y tramitado en la Contraloría General de la República en el año inmediatamente anterior.”.





5) Agrégase en el artículo 31 los siguientes incisos segundo y tercero:

“Asimismo, en este reglamento, las municipalidades podrán crear unidades que estimen necesarias para su funcionamiento, pudiendo asignarle funciones de las unidades designadas en los artículos 21, 22, 23, 25 y 27 de esta ley, las cuales, en dicho caso, no serán ejercidas por aquellas mientras sean asignadas a la nueva unidad.

Para la creación de dichas unidades será necesario que se justifique su necesidad mediante informe fundado emitido por la Secretaría de Planificación Comunal y la de Administración Municipal. El mencionado informe deberá ser conocido por el concejo en forma previa a la aprobación del reglamento. En ningún caso se podrán crear unidades que no cuenten con el debido financiamiento municipal para su funcionamiento.”.




6) Agréganse, a continuación del artículo 49, los siguientes nuevos artículos 49 bis, 49 ter y 49 quáter:





“Artículo 49 bis.- Los Alcaldes, a través de un reglamento municipal, podrán fijar o modificar las plantas del personal de las municipalidades, estableciendo el número de cargos para cada planta y fijar sus grados, de conformidad al Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980, del Ministerio de Hacienda. 





Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 53, el reglamento que se dicte ejerciendo la potestad reconocida en el inciso anterior,  estará sometido al trámite de toma de razón ante la Contraloría General de la República y se publicará en el Diario Oficial.





Para el ejercicio de esta facultad se deberán considerar los siguientes límites y requisitos:





1. El límite de gasto en personal vigente a la fecha del reglamento respectivo.





2. La disponibilidad presupuestaria. El cálculo de la disponibilidad presupuestaria y su proyección deberán considerar los ingresos propios y el gasto en personal de los tres años precedentes al proceso de fijación o modificación de las plantas; todo lo cual deberá ser certificado previamente por los jefes de las unidades de administración y finanzas y control de la municipalidad respectiva.





3. Disponer de escalafón de mérito del personal actualizado, conforme a lo dispuesto en los artículos 49 y 50 de la ley N° 18.883.





4. En caso que se incremente el número total de cargos en la planta de personal, a lo menos un 75% (setenta y cinco por ciento) de los nuevos cargos que se creen deberán requerir título profesional o técnico.





5. Los Alcaldes deberán realizar consulta a las asociaciones de funcionarios regidos por la ley N° 18.883 existentes en la respectiva municipalidad, en el proceso de elaboración de la planta de personal. En este proceso, los Alcaldes podrán considerar la opinión de un Comité Bipartito constituido especialmente para este efecto, conformado paritariamente por funcionarios y representantes del Alcalde, la cual podrá ser presentada al concejo municipal en ejercicio con anterioridad a la readecuación de las plantas.




6. Los Alcaldes deberán presentar la propuesta de planta de personal y del reglamento que la contenga al concejo municipal, la que deberá ser aprobada por los dos tercios de sus integrantes en ejercicio.





7. El concejo municipal no podrá aumentar el número de cargos ni modificar los grados que contenga la proposición y sólo podrá reducir o rechazar la proposición de planta.





8. La municipalidad deberá remitir copia del reglamento que determine la planta respectiva y sus antecedentes a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, dentro de los sesenta días posteriores a su dictación.
9. Lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 5° de la ley N° 15.231, en el artículo 7° de la ley N° 19.602 y en el artículo 16 de esta ley, en lo atingente a la posición de los cargos que allí se indican.




En caso que la fijación de la nueva planta haya considerado una proyección de ingresos y gastos para la municipalidad determinada con negligencia inexcusable, se entenderá que se configurará causal de notable abandono de deberes, tanto de parte del Alcalde como del o los concejales que hayan participado de tal decisión. Para dichos efectos se procederá según lo dispuesto en los artículos 60 letra c), 76 literal f) y 77.





El o los concejales que hubieren votado por rechazar la propuesta de planta, podrán recurrir al Tribunal Electoral Regional, para solicitar que declare el notable abandono de deberes, según lo dispuesto en el inciso anterior, dentro del plazo de 30 días hábiles contados desde la aprobación de la planta por parte del concejo municipal. Con todo, el Alcalde sólo podrá remitir a la Contraloría General de la República, el reglamento a que se refiere el inciso primero de este artículo, una vez transcurrido el plazo precedentemente señalado en el artículo anterior, sin que se haya interpuesto la acción que establece el inciso anterior o una vez que el Tribunal Electoral Regional haya rechazado la acción. Lo dispuesto en este inciso será certificado por el Secretario del Tribunal Electoral Regional.




Artículo 49 ter.- Para los procesos de encasillamiento del personal que se originen en la fijación o modificación de plantas de personal de conformidad al procedimiento dispuesto en el artículo precedente, se seguirán las normas siguientes:





a) Los funcionarios de las plantas de directivos, profesionales, jefaturas, técnicos, administrativos y auxiliares, se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, estos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta.
En el ejercicio de esta facultad, los Alcaldes podrán encasillar de acuerdo al escalafón de mérito, a los funcionarios titulares en una planta distinta a la que estos pertenecen en la medida que hayan quedado vacantes luego de la provisión indicada en el párrafo anterior, siempre que se cumplan los requisitos propios del cargo y, además, los siguientes:

i) Que el funcionario, a lo menos tres años antes, esté realizando las funciones propias del estamento de la planta en que se encasilla;

ii) Que el funcionario acepte previamente, por escrito, el traspaso.




b) Una vez encasillado el personal de la letra a) precedente en los cargos que queden vacantes, se encasillará a los funcionarios a contrata asimilados a las referidas plantas, que se encuentren en servicio al 31 de diciembre del año anterior a la entrada en vigencia del reglamento que fija o modifica la planta de personal.





Los funcionarios a contrata señalados en el párrafo anterior, sólo podrán ser encasillados siempre que tengan, a lo menos, cinco años de servicios continuos en la respectiva municipalidad anteriores al encasillamiento, cumplan con los requisitos generales y específicos del cargo correspondiente, y, se encuentren calificados en lista N°1, de distinción, o lista N°2, buena.





El nombramiento deberá realizarse en un cargo vacante que corresponda a la misma planta y grado al cual se encontraban asimilados. Con todo, aquellos funcionarios que hubieren experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en los últimos treinta y seis meses anteriores al encasillamiento, sólo podrán ser encasillados en el grado que tenían con anterioridad a dicho mejoramiento.





En caso que existan más funcionarios a contrata que cargos vacantes, la provisión de éstos se efectuará, en primer término, de acuerdo al resultado de la última calificación obtenida y, en caso de empate, conforme a la antigüedad de servicio en la respectiva municipalidad, y en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Alcalde. 





c) Una vez practicado el procedimiento anterior, los cargos que queden vacantes se proveerán con los funcionarios señalados en la letra a) anterior, de acuerdo a los artículos 51, 52, 53 y 54 de la ley N° 18.883. Si después de este procedimiento quedaren aún cargos vacantes, estos se proveerán en conformidad a lo estatuido en el Párrafo I del Título II de la citada ley.





d) Lo dispuesto en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:





i.- El encasillamiento no podrá tener como consecuencia, ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, cesación de funciones o término de la relación laboral del personal. 





ii.- No podrá significar pérdida del empleo, disminución de sus remuneraciones, excepto en el caso contemplado en el párrafo tercero del literal b), ni modificación de derechos previsionales.





iii.- Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.





iv.- Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.





Artículo 49 quáter.- La facultad conferida en el artículo 49 bis podrá ejercerse cada ocho años, y dentro de los 2 años siguientes a contar del cumplimiento de dicho período, siempre que se cumplan los requisitos y límites que establece esta ley.





En caso de corresponder hacer uso de la citada facultad en un año en el que se realicen elecciones municipales, dicho derecho podrá ejercerse solo durante el año siguiente a estas.





La facultad establecida en el artículo 49 ter deberá ejercerse dentro de los 90 días siguientes a la fecha de total tramitación del reglamento municipal que aprueba la planta respectiva y tendrá vigencia a contar del 1 de enero del año siguiente a dicha fecha.




7) Agrégase a continuación del punto final del inciso segundo del artículo 56, que pasa ser punto seguido, la siguiente frase: 





“Además, deberá presentar para aprobación del concejo la política de recursos humanos, la cual deberá contemplar, a lo menos, los mecanismos de reclutamiento y selección; promoción y capacitación; y, egreso. Dicha política podrá incluir además diversos planes piloto relacionados con el recurso humano, a fin de permitir un mejor desempeño laboral.”.





8) Introdúcense en el inciso segundo del artículo 67 las siguientes modificaciones:





a) Reemplázase, en el literal g) la coma (,) y la conjunción “y” que le sigue por un punto y coma (;).





b) Agrégase la siguiente letra h) nueva, pasando la actual a ser letra i):





“h) Estado de la aplicación de la política de recursos humanos, y”.





Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales:

1) Modifícase el artículo 2°, en el siguiente sentido: 

a) Reemplázase en su inciso cuarto, el vocablo veinte, la primera vez que aparece, por “cuarenta”, y la expresión “cuatro” por “ocho”.
b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“El gasto anual en personal no podrá exceder, respecto de cada municipalidad, del 42% (cuarenta y dos por ciento) de los ingresos propios percibidos en el año anterior. Se entenderá por gasto en personal el que se irrogue para cubrir las remuneraciones correspondientes al personal de planta y a contrata. Asimismo, se considerarán en dicho gasto los honorarios a suma alzada pagados a personas naturales, honorarios asimilados a grado, jornales, remuneraciones reguladas por el Código del Trabajo, suplencias y reemplazos, personal a trato y/o temporal y alumnos en práctica. A su vez, los ingresos propios percibidos serán considerados como la suma de los ingresos propios permanentes señalados en el artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales más los ingresos por participación en el Fondo Común Municipal indicados en el artículo 14 de la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.




2) Agrégase, en el artículo 7°, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:





“Las plantas municipales establecidas de acuerdo al inciso anterior tendrán las siguientes posiciones relativas:

Alcaldes

del grado 1 al 6

Directivos 

del grado 3 al 10

Profesionales

del grado 5 al 12

Jefaturas

del grado 7 al 12

Técnicos

del grado 9 al 17

Administrativos 
del grado 11 al 18

Auxiliares 

del grado 13 al 20.




Para los efectos de establecer el grado asignado al cargo de Alcalde dentro de la planta municipal respectiva al momento de fijarla o modificarla de conformidad a lo dispuesto por el artículo 49 bis de la ley N° 18.695, los municipios deberán ajustarse a la categoría en que se encuentren según el total de sus ingresos anuales percibidos o el número de habitantes de la comuna, a su elección. Un reglamento dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, fijará las categorías según los criterios antes indicados y el rango de grados posibles para cada categoría. Dicho reglamento deberá dictarse en los seis meses siguientes a la publicación de esta ley.”.




3) Agrégase, en el artículo 8°, el siguiente inciso final, nuevo:





“Para el ingreso y la promoción en los cargos de las plantas de personal de las municipalidades se deberá cumplir con los siguientes requisitos:





1) Plantas de Directivos: título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocido por éste.





No obstante, para los cargos de dirección destinados al mando superior de las unidades que se indican seguidamente, deberán cumplirse los requisitos específicos que se señalan:





a) Para la unidad de obras municipales se requerirá título de arquitecto, de ingeniero civil, de ingeniero constructor civil o de constructor civil, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste.





b) En la unidad de asesoría jurídica se requerirá título de abogado, habilitado para el ejercicio.





2) Plantas de Profesionales: Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste.





3) Plantas de Jefaturas: Título profesional de una carrera de, a lo menos, 8 semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste.





4) Plantas de Técnicos: Título técnico de nivel superior otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste, en el área que la municipalidad lo requiera; o, en su caso, título de técnico nivel medio, en el área que la municipalidad lo requiera, otorgado por una institución de educación del Estado o reconocida por éste; o haber aprobado, a lo menos, cuatro semestres de una carrera profesional impartida por una institución del Estado o reconocida por éste, en el área que la municipalidad lo requiera.





5) Plantas de Administrativos: Licencia de educación media o su equivalente.





6) Plantas de Auxiliares: Haber aprobado la educación media o su equivalente. Para el ingreso o la promoción a cargos que impliquen el desarrollo de funciones de chofer, será necesario estar en posesión de la licencia de conducir que corresponda según el vehículo que se asignará a su conducción.




4) Intercálase, en el artículo 15, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:





“Las municipalidades deberán dictar un reglamento de concurso público.”.
5) Añádase, en el artículo 16, el siguiente inciso tercero, nuevo: 

“No obstante lo anterior, en el caso de los requisitos para cargos directivos municipales, estos podrán considerar perfiles ocupacionales definidos por el Programa Academia de Capacitación Municipal y Regional de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, a que se refieren los artículos 4° y siguientes de la ley N° 20.742.”.





6) En el artículo 20 agrégase, después de las palabras “personas propuestas” la expresión “con especial consideración de los factores señalados en el inciso segundo del artículo 16”.





7) Agrégase en el inciso primero del artículo 25 a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) la oración siguiente: “Dichos programas deberán contemplar, a lo menos, cursos sobre probidad administrativa, contabilidad y gestión financiera municipal, estas dos últimas materias preferentemente para aquellos funcionarios que se desempeñen en áreas afines.”.





Artículo 6°.- Derógase el artículo 1° de la ley N° 18.294, que establece normas y otorga facultades para instalación de nuevas municipalidades creadas en la Región Metropolitana de Santiago y modifica el decreto ley 3.063, de 1979.





Artículo 7°.- Deróganse los artículos 11 y 12 de la ley N° 19.280, que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades y Establece Normas Sobre Plantas de Personal de las Municipalidades.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS





Artículo Primero.- A contar del 1 de enero del año 2016, el personal titular de planta, regido por la ley Nº 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, que se encuentre nombrado al 1 de enero de 2015 como titular en un cargo de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares entre los grados 10° al 20°, ambos inclusive, será encasillado en el grado inmediatamente superior siempre que se haya desempeñado, a lo menos, durante cinco años, continuos o discontinuos contados con anterioridad al 1 de enero de 2015 en la misma municipalidad. Para dicho efecto se considerará el tiempo servido en la respectiva planta, sea en calidad de titular o a contrata asimilada a ella.




Artículo Segundo.- El personal de planta, regido por la ley Nº 18.883, que se haya encontrado nombrado al 1 de enero de 2015 como titular en un cargo de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares en los grados 15º al 20º, ambos inclusive, será encasillado a partir del 1 de enero de 2017 en el grado inmediatamente superior al que está en posesión a esta última fecha.





Para acceder a lo establecido en el inciso anterior, los funcionarios titulares de planta deberán haberse desempeñado, a lo menos, durante cinco años, continuos o discontinuos contados con anterioridad al 1 de enero de 2015 en la misma municipalidad. Para dicho efecto se considerará el tiempo servido en la respectiva planta, sea en calidad de titular o a contrata asimilada a ella.





Artículo Tercero.- Sin perjuicio de las normas que regulan el empleo a contrata, los Alcaldes podrán, de acuerdo a la respectiva disponibilidad presupuestaria, modificar los decretos que determinan al personal a contrata para efectos de aplicar en los mismos términos a este personal lo dispuesto en los artículos primero y segundo transitorios anteriores. En este caso, las modificaciones de grados entrarán en vigencia a partir de la fecha de la total tramitación del respectivo acto administrativo.





Para acceder a lo establecido en el inciso precedente, los funcionarios a contrata deberán haberse desempeñado, a lo menos, durante cinco años, continuos o discontinuos contados con anterioridad al 1 de enero de 2015 en la misma municipalidad. Para dicho efecto se considerará el tiempo servido a contrata asimilado a la respectiva planta.





El personal a contrata al cual se le aplique este artículo, no quedará afecto a la limitación establecida en el inciso tercero de la letra b) del artículo 49 ter de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que se incorpora a través de la presente ley, respecto de los mejoramientos de grado remuneratorio en los últimos 36 meses.





Artículo Cuarto.- Para efectos de la aplicación de los artículos primero y segundo transitorios de la presente ley, se utilizarán los cargos vacantes de las respectivas plantas de personal. 





Si aplicado el mecanismo anterior faltaren cargos, los Alcaldes estarán facultados para modificar las plantas del personal de las municipalidades, sólo con el objeto de crear los cargos necesarios para ello. A su vez, se entenderán suprimidos por el sólo ministerio de la ley, en el mismo número de cargos que cree, aquellos cuya vacancia generen los funcionarios a los cuales se encasille de acuerdo a los artículos primero y segundo transitorios de esta ley. Con todo, no se suprimirán los cargos correspondientes al último grado de cada una de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares, y siempre deberá quedar, a lo menos, un cargo en cada grado de dichas plantas. Con todo, el número total de cargos de cada una de las plantas antes señaladas deberá ser, a lo menos, el mismo que existía con anterioridad al encasillamiento.





Los actos administrativos que formalicen lo dispuesto en el inciso anterior deberán dictarse dentro de los noventa días siguientes a las respectivas fechas que fijan los artículos primero y segundo transitorios precedentes disponiendo los respectivos encasillamientos. 





Para la aplicación de lo dispuesto en los artículos primero y segundo transitorios de la presente ley, se podrá superar el límite establecido en el inciso final del artículo 2° de la ley N° 18.883, incorporado por el número 1) del artículo 5° de la presente ley, sólo hasta los porcentajes que sean necesarios para la señalada aplicación.





Artículo Quinto.- Los cambios de grado que determine la aplicación de los artículos primero a tercero transitorios de esta ley, no serán considerados como ascensos para los efectos previstos en la letra g) del artículo 97 de la ley N° 18.883. 





Los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo, como asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto. 





Artículo Sexto.- El Fisco efectuará un aporte extraordinario a las municipalidades durante el año 2016 de M$ 32.000.000 (treinta y dos mil millones de pesos) y en el año 2017 de M$ 36.000.000 (treinta y seis mil millones de pesos).




La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, mediante resolución, que será visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda; anualmente determinará los montos que a cada municipalidad le corresponda. Dicha resolución dispondrá primeramente el financiamiento en su totalidad del incremento de grados dispuesto en los artículos primero, segundo y tercero transitorios. El remanente que resulte luego de financiar el mencionado incremento se destinará al pago de las otras asignaciones y bonos otorgados en esta ley. Para determinar los montos correspondientes a cada municipalidad se ordenarán éstas de acuerdo al mayor gasto en personal que origine el pago de las aludidas asignaciones, distribuyendo los recursos disponibles desde menor a mayor gasto hasta su total distribución.




Las municipalidades deberán acreditar mediante los medios, forma y oportunidad que determine dicha Subsecretaría los costos involucrados para la aplicación del presente artículo.





Para dichos efectos los Alcaldes a través de un oficio solicitarán anualmente a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo los fondos respectivos, documento que será acompañado por certificado emitido por los jefes de las unidades de administración y finanzas y control, el que además deberá ser suscrito por el respectivo secretario municipal en su calidad de ministro de fe, el que contendrá un resumen de los mayores costos por gastos en personal, clasificados por grado tanto respecto de los funcionarios de planta como de los a contrata. 





Los oficios a que se refiere el inciso cuarto, deberán ser enviados a la citada Subsecretaría dentro de los noventa días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, para efecto del pago de los beneficios del año correspondiente.





Para la entrega de los aportes respectivos a los años posteriores, los oficios deberán ser enviados a más tardar el 28 de abril de cada año. 





Las municipalidades sólo podrán destinar los citados fondos aportados a financiar el mayor gasto determinado por la aplicación del artículo 1° y artículos primero, segundo, tercero, octavo y undécimo transitorios de la presente ley. 





La no destinación de los fondos transferidos a los fines a que se refiere el inciso anterior será sancionada de acuerdo a la escala de penas establecidas en el artículo 236 del Código Penal.





Artículo Séptimo.- El monto de la asignación profesional establecida en el artículo 1° y de la asignación Directivo-Jefatura dispuesta en el artículo Undécimo Transitorio de la presente ley ascenderá a un 34% (treinta y cuatro por ciento) de su monto total desde el 1 de enero de 2016 y hasta el 31 de diciembre de ese año; y a un 100% (cien por ciento) de ella a contar del 1 de enero del año 2017.




Artículo Octavo.- Concédese, por una sola vez, a los funcionarios municipales que a continuación se indican, un bono especial, imponible y tributable, cuyo monto ascenderá a:





a) Respecto de los funcionarios municipales que tengan derecho a percibir la asignación profesional del artículo 1° o la asignación Directivo-Jefatura del artículo undécimo transitorio de esta ley en el mes siguiente al de su publicación, el bono ascenderá a cuatro veces el monto que le corresponda por ese concepto en dicho mes. 





b) Respecto de los funcionarios municipales titulares de un cargo de las plantas de técnicos, administrativos o auxiliares a quienes se les aplique el artículo primero transitorio de esta ley, el bono ascenderá a cuatro veces la diferencia que resulte entre el total de haberes brutos que le corresponda en el mes de enero del año 2016 y el total de haberes brutos del mes anterior. Para efectos del presente literal, no se considerarán la asignación de mejoramiento de la gestión municipal establecida en la ley N° 19.803, la bonificación contemplada en el artículo 3° de la ley N° 20.198, la bonificación anual del artículo 44 de la ley N° 20.883, las horas extraordinarias, ni ninguno de los beneficios concedidos por una sola vez, contemplados en la ley N° 20.883. También tendrán derecho a dicho bono, los funcionarios a contrata que se encuentren en las mismas condiciones de los funcionarios de planta antes señalados y que se les aplique el artículo tercero transitorio de esta ley.





Este bono se pagará en una sola cuota, en el mes subsiguiente a la fecha de publicación de la presente ley, sólo a quienes se encuentren en funciones a dicha fecha.





Artículo Noveno.- Las facultades concedidas en los artículos 49 bis y 49 ter de la ley N° 18.695, introducidos por el artículo 4° de la presente ley, podrán ejercerse a partir del 1 de enero del año 2018 y hasta el 31 de diciembre del año 2019.





La modificación establecida por el número 2 del artículo 4° de la presente ley, entrará en vigencia a contar del 1 de enero del año 2018.





Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establecen en el número 3 del artículo 5° de la presente ley, no serán exigibles respecto de los funcionarios municipales titulares y a contrata en servicio a la fecha de publicación de la presente ley. Asimismo, a los funcionarios municipales a contrata en servicio a dicha fecha cuyos contratos se prorroguen, no les serán exigibles los requisitos antes señalados.





Artículo Décimo.- Deróganse las correspondientes normas que fijaron las plantas de personal de las municipalidades del país, a contar de la fecha de entrada en vigencia del primer reglamento que fije para cada municipalidad la nueva planta de personal establecida en virtud de los artículos 49 bis y 49 ter de la ley N° 18.695, según corresponda.





Artículo Undécimo.- Concédase, a contar del 1 de enero del año 2016, al personal de planta y contrata, regido por la ley Nº 18.883, de las plantas Jefaturas, Profesionales y Directivos, una asignación especial de Directivo-Jefatura, siempre que no tengan derecho a la asignación del artículo 1° de esta ley. La asignación del presente artículo, sólo se concederá al personal antes señalado que se encontraba en funciones en las mencionadas plantas al 1 de enero de 2015.





El monto de la asignación se determinará conforme a las reglas siguientes: 





1.- Valores asignación directivo- jefatura:

GRADOS 

$ MES

3

227.306

4

214.442

5

213.747

6

190.844

7

174.139

8

156.183

9

141.338

10

127.907

11

115.754

12

104.754





Los valores antes señalados se reajustarán en los mismos porcentajes y oportunidades que las remuneraciones del sector público.





2.- Esta asignación se pagará mensualmente, tendrá carácter imponible y tributable y no se considerará base de cálculo para determinar ninguna otra remuneración o beneficio económico.




Artículo Duodécimo.- El mayor gasto que irroguen las modificaciones dispuestas en la presente ley será de cargo municipal. 

Con todo, los aportes extraordinarios del fisco, indicados en el artículo sexto transitorio se financiarán con cargo al presupuesto de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, y en lo que faltare con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

Artículo Décimo Tercero.- Las municipalidades que puedan aumentar la dotación a contrata en virtud de la modificación dispuesta por esta ley al artículo 2° de la ley N° 18.883, deberán priorizar en las nuevas contrataciones bajo esa modalidad al personal a honorario que se encuentre contratado con cargo al subtítulo 21, ítem 03, del presupuesto municipal, a la fecha de publicación de la presente ley. 

Artículo Décimo Cuarto.- Los funcionarios que hayan ingresado a las respectivas plantas cumpliendo los requisitos exigidos al momento de su nombramiento de conformidad a lo dispuesto en el artículo 1° transitorio de la ley N° 19.280, mantendrán su derecho a ser encasillados en las mismas plantas en que se encontraban a la fecha de publicación de esta ley.”.
---

Acordado en sesiones celebradas los días 9 y 14 de diciembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Carlos Montes Cisternas.


Sala de la Comisión, a 16 de diciembre de 2015.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR EN EL CARGO DE CONTRALOR GENERAL DE LA REPÚBLICA AL SEÑOR JORGE BERMÚDEZ SOTO

(S 1.843-05)
HONORABLE SENADO:

La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar la proposición de S.E. la señora Presidenta de la República, para designar como Contralor General de la República al señor Jorge Bermúdez Soto, cargo que se encuentra vacante por el cese de funciones del señor Ramiro Mendoza Zúñiga.

A la sesión en que se analizó esta proposición asistieron, además de los integrantes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica.

Igualmente, concurrieron el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Jorge Burgos; el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre; el Ministro Secretario General de Gobierno, señor Marcelo Díaz, y el abogado señor Jorge Bermúdez Soto.

Estuvieron presentes el señor Sebastián Silva, quien acompañó al señor Bermúdez, y el funcionario de la Contraloría General de la República, don Alejandro Riquelme.

Participaron, asimismo, los asesores legislativos que a continuación se mencionan: de la Honorable Senadora señora Goic, señora Fernanda Paúl y señor Gerardo Bascuñán; del Honorable Senador señor Harboe, señor Sebastián Lewis; del Honorable Senador señor Araya, señor Robert Angelbeck; del Honorable Senador señor Horvath, señor Fernando Navarro; del Honorable Senador señor Prokurica, señor Rodrigo Suárez, y del Honorable Senador señor Espina, señores Andrés Aguilera y Andrés Longton.

-.-.-


Cabe consignar que, según lo dispone el inciso segundo del artículo 98 de la Ley Fundamental, esta proposición requiere, para ser aprobada, del voto conforme de los tres quintos de los señores Senadores en ejercicio.

-.-.-

ANTECEDENTES

1. De Derecho

1.1. Constitución Política de la República

- El inciso segundo de su artículo 98 regula los requisitos y el procedimiento para el nombramiento del Contralor General de la República, estableciendo que quien sirva este cargo debe ser un abogado con al menos diez años de titulación, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio. La norma agrega que su designación corresponde al Presidente de la República, con acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio y que durará en el cargo ocho años, no podrá ser designado para el período siguiente y cesará en el mismo al cumplir setenta y cinco años de edad.

- A su vez, el número 5) de su artículo 53 establece, entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran. Esta disposición añade que si esta corporación no se pronunciare dentro de los treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.

1.2. Ley N° 10.336, Orgánica de la Contraloría General de la República1.

En sus artículos 2°, 3°, 4° y 5° dispone, en síntesis, que la Contraloría General del República estará a cargo de un funcionario que tendrá el título de Contralor General de la República. Agrega que éste será nombrado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado y que gozará de las prerrogativas e inamovilidad que las leyes señalan para los miembros de los Tribunales Superiores de Justicia. Su remoción corresponderá al Presidente de la República, previa resolución judicial tramitada en la forma establecida para los juicios de amovilidad que se siguen contra los Ministros de los Tribunales Superiores de Justicia y por las causales señaladas para los Ministros de la Corte Suprema. Agrega que el Contralor General tendrá las atribuciones y deberes que respecto de él o de la Contraloría señale la Constitución Política, la ley N° 10.336 y las demás disposiciones vigentes o que se dicten.

1.3. Reglamento del Senado

En su artículo 205, indica que los asuntos que importen el ejercicio de alguna de las atribuciones constitucionales exclusivas del Senado, no podrán resolverse sin informe previo de la Comisión que corresponda.

2. De Hecho

2.1. Oficio del Ejecutivo

En su oficio N° 2.582, de fecha 14 de diciembre de 2015, S.E. la señora Presidenta de la República recuerda que por D.S. N° 476, del Ministerio de Hacienda, de 9 de abril de 2007, se nombró en el cargo de Contralor General de la República a don Ramiro Mendoza Zúñiga, por el plazo de ocho años, agregando que el referido cargo se encuentra vacante desde el 11 de abril de 2015.


Hace presente que, en conformidad al artículo 98 de la Constitución Política de la República, el Contralor es nombrado por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio, por un período de ocho años. Debe tener a lo menos diez años de título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades para un ciudadano con derecho a sufragio.


Enseguida, pone de manifiesto que por oficio N° 1.947, de 7 de septiembre de 2015, se propuso el nombre del señor Enrique Petar Rajevic Mosler para ese cargo, añadiendo que, sin embargo, el Senado, mediante oficio N° 248/SEC/15, de 14 de octubre de 2015, comunicó que tal propuesta se había rechazado.


Expresa que, en mérito de todo lo anterior, viene en recabar el acuerdo de esta Corporación para designar como Contralor General de la República, por el período de ocho años, a don JORGE BERMUDEZ SOTO, C.I. N° 8.366.993-4, quien reúne los requisitos exigidos por la Carta Fundamental.

2.2. Síntesis de los antecedentes contenidos en el curriculum vitae del candidato


Según consta en el curriculum vitae que se adjunta al presente informe, el señor Bermúdez Soto es abogado, nació el 8 de julio de 1969 y es Licenciado en Ciencias Jurídicas en la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, Master en Derecho Comunitario Europeo por la Universidad Autónoma de Madrid, Doctor en Derecho por la misma Universidad y Post Doctorado en Derecho Ambiental por las Universidades de Giessen y de Heidelberg.


Se desempeña actualmente como Profesor de Derecho Administrativo y Ambiental en la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso.


En el ámbito profesional, ha ejercido labores en diversos organismos, tales como la Corporación Nacional Forestal de la V Región, la Unidad de Medio Ambiente del Consejo de Defensa del Estado, la Subsecretaría de Pesca, la Superintendencia del Medio Ambiente y el gabinete del Ministro de Defensa Nacional, entre otros.


Igualmente, ha participado en el estudio de proyectos de ley y de normas reglamentarias en materia ambiental.


Además, cuenta con numerosas publicaciones en el ámbito del derecho administrativo, del derecho ambiental y de la justicia ambiental. Es, asimismo, autor de monografías y capítulos de libros referidos a las mismas materias. Igualmente, ha publicado artículos en distintas revistas jurídicas, ha desarrollado variados proyectos de investigación y ha participado en seminarios y encuentros referidos a las ya indicadas áreas.

 - -

Consideración de la proposición en la Comisión

Al iniciarse la sesión, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, dio la bienvenida a los señores Ministros de Estado presentes, al señor Bermúdez y a los señores Senadores que participaron.


A continuación, ofreció la palabra al señor Jorge Bermúdez, quien fuera propuesto por S.E. la señora Presidenta de la República para ocupar el cargo de Contralor General de la República.


El señor Bermúdez agradeció la nominación con que lo distinguiera la Primera Mandataria, así como también la invitación formulada por la Comisión.

Inició su presentación manifestando que proporcionaría, en primer lugar, una visión general acerca del Órgano Contralor y de la forma como éste se inserta en la situación institucional de nuestro país.

Señaló que la Contraloría General de la República constituye un órgano que no tiene parangón en el Derecho Comparado, aun cuando pueda haber instituciones que guarden alguna semejanza. Expresó que, en nuestro medio, buena parte de lo que ocurre con la vigencia del Estado de Derecho y con los principios de legalidad y de probidad pasa necesariamente por dicha institución.

Luego, como las grandes funciones que le competen, mencionó el control de legalidad y el deber de velar por la buena gestión de los recursos públicos. Estas son, dijo, las dos principales áreas y focos de la actuación de esta institución.

Aludiendo a la buena gestión de los recursos públicos, expresó que la relación entre el poder y la corrupción está presente, desafortunadamente, en todos los lugares y en todos los Estados del mundo. Agregó que la corrupción se ve como una enfermedad que ataca a los Estados y que puede transformarse en crónica si no se controla a tiempo.

Explicó, enseguida, que existe una relación directa entre el control de la corrupción y el desarrollo de los países, añadiendo que los propios conceptos de corrupción y de probidad evolucionan en el tiempo y cambian en el espacio. Indicó que las faltas a la probidad generalmente se dan en el terreno de la opacidad, razón por la cual los instrumentos para perseguirlas deben necesariamente irse adaptando. Todo ello, añadió, representa una clara preocupación para la ciudadanía.


A continuación, desarrolló los principios o “ideas fuerza” que, según su parecer, deberían orientar el trabajo de la Contraloría General de la República.


En primer lugar, mencionó la ética interna que debe guiar su funcionamiento. En esta materia, sostuvo que el Órgano Contralor debe ser un referente en materia de probidad y un faro en la observancia de los principios de probidad, eficacia, eficiencia, economía de recursos públicos y en lo que se propone denominar “austeridad republicana”. Explicó que la austeridad republicana es el concepto que resume los principios que rigen el actuar de una “buena administración” y comprende las ya referidas legalidad, probidad, eficacia y eficiencia y economía de los recursos públicos. Hizo presente, asimismo, que los ciudadanos tienen derecho a la “buena administración” y deben hacerlo valer.


Luego, se refirió a la intangibilidad del patrimonio público, el cual representa los recursos que pertenecen a todos los ciudadanos. Este principio, precisó, corresponde a la piedra de tope de la acción de la Contraloría, es intransable e importa la “tolerancia cero” con tales recursos. Explicó que, en el resguardo de este ámbito, el Órgano Contralor debe utilizar todos los instrumentos que le entrega el ordenamiento jurídico, es decir, el juicio de cuentas, el sumario, la acción del Consejo de Defensa del Estado y, eventualmente, la remisión de los respectivos antecedentes al Ministerio Público.


Luego, mencionó la necesidad de que, en sus actuaciones, la Contraloría General de la República se valga de un lenguaje directo y claro. En este sentido, estimó recomendable evitar imprecisiones o expresiones como es el caso de la tan utilizada “si bien es cierto, no es menos cierto”. Señaló que lo que dice el Órgano Contralor debe estar expresado en términos sencillos para que se entiendan y, de este modo, puedan superarse las observaciones que se están formulando. Hizo presente que en el ejercicio profesional y académico, es posible advertir que existen casos en que los funcionarios incurren en errores o incluso en ilegalidades por no entender bien los dictámenes de este organismo. Indicó que, del mismo modo, se han planteado juicios en contra del Estado porque la Administración activa no ha comprendido los dictámenes de la Contraloría.


Esta institución, enfatizó, debe actuar con sencillez y evitar que la actuación del Estado se burocratice con cuestiones formales. En este aspecto, recordó que el excesivo formalismo de la Contraloría ha obstaculizado, en ocasiones, la actuación de la Administración activa, añadiendo que cuando dicha entidad se concentra excesivamente en lo formal, pierde el foco en lo más relevante de su accionar, que es el control de la “legalidad material” de la actuación de la Administración. Ello redunda, por ejemplo, en que se produzcan largos tiempos de respuesta.


Enseguida, mencionó el principio de interpretación progresiva de la norma. En esta materia, explicó que la ley, al ser aplicada, requiere necesariamente de interpretación. Siendo así, la Contraloría General no solo debe realizar una interpretación de tipo formal, sino que precisa incorporar un principio de interpretación progresiva para evitar que la ley caiga en el desuso, o bien, que no logre la finalidad pública que persigue. Informó que esto ocurre especialmente cuando el Órgano Contralor interpreta de manera formal una atribución que ejerce la Administración activa.


A continuación, se refirió a la necesidad de que en el seno de la referida institución exista la necesaria mística institucional y el debido respeto al funcionario. En este contexto, señaló que debe valorarse el aporte de aquellos funcionarios que han acumulado una mayor experiencia, reconociendo su carrera funcionaria y apoyando su jubilación solo en condiciones favorables. A la vez, destacó que constituye un desafío encantar a los funcionarios jóvenes y evitar la denominada “puerta giratoria”, de manera que ellos lleguen a concretar una carrera funcionaria prolongada y, llegado el momento, puedan también aportar su experiencia a la institución. Aseveró que así como la Contraloría General debe actuar guardando el debido respeto a los ciudadanos y a sus derechos, también debe hacerlo respecto a los funcionarios que trabajan en ella, especialmente en relación a su carrera funcionaria.


Finalmente, aludió a la relación de confianza y colaboración que esta institución debe mantener con los Poderes del Estado, en particular con el Legislativo. En esta materia, connotó que la Contraloría General de la República debe esmerarse en la entrega de la información y en la actuación requerida por el Congreso Nacional, por ejemplo, en aspectos concernientes a los tiempos de respuesta. Asimismo, indicó que debe utilizar la facultad que la ley le otorga en cuanto a plantear al Parlamento las dudas y dificultades que se susciten con motivo de la interpretación y aplicación de las leyes. Explicó que esta facultad puede ejercerse con ocasión de la cuenta pública, como también mediante comunicaciones específicas dirigida al Congreso en cualquier momento.


A continuación, anunció que se referiría a las funciones en las cuales la Contraloría General de la República debería poner el mayor énfasis.


Indicó que bajo el marco normativo actual, y sin que ello requiera de una modificación legislativa, la actuación del Órgano Contralor puede dirigirse con especial ahínco a las siguientes tareas:


- Destacó, en primer lugar, la función de fiscalización, sea que ésta se refleje en auditorías, investigaciones especiales o sumarios. Se trata, dijo, de una competencia esencial de la Contraloría General de la República, por lo que ella debe traducirse en el organigrama de la institución y en los recursos humanos y materiales dispuestos para su consecución. En esta materia, informó que un buen indicador de lo anterior es el número de horas/hombre que se invierte en la auditoría, versus las que se invierten en otras tareas de orden burocrático interno. Agregó que la auditoría es naturalmente ex post; sin embargo, eso no quiere decir que únicamente pueda desarrollarse con posterioridad a la actuación formal. En efecto, explicó que la auditoría puede insertarse en el propio procedimiento administrativo y colaborar con la decisión de la Administración. Así las cosas, la emisión oportuna de un dictamen podría también ayudar en la resolución de las dudas que surjan con ocasión de la tramitación de un procedimiento administrativo. Hizo presente que esto responde también a los ya mencionados principios de eficacia y eficiencia que deben inspirar toda su actuación.

A la vez, connotó que los pre-informes de auditoría deben señalar detalladamente cuáles son las observaciones y las no conformidades que se detectan frente a una determinada situación, haciendo, en lo posible, una enumeración de ellas. Igualmente, sostuvo que debe fortalecerse la etapa de seguimiento del informe de auditoría, teniendo en cuenta que muchas veces se fiscaliza reiteradamente un aspecto o materia y se reitera el error, porque no se ha indicado claramente la solución al mismo o no se le ha hecho un seguimiento.


Aseveró que en el cumplimiento de esta función cobra importancia la actualización del denominado “mapa de riesgos”, explicando que existen servicios y actividades más propensos a tener problemas. En este contexto, sostuvo que el mapa o matriz de riesgos debería atender a criterios flexibles y en constante actualización y revisión, tales como: a) el monto de los recursos involucrados; b) el porcentaje que representan esos recursos en el presupuesto de la respectiva entidad; c) el diseño legal y los controles internos del servicio o actividad; d) el impacto público-social, y e) la reiteración y reincidencia.


Luego, abordó la función jurídica que le compete al Órgano Contralor.


Se refirió, en primer término, al principio de interpretación plausible, que implica que la Administración activa es la que aplica el ordenamiento jurídico con efecto respecto de terceros. La Contraloría General, dijo, debiera considerar esa interpretación, dando valor a la presunción de legalidad. Esta presunción, añadió, podrá ser derribada si existen motivos trascendentes para ello y, especialmente, en aquellos casos en que la actuación ilegal comprometa los recursos públicos.

Sostuvo que en el control de legalidad se involucran todos los principios que forman parte del Estado de Derecho y que se aplican directamente a la Administración, en particular los de proporcionalidad, eficacia y eficiencia, seguridad jurídica y probidad. Por lo mismo, consideró que lo ideal es que los abogados revisores de la división jurídica de la Contraloría tengan experiencia previa y variada, o bien, que puedan ponerse en el lugar de la Administración activa.


Luego, abordó los efectos que la toma de razón debe tener para el propio Órgano Contralor. A este respecto, aseveró que la toma de razón debe tener un efecto, al menos a priori, vinculante para éste. Señaló que, en ocasiones, la Contraloría toma razón y, luego, con ocasión del ejercicio de otros instrumentos -como los dictámenes o auditorías- se contradice. Al respecto, aseveró que el cambio de criterio solo puede darse si existen motivos relevantes para adoptarlo.


Adicionalmente, se refirió a la necesidad de transparentar el procedimiento administrativo en materia de emisión de dictámenes. La Contraloría General, dijo, debe ser la primera en aplicar en el procedimiento de formulación de dictámenes, la ley N° 19.880, sobre bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado, en particular lo concerniente a los plazos de respuesta y a la observancia de los derechos de los interesados. En esta materia, observó que el Dictamen N° 24.143-2015 parece insuficiente.


Enseguida, se refirió a otros aspectos complementarios de la actuación de la Contraloría General de la República.


En lo concerniente al personal de la Administración del Estado, observó que sería pertinente reactivar el contencioso funcionarial. Hizo presente que el Estatuto Administrativo consagra, en su artículo 60, un contencioso funcionarial ante la Contraloría General para que los funcionarios reclamen de las vulneraciones de sus derechos, instancia que progresivamente ha ido cayendo en desuso.


En lo referente al apoyo a la capacitación, afirmó que el Órgano Contralor debería ofrecer capacitación a los funcionarios de la Administración activa, en particular al de las municipalidades más alejadas del centro. Puntualizó que la capacitación no solo implica conocer las normas de probidad, sino que también las de la “buena administración”, haciendo notar que un funcionario bien capacitado y competente tiene más herramientas para detectar y frenar la corrupción.


Por otra parte, mencionó la labor que dicha institución podría desarrollar en materia de certificación de competencias. Esta tarea sería voluntaria al principio y, luego, habiendo un cambio legal, podría pasar a ser obligatoria. Hizo presente que, además, la certificación tendrá incidencia en el ya mencionado “mapa de riesgo”.


Complementando su exposición, pasó a reseñar algunos aspectos de funcionamiento interno de la institución que deberían ser objeto de una revisión.


Mencionó, en primer lugar, la carrera funcionaria del personal, la cual se perjudica por el hecho de ser la totalidad de los empleados de la institución de la confianza del Contralor General.


Enseguida, se refirió a la potenciación de las regiones, lo que puede lograrse disponiendo dotaciones adecuadas de funcionarios para las oficinas regionales y delegando algunas facultades. Indicó que aun cuando no haya cambios normativos sobre este particular, bien podría haber avances orientados a la descentralización y a la desconcentración de la labor de la institución.


Adicionalmente, aludió a la conveniencia de crear una Contraloría Regional para la Región Metropolitana. En este aspecto, señaló que es pertinente clarificar el rol de las divisiones, consistente en dar directrices, añadiendo que, sin embargo, en algunos casos en este momento se confunde dicho rol con el operativo. Añadió que la creación de esta Contraloría Regional Metropolitana permitiría también ordenar el rol del Contralor General respecto de las autoridades de esta Región. Citó como ejemplo el caso de un secretario regional ministerial que pide dictamen a un Contralor Regional y obtiene una respuesta que le impacta solo a él. En cambio, si el dictamen lo pide un secretario ministerial metropolitano al Contralor General, impactará a todo Chile y a todo el correspondiente ministerio.


Finalizando su alocución, mencionó otras ideas a considerar, algunas de las cuales requerirían de un cambio legislativo previo para implementarse. Son las siguientes:


- La creación del Centro de Estudios Avanzados de la Administración Pública, vinculado a la Contraloría General de la República;


- La Contraloría General debería ejercer una función docente, entregando una habilitación para ingresar a la Administración;


- La creación de una certificación de “buena administración” de los servicios públicos, teniendo presente que ella incluye más principios que la sola probidad;


- La creación del contencioso administrativo asentado dentro de la Contraloría General. Expuso que para todas aquellas materias que no tengan un contencioso administrativo especial, podría existir un agotamiento previo de la vía administrativa ante el Órgano Contralor, con un reclamo de ilegalidad ante las Cortes de Apelaciones;


- Una mayor incorporación de medios electrónicos, por ejemplo, el procedimiento administrativo electrónico, los expedientes del juicio de cuentas, etc.;


- La incorporación de la Consulta Indígena en aquellas actuaciones que puedan afectar a poblaciones protegidas, y


- La actualización, en el corto plazo -no más de seis meses-, del anteproyecto de ley orgánica de la Contraloría General de la República a través de la formación de una comisión representativa de reforma a su ley orgánica.

Finalizada esta alocución, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, la agradeció y ofreció la palabra al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública.


El señalado Secretario de Estado, señor Jorge Burgos, manifestó que la experiencia profesional y los méritos académicos del señor Bermúdez, unidos a su espíritu de modernización, lo han hecho merecedor de la designación propuesta por S.E. la señora Presidenta de la República.


Agregó que el Órgano Contralor requiere ser actualizado, observando que para el logro de este objetivo, el señor Bermúdez puede ofrecer la valiosa trayectoria y experiencia que ostenta en el ámbito del derecho administrativo.


El Honorable Senador señor Araya reseñó que conoció al Profesor Bermúdez en actividades académicas relacionadas con el derecho administrativo y el derecho ambiental, lo que le permite señalar que posee una experiencia práctica en diversas áreas de la Administración, con lo cual tiene una visión que muchas veces dista de lo que se puede analizar desde la academia.


En relación a la Contraloría General de la República, observó que su planta de personal depende enteramente de la confianza del Contralor General, situación que genera incertidumbre e inestabilidad en los funcionarios cada vez que se procede a la designación de un nuevo Contralor. Lo anterior, dijo, constituye un aspecto de considerable complejidad.


Enseguida, consultó al señor Bermúdez su opinión en materia de modernización del Órgano Contralor, añadiendo que si bien con el anterior titular hubo avances en dicho aspecto, aún sigue siendo un organismo que entraba la función de la Administración o que al menos representa un desfase en la misma.


El Honorable Senador señor Espina felicitó al señor Bermúdez por su extenso y completo currículum, destacando que éste permite advertir que reúne el ejercicio de la academia con una experiencia profesional brillante, además de una destacada labor investigativa y de las publicaciones realizadas en diversas revistas jurídicas. Sostuvo, asimismo, que la exposición escuchada fue muy completa.


Manifestó, enseguida, que parte de la autonomía de una institución deriva de que quien trabaja en ella no debe estar sujeto a la inestabilidad laboral. Subrayó que si hay un germen que fomenta el silencio ante los actos de corrupción, es el ya señalado. Por ello, instó a considerar este aspecto.


El Honorable Senador señor Horvath valoró la trayectoria académica del candidato, su destacado ejercicio profesional ligado al servicio público y la claridad de la exposición realizada.


A la vez, criticó el centralismo que se advierte en la Contraloría, así como el hecho de que los funcionarios dependan de la confianza del Contralor General.


Resaltó que el énfasis puesto por el señor Bermúdez en la sencillez del lenguaje que debe utilizarse es un elemento clave, porque la opacidad que a menudo caracteriza los actos administrativos genera confusión y entraba el quehacer del Estado. Precisó que el legalismo y formalismo imperantes, fruto de la herencia española, propende a una verdadera asfixia, que debe superarse.


Por otra parte, instó a acoger la propuesta de S.E. la señora Presidenta de la República en forma transversal, sobre todo tomando en consideración la relevancia del cargo que se trata de proveer y la duración del mismo.


El Honorable Senador señor Prokurica remarcó que uno de los temas que se ha discutido en el ámbito de la OCDE es el hecho de que la fiscalización que realiza la Contraloría General de la República se basa en un modelo de legalidad neta, sobre todo en lo que dice relación con la comparación de boletas con gastos. Este método, aclaró, va quedando atrás. Preguntó al señor Bermúdez su opinión respecto a la posibilidad de que esa institución ejerza una fiscalización de mérito en relación a las inversiones públicas. Advirtió que las universidades públicas estiman que la fiscalización de la Contraloría se transforma en un problema para ellas al competir con las universidades privadas, cuyas inversiones no están sometidas a esa vigilancia.


Consultó, enseguida, por la posibilidad de que empresas públicas como Codelco-Chile sean fiscalizadas por la Contraloría General de la República, de manera que dicho organismo pueda evaluar el mérito de las inversiones que se realizan y, de este modo, se evite la sensación de que en esas empresas las cosas no se hacen del todo bien.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, valoró los méritos del señor Bermúdez así como el interés que ofreció la exposición realizada. Reseñó, enseguida, que la Administración, a través de expedientes como gastos indebidos o la situación del personal a honorarios, ha ido vulnerando el principio de austeridad republicana, que, a su juicio, reviste la mayor relevancia. Consultó al candidato su parecer frente a esta materia.


Señaló, a continuación, que, en su exposición, el señor Bermúdez se refirió a la intangibilidad del patrimonio público y le solicitó profundizar en dicho concepto. Le preguntó, a la vez, cómo la Contraloría podría dialogar con instituciones como el Ejército o el Ministerio de Bienes Nacionales, que disponen de un patrimonio público a menudo desatendido y poco fiscalizado.


Sostuvo, por otra parte, que debería haber una señal clara respecto a la situación del personal de la institución, la cual es poseedora de una escuela, de una formación y de una tradición valiosas, no obstante que sus funcionarios viven una situación laboral precaria al depender de la confianza de la máxima autoridad.


Finalizó elogiando la labor desarrollada por el señor Bermúdez en materia medioambiental.


El Honorable Senador señor Larraín destacó la labor del candidato tanto en el ámbito académico como en la gestión desarrollada en el ámbito del servicio público.


Le consultó, luego, cómo entiende la función de una Contraloría independiente. Señaló que dicha institución dicta resoluciones y emite dictámenes estando continuamente sujeta a muchas presiones. Se preguntó cómo puede alcanzarse la independencia en dicho escenario.


Inquirió también cómo avanzar en el esfuerzo de desburocratizar el Órgano Contralor en la era digital, enfatizando que la velocidad es indispensable y que la burocracia indudablemente perjudica dicho factor.


Respecto al proceso de modernización y regionalización, preguntó si es posible transformar la estructura interna de la Contraloría sin que haya previamente cambios normativos. Conjeturó si no sería más adecuado buscar un modelo regional diferente, sobre la base de los cambios legales que sean necesarios.


Luego, aludió al control de fondo que realiza el Órgano Contralor, que fue mencionado en oposición al control de forma. En esta materia, consultó por el límite y las diferencias que habría entre el control de fondo y el denominado control de mérito.


Igualmente, indicó que existen instituciones sujetas en forma algo indebida a la supervigilancia de la Contraloría. Es el caso de las universidades públicas, las cuales podrían someterse a un sistema de control distinto, más dinámico y acorde con su funcionamiento.


Asimismo, inquirió al señor Bermúdez si estima que el Órgano Contralor es lo suficientemente transparente y accesible para la opinión pública y qué se podría hacer para fortalecer la transparencia de las instituciones que están bajo el ámbito de su competencia.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión concedió la palabra al abogado señor Bermúdez, para contestar las consultas y comentarios antes expuestos.


En primer término, el señor Bermúdez se refirió a la situación de los funcionarios de la Contraloría General de la República. Opinó que en dicho organismo se produce virtualmente el fenómeno de la constitución monárquica, puesto que tiene un jerarca que es el Contralor General, quien tiene la facultad de remover a todos los funcionarios porque todos ellos son de su exclusiva confianza.


Sostuvo que dicha situación es anómala e insostenible en el tiempo, añadiendo que, sin embargo, quienes han sido titulares del organismo han actuado con prudencia a este respecto.


Añadió que la constitución monárquica también se advierte en el poder de organización interna que posee el Contralor, quien puede, por ejemplo, abrir o cerrar Contralorías o dependencias regionales. Recalcó que una tarea pendiente para solucionar lo planteado es la dictación de una nueva ley que regule la organización y las atribuciones de la institución.


Respecto a otras consultas vinculadas a este mismo tema, puntualizó que no se puede desconocer que la Contraloría General forma parte de nuestra institucionalidad y que colabora decididamente en la configuración del Estado de Derecho. Añadió que, actualmente, desde el punto de vista de su estructura, de su visibilidad pública y del ejercicio de sus funciones, es una institución distinta. Sin embargo, puntualizó que las tareas que ejerce necesariamente deben irse adecuando a los tiempos. Subrayó que los fenómenos de faltas a la probidad son dinámicos, por lo que los instrumentos que se utilizan para enfrentarlos deben también irse perfilando y perfeccionando en forma progresiva. Recalcó que, atendido lo anterior, el proceso de modernización de dicho organismo debe ser permanente.


En otro orden de ideas, en relación a la sencillez del lenguaje, aseveró que, en el día a día, el Órgano Contralor debería ser un poco más claro y frontal. Sostuvo que ello llevaría a solucionar de manera más sencilla los problemas que se producen, agregando que para lograr lo anterior, deben mejorarse ciertos mecanismos internos. En esta misma materia, manifestó que en el largo plazo la Contraloría debería colaborar con la Administración activa, por ejemplo, a través, de un Centro de Estudios Avanzados en materia de administración pública.


En relación con las consultas planteadas respecto al control de legalidad y al control de mérito, señaló que lo primero a considerar es que existen principios generales que orientan la Administración del Estado. Añadió que éstos son de índole normativa y se encuentran en la ley orgánica constitucional sobre bases generales de la Administración del Estado. Puntualizó que en dicho cuerpo legal se consagran los principios de responsabilidad, control, legalidad, eficacia, eficiencia, coordinación y probidad. Por lo tanto, sostuvo que cuando la Contraloría ejerce el control de legalidad debe contrastar su actuación con dichos principios. Agregó que cuando dicho organismo verifica la legalidad de la actuación, puede decir, por ejemplo, si un gasto fue eficaz. En este sentido, ese control es de mérito pero está acotado y queda dentro del control de legalidad.


En respuesta a la consulta sobre la fiscalización de las empresas públicas, opinó que es un aspecto en el cual el Estado está avanzando. En esta materia, precisó que si bien aquellas empresas están eximidas de la aplicación de la ley de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios, respecto de algunas adquisiciones ciertas empresas de este tipo igualmente se están sometiendo, como una buena práctica, a dicho cuerpo normativo. Ello, en razón de que comprar por esa vía es más eficiente.


No obstante, agregó que muchas entidades se someterán a dicho control cuando se produzcan los cambios normativos del caso.


A este mismo respecto, añadió que la Contraloría General de la República fue creada para controlar y resguardar el patrimonio público y, en tal sentido, debería pronunciarse cada vez que están en juego dichos recursos. Hizo presente que el rol de la institución debería estar determinado no tanto por el carácter del órgano al que va dirigida la transferencia de los recursos, sino más bien por la naturaleza de los mismos.


Por lo tanto, recalcó que cada vez que –por ejemplo- una universidad privada recibe fondos públicos, debería someterse a la fiscalización de la Contraloría. Se trata, dijo, de emplear una vía más moderna, que no entrabe el engranaje administrativo.


En este ámbito, hizo presente que existe un fenómeno denominado “huida del derecho administrativo”, que consiste en tratar de eludir los controles administrativos. Señaló que cuando ello ocurre, surgen los espacios de opacidad y el germen de la corrupción puede crecer fácilmente.


En relación con las observaciones relativas a la austeridad republicana que debe observarse, subrayó que ésta representa un conjunto de principios que se deben preservar en la actuación de la Administración. Consignó que tales principios dicen relación con la legalidad, con la economía de los recursos públicos, con el respeto a la probidad, con la eficacia y la eficiencia. Reiteró que no debe perderse de vista que los ciudadanos tienen derecho a la buena Administración y que ésta, a su vez, tiene el deber de comportarse con dicha austeridad.


En cuanto a la intangibilidad del patrimonio público, manifestó que existen ciertos ámbitos de mayor libertad de actuación respecto de dicho patrimonio. Añadió que lo anterior debe ser considerado dentro de lo que se denomina como mapa o matriz de riesgos, para poder perfilar mejor los instrumentos de control y evitar, de este modo, que se afecte el patrimonio público.


Desde el punto de vista de la descentralización de la Contraloría General y, particularmente, del rol del Contralor, señaló que una de las normas de la ley que regula la organización y las atribuciones de la institución dispone que todas las facultades que se mencionan en dicha ley corresponden, en cuanto a su ejercicio, al Contralor.


Sin embargo, resaltó que aun sin cambios normativos, es posible avanzar en la descentralización de la institución, la cual debe ir acompañada de la necesaria delegación de funciones.


En relación a las observaciones realizadas en torno a la independencia de la Contraloría, expresó que esta institución se encuentra definida en nuestra Carta Fundamental como un organismo autónomo. Asimismo, la ley sobre organización y atribuciones de la Contraloría General de la República señala, en su artículo 1°, que este órgano es independiente.


Reflexionó que aun así, se genera cierta disparidad entre ambos textos, por lo que una ley orgánica moderna debería plasmar el concepto consagrado en la Constitución Política.


Se preguntó, luego, cómo la Contraloría -que tiene gran incidencia en la actuación de la Administración activa- puede actuar de manera independiente. Al respecto, aseveró que lo anterior puede resolverse a través de la configuración que se le pueda otorgar a partir de la ley orgánica que la regula, enfatizando que, no obstante, el Contralor General también puede proponer cambios normativos.


Respecto al proceso de modernización de la institución, señaló que la toma de razón digital, a pesar de que solo representa un 1% de todos los actos sometidos a toma de razón, ha implicado un avance en dicho aspecto. Manifestó que también se puede seguir progresando en la desburocratización mediante la digitalización de los expedientes y el consiguiente acceso ciudadano a ellos.

Tocante a la regionalización de la institución, hizo presente una vez más que ella es factible aun sin una modificación legal previa, lo que da cuenta del amplio poder que tiene el Contralor General.


Finalizó sus explicaciones señalando que respecto a la dicotomía entre el control de forma y de mérito, la Contraloría General de la República tiene un límite, ya que no puede entrar en las decisiones de índole política, pero sí puede intervenir en las actuaciones jurídicas de la Administración, las cuales están dadas no solo por las normas respectivas, sino que también por los principios que la rigen.


Concluido este intercambio de opiniones, el señor Presidente de la Comisión agradeció a los invitados por su participación en esta sesión y procedió a despedirlos.


- En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros, los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti (Presidente), Espina, Tuma (Harboe) y Larraín, tiene el honor de informar que la proposición para nombrar a don Jorge Bermúdez Soto como Contralor General de la República, ha cumplido los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 15 de diciembre de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Alfonso De Urresti Longton (Presidente), Pedro Araya Guerrero, Alberto Espina Otero, Eugenio Tuma Zedán (Felipe Harboe Bascuñán) y Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, a 15 de diciembre de 2015.
(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.

1 El texto coordinado, sistematizado y refundido de la ley orgánica de la Contraloría, N° 10.336, está contenido en el decreto N° 2.421, del Ministerio de Hacienda, de 1964. La Disposición Cuarta Transitoria de la Carta Fundamental le da el carácter de ley orgánica constitucional.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR HORVATH, SEÑORA LILY PÉREZ Y SEÑOR GUILLIER CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD CHILENA POR ESPECIAL GRACIA, EN FORMA PÓSTUMA, AL CIUDADANO ESTADOUNIDENSE SEÑOR DOUGLAS TOMPKINS 

(10.448-17)

Considerando:

El fallecimiento de Douglas Tompkins, constituye una tragedia y ésta es muy coherente con su modo de vida. Él llegó a la Región de Aysén escalando el Monte Fitz Roy en los años 60. Se transformó en un empresario muy exitoso de elementos vinculados a la vida y en un ecologista a ultranza.

El Ecologista y ciudadano estadounidense, nace en Connecticut en el Estado de Ohio, el 28 de marzo de 1943. El Empresario llegó a 816.000 hectáreas entre Chile y Argentina.

Los proyectos conservacionistas de grandes extensiones adquiridos, directa o indirectamente, de carácter privado, que a partir de transacciones, han abierto polémicas en especial en diversos sectores, para destinarlos a la conservación de nuestra sociedad.

a) Pumalin (298.800 ha) Santuario de la Naturaleza desde 1995, será donado al Estado.

b) Corcovado (84.694 ha) donado al Estado en 2005.

c) Hacienda Chacabuco (79.029 ha) Parque privado de acceso público, será donado al Estado.

d) Cabo León (26.620) Será donado al Estado.

e) Yendegaia (38.750 ha) Terrenos donados al Estado en 2013

El Proyecto del Parque Pumalin en el caso de la Provincia de Palena y el de Yendegaia, en la Isla de Tierra del Fuego, antes mencionado, los dos proyectos cortan en dos el territorio nacional por tener límites de frontera internacional y el borde de mar de fiordos y canales del Océano Pacífico.

Douglas Tompkins y los proyectos que lideró abrió un necesario debate en el uso armónico del territorio y la necesidad de generar acuerdos: para conservación y para actividades de servicio y producción.

Estos también generarían un necesario debate pendiente,  para limitar la compra de grandes extensiones de terreno con distintos fines por parte de extranjeros y nacionales, dado que la continuidad territorial de Chile es esencial para su desarrollo integral, así como la diversidad de propietarios y usuarios, y para asegurar los servicios y calidad de vida a sus habitantes. 

Se requiere asegurar para fines públicos, franjas continuas y también privadas de integración física, ambiental y cultural del país que permitan los proyectos, construcción y operación de vías y servicios de utilidad pública, como caminos, ferrocarriles, conducción de gas, electricidad y redes de información.

La oposición de Douglas Tompkins al Camino Austral Continuo, ha significado muchos fondos públicos en estudio que han permitido mejorar los aspectos ambientales y el impacto de este tipo de obras, y que finalmente accedió a generar un camino austral de carácter turístico-escénico, que fuese compatible con las áreas de conservación. 

Su participación en la oposición a Megaproyectos que dañan la Patagonia y también activa una necesidad de apoyar las energías limpias y la eficiencia energética son muy valorables. 

La vida y los ideales, permiten importantes puntos de encuentro. Después de salvaguardar una franja continua de 100 mts., de ancho no declaradas Santuario, y pese que hasta la fecha no se realizan las obras de sendas contratadas, Douglas Tompkins finalmente también ya había entendido que el camino tenía que ser con belleza escénica, acomodado a la naturaleza y permitiendo proteger las áreas de conservación. 

Él y su esposa Kris McDivitt, generaron los Parques Pumalin, Corcovado, Yendegaia y el Patagonia. Deja él un legado muy importante para Chile y el Mundo y también la necesidad de lograr por ley, la necesaria planificación estratégica que armoniza el territorio.

Es por esto, que vengo a presentar la siguiente moción:

Moción

Que concede por especial gracia, la Nacionalidad chilena póstuma al ciudadano estadounidense señor Douglas Tompkins

Artículo único: “Concédase por especial gracia, la nacionalidad chilena póstuma al  ciudadano estadounidense Douglas Tompkins.”
(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑOR LETELIER, SEÑORAS ALLENDE, GOIC, MUÑOZ Y LILY PÉREZ Y SEÑORES CHAHUÁN, COLOMA, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, GUILLIER, HORVATH, MATTA, MONTES, OSSANDÓN, QUINTANA, QUINTEROS, ROSSI, IGNACIO WALKER, PATRICIO WALKER Y ZALDÍVAR POR EL QUE EXPRESAN SU SOLIDARIDAD EN LO RELATIVO A LAS VÍCTIMAS Y FAMILIARES DE LOS ESTUDIANTES ACTUALMENTE DESAPARECIDOS DE LA ESCUELA NORMAL RURAL DE AYOTZINAPA, MANIFESTANDO SU RESPALDO A LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Y ALENTANDO AL GOBIERNO MEXICANO A TOMAR LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA ESCLARECER ESTOS HECHOS

(S 1.845-12)
Tomando en cuenta que el derecho a la vida, la integridad física y la libertad personal son derechos esenciales, que todo Estado tiene el deber de respetar y proteger.

Conociendo que desde 27 de Septiembre de 2014, 43 estudiantes de la Escuela Normal Rural de Ayotzinapa, fueron detenidos por la policía municipal de Iguala y que posteriormente se ha perdido todo rastro de su situación. 

Tomando en cuenta que el gobierno mexicano ha desarrollado diversas investigaciones que no logran dar con el paradero de los estudiantes desaparecidos. 

Sabiendo que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos constituyó un Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes, GIEI, que ha emitido luego de 6 meses de investigación en terreno, un reciente informe el 6 de septiembre del 2015, que está muy bien fundado y que propone nuevas líneas de investigación e insiste en la necesidad de descubrir la verdad, realizar justicia y reparación a los familiares de las víctimas. 

Considerando que se ha firmado un protocolo de acción de 10 puntos entre el GIEI de la Comisión Interamericana y el Gobierno mexicano, donde se señala la importancia de esta nueva fase en la que espera que se den pasos sustantivos en este proceso de fortalecimiento de la investigación, la búsqueda de los normalistas desaparecidos y la atención a las víctimas. 

EL SENADO DE LA REPÚBLICA DE CHILE ACUERDA: 

Expresar su solidaridad con las víctimas y familiares de los estudiantes actualmente desaparecidos de la Escuela Normal Rural de Ayotzinapa y repudiar estas crueles e inhumanas violaciones a los derechos humanos. 

Respaldar lo actuado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y compartir las recomendaciones que ha hecho al estado mexicano. 

Alentar al gobierno mexicano a tomar todas las medidas necesarias para descubrir la verdad, hacer justicia, reparar a las víctimas y crear las condiciones para que estos repudiables hechos nunca más se vuelvan a repetir.

(Fdo.): Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador. - Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador. - Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador. 
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N°20.365 QUE ESTABLECE FRANQUICIA TRIBUTARIA RESPECTO DE SISTEMAS SOLARES TÉRMICOS; LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS, Y LA LEY QUE CREA LA EMPRESA NACIONAL DEL PETRÓLEO
(9.628-08)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Minería y Energía tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con calificación de urgencia “suma”.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 21 de julio de 2015, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía y la de Hacienda, en su caso.


Concurrió a la sesión que la Comisión destinó a la discusión de este asunto el Honorable Senador señor Prokurica.

- - -


Asistió, también, el Ministro de Energía, señor Máximo Pacheco, acompañado por el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía (CNE), señor Andrés Romero; el Jefe de la División de Energías Renovables, señor Christian Santana; el asesor ministerial señor Felipe Venegas; los ingenieros señora Ximena Oviedo y señores Fernando Flatow y Rubén Muñoz; los abogados señora Laura Contreras y señor Fernando Dazzarola, y el Gerente de Asuntos Corporativos y el Director de Relaciones Institucionales de la ENAP, señores Gabriel Méndez y Eugenio San Martín, respectivamente.


Además, acudieron los asesores parlamentarios señora Carmen Castañaza y señores Javier Coopman y Rodrigo Suárez, de la oficina del Senador señor Prokurica, y la señorita Natalia Alviña, de la oficina del Senador señor Guillier; los especialistas de la SEGPRES, señores Luis Batalle y Hernán Campos, y el analista de la Biblioteca del Congreso Nacional señor Rafael Torres.

- - -


Se deja constancia que el Honorable Senador señor Prokurica se inhabilitó en relación con este asunto, en los términos del artículo 8° del Reglamento de la Corporación.

- - -


Se hace presente, además, que el artículo 2° del proyecto ostenta el rango de norma orgánica constitucional, en cuanto incide en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, por lo que requiere para su aprobación de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, según lo disponen los artículos 77 y 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental.


Por su parte, el artículo 3° de la iniciativa en informe, que autoriza al Estado –por intermedio de la ENAP- para desarrollar actividades empresariales o participar en ellas, debe ser aprobado con el quórum requerido para las normas de quórum calificado, en conformidad con lo prescrito en los artículos 19, Número 21°, y 66, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos o numerales que no fueron objeto


de indicaciones ni modificaciones: Artículo 1° Números 5, 6 y 9.

2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: Números 4, 8, 10, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 25.

3.-
Indicaciones aprobadas 


con modificaciones: Números 5 y 22.

4.-
Indicaciones rechazadas: Ninguna.

5.-
Indicaciones retiradas: Número 26.

6.-
Indicaciones declaradas 

inadmisibles: Números 1, 2, 3, 6, 7, 9, 11, 23, 24, 27, 28, 29, 30, 31, 32 y 33.

- - -

Nuevo informe financiero


El nuevo informe financiero, que acompaña a las indicaciones formuladas por el Ejecutivo, consigna que las iniciativas relacionadas con nuevos beneficios para la instalación de colectores solares en viviendas nuevas de menos de 2.000 UF, con un beneficio que decrece linealmente para viviendas de entre 2.000 y 3.000 UF, tendrán el efecto directo que se detalla a continuación. En todo caso, agrega, estas iniciativas no tendrán mayores gastos en personal ni equipos, pues las nuevas tareas serán abordadas con los recursos humanos existentes en las respectivas instituciones vinculadas a energías renovables no convencionales (la SEC y el Ministerio de Energía), y por profesionales del área financiera y técnica del MINVU.


Así, señala el nuevo informe financiero, tratándose de la franquicia tributaria para colectores solares, el monto máximo por equipo será de 33 UF para el año 2015, 33 UF para 2016, 28 UF para 2017, 20 UF para 2018, 15 UF para 2019 y 8 UF para 2020. La menor recaudación asociada a la franquicia se estima será de:

	Año


	Menor recaudación Franquicia

(en millones de $ de 2015)

	2015
	424

	2016
	5.704

	2017
	10.123

	2018
	5.681

	2019
	3.515

	2020
	1.100

	Total 2015 - 2020
	26.547



Por su parte, el subsidio para viviendas sociales se incrementa debido principalmente a la depreciación de la moneda nacional observada durante el presente año. Tomando en consideración 55 UF por subsidio, en la siguiente tabla se muestra el mayor gasto fiscal estimado para el período:

	Año o
Gasto Fiscal


	Año o
Gasto Fiscal

(en millones $ 2015)

	2016
	1.000

	2017
	4.000

	2018
	6.000

	2019
	9.000

	2020
	4.556

	Total 2016 - 2020
	24.556



En lo que concierne a la propuesta de hacer aplicables las medidas precautorias dictadas en el marco de un juicio posesorio sumario a los que se refiere el Título IV del Libro III del Código de Procedimiento Civil a concesiones de uso oneroso del Ministerio de Bienes Nacionales, el nuevo informe reitera que esta modificación no implica mayor gasto fiscal por cuanto no se contemplan transferencias fiscales al efecto.


En lo tocante a la ampliación del objeto social de la ENAP, el documento del Ministerio de Hacienda precisa que tampoco implica mayor gasto fiscal pues no se contemplan transferencias fiscales con este propósito. Por el contrario, añade el informe, se espera que la propia rentabilidad de las inversiones y proyectos que la empresa lleve a cabo sean capaces de solventar los compromisos financieros que se adquieran para desarrollar tales proyectos.


En resumen, durante su período de vigencia este proyecto de ley implica una menor recaudación estimada en $26.547 millones y un mayor gasto estimado en $24.556 millones, ambas cifras en pesos de 2015. El mayor gasto fiscal durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Energía, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público. En los años siguientes se incorporará, en lo que corresponda, en la Ley de Presupuestos.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación se contiene una descripción de las indicaciones y de los artículos en que inciden, señalándose en cada caso los acuerdos adoptados por la Comisión a su respecto.

o o o

Indicaciones N°s. 1 y 2


Del Honorable Senador señor Horvath, proponen, la primera, sustituir, en el nombre del proyecto, la frase “Sistemas Solares Térmicos” por “Sistemas de Energías Renovables no Convencionales para agua caliente sanitaria”, y, la segunda, reemplazar en el proyecto, todas las veces que aparece, la frase “Sistemas Solares Térmicos” por “Sistemas de Energías Renovables no Convencionales para agua caliente sanitaria”.


- Fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, incisos tercero y cuarto, N° 1°, de la Carta Fundamental.

o o o

ARTÍCULO 1°.-


Introduce diversas modificaciones en la ley N° 20.365, sobre Franquicia Tributaria Respecto de Sistemas Solares Térmicos.

Número 1.-


Reemplaza, en el artículo 1°, la expresión “y de su instalación” por la frase “, de su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.

o o o

Indicación N° 3


Del Honorable Senador señor Horvath, propone incorporar, en el artículo 1°, un inciso nuevo, del siguiente tenor:


“Para los efectos de esta ley, se entenderá como Sistemas de Energías Renovables No Convencionales para agua caliente sanitaria, cualquier medio del tipo ERNC para el calentamiento de agua caliente sanitaria, incluidos geotérmico, paneles solares planos, u otro medio ERNC que genere electricidad para calentar agua directa o indirectamente, incluido el uso de paneles fotovoltaicos o microaerogeneradores y otros medios aptos para producir el mismo fenómeno. La autoridad no podrá discriminar en favor de uno u otros medios aptos para producir agua caliente sanitaria.”.


Con motivo del análisis de esta indicación, relacionada con las indicaciones N°s. 1 y 2 que fueran declaradas inadmisibles, el Honorable Senador señor Horvath sostuvo que ellas persiguen que no sólo sean objeto de beneficio tributario los radiadores solares, sino que también todos los mecanismos e ingenios de alta eficiencia y bajo costo cuya fuente energética puede ser distinta de la solar pero que producen igualmente el efecto de calentar agua. Tal es el caso, agregó, de la energía geotérmica.


En este sentido, dijo, si hoy es posible con nuevas variantes tecnológicas calentar agua sanitaria mediante la utilización de otros recursos energéticos renovables, no parece razonable la idea del Ejecutivo de restringir la ley sólo a la tecnología solar. 


El Jefe de Energías Renovables del Ministerio de Energía, si bien admitió que existen desarrollos tecnológicos que están avanzando rápidamente y que en el mediano plazo podrían transformarse en alternativas adicionales, recordó que esta normativa fue consecuencia de que la anterior regulación no pudo ser aplicada en plenitud por la demora en su tramitación. Así las cosas, adujo, este proyecto de ley pretende únicamente cubrir un vacío legal por un período acotado recurriendo a una tecnología probada y altamente competitiva.


El Honorable Senador señor García-Huidobro, fundado en la pertinencia de los argumentos que justifican la propuesta del Senador señor Horvath, solicitó a los representantes del Gobierno revisar estas indicaciones en su mérito a fin de, eventualmente, introducir ajustes en esta materia cuando sea estudiado el proyecto en la Comisión de Hacienda.


Con todo, atendido que esta indicación produce el efecto de ampliar el universo de beneficiarios de la franquicia tributaria que se consulta, se estimó inadmisible en los términos de lo dispuesto en el artículo 65, incisos tercero y cuarto, N° 1°, de la Carta Fundamental.


- En razón de lo expuesto, esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

o o o

Número 2.-


Introduce diversas enmiendas al artículo 3°.

Letra b)


Agrega, en su inciso final, una letra c), nueva, del siguiente tenor:

“c) Copia del contrato de mantención del sistema.”.

Indicación N° 4


Del Honorable Senador señor Guillier, para sustituir en el literal c) propuesto la expresión “Copia del contrato” por “Copia autorizada del contrato”.


Consultado por la Honorable Senadora señora Allende acerca del efecto que tendría esta indicación si fuera acogida, el señor Ministro de Energía afirmó que le conferiría un mayor nivel de veracidad y consistencia jurídica al documento en cuestión.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Horvath, Ossandón y Pizarro.

Número 3.-


Incorpora diversas modificaciones en el artículo 4°.

Letra b)


Introduce modificaciones en la letra a) de este artículo.

Numeral i.


Sustituye la expresión “y su instalación” por “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.

Indicación N° 5


De Su Excelencia la Presidenta de la República, propone agregar después del vocablo “mínimas” la frase “, las dos veces que aparece”.


El Honorable Senador señor García-Huidobro, luego de consultar a los personeros de Gobierno acerca del costo de los paneles termosolares en regiones en comparación con la Región Metropolitana, abogó por una mayor equidad en esta materia.


El Jefe de Energías Renovables del Ministerio señaló que la información disponible a partir del Programa de Protección del Patrimonio Familiar del MINVU permite concluir que no existen diferencias relevantes en el valor de los SST entre la Metropolitana y el resto de las regiones. Incluso, agregó, el costo en la Región Metropolitana se ubica por sobre el precio promedio mientras que, por ejemplo, en la de Atacama se sitúa por debajo. Sin perjuicio de lo anterior, para incorporar un principio de equilibrio en relación con este aspecto el Ejecutivo incluyó una indicación que recoge la inquietud planteada.


- Sometida a votación esta indicación, fue aprobada con enmiendas de técnica legislativa por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Horvath, Ossandón y Pizarro.

Letra c)


Modifica la letra b) de este artículo.

Indicaciones N°s. 6 y 7


Del Honorable Senador señor Guillier, proponen, la primera, suprimir el literal, y, la segunda, reemplazarlo por el siguiente:


“c) Modifícase su letra b) en el siguiente sentido:


i. Reemplázase el numeral ii) por el siguiente:


“ii) Respecto de los inmuebles cuyo valor sea superior a dos mil unidades de fomento y no exceda de cuatro mil quinientas unidades de fomento, el beneficio potencial máximo será equivalente al porcentaje que se obtiene del cálculo de la operación aritmética (4500-Vv)/10, donde Vv corresponde al valor de la vivienda, aplicando al valor del respectivo sistema solar térmico y su instalación. En todo caso, el beneficio no podrá exceder del mismo porcentaje calculado en este numeral, aplicado a los valores señalados en las letras c) y d) siguientes.”.


ii. Reemplázase el numeral iii) por el siguiente:


“iii) Los inmuebles cuyo valor sea superior a cuatro mil quinientas unidades de fomento no darán derecho al beneficio.”.”.


- Fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, al tenor de lo dispuesto en el artículo 65, incisos tercero y cuarto, N° 1°, de la Carta Fundamental.

o o o

Indicación N° 8


De Su Excelencia la Presidenta de la República, propone anteponer el siguiente numeral, nuevo:


“…) Sustitúyese en el numeral i) la frase “y su instalación” por la siguiente expresión: “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.”.


El señor Ministro de Energía precisó que esta indicación incorpora en la ley el concepto de mantención mínima de las instalaciones y aparatos termosolares como una obligación legal, que fuera requerido por diversos Parlamentarios para asegurar la vida útil de los sistemas.


- Sometida a votación esta indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Ossandón y Pizarro.

o o o

Numeral i


Reemplaza el numeral ii) por el siguiente:


“ii) Respecto de los inmuebles cuyo valor sea superior a dos mil unidades de fomento y no exceda de tres mil unidades de fomento, el beneficio potencial máximo será equivalente al porcentaje que se obtiene del cálculo de la operación aritmética (3000-Vv)/10, donde Vv corresponde al valor de la vivienda, aplicado al valor del respectivo sistema solar térmico y su instalación. En todo caso, el beneficio no podrá exceder del mismo porcentaje calculado en este numeral, aplicado a los valores señalados en las letras c) y d) siguientes.”.

Numeral ii propuesto

Indicación N° 9


Del Honorable Senador señor Montes, propone agregar después de la expresión “y no exceda de tres mil unidades de fomento,” el siguiente texto: “esta franquicia se aplicará sólo cuando las viviendas se ubiquen en comunas que presenten un mayor costo de los materiales de construcción, del valor de la mano de obra, del costo del suelo, y en general de aquellos aspectos estacionarios o permanentes que incidan en el costo local de construcción o adquisición. En este caso,”.


- Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, al tenor de lo dispuesto en el artículo 65, incisos tercero y cuarto, N° 1°, de la Carta Fundamental.

Indicación N° 10


De Su Excelencia la Presidenta de la República, propone agregar a continuación de las palabras “su instalación” la frase “y mantenciones obligatorias mínimas”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Ossandón y Pizarro.

o o o

Indicación N° 11


Del Honorable Senador señor Montes, consulta incorporar el siguiente párrafo segundo:


“El reglamento establecerá un factor multiplicador que permita establecer para cada comuna en que se aplique este numeral, el porcentaje o monto en que podrán excederse las dos mil unidades de fomento como valor máximo de los inmuebles a que se aplique este crédito.”.


- Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, en los términos del artículo 65, incisos tercero y cuarto, N° 1°, de la Carta Fundamental.

o o o

Letra d)


Agrega, en la tabla de la letra c), los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:

“2015

33

2016


33

2017


20

2018


15

2019


10”.

Indicación N° 12


De Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la tabla de la letra d), los años y referencias a unidades de fomento por vivienda, por la siguiente:





“2015

33





2016

33





2017

28





2018

20





2019

15





2020

8”.


Ante una consulta surgida en el seno de la Comisión, el Secretario de Estado explicó que esta indicación tiene por objeto mantener la vigencia de la normativa que se consulta por cinco años reales, en circunstancias que, por la tardanza en su tramitación, la presente iniciativa legal no podrá entrar en vigencia en el plazo originalmente previsto.


El Honorable Senador señor Horvath manifestó su preocupación por la disminución del beneficio contenido en la enmienda.


A su turno, el Honorable Senador señor García-Huidobro consultó si se podrá hacer uso de los recursos asignados para la ley N° 20.365 en el tiempo que resta del presente año.


El asesor ministerial señor Felipe Venegas acotó que esta indicación no disminuye el beneficio sino que amplía su progresión en el tiempo, extendiendo en un año el período de aplicación contemplado inicialmente. Por otra parte, aseguró que, mediante los artículos transitorios incluidos en este proyecto, se podrá hacer uso de los fondos durante el presente año.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Ossandón y Pizarro.

Letra e)

Encabezamiento


Modifica las tablas contenidas en la letra d) en el sentido que indica a continuación.

Indicación N° 13


De Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la locución “Modifícanse las tablas contenidas en” por “Modifícase”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Ossandón y Pizarro.

o o o

Indicación N° 14


De Su Excelencia la Presidenta de la República, propone anteponer el siguiente numeral, nuevo:


“... Reemplázase la frase “y su instalación” por la siguiente “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Ossandón y Pizarro.

o o o

Numeral i.


Agrega, en la primera tabla, los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:

“2015


26,5

2016


26,5

2017


16

2018


12

2019


8”.

Indicación N° 15


De Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye la tabla de los años y referencias a unidades de fomento por vivienda por la siguiente:





“2015

26,5





2016

26,5





2017

22,5





2018

16





2019

12





2020

6,4”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Ossandón y Pizarro.

Numeral ii.


Añade, en la segunda tabla, los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:

“2015


23,5

2016


23,5

2017 


14

2018


10,5

2019


7”.

Indicación N° 16


De Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la tabla de los años y referencias a unidades de fomento por vivienda, por la siguiente:





“2015

23,5





2016

23,5





2017

20





2018

14





2019

10,5





2020

5,7”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Ossandón y Pizarro.

Número 4.-


Agrega, en el artículo 7°, un inciso segundo del siguiente tenor:


“Además del período señalado en el inciso precedente, dicho beneficio regirá a partir del 1 de enero de 2015 respecto de las viviendas cuyos permisos de construcción o las respectivas modificaciones de éstos se hayan otorgado a partir del 1 de enero de 2013 y obtenido su recepción municipal final a partir del 1 de enero de 2015 y antes del 31 de diciembre de 2019. No obstante, también accederán a este beneficio las viviendas cuya recepción municipal se obtenga después del 31 de diciembre de 2019, cuando esta se hubiere solicitado con anterioridad al 30 de noviembre de ese año.”.

Indicación N° 17


De Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir el guarismo “2019”, las dos veces que se menciona, por “2020”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Ossandón y Pizarro.

Número 7.-


Introduce enmiendas en el artículo 11.

Letra a)


Agrega, en su inciso primero, la siguiente oración final: “Dicha obligación de información deberá reiterarse durante el primer semestre del año 2019 y su cumplimiento será de cargo del Ministerio de Energía.”.

Indicación N° 18


De Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar el guarismo “2019” por “2020”.


Ante una inquietud planteada por el Honorable Senador señor Horvath, en orden a que la obligación de informar que se impone a la CNE –contenida en la norma sobre que versa la indicación- incluya lo relativo a eficiencia energética, el señor Ministro de la Cartera precisó que en el proyecto de ley sobre eficiencia energética, que ingresará al Congreso Nacional próximamente, se incluye el concepto de eco-alfabetización.

En relación con este asunto el Honorable Senador señor García-Huidobro destacó el efecto positivo que los SST han producido en Rancagua, si se considera que las familias en condición de vulnerabilidad han podido ahorrar hasta 50% de energía.

- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Ossandón y Pizarro.

Letra b


Modifica el inciso segundo del artículo 11.

Numeral i.


Sustituye la frase “El año subsiguiente, la Comisión Nacional de Energía” por “El año 2018, el Ministerio de Energía”.

Indicación N° 19


De Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza el guarismo “2018” por “2019”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Ossandón y Pizarro.

Número 8.-


Reemplaza el artículo 13.

Artículo 13 sustitutivo propuesto

Inciso primero


Faculta al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para establecer un programa de subsidio complementario a los habitacionales, para la instalación de sistemas solares térmicos en viviendas nuevas objeto de dichos programas. Bajo este programa se asignarán subsidios para el período comprendido  entre los años 2015 y 2019, inclusive. En caso de implementarse este programa, los valores del subsidio serán determinados anualmente mediante decreto expedido por el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, suscrito, además, por los Ministros de Hacienda y de Energía.

Indicación N° 20


De Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir la frase “2015 y 2019” por “2016 y 2020”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Ossandón y Pizarro.

Indicación N° 21


De Su Excelencia la Presidenta de la República, intercala, a continuación de la palabra “valores”, el vocablo “máximos”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Ossandón y Pizarro.

o o o

Indicación N° 22


De Su Excelencia la Presidenta de la República, propone incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El referido decreto establecerá mecanismos competitivos para la selección de los sistemas solares térmicos a instalar y definirá prioridades para la asignación del subsidio en determinadas regiones y/o comunas del país, en consideración a la rentabilidad social que el programa produzca en la zona respectiva.”.


El Encargado de la Cartera explicó que con esta enmienda se pretende mejorar la redacción en referencia a la utilización de métodos competitivos en los procesos de implementación de subsidios, así como la posibilidad de utilizar criterios de prioridad según rentabilidad social, en procura de cautelar el buen uso y la focalización de los fondos. Así, la idea es perfeccionar la fórmula para una asignación más racional de los recursos basada en la competitividad de los proyectos.


Cabe dejar constancia que el Honorable Senador señor Horvath señaló que, si bien parece una medida correcta establecer criterios en esa línea, el acento debe colocarse en la mayor objetividad con que se evalúan dos sistemas capaces de producir el mismo resultado.


Además, el señor Senador previno que en regiones no existe todavía el personal técnico preparado y capacitado especialmente para la instalación, operación y mantención de estos sistemas, lo cual podría frustrar los objetivos de la ley.


El Honorable Senador señor García-Huidobro, atendidas razones geopolíticas y de seguridad nacional, abogó por la conveniencia de exceptuar las zonas extremas de nuestro país de la aplicación de esta norma.


El Honorable Senador señor Pizarro acotó que mientras la primera parte de la indicación se refiere a la selección de la empresa, sistema y tecnología que se aplicará, la segunda regula la definición de prioridad para la asignación de subsidios en determinadas regiones. Sin embargo, dijo, como la referencia a la “rentabilidad social” produce confusión respecto del aspecto tecnológico, correspondería eliminar esta última alusión.


La Comisión y los personeros de Gobierno estuvieron contestes con la supresión de la frase sobre la “rentabilidad social” del programa.


Enseguida, la Comisión requirió al Ejecutivo el envío de información detallada respecto del número estimado de personas que se beneficiarán con esta ley en cada una de las regiones del país.

- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada con la enmienda descrita por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Ossandón y Pizarro.

o o o

Indicación N° 23


Del Honorable Senador señor Montes, consulta intercalar, a continuación del inciso segundo, el que sigue:


“Dicho subsidio podrá consistir en aplicar un monto o proporción adicional del subsidio base o en contratar en forma directa la instalación de dichos sistemas para un conjunto de nuevas viviendas.”.


- Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

o o o

Indicación N° 24


Del Honorable Senador señor Horvath, consulta incorporar el siguiente inciso final, nuevo:


“Igualmente, en el programa a que alude el inciso anterior, se podrán incluir mecanismos de educación y alfabetización energética, destinadas al uso eficiente de la energía.”.


Como se dijera a propósito de la indicación N° 18, los representantes del Ejecutivo reiteraron que en el proyecto de ley sobre eficiencia energética, que próximamente será ingresado a tramitación legislativa, se incluirán normas sobre educación y alfabetización energética.


- Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

o o o

ARTÍCULO 2°.-


Agrega nuevos incisos cuarto, quinto y sexto al artículo 34° bis de la Ley General de Servicios Eléctricos.

Inciso sexto propuesto


Prescribe que los efectos de la orden de paralización o suspensión de las obras no podrán suspenderse cuando la concesión contemple tierras indígenas con uso ancestral, definidas en el Convenio N°169 de la Organización Internacional del Trabajo, o tierras de comunidades agrícolas a que se refiere el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N°5, de 1967, del Ministerio de Agricultura.

Indicación N° 25


Del Honorable Senador señor Pizarro, propone suprimirlo.


Al explicar su indicación, el Honorable Senador señor Pizarro señaló que esta enmienda nace a partir de una inquietud formulada por diversas comunidades agrícolas.


Las comunidades agrícolas, añadió, son una figura jurídica especial que subsiste sólo en el norte del país, específicamente en la Región de Coquimbo, y corresponden a un antiguo sistema de propiedad colectiva reconocido por la ley. 


Ante una consulta del Honorable Senador señor Horvath relativa a si quedan incluidas en estas normas las ERNC, el señor Ministro de Energía aseveró que se trata de extender la aplicación de la normativa a las ERNC, pero el inciso final excluye a las tierras indígenas y comunidades agrícolas.


La Comisión fue partidaria de acoger esta indicación, haciéndose necesario por razones de técnica legislativa enmendar el encabezamiento del artículo.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Ossandón y Pizarro.

Indicación N° 26


Del Honorable Senador señor Pizarro, para agregar después de la palabra “suspenderse” la frase “respecto de proyectos de generación de energías renovables no convencionales”.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

o o o

Indicación N° 27


Del Honorable Senador señor Navarro, propone incorporar un inciso final, nuevo, cuyo texto es el siguiente:


“Con todo, será la empresa que produce la responsable de fomentar la reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización de los residuos que se generen y cuando esto no fuere posible deberá internalizar los costos asociados al manejo y disposición final de los residuos.”.


La Comisión estimó que esta indicación no dice relación directa con las ideas matrices del proyecto.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

o o o

ARTÍCULO 3°.-


Introduce diversas modificaciones al artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1986, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo.

Letra b)


Intercala nuevos incisos cuarto y quinto en el artículo 2°.

Inciso cuarto propuesto


Precisa que la ENAP o sus filiales podrán tener una participación social que no les permita aprobar con su solo voto las materias señaladas en el inciso segundo del artículo 67 de la ley N°18.046, sobre Sociedades Anónimas, con una o más sociedades en actividades relacionadas con:


a) Energía Geotérmica. Para estos efectos, podrán formular solicitudes de concesión, participar en licitaciones, prestar toda clase de servicios a los concesionarios para la ejecución de las labores de exploración y de explotación, y en general, desarrollar todas las actividades industriales y comerciales que tengan relación con la exploración y la explotación de esta energía. 


b) Generación de Energía Eléctrica. Para estos efectos, podrán producir, transportar y comercializar energía y potencia eléctrica, y en general, desarrollar todos los proyectos y actividades comerciales e industriales relacionadas o necesarias para ello. Las sociedades que se constituyan para ejecutar el objeto referido estarán sujetas a las normas que rigen a las sociedades anónimas y abiertas contempladas en la ley N°18.046. Para estos efectos, la Empresa deberá dar estricto cumplimiento a lo establecido en el artículo 3° del decreto ley N°1.056, de 1975, del Ministerio de Hacienda, que Determina Normas Complementarias Relativas a la Reducción del Gasto Público y al Mejor Ordenamiento y Control de Personal; a lo dispuesto en el artículo 11 de la ley N°18.196, Sobre Normas Complementarias de Administración Financiera, Personal y de Incidencia Presupuestaria, así como al artículo 44 del decreto ley N°1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado. Corresponderá al Ministerio de Energía emitir un informe de evaluación económica y financiera de las iniciativas por desarrollar, sin perjuicio de que el Ministerio de Hacienda efectúe evaluaciones adicionales o las encargue a entidades nacionales o extranjeras, para efectos de fundamentar la viabilidad económica y financiera de dichas iniciativas. El informe del Ministerio de Energía será requisito para la autorización que el Ministerio de Hacienda pueda otorgar conforme al referido artículo 3° del decreto ley N°1.056, de 1975, cuando la participación social de ENAP y,o de sus filiales sea igual o superior al cincuenta por ciento. Asimismo, la Empresa y,o sus filiales podrán obtener, adquirir y explotar concesiones y servirse de las mercedes o derechos que obtenga. Además, la Empresa y,o sus filiales podrán realizar estudios y evaluaciones técnicas y comerciales, gestionar y obtener los permisos y autorizaciones requeridos para el desarrollo de proyectos de generación eléctrica con sus respectivas instalaciones de transmisión, así como el completo desarrollo de proyectos de generación eléctrica destinados a cumplir con el giro  regulado en  los incisos segundo y tercero de este artículo, actividades para lo que no se considerarán las limitaciones de la participación social, la obligación de someterse a las normas de las sociedades anónimas abiertas y los informes previos de los Ministerios de Energía o Hacienda.

Indicación N° 28


Del Honorable Senador señor Horvath, intercala, a continuación de la expresión “participación social”, la frase: “, siempre que ella no sea inferior a un 40% (cuarenta por ciento) de las acciones con derecho a voto”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión
o o o

Indicación N° 29


Del Honorable Senador señor Navarro, propone agregar el siguiente inciso final:


“Con todo, en los procesos de localización de infraestructura relacionada con la generación, transmisión y comercialización de energía eléctrica por parte de las empresas, se tendrá especialmente en cuenta el respeto y consideración por las personas y comunidades que se vinculan a los territorios en que se instalan o instalarán las plantas y sus efectos ambientales, humanos y sociales. Las empresas deberán reducir el impacto ambiental así como proponer e implementar planes de mitigación y compensaciones permanentes que permitan a las comunidades beneficiarse de estas inversiones.”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión
o o o

Indicación N° 30


Del Honorable Senador señor Navarro, consulta incorporar un inciso final del tenor que sigue:


“Con todo, en los procesos de localización de infraestructura relacionada con la generación, transmisión y comercialización de energía por parte de las empresas, se establecerá como requisito necesario que los proyectos se socialicen en su fase de diseño a las comunidades que los albergarán para considerar su opinión y propuestas al momento de concretar la construcción efectiva de los mismos, considerándose la implementación y propuesta de planes de mitigación y eventuales compensaciones locales, de carácter permanente, que permita a las comunidades beneficiarse del bienestar que conllevan estas inversiones.”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión
o o o

Indicación N° 31


Del Honorable Senador señor Navarro, para incorporar el inciso final que se transcribe a continuación:


“Con todo, para los procesos de localización de infraestructura relacionada con la generación, transmisión y comercialización de energía eléctrica por parte de las empresas, se proveerá al sistema de un mecanismo de planificación territorial que permita canalizar los intereses locales y enfrentarlos en fases tempranas de desarrollo de los proyectos, a fin de no dejar este enfoque socialmente deseable a la voluntad de los ejecutivos de ENAP o al mandato que reciba la empresa estatal.”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión
o o o

Indicación N° 32


Del Honorable Senador señor Horvath, propone agregar, en el inciso concluyente del artículo 2°, la siguiente oración final: “Además deberá velar por el estricto cumplimiento del principio de probidad y transparencia, ejecutando el negocio con la mayor transparencia posible, informando en forma oportuna y eficiente, de la venta de activos y otros antecedentes relevantes previa a la etapa de entrada en operación del proyecto.”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión
o o o

Indicación N° 33


Del Honorable Senador señor Horvath, para consultar en el artículo 2° los siguientes incisos, nuevos:


“Tratándose de proyectos propios de la Empresa, no se podrá aplicar lo dispuesto en este artículo, ni aun para concurrir a los aumentos de capital, ni para ejercer de cualquier forma la venta del proyecto, debiendo la empresa emprender en forma exclusiva dicha iniciativa.


Sin perjuicio de lo anterior, y solo para el caso de proyectos propios que la empresa haya emprendido desde su etapa inicial, y siempre que sean de alta rentabilidad y alto impacto para la política energética del país, se podrá enajenar parte de las acciones o derechos de dicho proyecto, mediante uno o más actos jurídicos que no superen el 60% (sesenta por ciento) de dichas acciones o derechos. Con todo, la empresa no podrá desprenderse de un total que supere el 40% de las acciones o derechos. Los actos a que dieren lugar dichas enajenaciones, deberán contar con la opinión de las comisiones de energía de cada una de las cámaras del Congreso Nacional.


Sin embargo, cuando la empresa hubiese concretado una asociación con un tercero para la materialización de un proyecto, la participación de ENAP, deberá mantenerse en el tiempo y en ningún caso deberá diluirse esta por los aumentos de capital que la promoción del proyecto requiera en su ejecución.”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión

A continuación, el Honorable Senador señor García-Huidobro solicitó discusión y votación separada del artículo 3° de la iniciativa legal en estudio.


El Senador señor García-Huidobro sostuvo que hubo un ajuste en esta iniciativa legal durante la tramitación en la Cámara de Diputados, respecto del Mensaje original enviado por el Ejecutivo, que permite a la ENAP alcanzar una participación social mayoritaria en las sociedades que constituya con otros agentes. Esta es una opción que no parece razonable, agregó, en circunstancias que el mercado muestra señales de sana competencia y existen suficientes actores privados que contribuyen en la actualidad a hacerlo más dinámico y eficiente.


El Ministro de Energía precisó que el texto original del proyecto de ley permitía a la ENAP asociarse con otras empresas sólo en forma minoritaria. Luego, con motivo del primer trámite constitucional, este punto fue objeto de un intenso debate acerca de la mejor forma de asociarse para cumplir propósitos comerciales. En esta discusión se tuvo especialmente en cuenta que la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, propende a un justo equilibrio entre accionistas, pues protege a las minorías en los directorios al facultarlas para convocar a juntas extraordinarias de accionistas, modificar los estatutos y otras materias. En este sentido, la modificación introducida en la Cámara de Diputados incluyó la correspondiente alusión a la citada ley.


Consultado por el Honorable Senador señor Prokurica si la ampliación del giro de la ENAP significará un aumento del gasto fiscal, el señor Ministro de la Cartera explicó que merced a la ampliación de su giro esta empresa podrá asociarse para desarrollar negocios: si hay control mayoritario de una sociedad nueva se consolidará la deuda con la empresa matriz, en la especie la ENAP, pero no existe la posibilidad de aumento de gasto fiscal.


El Honorable Senador señor García-Huidobro opinó que, en circunstancias que la reactivación de la competencia en el mercado eléctrico ha permitido licitaciones con bajos precios, la propuesta del Ejecutivo resulta innecesaria. Merced a esta modificación estatutaria el Estado ingresará al mercado de la generación, por intermedio de la ENAP, con inversiones incluso mayoritarias, lo cual puede paralizar a los agentes privados que quieran invertir en él. Siendo así, arguyó, nada garantiza que esta modificación legal incentive la competencia a un menor precio. Por la razón expuesta, el señor Senador explicitó su rechazo a la posibilidad de ampliar el giro social de la ENAP y anunció su voto en contra de este artículo.


Por otra parte, el señor Senador manifestó su preocupación por la situación financiera de la ENAP, aun cuando valoró favorablemente la gestión desempeñada hasta ahora por el Gerente General de la empresa, señor Marcelo Tokman. Además, instó por el pronto envío a tramitación legislativa del proyecto de ley sobre gobierno corporativo de la compañía, que implica el modo cómo en concreto se invertirán los recursos fiscales y se decidirá la participación accionaria de la ENAP en las sociedades que constituirá para ingresar al mercado de la generación.


Enseguida, previno que el proyecto de ley que establece nuevos sistemas de transmisión de energía eléctrica y crea un organismo coordinador independiente del sistema eléctrico nacional (Boletín N° 10.240-08), deberá ser adecuado para estar en consonancia con la regulación propuesta en materia de generación.


Por último, el señor Senador expresó su preocupación por la manera en que, en un contexto de estrechez presupuestaria, serán financiados los proyectos estratégicos de la compañía.


El señor Ministro de Energía recordó que en la última licitación se presentaron veintinueve ofertas, a un precio promedio de US$79 MWh. Ello representa precios 40% inferiores al valor del último proceso de diciembre de 2013. En circunstancias que la tendencia en la baja de precio debería mantenerse, la participación de la ENAP será un aporte que fortalecerá las condiciones de competencia del mercado y evitará el riesgo de concentración en este sector económico. En todo caso, comentó, en la próxima licitación de abril de 2016 la ENAP participará como un actor minoritario.


La Honorable Senadora señora Allende resaltó la importancia de la gestión de la ENAP. Según dijera, en las actuales condiciones es fundamental que este tipo de empresas efectúen un aporte al país, porque permiten satisfacer la necesidad de contar con más actores y competencia en el mercado y contribuyen a fomentar la asociación público-privada.


El Honorable Senador señor Prokurica, luego de hacer presente que los positivos resultados que se observan en la gestión de la ENAP también obedecen, en parte, a la buena administración que hicieran las autoridades anteriores, destacó el logro de revertir la tendencia al alza en el valor de la energía, que en pocos años ha disminuido en un 40% su precio. Sobre el particular, consultó a la autoridad ministerial acerca de la cantidad de energía licitada en el último proceso y la que se licitará en abril de 2016.


El señor Ministro de la Cartera señaló que el proyecto de ley de transmisión eléctrica se encuentra en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados.


A continuación, informó que la licitación del año pasado fue de 13.000 GWh y que idéntica cantidad se licitará en abril próximo. La de octubre de 2015 fue de 1.200 GWh, donde el 100% de lo adjudicado se lo llevaron nuevos entrantes con ERNC. Lo anterior responde a la disminución del precio de la energía solar y eólica, sin necesidad de subsidio fiscal.


En cuanto al proyecto de ley sobre gobierno corporativo, de próximo ingreso al Congreso Nacional, dijo que recogerá las recomendaciones que ha realizado la OCDE.


En lo que atañe a la participación en asociación de la ENAP, indicó que la compañía utilizará recursos propios contenidos en su balance, por cuanto tiene capacidad de flujo de caja y endeudamiento para financiar proyectos particulares.


El Honorable Senador señor Horvath, luego de comunicar su voto favorable al artículo en discusión, sostuvo que, atendido el carácter complejo del mercado energético chileno, el Estado debe transformarse en un productor de energía en nuestro país. Ello, agregó, no sólo incidirá en una mayor transparencia del sistema, sino también en su desconcentración.


- Sometido a votación separada el artículo 3°, fue aprobado por mayoría con el voto favorable de los Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Pizarro, el voto en contra del Honorable Senador señor García-Huidobro y la abstención del Honorable Senador señor Ossandón.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Minería y Energía tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley acordado en general por el Honorable Senado, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO 1°.-

Número 2.-

Letra b)


Intercalar, a continuación del vocablo “Copia”, la expresión “autorizada”.

(Indicación N° 4. Aprobada por unanimidad 5x0)

Número 3.-

Letra b)

Numeral i.


Agregar, después de las comillas (”) que siguen al vocablo “mínimas”, la frase “, las dos veces que aparece”.

(Indicación N° 5. Aprobada por unanimidad 5x0)

(Artículo 121 del Reglamento)

Letra c)

° ° °


Intercalar el siguiente numeral i., nuevo, pasando los actuales i. y ii. a ser ii. y iii., respectivamente:


“i. Sustitúyese en el numeral i) la frase “y su instalación” por la siguiente expresión: “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.”.

(Indicación N° 8. Aprobada por unanimidad 4x0)

° ° °

Numeral i.


- Pasa a ser ii., con la siguiente modificación:


Agregar, en el numeral ii) que se propone, a continuación de las palabras “su instalación”, la frase “y mantenciones obligatorias mínimas”.

(Indicación N° 10. Aprobada por unanimidad 4x0)

(Artículo 121 del Reglamento)

Numeral ii.


Pasa a ser iii., sin otra enmienda.

(Artículo 121 del Reglamento)

Letra d)


Sustituir la tabla que se contiene en este literal, referida a los años y referencias a unidades de fomento por vivienda, por la siguiente:





“2015

33





2016

33





2017

28





2018

20





2019

15





2020

8”.

(Indicación N° 12. Aprobada por unanimidad 4x0)

Letra e)


Reemplazar, en su encabezamiento, la frase “Modifícanse las tablas contenidas en” por “Modifícase”.

(Indicación N° 13. Aprobada por unanimidad 4x0)

° ° °


- Intercalar el siguiente numeral i., nuevo, pasando los actuales i. y ii. a ser ii. y iii., respectivamente:


“i. Reemplázase la frase “y su instalación” por la siguiente “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.”.

(Indicación N° 14. Aprobada por unanimidad 4x0)

° ° °

Numeral i.


- Pasa a ser ii., con la siguiente enmienda:


Sustituir la tabla de los años y referencias a unidades de fomento por vivienda que se consulta, por la siguiente:





“2015

26,5





2016

26,5





2017

22,5





2018

16





2019

12





2020

6,4”.

(Indicación N° 15. Aprobada por unanimidad 4x0)

(Artículo 121 del Reglamento)

Numeral ii.


- Pasa a ser iii., con la modificación que sigue:


Reemplazar la tabla de los años y referencias a unidades de fomento por vivienda que se propone, por la siguiente:





“2015

23,5





2016

23,5





2017

20





2018

14





2019

10,5





2020

5,7”.

(Indicación N° 16. Aprobada por unanimidad 4x0)

(Artículo 121 del Reglamento)

Número 4.-


Sustituir el guarismo “2019”, las dos veces que se menciona, por “2020”.

(Indicación N° 17. Aprobada por unanimidad 4x0)

Número 7.-

Letra a)


Reemplazar el guarismo “2019” por “2020”.

(Indicación N° 18. Aprobada por unanimidad 4x0)

Letra b)

Numeral i.


Reemplazar el guarismo “2018” por “2019”.

(Indicación N° 19. Aprobada por unanimidad 4x0)

Número 8.-

Artículo 13.-

Inciso primero


Sustituir la frase “2015 y 2019” por “2016 y 2020”, e intercalar, a continuación de la palabra “valores”, el vocablo “máximos”.

(Indicaciones N°s. 20 y 21. Aprobadas por unanimidad 4x0)

° ° °


Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El referido decreto establecerá mecanismos competitivos para la selección de los sistemas solares térmicos a instalar y definirá prioridades para la asignación del subsidio en determinadas regiones y/o comunas del país.”.

(Indicación N° 22. Aprobada por unanimidad 4x0)

° ° °

ARTÍCULO 2°.-


- Reemplazar, en su encabezamiento, la expresión “cuarto, quinto y sexto” por “cuarto y quinto”.

(Artículo 121 del Reglamento)


- Suprimir el inciso sexto que este artículo propone.

(Indicación N° 25. Aprobada por unanimidad 4x0)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- 
Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.365, que Establece Franquicia Tributaria Respecto de Sistemas Solares Térmicos:

1.- Reemplázase, en el artículo 1°, la expresión “y de su instalación” por la frase “, de su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.

2.- Modifícase el artículo 3° en el siguiente sentido:

a) Intercálase, en el inciso primero, entre la palabra “vivienda” y la conjunción copulativa “y”, la frase “, a cuyo respecto se haya suscrito un contrato para realizar, durante, a lo menos, cinco años contados desde la recepción definitiva del inmueble, las mantenciones periódicas en conformidad a lo señalado por el proveedor del sistema, que no hayan servido para percibir el subsidio establecido en el inciso primero del artículo 13,”.

b) Agrégase, en su inciso final, la siguiente letra c):

“c) Copia autorizada del contrato de mantención del sistema.”.

3.- Modifícase el artículo 4° en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese, en su encabezamiento,  la frase “y su instalación” por “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.

b) Modifícase la letra a) de la siguiente manera:

i. Sustitúyese la expresión “y su instalación” por “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”, las dos veces que aparece.

ii. Reemplázase la expresión “o instalación”, las primeras dos veces que aparece, por “, instalación o mantención”.

c) Modifícase su letra b) en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese en el numeral i) la frase “y su instalación” por la siguiente expresión: “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.

ii. Reemplázase el numeral ii) por el siguiente:

“ii) Respecto de los inmuebles cuyo valor sea superior a dos mil  unidades de fomento y no exceda de tres mil unidades de fomento, el beneficio potencial máximo será equivalente al porcentaje que se obtiene del cálculo de la operación aritmética (3000-Vv)/10, donde Vv corresponde al valor de la vivienda, aplicado al valor del respectivo sistema solar térmico y su instalación y mantenciones obligatorias mínimas. En todo caso, el beneficio no podrá exceder del mismo porcentaje calculado en este numeral, aplicado a los valores señalados en las letras c) y d) siguientes.”.

iii. Reemplázase el numeral iii) por el siguiente:

“iii) Los inmuebles cuyo valor sea superior a tres mil unidades de fomento no darán derecho al beneficio.”.

d) Agrégase, en la tabla de la letra c), los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:

“2015

33

2016

33

2017

28

2018

20

2019

15

2020

8”.

e) Modifícase la letra d) en el siguiente sentido:

i. Reemplázase la frase “y su instalación” por la siguiente “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.

ii. Agrégase, en la primera tabla, los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:

“2015

26,5

2016

26,5

2017

22,5

2018

16

2019

12

2020

6,4”.

iii. Añádese, en la segunda tabla, los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:

“2015

23,5

2016

23,5

2017 

20

2018

14

2019

10,5

2020

5,7”.

4.- Agrégase, en el artículo 7°, un inciso segundo del siguiente tenor:

“Además del período señalado en el inciso precedente, dicho beneficio regirá a partir del 1 de enero de 2015 respecto de las viviendas cuyos permisos de construcción o las respectivas modificaciones de éstos se hayan otorgado a partir del 1 de enero de 2013 y obtenido su recepción municipal final a partir del 1 de enero de 2015 y antes del 31 de diciembre de 2020. No obstante, también accederán a este beneficio las viviendas cuya recepción municipal se obtenga después del 31 de diciembre de 2020, cuando esta se hubiere solicitado con anterioridad al 30 de noviembre de ese año.”.

5.- Elimínase el inciso tercero del artículo 8°.

6.- Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:

a) Intercálase, en el numeral 1, entre la expresión “artículo 1°” y la preposición “de” que le sigue, la frase “y a los subsidios establecidos en el artículo 13”.

b) Elimínase, en el numeral 3, la frase “, de acuerdo a lo señalado en el inciso tercero del artículo precedente”.

c) Reemplázase el numeral 4 por el siguiente:

“4. Sancionar, de acuerdo al Título IV de la ley Nº18.410, que Crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, a las empresas constructoras que hayan accedido al beneficio tributario contenido en el artículo 1° o al subsidio establecido en el inciso primero del artículo 13, cuando se les compruebe que los respectivos sistemas solares térmicos no cumplen con las disposiciones establecidas en la ley o en el reglamento o con lo declarado en la respectiva memoria de cálculo.”

d) Elimínase, en su inciso final, la oración “La facultad establecida en el número 3 regirá por el término que resulte de la aplicación del artículo precedente.”.

7.- Modifícase el artículo 11 en el siguiente sentido:

a) Agrégase, en su inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la oración “Dicha obligación de información deberá reiterarse durante el primer semestre del año 2020 y su cumplimiento será de cargo del Ministerio de Energía.”.

b) Modifícase el inciso segundo en los siguientes términos:

i. Sustitúyese la frase “El año subsiguiente, la Comisión Nacional de Energía” por “El año 2019, el Ministerio de Energía”.

ii. Elimínase la expresión “cuatro primeros”.  

iii. Sustitúyese la expresión “la referida Comisión” por “el referido Ministerio”.

8.- Reemplázase el artículo 13 por el siguiente:

“Artículo 13.- El Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrá establecer un programa de subsidio complementario a los habitacionales, para la instalación de sistemas solares térmicos en viviendas nuevas objeto de dichos programas. Bajo este programa se asignarán subsidios para el período comprendido  entre los años 2016 y 2020, inclusive. En caso de implementarse este programa, los valores máximos del subsidio serán determinados anualmente mediante decreto expedido por el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, suscrito, además, por los Ministros de Hacienda y de Energía.

El referido decreto establecerá mecanismos competitivos para la selección de los sistemas solares térmicos a instalar y definirá prioridades para la asignación del subsidio en determinadas regiones y/o comunas del país.

A los sistemas solares térmicos acogidos a los subsidios descritos en el inciso anterior les serán aplicables los artículos 3° y 8°, inciso primero, y demás disposiciones que establezca el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo en esta materia. Con cargo a este subsidio se podrá financiar todo o parte del costo del sistema solar térmico y su instalación, un refuerzo en la techumbre y un programa de mantención por cinco años.

Para la implementación de lo dispuesto en los incisos anteriores, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y los organismos públicos responsables de la ejecución del o los programas de subsidios deberán coordinar las acciones que permitan su entrega y fiscalización. 

Asimismo, el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrá establecer, en el Programa de Protección del Patrimonio Familiar, mecanismos destinados a incentivar la utilización de sistemas solares térmicos en las viviendas objeto de dicho programa.

Se prohíbe la comercialización de sistemas solares térmicos o cualquiera de sus componentes que hayan servido con anterioridad para percibir este subsidio. Esta prohibición regirá por cinco años, contados desde la recepción municipal definitiva de la obra donde se hubiesen instalado primeramente, y su incumplimiento se sancionará en la forma prevista en el inciso final del artículo 39 del decreto N°1, de 2011, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, que aprueba el reglamento del sistema integrado de subsidio habitacional.”.

9.- Agrégase el siguiente artículo 16:

“Artículo 16.- El Ministerio de Energía, respecto del beneficio contemplado en el artículo 1° y del subsidio señalado en el artículo 13, podrá establecer medidas o mecanismos especiales para fomentar su utilización armónica y territorialmente equitativa, con el objeto de propender a la desconcentración geográfica del uso de los sistemas solares térmicos.”.

Artículo 2°.- 
Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto al artículo 34° bis del decreto con fuerza de ley Nº 4/20.018, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos:

“Asimismo, los titulares o propietarios de las obras que se realicen para establecer medios de generación renovables no convencionales, sus líneas de transmisión, subestaciones y caminos de acceso, en bienes propios o de terceros, en virtud de contratos, servidumbres, concesiones otorgadas conforme al párrafo I del Título III del decreto ley N°1.939, del Ministerio de Tierras y Colonización, de 1977, o a algún otro título, podrán consignar la caución en los términos señalados en los incisos precedentes, generando los mismos efectos de los juicios posesorios sumarios regulados en el Título IV del Libro III del Código de Procedimiento Civil, cuando la acción que da origen a tales juicios se funde en concesiones de carácter administrativo o judicial, para la exploración o explotación de recursos minerales o geotérmicos.

La consignación de la caución señalada no afectará el cumplimiento de la normativa medioambiental vigente y los convenios internacionales suscritos por Chile sobre pueblos originarios.”.

Artículo 3°.- 
Modifícase el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°9.618, que Crea la Empresa Nacional del Petróleo, en el siguiente sentido:

a) Elimínase en su inciso tercero desde la palabra “Finalmente” hasta el punto aparte.

b) Intercálanse los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto:

“De igual manera, la Empresa y,o sus filiales podrán tener una participación social que no les permita aprobar con su solo voto las materias señaladas en el inciso segundo del artículo 67 de la ley N°18.046, sobre Sociedades Anónimas, con una o más sociedades en actividades relacionadas con:

a) Energía Geotérmica. Para estos efectos, podrán formular solicitudes de concesión, participar en licitaciones, prestar toda clase de servicios a los concesionarios para la ejecución de las labores de exploración y de explotación, y en general, desarrollar todas las actividades industriales y comerciales que tengan relación con la exploración y la explotación de esta energía. 

b) Generación de Energía Eléctrica. Para estos efectos, podrán producir, transportar y comercializar energía y potencia eléctrica, y en general, desarrollar todos los proyectos y actividades comerciales e industriales relacionadas o necesarias para ello. Las sociedades que se constituyan para ejecutar el objeto referido estarán sujetas a las normas que rigen a las sociedades anónimas y abiertas contempladas en la ley N°18.046. Para estos efectos, la Empresa deberá dar estricto cumplimiento a lo establecido en el artículo 3° del decreto ley N°1.056, de 1975, del Ministerio de Hacienda, que Determina Normas Complementarias Relativas a la Reducción del Gasto Público y al Mejor Ordenamiento y Control de Personal; a lo dispuesto en el artículo 11 de la ley N°18.196, Sobre Normas Complementarias de Administración Financiera, Personal y de Incidencia Presupuestaria, así como al artículo 44 del decreto ley N°1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado. Corresponderá al Ministerio de Energía emitir un informe de evaluación económica y financiera de las iniciativas por desarrollar, sin perjuicio de que el Ministerio de Hacienda efectúe evaluaciones adicionales o las encargue a entidades nacionales o extranjeras, para efectos de fundamentar la viabilidad económica y financiera de dichas iniciativas. El informe del Ministerio de Energía será requisito para la autorización que el Ministerio de Hacienda pueda otorgar conforme al referido artículo 3° del decreto ley N°1.056, de 1975, cuando la participación social de ENAP y,o de sus filiales sea igual o superior al cincuenta por ciento. Asimismo, la Empresa y,o sus filiales podrán obtener, adquirir y explotar concesiones y servirse de las mercedes o derechos que obtenga. Además, la Empresa y,o sus filiales podrán realizar estudios y evaluaciones técnicas y comerciales, gestionar y obtener los permisos y autorizaciones requeridos para el desarrollo de proyectos de generación eléctrica con sus respectivas instalaciones de transmisión, así como el completo desarrollo de proyectos de generación eléctrica destinados a cumplir con el giro  regulado en  los incisos segundo y tercero de este artículo, actividades para lo que no se considerarán las limitaciones de la participación social, la obligación de someterse a las normas de las sociedades anónimas abiertas y los informes previos de los Ministerios de Energía y,o Hacienda.

Para efectos de la constitución y funcionamiento de las sociedades antes señaladas, la Empresa deberá velar, tanto respecto de sus inversiones como financiamiento, por el cumplimiento de las obligaciones de responsabilidad fiscal y la debida evaluación económica y financiera que sustenten los proyectos a impulsar.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Respecto de aquellos sistemas solares térmicos instalados en inmuebles que hayan solicitado la recepción municipal antes del 30 de noviembre de 2013, el propietario primer vendedor de una vivienda acogida al beneficio tributario de la ley N° 20.365 mantendrá la obligación de solventar la realización de una inspección del sistema solar térmico a solicitud del actual propietario de la vivienda, quien podrá requerirlo dentro del primer año contado desde la recepción municipal definitiva de la misma. Esta revisión sólo podrá ser realizada por los organismos y entidades a que se refiere el artículo 9º, número 3, de la ley N° 20.365. El reglamento establecerá la forma y condiciones de esta solicitud y los demás procedimientos necesarios para la realización de la inspección, entre ellos la forma en que se solicitará y efectuará la revisión de sistemas solares térmicos utilizados por más de una vivienda.

Artículo segundo.- Respecto de las viviendas que hayan obtenido su recepción municipal final desde el 1 de enero de 2015 y hasta antes de la entrada en vigencia de esta ley, el derecho al crédito por cada vivienda equivalente a todo o parte del valor de los sistemas solares térmicos se imputará en el mes calendario siguiente al de su publicación.  

Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Energía. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementarlo en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 25 de noviembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señor Alejandro García-Huidobro Sanfuentes (Presidente), señora Isabel Allende Bussi y señores Antonio Horvath Kiss (Alejandro Guillier Álvarez), Manuel José Ossandón Irarrázabal (Baldo Prokurica Prokurica) y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 30 de noviembre de 2015.

(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N°20.365 QUE ESTABLECE FRANQUICIA TRIBUTARIA RESPECTO DE SISTEMAS SOLARES TÉRMICOS; LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS, Y LA LEY QUE CREA LA EMPRESA NACIONAL DEL PETRÓLEO

(9.628-08)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”. 
A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa asistieron las siguientes personas:

Del Ministerio de Energía, el Ministro, señor Máximo Pacheco; los Asesores Legislativos, señor Felipe Venegas y Rubén Muñoz.

Del Ministerio de Hacienda, la Coordinadora Legislativa, señora Macarena Lobos, y el Asesor, señor Francisco Tapia.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; la Coordinadora Legislativa, señora Valeria Lübbert, y los asesores, señores Hugo Arias, Nicolás Mena, Francisco Espinoza y Giovanni Semería.

De la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP), el Director de Relaciones Institucionales, señor Eugenio San Martín, y la Abogada de Gerencia Legal, señora Lorena Hirmas.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Asesor Parlamentario, señor Samuel Arguello.

El Jefe de Gabinete del Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela.

El Asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

El Asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.

El Asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Vuestra Comisión de Hacienda se remite, a este respecto, a lo expresado en su segundo informe por la Comisión de Minería y Energía.
- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los números 1, 2, 3 letras a), b), c) d) y e, 4, 6 letras a) y c), 7 letra b) i; 8 y 9 todos del artículo 1°; del artículo 3° y de los artículos primero, segundo y tercero transitorios en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Minería y Energía, como reglamentariamente corresponde.

- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

El proyecto de ley persigue, fundamentalmente:

a) perfeccionar y profundizar la franquicia tributaria establecida para promover la instalación domiciliaria de sistemas solares térmicos; 

b) establecer un programa que incorpore subsidios directos para la instalación de estos sistemas en viviendas sociales nuevas;

c) permitir al titular de un proyecto de generación mediante ERNC otorgar caución para dejar sin efecto la orden de paralización o suspensión de obras que se decrete en un procedimiento concesional de carácter administrativo o judicial, y 

d) ampliar el giro social de la ENAP a actividades relacionadas con la energía y la generación eléctrica.
- - -

DISCUSIÓN

Previo a la discusión de los asuntos de competencia de la Comisión, el Ministro de Energía, señor Máximo Pacheco hizo una presentación destacando los aspectos más relevantes del mismo. En cuanto a los contenidos del proyecto señaló que ellos son:
I. Renovación Ley N° 20.365, Franquicia Tributaria y Subsidios para Sistemas Solares Térmicos.

II. Modificación Ley General De Servicios Eléctricos, extensión de art. 34 Bis (caución para concretar proyectos) a proyectos ERNC.

III. Modificación Ley Orgánica ENAP, habilitación para participar en Proyectos de Generación Eléctrica.

• Proyecto de ley es concreción de los compromisos asumidos por el Gobierno en la Agenda de Energía (pilar del nuevo rol del Estado y al del Desarrollo de Recursos Energéticos propios). (Agenda de Energía, páginas 24 y siguientes, y 49 y siguientes).

• Forma parte del listado de 11 proyectos de ley comprometidos en la Agenda de Energía.

• Se contemplaba que este proyecto de ley sólo iba a abordar lo relativo a la franquicia, pero el proyecto se transformó en un instrumento misceláneo, en virtud de identificar materias relacionadas (promoción de las ERNC) y economía legislativa.

I.- Renovación Ley 20.365, franquicia tributaria y subsidios para sistemas solares térmicos.

1) Antecedentes Franquicia Tributaria Ley N° 20.365.

2) Diagnóstico Implementación Ley N°20.365.

3) Proyecto Modificatorio Ley N° 20.365.

1) Antecedentes Franquicia Tributaria Ley N°20.635.

Descripcion: Un Sistema Solar Térmico (SST) se utiliza en una vivienda para calentar agua sanitaria, la que se consume preferentemente en el baño, cocina y lavadero.

Un SST está compuesto por un dispositivo colector de la radiación solar, un estanque o depósito acumulador de la energía térmica y un sistema de control, protección y distribución que permite proveer de agua caliente en los puntos de consumo final.

Beneficios SST:

• Introduce una economía en el hogar y en la sociedad en su conjunto.

• Permite abastecer de agua caliente en viviendas que no la disponen, ya sea por tecnología como por disponibilidad de recursos.

• Diversifica la matriz energética.

• La reducción del gasto familiar para calentar agua dependerá de la zona geográfica (75% en el norte y 30 % en el extremo sur).

• En la zona central el ahorro anual está en el orden de los $140.000 anuales, en una familia de 3 a 4 personas.

El Mercado Inmaduro de SST se traduce en:

• Alto costo de los Sistemas Solares Térmicos: 800 a 3.000 US$

• Altos períodos de recuperación de inversión en viviendas: 6 a 9 años

• Desconocimiento de la tecnología y sus beneficios.

• Desconfianza por malas experiencias.

• Alta variabilidad de los SST en cuanto a calidad, prestaciones, configuración y precios.

Objetivo Ley N° 20.365 (2009):

Desarrollar mercado de los Sistemas Solares Térmicos (SST) mediante estimulación de la demanda.

Boletín 6174-05:

Inició su tramitación en el Congreso Nacional en octubre de 2008 y finalizó en julio de 2009.

Descripción Franquicia:

• Crédito tributario para financiar SST destinados al calentamiento de agua sanitaria.

• Los que percibieron el beneficio tributario fueron las empresas constructoras que lo descontaron contra su Impuesto a la Renta y de cualquier otro impuesto.

• Beneficio tributario escalonado según el valor de la vivienda:

100% < 2.000 UF;

40% entre 2000 UF y 3000 UF;

20% entre 3000 UF y 4500 UF; y,0% > 4500 UF.

*Nota: Los porcentajes son referidos al valor del SST o de su tope y el valor de la vivienda corresponde al valor de construcción más el valor del terreno.

Vigencia: Desde el 24/08/2010 hasta el 31/12/2013.

[image: image5.png]Topes del Beneficio por vivienda:

Afio UF/Vivienda (a) UF/Viv. (b) UF/Viv.
2009 25 25 26,0
2010 320 2,0 55
2011 5 280 25
2012 310 275 2,0
2013 30,0 5 15

Para sistemas colectivos entre 80 m2 y 120 m2 se aplica la rampa:
B=(1-(5-80)/40)*(a-b)+b

B: Beneficio tributario (UF/Vivienda)
- Superficie instalada de colectores solares térmicos.





Disposiciones sobre calidad de SST:

• Colectores y depósitos deben ser certificados y estar en el registro de la SEC.

• A solicitud del propietario, la empresa inmobiliaria debe solventar una vez la inspección del SST.

• La empresa inmobiliaria debe responder, durante el plazo de 5 años, por fallas en el SST instalado. (Garantía LGUC)

• SST instalados sujetos a fiscalización (SEC y SII).

2) Diagnóstico implementación Ley 20.365

Aceptación del beneficio y utilización en forma creciente:

A agosto de 2014, 42.214 viviendas se acogieron al beneficio tributario.
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Mayor instalación de SST se ha realizado en Santiago y en departamentos.

Del total: 57% corresponde a SST multifamiliar (deptos) y 43% unifamiliar (casas).

[image: image7.png]Viviendas por Tipo





Mayoría de declaraciones se han realizado para viviendas menores a 2.000 UF (costo construcción + terreno), que perciben el beneficio del 100% y prácticamente no se usaron los tramos del 40% y 20%.

[image: image8.emf]
En su mayoría, familias que han sido beneficiadas corresponden a sectores de ingresos medios, siendo baja la proporción de hogares de ingresos bajos y casi nula en viviendas sociales.
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Evaluación positiva por parte de usuarios

Se encuestaron 232 viviendas, consiguiendo un 95% de Confianza y 8% de error máximo.
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Evaluación positiva en azul y evaluación negativa en rojo, desglosado por tipo de sistemas y por estrato socioeconómico.

Alto nivel de cumplimiento de la normativa de las instalaciones:

Proyectos fiscalizados por SEC, que comprenden 10.317 viviendas (24% del total de viviendas beneficiadas), el 78% no ha tenido observaciones y sólo el 1% recibió una multa por incumplimiento.
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[image: image12.emf]ESTADO II REGION III REGION IV REGION METROP. V REGION VIII REGION Total

AMONESTACION 102 1426 1528

EN PROCESO 114 519 633

MULTA 96 96

SIN OBSERVACIONES 23 204 7598 119 116 8060

Total general 96 23 420 9543 119 116 10317


Limitaciones en la Implementación:

1.- Período de vigencia real más corto que el presupuestado en la Ley.

Legislador concibió 5 años de beneficio tributario, no obstante por atrasos en la promulgación de la Ley y Reglamento, solo tuvo vigencia durante 3 años y 4 meses.
- Ley establece comienzo del uso de franquicia para año 2009.

- Ley se publicó el 19.08.2009.

- Reglamento se publicó el 26.05.2010.

2.- Tiempos de maduración de mercado, mayores a los presupuestados por cuanto los proyectos de construcción son de larga data.

3.-  Beneficio tributario no aplicó en viviendas sociales:

* Costos no reconocidos: costos financieros y costo de refuerzo de techumbres.

* Presupuesto y márgenes acotados.

* La vivienda social no se comercializa (cuando se construye ya está asignada), por lo tanto, instalación de un SST no significa un atractivo para su venta.

4.- Incertidumbre con la inspección gratuita del SST unifamiliar.

3) Proyecto de Ley Modificatorio Ley 20.365

Diagnóstico Sistemas Solares Térmicos (SST):

Tecnología competitiva y rentable, pero con bajo nivel de desarrollo en el país que se explica por una demanda poco significativa debido principalmente a la inmadurez del mercado en Chile.

Objetivos:

• Extender la vigencia de la franquicia tributaria para la maduración del mercado de SST.

• Perfeccionar el modelo anterior, modificando la escala del beneficio y promoviendo la sostenibilidad de los proyectos por al menos 5 años.

• Promover el impacto de estos proyectos dentro de la población más vulnerable, en forma consistente con los objetivos de equidad.

Tres ejes:

1. Renovación y perfeccionamiento de la franquicia tributaria de la Ley 20.365.

2. Subsidio directo para viviendas sociales nuevas.

3. Fiscalización y control.

1. Renovación de la franquicia tributaria de la Ley 20.365:

a) Renueva vigencia para años 2015 a 2020.

b) Modifica escala de beneficio tributario (valor de la vivienda = costo terreno + costo construcción):

[image: image13.png]* Viviendas<o=a 2.000 UF -> 100% del beneficio.
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c) Se mantiene que beneficio tributario podrá cubrir todo o parte del costo del SST más el costo de instalación y se agrega que puede cubrir el costo de un programa de mantención por 5 años, para lo que hay un incremento de los valores topes en 3 UF respecto del valor vigente el año 2013, para el caso de SST unifamiliar.

d) Se elimina inspección gratuita para SST y se establece el requerimiento de un contrato de mantención del SST por 5 años, como requisito habilitante para acceder al beneficio.
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2. Subsidio directo para Viviendas Sociales Nuevas:

a) Se establece segundo mecanismo de incentivo, a través de subsidio directo con cargo a presupuesto fiscal para financiar la instalación de SST en viviendas nuevas subsidiadas por el Estado (se podrá asignar dentro del período 2016 al 2020).

b) Con subsidio se podrá financiar todo o parte del valor del SST, su instalación, refuerzo de techumbre y programa de mantención por 5 años.

c) Se establece requerimiento de un contrato de mantención del SST por 5 años, como requisito habilitante para acceder al beneficio.

3. Fiscalización y Control:

a) Se amplían las facultades de la SEC para:

• Administrar un registro de Colectores y Depósitos Acumuladores que pueden acceder a uno de los dos beneficios (franquicia tributaria o subsidio directo);

• Inspeccionar todas las instalaciones de SST que hayan percibido alguno de los dos beneficios;

• Sancionar a las empresas constructoras, que hubieren percibido alguno de los dos beneficios, en caso de incumplimiento.

b) Se establece la prohibición de que un proyecto pueda percibir beneficios de la franquicia y del subsidio.

c) Prohibición de comercializar los SST o algunos de sus componentes que hayan percibido alguno de estos subsidios (franquicia tributaria o subsidio directo)
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II.- Modificación Ley General de Servicios Eléctricos, extensión de art. 34 bis (caución para efectuar proyectos) a proyectos  ERNC.

1. Ley N° 20.701, sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas.

• Se incorporó en la Ley General de Servicios Eléctricos el artículo 34 bis, que tiene por objeto hacerse cargo de la creciente conflictividad y oposición de concesiones eléctricas, con el consecuente retraso en las obras en materia energética.

• Artículo acota ámbito de medidas precautorias, dictadas en el marco de un juicio posesorio sumario a los que se refiere el Título IV del Libro III del Código de Procedimiento Civil, en el sentido de que concesionario puede pedir alzamiento de la medida precautoria, siempre que caucione la eventual demolición de la obra o la indemnización de los perjuicios en caso que sea condenado por sentencia firme.

2. Objetivo de Proyecto de ley.

• Hacer extensivo los proyectos de generación de ERNC, así como a sus líneas de transmisión y caminos de acceso, de la caución señalada.

III. Modificación Ley Orgánica ENAP, habilitación para participar en proyectos de generación eléctrica.

1. Antecedentes.

• Se ha constatado en últimos años la estrechez de oferta de suministro.

• Se han extendido los años necesarios para que un proyecto de generación pueda entrar en operación.

• Se estableció en la Agenda, que la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP) se transforme en un actor relevante en materia energética.

• Objeto de la empresa dice relación con los hidrocarburos, y por modificación contenida en la ley N°19.657, también en lo relativo a materias sobre energía geotérmica.

• ENAP está habilitada para que, directamente o a través de sociedades en que tenga participación, pueda realizar labores de generación en la medida que la ejecución de aquella actividad esté orientada a alcanzar los objetivos que su ley orgánica le encomienda.

2. Objetivos de proyecto de ley.

• Se presenta como factible habilitar a ENAP, para que pueda participar a través de sociedades de generación de energía eléctrica.

> Empresa tiene la estructura y experiencia del desarrollo de proyectos (hidrocarburos, geotermia e incluso proyectos de generación que a la fecha ha desarrollado en orden a ejecutar su actividad principal relacionada con los hidrocarburos).

• Habilitación se encontraría en orden a desarrollar y concretar uno de los aspectos principales de la Agenda de Energía, como es la llegada temprana de los proyectos a las comunidades para considerar su opinión y propuestas al momento de concretar la construcción efectiva de los proyectos.

• Se permitiría además, que ENAP pueda desarrollar los proyectos y una vez "armados" pueda convocar a actores para ejecutar y explotar en conjunto, lo que apareja entre otras cosas, gestión para la eventual llegada de nuevos actores.

3. Articulado propuesto en Proyecto de Ley.

• Habilitación para que ENAP pueda participar a través de sociedades en el giro de la Generación de Energía Eléctrica.

- Participación podría ser superior al 50% (podrá llegar hasta el 66%), pero deberá cumplir con ciertas evaluaciones del Ministerio de Energía y de Hacienda.

• Se exceptúa de la restricción sobre % de propiedad para "empaquetamiento de proyectos".

• Se establecen resguardos financieros que deberá cumplir ENAP:

> Sociedades estarán sometidas a las normas que rigen a las anónimas y abiertas(ley N° 18.046).

> Artículo 3° del decreto ley N° 1.056, de 1975, del Ministerio de Hacienda, que determina normas complementarias relativas a la reducción del gasto público y al mejor ordenamiento y control de personal;

> Artículo 11° de la ley N° 18.196, Sobre Normas Complementarias de Administración Financiera, Personal y de Incidencia Presupuestaria;

> Artículo 44 del Decreto Ley N° 1.263, Orgánico de Administración Financiera del Estado.

• Además, Ministerio de Energía y de Hacienda deberán emitir un informe de evaluación financiera de las iniciativas a desarrollar.

Logros y avances ENAP Sept 2015.

• Resultado positivo de US$ 240 millones, el cual aumenta respecto de los US$ 100 millones obtenidos a igual periodo de 2014.

• EBITDA pasa de US$ 468 millones a US$ 665 millones.
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• Patrimonio alcanzó un 14,2% del total activo al 30 de septiembre de 2015 (9,7% al 31 de diciembre de 2014).

[image: image17.png]MMUS$
- 588588888

83

Patrimonio

231

546

2012

2013

2014

sep-15




[image: image18.png]0 EBITDA A SEPTIEMBRE 2001 / 2015 .
o0
s00 68
00
200
200
100
2 57
o - .
N s o N
o e‘“& @\”& & é’ # & & @\”&W @“& & @“s&

*Al 30 de septiembre de 2015 se obtiene un EBITDA de USS 665 millones, aumentando en USS 197 millones
respecto al EBITDA al 30 de septiembre de 2014 de USS 468 millones, dado principalmente por generacion de
Margen segin el siguiente detalle:

~Linea R&C: MMUS$ 472 /-Linea E&P: MMUS$ 173 / Linea G&E: MMUS$ 20
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Mejoras en los indicadores de seguridad.
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Proyecto de ley contempla recursos para Franquicia Tributaria y Subsidio para Viviendas Sociales, y no implica mayor gasto fiscal para la ampliación de Giro de ENAP.

a) Franquicia Tributaria. Contempla por menor ingreso en los años de vigencia (6 años) un total de $26.547 millones de pesos.

• Menor Ingreso Fiscal (en millones de pesos)
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b) Subsidio para viviendas sociales. Contempla mayor gasto fiscal por $24.556 millones de pesos. Se considera subsidio 5 años de vigencia 2016 - 2020.

• Presupuesto fiscal (en millones de pesos)
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• Ampliación del giro de ENAP.

No implica mayor gasto fiscal, se contempla que propia rentabilidad de las inversiones y proyectos de generación de energía, sean capaces de solventar los compromisos financieros que se podrían asumir.

- - -

A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:
Artículo 1°

Esta disposición introduce modificaciones en la ley N° 20.365, que Establece Franquicia Tributaria Respecto de Sistemas Solares Térmicos:

Número 1

“1.- Reemplázase, en el artículo 1°, la expresión “y de su instalación” por la frase “, de su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.”.
La Comisión acordó dejar constancia que en el Reglamento de la ley se establezca claramente la supervisión y control que tendrán las mantenciones obligatorias mínimas a que hace referencia la norma.
Este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.

Número 2

“2.- Modifícase el artículo 3° en el siguiente sentido:
a) Intercálase, en el inciso primero, entre la palabra “vivienda” y la conjunción copulativa “y”, la frase “, a cuyo respecto se haya suscrito un contrato para realizar, durante, a lo menos, cinco años contados desde la recepción definitiva del inmueble, las mantenciones periódicas en conformidad a lo señalado por el proveedor del sistema, que no hayan servido para percibir el subsidio establecido en el inciso primero del artículo 13,”.
b) Agrégase, en su inciso final, la siguiente letra c):

“c) Copia autorizada del contrato de mantención del sistema.”.”.
Este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar.

Número 3

Introduce modificaciones en su artículo 4°:

Letra a)

“a) Sustitúyese, en su encabezamiento,  la frase “y su instalación” por “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.”.

Esta letra fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar.

Letra b)

“b) Modifícase la letra a) de la siguiente manera:

i. Sustitúyese la expresión “y su instalación” por “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”, las dos veces que aparece.

ii. Reemplázase la expresión “o instalación”, las primeras dos veces que aparece, por “, instalación o mantención”.”.

Esta letra fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar.

Letra c)

“c) Modifícase su letra b) en el siguiente sentido:

“i. Sustitúyese en el numeral i) la frase “y su instalación” por la siguiente expresión: “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.”.”.

Este numeral fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar.
“ii. Reemplázase el numeral ii) por el siguiente:
“ii) Respecto de los inmuebles cuyo valor sea superior a dos mil  unidades de fomento y no exceda de tres mil unidades de fomento, el beneficio potencial máximo será equivalente al porcentaje que se obtiene del cálculo de la operación aritmética (3000-Vv)/10, donde Vv corresponde al valor de la vivienda, aplicado al valor del respectivo sistema solar térmico y su instalación y mantenciones obligatorias mínimas. En todo caso, el beneficio no podrá exceder del mismo porcentaje calculado en este numeral, aplicado a los valores señalados en las letras c) y d) siguientes.”.”.

Este numeral fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar.

“iii. Reemplázase el numeral iii) por el siguiente:

“iii) Los inmuebles cuyo valor sea superior a tres mil unidades de fomento no darán derecho al beneficio.”.”.

Este numeral fue aprobado por 3 votos a favor y 1 abstención. Los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar votaron a favor y, el Honorable Senador García, se abstuvo.

Letra d)

“d) Agrégase, en la tabla de la letra c), los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:
“2015

33

2016

33

2017

28

2018

20

2019

15

2020

8”.”.
Esta letra fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.

Letra e)

“e) Modifícase la letra d) en el siguiente sentido:
i. Reemplázase la frase “y su instalación” por la siguiente “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.

ii. Agrégase, en la primera tabla, los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:
“2015

26,5

2016

26,5

2017

22,5

2018

16

2019

12

2020

6,4”.
iii. Añádese, en la segunda tabla, los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:
“2015

23,5

2016

23,5

2017 

20

2018

14

2019

10,5

2020

5,7”.”.

Esta letra fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Número 4

“4.- Agrégase, en el artículo 7°, un inciso segundo del siguiente tenor:

“Además del período señalado en el inciso precedente, dicho beneficio regirá a partir del 1 de enero de 2015 respecto de las viviendas cuyos permisos de construcción o las respectivas modificaciones de éstos se hayan otorgado a partir del 1 de enero de 2013 y obtenido su recepción municipal final a partir del 1 de enero de 2015 y antes del 31 de diciembre de 2020. No obstante, también accederán a este beneficio las viviendas cuya recepción municipal se obtenga después del 31 de diciembre de 2020, cuando esta se hubiere solicitado con anterioridad al 30 de noviembre de ese año.”.”.

En votación este número, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.

Número 6

Introduce modificaciones en su artículo 9°:

Letra a)

“a) Intercálase, en el numeral 1, entre la expresión “artículo 1°” y la preposición “de” que le sigue, la frase “y a los subsidios establecidos en el artículo 13”.”.

Letra c)

“c) Reemplázase el numeral 4 por el siguiente:
“4. Sancionar, de acuerdo al Título IV de la ley Nº18.410, que Crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, a las empresas constructoras que hayan accedido al beneficio tributario contenido en el artículo 1° o al subsidio establecido en el inciso primero del artículo 13, cuando se les compruebe que los respectivos sistemas solares térmicos no cumplen con las disposiciones establecidas en la ley o en el reglamento o con lo declarado en la respectiva memoria de cálculo.””.

Respecto de este número, la Comisión acordó dejar constancia que en el Reglamento se deberá establecer la exigencia de una mantención obligatoria por parte de las empresas proveedoras de los sistemas que se instalen, con los estándares que allí se fijen.
Los representantes del Ejecutivo concordaron con el acuerdo expresado, y adquirieron el compromiso de establecer dicha obligación en el Reglamento.
En votación las letras a) y c) del número 6 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Número 7

Introduce modificaciones en su artículo 11:

Letra b)

“b) Modifícase el inciso segundo en los siguientes términos:
i. Sustitúyese la frase “El año subsiguiente, la Comisión Nacional de Energía” por “El año 2019, el Ministerio de Energía”.”.
La letra b) i. fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Número 8

“8.- Reemplázase el artículo 13 por el siguiente:
“Artículo 13.- El Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrá establecer un programa de subsidio complementario a los habitacionales, para la instalación de sistemas solares térmicos en viviendas nuevas objeto de dichos programas. Bajo este programa se asignarán subsidios para el período comprendido  entre los años 2016 y 2020, inclusive. En caso de implementarse este programa, los valores máximos del subsidio serán determinados anualmente mediante decreto expedido por el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, suscrito, además, por los Ministros de Hacienda y de Energía.
El referido decreto establecerá mecanismos competitivos para la selección de los sistemas solares térmicos a instalar y definirá prioridades para la asignación del subsidio en determinadas regiones y/o comunas del país.
A los sistemas solares térmicos acogidos a los subsidios descritos en el inciso anterior les serán aplicables los artículos 3° y 8°, inciso primero, y demás disposiciones que establezca el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo en esta materia. Con cargo a este subsidio se podrá financiar todo o parte del costo del sistema solar térmico y su instalación, un refuerzo en la techumbre y un programa de mantención por cinco años.
Para la implementación de lo dispuesto en los incisos anteriores, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y los organismos públicos responsables de la ejecución del o los programas de subsidios deberán coordinar las acciones que permitan su entrega y fiscalización. 
Asimismo, el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrá establecer, en el Programa de Protección del Patrimonio Familiar, mecanismos destinados a incentivar la utilización de sistemas solares térmicos en las viviendas objeto de dicho programa.
Se prohíbe la comercialización de sistemas solares térmicos o cualquiera de sus componentes que hayan servido con anterioridad para percibir este subsidio. Esta prohibición regirá por cinco años, contados desde la recepción municipal definitiva de la obra donde se hubiesen instalado primeramente, y su incumplimiento se sancionará en la forma prevista en el inciso final del artículo 39 del decreto N°1, de 2011, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, que aprueba el reglamento del sistema integrado de subsidio habitacional.”.”.
Este numeral fue aprobado por 4 votos a favor y 1 abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar, y se abstuvo el Honorable Senador señor Coloma.
Número 9

“9.- Agrégase el siguiente artículo 16:

“Artículo 16.- El Ministerio de Energía, respecto del beneficio contemplado en el artículo 1° y del subsidio señalado en el artículo 13, podrá establecer medidas o mecanismos especiales para fomentar su utilización armónica y territorialmente equitativa, con el objeto de propender a la desconcentración geográfica del uso de los sistemas solares térmicos.”.”.

Este numeral fue aprobado por 4 votos a favor y 1 abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar, y se abstuvo el Honorable Senador señor Coloma.
Artículo 3°

Esta disposición introduce modificaciones al artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°9.618, que Crea la Empresa Nacional del Petróleo, en el siguiente sentido:
“a) Elimínase en su inciso tercero desde la palabra “Finalmente” hasta el punto aparte.
b) Intercálanse los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto:
“De igual manera, la Empresa y,o sus filiales podrán tener una participación social que no les permita aprobar con su solo voto las materias señaladas en el inciso segundo del artículo 67 de la ley N°18.046, sobre Sociedades Anónimas, con una o más sociedades en actividades relacionadas con:
a) Energía Geotérmica. Para estos efectos, podrán formular solicitudes de concesión, participar en licitaciones, prestar toda clase de servicios a los concesionarios para la ejecución de las labores de exploración y de explotación, y en general, desarrollar todas las actividades industriales y comerciales que tengan relación con la exploración y la explotación de esta energía. 
b) Generación de Energía Eléctrica. Para estos efectos, podrán producir, transportar y comercializar energía y potencia eléctrica, y en general, desarrollar todos los proyectos y actividades comerciales e industriales relacionadas o necesarias para ello. Las sociedades que se constituyan para ejecutar el objeto referido estarán sujetas a las normas que rigen a las sociedades anónimas y abiertas contempladas en la ley N°18.046. Para estos efectos, la Empresa deberá dar estricto cumplimiento a lo establecido en el artículo 3° del decreto ley N°1.056, de 1975, del Ministerio de Hacienda, que Determina Normas Complementarias Relativas a la Reducción del Gasto Público y al Mejor Ordenamiento y Control de Personal; a lo dispuesto en el artículo 11 de la ley N°18.196, Sobre Normas Complementarias de Administración Financiera, Personal y de Incidencia Presupuestaria, así como al artículo 44 del decreto ley N°1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado. Corresponderá al Ministerio de Energía emitir un informe de evaluación económica y financiera de las iniciativas por desarrollar, sin perjuicio de que el Ministerio de Hacienda efectúe evaluaciones adicionales o las encargue a entidades nacionales o extranjeras, para efectos de fundamentar la viabilidad económica y financiera de dichas iniciativas. El informe del Ministerio de Energía será requisito para la autorización que el Ministerio de Hacienda pueda otorgar conforme al referido artículo 3° del decreto ley N°1.056, de 1975, cuando la participación social de ENAP y,o de sus filiales sea igual o superior al cincuenta por ciento. Asimismo, la Empresa y,o sus filiales podrán obtener, adquirir y explotar concesiones y servirse de las mercedes o derechos que obtenga. Además, la Empresa y,o sus filiales podrán realizar estudios y evaluaciones técnicas y comerciales, gestionar y obtener los permisos y autorizaciones requeridos para el desarrollo de proyectos de generación eléctrica con sus respectivas instalaciones de transmisión, así como el completo desarrollo de proyectos de generación eléctrica destinados a cumplir con el giro  regulado en  los incisos segundo y tercero de este artículo, actividades para lo que no se considerarán las limitaciones de la participación social, la obligación de someterse a las normas de las sociedades anónimas abiertas y los informes previos de los Ministerios de Energía y,o Hacienda.
Para efectos de la constitución y funcionamiento de las sociedades antes señaladas, la Empresa deberá velar, tanto respecto de sus inversiones como financiamiento, por el cumplimiento de las obligaciones de responsabilidad fiscal y la debida evaluación económica y financiera que sustenten los proyectos a impulsar.”.”.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que conforme a la Ley Orgánica del Congreso Nacional, el inciso segundo del artículo 17 establece que cada Cámara deberá tener una Comisión de Hacienda encargada de informar los proyectos que tengan incidencia de sus normas sobre la economía del país.

Agregó que, a su parecer, el artículo 3° de esta iniciativa legal debe considerarse como uno de aquellos artículos de competencia de la Comisión de Hacienda ya que la norma en comento tiene por finalidad ampliar el giro de ENAP generando distorsiones para la economía y distorsiones para la competencia.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que es discutible ya que el hecho que a ENAP se le amplíe el giro no significa, necesariamente, que esta norma tenga incidencia económica. Agregó que esta disposición ya fue revisada por la Comisión de Minería y Energía del Senado quien la aprobó. También, en la Sala del Senado se analizó esta iniciativa legal, en general, y se votó esta disposición. En el trámite de la Comisión de Hacienda no se presentaron indicaciones por lo tanto este artículo se entiende aprobado. No obstante, señaló no tener inconveniente en acceder a lo solicitado.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que siendo éste un tema donde obviamente hay divergencia, que involucra un problema económico conceptual es propio de la competencia de la Comisión.

Recalcó que la ampliación de giro no es buena para la economía en Chile porque no está de acuerdo con un espíritu de competencia donde el Estado tenga un rol definido.

El Honorable Senador señor Zaldívar reiteró que esta norma ya fue revisada y discutida en la Comisión técnica incluso se analizó en general en la Sala del Senado y varios señores Senadores se refirieron a este tema en un sentido y en otro.

El Honorable Senador señor Lagos indicó que esta norma sí tiene injerencia en la economía ya que ampliarle el giro a ENAP tiene un efecto, es decir generar megawatts, inyectarlo al sistema, etc. Señaló que esta norma tiene un elemento que, eventualmente, la Comisión de Hacienda debiera pronunciarse, más allá de los aspectos financieros. 

El Ministro de Energía, señor Máximo Pacheco, se refirió a la importancia de esta ley como un instrumento para mejorar el funcionamiento de la economía y agregó que, en primer lugar, hay plena conciencia de la importancia de mejorar la competitividad de nuestra economía. Ella, precisó, no mejorará su competitividad sin competencia. 

Señaló que para el Ministerio es fundamental funcionar con actores de mediano y gran tamaño que compitan de igual a igual con los incumbentes lo que se está logrando, en parte, con esta asociación con ENAP.

En segundo lugar, señaló, Chile está en un muy buen momento en cuanto al campo de la inversión. Para que esta economía tenga un pulso de crecimiento se requiere un impulso a la inversión y principalmente, a la inversión privada. Actualmente, se está advirtiendo que el sector de energía se ha convertido en el sector número uno de la  economía chilena en la inversión superando a la minería y duplicando el monto de inversión en el sector, en los 21 meses de gobierno. 

Recordó que el gobierno, al inicio de su período, contaba sólo con 25 centrales en construcción. Hoy son 51 centrales en construcción. Además, al principio del mandato había 2000 MW en construcción y ahora existen 4000 MW. Precisó que se requiere mucha más inversión y no solamente para bajar las cuentas de la luz, por ejemplo. Chile tiene la posibilidad cierta de ser un país exportador de energía. Contamos con energía solar, con energía eólica, etc., es decir, existe suficiente energía para convertirnos en un país exportador de energía limpia.

Señaló que la licitación efectuada el pasado mes de octubre fue exitosa y muy bien recibida por todos los actores pero, pequeña. La prueba de verdad es la licitación que se efectuará el próximo mes de abril de 2016 donde se licitarán 13 mil gigawatt hora año. 

Indicó que esos son los motivos por los cuales se requiere aprobar este proyecto, que se encuentran en la fase final de la selección del socio lo que se traducirá en una excelente noticia al país porque el socio, asociado a ENAP ayudará a crear un nuevo campo competitivo en este sector. Es decir, desde el punto de vista de la competitividad, de la inversión, del resultado en la próxima licitación y, finalmente, desde el punto de vista de la productividad de ENAP es algo muy importante para que sea un mejor negocio. Es muy difícil, agregó, elevar la productividad si se está con las manos amarradas.

La energía es un sector extraordinariamente importante para la economía y, por lo tanto, se dará una buena noticia en cuanto a lo relativo a elevar la productividad de ENAP al ampliarle el giro.

El Honorable Senador señor Montes indicó que es una discusión que debió ser abordada anteriormente. Recordó que en el año 2007 el Ministro Tokman viajó a Estados Unidos donde había un conjunto de proyectos en juego y dependía de cuánto dinero ponía el Estado para asociarse a otros capitales extranjeros. En esa oportunidad nuestro país llegó con una cantidad de dinero muy baja para lo que se requería y el Ministro puso muy poco dinero y no atrajo nada, como consecuencia todo se fue a Australia. Esta situación que se describe ocurrió hace más de 8 años atrás.

Señaló que hay una rigidez de parte de nuestro concepto constitucional, en algunos casos, pero también de nuestro concepto de economía que nos han impedido aprovechar situaciones, sobre todo en el área de energía y, específicamente, en la alternativa. Algunos sostienen que con energía solar seremos capaces de abastecer incluso a toda América del Sur ya que el potencial es enorme. 

Desde un punto de vista económico, precisó que este tipo de discusión debe ser hecha. Es necesaria para poder seguir creciendo, para poder estar a la altura de los tiempos que se avecinan. Agregó que no es suficiente lo que se está aprobando pero si es un gran paso. Debemos ser mucho más ambiciosos al menos en cuanto a lo que se relaciona con la energía solar. Estamos empezando a tomar iniciativas, a tener una actitud mucho más proactiva. 

Desde el punto de vista jurídico, señaló que es perfectamente pertinente la discusión relativa a la ampliación del giro de ENAP.

El Honorable Senador señor Coloma, reiteró que es un debate que se debe hacer en tanto rol del Estado dentro de la economía ya que se está fortaleciendo el estatismo. Es un modelo que es perfectamente legítimo para ciertos sectores para lo cual debiera cambiarse la norma constitucional. Acá se está otorgando una facultad distinta y es un tema relevante. 

Desde el punto de vista conceptual, prosiguió, todo lo mencionado por el Ministro de Energía respecto del aumento de capacidad en materia eléctrica ha sido con la ENAP que teníamos no con la que se pretende generar. Es decir, una cosa es tener políticas públicas para fortalecer determinados esquemas de desarrollo, lo que se puede lograr estimulando a privados y no necesariamente involucrándose en la propiedad de los proyectos y, otra cosa, es involucrarse en aspectos que no corresponden lo que genera además, alteraciones en el mercado .No es lo mismo competir con una empresa que está asociada al Estado dentro de una licitación estatal, con una que no lo está, provocándose una distorsión respecto de la forma de entender el desarrollo.

Explicó que no quiere volver al Estado de los 60.  El modelo virtuoso debe ser un Estado que se dedica a hacer aquello que le corresponde y a diseñar políticas públicas a través de incentivos que son importantes, jerarquizando determinadas tareas que son relevantes. Muy distinto es cuando con recursos públicos me hago parte de la competencia en un sector privado que es poderoso y diversificado. Es una alteración de mercado, va contra, en materia de ideas, de cómo se desarrollan los países. Es volver a los años 60 donde existió un proyecto fallido de la sociedad chilena y que generó una dosis de pobreza muy importante. El círculo que se ha generado estos últimos 30 años, virtuoso sujeto a justicia y a cambio, de alguna manera se desmorona con medidas de esta naturaleza donde se le da una facultad que no tiene a una empresa estatal habiendo muchos privados que sí lo pueden hacer.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que hay espacios para que el Estado actualmente haga cosas que se pueden replantear. A modo de ejemplo, El GNL (gas natural convertido a estado líquido luego de un proceso de enfriamiento a una temperatura de -160° Celsius) de Quintero existe gracias al Estado de Chile. Si se hubiese privatizado ENAP esta obra de infraestructura no hubiera resultado. Precisó, que existen espacios para que el Estado se pueda repensar. ENAP es una tremenda empresa que tiene posibilidades de abrirse a otros ámbitos.

En el tema energético el apalancamiento que hará el Estado es fundamental para lo que viene. Nos permitirá dar un salto cualitativo en esto. Resaltó que nos falta competencia. 

El Honorable Senador señor Zaldívar, manifestó que para hacer una referencia a tiempos pasados hay que ver en qué circunstancias estaba el país. Precisó que tuvimos una empresa muy exitosa. Endesa no fue una empresa que fracasó sino que fue la que electrificó enteramente nuestro país, con la participación de todos los chilenos. 

Manifestó, asimismo, no ser partidario de una economía de tipo estatal pero si, de una en la cual haya participación mixta como en la economía coreana donde hay participación público/privada en determinadas áreas y con grandes resultados.

Agregó que uno de los temas más importantes en una economía social de mercado es, precisamente, cómo se abren más espacios de competencia. En este caso, ENAP asociada a una empresa privada, se traducirá en más competencia con actores del sector privado y mayor producción de energía en todos los rubros.

Si permitimos que ENEL, una empresa extranjera que es estatal, participe en Chile, con mayor razón habrá que permitirle a ENAP para que se transforme en una empresa que tendrá, dentro de las posibilidades de su giro, el poder asociarse con privados para entrar a la competencia de forma leal. Esta iniciativa legal está en una línea correcta que no se dirige al estatismo sino que va más bien hacia un pragmatismo donde es esencial la competencia y la mayor productividad.
El Honorable Senador señor García manifestó que este proyecto de ley se debiera haber analizado frente a planteamientos concretos es decir, con quién nos vamos a asociar?, cuánto capital requiere aportar ENAP y cuánto el posible socio?. Esto, continuó, es una suerte de cheque en blanco. Se puede utilizar muy bien pero también se puede mal usar como nos ha ocurrido en otras oportunidades con el propio ENAP donde salimos a buscar petróleo por diversas partes del mundo y se perdió mucho dinero. Por tratarse, continuó de una norma absolutamente general, sin conocer los detalles de lo que se piensa hacer manifestó su intención de votar en contra.

Puesto en votación el artículo 3° fue aprobado por 3 votos a favor y 2 votos en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar y, en contra, los Honorables Senadores señores García y Coloma.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículos primero, segundo y tercero transitorios
Sus textos son los siguientes:
“Artículo primero.- Respecto de aquellos sistemas solares térmicos instalados en inmuebles que hayan solicitado la recepción municipal antes del 30 de noviembre de 2013, el propietario primer vendedor de una vivienda acogida al beneficio tributario de la ley N° 20.365 mantendrá la obligación de solventar la realización de una inspección del sistema solar térmico a solicitud del actual propietario de la vivienda, quien podrá requerirlo dentro del primer año contado desde la recepción municipal definitiva de la misma. Esta revisión sólo podrá ser realizada por los organismos y entidades a que se refiere el artículo 9º, número 3, de la ley N° 20.365. El reglamento establecerá la forma y condiciones de esta solicitud y los demás procedimientos necesarios para la realización de la inspección, entre ellos la forma en que se solicitará y efectuará la revisión de sistemas solares térmicos utilizados por más de una vivienda.
Artículo segundo.- Respecto de las viviendas que hayan obtenido su recepción municipal final desde el 1 de enero de 2015 y hasta antes de la entrada en vigencia de esta ley, el derecho al crédito por cada vivienda equivalente a todo o parte del valor de los sistemas solares térmicos se imputará en el mes calendario siguiente al de su publicación.  
Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Energía. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementarlo en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

Puestos en votación los artículos primero, segundo y tercero transitorios fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 6 de octubre de 2014, señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

El proyecto de Ley contiene tres componentes:

1.1 Beneficios colectores solares

Con fecha 19 de agosto de 2009 se publicó en el Diario Oficial la Ley N° 20.365, que estableció una franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos para abastecer de agua potable sanitaria calentada a viviendas nuevas de hasta 4.500 unidades de fomento.

La vigencia del beneficio ha finalizado, pues regiría respecto de las viviendas que hubiesen obtenido su recepción municipal final antes del 31 de diciembre de 2013 (o solicitado dicha recepción antes del 30 de noviembre de 2013).

El presente proyecto pretende extender la vigencia de la franquicia. Se elimina el último tramo de beneficio (viviendas entre 3.000 y 4.500 UF) para una mayor focalización y se genera una disminución gradual en el monto del beneficio entre los años 2017 y 2019, de manera de disminuir progresivamente el apoyo a la industria a medida que ella se desarrolla.  Asimismo, el proyecto busca permitir el establecimiento de un programa que incorpore subsidios directos para la instalación de estos sistemas en viviendas sociales (complementario a los programas de subsidio habitacional que lleva adelante el Ministerio de Vivienda y Urbanismo), cuyo monto máximo no podrá exceder el costo del equipo y será fijado de manera tripartita entre el Ministerio de Hacienda, el Ministerio de Energía y el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Adicionalmente, se incorpora la obligación de realizar un estudio de evaluación de los beneficios al cabo del segundo año de vigencia de la Ley.

I.2  Paralización de obras en Concesiones de Uso Onerosas de Bienes Nacionales.

Con el objeto de limitar el retraso en obras asociadas a concesiones de Bienes Nacionales para el desarrollo de proyectos de ERNC, se acota el ámbito de las medidas precautorias, dictadas en el marco de un juicio posesorio sumario a los que se refiere el Título IV del Libro III del Código de Procedimiento Civil, en el sentido de que el concesionario puede pedir el alzamiento de la medida precautoria, siempre que caucione la eventual demolición de la obra o la indemnización de los perjuicios en caso que sea condenado por sentencia firme.

I.3  Marco de acción de la Empresa Nacional de Petróleo.

El Gobierno ha planteado en su Agenda de Energía, que la Empresa Nacional del Petróleo se transforme en un actor relevante en materia energética mediante la ampliación de su objeto social a actividades relacionadas con la energía eléctrica en materias de generación eléctrica, para que pueda participar a través de sociedades en el ámbito de acción señalado.

II. Efectos Fiscales del Proyecto de Ley.

II. 1 Beneficios Colectores Solares

Las iniciativas contenidas en el proyecto de Ley relacionadas a nuevos beneficios para la instalación de colectores solares en viviendas nuevas de menos de 2.000 UF, con un beneficio decreciente linealmente para viviendas de entre 2.000 y 3.000 UF, tendrán un efecto directo según se detalla a continuación.

Estas iniciativas no tendrán mayores gastos en personal y equipos, pues las nuevas tareas serán abordadas por los recursos humanos existentes en las respectivas instituciones relacionados a Energías Renovables no Convencionales (en la SEC y el Ministerio de Energía), y por profesionales del área financiera y técnica del MINVU. 

II.l.a  Franquicia tributaria para colectores solares.

La menor recaudación de impuestos asociada a la franquicia tributaria se estimó en $28.073 millones en cinco años (pesos 2014). Este cálculo asume que las solicitudes de franquicias durante el primer año (2015) de la extensión de ésta, será un 20% superior a la observada con la entrada en vigencia de la franquicia original en el año 2011; durante el segundo año (2016), este valor será un 10% superior al segundo año del proyecto original. A partir del tercer año, se estima una reducción neta de la demanda resultado de dos efectos opuestos: un aumento de un 10% cada año de vigencia debido a un mayor conocimiento de la tecnología, y una disminución por el menor beneficio (asociado a la elasticidad precio de la demanda que se asume es -1).

Atendido lo anterior y el monto máximo de la franquicia de 33 UF por equipo para el período 2015-2016, 20 UF para 2017, 15 UF para 2018 y 10 UF para 2019, la menor recaudación asociada a la franquicia, se estima será de:
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II.l.b  Subsidio para viviendas sociales.

El gasto fiscal asociado al subsidio, se estimó en $23.800 millones para el periodo 2015-2019 (pesos 2014). En la siguiente tabla, se muestra el gasto fiscal por año asumiendo subsidios del 40 UF para los dos primeros años, 30 UF el tercer año, 20 UF el cuarto año y 10 UF el quinto año (donde el valor de los equipos es de 40 UF por vivienda, equivalente al valor promedio actual).
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II.2 Ampliación restricciones de Medidas Precautorias (título IV, Código de Procedimiento Civil) a Concesiones de Uso Oneroso del Ministerio de Bienes Nacionales.

La iniciativa contenida en el proyecto de ley que acota el ámbito de las medidas precautorias, dictadas en el marco de un juicio posesorio sumario a los que se refiere el Título IV del Libro III del Código de Procedimiento Civil, no implica mayor gasto fiscal por cuanto no se contemplan transferencias fiscales con ese propósito.

II.3 Modificación objeto social ENAP.

La iniciativa contenida en el proyecto de ley que permite la ampliación del objeto social de la Empresa Nacional del Petróleo no implica mayor gasto fiscal por cuanto no se contemplan transferencias fiscales con ese propósito. Por el contrario, se espera que la propia rentabilidad de las inversiones y proyectos que la Empresa lleve a cabo sean capaces de solventar los compromisos financieros que se adquieran para desarrollar tales proyectos.

III.  Resumen Fuente de financiamiento.

En resumen, durante el período de vigencia de este proyecto, esta iniciativa implica $28.073 millones de menor recaudación y $23.800 millones de gasto fiscal, ambos en pesos de 2014.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta Ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Energía, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público. En los años siguientes se incorporará, en lo que corresponda, en la Ley de Presupuestos. “.

Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Minería y Energía, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- 
Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.365, que Establece Franquicia Tributaria Respecto de Sistemas Solares Térmicos:

1.- Reemplázase, en el artículo 1°, la expresión “y de su instalación” por la frase “, de su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.

2.- Modifícase el artículo 3° en el siguiente sentido:

a) Intercálase, en el inciso primero, entre la palabra “vivienda” y la conjunción copulativa “y”, la frase “, a cuyo respecto se haya suscrito un contrato para realizar, durante, a lo menos, cinco años contados desde la recepción definitiva del inmueble, las mantenciones periódicas en conformidad a lo señalado por el proveedor del sistema, que no hayan servido para percibir el subsidio establecido en el inciso primero del artículo 13,”.

b) Agrégase, en su inciso final, la siguiente letra c):

“c) Copia autorizada del contrato de mantención del sistema.”.

3.- Modifícase el artículo 4° en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese, en su encabezamiento,  la frase “y su instalación” por “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.

b) Modifícase la letra a) de la siguiente manera:

i. Sustitúyese la expresión “y su instalación” por “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”, las dos veces que aparece.

ii. Reemplázase la expresión “o instalación”, las primeras dos veces que aparece, por “, instalación o mantención”.

c) Modifícase su letra b) en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese en el numeral i) la frase “y su instalación” por la siguiente expresión: “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.
ii. Reemplázase el numeral ii) por el siguiente:

“ii) Respecto de los inmuebles cuyo valor sea superior a dos mil  unidades de fomento y no exceda de tres mil unidades de fomento, el beneficio potencial máximo será equivalente al porcentaje que se obtiene del cálculo de la operación aritmética (3000-Vv)/10, donde Vv corresponde al valor de la vivienda, aplicado al valor del respectivo sistema solar térmico y su instalación y mantenciones obligatorias mínimas. En todo caso, el beneficio no podrá exceder del mismo porcentaje calculado en este numeral, aplicado a los valores señalados en las letras c) y d) siguientes.”.

iii. Reemplázase el numeral iii) por el siguiente:

“iii) Los inmuebles cuyo valor sea superior a tres mil unidades de fomento no darán derecho al beneficio.”.

d) Agrégase, en la tabla de la letra c), los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:

“2015

33

2016

33

2017

28

2018

20

2019

15

2020

8”.

e) Modifícase la letra d) en el siguiente sentido:

i. Reemplázase la frase “y su instalación” por la siguiente “, su instalación y mantenciones obligatorias mínimas”.
ii. Agrégase, en la primera tabla, los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:

“2015

26,5

2016

26,5

2017

22,5

2018

16

2019

12

2020

6,4”.

iii. Añádese, en la segunda tabla, los años y referencias a unidades de fomento por vivienda siguientes:

“2015

23,5

2016

23,5

2017 

20

2018

14

2019

10,5

2020

5,7”.

4.- Agrégase, en el artículo 7°, un inciso segundo del siguiente tenor:

“Además del período señalado en el inciso precedente, dicho beneficio regirá a partir del 1 de enero de 2015 respecto de las viviendas cuyos permisos de construcción o las respectivas modificaciones de éstos se hayan otorgado a partir del 1 de enero de 2013 y obtenido su recepción municipal final a partir del 1 de enero de 2015 y antes del 31 de diciembre de 2020. No obstante, también accederán a este beneficio las viviendas cuya recepción municipal se obtenga después del 31 de diciembre de 2020, cuando esta se hubiere solicitado con anterioridad al 30 de noviembre de ese año.”.

5.- Elimínase el inciso tercero del artículo 8°.

6.- Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:

a) Intercálase, en el numeral 1, entre la expresión “artículo 1°” y la preposición “de” que le sigue, la frase “y a los subsidios establecidos en el artículo 13”.

b) Elimínase, en el numeral 3, la frase “, de acuerdo a lo señalado en el inciso tercero del artículo precedente”.

c) Reemplázase el numeral 4 por el siguiente:

“4. Sancionar, de acuerdo al Título IV de la ley Nº18.410, que Crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, a las empresas constructoras que hayan accedido al beneficio tributario contenido en el artículo 1° o al subsidio establecido en el inciso primero del artículo 13, cuando se les compruebe que los respectivos sistemas solares térmicos no cumplen con las disposiciones establecidas en la ley o en el reglamento o con lo declarado en la respectiva memoria de cálculo.”

d) Elimínase, en su inciso final, la oración “La facultad establecida en el número 3 regirá por el término que resulte de la aplicación del artículo precedente.”.

7.- Modifícase el artículo 11 en el siguiente sentido:

a) Agrégase, en su inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la oración “Dicha obligación de información deberá reiterarse durante el primer semestre del año 2020 y su cumplimiento será de cargo del Ministerio de Energía.”.

b) Modifícase el inciso segundo en los siguientes términos:

i. Sustitúyese la frase “El año subsiguiente, la Comisión Nacional de Energía” por “El año 2019, el Ministerio de Energía”.

ii. Elimínase la expresión “cuatro primeros”.  

iii. Sustitúyese la expresión “la referida Comisión” por “el referido Ministerio”.

8.- Reemplázase el artículo 13 por el siguiente:

“Artículo 13.- El Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrá establecer un programa de subsidio complementario a los habitacionales, para la instalación de sistemas solares térmicos en viviendas nuevas objeto de dichos programas. Bajo este programa se asignarán subsidios para el período comprendido  entre los años 2016 y 2020, inclusive. En caso de implementarse este programa, los valores máximos del subsidio serán determinados anualmente mediante decreto expedido por el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, suscrito, además, por los Ministros de Hacienda y de Energía.
El referido decreto establecerá mecanismos competitivos para la selección de los sistemas solares térmicos a instalar y definirá prioridades para la asignación del subsidio en determinadas regiones y/o comunas del país.

A los sistemas solares térmicos acogidos a los subsidios descritos en el inciso anterior les serán aplicables los artículos 3° y 8°, inciso primero, y demás disposiciones que establezca el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo en esta materia. Con cargo a este subsidio se podrá financiar todo o parte del costo del sistema solar térmico y su instalación, un refuerzo en la techumbre y un programa de mantención por cinco años.

Para la implementación de lo dispuesto en los incisos anteriores, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y los organismos públicos responsables de la ejecución del o los programas de subsidios deberán coordinar las acciones que permitan su entrega y fiscalización. 

Asimismo, el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrá establecer, en el Programa de Protección del Patrimonio Familiar, mecanismos destinados a incentivar la utilización de sistemas solares térmicos en las viviendas objeto de dicho programa.

Se prohíbe la comercialización de sistemas solares térmicos o cualquiera de sus componentes que hayan servido con anterioridad para percibir este subsidio. Esta prohibición regirá por cinco años, contados desde la recepción municipal definitiva de la obra donde se hubiesen instalado primeramente, y su incumplimiento se sancionará en la forma prevista en el inciso final del artículo 39 del decreto N°1, de 2011, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, que aprueba el reglamento del sistema integrado de subsidio habitacional.”.

9.- Agrégase el siguiente artículo 16:

“Artículo 16.- El Ministerio de Energía, respecto del beneficio contemplado en el artículo 1° y del subsidio señalado en el artículo 13, podrá establecer medidas o mecanismos especiales para fomentar su utilización armónica y territorialmente equitativa, con el objeto de propender a la desconcentración geográfica del uso de los sistemas solares térmicos.”.

Artículo 2°.- 
Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto al artículo 34° bis del decreto con fuerza de ley Nº 4/20.018, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos:

“Asimismo, los titulares o propietarios de las obras que se realicen para establecer medios de generación renovables no convencionales, sus líneas de transmisión, subestaciones y caminos de acceso, en bienes propios o de terceros, en virtud de contratos, servidumbres, concesiones otorgadas conforme al párrafo I del Título III del decreto ley N°1.939, del Ministerio de Tierras y Colonización, de 1977, o a algún otro título, podrán consignar la caución en los términos señalados en los incisos precedentes, generando los mismos efectos de los juicios posesorios sumarios regulados en el Título IV del Libro III del Código de Procedimiento Civil, cuando la acción que da origen a tales juicios se funde en concesiones de carácter administrativo o judicial, para la exploración o explotación de recursos minerales o geotérmicos.

La consignación de la caución señalada no afectará el cumplimiento de la normativa medioambiental vigente y los convenios internacionales suscritos por Chile sobre pueblos originarios.”.
Artículo 3°.- 
Modifícase el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°9.618, que Crea la Empresa Nacional del Petróleo, en el siguiente sentido:

a) Elimínase en su inciso tercero desde la palabra “Finalmente” hasta el punto aparte.

b) Intercálanse los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto:

“De igual manera, la Empresa y,o sus filiales podrán tener una participación social que no les permita aprobar con su solo voto las materias señaladas en el inciso segundo del artículo 67 de la ley N°18.046, sobre Sociedades Anónimas, con una o más sociedades en actividades relacionadas con:

a) Energía Geotérmica. Para estos efectos, podrán formular solicitudes de concesión, participar en licitaciones, prestar toda clase de servicios a los concesionarios para la ejecución de las labores de exploración y de explotación, y en general, desarrollar todas las actividades industriales y comerciales que tengan relación con la exploración y la explotación de esta energía. 

b) Generación de Energía Eléctrica. Para estos efectos, podrán producir, transportar y comercializar energía y potencia eléctrica, y en general, desarrollar todos los proyectos y actividades comerciales e industriales relacionadas o necesarias para ello. Las sociedades que se constituyan para ejecutar el objeto referido estarán sujetas a las normas que rigen a las sociedades anónimas y abiertas contempladas en la ley N°18.046. Para estos efectos, la Empresa deberá dar estricto cumplimiento a lo establecido en el artículo 3° del decreto ley N°1.056, de 1975, del Ministerio de Hacienda, que Determina Normas Complementarias Relativas a la Reducción del Gasto Público y al Mejor Ordenamiento y Control de Personal; a lo dispuesto en el artículo 11 de la ley N°18.196, Sobre Normas Complementarias de Administración Financiera, Personal y de Incidencia Presupuestaria, así como al artículo 44 del decreto ley N°1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado. Corresponderá al Ministerio de Energía emitir un informe de evaluación económica y financiera de las iniciativas por desarrollar, sin perjuicio de que el Ministerio de Hacienda efectúe evaluaciones adicionales o las encargue a entidades nacionales o extranjeras, para efectos de fundamentar la viabilidad económica y financiera de dichas iniciativas. El informe del Ministerio de Energía será requisito para la autorización que el Ministerio de Hacienda pueda otorgar conforme al referido artículo 3° del decreto ley N°1.056, de 1975, cuando la participación social de ENAP y,o de sus filiales sea igual o superior al cincuenta por ciento. Asimismo, la Empresa y,o sus filiales podrán obtener, adquirir y explotar concesiones y servirse de las mercedes o derechos que obtenga. Además, la Empresa y,o sus filiales podrán realizar estudios y evaluaciones técnicas y comerciales, gestionar y obtener los permisos y autorizaciones requeridos para el desarrollo de proyectos de generación eléctrica con sus respectivas instalaciones de transmisión, así como el completo desarrollo de proyectos de generación eléctrica destinados a cumplir con el giro  regulado en  los incisos segundo y tercero de este artículo, actividades para lo que no se considerarán las limitaciones de la participación social, la obligación de someterse a las normas de las sociedades anónimas abiertas y los informes previos de los Ministerios de Energía y,o Hacienda.

Para efectos de la constitución y funcionamiento de las sociedades antes señaladas, la Empresa deberá velar, tanto respecto de sus inversiones como financiamiento, por el cumplimiento de las obligaciones de responsabilidad fiscal y la debida evaluación económica y financiera que sustenten los proyectos a impulsar.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Respecto de aquellos sistemas solares térmicos instalados en inmuebles que hayan solicitado la recepción municipal antes del 30 de noviembre de 2013, el propietario primer vendedor de una vivienda acogida al beneficio tributario de la ley N° 20.365 mantendrá la obligación de solventar la realización de una inspección del sistema solar térmico a solicitud del actual propietario de la vivienda, quien podrá requerirlo dentro del primer año contado desde la recepción municipal definitiva de la misma. Esta revisión sólo podrá ser realizada por los organismos y entidades a que se refiere el artículo 9º, número 3, de la ley N° 20.365. El reglamento establecerá la forma y condiciones de esta solicitud y los demás procedimientos necesarios para la realización de la inspección, entre ellos la forma en que se solicitará y efectuará la revisión de sistemas solares térmicos utilizados por más de una vivienda.

Artículo segundo.- Respecto de las viviendas que hayan obtenido su recepción municipal final desde el 1 de enero de 2015 y hasta antes de la entrada en vigencia de esta ley, el derecho al crédito por cada vivienda equivalente a todo o parte del valor de los sistemas solares térmicos se imputará en el mes calendario siguiente al de su publicación.  

Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Energía. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementarlo en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

Acordado en sesión celebrada el día 15 de diciembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot y Carlos Montes Cisternas.


Sala de la Comisión, a 16 de diciembre de 2015.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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